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INTROOUCCION
INSLFICIENCIAS DE LA TEORIA lUSADUINISTRATIVISTA 
CLASICA ANTE LOS CAMBIOS SOCIALES E INSTITUCIONA- 
LES DE NUESTRO TIEMPO.
De la gran cçnstrucciûn clâsica del Derecho administrative 
liberal se ha dicho que lo que actualmente persiste no son tanto 
sus soluciones prâcticas cuanto sus dogmas (l). En efecto, un exa­
men siquiera no exhaustive do dicha sistematizaciûn nos lleva a la 
conclusion de que la misma responds a las necesidades précticas de 
una época concrete, pero que al mismo tiempo implica un esfuerzo 
de legitimacies, a nivel de principios jurldicos, de un orden poli­
tico y social determinado. Su gran valor histûrico estriba preci- 
semente en su flexibilidad y capacidad de adaptaciûn prâctica a los 
diverses regimenes politicos que se superponen a una situaciûn so­
cial mâs o menos homogénea, cual es la consolidaciûn en el poder 
de la burguesia europea. Al mismo tiempo produce una justificaciûn 
formai del sistema social imperante y, precisamente, en un période, 
el de finales del siglo pasado, en que el mismo comienza a ser so- 
metido a fuerte critica polltica e ideolûgica.
Si bien tuvo el mérito de suministrar a la técnica del Dere­
cho administrative unos instrumentes conceptuales de los que ésta 
carecle, no es menos cierto que su impronta histûrica constituye
(l) Prosper WEIL, El Derecho Administrative, trad, espahola, Madrid, 
1.966, p. 25.
una barrera infranqueable para su aplicaciûn a las necesidades con­
cretes que el paso del tiempo ha ido planteando. Y, sin embargo, 
sus presupUBstos de base han seguido desempenando, con mâs o menos 
Qceptaciûn, la funciûn ideolûgica para la que fueron més o menos 
directamente creados.
Como consecuencia de ello sucede que la doctrina iusadminis- 
trativista actual -o la parte de ella que continûa sirviêndose de 
dicha construcciûn, aûn necesariamente modernizada- es incapaz de 
asumir la explicaciûn técnica de innumerables problèmes prûcticos 
que plantean las Administraciones modernes, por lo que tiene que 
acudir a un tratamiento parcial o subsidiarie de muchos de elles, 
considerfindolos muchas veces como anomalies mâs o menos acciden- 
tales, que no rompen el esquema general, o incluse en ocasiones 
a su puro y simple no tratamiento, remitiéndose a otras ramas de 
la ciencia jurldica o a otras ciencias sociales para su estudio 
(2).
(2) Ya desde un principio, la actividad administrative asistencial 
se considéra como no incluida en la ûrbita del Derecho administra­
tive, remitiéndose a las ciencias de la Administraciûn (as! GRLNDO, 
aunque despues criticado por S. ROMAND), Pero mâs grave es el tra­
tamiento incompleto de muchas materias por el propio Derecho admi- • 
nistrativo e igualmente el hecho de que los escasos intentes de tra­
tamiento global de las mismas que no rompen el esquema dogmâtico 
clâsica vienen sometidas a constante crltica y revisiûn, lo que de- 
muestra la poca efactividad del empeho, Asl, el caso de la teoria 
del"servicio pûblico” de DUGUIT o la "Daseinvorsorgfe" de FÜRSTHÜFF, 
por citar dos ejemplos dignes de menciûn y con una cierta acepta- 
ciûn doctrinal en sus orlgenes, pero despues desechados prontamen- 
te con el cambio de ciertas circonstanciés histûricas. La afirma- 
ciûn de que al Derecho administrative liberal escape gran parte de 
la realidad modema, en FORSTHOFF, Rechstfragen der leistender Wer- 
waltung, trad, espahola: "Problèmes jurldicos de la Administraciûn 
aportadora de prestaciones',*, hoy en el volumen Sociedad industrial 
y Administraciûn pûblica, Madrid, 1.967, p. 41
La continua crisis del Derecho administrative en nuestro si­
glo tiene su origen en esa separaciûn entre sus dogmas bâsicos y 
la realidad y se agudiza en aquellos périodes histôricos en que la 
eficacia legitimadora de los postulados del Estado de Derecho li­
beral viens afectada por la puesta o's relieve de las contrediccio- 
nes de la propia realidad a la que se superpone.
Por tanto, no es que los dogmas jurldicos del Derecho pû­
blico del ûltimo tercio del siglo pasado reflejasen fotogrâfica- 
mente la configuraciûn de la sociedad a la que se aplicaban, por 
lo que pierden vigencia con las transformaciones de la misma, sino 
que éstas alcanzan en determinados momentos una proporciûn tal, en 
sentido cualitativo, que las divergencies con la teorizaciûn jurl­
dica impiden a ésta jugar su doble funciûn de suministradora de 
soluciones précticas y aglutinadora de consenso ideolûgico,
Asl ocurre en el momento presents, en que vemos surgir la 
nueva idea de la participaciûn, que llega en nuestros dlas al ni­
vel de la conceptualizaciûn juridico-administrative; fenûmeno y 
concepto jurldico que se adivina de gran alcance y no menor pro- 
blematicidad, correspondiendo a las caracterîsticas contradicto­
ries que el mismo présenta a otros niveles politicos e ideolûgi 
COS. Fenûmeno para cuya explicaciûn jurldica hemos de partir no 
sûlo de su origen socio-polltico, sino especialmente del examen 
de la teorizaciûn a cuyas disfunciones aquél pretende emerger como 
respuesta.
1.- Uno de los dogmas a que antes me he referido -y quizâs el de 
mayor profundidad teûrica- es el de la separaciûn entre Estado y 
sociedad civil y, en consecuencia, la dicotomia individuo u hom- 
bre social-hombre politico o ciudadano (uti singulus-uti cives).
La crltica filosûfica o politolûgica del mismo excede de 
las caracterîsticas de este trabajo. Lo que nos interesa resaltar 
es cômo este principio se traslada a la teorla jurldica y en es­
pecial a la de Derecho pûblico en virtud de las necesidades del 
trâfico jurldico y, mâs en concrete, como respuesta a las aspi- 
raciones de la clase burguesa dominante (3). Asl, va a permitir 
colmar las exigencies de seguridad y contabilidad del Derecho me­
diante un sistema iusprivatista autûnomo, es decir, desconectado 
de las vicisitudes concretes de la lucha polltica, y construido 
sobre la base de unos propios principios racionalistas y forma- 
les, Igualmente y con posterioridad el mismo postulado se apli- 
carâ a la construcciûn de un sistema rlgido y con pretensiones 
universalizantes de Derecho pûblico, improntado a la misma meto­
dologla, receptor de las bases epistemolûgicas en que se fundaba 
el ya elaborado sistema de Derecho privado, es decir, de la juri- 
dicidad intrinseca e ahistÛrica de Ûste (4), Se trataba no ya de 
Bstablecer unos principios jurldicos sustanciales de Derecho pû­
blico, que fijasen especlficamehte los fines y las funciones del 
Estado y de los poderes pûblicos, asl como sus limites, sino mâs 
bien unes esquemas formales relacionistas que posibilitaran en 
cualquier caso, es decir, cualquiera que fuesen taies fines y 
actividades, la previsibilidad de la acciûn pûblica sobre el co- 
mercio jurldico privado (S),
(3) En general sobre una crltica histûrica del Estado de Dercho 
liberal; ver E. FORSTHOFF, Tratado de Derecho Administrative, trad, 
espahola, Madrid, 1.958, p, 57 y ss. Mâs resumidamente, J, HABERMAS, 
"Sul concetto di partecipazione politics", en Germania; verso una 
societâ autoritaria, trad, italiana, Bari, 1.966. Sobre la crltica 
general de las teorlas jurldicas correspondientes, M.S. GIANNINI, 
Diritto amministrativQ. I, Milano, 1.970, p. 33 y ss.
(4) Ver M. BULEINGER, Derecho pûblico y Derecho privado, trad, espa 
hola de A. Esteban Drake, Madrid, 1.976.
(5} Asl, vêase la definiciûn de F.J, STAHL del Estado de Derecho,
BOtra COSO distinto, es decir, un sistema iuspublicista libe­
ral de carécter sustancial o teleolûgico hubiera supuesto descen­
der a le realidad de la situacidn polltica concrete y poner en con- 
traposiciûn los principios politicos de la ideologla liberal con 
las exigencies, del todo opuestas, de un Estado intervencionista 
y autoritario. Pero ello resultaba imposible desde el momento en 
que la close burguesa no poseîa la fuerza suficiente para impdner 
sôlidamente y por si misma su propio modelo social, es decir, aquél 
que presuponla el libre juego de las fuerzas sociales y dejaba al 
Estado reducido al papel de simple promulgador y aplicador del De­
recho.
La concepciûn jurldica formalists asl creada implicaba una 
distinciûn clam y tajante de los intereses jurîdicamente relevan­
tes en interés pûblico e intereses privados, traducciûn de la tam- 
bien esquemâtica y apriorlstica separaciûn entre Estado y sociedad.
ifëcogida por F, NEUMAN, Lo Stato democratico e lo Stato autoritario, 
trad, italiana, Bologne, 1.973: "El Estado debe ser un Estado de De­
recho: he aqul la fûrmula que expresa lo que esté implicite en la 
tendencia del desarrollo moderno. Aquél debe définir con exactitud 
y garantizar invioleblemente la direcciûn y los limites de sus pro- 
pias funciones, asl como la esfera de liberted de los ciudedanos, 
por medio del Derecho.Del mismo modo, no debe desarrollar ninguna 
actividad que no entre en la esfera contemplada por la ley. Esta es 
la concepciûn del Estado de Derecho, no oquélla por la que el Esta­
do debe aplicar sûlo el ordenamiento jurldico sin fines administra­
tives o sûlo tutelar los derechos de los individuos. La concepciûn 
del Estado de Derecho indice principalmente no los fines del Esta­
do, sino mâs bien el môtodo segûn el cual se realizan". Ello impli- 
carla, en el caso de pretender un contenido sustancial del Estado 
de Derecho como Estado-gendarme, una sociedad autoregulada (FORST­
HOFF) o, como dice P. BARCELLÜNA| "La forma dello Stato di diritto 
B dunque manifestazione del predominio délia funzione tecnico-eco- 
nomica sulla funzione politico-amministrativa e del carattere me- 
rnmente politico-finalistico dell'attivitâ amministrativa"} Esta­
to e Merceto. Bari, 1.971, p. 23
Se reconocia al individuo una propia esfera de libertad, de dominio, 
un CDto particular a ordenar segûn su libre albedrîo. Esta parcela 
se presuponla formalmente igual para todo sujeto privado, ya que el 
hombre venia considerado en modo abstracto y universal, con inde- 
pendencia de su situaciûn social concrete, aspecto éste que queda- 
ba excluido de consideraciûn por el Derecho; el individuo igual y 
aislado y tantos intereses privados, tantas parcelas formalmente 
iguales, igualmente diferenciadas, cuantas personas componen la 
comunidad estatal. El modelo sociolûgico de esc retrato teûrico es 
el burgués, el propietario, sehor de una propia érea de dominaciûn 
absolute sobre la que goza de una disponibilidad tambien total, tu- 
telable a trovés del reconocimiento de su personalidad jurldica, 
identificable y actuable mediante el derecho subjetivo, la forma 
mâs pura de reconocimiento de su poder personal, o, en su defecto, 
mediante el interés jurldico también directo, individualizado, ma­
terial y contable (6),
En el polo opuesto se sitûa el Estado, para el que la teorla 
jurldica va a crear la ficciûn de su personificaciûn. Aqul se hallan 
los cimientos del soberbio edificio sistemâtico levantado a finales 
del siglo pasado por la Escuela alemana de Derecho pûblico. El Esta­
do se cohsidera en contraposicién directe y formai al individuo. Es 
el titular de la soberanla, el mâximo poder jurldico, y ello en vir­
tud de que es el pottador del interés general. Se releciona jurldi- 
camente con los particulares como sujeto de Derecho, si bien su po­
siciûn sustancial es distinta a la de aquéllos. Tiene la facultad
(ô) El paso del tiempo y las circonstanciés cambiantes han venido 
a reducir hoy en dia la diferencia real entre derecho pûblico sub­
jetivo e interés individual directo. Sobre esta reducciûn de dife- 
rencias, ver E. GARCIA DE ENTERRIA, "Sobre los derechos pûblicos 
subjetivosV en REDA, n^  6, 1.975.
8de définir el ârea de su propie acciûn, lo extensiûn del interés 
general y, de reflejo, la de la reservada a los sujetos privados. 
Pero esa definiciûn, operada mediante reglas générales y abstrac- 
tas, le vincula tanto a él mismo como a aquéllos. El interés ge­
neral se configura asl como un concepto flexible en cuanto a su 
contenido, pero ontolûgicamente ûnico y diferenciado. Concepto 
asimismo abstracto y formai, enormemente eficaz para concilier 
las exigencies reales, en parte coincidentes y en parte antagû- 
nicas, de la libertad de comercio privado y de la autoridod es­
tatal, de las closes y grupos sociales que constituyen el bloque 
hegemûnico en el perlodo histûrico en que se impone tal concep­
ciûn (7).
Lo cierto es que la contraposiciûn tajante entre intere­
ses privados e interés pûblico ha perdurado en su esencie a pe- 
sor de los innumerables cambios histûricos de nuestro siglo. No 
sûlo se ha superpuesto a las modificaciones sucesivas de la osci- 
lante historia constitucional contemporénea, sino incluso a la e- 
voluciûn en parte autûnoma y en parte estrechamente ligada a aquê- 
llas de lo que se ha llamado la constituciûn material (8). Y par 
lo que a nosotros interesa, merece constatarse como aûn hoy si- 
gue en gran medida vigente, si bien sometida a profunda crltica, 
sin haberse visto afectada por los cambios, sustanciales cambios 
producidos en la configuraciûn y funciûn social de la Administra­
ciûn pûblica.
(7) Una visiûn crltica del concepto de interés general en J. CHE­
VALLIER, "L*^ intérêt général dans l'Administration française" R.I.
S.A., 1.975, pp. 325-350.
(b) Sobre el concepto de constituciûn material, ver C. MORTATI, 
Istituzioni di Diritto pubblico, 99 éd., Padova, 1.975, Vol. I, 
pp. 30 y ss: "Rimanendo nell'ordine di idee per ultimo esposte
2.- Üescendiendo a un plana menor de abstracciûn, se debe sehalar 
no sûlo la pormanencia del intervencionismo del Estado en la vida 
social, sino también una constante pugna polltica e ideolûgica en 
el période de auge del liberalismo.por reducir al minime dicho in­
tervencionismo, asl como por desplazar el centre de direcciûn de 
la actividad polltica de las instituciones monocrâticas derivadas 
del Estado absoluto a los nuevos ûrganos colegiales de carécter 
representative y en especial al Parlamento. Durante la primera 
mitad o los dos primeros tercios del siglo XIX la burguesia li­
beral sera portadora de este nuevo modelo alternative de sociedad, 
antiestatalista y antiburocrâtico. Las vicisitudes de este perlo­
do histûrico las damos por conocidas, asl como las diversas so­
luciones de compromise inestable con los residues estamentales 
y autocrûticos cjae la carabiante relaciûn de fuerzas propiciû du­
rante el mismo.
Si en este perlodo puede hablarse de participaciûn en el 
poder, en sentido genérico, no cabe duda de que se trata de una
di una raffigurazione délia costituzione che colleghi strettamente 
in sè la société e lo stato ê da ribadire quanto si è detto sull' 
esigenza che la prima sia Intesa come entité giâ in sê dotata di 
una propria struttura, in quanto ordinata seconde un particulars 
assetto in oui confïuiscano, accento ad un sistema di rapporti 
economici, fattori vari di rafforzamento di indole culturale, re­
ligiose, ecc., che trova espressione in una particolare visions 
politics, cioè in un certo modo di intendere e di avvertire il be­
ne comune e risulti sostenuta da un insieme di forze collettive 
che siano portatrici délia visions stessa e riescano a farla pre- 
valere dando vita a rapporti di sopra e sotto-ordinazione, cioè 
ad un vero assetto fondamentale, che si puÔ chiamare "costituzio­
ne materials" per distinguerla da quella cui si da il nome di"for- 
male" per indicare il conferimento di una specifica forma consis­
tante nella raccolta, in uno o pib documenti scritti, delle norme 
che si intendono collocare al sommo délia gerarchia delle fonti".
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participaciûn no estrictamente politics, sino social y de tipo 
individual. La aspiraciûn ideal burguesa es la de una participa­
ciûn privada en la dominaciûn social (CONSTANT). Ello coincide 
con la necesidad de respetar al mâximo la libertad del mercado, 
de reducir la actividad econûmica del Estado y de configurer a 
la ley como instrumente de plasmaciûn garantizada de la autono- 
mia de la sociedad# Por tanto, si hay una cierta participaciûn 
polltica, consistante en la elecciûn de représentantes parlamen- 
tarios, ésta no es otra coso, en el proyecto liberal, que un ele­
mento instrumental de aquélla, de la participaciûn social; es 
decir, es la garantia de la independencia de la sociedad Tren­
te al Estado.
Pero lo que en ningûn caso debe omitirso es que se trata de 
un tipo de participaciûn que afects a ciertas capos minoritarias 
de la sociedad. Las bases del Estado son censitarias, la "socie­
dad" que se sitûa Trente a aquél es la sociedad burguesa, compues- 
ta tan sûlo (formalmente) por los que poseen una determinada can- 
tidad de bienes o el reconocimiento de una capacidad intelectual, 
por sujetos, pues, cuya dependencia existencial de la actividad 
pûblica es relativamente escasa. Al burgues le interesa apropiar- 
se de los aparatos del Estado para impedir que éste invada su es­
fera de dominaciûn particular, que se entremets en el libre trâ- 
fico jurldico y, esencialmente, para que garanties ese libre trâ- 
fico Trente a cualquier alteraciûn (S). En todo caso ciertos sec-
(9) P. BARCELLONA, Stato e Mercato, cit., p. 13. El Estado se co- 
loca entonces al exterior de las funciones econûmicas fondamenta­
les ligadas al modo de proyecciûn capitaliste. Si la ley es coer- 
ciûn y mediaciûn, en base al proyecto liberal refleja precisamen- 
te la mediaciûn de las leyes econûmicas, es decir, del mercado, 
aunque ello no sea tan exacte en la realidad.
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tores de la propia burguesia intentan servirse de aquél para ampliar 
dicha esfera mediante concesiones o contratas pûblicas, aspecto - 
éste en el que se observa una cierta rupture de los intereses de 
la propia clase burguesa, evidentemente no homogênea, y que expli- 
ca también en cierto modo el progresiva intervencionismo estatal 
incluso en esos momentos.
En todo caso, la tendencia ideal hacia la reducciûn de las 
atribuciones del poder politico, la teorla del Estado-gendarme y 
de la sociedad autorregulada tendrâ una cierta vigencia hasta me- 
diados del propio siglo XIX, en que las circunstoncias socio-poll- 
ticas van a varier de modo sustancial. Sin embargo, la dogmâtica 
del Derecho pûblico, con évidents retraso Trente al devenir social 
seguirâ manteniendo durante mucho tiempo una construcciûn siste- 
mâtica en gran medida sustentada en los postulados propios de en­
tonces: la defense de la propiedad y la libertad individual, o sea, 
la libertad como exclusiûn y, en consecuencia, la garantia de la 
misma Trente al Estado (lO). El aspecto mâs directamente politico 
do aquella dodtrina, es decir, la sumisiûn del poder pûblico a 
las directrices de los ûrganos representatives serâ objeto de.T ma- 
yores controversies y en algunos momentos se verâ limitado a puro 
formalisme al caperazûn ideolûgico vaclo de contenido a que el -
(lO) Por ejemplo, en nuestra doctrina, aûn en 1.888 escribe SANTA- 
MmRIA DE PAREDES al respecte de la instrucciûn pûblica: "Obra de 
le sociedad misma libremente organizoda y no del Estado, debe ser, 
pues, la instrucciûn, que por su naturaleza es fin social y no po­
litico. Pero en tanto que la iniciativa privada y el psplritu de 
asociaciûn no basten a satisfacer todas las esigencias de este fin 
social, el Estado, en use de las facultades que derivan de su mi- 
siûn tutelar o progresiva, ha de continuer sosteniendo y dirigien- 
do los establecimientos de ensehanza, como sostiene y dirige los 
de beneficiencia, hasta que el progreso haga inûtil su actual tu- 
tela"; Curso de Derecho Administrative, Madrid, 1.888, p. 394.
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principio de legalidad viens reducido par una parte de la doctri­
na (il).
3.- La lucha polltica e ideolûgica de la burguesia contra la amplia- 
ciûn de las tareas del Estado y por su control democrâtico va a - 
sufrir un progresivo cambio de direcciûn a medida que aparecen en 
la escena polltica las blases subordinadas, en especial su clase 
antagûnica, el proletariado.
El peso especlfico de éste ird aumentando en el ûltimo ter­
cio del siglo pasado y principios del actual y a consecuencia de 
ello se produce una alteraciûn fundamental en la funciûn de las 
instituciones pûblicas. Estas venian constituyendo el momento de 
mediaciûn de los intereses de un sector muy limitado de la pobla- 
ciûn (12). Ahora se veran obligadas a tomar en consideraciûn, de 
una u otra forma -y esto es lo que verdaderamente importa- otros 
intereses distintos, en radical contraposiciûn dialéctica con a- 
quéllos.
El fenoméno ha sido explicado por la reciente doctrina ita-
(11) Ver la definiciûn de STHAL, en nota 5. También Otto MAYER 
sehala: "Il est facile de voir que l'activité de l'Etat ne peut 
être restreinte à la simple exécution des lois existantes; il 
lui faut vivre et agir, même s'il n'y a pas de loi pour diriger 
son action; or il y a dans l'administration une foule de choses 
qui ne peuvent pas être prévues par des régies strictes qui les 
enchaînent. Le Rechtsstaat doit donc restreindre ses exigences 
5 ce qui est possible; dès lors son' principe- peut se formuler 
ainsi: l'action de l'administration doit être dirigée, autant 
qu'il est possible, par des régies de droit"; Le droit adminis­
tratif allemand. Vol. I, Paris, 1.903, p. 77.
(12) Por lo'demas su reducciûn se explica porque la mediaciûn so­
cial se realiza a través del mercado libre fundamentalmente: P. 
BARCELLONA, Stato e Mercato, cit. p. 10 y ss.
là
liana con la expresldn "trânsito del Estado monoclase al Estado 
pluriclase" (l3), mediants la que se pretends définir la asunciôn 
por el Estado y por el Berecho de los intereses de las diverses 
categories sociales que componen una determinada comunidad, y en 
especial los de los dos bloques antagônicos que se enfrentan en 
el periodo de crisis de finales de siglo. La expresidn puede subs- 
cribirse en llneas générales, pero se debe anadir para su explica- 
ciôn que se trata de un fendmeno paulatino y contradictorio y que 
la compleja realidad del devenir histôrico puede quedar encerra- 
da en una peligrosa simplificacidn si la citade expresidn, como 
tentas otras, se utilize de un modo omnicomprensivo y acritico.
No puede entenderse que antes del periodo a que nos refe- 
rimos el Estado realice de modo mecânico los intereses de una 
sola clase hegemdnica compacta, pues tal homogeneidad no existe. 
Antes bien, los acontecimientos concretos y los cambios produ- 
cidos en la forma de ejercicio del poder y en el contenido del 
mismo demuestra la tensidn entre una pluralidad de intereses. Lo 
que si es cierto qs que estos intereses son sustentados por di- 
ferentes grupos sociales a los que une un date concrete, la ti- 
tularidad de un patrimonio propio individual. En este sentido se 
puede hablar de la clase o, mejor dicho, del bloque de los po­
sséderas y senalar que ton sâlo a éstos estâ reconocida en el 
Estado, que por ello hemos definido monoclase, una cierta par- 
ticipaciôn social y politica. De ah£ que en el momento de irrup- 
ciân organizada y diferenciada de los desposeidos, los primeras 
conserven un interés cornûn en la utilizaciân del aparato insti- 
tucional como necesario instrumente de freno de las reivindica-
(13) GIANNINI, Diritto omministrativo, cit., p. 45 y ss.
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de estos ûltimos.
Por otra parte, el advenimiento del llamado Estado pluricla­
se no signifies que el poder pûblico vaya a realizar por igual los 
intereses de las nuevas clases admitidas a participer en el juego 
politico. Signifies cjuc dichos intereses alcanzan un cierto grado 
de expresiôn institucional, de reconocimiento juridico formai, i- 
gualmente en continua evolucidn dialéctica (l4). La preponderan- 
cia de los intereses de las clases posséderas, de un bloque he- 
gemdnico también en transformacidn constante, permanece. Al mis­
mo tiempo, el grado de participaciân real en las decisiones»pû- 
blicas nunca puedo decirse igual para los distintos grupos so­
ciales. Se trata, pues, de una progresiôn histdrica que no se pro­
duce linealmente sino mediante cambios do ritmo ciclicos. El Es­
tado se coloca como nivel especifico dentro de la estructura so­
cial dindmica y participa de las mismas caractérlsticas de evo- 
lucidn discontinua. En un cierto sentido sirve a todos los grupos, 
pero nunca igualmente; por otro lado se enfrenta en posiciûn de 
superioridad formai a todos elles, pero tampoco en la misma me- 
dida o de la misma manera.
La asunciôn pûblica de los intereses (de ciertos intereses 
concretos, mejor dicho) de los grupos deminados supone que el Es­
tado amplie su campo de intervencifin no sdlo segûn las necesida- 
des directes del capital privado. Pero al mismo tiempo implica 
una acentuacidn del apoyo pûblico a este ûltimo, tanto mayor cuan- 
to menores son las posibilidades autdctonas de aquél de ejercer
(l4) Se habla asi de "heterogeneidad de los intereses püblicos". 
Ver Parte primera, Capitule II, parâgrafo 2,
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una dominaciôn social (is).
El resultado es el crecimiento progresivo de las funciones 
publiCQS y el correlativo aumento del grado de dependencia de ca- 
da uno de los sectores sociales hacia ellas. Esta importancia de 
la actividad de los organismes pûblicos supone que la funciôn es- 
tructural de mediacidn que los mismos realizan aumente también en 
importancia y hace crecer el nivel de su autonomie relative.
Naturalmente la Administracién pûblica va a beneficiarse 
directamente de este redoblado intervencionismo estatal, dada la 
caracterîstjca activa, material, del mismo. Por el momento no nos 
detendeemos en la descripcién y anâlisis de este hecho, que deja- 
mos para mâs adelente (16).
(15) En palabras de P. 3ARCELL0NA, ello sucede cuando el mercado 
pierde la primacla de la fcincién de mediacién social; S tu to e Mer- 
cato, cit., p. 24. De hecho se senala como en Italie el Estado in- 
terviene en una primera fase de restructuracién capitaliste en el 
sentido expuesto: "Cosî le prime forme di intervento organico si 
collocano nella prima fase délia ristrutturazione capitalistica 
dell~economia italiens e sono principalmente intese ad interveni- 
re sul Aercato délia forza-lavoro per attenuare, mediante la cosi- 
detta legislazione sociale, le conseguenze délia maggiore capa­
cité di contrattazione acquisita del movimento operaio attraverso 
le organizezioni sindicali e sui rapporti fra industrie e agricol- 
tura" (p.27).
(16) Basta citar por ahora como resumen de lo dicho a FüRSTHOFF, 
Tratado..., cit., p. 97-98: "El siglo XIX dié a la clase burguesa, 
es cierto, una posicién que pudiera llamarse de predominio, pero 
aûn prescindiendo de que esta clase (la alemana) no era ni con mu- 
cho tan hemogénea como la francesa, hay que tener en cuenta que 
ténia que enfrentarse, de un lado, con los ûltimos restos del feu- 
dalismo y, de otro, con la clase obrera organizada polfticamente. 
Estas tensiones haclan necesario un equilibrio y como éste no po- 
dîa encontrorse en el seno de la vida social, correspondié lograr- 
lo al Estado y en él muy principalmente a la Administracién... La 
Administracién pudo hacer frente a estos cometidos, porque le po-
le
Volviendo a la explicaciôn del Estado pluriclase, lo que mds 
especlficemente caracteriza a éste es que las clases subordinadas 
van a conquietar determinados modos de expresién institucional de 
sus propios intereses. En definitive, se amplia la base democrâ- 
tica del sistema politico y las asociaciones representatives del 
movimiento obrero participan en los organismes de discusién y de 
tome de les decisiones politisas. Ahora bien, a medida que ello 
se produce, la Administracién pûblica acentuaré su autonomie con 
respecte a dichos organismes, El fenémeno de crecimiento de las 
actividades pûblicas no va acompahado de un incremento proporcio- 
nal de la capacidad de direccién de los érganos colegiales de par- 
ticipacién democrética. Por el contrario, se diria que la propor- 
ciôn es inversa, aunque éste es precisamente uno de los puntos ca­
pitales de la conflictualidad politica de nuestro siglo.
De cualquier forma y a pesar de los avances democréticos con- 
seguidos en determinados momentos histéricos, la divergencia en­
tre volumen de la actividad administrative y capacidad de control 
de las asambleas representatives no ha dejado de aumentar, como 
lo demuestra la misma rnodernided de la problemâtica de la parti- 
cipacién en la Administracién pûblica.
Precisamente este amplio margen de autonomie administrative 
se va consolidando a medida que las formulaciones democréticas van 
ganando terreno en la crisis de finales del siglo XIX y de princi­
ples del XX. Paulatinamente se reconocen mayores poderes al Parla- 
mento, no ya tanto por el impulse de la burguesia, sino més bien 
por la presién del movimiento obrero organizada. La autolegitima-
sicién juridica asegurada de los funcionarios le proporcionaba la 
necesaria autonomie e independencia social".
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cién de un ejecutivo basado en principles autocrâticos residuales, 
en especial el principle monârquicü, las teorîas de la soberanîa 
compartida, de una interpretacién pactista del principle de sepa- 
racién de poderes (l7) todo ello entra en crisis definitive al fi­
nal de este periodo. En su lugar se proclama la soberanîa popular 
y la superioridad del legislative, a lo que se une el sufragio 
universal, al menos para los Nombres (l8).
Pero la eficacie concreta de estes conquistas va a verse dis- 
minuida precisamente por la nueva y preeminente relevencia de la 
Administracién pûblica. Le democracia se detiene en el umbral de 
la Administracién y ésta ocupa el puesto relativamente independien- 
te, relativamente autolegitimado que un dia ocupara el monarca (19).
(l7) Ver Otto MAYER, op. cit., Vol. I, p. 66, segûn el cual: "c'était 
aussi une erreur de croire que ce système (la separacién de pode­
res} était incompatible avec le principe monarchique. Le pouvoir 
législatif e le pouvoir exécutif sont les deux formes dans lesquel­
les notre Etat agit. La separation des pouvoirs veut que, derriè­
re ces deux formes il n'y ait pas qu'une seule et même volonté.
Mais peu importe que ce soit une Assemblée nationale avec un Pre­
sident de la République ou un prince avec une Chambre des dépu­
tés dont le consentement lui est nécessaire pour 1'^ exercice du 
pouvoir législatif. Le point de départ, pour le droit adminstra- 
tif, reste toujours le même: ce sont deux pouvoirs qui agissent.
Ainsi s'explique pourquoi le droit constitutionals de nos Etats 
modernes montrant tant de divergences profondes, le droit adminis­
tratif manifeste une conformité frappante". (El subrayado es mfo.
(iS) No sélo en Alemania, donde hay un cambia de Constitucién for­
mai, que reconoce la soberania popular. También en otros paises, 
aunque este cambio no se produzca, se modifies sustancialmente 
la constitucién material, Asi, en Italia permanece el Estatuto 
Albertino, hasta ser integrado por las leyes constitucionales fas­
cistes. Pero el sufragio universal, establecido en 1.912, supone 
un verdadero cambio en la constitucién material. De ahi que GIAN­
NINI hable de cuatro périodes constitucionales en vez de très des- 
de el momento de la unificacién italiana, Véase "Parlamento e am- 
ministrazione" en Amministrazione civile, ns 47-51, 1.961, pp.145-156.
(l9) FüRoTHGFF, Tratado... cit., p. 60
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La doctrine juridica administrative dominante no se deten- 
dré demasiado en el anâlisis de este hecho. Todo lo mâs, aûn con 
notables excepciones, lo tocarâ como de pasada. El nûcleo esen- 
cial de su teorizaciôn permanecerâ incembiado y seguirâ su pro- 
pia evoluciôn (20). Se trata ahora y siempre de garantizar al 
individuo su esfera de poder personal frente a la injustificada 
invasiân de la misma por el poder pûblico, antes el ejecutivo 
monârquico limitado en ciertos aspectos por el Parlamento cen- 
sitario, hoy la Administracién teéricamente sometida a un Par­
lemente omnicompetente y democrâtico, mahana al Estado antidemo- 
crâtico, aunque no por ello menos sometido a una legalidad for­
mai, de los regimenes fascistes (2l).
(20) Lo cual es légico cuando se sigue manteniendo la separacién 
Estado-sociedad, pues el gigantisme administrative révéla lo con­
trario. Asi, dice HABERMAS: "Nello spostamento del centre di gra­
vité dal Parlamento ail'amministrazione e ai partiti si rivela la 
concessions tra stato e société; perché proprio queste istanze 
fungono da organi di trasmisione tra lo stato e la société (ammi­
nistrazione) e ail'inverso tra la société e lo stato (partiti e 
gruppi di interesse)"; "Sul concetto...", cit., p. 18.
(21) No quiere con ello decirse que el Derecho administrative no 
haya sufrido cambios en su estructura en los regimenes fascistes. 
Antes bien, en ciertos casos el fascismo ha abolido el esquema 
formai del Estado de Derecho y en ninguno ha sido capaz de respe- 
tarlo integralmente. Pero también es cierto que el formalisme de 
ese esquema ha permitido su supervivencia en êpocas de autorita- 
rismo»antiliberal. Asi, durante el fascismo italiano no cambian 
los presupuestos metodolégicos bâsicos del Derecho administrati­
ve, tal como puede observarse en las ediciones de la época de OR­
LANDO y S. ROMAND, por ejemplo.(Ver asimismo una critica de este 
fenémeno en GIANNINI, Diritto omministrativo, cit.,I, p. 4l). Por 
lo demâs este hecho puede valorarse contradictoriamente. Por un 
lado, el mantenimiento del esquema formai del Estado de Derecho 
puede suponer un dique a la excesiva arbitrariedad del poder au- 
toritario, si bien con mâs incidencia en materia de propiedad que 
de libertad (HAURIOU), Por otro lado, puede también anadir un ele­
ment# de legitimacién relative de los regimenes autoritarios.
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4.- En resumidas cuentas, la asuncién institucionalizada de un 
conjunto de intereses colectivos cualitativamente diverses da 
lugar en el seno del Estado capitaliste a un crecimiento espec- 
tacular de la Administracién pûblica. Este es precisamente el 
aspect# més sobresaliente al nivel de las estructuras pollticas 
del cambio producido en el modo de dominaciôn de las clases he- 
geménicas. Con ello no se pretende deoir que todo el proceso 
queda simplistamente reducido a una nueva"estrategia del capital" 
y que, en este sentido, se trata de una transicién controlada 
y sin traumas. La historia demuestra todo lo contrario. La pre­
sién del movimiento obrero y de sus aliados de clase se traduce- 
en fuertes tensiones politicos, a veces daamâticas, que se dan 
también por cunocldus. Al final del periodo, despues de la cri­
sis generalizEida del final de la Primera Guerra Mondial, el ca­
pitalisme se recobrarâ en los paises occidentales no sin haber 
hecho importantes concesiones.
Ahora bien, lo que aqui interesa senalar es que el influ- 
jo, reconocido légitima, de las clases dominadas va a intergrar­
se precisamente a traves del tamiz de la Administracién pûblica. 
La recuperacién de la dominacién capitaliste se apoya muy espe- 
cialmente en esta ûltima. Ella sirve de aglutinante de la dis- 
gregacién social existente. Se constituye en centre de estabili- 
lidad del sistema social. Se hace cada vez mâs imprescindible.
El ideal liberal antiintervencionista del Estado-gendarme se ve 
definitivamente superndo incluso en la teorizaciôn politica de 
orientacién burguesa (22),
(22) Por ejemplo, en Italia, V. E. ORLANDO se muestra partidario 
del crecimiento y reforzamiento del Estado, eso si, en armonia 
con el desarrollo de las energies individuales, constatando sig- 
nificativamente que el crecimiento de los fines y de la actividad
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La doctrina juridica no va a ser insensible a estos cambios, 
pero los vc a recoger de una manera parcial y, en un cierto senti­
do distorcionada, por lo que, mientras que su funcién prâctica, 
es decir, la instrumentalizacién técnica de las garanties indi­
viduales continuarâ como ya se dijo incombiada, se va a ofrecer 
al mismo tiempo un nuevo esquema de legitimacién, que igualmente 
seguirâ opérande hasta nuestros dlas, en la doctrina administra- 
tiviste de la segunda postguerre.
En efecto, la importancia del pape! asumido por la Adminis­
tracién impide seguir considerândola como poder ejecutivo. Simple 
ejecucién de la ley nunca lo fue y, como muestra de ello, baste 
recordar las prolijas disquisiciones formalistes de la pandectls- 
tica sobre la divisiôn de poderes y la diferenciacién de funcio­
nes (23], Pero ahora dicha calificacién, una vez reconocida la 
sooeranla popular ûnica y la supremacla del legislative y habi- 
da cuenta de la real separacién entre éste y la actividad admi- 
nistrativa, podrîa llevar a criticar sustancialmente el sistema 
institucional existente y a propugnar bien una ampliaciôn progre- 
siva de las competencies del Parlamento, bien una diversificacién 
de los contrôles democrâticos sobre la Administracién, a traves 
de la descentralizacién y la multiplicacién de las asambleas re­
presentatives (24).
del Estado no lleva directamente al socialisme, entendido como tu- 
tela estatal directe de las clases trabajadoras, por lo que es fal­
so el dilema Estado-gendarme o Estado socialiste: Principi di dl- 
iitto amministrativo, éd., Firenze, 1,915, p. 304.
(23) Segûn PASTORI, La burocrezia, Padova, 1,967, p.36 y ss,, en 
realidad todo poder es normative, en sentido amplio.
(24) Una reforma institucional en sentido democrâtico-participati- 
vo fue propugnada ya en 1.922 por Giuseppe CAPÜGRASSI, en su tra- 
bajo La nuova democrazia diretta, hoy en Opere, Milano, 1.959, Vol.I,
1Sin embargo, las nuevas corrientes del pensemiento juridi­
co pûblico, de carâcter conservador, no seguirân ese camino. En 
cierto modo se conectan con la realidad social, pero sûlo para 
extraer de ella ciertos dates emplricos, que ni se analizan de 
manera global, es decir, sociolûgica e histûricamente, ni se cri- 
tican (25), Se trata de la escuela del llamado "réalisme juridi­
co" (26), que tiene sus principales exponentes en la doctrina -
pp. 407-573. Esta obra constituye un valioso precedente en el te- 
ma de la participaciân administrative. Ahora bien, uns extensiûn 
de la democracia al êrea administrative implicaba un peligro e- 
vidente para el bloque social hegemûnico asi como también una am- 
pliaciûn de los poderes del Parlamento.
(25) Con gran claridad expresa esta idea M. HAURIOU en el Prefa- 
cio a su Précis de droit administratif et de droit public (0i éd., 
Paris, 1.914, p. V.); "Un droit doit être accepté avec tous les 
éléments essentiels qu'il présente dans la réalité et c'est per­
dre son temps que de discuter la légitimité de telle ou telle de 
ses institutions fondamentales; par exemple, la jurisdiction ad­
ministrative française est un des éléments essentiels du droit 
administratif français, lié d'ailleurs au fait politique de notre 
extrême centralisatio, c'est peine perdue que de la discuter, au 
contraire il faut en accepter le donné et en observer le jeu".
(26) Sobre el calificativo "realista" de estas concepciones, vé 
ase J, CHEVALLIER,"L'intérêt général..,", cit., p. 326, segûn el 
cual: "Dépouillé de ses réferences métaphysiques, la conception 
libérale du pouvoir recourt é un mode d'explicatio réaliste et 
rationnel, bien mis en évidence par M. Weber et L. Ouguit. Réa­
liste, cette conception l'est parce qu'elle ne s'interrogue plus 
sur la nature du pouvoir d'Etat mais part d'une constatation em­
pirique: l'Etat apparaît avant tout sous la forme de manifesta­
tion de puissance matérielle, d'une "force irrésistible de con­
trainte". Et le trait spécifique de l'Etat, c'est qu'il possède 
le "monopole" de cette violence physique, du moins en tant qu' 
elle est "légitime": il constitue l'unique source du droit â
la contrainte".
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francesa e italiana del période.
Dichos autores captan la realidad de la Administracién mo­
dems, su importancia primaria para la sociedad. Pero al mismo 
tiempo justifican su actividad y sus poderes en base a esa mis­
ma importancia. No se entra a considerar, o bien se considéra 
secundariamente, Si la Administracién realize sus funciones so- 
metiéndose realmente a la voluntad popular, segûn los dictados 
constitucionales, ni tampoco las disfunciones que puedan exis- 
tir en la conexién entre actividad administrative y mandate le­
gislative o constitucional. La Administracién adquiere una auto­
nomie funcional. Su misién no es tanto ejecutar la ley como de- 
sempehar un determinado papel en el seno de la colectividad or­
ganizada, cual es el de garantizar el orden pûblico y prestar 
determinados servicios pûblicos (27), Alli se encuentra la jus- 
tificacién ûltima institucional, de su existencia y de sus po­
deres. La Administracién se autolegitima en cuanto que "por la 
fuerza de las cosas" (26) se ha convertido en un element# nece­
sario a la sociedad actual, sin el cual ésta no podrla subsistir. 
Hay on interés general en el cumplimiento de taies funciones, lo 
que explica las potestades excepcionales de la Administracién (29).
Esa misma autolegitimacién administrative supone una autono-
(27) HAURIOU, Précis... cit., p. 9: "La fonction administrative 
a pour objet de pourvoir par des actes et par des operations, â 
la fois juridiques et techiques, a la satisfaction des besoins 
publics et â la gestion des services publics". Igualmente FORST- 
HOFF, Tratado... cit., pp. 14-15
(28) En expresién de HAURIOU y de FGRSTHüFF, aunque este ûltimo 
realiza una explicacién histérica mayor.
(29) FGRSTHÜFF, Tratado... cit. pp. 25-26.
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mla institucional en el seno de las estructuras jurîdico-pûblicas. 
La Administracién esté sometida al Derecho, su obrar puede ser con- 
trolado jurldicamente. De nuevo encontramos aqui la exigencid de 
previsibilidad, el contenido garantista. Pero Derecho no équivale 
a ley y menos aûn a ley en sentido sustancial, es decir, expresién 
do la voluntad general a traves de organismos representatives del 
conjunto de los ciudadanos. La Administracién estâ sometida al - 
bloque de la legalidad, a normas générales preestablecidad y a 
principles jurldicos inmanentes. En este sentido, las soluciones 
que aporta la nueva tendencia doctrinal no se diferencian demasia­
do en el fondo de las que consagré la escuela pandectlstica. Antes 
bien, consideradas desde un punto de vista teleolégico, una y otra 
tienen el mismo fundamento.
En todo CQSo queda un gran margen de discreccionalidad en 
bénéficie de la Administracién. Pero lo que en un cierto momento 
pudo justificarse en base a la autonomie constitucional del poder 
ejecutivo, a su legitimidad autocrâtica, ahora lo es en virtud 
de las caracteristicas intrinsecas fûncionales de la propia Ad­
ministracién. La legitimacién democrética, cuando aparece, ocupa 
un piano secundario. La Administracién puede autoregularse, auto- 
organizarse, incluso définir por si misma las relaciones con los 
particulares en innumerables materias, especialmente las que ha- 
cen referenda a la prestacién de servicios pûblicos (3ü). Esta 
discreccionalidad, se dirâ, le permite cumplir su fin institucio­
nal con flexibilidad y capacidad de adaptacién a las circunstan-
(30) FüRSTHOFF, Tratado..., cit., p. 29. Ademés aquI la palabra 
servicios pûblicos se toma en sentido lato, como actividad di­
recte de intervencién, comprendiendo (y sobre todo) la activi­
dad econémiCQ.
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cias (31)• Dicho fin permanece ontolégicamente inalterado frente 
a los cambios politicos y constitucionales, El Parlamento, dentro 
de sus posibilidades, détermina el contenido concrete del interés 
general. Si asi no ocurre u ocurre de modo insuficiente, ello no 
signifies un retorno a la arbitrariedad administrative. Siempre 
existe un limite, los principios générales del Derecho, los prin­
ciples juridico-légicos deducibles formalmente de las exigencies 
finalistes de la institucién, declarables por el juez (32), y, 
sobre todo, la jerarquia normative, el sometimiento a reglas pre- 
fijadas y formalmente igualitarias. Precisamente el juez acentûa 
su importancia como defensor de la estera de libertad individual 
de cada ciudadano. En efecto, esta nueva direooién juridica va a 
permitir desarrollar ampliamente las técnicas de control judicial 
de la Administracién, pero a costa de consagrar su desvinculaciôn 
del Parlamento y, en consecuencia, de la forma mâs democrética 
conocida y conquistada hasta el momento de expresién y composi- 
cién de los distintos y contrapuestos intereses colectivos#
Tampoco los fascismos encontrarân motivos de oposicién ra­
dical en estas concepciones, que incluso podrân seguir jugando su 
papel en la segunda postguerra. Entonces su desgaste ideolégico 
se veré compensado por el refuerzo de la nueva legitimacién tec-
(<3l) Por otra parte, esa discreccionalidad es hoy imprescindible, 
asi como la huida del formalisme legalists, por las mismas funcio­
nes sociales que cumple la Administracién y por necesidades de 
eficacia. Pero ello no puede argumentarse independientemente de 
la faits de control a que puede llevar, de seguirse manteniendo 
los esquemas libérales. Sobre la necesidad de discreccionalidad 
y flexibilidad en el actuar administrative ver NIGRO, Studi sulla 
funzione organizzatrice délia pubblica amministrazione, Milano, 
1.966, en general; y también G. SEPE, L'efficienza nell'azione 
amministrativa, Milano, 1.975.
(32) FÜRSTHOFF, Tratado... cit., p. 16.
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nocrâtica y eficientista de la ideologîa del Estado del Bienestar 
(33).
5.- La configuraciôn de la Administracién como institucién que se 
justifies asi misma en virtud de su adcripcién a un fin general, 
de carâcter permanente e inalterable, signifies igualmente una 
cierta concepcién orgânica, estructural, de la misma.
Para el cumplimiento de dicho fin, es decir, para la satis- 
faccién de las necesidades pûblicas a que la Administracién estâ 
llamada, ya sea la salva&uardia del orden pûblico y la prestacién 
de determinados servicios pûblicos o el aseguramiento de una asis- 
tencia vital a todo ciudadano, se necesita una estabilidad e inde­
pendencia orgénica, una salvaguardia frente a los avatares de la 
lucha politica. La funcién reservada a la Administracién es imma­
nente; su contenido podrâ ser delimitado por la direccién politi­
co cambiante, pero esa mutabilidad politica debe quedar fuera y 
por encima de la propia Administracién, so pena de que las ten­
siones partidistas, si se reproducen en su seno, le impidan cum­
plir de modo satisfactorio su cometido.
En definitive, la Administracién debe constituirse como or- 
ganizaciôn independiente, separada de la politica, como un cuerpo 
o conjunto orgânico que persigue un fin institucional, dotada de 
una racionalidad intrinseca, la racionalidad burocrâtica,dispuesta
(33) La preocupacién por la eficiencia lleva a concebir a la Admi­
nistracién como una empresa y a propugnar para ella una gran elas- 
ticidad y capacidad de maniobra (discreccionalidad) asi en FORST- 
HOFF y segûn la ciencia americana de la Administracién. Se olvi- 
da, sin embargo, que la Administracién estâ al servicio de la 
colectividad. Esta concepcién entra en crisis con la ûltima cri­
sis econémica que implica un golpe al eficientismo. Sobre los per- 
files juridicos de este problema, NIGRO, Studi sulla funzione... 
cit., p. 81 y ss. especialmente.
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a ser dirigida por cualquier partido que llegue el poder, apoli- 
tica en si misma, neutral (34), La preocupacién por separar po­
litico y Administracién, Parlamento y Gobierno, de una parte, y 
Administracién de la otra, es una constante en los principales 
teéricos del Derecho Administrative de principios de siglo (35), 
que en algûn caso alcanzan en sus argumentes el umbral del bizan- 
tinismo con el fin de distinguir netamente desde un punto de vis­
ta formai lo que no es sino difîcilmente y relativamente diferen- 
ciable en la realidad (36).
De hecho, el funciûnariado ha ido alcanzando une cierta in­
dependencia con respecte a los cambios politicos (37), consiguien- 
do garanties jurldices que eseguran su estabilidad laboral, como 
la de cualquier trabajador, al menos tendencialmente. Pero no puede
(34) Asi en la cldsica concepcién de Max WEBER, Economie y Socie­
dad, trad, espanola, Méjico, 1,969, I y II, pp. 173 y ss. y 1.047 
y ss.
(35) Por ejemplo, HAURIOU, Précis... cit., p. 71-72. También FORST- 
HGFF senala la preocupacién de R. von Gneist por la politizacién 
administrative; Tratado... cit., p. 61.
(36) Asi V. E. ORLANDO, segûn el cual: "Una distinzione fondamen­
tale bisogna innanzi tutto stabilire fra il concetto di ministro 
nell'ordine amministrativo e quello nell'ordine costituzionale.
Il concetto del primo si stacca nettamente del concetto del secon­
de, in quanto dal punto di vista costituzionale il ministro è res- 
ponsabile, giuridicamente e politicamente, delle prerrogative del­
la Corona, di fronte al Parlamento. Questa distinzione non ha so­
lo un'importanza sistematica, in quanto serve a dividers I'attua- 
le materia fra il diritto costituzionale e il diritto administra­
tive, ma ha altresl un'importanza effettiva, in quanto risponde 
a due lati intrinsecamente diversi dell'ufficio ministeriale, i 
queli possono trovarsi riuniti in una sola persona, ma restano 
sempre distinti per* la nature e I'obietto"; Principi... cit.
(37) Ello ocurre al tiempo que se amplla el sufragio. Ver CASSESE,
L'amministrazione pubblica in Italia, Bologna, 1,974, pp. 20 y 33, 
y FOHSTHOFF, Tratado... cit., pp. 63-68.
decirse lo mismo respocto a la cûspide de la pirémide administra­
tive o, mejor dicho,de las distintas Administraciones pûblicas, 
con especial referenda no sûlo a la llamada alta Administracién 
del Estado, sino también a la direccién de los entes institucio- 
nales. Estos ûltimos son siempre cargos politicos, que se cubren 
por designacién ya sea mediante personal propiamente politico o 
mediante funcionarios o técnicos especializados, segûn las nor­
mas y las costumbres administratives de los distintos paises (36). 
La direccién de las actividades administratives es siempre una di­
reccién politics, aûn cuando implica la considerecién de factores 
técnicos. Y esa direccién se halls enclavada en parte en el seno 
de la Administracién, no es simplement# un influjo que le llega 
de fuera.
Pero reducir la politicidad de la Administracién a estos en­
claves de poder, a los puestos de libre designacién, serla^quedar- 
nos a mitad de camino y no captar una realidad aûn més importan­
te. Es més, dicha limitacién séria congruente en cierto modo con 
la tesis de quien la configura como un cuerpo separado de ia so­
ciedad que persigue un abstracto interés general cuyo contenido 
concrete le viene dado por la direccién politica, ya se detenga 
ésta a nivel ministerial o se prolongue hasta puestos de direccién 
formalmente subordinados.
La Administracién es una organizacién compleja, una estruc­
tura viviente en el seno de una sociedad con la que se relaciona. 
En cuanto tal, sufre de diversa forma el influjo de los distintos
(36) No quiere decirse que los dirigeâtes administratives formen 
siempre una "piha" con el Gobierno. A veces se constituyen en po­
deres propios e influyentes. Ver CASdESE, op. cit., p. 27.
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intereses que emanan de la colectividad. No sélo eso, sino que hoy 
en dia, a medida que aumenta su relevancia social, el volumen y 
la pluralidad cualitativa de sus actividades, su magnitud organi- 
zativa, alcanza asimismo un mayor grado de autonomie estructural. 
La Administracién esté formada por un conjunto de personas y me- 
dios materiales, de relaciones sociales. En cuanto tal, expresa 
intereses propios en su seno, intereses asimismo diversos, que se 
confronta# a su vez con la presién de los que operan desde el ex­
terior, ya sea a través de su formalizacién pûblica mediante el 
juego de las instituciones politicos, ya sea como simples intere­
ses privados con su distinto grado de influencia.
El interés general, abstracto y puro, que la Administracién 
realiza como una organizacién compacta, es una ficcién juridica.
El contenido de la actividad pûblica résulta de la combinacién, 
distinta en cada caso, sujets a las variaciones politicas, a los 
cambios en la relacién de fuerzas, de los distintos intereses que 
emergen en un determinado momento y lugar.
Las instituciones pûblicas realizan un papel de mediacién 
de esos intereses. Pero, dada su trascendencia actual, tampoco 
son un simple érbitro que se limite a reflejar con exactitud las 
oscilaciones de la balanza de los intereses privados. Aparté de 
que estos son cada vez menos reducibles simplistamente a un dua­
lisme antagénico, no se deben perder de vista los intereses, tam­
bién particulares, de aquéllos a quienes les esté atribuida en 
mayor o mener medida la potestad de efectuar tal composicién. Y 
en este sentido vale la pena resaltar que constituye element# cua- 
lificante de su posicién el interés en conserver dicha potestad 
o, dicho de otra manera, la desconfianza hacia cambios que puedan 
alterar su posicién concreta, a no ser que reporten una ventaja
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clora, segura y mâs o menos inüediata; de lo que résulta con cier­
ta claridad la conclusion de que la burocracia es una fuerza esen- 
cialmente estabilizadora y conservadora del sistema (39) y que 
en el ejercicio de su funcién especifica observa la tendencia a 
potenciar los intereses privados que més se concilia# con los su- 
yos propios.
Naturalmente, el carâcter de las instituciones, de cada ins­
titucién en concrete, détermina la forma en que se produce la me-
(39) El conservadurismo de los administradores es un hecho genera- 
lizado y conocido. Véase por todos Ch. DEBBASCH,. Science adminis­
trative, Toulouse, 1.972, p. 30 y ss. y también las referencias 
que hace al progresivo conservadurismo de la Administracién so- 
viética en pp. 52-53. De todas formas no es sencillo dar unat ex­
plicacién compléta del fenémeno. En parte obedece a la propia po­
sicién estructural histérica de la Administracién en el seno de 
las instituciones. El propio DEBBASCH senala en este sentido que 
la Administracién ha sido creada para conserver. En parte se de­
be también a las caracteristicas organizativas de la propia Admi­
nistracién. Fijéndonos en el ejemplo italiano, senala CASSESE, en 
L'amministrazione pubblica in Italia, cit., p. 18, lo siguiente: 
"Accesso soltanto dal basso, progressions economics legata alla 
carriéra, settorializzazione, divisions in "fasce" orizzontali, 
divisions tra centre e periferio. Il risultato ê un'amministra­
zione alveare in oui ciascuno ha il suo posto, che comprends le 
aspettattive di carriers, ed è intoccabile. In questa amministra­
zione la mobilité 6 minima; i passaggi di un ministère all'altro 
sono rari. I passaggi ai gradi superior! sono fondati su un accu­
rate dossuggio di elementi "obiettivi" e di prove (che conferis- 
cono un potere di coottazione al vertice délia gerarchia)'*. Tam­
bién hay que tener en cuenta el origen de clase de la propia je­
rarquia administrative (ver R. MILIBAND, El Estado en la socie­
dad capitaliste, trad, espanola, 6^  éd., Méjico, 1,976, p. 115 
y ss.). En todo caso la afirmacién debe ser matizada por el he­
cho de la pluralidad y diferenciacién entre diversos estratos 
funcionariales, lo que actualmente produce una cierta tendencia 
al recrudecimiento del conflict# social y a la conciencieciôn po­
litica por parte del funcionariodo. No se trata de hacer un anâ­
lisis profundo en estas breves notas, por lo que nos basta sub-
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diaciôn de los intereses sociales. Las instituciones representa­
tives del Estado liberal democrâtico suponen, hasta un cierto pun­
to, un modo de mediacién distinto del que se produce en el seno 
de las Administraciones pûblicas burocratizadas. Cada institucién 
administrative apunta igualmente variantes en este sentido.
En consecuencia, el intente de separacién radical entre po­
litica y Administracién no supone preserver la pureza del interés 
general abstracto a la satisfaccién de unas necesidades sociales 
surtidas por todos, sino limiter el alcance del modo de mediacién 
democratico-partidista y potenciar a su vez el modo burocrâtico 
(4Q), paradéjica pero realmente menos imparcial y mâs oculto.
Lo que hasta ahora se ha dicho no aporta grandes novedades 
a lo que ya es bien conocido. El Derecho y en especial el Derecho 
pûblico debe tener en cuenta estas realidades para conocer el pa­
pel que desempenan las instituciones, sus efectos y disfunciones, 
al objeto de captar las nuevas realidades que emergen al mundo de 
lo juridico y proponer con la técnica que le es propia un haz de 
posibilidades de solucién que el politico se encargarâ de llevar 
o no a la prâctica.
6.- Lo que résulta cierto es que la Administracién pûblica tiene 
hoy un cierto grado de independencia con relacién al poder poli­
tico institucionalizado, a los organismos de direccién politica; 
no sélo por lo que se refiere al Parlamento, sino incluso al Go-
rayar simplemente la resistencia administrative hacia el cambio 
y ante las necesidades de aplaptacién a las nuevas condiciones so­
ciales y pollticas. Sobre todo el terne véase también el reciente 
libro de A. NIETÜ, 61 pensamiento burocrâtico, Madrid, 1.977.
(40) Este no es apolîtico en sentido general y real, como bien se- 
hala FÜRSTHOFF, Tratado... cit., p. 565,
31
bierno. Los funcionarios ban adquirido unas garanties de estabili­
dad en su puesto de trabajo, igualmente sometidas a una constante 
flûctuQCién dialéctica con la tendencia al control de la burocra­
cia por los érganos considerados como propiamente politicos. In­
cluso esa independencia se ve defendida por la ley y por las mo­
dernes constituciones de los Estados libérales occidentales.
Ahora bien, si esa garantis de permanencia frente al Gobier­
no es real y hasta un cierto punto plausible, pues évita discrimi- 
naciones injustificadas, tan frecuentes en los regîmenèa autorita­
rios (41), aparté de que permite una continuidad en el servicio 
abstractamente considerado, no pueden atribuirse los mismos cali- 
ficativos a los intentos de legitimacién de la Administracién que 
se fundamentan en la apollticidad y neutralidad burocrâticas.
La otra cara de la moneda de esta teorizacién se basa en la 
sumisién del bloque burocrâtico a los contenidos definidos en las 
instancies pollticas. El instrumente de esa subordinacién de la 
burocracia es el principle de jerarquia, formalmente no incompati­
ble con las garanties funcionariales. La jerarquia es una pieza 
clave del modela teérico weberiano y asimismo de la construccién 
administrativista liberal. Es la correa de transmisién de las di­
rectrices pollticas desde el Gobierno, mâximo érgano directive del 
Estado centralizado, al ûltimo escoléri de la pirâmide burocrâtica, 
garante, pues, del cumplimiento del interés general en cada caso 
concrete.
En el periodo en que la Administracién estaba vinculada a un
(41) No sélo sucede en esos regimenes. El clientelismo y el preben- 
dalismo son figuras bien conocidas bajo périodes de democracia bur­
guesa en buen nûmero de paises. La situacién en Italia es un buen 
ejemplo de ello.
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poder ejecutivo monocratico y autolegitimado, el personal adminis­
trative estaba sometido absolutamente a la voluntad del Monarca 
y sus delegados gubernativos. Mâs que un control de la burocra­
cia se podrîa decir que existia una disponibilidad de la misma por 
parte de aquellos. Es decir, la burocracia no sélo se situaba en 
posicién de subordinacién formai a las directrices del Gobierno, 
sino que incluso estructuralmente venîa a ser un apéndice del mis­
mo, una prolongacién de su propia entidad subjetiva. Gobierno y 
Administracién formaban un conjunto indiferenciado, por lo que no 
era teorizeble ningûn tipo de barrera, ni funciûnal ni personal, 
a la accién del superior politico. El funcionario dependîa del 
criterio de oportunidad del ministro y respondîa polîticamente an­
te él. Ningûn limite juridico, ningûn vinculo de legalidad inter­
ferla en tal relacién. Se podrîa caricaturizar la posicién perso­
nal del empleado pûblico como pendiente del hilo del humor ^ coti- 
diano de sus superiores.
Al ampliarse juridicamente la base social del Estado, el fun- 
cionariado adquiere un estatuto de garanties jurîdicas. Se le re­
conoce también a él una posicién astable, prévisible jurldicamente, 
no sometida a la simple arbitrariedad, expresada mediante una nor­
mative de carâcter general. El funcionario, cada rama, cuerpo y 
seccién de un aparato burocrâtico pûblico contarâ con una regu- 
lacién propia de su relacién de trabajo, de modo semejante, en la 
sustancia, a lo que puede ocurrir en una empresa privada.
Pero su posicién global no puede exactamente confundirse con 
la del trabajador aseloriado del sector privado, puesto que su pa- 
trén, que, para seguir con esta comparacién grâfica, séria el Go­
bierno, no actûa intereses propios y, en consecuencia, no tiene 
la plena disponibilidad de sus actos, ya que estâ sometido igual-
3mente al bloque de la legalidad, que en parte determine él mismo, 
pero en parte le viene dado. Es més, el funcionario, una vez ad­
quirido un cierto grado de independencia profesional garantizada, 
la ve igualmente sometida al mismo bloque de la legalidad, que de- 
fiende, incluso si es preciso, frente al propio Gobierno,
Esta contradiccién se resolveré formalmente mediante la se­
paracién ficcticia de dos aspectos en la posicién juridica del 
funcionario: la relacién orgénica y la relacién de servicio. En 
virtud de la segunda, el funcionario como trabajador, tendrâ una 
propia esfera de derechos e intereses juridicamente protegidos.
En virtud de la primera, se veré obligado a realizar en su tra­
bajo el interés general, cuyo contenido se determine en instancies 
superiores y externes: el Parlamento y el Gobierno. En esto con­
siste la jerarquia,
Pero esta construccién dogmâtica es insuficiente para" rendir 
cuenta de la realidad institucional y de la propia realidad socio- 
légica de ]a burocracia y de la Administracién como organizacién.
Ante todo esté claro que el funcionario no realiza sélo una 
actividad de servicio, en servicio del superior jerârquico, del 
ministro correspondiente, sino que ejercita a su vez un poder pé- 
blico (42), No se puede trazar una neta linea distintiva, por lo 
que se refiere a este ejercicio de poderes pûblicos, entre los - 
érganos politico-constitucionales, en especial el complejo Gobier- 
no-Parlamento, y la Administracién. De hecho los intentos forma- 
les que han sido realizados en este sentido se ven somotidos a po- 
lémicas y revisiones continuas por el mero hecho de su desconexién 
de la realidad. La Administracién no es simple ejecucién de la ley,
(42) Ver PAdTÛRI, La burocrazia, cit., en general.
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como ya se explicé, pero tampoco es mera ejecucién de las direc­
trices gubernativQS o ministeriales. El deato de la normatividad 
tampoco sirve como criterio estable, pues ni los organismos cons­
titucionales adoptan siempre decisiones de carâcter general, ni 
el funcionario o, al menos, determinadas estructuras burocrâticas 
dejan a su vez de crear normes més o menos générales. Existe to- 
da una escala de la normatividad [43), del nivel més genérico al 
més especifico y, en consecuencia, una escala de potestades nor­
matives, cuyos titulares gozan, cada uno en su escalén corres­
pondiente, de un cierto grado de autonomie relative, influencién- 
dose por lo demâs reciprocamente, como habrâ ocasién de senalar.
El criterio del llamado en la doctrina italiana "indirizzo 
politico", si bien es mâs préctico, en cuanto que més sustancia- 
listo, tampoco puede utilizarse como categoria dogmâtica de apli- 
cacién formai indiscriminada. En efecto, los directrices, el im­
pulse orientativo y el control real de la oportunidad de toda de- 
cisién, no residen exclusivamente en los érganos de caracter po- 
litico-constitucional o politico-administrativo: Parlamento, Go­
bierno, ministres e incluso, si se quiere, hasta los directores 
générales. De hecho también otros eslabones subalternes gozan de 
niveles considerables de deterrninacién politica, unida al recono­
cimiento y garantie legal de sus esferas de competencia. Tampoco 
en este sentido puede trazarse una distincién juridica neta en­
tre la tensién relacionista autonomia-control (en sentido gene­
ral y obviamente atôcnico) que existe entre los diversos érganos
(43) PASTORI, La burocrazia, cit., p. 24 y ss., donde recalca es­
ta escala de la normatividad como caracteristica de la funcién bu- 
rocrética o relacién érganica.
uo individualidades burocrâticas de un mismo aparato administra- 
tivo -un ministerio y sus ramificaciones periféricas, por ejem­
plo - y la que se produce entre entidades administratives dis­
tintas, dotadas o no de personalidad juridica, ligadas por una 
relacién de subordinacién. En realidad, el resultado de dicha 
ecuacién no depends tanto del grado de diferenciacién orgânica 
de cada individualidad administrative, ni mucho menos del cri­
terio de la personalidad juridica, cuanto de la extensién real 
del contenido juridico de cada esfera de competencia (o atribu- 
ciones garantizadas formalmente) y mâs aûn de la fuerza de pre­
sién real de los que, titulares directes o no, se mueven en la 
érbita de influenciabilidad directe de cada une de aquêllas. Un 
érgano puede tener mayor poder de decisién auténoma que un ente 
administrative verdadero y propio. En todo caso se trata de un 
problema de distribucién de poderes pûblicos, por lo que hay que 
ir a constater como se produce en efecto (en la realidad sociolé- 
gica) tal distribucién y, lo que aqui interesa mâs, por ser un 
criterio juridico (de carâcter sustancial), en base a quê fuen- 
tes se detentan taies poderes. Dicho de otro modo, aparece rele­
vante la considerecién de si un determinado enclave administrati- 
vo-burocrâtico debe su fuerza de imposicién relative a la cohe- 
sién corporative de sus componentes o/y a sus conexiones infor- 
males con grupos de presién externes a la Administracién, o bien 
al apoyo formalizado y pûblicamente procedimentalizado de un sec­
tor de la comunidad cuyos intereses représenta y expresa, y en 
qué medida se combinan ambos criterios. Pero aqui estâmes tocan- 
do fondo anticipadamente y se debe retroceder a continuer el hi­
lo de la argumentacién concreta sobre la critica al sistema ac­
tual.
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De hecho la idea de la jerérquia vinculada a la del proce- 
dimiento automâtico de ejecucién de las directrices superiores 
por los érganos inferiores ya ha sido suficientemente puesta a 
prueba por la ciencia de la Administracién (44). Y la transposi- 
cién de estos estudios sociolégicos a la critica de la teoria ju­
ridica que se intenta realizar aqui puede muy bien centrarse so­
bre la negacién de la distincién tajante entre relacién de ser­
vicio y relacién orgânica, al menos en cuanto que aplicada de 
manera uniforme a todos los niveles de la escala funcionarial.
Ya se ha senalado que la Administracién, cada instancia 
administrative, realiza en su seno de forma relativamente auté­
noma una mediacién de intereses. Naturalmente su grado de auto­
nomie se acrecienta a medida que se adquiere no sélo una mayor 
seguridad garantizada en la ocupacién de un puesto detrabajo, 
sino también en tanto y en cuanto que al puesto de trabajcr o- 
cupado, que desde otra perspective es una fuente de poder, se 
le reconozca formalmente o no una ampliocién de su independen­
cia funcional y de sus competencies.
Sabido es que la Administracién es un conglomerado de cuer- 
pos, "castas" y categories profesionales distintas y portadoras 
de intereses propios de natureleza corporative. Tampoco es ne­
cesario detenerse demasiado en el anâlisis de' la desigualdad so­
cial en el acceso a los empleos pûblicos (45), asi como en las
(44) Ver, por todos, R. BETTINI, La partecipazione amministrativa, 
Milano, 1.973, pp. 16 y ss.
(45) Sobre el origen social de los altos funcionarios, ver en ge­
neral MILIBAND, El Estado en la sociedad capitaliste, cit., pp.
115 y ss. En particular, por lo que se refiere a Italia, ver L. 
CAPPELLETTI, Burocrazia e société, Milano, 1.968, pp. 57 y ss.
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innumerables irregularidades que se producen en el empleo de los 
mecanismos de acceso, Igualmente se deben tener en cuenta las de- 
sigualdades de origen social en los diversos niveles de la carre­
ra funcionarial, asî como los condicionamientos exteriores y anor­
males (juridicamente) que se vierten para la atribucién de un pues­
to a una determinada persona, sobre todo en los niveles superio­
res del escalafén burocrâtico, en la llamada "alta burocracia", 
Todas estas realidades no pueden desconectarse de un estudio ju­
ridico que intente proporcioner un minime de soluciones eficaces.
Pero lo que ahora interesa es hacer hincapié en la conexién 
entre pluralidad de grupos do poder en el seno de la Administra­
cién (en relacién desigual y cambiante con la pluralidad de gru­
pos de presién externes) y funciones desempehadas por ese blo­
que burocrâtico heterogéneo. En otras palabras, la tensién dia­
léctica entre burocracia y poder politico institucionalizado no 
se establecB sélo en virtud de la obtencién de garanties profe­
sionales o de mejora de las condiciones de trabajo (relacién de 
servicio), sino igualmente por referenda a la conservacién y 
ampliocién de las propias y distintas esferas de poder (relacién 
orgânica). Y ello porque, aparté de otras causas, condiciones de 
trabajo y grado de influencia van indisolublemente ligados y no 
radicalmente diferenciados como establece la doctrina iusadminis- 
trativista tradicional. Nos hallamos en presencia de una tensién 
entre dos poderes politicos (pûblicos) en sentido real, cuyos in­
tereses parcialmente coinoidentes y parcialmente opuestos varia# 
segûn las circunstancias histéricas y que, como ya se dijo, se 
distinguen por su forma de constitucién, de expresién institucio­
nal de funcionamiento real e, incluso, en el fondo y en el senti­
do ya expuesto, por el origen de su legitimacién.
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Si übservamos el problems, desde una dptica funcionalista, 
se constatan igualmente las quiebras del principle gerârquico en- 
tendidü como correa de transmisidn unidireccional, de arriba a 
abajü, A los ôrganos formalmente considerados como politicos les 
corresponde en teorla el poder de fijar las directrices générales 
de actuaciôn administrative, asf como el impulse y control de ês- 
ta. Es évidente que el Gobierno no alcanza a desempenar totalmen- 
te su funcidn dada la amplitud de la Administracidn moderne, Pero 
le que es mâs importante senalar es c6mo sus facultades de dele- 
gacidn a niveles inferiores de direccidn y coordinacidn se ven 
limitados por el peso de la burocracia que, formalmente, se su- 
bordina a êl,
Decir que hoy en dla importantes puestos de responsabilidad 
politica estân ocupados por funcionarios o técnicos provenientes 
de las carreras administratives superiores no es nada nuevo, Tam- 
poco puede asombrar la afirmacifin de que la eleccidn nominative 
del Gobierno se ve limitada en taies casos por la fuerza contrac­
tuel de ese grupo, o grupos o cuerpos têcnicos, que denominamos 
como "alta burocracia", fuerza que durante los dltimos anos ha 
sido potenciada por la idéologie (que lo es, aunque se presents 
como su opuesto) tecnocrôtica, E incluso se debe ahadir una limi- 
tacidn suplementaria: la vinculacidn de muchos de esos funciona­
rios con grupos de presidn especlficos y la capacidad de éstos 
para imponer, contratar o, al menos, vetar a determinados candi­
dates. Igualmente se debe recorder la pugna por la delimitaciôn 
de los cargos de libre designaciôn politica.
Pues bien, lo cierto es que dicho personal ejerce funciones 
de direcciôn que en muchos casos escapan a control efectivo del 
Gobierno, por no decir del Parlemente, y que lo que normalmente
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se produce es una contratacidn informai sobre las decisiones en­
tre el personal técnico directive y el Gobierno, sin que deba ol- 
vidarse que el condicionamiento se produce también a la inversa, 
o sea, que aquél influye sobre las decisiones de éste (46).
Pero es que ademés, y ahora el anâlisis se extiende a ni­
veles inferiores de la llamada pirâmide burocrética, en el iter 
procedimental de la actividad administrative se pueden observer 
divlsiones funcionales que se transmutan en otras tantas divisio- 
nes de poder.
En primer lugar, la burocracia realize una labor en cadena 
de preporacidn de las decisiones. En este recorrido, que llamaria- 
mos ascendante, se van uniendo dictâmenes, dates, evaluaciones, 
etc. Es la reccgida de todo un material informative més o menos 
indispensable para la adopcidn de una medida, también més o me­
nos general. Cada unidad administrativa domina un punto de "infor- 
macién, que équivale a decir un retal de poder. Ahora bien, apar­
té de los fenémenos, no excepcionales, de retencién o distorcién 
informative, aun en el caso de mayor buena fe, el funcionario no 
puede abstraerse de su posicidn personal y profesional en el ejer- 
cicio de su tarea, por lo que el proceso de elaboracién de mate- 
riales no puede considerarse en ningûn caso automético o libre
(46) Sobre todo el problems de la "alta burocracia", su poder po­
litico, sus conexiones con grupos de presién, sus tensiones con 
la direccién propiamente politica, tema de vital importancia, el 
ejemplo italiano es significative, aunque més o menos extendido 
a otros palses. Ver, G. AMAXO, "La burocrazia nei processi deci- 
sionali", en Riv. trim.dir. pub., 1975, 2, pp. 488 y ss.; F, TRI- 
MARCHI, "Poteri dei dirigenti e partecipazione", en Riv. trim, 
dir, pub., 1,975, 1, pp. 88 y ss.; CASSESE, L~emministrazione pub- 
blica in Italia, cit. Ultimamente un D.P.R. de 30 de junio de 1972 




Del misma modo, en sentido contrario, por lo que se refie- 
re a la ejecucidn de decisiones, la inmediatividad no es la ré­
gla y, en consecuencia, se produce el mismo reparta escalonado 
de centres decisorios. A cada une compete un ârea propia de in- 
terpretaciôn y, por tanto, de creacién juridica, que actua dentro 
de ciertos limites a su modo y a su tiernpo, 0 bien no actûa, pues 
no es insdlito el caso de incumplimiento de decisiones o cumpli- 
miento retrasado debido a obstruccionismo burocrâtico.
La idea de jerarquîa debe, pues, relativisarse en estes ter­
mines. Y ello no puede no dejar huella en la doble vertiente prâc- 
tica e ideolûgica de la teorizaciôn clésica de este concepto. Prâc- 
ticamente se plantes un problems de eficiencia administrativa, lo 
que ha llevado al reconocimiento juridico y a la institucionaliza- 
cidn de medios de participacidn del personal burocrâtico, con el 
fin de solventar los conflictos en el seno de la Administraciân# 
Ideolâgicamente supone una quiebra en la doctrina tradicional del 
interes general que repercuta on el conjunto de la concepciân clâ- 
sica del Derecho administrative.
7.- ütro de los rasgos ceràcteristicos de la Administraciân segûn 
el conjunto de doctrines que se vienen denominando clâsicas o de 
raiz liberal es el centralisme. La justificaciôn aprioristica del 
mismo segûn el esquema formai de estas teorias es claro: ya que 
la Administraciân cumple el interes general y puesto que éste ha- 
CB referenda a todos los compensâtes de la comunidad estatal, co­
rresponde a los méximos ârganos représentantes del Estado (aunque 
no sean representatives, criterio sustancial bien distinto) fijar 
e imponer a todas y coda una de las individuelidades administra-
(il
tivas el contenido dd ese interés general.
Sin embargo, ese centralisme choca con una pluralidad de 
Administraciones pûblicas cuya presencia se debe a factores his- 
tdricos de diverse tipo, que ejercen funciones diversas y que se 
constituyen en base a principios organizativos también diferentes, 
Existe una pluralidad institucionalizada de centres administrati­
ves y, aûn mâs, el proceso histérico acentûa esta que, con pala­
bras de HAURIÛU, podriamos llamar "descentralizacién administra­
tiva" • En cualquier caso la recomposicién de este rompecabezas se 
realize mediante la "centralizaciân politica", o sea, a través de 
la direcciân y el control de las actividades de todas las Admi­
nistraciones pûblicas por los ârganos politico-constitucionales 
del Estado,
La pluralidad de centres administratives y sus releciones 
reciprocas se resuelven mediante la atribuciân a aquéllos (y no 
a todos como ya se dijo) de la personalidad juridica y mediante 
el empleo de una serie de técnicas jurldicas que garantizan un 
cierto grade de independencia formai en el marco de una posiciân 
subjetiva de subordinaciân al Estado, lo que supone reconocer a 
éste unas potestades de control que limitan tal independencia.
Se trata nuevamente de un modèle abstracto y formalista, extrai- 
do del Derecho privado, al iguel que las técnicas relacionistas 
empleadas, también de origen iusprivatista (47),
En todo caso las relaciones entre estes entes no se arbi- 
trarân en base a principios sustanciales, es decir, en virtud de 
las caracteristicas polîtico-estructurales de cada uno de ellos
(46), Pero es que ademés la explicaciân juridica de esa diversi-
(47) Sobre ello, Otto fv!AYER, op. cit.. Vol. IV, p. 253,
(48) Lo cual es mâs grave aûn en los casos de formas orgânicas
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dad estructural se formalize a su vez, también con parâmetros 
iusprivatistas, en torno a la distincién simplista e ideolégica 
entre personas jurîdicas de base corporativa y de base institu- 
cional, asociaciones y fundaciones. Esta magna division catégo­
riel, aparté de insuficiente para resumir la complejidad del 
mundo de las personas jurldicas pûblicas, se impone como prin- 
cipio legitimador del carâcter burocrâtico o tecnocrâtico, no 
representative (en têrminos politico-juridicos) de la mayorla 
de las entidades administratives que actûan intereses conside­
rados como pûblicos, al tiempo que reduce indirectamente el al- 
cance de aquéllas que se organizan en base a principios de re- 
presentatividad democrâtica.
En efecto, existe una pluralidad de entes administratives. 
Segûn la teorla clâsica, unos realizan intereses globales de una 
comunidad restringida de ciudadonos. Se forman por la asoçiaciân 
de los mismos para la satisfaccién de sus necesidades, més o 
menos générales. Otros son instituidos para la realizaciân de 
un servicio o actividad especializada en bénéficia de la colec- 
tividad. Son creados por el Estado (o por los entes territoria­
les menores) como apéndice de sus propios servicios centrales, 
de la Administraciân general, por razones de especialidad téc- 
nica o funcional. Unos y otros son en todo caso entes auxilia- 
res del Estado, pues los intereses que gestionan no son sino in­
tereses estatales, una parte, pues, del interés general. De ahl 
que el Estado posea sobre ellos.-los mismos poderes de direcciân 
y control. Es mâs, taies entes estarân sujetos a la tutela del 
Estado, ya que, o bien su âmbito de decisiân propia es una mera
privadas, que hoy son el nûcleo esencial de la esfera pûblica del 
Derecho de la économie. Ver HABERF/A3, op. cit., p. 27.
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CQncesiân de aquél (49), o bien se trata dd personas jurîdicas 
Cnn capacidad de obrer limitada, como los menores de edad en el 
Derecho privado (SO),
Por otra parte, es cierto que en los regîmenes libérales 
unos se organizan mediante criterios de representacién democrâ­
tica y otros no, Pero ello dériva y se justifies por el hecho de 
que los primeros son comunidades "naturales", nacidas de la li­
bre asociaciân de sus cornponentes, y los otros son meras creacio- 
nes artificiales del Estado, que de esta manera actûa como ('fun- 
dador" por lo que a él ûnicamente corresponde la determinaciân de 
sus fines y de sus estructuras, su control y direcciân. La rela- 
ciân con los destinatarios de la acciân de estos entes pûblicos 
serâ distinta en cada caso. En unos el destinatario es a su vez 
ciudadano, asociado, y participa en la gestiân del ente-mediante 
la elecciân de los cornponentes de sus ârganos de direcciân". En 
los otros, el usuario no tiene ninguna facultad juridica de de­
terminaciân de la acciân contreta del ente creado formalmente pa­
ra su servicio o, en ûltimo extreme, puede decirse que participa 
indirectamente a través de la elecciân de sus représentantes par- 
lamentarios que, a su vez, controlan dichos entes y designan al 
Gobierno que, a su vez, los dirige y contrôla.
La reducciân formalista de dicnos conceptos a un esquema de 
relaciones esquisitamente jurîdicas entre personas subordinadas 
unas a las otras, llovarâ no sâlo a poner en duda en ciertos ca­
sos si los municipios son o no entes de base corporativa (MAYER)
(49) Asî en la versiân italiana de la "autarquia". Ver S, ROMAND, 
Il comune, en Primo Trattato compléta di Diritto amministrativo 
italiano, bajo la direcciân de V, £. ORLANDO, Vol. II, Parte I, 
pp. 497 y ss.
(50) HAURIOU, Précis..., cit., p. 125.
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o a interpreter los apuntes participatives en ciertas Administra­
ciones funcionales especializadas como "momentos de corporatividad", 
sino incluso a mantener dicho esquema en los périodes histôricos 
de autoritarisme en que desaparece todo vestigio de electividad 
o representatividad efectiva, asi como de independencia politica 
real frente al Estado. Y por otro lade servirâ para mantener la 
ficciân juridica de la subordinaciân total de los entes institu- 
cionales a los organismes centrales portadores de una legitimidad 
democrâtica, o sea, al complejo Parlamento-Gobierno (o a las asam- 
bleas electiVQS locales)•
En realidad esta teorizeciân abstracts oculta una realidad 
comflictiva mucho més profunda, que podriamos resumir en la ten- 
dencia hacia la autonomizeciân (real, sociolâgica) progresiva de 
los entes institucionales de base no democrâtica e inversamente 
hacia la pârdida de autonomie politica efectiva de los entes "de 
base corporativa", o sea, los entes territoriales de base electi­
ve (si). Sin que sea el caso de entrer en comparaciones cuantita- 
tivistas sobre el grado mayor o menor de dichas autonomies con 
tespecto a épocas pasadas, lo que si parece claro es que las for­
mas de subordinaciân de esos entes al Estado han sufrido ciertas 
modificaciones a lo largo del tiempo.
En la etapa de ascenso politico de la burguesia, las autono­
mies locales fueron utilizadas y defendidas por elle como contra- 
peso al poder autocrético central (52). Pero a finales del siglo
(’.Si) En esta afirmaciân coincident muchos autores. Entre otros, pue­
de verse PREDIEfll, Il parlemente nel sistema politico italiano, Mi­
lano, 1.975, pp. 26-28; CAS3ESE, op. cit., pp. 42 y ss.; DEBBASCH, 
Science administrative, cit.
(52) FORSTHOFF, Tratado... cit., pp. 600 y ss. En Francia el pro­
ceso es mâs rapide, pues la burguesia se apropia del aparato esta-
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pQsadü y comienzo del actual la consülidaciôn de un bloque de po­
der a nivel central, del que formaba parte preeminente la burgue­
sia, y la entrada en la escena politica de las clases no posséde­
ras a través del alergamiento progresivo de la base del Estado 
hasta llegar al sugragio universal, signifies la irrupcién de los 
portadores de les intereses de estas ûltimas en la esfera de los 
poderes locales. En esta época se produce, como ya se vio, una - 
ampliacién considerable de las actividades administratives. Esta 
ampliacién afecta sobre todo al nivel de las Administraciones di- 
rectamente dependientes del Estado, pero también se manifiesta en 
buena medida a nivel local.
Se recrudece la pugna entre centralistes y autonomistes, que 
continuaré vigente como problème de primer orden durante todo el 
siglo (53). La respuesta que la doctrina clésica del Derecho admi­
nistrative proporcionaré seré, como se ha dicho, de carâcter mar- 
cadamente centraliste, favorable a un estrecho control de los cen­
tres politico-administrativos territoriales de carâcter democrâti- 
co-representativo, y a la disminuciân de su importancia como expo- 
nentes de los intereses de las comunidades locales. Por un ido,
SB limita su autonomîa juridica sustancial al ser considerados co­
mo simples entes auxiliares del Estado o entes autârquicos. A ello 
corresponde una variedad de formulas de control juridico bien de 
carâcter funcional -sobre los actos- o de carâcter estructural y 
organizativo -sobre las personas-. Pero también se produce un fe­
tal sin necesidad de pasar previamente por las comunas.
(53) No quiere decirse que el anticentralismo fuese siempre bande­
ra del movimiento obrero. Antes bien, hasta épocas recientes no 
fue excesivamente considerado por las teorias revolucionarias de 
origen marxista, sobre todo en su interpretacién leninista.
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nâmeno de insuficiencia financière de los entes locales que redun- 
da en el fortalicimiento de los poderes centrales (54). El aumen- 
to de la exigencia de cobertura de las necesidades sociales por 
las instituciones pûblicas no se acompana en medida suficiente por 
una atribuciân de nuevas posibididades de ingresos para los entes 
locales. Asi, éstos carecen de posibilidades de prestar el volumen 
de servicios que corresponde a la demanda social de sus respecti­
ves colectividades. De ello dériva por un lado un endeudamiento 
crânico que recorta de hecho la autonomie politico, asi como la 
asunciân por la Administraciân (o Administraciones) del Estado de 
nuevas competencies materiales. Finalmente y por no pasar de un 
breve resumen, la complejidad de las Administraciones modernes 
requiers un conjunto de medios materiales y humanos especializa- 
dos asi como el empleo de técnicas que pccas veces un simple mu- 
nicipio esté en condiciones de estructurar de por si, por lo que 
se créa un nuevo modo de dependencia de los organismes centreli- 
zados. El proceso de reforma institucional que la adaptaciân a 3æ 
nuevas circunstancias exige, no se ha distinguido especialmente 
por el respeto a los principios democrâticos de descentraliza- 
ciân representative y coordinaciân de servicios entre entes de 
base elective. Por el contrario, se puede afirmar que ha preva- 
lecido la extensiân del ârea de los organismes especializados que 
se conectan juridicamente con la Administraciân central. A favor
(54) Ya HAURIOU nota como el control financière es el més importan­
te, Précis... cit., p. 326. Y sef.ala que en 1.910 la deuda de los 
municipios franceses ascendia a 4.164 millones de francos, de los 
cuales 2.531 correspondian tan sâlo a Paris y a los municipios del 
Departamento del Sena.
47
dû ello juega la ideologîa tecnocrético-eficientista. Pero también 
se ve amparado por una construcciân juridica centraliste que ha- 
ce hincapié en la secundariedad, subordinaciân y auxiliariedad de 
los entes locales y de su equiparaciân formai en este aspecto a 
cualquier otro tipo de entidad pûblica con personalidad juridica# 
Por tanto, el crecimiento progresivo de la Administraciân 
ha supuesto fundamentalmente una multiplicaciân de los llamados 
"entes institucionales", que encuentra también su moments de re- 
lanzamiento masivo con ocasiûn de la ampliacién de la base social 
del Estado, ya tantas veces sehalada (55), Determinados intereses 
antes relegados a la esfera de lo privado se institucionalizan co­
mo pûblicos, pero entonces la separaciân dogmâtica entre uno y 
otro tipo de intereses y la instrumentalizaciân técnico-juridica 
que la acompana van a jugar en favor no de una espocificaciân de 
los intereses pûblicos y de la organizaciân de su prestaciân en 
base a criterios de vinculaciân con los sujetos destinatarios de 
ella, sino més bien en todo caso en pro de su personificaciân (56), 
Formalmente se trata de intereses estatales que se actûan diferen- 
ciadamente en base a razones técnicas y de eficiencia. En todo ca­
so el Estado permanece como "senor" de esta nueva ôrea de activi­
dades, ya sea cuando se realizan con medios têcnicos iusprivatis-
(55) Las grandes etapas de crecimiento de la Administraciân insti­
tucional en casi toda Europa son très: l) el perlodo de finales 
del siglo XIX; 2) los anos treinta, debido a la crisis econâmica
y 3) los anos de la segunda postguerra, debido a las nacionaliza- 
ciones de izquierda.
(56) PA6ÏÜRI, La burocrazia, cit. También CA33E5E, Partscinazinni 
flybblttths,.ed. enti di ceatlônei wiiano, 1.962, p. 93, citado por 
p. BARGELLONA en Stato e Mercato, cit., p. 33. Sobre la relaciân 
entre subjetivaciân de los entes pûblicos, su carécter privado
y las consecuencias jurldicas que de ello derivan, ver también 
BARCELLnNA, np. ult. cit., pp. 36 y SS.
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tas o iuspublicistas, cualquiera que sea el tipo de estructuraciâm 
orgénica que se destine a los nuevos aparatos administrativos, tan­
to si se ejecutan por personas de indudable carâcter pûblico o bien 
por sujetos privados o semiprivados. La variedad de formulaciones 
es, como se sabe, muy grande, asi coino los motives précticos con­
cretes que han llevado a esa variedad. Lo que si esté claro es qie, 
mientras que el grado de control real por parte del Estado [Parle­
mente, Gobierno o Administraciân central) es variable, el que pu- 
diera ejercerce por los destinatarios es en principio nulo.
Aparté de la diferenciaciân entre las distintas técnicas de 
control juridico-administrativo (57), se debe tener en cuenta la 
realidad sociolâgica de estos entes pûblicos, que a su vez son cen­
tres de poder y que también a su nivel correspondiente efectûan 
una definiciân especifica del contenido del interés general. El 
grado de autonomie real con que desempehan sus funciones sd' ha- 
11a indisolublemente ligado sea a la extensiân de éstas como a su 
situaciân estructural en el seno de los poderes pûblicos y, llegan- 
do aûn mâs lejos, en virtud de su importancia y sus vinculaciones 
con los grupos de presiân sociales (58). La separaciân orgânica 
y la personificaciân de determinadas actividades administratives 
supone en muchos casos tanto la fuga de los contrôles del aparato 
central del Estado como la facilîtaciân de las influencias infor-
(57) Entre ellas hay grandes diferencias. Un caso limite es el de 
las Porticipaciones estatales en Italia: empresas privadas someti- 
das a control contable y formai en vez de a control politico. Aqui 
el secreto empresorial juega en contra del control pûblico. Ver 
TUCCARI, Il controllo del parlemente sull'attività economics pub- 
blica, Milano, 1.973, pp. 31 y ss.
(58) Ello es importante sobre todo en los sectores de la Adminis­
traciân econâmica. Sobre el papel de la ernpres pûblica y del cré­
dita pûblico en el Estado capitaliste y en la sociedad monopolis-
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males de los grupos de presiân privados interesados (59). Y ello 
tanto mâs en cuanto que tales entes administrativos se relacio- 
nan como "iguales", con instrumentas iusprivatistas, con sujetos 
privados (60). Pensemos por un momento en lo que supone que una 
empresa pûblica, confiada a una direcciân burocrâtica mâs o menas 
fêcnica y con mayor o menor poder de decisiân autânoma, pueda - 
contratar con las empresas privadas y relacionemos con ello tan­
to la limitaciân de los contrôles pûblicos sobre esa direcciân 
asi corna su falta de responsabilidad juridica y politica direc­
te, mâs sus vinculaciones no infrecuentes con el sector privado 
correspondiente y el anadido de su capacidad de dominaciân sobre 
un ambito de poder pûblico a veces de gran importancia y volu­
men financière, asi como sobre un conjunto de informaciân técni- 
ca de mayor o menor trascendencia. De hecho sucede que taies or­
ganismes pûblicos llegan a autonomizarse de tal manera que apa- 
recen mayormente ligados a intereses privados que a los intere­
ses pûblicos que en principio actûan y que justifican su exis- 
tencia (6l). Por otra parte, cuando alcanzan una cierta magnitud 
se produce a trabés de ellos el fenâmeno inverso de influenciabi- 
lidad sobre las decisiones politisas de carâcter general. Pense­
mos también en lo que a estos efectos supone la prestaciân de ser­
vicios pûblicos por personas privadas en rêgimen de concesiân o
ta, ver P. BARCELLONA, Stato e Mercato, cit. p. 73 y ss.
(59) Sobre les vinculaciones entre directores de empresas o hol­
dings pûblicos y las privadas del sector, TUCCARI, Il controllo.., 
cit., p. 39.
(6ü) TUCCARI, Il controllo... cit. pp. 6-7.
(6I) En general, puede verse el volumen colectivo II controllo 
dell'impresa pubblica, Milano, 1.960 y en él el articule de M,
S. GIANNINI "Üsservazioni sulla classificazione delle imprese pub-
0similares.(62)• En todos estos casos el hilo del interés general 
débilmente enganchado a la lejana madejo de los organismes ins­
titucionales de direcciân politica del Estado se pierde inevita- 
blemente y se confonde con facilidad con conexiones de matriz 
privatista, por encima de las declaraciones formales de conteni­
do finallstico.
bliquee e sulle forme di controllo", donde destaca la inidenei- 
dad general de los contrôles formales establecidos en Europa Oc­
cidental para establecer un control real (p. 79).
(62) Ello no supone una "devoluciân a la sociedad", pues la socie­
dad no podria realizar estas actividades por si sola. Por otra 
parte, el tema de la privatizaciân de la Administraciân es mucho 
mâs complejo. En llneas générales puede decirse que, en cuanto 
que el Estado y en especial la Administraciân pûblica entran en 
contacta y se interfieren en el mundo reservado a la sociedad en 
el originario esquema liberal, a raiz del hundimiento de éste por 
los motivos ya senalados de las necesidades del capital y su pro­
ceso de monopolizaciân, se abandons claramente el principio del 
tratamiento igual a los individuos y agrupaciones privadas, para 
pasar a una etapa de estrecho contacte y apoyo pûblico, directe 
y discriminatorio, a algunos de ellos. En este sentido se redes- 
cubre, bajo forma no juridica o juridica, pero siempre bajo la 
capa protectors juridico-ideolâgice del interés general, el pri­
vilégié. Determinados sujetos privados gozan de una posiciân de 
especial favor de la Administraciân o del Estado en general. Es 
mâs, se ha senalado con razân, que el Estado actual, suministca- 
dor de servicios, integrador mâs que directamente autoritario, 
pafa remediar las contradicciones del capitalisme avanzado, se 
ha convertido en "una fâbrica de privilégiés que funciona a ho- 
rario continuado" (nIGRO, "Formazioni sociali, poteri privati e 
liberté del terzo" en Pol. del dir., 1.975, n9 5-6, p. 566). Son 
generalmente los grupos mâs fusrtes econâmicamente, los grandes 
monopolies, los mâs aventajades en este sentido, pero el numéro 
de los privilegiados es variable y se amplia o disminuye en ca­
da caso histârico concrete. Estos grupos, sobre los que se hace 
recaer, también con justicia, la expresiân de "beati possidentes" 
del Derecho administrative (j, LEMA6URIER, citado por NIGRÜ en 
op. ult. cit., p. 606} llegan a adquirir incluso esferas de poder 
pûblico resarvadas con mayor o menor autonomia y mâs o menos di-
1Frente a estas realidades, no sâlo las técnicas garantîs- 
ticas del Derecho administrative tradicional son insuficientos, 
sino que ademés sus postulados de base, considerados como dog­
mas, ofrecen una pantalla ideolâgica de ocultaciân que natural- 
mente se quiebra en los périodes de crisis del sistema sociopo­
litico que les sirve de base.
8,- Ahora observemos el mismo problème de fonde que hasta ahora 
se ha venido analizando, es decir, el de las relaciones entre 
poder pûblico y ciudadano, desde la perspective de éste ûltimo. 
También en este aspecto dl Derecho administrative ha quedado las- 
trado por la doctrina liberal y encuentra énormes dificultades 
técnicas para proporcionar soluciones a las nuevas realidades.
La posiciân juridica del individus segûn la teoria tradicio­
nal se apoya en una doble y separada consideraciân de éste. De 
un lado, la réserva de una zona de actuaciân y libre disponibi- 
lidad priveda; por otro, su participaciân indirects y periâdica 
en la definiciân del contenido del interés general. La técnica 
juridica administrativista se ocuparé fundamentalmente de la pri-
rectamente a su)gestiân. En tal sentido se puede hablar de priva­
tizaciân del Derecho administrative o de "devoluciân a la socie­
dad", pero sin olvidar que, en primer lugar, el apoyo pûblico es 
indispensable; en segundo lugar, que la llamada privatizaciân su­
pone reforzac los privilégiés reales de ciertos grupos econûmi- 
cos (fundamentalmente); en tercer lugar, que implica alejar del 
control pûblico politico un sector de la actividad pûblica. Tam­
bién se ha hablado en tal sentido de "nuevo feudalisms", aplica- 
ble no sâlo al caso de la gestiân privada, sino también mâs am- 
pliamente a grandes sectores de la propia Administraciân pûbli­
ca general. Ante ello la respuesta no puede ser sino una politi- 
zaciân sustancial de taies cuerpos y ârganos "privatizados" co­
mo modio de asegurar su responsabilidad politisa a través de un 
control social y de la aplicaciân a los mismos de las normas y 
principios de la Constituciân politica. Sobre ello, NIGRO, op.
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mera de estas dos vertientes, como ya se dijo y por los motivos 
que han quedado expuestos.
El Derecho administrativo garantista express asî a su nivel 
correspondiente el fenâmeno de la separaciân entre Estado y socie­
dad, separaciân que supone, sin embargo, ideolâgicamente, la uni­
dad dialêctica de los dos têrminos, Estado y sociedad son las dos 
caras de una misma moneda, de una forma especifica e histârica 
de dominaciân. El problems consiste en establecer las relaciones 
jurîdicas entre esos dos formas diversas, con el objeto de ase­
gurar la concurrenciabilidad de ambas hacia el mismo fin. Se tra­
ta de protéger a la "sociedad" contra el Estado, pero al mismo 
tiempo al Estado contra la sociedad, Dicho de otro modo, se tra­
ta de asegurar la libre determinaciân del ciudadano (poseedor) 
ya sea mediante la atribuciân de un ârea de dominio individual 
o por el empleo de los medios imperativos del poder polîtibo. La 
zona de juego del Derecho administrativo se sitûa en la incerti- 
dumbre y mutabilidad sobre los limites de una y otra esfera, pe­
ro las reglas de dicho juego permanecen fijas,
Por otra parte la tensiân formai entre el ciudadano y el 
Estado estâ reducida en el fonde a un fenâheno de.relaciân entre 
iguales, puesto que el ciudadano que se toma en eonsideraciân es 
el burguês, la sociedad es la sociedad burguesa y el Estado es 
el Estado burguês censitario (63), Formalmente se consideran como
ult. cit.. pp. 604-605.
(63) HAuERMAS, "Oui concetto..,", cit., p. 14, sehala que "ël Ter­
cer Estado, en la situaciân revolucionaria inicial, con la reivin- 
dicaciân de una Constituciân liberal fundada sobre el Estado de 
Derecho por la sociedad civil, se declaraba no sâlo représentante 
de la naciân, sino la naciân misma"; y después shade que "el Es­
tado de Derecho liberal supone la identificaciân de la burguesia
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polos opuestos y en situaciân de subordinaciân de uno al otro. 
Sustancialmente son estructuras paralelas y complementarias. Asi, 
los poderes de mando del aparato estatal se detienen ante la es­
fera privada del individus y este aporta su voluntad a la deter­
minaciân del contenido especîfico y cambiante de la voluntad es­
tatal. En realidad se trata de dos formas distintas de participa­
ciân en la dominaciân social. El sentido més profundo del concep­
to de participaciân esté precisamente ahl, en la disponibilidad 
de un âmbito de poder social. En este sentido, el acento se pone 
en la propiedad y la libertad individuales, dado que para el bur- 
gués, que es el "hombre" que estas teorias juridicas (y las filo- 
sâficas y politicos correspondientes) toman en consideraciân, el 
medio principal de participaciân en ese poder social es su pro­
pia capacidad personal de dominaciân. En este sentido se ha po- 
dido hablar de que la sociedad burguesa era una sociedad parti- 
cipada, es decir, con un grado relativamente alto de participaciân 
(CHITl). Por lo demés, hacer hincapié en la participaciân propia­
mente politica hubiera llevado a potenciar el debate sobre un ti­
po de libertad colectiva, no de carécter individualiste excloiyen- 
te, lo que resultaba peligroso en un periodo de convulsiones so­
ciales y de presiân de los no poseedores por aparecer en el esce- 
nario politico.
Las incongruencias y disfunciones que pudieran existir en­
tre la forma de dominaciân social y la forma de dominaciân poli­
tico institucional se resolverén mediante las técnicas jurldicas
con el pueblo". Cuando se produce el cambio al Estado pluriclase,
"la autonomia privada, en un tiempo fundada sobre la disponibili­
dad de la propiedad y por ello originaria, se convierte en derivada".
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garantîsticas. Pero en tdclo caso, una y otra quedan separadas y 
distintas. Entre interés privado individual e interés (o intere- 
ses)pûblicos no hay têrminos medios. El individuo actûa utisin- 
qulus o uticives. La categoria del interés colectivo no tiene 
cabida en el baûl de los conceptos del Derecho administrativo 
(o del Derecho simplemente}. Incluso si la realidad ofrece ejem- 
plos de colectividades humanas con fines supraindividuales espe- 
cificos, el Derecho las encasillaré en uno de los dos apartados 
ûnicos y universalmente reconocidos: asociaciones privadas o en­
tes pûblicos. En el primer caso gozarân de una esfera de octua- 
cién propia "debidamente" limitada, sin conexién con los inte- 
reses pûblicos ni con las facultades especiales con que éstos 
se actûan, ni con la organizaciân que procura su satisfacciân. 
Juridicamente jugarân como personas privadas individuales, cual- 
quieran que sean los intereses sociales que defiendan o los fines 
especlficos que se propongan, sin importer siquiera que los mis­
mos coincidan en cierta medida con los asumidos formalmente por 
el Estado. De hecho, su influenciabilidad politica dependerâ, co­
mo para todo sujeto privado, individual o colectivo, de la fuer­
za social de que dispongan y de sus posibilidades de conexiân con 
el aparato de mediaciân pûblico, Pero, naturalmente, todo esto 
queda al margen del Derecho.
9.- A partir del periodo de crisis del Estado liberal monoclase, 
la relaciân del individuo con el poder politico va a varier pro­
gresiva y sustancialmente.
El Estado interviens cada vez mâs masivamente en el âmbito 
de la vida social, especialmente en el sector econâmico, ya sea 
en el que se refiere especificamente a la producciân y comercia-
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liZQCiôn de los productos como al que afecta a la prestaciân de 
servicios pûblicos de tipo asistencial y cultural, ârea esta en 
que la expansiân material del sector pûblico es continua. El fe­
nâmeno, mâs que a un cambio de orientaciân global y teleolâgico 
del Estado como instituciân separada y autodeterminente, se de­
be sobre todo a las consecuencias de la conflictividod politico- 
social del momento histârico (y de sus fases sucesivas), asi co­
mo a las modificaciones en la estructura de las relaciones de pro­
ducciân (en sentido amplio). No se trata, pues, simplistamente 
de que el poder politico se vea en la necesidad de colocarse co­
mo motor transformador de la sociedad, una vez superada la ilu- 
siân de encontrar en frente a una sociedad autânoma y autoregula- 
da. Aparté de las nuevas necesidades del proceso de concentraciân 
del capital, lo que ocurre es que el nivel que el conflicto so­
cial ha alcanzado en esta época oblige a modificar en buena me­
dida la forma de dominaciân que se ejerce a través del Estado y 
las demâs instituciones pûblicas, como ya vio. Asî, determinados 
intereses de las clases sociales dominadas se verân asumidos por 
el poder pûblico, que los integrarâ y gestionarâ, eso si, segûn 
su especîfico modo burocrâtico. Igualmente se produce un fenâme­
no de colaboraciân y apoyo estatal continuado a determinados sec- 
tores de los grupos dominantes. La interrelaciân entre sujeto pri­
vado, cualquiera que sea su posiciân social, aunque de diferente 
forma segûn ésta, e instituciones pûblicas se acentûa.
La relaciân abstencionista o de orotecciân de la esfera in­
dividual pierde la trascendencia que pudo tener en el contexto 
anterior. Ante todo, dicha esfera se ve progresivamente reducida 
en su contenido, se relativizan sus limites, sin que ello quiera 
decir que pierda vigencia la posiciân autânoma del particular co-
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mo juridicamente defendible. Por el contrario', es en este momen­
to cuando se produce un avance notable en el perfeccionamiento 
de las técnicas de proteccién frente a la Administraciân. Sin 
embargo, el crecimiento de la actividad administrativa desvalo- 
riza en un cierto sentido la relevancia social de dicho tipo de 
proteccién. Es decir, para la mayor parte de los ciudadanos ta­
ies garanties pasan a un segundo piano, a medida que aumenta su 
dependencia con respecto a los poderes pûblicos.
Lo qu® caracteriza a la nueva situaciân es precisamente esa
dependencia que dada uno siente en medida mayor o menor y en for­
ma cualitativamente diferente segûn su situaciân personal. En to­
do caso, més que exigir un abstencionismo o un limite a la acti­
vidad material del sector pûblico, se requiere un intervencionis- 
mo administrativo, con distintos contenidos, formas y limites se­
gûn los casos, Porque lo que en definitive importa no es ya sâlo 
el que exista o no tal intervencionismo o en qué grado se mani- 
fieste, sino también y muy especialmente la configuracién y fi- 
nalidad de las actividades administratives.
Para un sector de la comunidad estatal, lo esencial serâ
la prestaciân de ciertos servicios asistenciales e incluso cul-
turales, Pero no para ahi su interés mas inmedieto, sino que se 
extiende entre otras cosas a la exigencia de arbitraje o de limi­
taciân de la libre actividad privada. Por ejemplo, a un trabaja- 
dor asalariado le afecta directamente tanto la recepciân de una 
asistencia sanitaria pûblica como la limitaciân de los precios 
del mercado o las vinculaciones pûblicas de la propiedad urbana. 
Para otros grupos sociales, pongamos la gran industrie oligopo­
liste, serâ tan importante en muchos casos recibir un apoyo fi- 
nanciero pûblico, directo o indirecto, como igualmente conter
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con una infraestructura de servicios pûblicos adecuada a sus ne­
cesidades, ya sea porque ello aminore sus propios costes o bien 
en cuanto que suponga una forma de financiaciûn pûblica que pue­
de rôpercutir indirectamente en su bénéficie (64).
Dada la desintegraciûn social de las sociedades industria- 
lizadas contemporâneas y la diversificaciûn correspondiente de 
les categories sociales en presencia, el ârea de los intereses 
de los particulares reivindicables frente a los poderes pûblicos 
se amplia qd infinitum. Pero es que, igualmente, al afirmarse la 
cada vez mayor presencia activa del Estado como nivel esencial 
de mediaciûn de los intereses sociales, aumenta el circula de los 
que convierte en intereses propios. Existe, pues, un fenûmeno 
creciente de publificaciûn de intereses sociales y, en consecuen­
cia, de difuminaciûn de la divisiÛn aprioristica y categorial 
entre materias pûblicas y privadas.
El Derecho administrativo actual, en gran parte anclado en 
los esquemas garantlsticos de las teorias clâsicas de perfil li­
beral, no capta en general este fenûmeno y, en este sentido, au­
toreduce el campo de su elaboraciûn doctrinal, a pesar de los 
innegables pasos hacia adelante en el aspecto de las garanties 
individuales. Pues incluso ciertos intentos de superaciûn de las 
doctrines libérales, como los de DUGUIT y FORSTHOFF, no han con- 
seguido ofrecer soluciones satisfactorias.
Tomemos como ejemplo la teorizaciûn de FORSTHOFF (65). Para
(64) Sobre la funciûn de regulaciûn econâmica de los servicios 
pûblicos asistenciales, véase P. BARCELLONA y G. COTURRI, El Es­
tado y los juristes, trad, espahola, Barcelona, 1.976, pp. 175 y ss.
(65) Ver FORSTHOFF, Tratado..., cit., en general. Ademâs una ex- 
posiciân magistral por su concisiân y claridad junto con una va- 
loraciân critica de las insuficiencias de esta doctrina en GARCIA 
DE ENTERRIA, Curso..., cit., II, pp. 65 y ss.
él la Administraciân debe asegurar a los particulares un minime 
asistencial vital, y esa actividad de prestaciân es lo que ca­
racteriza a la Administraciân moderna mâs que sus funciones de 
limitaciân de los derechos individuales. El ciudadano tiene en 
principio derecho a exigir esas prestaciones institucionaliza- 
das pûblicamente, pero permanece ajeno a la forma de organizaciân 
y gestiân de los servicios que las aseguran y, en consecuencia, 
a las modificaciones en el contenido concreto de la prestaciân 
debida. Indudablemente ello supone un peso adelante en la juri- 
dificaciân de las relaciones administrativas, aparté de un in­
tente de consideraciân juridica del particular como hombre con­
creto, sometido a una pluralidad de conexiones vitales con la 
Administraciân. En cualquier caso pretende colmar una laguna del 
Estado de Derecho claramente puesta de manifiesto en la actuali- 
dad. Esta pluridimensionalidod del hombre contemporâneo y de 
sus releciones con el poder pûblico se integra juridicamente a 
través de las relaciones especiales de poder vinculadas a princi­
pios juridicos générales entre los que destaca el principio de 
igualdad juridica. El individuo queda dentro de la esfera de una 
instituciân administrativa especializada y adquiere el derecho 
a recibir las prestaciones de la misma en igual medida que los 
que se encuentran en su misma situaciân (status especîfico).
Ahora bien, cudl sea el nivel mlnimo de asistencia vital 
que debe garantizarse, es decir, cual sea la definiciân de ese 
mismo concepto es elgo que juridicamente no puede determinarse.
En qué forma puede incidir el particular en el contenido y moda- 
lidad de prestaciân de un servicio es cuestiân que queda relega- 
da al nivel de lo politico o bien del Derecho constitucional, in- 
seguro y variable. Y, sin embargo, en la practice es esto lo que
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més importa*
Pero es que, en cierto sentido, esta formulacién adolece 
de los mismas caracteristicas y se basa en postulados ideolégi- 
cos en buena parte semejantes a los de las teorias libérales. 
Cierto que se acepta una heterogeneidad en la posiciân del indi­
viduo frente a la Administraciân; pero, si bien se admite que sus 
intereses reciban una diversa forma de protecciân pûblica, se ra­
tifies su esencia individualists. Cierto también que se reconoce 
juridicamente una diversificaciûn de contenidos de la actividad 
pûblica, de la que no es difîcil deducir asimismo Una heterogenei­
dad de intereses pûblicamente protegidos; pero todos ellos se re- 
conducen ë la unidad categorial del poder pûblico, a su origen 
y legitimaciân ûnicos, por lo que tal diversidad de intereses 
protegidos y de relaciones especiales no tiene un reflejo direc­
te en los principios estructurales de articulaciân ârganica y de 
funcionamiento de la Administraciân pûblica. La separaciân entre 
individuo y Estado (o Administraciân) permanece inalterable, asf 
como la consideraciân juridico-administrativa del hombre como 
individuo.
Esta posiciân genérica sustancial del hombre, tel como se 
considéra por el Derecho administrativo de raiz liberal es al 
menos parcial y en un cierto sentido mistificante. La pluralidad 
de intereses présentes en una comunidad politica tiene su refle­
jo inherente en un pluralisme relacional, pero también en un plu­
ralisme socialmente articulado. Frente a éste, la dogmâtica del 
Derecho administrativo se halla netomente rezagada. No sâlo por 
la falta de reconocimiento de los intereses colectivos, sino tam­
bién por la escasa consideraciân de los aspectos institucionales 
de ese pluralismo. Los individuos se hallan vinculados en mûlti-
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pies formas por intereses comunes y, en consecuencia, se reûnen 
y se asocian. La Administraciân aparece en buena parte y no por 
casualidad cerrada a estas formas de "participaciân social". Hoy 
se puede senalar, sin embargo, la importancia de la conexiân ju- 
ridicamente estructurada entre distintos intereses sociales y su 
organizaciân esponténea, por un lado, y las instituciones adminis­
trativas, por otro. Pero ello nos lleva a analizar sumariamente 
câmo se produce en la realidad histârica esa conexiân, asî como 
su tratamiento por la doctrina liberal. Sin olvidar que al hacer- 
lo asî reconducimos al Derecho administrativo al ârea menos es- 
tudiada por éste, la del juego de las instituciones pûblicas, lo 
que supone una concepciân del mismo como lo que en realidad es, 
aunque haya tratado de no serlo, es decir, como un Derecho preci­
samente politico.
10.- El control de la actividad administrativa por el ciudadano 
se realize a través de una serie de instituciones pûblicas, en­
tre las que la doctrina tradicional destaca el medio judicial.
Ante todo no hay que olvidar que es en este capitule donde 
se pueden constater los mâs importantes avances teâricos y prâc- 
ticos del Derecho administrativo. La lucha contra la arbitrarie- 
dad de la Administraciân llevada a cabo por la escuela liberal 
se centra fundamentalmente en el control judicial y no pueden 
desconocerse los resultados prâcticos obtenidos a través del per­
feccionamiento continue de las técnicas de vinculaciân judicial 
de la Administraciân (66).
(66) Véase por todos GARCIA DE ENTERRIA, La lucha contra las in- 
munidades del poder en el Derecho Administrativo, Madrid, 1.974.
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Ahora bien, el control judicial tiene una séria de limi- 
taciones cuyo origen hay que buscar en la naturaleza del mismo, 
o sea, en los rasgos caracterlsticos de que tal control estâ do- 
tüdo en virtud de su funcionalidad histôricamente determinada.
El periodo de asentamiento del control judicial administra­
tivo en sus lineas générales, tal como hoy aûn lo conocemos, coin­
cide con el momento de creaciûn dogmâtica del Derecho administra­
tivo moderno y, a grandes rasgos, con un periodo de cambios sus­
tanciales en la Administraciân pûblica y en general en el esque­
ma global de las instituciones pûblicas (67). Si de lo que se 
trataba era de crear una Administraciân sâlida y eficiente, sepa­
rada de la politica parlamentaria, pero que al mismo tiempo fun- 
cionase de acuerdo con criterios de previsibilidad; si lo que se 
pretendia impedir era que el poder pûblico actuara en forma dis- 
criminatoria, cualquiera que fuese la extensiân material de su 
acciân, irremisiblemente en aumento; si, en definitive, lo impor­
tante era crear una garantis formai del individuo en sus relacio­
nes con la Administraciân, nada mejor que potenciar un control 
de la legalidad formai del actuar administrativo para cada ca—
SO concreto (68), De este modo se respeta la libertad de inicia-
(67) Ver M. CHITI, Partecipazione popolare e pubblica amministra- 
zione, Pisa, 1.977, pp. 202 y ss.
(66) Segûn GIANNINI, el Derecho administrativo es la respuesta a 
la "ricerca di un difficile punto di equilibrio tra due apposte 
esigenze, l'esigenza di non togliere nulla al carattere autorita­
rio dell'azione amministrativa, la necesità di ammettere, sia 
pure con le dovute cautele e riserve, il principio dell'aziona- 
bilitâ delle pretese del cittadino verso l'amministrazione"; "Giu- 
risdizione amministtativa", en Enciclopedia del Diritto, XIX, p. 
234 y ss., citado por CHITI, Partecipazione popolare..., cit., 
p. 2G3.
b2
tiva y de ejecuciân administrative, al tiempo que se procura una 
ompensaciôn al particular (sobre todo poseedor) de intangibilidad 
arbitraria de su estera de dominio privado.
De hecho por esta via quedarâ todo un camino por recorrer 
en el sometimiento de la Administraciân al bloque de la legali­
dad, a reglas prévisibles y al carâcter contable de toda intro- 
misiân administrativa, con la peculiaridad de que a medida que 
se instrumentan nuevos modos de vinculaciân judicial de la Admi- 
nistraciân, ésta aumenta el volumen y la diversificaciân de sus 
modos de intervenciân. Dicho de otra manera y para ser mâs exac­
tes, dado que el presupuesto bâsico del control judicial es el 
principio de legalidad, el alcance del mismo, aûn ampliândose 
instrumentalmente por el empleo de técnicas cada vez mâs perfec- 
cionadas, tenderâ a reducirse objetivamente en tanto y en cuanto 
se produce una fuga constante de la legalidad sustancial de la 
acciân administrativa. Esta se verâ sornetide a réglas générales 
cuya aplicaciân podra controlar el juez, pero es que taies re­
glas son en buena parte fijadas a distintos niveles por la pro­
pia Administraciân, sin que exista en infinidad de casos una nor­
ma de origen parlamentario o, en ûltimo término, gubernativa que 
sirva de cobertura.
Y es que si se profundiza un poco en el anâlisis de la fun- 
ciân del juez con relaciân a la Administraciân y, por tanto, en 
especial la del juez administrativo, se constata que en un deter- 
minado momento histârico el paso de la jurisdicciôn retenida a 
la jurisdicciân delegada no supone en el fondo un cambio tan ra­
dical o tan explicable en si mismo como puede parecer. El juez 
alcanza un mayor grado de independencia en su actuaciân, pero
su funciân sigue siendo en gran parte la misma: no tanto □ no tan 
sâlo la protecciân sustancial de las libertades individuales, si- 
no ante todo la garantie del respeto formai de la previsibilidad 
del actuar administrative a través del control de las relaciones 
formales en el seno de la propia Administracidn. El juez se si- 
gue colocando, pues, como corrector de las irregularidades del 
funcionamiento de la Administracidn y con ello cumple la doble 
finalidad de contribuir a la eficacia de la misma y de salvaguar- 
dar el ârea de nu'todeterminaciûn privade, ya que en definitive 
lo que importa en este ûltimo sentido es mfis la sujeccidn de la 
intervencidn administrative a unas réglas fijas y contables, que 
el propio contenido de la intervencidn (69).
Lo que si supone un cambia fundamental, indudeblernente po- 
sibilitado por la independencia estructural del juez, es el que 
éste comience a actuar une propia politics, jurisprudencial a tra- 
vés de principios générales de contenido material, intentando "so- 
meter al Estado a une limitacidn objetiva y extrlnseca" (?0).
Pero si se sigue esta ûltima via, tal como se esté prefigu- 
rando tendencialmente en nuestros dies (7l), el juez desborda su 
funcién tradicional de aplicador de la legalidad para configu- 
rarse como poder copartlcipe en la definicién del interes general, 
o mejor dicho, del contenido de los intereses pûblicos. De hecho 
el recurso a los "principios générales del Derecho" como consti- 
tutivos del bloque de la legalidad encierra el peligro de recono- 
cer al juez un poder politico superior al que habitualrnente le ha
(69) CHEVALLIER, "L'intérêt général..'.', cit., p.335.
(70) CHEV,U.LIER, op. cit., p. 335.
(71) Ver A. NIETÜ, "La discutible supervivencia del interés direc­
te", en HEOA, 12, pp. 39 y ss.
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correspondidü por su funcién, Con la consecuencia de que en rea- 
lidad se atribuye a una institucidn legitimada por su caràcter 
técnico-jurldico una competencia de tipo directamente polîtica.
En tal sentido adquiere un interes superior juridico-pûbli- 
co el anâlisis de la composicién y funcionamiento de la institu- 
cidn judicial y, por tanto, el de su conexidn estructural, no me- 
ramente funcional, con el ciudadano, as! como el de sus relacio­
nes con las demés instituciones pûblicas, lo que lleva a redimen- 
sionar tanto en uno como en otro sentido el principio de la in­
dependencia de la Magistrature.
No es esta exposiciôn de ideas générales introductorias la 
ocasién propicia para entrer en el debate sobre el origen de cla­
ss , la formacién y la agregaciôn social de la Magistrature (72), 
pero basta senalar que alll donde ciertos escalones de la misma 
ban adquirido una independencia de criterio sustancial y una in- 
fluencia polîtica considerable, dentro del ârea geogréfica del 
Derecho continental occidental, su visiôn es claramente liberal 
y, en consecuencia, mâs inclinada por lo general al respeto de 
los derechos individuales con una impronta garantlstica que a ]aa 
impulsion de las reformas sociales (73).
(72) Sobre el origen social de los jueciîs ver MILIBANO, El Estado 
en la sociedad capitaliste, cit., pp. 132 y ss. Sobre la politi- 
cidad de la acciôn del juez ver M. NIGAD,"Formazioni sociali..." 
cit. El juez hace polîtica aunque sea de una manera diferente. Por 
ejemplo baste senalar las diferencias ideoldgicas existantes en 
el seno de la Magistratura italiana. Pueden citarse cuatro corrien- 
tes en el seno de la Asociacidn nacional de Magistrados: Magistra­
tura Independiente, Tercer Poder, Empeno Constitucional y Magis­
tratura Démocratisa, de derecho a izquierda. En las elecciones de 
noviembre de 1.977, las corrientes de izquierda han avanzado casi 
un 5 ÿ, pero Magistratura Independiente tiene todavia mâs del 40 ÿ 
de los votos. Tambiên existen diferencias de comportamiento entre 
los diversos sectores de la Administraciôn de justicia. NIGRO ana-
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En cuanto a los aspectos funcionales bastarâ tambiên con 
hacer referenda a la aposterioridad de su intervenciên (74), a 
la lentitud y costosidad del procedimiento (75), a las barreras 
de legitimaciên (fâcilmente superables en teoria) (76) y de eje- 
cuciên de sus decisiones (77), para concluir que en cualquier ca- 
so, es decir cualquiera que sea el alcance de su participaciôn 
en la definiciên del ârea de la discreccionalidad, su eficacia 
es superior en lo que ofrece como garntla concrete, privatista 
y de configuraciên individualiste que como canal de expresion de 
los intereses colectivos y de las fuerzas sociales exponenciales 
de los mismos (78). Lo cual no quiere decir que no pueda llegar
liza las diferencias entre la Corte Constitucional, los jueces 
civiles, administratives y pénales. La Corte Constitucional es 
timidamente progresista a través del principio de igualdad for­
mai, aunque reticente a utilizer el de igualdad material. En to­
do caso en Italia la Magistratur ya no forma un frente ûnico con- 
servador.
(73) Asl por ejemplo los Tribunales constitucionales de Italia y 
Alemania y el Consejo de Estado francés, a pesar del contenido 
social de las propias Constitucionas. Pero incluso a veces el use 
de los principles générales ha sido iliberal, por ejemplo, en la 
Repûblica de Weimar. Ver NEUMAN, op. cit., p. 279 y ss.
(74) La aposterioridad de la intervenciên judicial disminuye su 
eficacia sobre todo en materia de libertades pûblicas (HAURIOü), 
y ello a pesar de ciertos avances técnicos, como, por ejemplo, el 
interdicto en defense de las libertades pûblicas contra las vlas 
de hecho. Por lo demés, ello supone un importante paso adelante 
en la proteccién de las libertades pûblicas. Esta medida ha sido 
propuesta en el Derecho espanol por GARCIA DE ENTERRIA, Curso..., 
cit., II, p. 61 y ss. Sin embargo, el interdicto tiene sus limi- 
taciones en la dificultad de apreciar la via de hecho, aparté de 
que es una proteccién, aunque muy efectiva, de la simple estera 
individual.
(75) NIETO, op. et loc. cit.
(76) NIETO, op. et loc. cit. Ver tambiên los avances de la juris- 
prudencia francesa en este sentido. Véase la Parte Primera, Capi­
tule 2;
(78) P. BARCBLLONA, habla de la disminucién del papel de la lia-
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a operar efectivemente en defense de tales intereses y de tales 
fuerzas, Pero una cosa es la defense -proteccién pasiva- y otra 
diferente la actuacién positiva, material, de esos intereses (79).
En definitive, el juez podrâ anular una norma (o un acto) 
limitadora de las libertades privadas o pûblicas (BO); podrâ re- 
conocer el derecho de un ciudadano o grupo social a participer 
en un procedimiento; pddré exigir que el legislador (parlamenta- 
rio o no) tome en cuenta deterniinados intereses; podrâ anular 
una decisién concrets en que no se hayan tenido présentes los 
mismos; podrâ sugerir una reforma orgânico o normative en gene­
ral; y todo ello es ya una labor de extraordinaria importancia. 
Pero no puede ni elaborar por sî mismo la norma o la decisién 
politico-administrative, ni poner remedio a la inactividad le­
gislative o administrative, ni determiner las direcctrices mate- 
riales de gestién de un servicio pûblico. Y se deberla anadir qiee 
ello séria incompatible con un Estado de Derecho democrâtico en 
el que el poder de decisién politics (y administrative, tenden­
cialmente) se configura formalmente como emanacién de los érga- 
nos representatives de la colectividad. Si de lo que se trata es 
de brindar nuevas formas de expresién institucional a la plura- 
lidad de intereses sociales emergentes, poco o nada se harla trans- 
firiendo las potestades decisorias sobre su satisfaccién, de un
mada mediacién jurisprudencial, frente al despliegue de la legis- 
lativa y administrative; Stato e Mercato, cit. p. 10.
(79) Segûn S. AGRIFOGLIÜ, "Rifflessioni critiche sulle azioni po- 
polori corne strumento di tutela degli interessi collettivi", en 
Riv. Trim, dir, pub., 1.974, 4, pp. 1.395 y ss., el actual proce- 
so administrative es instrumente de tutela de intereses negatives 
(protege al ciudadano que no quiere una resolucién), pero menos 
adaptado a la proteccién de intereses positivos, es decir, a la 
exigencia de adopcién de una medida.
(BO) Ya sea la Corte Constitucional o el juez administrative.
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aparato burocratizado a un cuerpo tecnificado y especializado en 
una funcidn distinta, ademâs de conservedor en gran medida y ape- 
gado a las tradiciones jurldicas.
11.- La vinculacién activa del ciudadano con el poder pûblico se 
compléta en el esquema del Estado de Derecho liberal mediante el 
funcionamiento de las asambleas representatives elegibles, empe- 
zando por el Parlemente. En teoria este organe es el représen­
tante de la voluntad general y, como tal, émana la ley, directa 
expresién de aquélla y, por tanto, instrumente de definicién del 
interés general. Igualmente es el érgano superior de direccién 
polîtica del Estado, por lo que désigna el Gobierno y participa 
con el mismo en la determinacién de la politico general, asî co­
mo contrôla al propio Gobierno y demés instancies politisas su- 
periores y tambiên a la misma Administracién pûblica. Este séria 
el resumen simplificado de la teoria liberal mâs coherente: el 
Parlamento represents a la comunidad estatal, encorna, cuando no 
"posee" por si mismo, la soberania popular y la ejerce mediante 
las funciones caracteristicas de legislacién, eleccién de car­
gos pûblicos y control.
Las disfunciones de este presupuesto ideolégico son hoy 
flagrantes, por lo que se hace necesario un anâlisis mâs réalis­
te de la institucién, siquiera sea al simple objeto de situatla 
objetivamente en el contexte de los poderes pûblicos, pues sélo 
de esta manera pueden encontrarse respuestas juridicas eficaces 
a aquellas disfunciones.
üesde un punto de vista instrumental, el papel del Parlamen­
to ha variado considerablemente desde el siglo pasado en corres- 
pondencia, si bien no simêtrica, a sus modificaciones estructurales
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y a los cambiüs producidos en la estructura social en que se ha- 
lia enclavado.
En el periodo del Estado burgués censitario el Parlamento 
realiza esencialmente uno funciân de garantie de la "sociedad 
civil" frente al propio poder estatal. La sociedad pretende re- 
gularse por si misma, par el libre juego del mercado, por lo que 
la lucha por la existencia de una asamblea estatal representative 
va unida a la necesidad de asegurar un limite precise a la accién 
de los poderes pûblicos, en gran parte constituidos por residues 
autocréticos vinculados a categories sociales no burguesas. No 
se trata, pues, o no se trata tanto de que el Parlamento se si- 
tûe como centro decisional del Estado y subordine a su poder las 
demâs instituciones, al "ejecutivo" monârquico, sine mâs bien de 
que determine las normes générales protesteras de la propiedad 
y libertad individuales. Su funciân es sobre todo legislative y, 
aûn mejor, se podria decir superlegislativa, en cuanto que el 
nûcleo fundamental de su competencia reside en las grandes leyes 
definidoras de las relaciones directes entre el particular y el 
Estado (si). De ahi que en el âmbito del Derecho pûblico la ma­
teria que, por definicién queda sometida a su decisién sea la pre- 
supuestaria y tributaria. La incidencia en el campe de la organi- 
zacién administrative es casi nula [82), asi como se desconoce 
su labor de designacién y control de los titulares del aparato 
ejecutivo. Gobierno y Administracién estân subordinados a y deri- 
van exclusivamente de la Corona. A pesar de los cambios estruc-
(B1) p . DARCELLüNA, Stato e Mercato, cit., p. 11 y ss.
(82) NIGRO, Studi sulla funzione organizzatrice délia pubblica 
amministrazione, cit., pp. 15 y ss.
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turales y constitucionales producidos desde entonces, no esté 
de mâs recordar, de pasada, como esa concepcién ha dejado sus 
huellas en instituciones y doctrinas de formulaciôn no tan re­
mota (y baste citar la reserve de ley, por poner un ejemplo de 
las primeras), hoy totalmente obsoletas ÿ desfasadas con la rea- 
lidad socio-polltica, pero que en ciertos casos han intentado 
una legitimacién formai de la falta de correspondencia entre la 
posicién institucional del Parlamento y sus deficiencies fun­
cionales.
A medida que la actividad material del Estado va en aumen- 
to, en la fase de crisis del sistema liberal, y coincidiendo a 
grandes rasgos con la institucionalizaciân de la asunciôn de los 
intereses de grupos sociales dominados, se pretenderâ situar 
formalmente al Parlementa como mâximo poder del Estado, dotado 
de competencies materiales omnîmodas y de una pluralidad de ins­
trumentes para ejercitarlas, ya sean normatives, como electives 
y de control. Con la consagracién de la soberania popular se 
completarâ por la base la nueva configuracién teôrica del Par­
lamento. Permltaseme reducir a estas breves llneas miles de pâc 
ginas de historié y de controversies doctrinales, parque lo que 
ahora interesa exponer, si bien igualmente a grandes rasgos, es 
en qué medida y cénio viene realizada esa funciân por el Parle­
menta.
Aparté de las diferencias -importantes diferencias- que 
pueden encontrarse en cada uno de los sistemas politicos del 
ârea democrâtico-occidentol, no parece aventurado decir que el 
Parlementa corre el riesgo de convertirse en una estructura fo- 
silizada, lo cual es tanto mâs grave, desde un punto de vista 
democrâtico si se tiene présenté que es la ânica institucién 
a nivel estatal que se constituye en base a un criterio, todo
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lo mînimo y limitado que se quiera, de democraticidad, o sea, de 
expresién popular o de representatividad electiva.
La funcién real que el Parlamento moderno realiza es com- 
pleja y varia en cada caso especlfico, en coda Estado concrete, 
por lo que tan inûtil es sujetorse a escuemas teéricos formalis­
tes como peligroso définir aquélla con expresiones de tipo gene­
ral.
Decir que el Parlamento es el érgano législative del Esta­
do no nos aporta gran cosa (B3). Sobre todo porque el proceso de
(B3) Nétese que ello se pone en relacién con el cambio de la fun­
cién de la ley en el momento actual. Si en un tiempo la ley era 
elemento esencial para la garantie abstracts y formalmente igual 
de la libertad individual, pero al mismo tiempo de la concurren- 
cia igual, esa funcién se ha venido deteriorando con el quebran- 
tamiento progresivo de la libre competencia, en términos socio- 
légicos, y con la consiguiente pérdida de la autonomla del mer­
cado. El principio de la ley general, abstracts y universal ado- 
lece de una plasmacién reducida en nuestros dias, por la misma 
razén por la que se ha producido la limitacién del âmbito de in­
dependencia individual, y en ese limite tiene aûn vigencia el 
postulado de la generalidad y la abstreccién, con sus derivacio- 
nes de la irretroactividad y la garantis judicial como estructu­
ra de proteccién. Pero, sobre todo, se debe ser consciente de ta­
ies limitaciones, tanto mâs cuanto que predicar aûn hoy como prin­
cipio vâlido y de aplicacién total el de la generalidad y abstrac- 
cién de la ley puede servir para ocultar su negacién prâctica y, 
desde otro punto de vista, lo que esa negacién supone, que no es 
sino la forma especlfica de dominacién -monopoliste y burocrâtica- 
carcterlstica de nuestra época. Sobre los cambios de la funcién 
de la ley y la correspondiente crltica de la teoria liberal so­
bre la misma -en los diferentes niveles socio-econémico (como ga­
rantie de la competencia del mercado), politico (garantis de los 
derechos individuales) e ideolégico (encubrimiento de la domina­
cién de close)- véase por todos y en manera bastante compléta,
F. NEUMAN, "The Change in the Function of Law in Modern Society", 
hoy incluido en el volumen The Democratic and the Authoritarian 
State, New York, 1.957, trad, italiana, Lo stato democrâtico e 
lo stato autoriterio, cit., pp. 245-296.
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elaborecién legislative es largo y complicado y en él intervienen 
tanto los diversos aparatos institucionales,como, a un nivel di­
ferente, los grupos politicos y de presién de naturaleza jurldica 
privada (84), Ya se hablo sobre el importante papel que la buro- 
cracia -o las burocracias- juegan en este proceso y aqui podria 
reproducirse el discurso sobre la funcién de agregacién de inte­
reses especificos que se realiza en el seno de la Administracién, 
Pero séria exagerado afirmar con carécter general una preponde- 
rancia administrative en el desarrollo de la funcién legislative. 
Lo mismo puede predicarse respecte a las relaciones Qobierno-Par- 
lamento. Si, en principio estos érganos se sitûan conjuntamente 
como coordinadores e impulsores do la actividad del Estado-orga- 
nizacién, asi como definidores del contenido de la misma en li- 
neas générales (funcién de direccién politics) (65), se hace pré­
cise indagar tanto en qué medida cumplen efectivamente esas fun­
ciones como la participacién respective de cada organisme en allas, 
Porque séria limitarse demasiado identificar Parlamento y Gobier­
no, o considérer al primero como mere refrendatario formai de las 
decisiones del segundo o como simple "caja de resonancia". Ante 
todo, porque ello supondria disolver un érgano inherentemente 
pluraliste en otro de carécter mâs o menos homogéneo politicamen- 
te y podria llevar a justificar una reduccién de las formas de 
expresién de tal pluralisme. Aparté de que la realidad no lo ava­
la en innumerobles casos; pensemos en la formacién de mayorias 
parlamentarias diferentes con relacién a proyectos normatives es­
pecificos, que a veces no coinciden con la mayoria gubernamental
(64) PREDIERI, Il parlemente..., cit., p. 14.
(85) Sobre este tema y en general sobre las funciones del Parla­
mento, ver MCHTATI, Istituzioni..., cit., II, pp. 669 y ss.
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correspondiente (66); pensemos en los supuestos de gobiernos mi- 
noritarios y de coalicién, no infrecuentes en nuestra época y • 
en la complejidad adicional que ello introduce en el juego de 
las instituciones. En este sentido, habrla que analizar hasta 
qué punto y en qué manera los proyectos emanados del Gobierno 
se ven aceptados, rechazados o modificados por el Parlamento, 
asi como las posibilidades de aprobacién de proyectos de ini- 
ciativa parlamentaria.
Tampoco puede olvidarse el contenido de la normative par­
lamentaria y sus conexiones con la delegada y la simplemente ad­
ministrative: hasta qué punto el Parlamento extiende su poder 
normative efectivo y hasta dénde alcanza la autonomie real de 
la esfera de normacién administrative. No basta con negar teé- 
ricamente la posibilidad de la reglamentaciân autonémica, sino 
que es necesario constater en qué medida existe de hecho y par­
tir de este dato y de las posibilidades del funcionamiento de 
las instituciones para hallar las soluciones adecuadas. Lo pro­
pio puede decirse respecte a la legislacién delegada y de urgen- 
cia. En todo caso merece la pena senalar cémo casi sierapre las 
normas de contenido mâs importante vienen elaboradas en mayor 
parte fuera del Parlamento y que en muchos casos éste se limita 
a discutir brevemsnte y a formalizar acuerdos y decisiones torna­
des en otras sedes (87). Continuando la exposicién del problema»
(86) Ver PHEOIERI, Il parlemente..., cit., por relacién a Italia,
(87) El fenémeno esté generalizado en Italia, sobre todo en los 
ûltimos ahos, en base a la polîtica del "compromise histérico". 
Tambiên en Espaha después de los "acuerdos de la Moncloa"y a tra­
vés de la politics del "consenso". Como se verâ este problema es­
té Intimamente relacionado con el de la participacién. En todo 
caso siempre queda a salvo la labor de debate politico que es al 
mismo tiempo -y quizés sobre todo- informative.
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habrla que determiner cémo el Parlamento interviene a través de 
las leyes de contenido general, o de principio, o programâticas, 
o leyes-cuadro, en la direccién efectiva del pals y en qué pro- 
porcién su actividad se centra en la aprobacién de normas de in­
terés microsectorial, o en leyes-medida o disposiciones singula- 
res (88). En resumen, habida cuenta de que toda funcién decisio­
nal -y la normative lo es- supone un proceso de agregacién y me­
diacién de intereses, que hace necesario analizar la participacién 
efectiva de cada institucién en ese proceso do mediacién, lo que 
équivale a decir que el Parlamento realiza tambiên a su nivel es­
peclfico y en la forma que le es caracterlstica una funcién me- 
diadora. Y ello nos lleva a reivindicar como objeto-de la aten- 
cién del jurista no sélo lo que una institucién debe o puede ser, 
sino tambiên lo que es. No basta, pues, la respuesta academicis- 
ta de que el Parlamento puede hacerlo todo menas convertir un 
hombre en mujer.
Si la primera funcién caracterlstica del Parlemente ha que- 
dado relativizada en el sentido de que el érgano legislative no 
es sino una de las instituciones que intervienen en el proceso 
normative, lo mismo podria alegarse con relacién a su segunda 
funcién caracterlstica, la de control. Incluso se podria anadir 
que ésta séria la de mayor importancia prâctica en caso de que 
se realizQSG minucioaamente, y que en todo caso es el reverse de 
la moneda de la funcién normative (89). Ahora bien, el control
(88) El contenido y la funcién de la ley han variado al compâs 
de las relaciones sociedad-Estado, como ya hemos visto en citas 
anteriores de BARCELLONA y NEUMAN. En concrete, sobre el caràcter 
de la produccién legislative parlamentaria en Italia y sobre el 
fenémeno de las "leggine", ver PREDIERI, Il parlamento... cit.
p. 60 y ss.
(89) Normacién y control son los dos aspectos (preventive y ul­
terior) de la actividad de direccién. Ver TUCUARI, Il controllo
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parlamentario sobre el Gobierno y, mâs aûn, sobre la Administra- 
ciûn deja mucho que desear en la prâctica. No sûlo por la impo- 
sibilidad material de verificarlo, dada la amplitud deU aparato 
(o aparatosJ burocrâticos, que ya es un dato palmario, sino tam- 
bién por la falta de medios materiales e incluso propiamente ju- 
rfdicos para ello. Ni el Parlamento dispone de los medios técni­
cos con que opera la Administracién, ni muchas veces su faculta- 
des de investigacién sobre la acÿividad de las instituciones pû­
blicas estân juridicamente perfeccionadas. De lo que dériva en 
sentido negativo, por omisién, un elemento mâs de refuerzo de 
la autonomla de les cuerpos y organismes burocrâticos.
A este podria anadirse las deficiencies del mécanisme de 
control en el complejo Parlamento-Gobierno-Administracién, de- 
rivadas de las relaciones de estas très instituciones. Ya se 
vié cémo el control de la Administracién por el Gobierno es muy 
relative. A ello se une la dificultad no extraordinaria de un 
control politico efectivo del Parlamento sobre el Gobierno, ya 
que o bien se trata de un Gobierno fuerte, de mayoria, sélidamen- 
te apoyado por un partido de mayoria absolute, en cuyo caso la 
balanza de la direccién polîtica se inclina notoriamente hacia 
el Gobierno, la mayoria parlamentaria ofrece poco espacio a la 
oposicién y, en resumidas cuentas, al aumento de la eficacia y 
el control administrative por el Gobierno se anade una limita­
cién de la expresién del pluralisme parlamentario; o bien nos 
hallamos ante un Gobierno minoritario o de coalicién que ve mer- 
mada su eficacia por la necesidad de negociacién continua, lo que
del parlamento, cit., pp. 1-10. Por otra parte, esta funcién, en 
lo que tiene de especlfico, adquiere una mayor relevancia debido 
a las variaciones en la funcién legislative, motivadas por la 
modificacién de los presupuestos socio-econémicos.
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puede suponer (y no siempre)una mayor relevancia de la labor de 
fiscalizaciôn parlamentaria, pero con el consiguiente débilita- 
mientü del Gobierno, que normalmente deja mayor espacio a la li­
bre expresién de la burocracia como bastién de la regularidad de 
funcionamiento del sistema politico on su globalidad (90).
Pero si lo que acabamos de decir se refiere en esencia al 
tipo de control parlamentario tradicional, basado en el mécanis­
me de la confianza y en los instrumento complementarios de la 
interpelacién y la peticién, sus defectos pueden ser corregi- 
dos mediante un nuevo modelo de control -complementario de aquêl, 
pero hoy si cabe més trascendente- basado en el flujo de la in- 
formacién.
Duizâ sea ésta la forma actual de revitalizacién del Parla­
mento, en el aspecto especlfico del control (9l), sobre todo por­
que le permite no detenerse en la barrera de proteccién que su­
pone el Gobierno para la Administracién pûblico y, de esta ma­
nera, entrer a fiscalizor la actividad de ésta pasando por enci- 
ma de los inconvenientes y las dificultades de la responsabili- 
dad politico gubernamental (92). Aparté de que implica potenciar
(90) Este séria el tlpico régimen continental y més aûn en nues­
tros dias. Dificultades de control del Gobierno existen en taies 
casos por la dificultad de poner en marcha el mccanismo de la 
confianza parlamentaria. Piénsese, por otra parte, que el Gobier­
no no sélo debe responder ante la mayoria -caso del control de 
confianza- sino tambiên ante toda la sociedad que se refleja tam- 
bién en las minorlas. De ahl la necesidad dë separar control de 
confianza y control inspectivo. Ver AMATO, L'ispezione politica 
del parlamento, Milano, 1.968, pp. 10-11.
(91) En opinién de AMATO, L'ispezione..., cit. p. 25. Coincide 
PREDIERI» Il parlamento..., cit.
(92) De hecho las doctrinas tradicionales han considerado el con­
trol de "inspeccién" del Parlamento como finalizado a la remocién 
del Gobierno y explicable a través de elle; Af/ATO, L'ispezione... 
cit., p. 2 y ss.
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la funcionalidad del pluralisme caracteristico de la institucién* 
El Parlemente ejercerfa asl una labor de receptor de informacién 
sobre la actividad pûblica y, a su vez, de transmisor de la mis­
ma a la sociedad (93), con la ventaja odicional, desde un punto 
de vista democrâtico, que supone el hecho de que particlpen en 
este "momento" informative los représentantes de una pluralidad 
de fuerzas ideolégicas y sociales.
Dando un paso més y extendiendo esta recepcién de informa­
cién no sélo a la red del aparato burocrâtico, sino incluso a 
las demandas sectoriales de las fuerzas sociales, el Parlamento 
podria recuperar en parte un papel mâs directe en la funcién de 
agregacién de intereses que se realiza a través de las institu­
ciones pûblicas, con la ventaja, nuevamcnte, de ofrecer una ma­
yor transparencia y publicidad del proceso de mediacién (94).
En todo caso, no se puede peccr de ootimista y no recono- 
cer que, por un lado, los instrumentes de comunicacién en nanos 
del Parlamento son en general escasos y, por otro, que a la re- 
sistencia del aparato administrative y del propio Gobierno a cé­
der su monopolio de la informacién (95), se corresponde, como es
(93) El problema que se présenta es el de "secrete de Estado", 
en ciertos casos justificable, pero que en muchos ctros juega 
sélo como una excusa. En principio se deberla reducir tendencial­
mente, AMATO, L'ispezione... p. 63 y ss.; pero aparece el proble­
ma de valorar cuândo esté justificado o no.
(94) Ver TUCCARI, Il controllo..., cit., p. 27.
(95) Ver DEBBASCH, Science administrative, cit., pp. 561-583, por 
lo que se refiere a Francia y TUCOaRI, Il controllo..., cit., pp. 
11-13 por lo que se refiere a Italia y a Inglaterra. Ademâs, oe- 
gûn AMATO, "Il divario, insomma, fra governo e parlamento ô, in 
largo misura, un divario d'informazione e questo -com'è ormai pa- 
cifico- diviene di per sô un divario di potere"; L'ispezione..., 
cit., p. 24.
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légico, una actitud de los grupos de intereses mâs fuertes tendan­
tes a la conexiân con las instituciones con mayor capacidad de 
decisién (96). Sin embargo, tambiên un instrumento jurldico pue­
de servir para faciliter la inclinacién de la balanza hacia solu­
ciones prâcticas de uno u otro caràcter.
De todo lo dicho se deduce, en pocas palabras, que el Par­
lamento constituye en esencia un institute pûblico de mediacién 
de intereses que realiza a través de sus funciones normative, de 
direccién, de control e informativa, funciones que comporte con 
otras instituciones, y que se diferencie de êstas por su carâc- 
ter pluraliste y su origen representativo-electivo, Lo mismo pue­
de predicarse en sustancia de las demâs asambleas générales re­
presentatives, es decir, de las de los entes territoriales, com- 
pletando su anâlisis con lo ya dicho sobre los limites de las 
autonomies locales.
12.- Si el Parlamento y las asambleas representatives se caracte- 
rizan por el dato de su electividad, debe tenerse presents que 
el elegible no es tanto una persona contreta, caracterizada por 
sus dotes singulares, sino sobre todo el partido politico.
La presencia del partido politico, de los partidos politi­
cos, es un fenémeno esencial a considerar por el Derecho pûblico, 
dada su trascendencia actual. Sin embargo, la dogmâtica jurldica 
que recibe la herencia de las doctrinas libérales no lo ha asu- 
mido como merece, lo que no es de extrahar si se tienen en cuen­
ta los postulados, tentas veces repetidos, de esas doctrinas,
Los partidos politicos no encajan en su compléta dimensién
(96) En este sentido, NIGHQ, "Formazioni sociali..." cit. Véase 
tambiên le Parte Primera, capitula I.
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en el esquema formai del Derecho pûblico liberal. Vienen conside- 
rados como pura y simple asociaciûn privada y sometidos a una ûp- 
tica garantlstica. Segûn este esquema, al Derecho administrativo 
le compete en esta materia fijar los limites de la intervenciûn 
del poder pûblico y de la correlative ârea de expresién privada 
de los partidos, lo que, por lo demâs, ya es una tarea complica- 
da y de indudable interés politico prâctico.
Pero lo caracteristico del partido politico es que consti­
tuye un medio de participacién diferenciada en la definicién de 
la politico, de las instituciones pûblicas. Légicamente el parti­
do politico no podîa ser observado de tal manera por una teoriza- 
cién que se apoya en la separacién radical entre individuo y Es­
tado y que admite tan sélo (en esencia) una participacién social 
de tipo individualiste. Como tambiên es évidente que el partido, 
como estructura de poder organizada y tendencialmente permanente, 
sea una creacién de los no poseedores, de aquéllos a quienes es- 
taba vedada en la prâctica la participacién del tipo anteriormente 
citodo. El partido politico es un elemento caracterizante de lo 
que se ha llamado transicién del Estado monoclase al Estado plu- 
riclase. A pesar de ello su constitucionalizacién se producirâ 
con mucho retraso, en los casos en que se produce, y su tratamien- 
to jurldico acorde con su funcién real queda inédite por mucho 
tiempo y aûn hoy lo es en importantes sectores de la dogmâtica 
iuspublicista. Para la del Derecho administrativo especificamente, 
el partido serâ un hecho desconocido a nivel de teoria de la or- 
ganizacién o bien un peligro de cuya contaminacién debe ser evi- 
tada a toda costa la Administracién pûblica (97).
(97) Tanto HAURIÜU como FüfloTHOFF abundan repetidamente en esta 
idea.
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Hoy esta posicién defensiva se ha visto superada por las 
circunstancias. Los partidos conectan con los aparatos adminis­
tratives no sélo desde fuera, a través de su participacién en los 
organismos supremos (formalmente) de direccién politics, sino in­
cluso desde niveles mâs préximos, mediante los mecanismos de ne­
gociacién, consulta e incluso nombramiento de cargos pûblicos.
El partido politico es tambiên un poder social, un grupo de pre- 
sién politico, en un cierto sentido, caracterizado por tener un 
aparato organizativo mâs o menos perfeccionado y eficaz, y por 
la legitimaciôn adicional que procédé de su apoyo electoral.
Sin pretender analizar en unas llneas la compleja realidad 
del partido politico moderno, bastarâ indicar al objeto de este 
estudio algunas ideas bâsicas. El partido politico es una asocia- 
cién ideolégica, por un lado, pero, por otro, es tambiên un cen­
tro de agregacién -y mediacién- de intereses colectivos. No en- 
traremos ahora en la polémica sobre las relaciones entre los in­
tereses sociales representados (agregados, mejor) en un determi- 
nado partido y sus principios ideolégicos, tema excesivamente 
enrevesado (a pesar de la audiencia, por fortuna cada vez mener, 
de una cierta interpretacién simpliste de tinte escolâstico-mar- 
xista) y alejado de nuestra materia. Lo que nos interesa es el 
partido como centro de agregacién de demanda polîtica y social 
y como grupo de presién. El partido es instrumento de participa­
cién, ya sea de masas, y especialmente cuando es asl, o sea un 
partido de notables. Como tal, conecta con las instituciones pû­
blicas, con los mecanismos de poder institucionalizados. Dada la 
desagregacién existante en el campo de los instituciones, todo 
partido que se plantea la posibilidad real de ocupar al menos una 
parcela de ese poder institucional, diversifies sus conexiones 
con las orgonizaciones pûblicas. En este sentido actûa como gru-
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po de presién. Su fuerza como tal dériva de su organizacién in­
terna, de sus posibilidades de financiacién y vinculacién a otros 
grupos de presién privados, de su capacidad de movilizacién, de 
su accién sobre el proceso de formacién de la opinién pûblica, 
etc. Las variantes pueden ser numerosas.
Lo que en todo caso le diferencia es que su fuerza y su le- 
gitimacién derivan en cierta medida de su sometimiento periédico 
al electorado; asî como su ideologic, entendida ahora como po- 
sesién de un proyecto global de sociedad, mâs o menos evanescen- 
te y difuminado, mâs o menos posibilista o utépico.
Lo cierto es que en las sociedades modernes cuanto mâs se 
acerca un partido al ârea de poder mâs aumenta su funcién de a- 
gregacién de intereses sociales, al tiempo que disminuye su co- 
hesién ideolégica (98). Aparté de que para auparse cada vez mâs 
en la dominacién de los aparatos pûblicos el partido necesita 
ampliar su base de consenso y, en consecuencia su capacidad de 
mediacién entre intereses cada vez mâs amplios y diferenciados.
Se tiende hacia el interclasismo y a ocupar posiciones en el cen­
tro del abanico politico. Al mismo tiempo, el partido politico 
se plurilelaciona con el conjunto de los centres de poder pûbli- 
co-administrativos, lo que conduce a otro nivel especlfico y 
cumulative de mediacién. Su forma de agregacién de intereses se 
pone en relacién directa con las caracteristicas organizativas 
de esos centros de poder. Si ya de por si un partido tiende a
(98) El hecho no puede juzgarse dogmâticamente de manera simple­
mente negative. "Proprio la esigenza di basarsi sull'appoggio di 
gruppi sociali piü vasti délia clique direttamente interessata, 
rende necessario che i vari interessi vengano conciliati cosîcchè 
la politica diventa effettivamente più democratica"; NEUMAN, Lo 
stato democrâtico..., cit., p. 24. El problema estâ en la forma 
-mâs G menos participada- en que se realiza esa mediacién.
81
la burocratizaciûn y;a la centralizacién de su organizacién y de 
sus decisiones, a medida que aumenta su peso en el juego politico, 
tanto més es asl si las instituciones se distinguen por su buro- 
cratizacién y centralismo, si bien la correspondencia no es ma- 
temética y sin perjuicio de otras causas, entre ellas las ideo­
légicas. El partido se ve menos sometido entonces a la necesidad 
de ratificar su implantacién social enmiveles distintos y en pé­
riodes breves, lo que favorece la forma verticista y burocratiza- 
da de su funcién mediadora. Ello tiene como consecuencia una ca- 
rencia de participacién a través del partido y, por tanto, la 
aparicién y fortalecimiento de nuevos instrumentes participatives
(99).
Sobre las vinculaciones de la Administracién pûblica con 
los grupos de interés econémico ya se ha tenido ocosién de tra- 
tar, poniendo de relieve, cémo se van estrechando a medida eue 
la empresa privada ve disminuir su capacidad de dominacién social 
auténoma y necesita el apoyo del sector pûblico para subsistir.
A ello podria anadirse otro dato elemental: el grade de influen- 
ciabilidad de un ente privado esté en proporcién directa -aunque 
tampoco el fenémeno es matemâtico- con su magnitud econémico, 
Limitémonos a traer a la memoria el proceso histérico de concen- 
tracién del capital y la extensién del poder econémico y politi­
co de los oligopolies multinacionalos. Flecordemos tambiên la 
crisis de la pequeha y mediana empresa y, en consecuencia, las 
quiebras del bloque de dominacién econémico. Pensemos en los 
formas de agrupacién de intereses empresariales o especificamente 
Bconémicos que existen en la actualided y en sus conexiones di-
(99) HABERMAS, op. cit., p. 27.
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rectas □ indirectas con los poderes pûblicos (iDO). Todo ello no 
aporta ninguna novedad de relieve, si no es la menciûn del cre- 
cimiento cualitativo de esa concentraciûn y de ese gredo de in- 
fluencia en la fase histérico de la segunda postguerra, teérica- 
mente legitimada por el modelo del Estado del Bienestar (lOl).
Pero la limitacién de la intervencién en el proceso de de­
cisién pûblica a los grupos de presién dominantes en el terreno 
econémico se ha venido a quebrar por el desarrollo de otras fuer­
zas sociales, exponenciales de los intereses do las categories 
sociales dominadas, en especial los sindicatos. Estos han pase- 
do a ocupar en los ûltimos anos un espacio politico superior al 
de la mera reivindicacién econémica empresarial. La lûgica de 
esta tendencia esté precisamente en la conexién entre empresa 
privada y aparato pûblico. A ello contribuyen tanto las deficien­
cies participatives que ofrecen los partidos politicos, cuanto 
la elaboracién de una nueva estrategia sindical de carécter glo- 
balizante, finalizada a la consecucién de un nuevo modelo de so­
ciedad e instrumentada técticamente mediante la accién sobre el 
poder pûblico en exigencia de reformas de estructura de los ser- 
vicios pûblicos, El sindicato ha acentuado su distanciamiento 
urgénico del partido politico y ha ccnsolidado su fuerza nego-
(lüo) Sobre el peligro que représenta la infiltracién de las mul- 
tinacionales en el campo de la empresa pûblica o de participa­
cién estatal, por la dificultad de direccién politico del Estado 
sobre ésta, TUCCARI, Il controllo..., cit., p. 38.
(ici) Hay que volver a constater la insuficiencia del mercado 
como canal de mediacién debido a la concentraciûn del CEipital.
Un ejemplo séria el sector del crédite, que hoy afluye no sélo 
a través del mercado, sino de aparatos de mediacién estatales.
En Italia el fenémeno es especialmente chocante. Ver BARCELLGNA, 
Stato e Mercato, cit., p. 30 y ss. La vinculacién capital priva- 
do-Estado se ha reforzado en los ûltimos ahos y tambiên la deman­
da se media a través del Estado, por ejemplo a través de conce- 
siones y contratas pûblicas.
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ciadora auténoma en buena parte de los Estados del ârea geopoli­
tics de las democracies occidentales. Su interlocutor ha pasado 
a ser progresivamente la Administracién pûblica. De hecho la 
incidencia de ésta en la vida social es tan extensa que tenden­
cialmente afecta a cualquier manifestacién de la personalidad 
del individuo. Por ello, lo que se dice del sindicato puede apli- 
carse de manera semejante a otras formas de vida asociada con fi- 
nalidades colectivas especlficas.
Dicho de otra manera, la disminucién del grade de autonomla 
de la esfera privada por relacién al sector pûblico, o bien la 
quiebra de las posibilidades de mediacién propia de los mecanis­
mos de mercado y la consiguiente socializacién del proceso pro­
ductive (en sentido lato), debida a la concentraciûn monopoliste 
y a sus consecuencias socio-estructurales, produce tanto la exi­
gencia de intervencién pûblica diferenciada como, por contra, una 
tendencia a la formacién de agrupaciones sociales igualmente plu­
ral, en sentido teleolégico. Lo carecterlstico de la nueva si- 
tuacién es el emcuentro de esa pluralidad de fenémenos asocia- 
tivos con la Administracién pûblica, tambiên pluralizoda en sen­
tido funcional y subjetivo, no ya desde un aspecto garantistico 
o de limitacién, sino desde un punto de vista de actuacién posi­
tiva de intereses especificos. Al desarrollo del asociacionismo 
como necesidad de participacién social corresponde hoy en dla un 
desarrollo semejante de las instituciones pûblicas. Hay, pues, 
un fenémeno paralelo de agregacién social de intereses colecti­
vos -baste pensar en las asociaciones de vecinos, de consumidores, 
ecolégicas, culturales, etc., aparté de las propiamente profesio- 
nales- y de respuesta institucional mediante la estructuracién 
de la tutela de nuevos intereses pûblicos. El hecho no es casual
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y tiene bastante que ver con la relevancia que actualmente asume 
el aparato pûblico como elemento de mediacién e integracién. Pero 
para no adelantar precipitadamente conclusiones, nos limitamos 
a constater la coexistencia de una actuacién pûblica y privada 
(social) de intereses especificos heterogéneos, lo que quiere 
decir que formalmente hay unos puntos de coincidencia individua- 
lizados entre fines privados (sociales, colectivos) y pûblicos, 
de lo que derivaré una relacién reclproca en los aspectos funcio­
nal y orgânico.
Como es obvio, esta vinculacién no puede ser captada con 
los instrumentos categoriales del Derecho administrativo tradi­
cional, cuyas fases dogmâticas se han descrito (102) y de ahl 
las dificultades de la doctrine jurldica para dar una respuesta 
adecuada a los supuestos de participacién en las funciones admi­
nistratives. Pues, o se mantiene el esquema formai individual- 
garantista, lo que implica el tratamiento parcial y aleatoric del 
tema, o se reconoce su trascendencia actual a nivel jurldico y 
su virtualidad transformadora,en uno u otro sentido, de las ins­
tituciones, Pero este ûltimo supone terminer con la ficcién jurl­
dica del interés general, aborder juridicamente el problema del 
papel politico-social de la Administracién moderne, esclarecer
(102) Pues, segûn schala HABERMAS, op. cit., p. 23, " l'esistenza 
dei gruppi di interesse tiene desta la memoria che nello stato di 
dirittü libérale, anche là dove ha assunto funzioni sociali, tut­
ti gli interessi, quelli dei possidenti e quelli dei non possiden- 
ti, sono in modo inmutato interessi particolari e privati. Solo 
che oggi hanno bisogno di una traduzione politica, senza poter 
assumera ufficialmente un carattere politico; mentre prima avevgno 
bisogno dello stato solo corne garante délia libera concorrenza, 
del meccanismo automation del mercato".
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y traducir a términos jurldicos las conexiones de la Administra­
cién con los centros de intereses privados, pergeriar a luz del 
Derecho positive y con las técnicas propias del jurista una po­
litisa de las instituciones y, en definitive, excluir el forma­
lisme como metodologla dominante para sustituirlo por una direc­
cién sociolégico-finalista.
Con estas premises y partiencio de las caracteristicas de 





EL CüNCEPTO POLITICO Y EL CÜNCEPTO JURIDICO DE PARTICIPACION
A)j.- LA PARTICIPACION COMÜ PROBLEMA SÜCIü-POLITICO.
1.- El problema de la participacién es tlpico del capitalisme 
tardlo. Mâs en concrete es una manifestacién de la crisis de las 
sociedades neocapitalistas avanzadas. Va estrechamente ligado a 
a la problemdtica del llamado Estado social y a sus diferentes 
interpretaciones (l).
Las caracteristicas de las formaciones socio-politicas en 
que surge el problema de la participacién son, en reducida sln- 
tesis, las siguientes:
a) Son sociedades estructuradas econémicamente sobre la 
base del capitalisme monopoliste. En ellas la mediacién social 
del mercado se ve paulatinamente sustituida por una mediacién 
entre grandes orgonizaciones (s) en la que le Estado (las ins­
tituciones pûblicas) sesempena un papel active cada vez mâs re-
(1) Segûn GARCIA PELAYO, Las transformaciones del Estado contem- 
porâneo, Madrid, 1.977, p. 66, el Estado social es un fenémeno 
del neocapitalismo, que admite diverses formulaciones teéricas, 
ya sea como Estado del Bienestar o como Estado socialista demo­
crâtico.
(2) De ahl las definiciones de "Estado de las asociaciones" y de 
"sociedad organizacional". Ver GARCIA PELAYO, op. cit., p. 40 y 
p. 92 y ss.
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levante. En cualquier caso los intereses dominantes en ûltima 
instancia, aquéllos que configuran la especificidad del modo de 
produccidn concreto, son los de los grandes monopolios naciona- 
les e internacionales,
b) El poder social se holla repartido desigualmente entre 
las distintas organizaciones sociales (de carâcter formalmente 
pûblico o privado], que se relacionan entre sf de manera plural 
y permanente. Es una sociedad de grupos, de grandes grupos y de 
grandes burocracias: las grandes empresas y holdings, los grandes 
partidos, los grandes sindicatos, las grandes Administraciones 
pdblicas.
c) Pollticamente se trata, en su mayor parte, de socieda- 
des formalmente pluralistes y democrâticas, Utilizando la expre- 
sidn de GIANNINI, se trata del Estado pluriclase. Una sociedad 
dividida en clases y categories sociales en las que todo ciuda- 
dano tiene reconocido un derecho de concurso a la determinaciôn 
de la politica general. Este derecho es formalmente igual, pero 
realmente desigual. En cualquier caso, existe un reconocimiento 
jurfdico del pluralisme social,
d) El Estado, el conjunto de las instituciones pûblicas, 
desempeha una funcidn relativamente autônoma y activa de media- 
cidn entre los diferentes grupos sociales organizados (3), Su 
funciôn no es estrictamente "polîtica", sino real y tendencial- 
mente intervencionista en todos los niveles de la estructura 
social, as! como en todos los sectores de la actividad social.
(3} A esta afirmacidn se llega tanto en base a las teorias del 
estructuralismo marxista como a la teorla sociolôgica de los 
sistemas, Vëase N. POULANTZAS, Poder politico y Clases sociales 
6n el Estado capitaliste, trad, espanola, 1CJ3 éd., Madrid, 1,975, 
y GARCIA PELAYG, op. cit.
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Influye y recibe el influjo constante de los demâs organismos 
sociales, con los que se relaciona de forma directa y heterogé- 
nea, no univoca y superestructural.
e)El Estado no constituye un bloque homogêneo, sino que 
esté constituido por una pluralidad de subsistâmes de diferente 
estructura organizativa, diverse grade de autonomie real y for­
mai y distinto nivel de influencia.
f) En todo caso constituye el factor de cohesion (4) impres- 
cindible del sistema social, realiza la mediaciôn ûltima entre 
los distintos factores del mismo: los intereses y sus sujetos 
portadores. La forma de la mediaciûn que realiza el Estado con- 
temporâneo es fundamentalmente burocrâtica y tendencialmente sec- 
torializada (centrifuge). El Estado se caracteriza hoy en dla por 
la diversificaciôn y el aumento proporcionel del poder y autono­
mie real de las estructuras burocrâtico-administrativas, en detri- 
mento de las de carâcter colegial-representativo,
Lo que aqui interesa subreyar es que el Estado actûa en in- 
terconexiân (s) con las diferentes organizaciones sociales, inter- 
conexiûn que es desigual y sectorializada, es decir, que se pro­
duce distintamente a travâs de la pluralidad organizativa del 
propio Estado. Utilizando los conceptos de la "teorla de los sis­
temas" podemos senalar con PREüIERI (o) la existencia de dos sis­
temas diferenciados: el sistema general de las instituciones y 
el sistema de la representaciân.
Dentre del primero cabrla distinguir en principle entre un 
subsistema central del Estado, o Estado-persona, o Estado-organi-
(4) Esta expresiân en POULANTZAS, op. cit., p. 43.
(5) Se usa el término interconexiân como término lo mâs eséptico 
posible, antes de posteriores espeèificociones.
(g) Il parlomento..., cit., p. 47 y ss.
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zaciân en sentido estricto y los subsistemas institucionales de 
la Administraciân local y de las Administraciones institucionales, 
A su vez, en el seno del subsistema del Estado-persona se dife- 
rencian los subsistemas del Parlamento, el Gobierno y la Adminis- 
traciân central como subsistemas primaries. Entre los secondaries 
merece especial atenciân el subsistema de la alta burocracia (?}. 
Los subsistemas local e institucional son igualmente descomponi- 
bles, Por lo que se refiere al ûltimo debe constatarse la tras- 
cendencia actual del subsistema de las empresas pûblicas (en to- 
da su tipologîa econâraica y jurîdica).
El sistema de la representaciân se articula en dos subsis­
temas bâsicos, el de los partidos y el de los grupos de intere­
ses (empresas, sindicatos, asociaciones, distintos grupos de pre- 
siân). Estes dos subsistemas se hallan igualmente interrelaciona- 
dos e influenciados recîprocamente. Los partidos cctûan como me- 
diadores de los intereses de las categories sociales y, en con- 
secuencia, sufren el influjo (imput) de las organizaciones co- 
rrespondientes. En todo caso, el subsistema de los partidos cuen- 
ta con el regulador especifico del sufragio, si bien éste no sea 
el ûnico para medir su importancia real. El subsistema de los 
grupos de interés es todo un mundo Uariadlsimo de organizaciones 
y sujetos sociales, distintos por sus funciones sociales, finali­
dades, estructura sociolôgica y jurldica, importancia social, etc, 
De ahi las dificultades para encerrar esta diversidad en un con­
cepts unitario y los peligros de mistificaciân que puede ofrecer 
el mismo.
(7) Incluso GARCIA PbLAYü distingue simplemente entre Parlamento, 
Gobierno, y Tecnoburocracia directamente; op. cit. p. 121.
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La interconexiân que se produce entre el sistema de las ins­
tituciones y el sistema de la representaciân puede ser institucio- 
nalizada, es decir, regulada jurîdicamente, semiinstitucionaliza- 
da, G sea, abierta y conocida y consegrada por la practice de las 
instituciones y, finalmente, oculta o clandestine (g), Por ejemplo, 
junto a la representaciân institucionalizada de los partidos en 
el seno del Parlamento, Ayuntamientos o Consejos régionales y a 
la de los sindicatos y organizaciones empresariales a travâs de 
los Consejos econâmico-sociales y las coniisiones consultivas de 
la Administraciân, los rnismos partidos, sindicatos y organizacio­
nes mantienen usualmente consultas y negociaciones con el Gobier­
no y otros ârganos institucionales, sin que puedan olvidarse les 
contactes particularizados y secretes entre grupos de presiân 
concretes y sujetos institucionales determinados.
La forma de interconexiân, asî como la determinaciân del 
tipo de organisme con el que êsta se realiza esté normalmente 
en relaciân directe con la naturaleza y el poder social del gru- 
po que se interrelaciona. Dicha forma no depende sâlo, pues, de 
la estructura jurldica del sujeto en cuestiân. Asl, los partidos 
no sâlo conectan con el aparato pûblico a travâs de los colegios 
reprosentativos. Segûn su fuerza electoral, propagandîstica, de 
movilizaciân, segûn el sector social cuyos intereses defienden, 
etc., tienen acceso en varias formas a otras fuentes de poder 
institucionalizada. Los sindicatos, las organizaciones empresaria- 
les no sâlo actûan a travâs de los Consejos consultivas o el lob-
(s) La distinciân en NIGRü, "Formazioni social!..." cit., p. 592. 
La semiinstitucionalizada puede convertiras en norma jurldica a 
travâs de la jurisprudencia; GIANNINI, "La tutela degli interes- 
si collettivi nel procedimento amministrativo" en Hiv. dir.■proc., 
1.974, pp. 522 y ss.
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bing parlamentario# En principle, la forma de interconexiân es 
tanto mâs burocratizada y tanto mâs oculta cuanto mayor es la 
importancia de cada grupo de interâs desde el punto de vista 
del mantenimiento del sistema (s).
(9) Dada la tendencia a lo disminuciân del poder de los organis­
mos representatives y al aumento correspondiente del de las bu­
rocracias, las organizaciones mâs importantes tiendcn a conec­
tar con los centres de poder reales y éstos a relacionar su ac­
tividad con las grandes organizaciones. Grandes organizaciones, 
en este sentido, son, segun GARCIA PELAYÜ, op. cit., p. 105 "a- 
quêllas que son espaces de generar fuertes apoyos o perturbacio- 
nes al sistema global permanentemente o en una coyuntura dada y 
a las que, por tanto, hay que procurer satisfacér en sus deman­
des, capacidad que suele ir unida a la magnitud, complejidad e 
imperscnalidad de la organizociân". Hay, pues, una tendencia a 
la burocrotizaciân de las relaciones entre el sistema institu­
cional y el sistema de la representaciân. De hecho, como senala 
NIGRU ("Formazioni sociali...", cit., p. 592), sâlo las catego­
ries mâs débiles son las que bacon valor sus intereses a travâs 
del Parlamento y, en definitive, a travâs de la mediaciân ins­
titucionalizada de los partidos politicos, dada su imposibilidad 
de accéder al Gobierno o e las grandes burocracias. Junto a este 
elemcnto de la burocratizaciân estâ el de la ocultaciân y el se­
crete de la conexiân. En cierto modo este segundo elemento es 
paralelo a aquél, pero en cierto sentido es distinto, pues aqui 
juega otro elemento mâs, el problems de la legitimaciân y, por 
tanto, el de la "representaciân ideolâgica" de las influencies 
sociales en cl aparato pûblico como una influencia igualitaria. 
Este factor ideolâgico détermina la ocultaciân de la desigualdad 
de las conexiones en bénéficia de los intereses socialmente do­
minantes. El caso tipico séria el de los grandes monopolies y 
las grandes organizaciones empresariales nacionales y multinatio­
nales. Sobre esta influencia cuantitativamente incomparable y 
cualitativamente distinta de los intereses del gran capital, ver 
fvlILIBAND, El Estado en la sociedad capitaliste, cit., p. 149 y 
ss., ademâs de las obras citadas de PGULANTZAS y GARCIA PELAYÜ. 
El fenâmeno, por lo demâs es sobradamente conocida y ha sido su- 
ficientemente analizado en numerosas ocasiones.
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El individuo en el Estado contemporâneo se encuentra asl 
condicionado (por no decir casi determinado) por la acciûn de 
las grandes organizaciones, Todo ciudadano es formalmente igual 
a los demâs, superado el limite del Estado censitario. También 
posee un grado mayor de seguridad y bienestar personal. Pero 
ve reducidas sus posibilidades de autodeterminaciân, ya como 
individuo, ya en uniân con aquéllos a los que le une una misma 
condiciôn social o un interés o ideologla especificos, por el 
peso de las organizaciones y el oligopolio decisional de sus 
élites, Con palabras de F0R3TH0FF, el Nombre actual ve aumen- 
tado su espacio vital efectivo y disminuido su espacio vital 
dominado. De hecho lo que mâs afecta a su existencia, por ré­
gla general y en progresiân geométrica, es aquêllo sobre lo que 
menos posibilidades tiene de decidir. Por otra parte, soporta 
la preaién desideologizadora y despolitizadora de los aparatos 
ideolégicos del sistema, que se une a las dificultades de par- 
ticipacién activa en las decisiones que le conciernen. Este es, 
en resumidas cuentas, el modo de dependencia y alienaciân del 
individuo en la sociedad neocapitalista. Su esferq personal se 
ve inevitablemente reducida, su vertiente social limitada por 
la reducciôn efectiva de su aportacién a las decisiones colec- 
tivas. Su grado de conformisme depende en buena medida de la 
eficacia del sistema para suplir su carencia de participacién 
real en aquéllas por el mantenimiento y ampliacién progresiva 
de su bienestar material. Toda disfuncién en este sentido gene­
ra el conflicto social. Esta es, por otra parte, la "espada de 
Damocles" del sistema, el regulador ûltimo del juego de los 
intereses. Para mantenerse, la sociedad neocapitalista necesita 
evitar el conflicto social y reducirlo a "contacte social" (HUŒ^R).
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2.- La participacién, en el sentido que aqui,se estudia es ante 
todo un comcepto ideolâgico. Interesa por tanto adentrornos en 
la temâtica de la participaciân como ideologic o de la ideolo­
gic de la participaciân. La participaciân es una ideologia carac- 
teristica de la sociedad neocapitalista, del tipo social que aca- 
bamos de dcscribir.
Ahora bien, e^n qué consiste la participaciân?, ^cuâl es 
el contenido del concepto de participaciân en el Estado contem­
porâneo? Como senala GARCIA PELAYÜ "en cada coyuntura histârico- 
politica hay unos vocablos cargados de prestigio que tendencies 
politicos diverses pueden tratar de atraer para si, aunque ello 
sea contrario al sentido originario y a la formulaciân Clara y 
distinta de sus conceptos" (lO). Y mâs tarde ahade: "en realidad, 
podria hablarse si no de una ley, si de una tendencia histârico- 
politica a transformer lo que en sus origenes era, cuando menos, 
una idea o un concepto desestabilizador, en una idea o concepto 
estabilizador" (il).
Algo de ecto sucede con el concepto de participaciân. üri- 
ginariamente nace como un intento de superaciân de la degenera- 
ciân formalists de la democracia liberal representative. Se par­
te de la constataciân de que la democracia de masas lleva a un
(10) Op. cit., p. 46. La explicaciân la vierte el propio GARCIA 
PELAYÜ en el mismo lugar con palabras de Hans FITEYER: "Los con­
ceptos politicos son instrumentes del pensamiento teârico, pero 
también planteamientos de fines del querer politico; designacio- 
nes de hechos, pero también llamadas a tomas de posiciân; crite- 
rios, pero también banderines... Sirven no sâlo a la considera- 
ciân, conocimiento y disposiciân teâricas, sino también a la 
vida, al deseo y a la acciân politisas".
(11) Op. cit., p. 47.
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nuevo autoritarisme burocrdtico contra el que el constituciona- 
lismo y la defenea de la libertad individual ofrecen escaso re- 
medio (l2). Se propone con diverses matizaciones y con distinto 
grado de maduraciôn teôrica la superaciân de ese nuevo autorita­
risme mediante la prolongaciân de la representaciân politica a 
otros âmbitos del aparato institucional. No basta la mera repre­
sentaciân parlamentaria o en la Administraciân local. Es nece- 
sario introducir la democracia en el seno de los organismos que 
verdaderarnente detentan el poder en el seno de la sociedad del 
capitalisme monopolists, principalmente, por tanto, en la Admi­
nistraciân pûblica y en la empress. Esta séria una primera aproxi- 
maciân al concepto de participaciân. En este sentido se habla de 
democracia participative como superaciân de la democracia repre- 
sentativa (l3). La idea de participaciân nace, pues, como reivin- 
dicaciân antiburocrâtica (l4j y como bandera politics de una nue- 
va izquierda anticapitalista y antiestalinista.
De hecho habrla que distinguir entre la idea de la partici­
paciân y la ideologla participativa. Como idea, es decir, como
(12) Segûn NEUMAN, Lo stato democratico..., cit.,'*è innegabile 
che il potere politico (democratico, autoritario o monarchico) è 
susceptibile di abusi; ma che il costituzionalismo li possa effet- 
tivamente prevenire è ancora da dimostrare" (p. 20j. Y despuês 
ahade: "Il problems della democrazia moderns invece non ô tanto 
quello di porre dei limiti al potere politico, quanto quello di 
utilizarlo razionalmente a provvedere ad una effettiva partecipa- 
zione dalle masse alla sua gestions" (p. 28).
(13) P. L. ZAMPETTI, "Il nuovo concetto di democrazia partecipa- 
tiva" en Studi per il XX anniversario dell'Assemblea costituente, 
Firenze, 1.S68, Vol. IV, pp. 520 y ss, recalcando que la democra­
cia participativa engloba a la representative pero no supone su 
destrucciân.
(I4j J. CHEVALLIER, "La participation dans l'Administration fran­
çaise. Discours et pratique" en Revue d~Administration publique 
1.976, na 37 y 39, I, p. 05.
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elaboraciân teârica, su origen es mâs antiguo. La idea de la par­
ticipaciân se vincularia a toda la corriente antiburocrâtica dal 
pensamiento democrâtico y socialists en sus grandes Ifneas. In­
cluso en el campo del Derecho pûblico existen en el perîodo de
entreguerras intentes de construcciûn jurldica global en base a
los principles sohalados. Como ejemplos significatives podrlan 
citarse los de Hermann HELLER en Alemania (IS) y Giuseppe CAPO- 
GRASSI en Italia (l6), Tampoco falten ejemplos de experiencias 
concretas de institucionalizacion de nuevos âmbitos de represen- 
taciûn como cornplemento de los esquemas del constitucionalismo 
liberal. Asl el fracasado experimento de los consejos de empre-
sarios y trabajadores en la Repûblica de Weimar.
Pero si la participaciân se ha generalizado como ideologla 
en los ûltimos anos, ello se debe a la crisis por la que atra- 
viesa la sociedad neocapitalista. Crisis determinado en concre­
to por el aumento de la fuerza de presiân de los intereses su- 
bordinados, que no encuentra una salida institucional en el mar­
co del Estado liberal-democrâtico. Crisis de hegernonla (l7), pues, 
crisis de funcionalidad del sistema y, en relaciân con ella, cri­
sis de legitimaciân.
Ha quebrado la ideologla del interés general (IS), en cuan- 
to que el Estado ha acentuado su intervencionismo en la vida eco-
(15) "Rechtsstaet oder Diktatur ?", 1.929, en Gesammelte Schiften, 
Leiden, 1.971.
(16) La nuova democrazia diretta, 1.922, cit.
(17) Gegûn CHITI, Partecipazione popolare... cit.,p. 65 y ss., 
la exigencia de una mayor participaciân, en general, se révéla 
siempre en momentos de crisis de hegemonla. Asl ocurriâ igual­
mente en el perlodo de la burguesla ascendente, con la exigen­
cia de creaciân del Estado liberal parlomentario. En él el Par­
lemente aparece como érgano de participaciân de la burguesla.
(1B) CHEVALLIER, "L'intérêt général...", cit., p. 325 y ss.
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nâmica y no puede ya représenter el papel de ârbitro situado por 
encima de los intereses concretas de la sociedad. Pero ante esta 
quiebra, el mantenimiento del sistema neocapitalista necesita de 
una remodelaciôn teârica de la funciôn del Estado que perminta 
mantener ideolâgicamente la separaciân entre Estado y sociedad, 
elemento esencial de la ideologla capitalists (POULANTZAS)• Para 
ello la ideologla conservadora hace propio el concepto de parti­
cipaciân presentando la decisiân politico, como producto de un 
proceso de negociaciân con los diferentes sectores sociales (l9), 
en el que el Estado se sitûa como mediador neutral y fiel eje- 
cutor del pacto entre iguales. De hecho esta versiân de la par­
ticipaciân supone una nuevo concepciân del interés general, en 
cuanto que considéra al Estado como componedor equidistante de 
los intereses sociales y oculta su real vinculeciân desigual con 
los mismos,
Asumido por estas dos ideologies contrapuestos, cl concep­
to politico y jurldico de la participaciân y la realidad parti­
cipativa misma ofrecen aspectos contradictories que es precise 
mencionar (20), Pero ambas ideologies parten de presupuestos y 
tienen consecuencias muy distintas, que se deben analizar en pri­
mer lugar (2l),
(19) CHEVALLIER, "L'intérêt général..." cit.
(20) No se trata, pues, de un fenâmeno homogêneo, sino contradic- 
torio y como tal debe ser analizado, Cronolâgicamente podria de- 
cirse que su alumbramiento obedece a un impulse teârico desde ]a 
izquierda, pero asumido en sentido mistificante postericrmente 
por ciertos grupos conservadores.
(21) A continuaciân se examinan los tipos pures, no las formas 
intormedias ni las teorlas antiparticipativas. Pero hay que de­
cir que hay quien sigue apegado al modclo weberieno y hay quien 
considéra la participaciân como fenâmeno accidentai que no rompe 
el esquema general.
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a) La concepciân tecnocrâtica de la participaciân.
a') La teorla. Segûn J. HABERMAS la concepciân tecnocrâ­
tica considéra la democracia como un método politico determina­
do, cuyas instituciones aparecen formalmente como "un sistema de 
equilibrio posible" (22). El problema general de la participaciân 
de los ciudadanos en el ejercicio del poder politico se misura, 
por tanto, desde esta concepciân en base a las necesidades prâc- 
ticas e ideolâgicas (legitimadoras) del sistema social de que se 
trata.
En este sentido, la concepciân tecnocrâtica de la partici­
paciân supone un doble discurso teârico (23), uno de carâcter 
têcnico, como respuesta concreta a las necesidades prâcticas del 
modo de dominaciân politics, y otro de carâcter estrictamente 
ideolâgico, a efectos de legitimaciân de dichas formas de domi­
naciân,
l) Técnicamente el problema parte de las insuficienfcias 
del tipo de dominaciân burocrâtico væberiano para ofrecer una 
respuesta eficaz a las exigencies de la Administraciân moderna.
A la complejidad y pluralisme de la sociedad actual se adecua mal 
un modèle de Administraciân cerrada en si misma y separada de 
esa sociedad por un mure de incomunicaciân. La Administraciân 
debe abrirse al medio social, atender a todo movimiento especi­
fico de la dinâmice social, conectar ella misma con todos y ca­
da uno de les posibles conflictos sociales en su origen. Asl lo 
exige le racionalizaciân del propio sistema de dominaciân y de 
su forma administrative. Se trata de acentuar el control sobre
(22) "Sul concetto..." cit., p. 7.
(23) CHEVALLIER, "La participation..." cit., I, p. 86 y ss.
O'
el medio social mediante la recepcion constante de informaciân, 
mediante la integraciân permanente de las categories dominadas 
y las organizaciones portadoras de sus intereses. Ue esta manera 
puede llegar a prevenirse y evitarsc todo conflicto social; se 
estâ en grado de mantener el equilibrio cambiante del sistema.
En caso contrario la Administraciân puede llegar a convertirse 
en "una gigantesca mâquina represiva" (24).
Ello exige, a su vez, un cambio de método de la acciân ad­
ministrative. Al principle de autoridad se sustituye el princi- 
pio de negociaciân, la concertaciân con las partes interesadas, 
el government by contract. Igualmente exige un cambio en las es­
tructuras administratives. No sâlo un aumento cuantitativo de 
éstas, sino cualitativamente un mayor grado de seotorializaciân 
técnica, aparté de la adiciân de estructuras de negociaciân ins- 
titucionalizadas (25).
Sin embargo, conviene senalar ya desde ahora que el pro­
blema no se plantea en términos de revisiân de la funciân estruc- 
tural de la Administraciân pûblica como dctentadora efectiva del 
poder politico, ni tampoco como revisiân de la autodeterminaciân
(24) La expresiân es de DEEüASuH, "Le droit administratif face 
â l'évolution..." cit., p. 105.
(25) Por ctra parte, la exigenoia do participaciân se plantea
en el seno mismo de la Administraciân y exige una redistribuciân 
del poder de decisiân entre sus componentes. Ver CHEVALLIER, "La 
participation..." cit., I, p. 91 y ss. El método de reforma es 
el mismo: toda la participaciân y el tipo de participaciân que 
exige el buen funcionamiento de la Administraciân y la preven- 
ciôn del conflicto en el seno de la misma. Ello lleva a una re­
distribuciân real del poder en sentido corporative y a la crea­
ciân de estructuras de consulta con finalidad de negociaciân y 
legitimadora: la "administraciân de la burocracia" en palabras 
de PAuTORI.
O':*
administrative de tipo burocrâtico. No se trata de sustituir la 
administraciân burocrética por una gestiân democrâtica y colec- 
tiva de los asuntos pâblicos. Las caracteristicas esenciales de 
la Administraciân tradicional (autoreclutamiento, irresponsabi- 
lidad personal, incluso la centralizaciân y la jerarquia bajo 
nuevas formas..,] se mantienen. De ahî que se haya dicho que la 
participaciân no supone la destrucciân del modelo vveberiano sino 
su perfeccionamiento (26).
A pesar de todo, la concepciân tecnocrâtica de la partici­
paciân implica también un nuevo discurso teârico legitimador cu- 
ya eficacia se vincula a la separaciân entre éste y el discurso 
técnico. Esta vertiente ideolâgica parte de la insuficiencia le­
gitimadora de la teorla clâsica del interés general. El inter­
vencionismo del Estado impide su consideraciân formai como poder 
situado por encima de la sociedad (27). La recomposiciân de la 
equidad de la acciân estatal -se dice- exige tomar acte en cada 
caso concreto del punto de vista de las partes en presencia, su­
pone acercar la toma de las decisiones a los interesados en cada 
asunto concreto haciéndoles participes de la fijaciân de su con­
tenido. Ello lleva a multiplicar las vlas de acceso del ciudadano
(26) GETTINI, La partecipazione amministrativo, cit., pp. 16-25. 
Bobre este tema, ver infra. Parte Primera, Capitule VI.
(27) Begûn DEB3ASCH, "Le droit administratif face à la evolution 
...", cit.,p. 105, "le principe traditionelle d'égalité de pro­
tection contre l'arbitraire administratif peut difficilement 
s'appliquer, la régie même de 1'interventionisms étant de pri­
vilégier les actions allant dans le sens de l'intérêt général. 
L'administré a donc le sentiment que l'action administrative 
que le concerne le plus est vouée à l'arbitraire. Il est donc 
porté à la récuser ou à la contester".
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al aparato administrative, por un lado. Por otro, a cointeresar 
en las decisiones a las organizaciones portadoras de los diver­
ses intereses sociales. En ûltima instancia serîan éstas en cada 
caso las verdaderos artifices de la decisiân, limitândose la 
Administraciân a sancionarla formalmente y a ejecutarla. Se pro- 
ducirîa asl una privatizaciân del proceso de actuaciân pûblica, 
una devoluciân a la sociedad de sus responsabilidades. En defi­
nitive, la concepciân técnocrética de la participaciân conlle- 
va una consideraciân de la misma como despublificaciân. Habla- 
riamos en este caso de la participacién como devoluciân.
Este discurso teârico es mistificante e imprecise (CHEVAL-
LIER).
La mistificaciân adolece de las niisrnas caracterlsticas gé­
nérales de la ideologia burguesa tradicional. Lo que varia es 
el modo de presentaciân. 3e présenta al Estado como csencialmente 
separado de la sociedad y por encima de las luchas sociales con­
cretas, si bien ahora no se desentiende de ellas, no actûa sim­
plemente a priori, fijando las reglas de conducts univeraalmente 
vâlidas, y a posteriori, para restablecer el orden infringido, 
como se suponia que funcionaba en el libéralisme clâsico. El 
Estado participa en el conflicto social desde su origen, previ- 
niéndolo y anticipândosc a su explosiân, pero siempre en forma 
idealrnente neutral, arbitral. Ademâs actua en base a los estimu- 
lüs y con la colaboraciân del ciudadano concreto. Be oculta, pues, 
que incluso en los casos de administraciân negociada el poder 
pûblico juega un papel active, hace sehtir su peso en la decisiân, 
no cumple el mero papel de registrador del compromiso. El govern­
ment by contract, la consulte previa.•• tienen como finalidad prâc- 
tica primordial constater cl grade de resistencia a la decisiân
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y las necesarias contrapartidas, aparté de la virtualidad le­
gitimadora que poseen. Son, pues, mêtodos de racionalizaciân 
del sistema. Igual puede decirse del acceso de los ciudadanos 
a la Administraciân. El hearing, la audiencia a los interesa­
dos no directos, etc., cumplen la funciân prâctica de summnis- 
trar informaciân al aparato administrative. En estos casos la 
funciân ideolâgica de creaciân de una ilusiân participativa es 
aûn mâs importante, pues se aprovecha de las tendencies psico- 
lâgicas del ciudadano (28). Los reducidos casos de cogestiân 
o de "auto^estiân" (términos sobre los que se volverâ mâs ade- 
lante) son generalmente reductos aislados, privados de compe­
tencies y capacidad técnica y econômica para satisfacér la 
propia demanda polltica, o bien o cumulativamente reductos de 
un nuevo corporativismo; ideolâgicamente sirven igualmente pa­
ra descalificar cualquier exigencia desestabilizadora sobre la 
via de la democracia directs.
La ideologla de la participaciân en su concepciân tecno­
crâtica no supone una crltica esencial a la categorla del into- 
rês general, sino una recomposiciân de la misma bajo otra forma. 
El interés general es ahora el producto de la composiciân de in­
tereses sociales parciales ÿ heterogéneos. El intervencionismo 
estatal hace^posible la presentaiân ideolâgica del interés ge­
neral como el producto objetivo de la razân, en cuanto que el 
Estado toma parte directs en la vida social cotidiana. El inte­
rés general es particularizado, sectorializado y fruto del jue­
go de los intereses sociales. Esos intereses y sus sujetos por-
(26) F. TRK/iARCHI, "La partecipazione del cittedino all'eserci- 
zio délia funzione amministrativo: tendenze attuali", en Amminis- 
trare, n° 32, pp. 9-23.
103
tadores se continûan configurando como formalmente iguales y la 
forma de composiciân como fundamentalmente objetiva y racional.
Esto oculta la desigualdad real de los intereses en pre­
sencia y la distinta influencia de sus sujetos portadores. Y, 
lo quQE es mâs grave aûn, oculta la parcialidad real de la for­
ma burocrâtica de dominaciân. Precisamente el discurso técnocrâ- 
tico de la participaciân va desligado de toda conexiân con los 
problèmes toâricos de la organizaciân polltica, con la crisis 
de la democracia representative. Es un discurso despolitizador 
y desideologizodor en esencia. En ûltimo término es un comple- 
mento de la legitimaciân eficientista del Estado del Bienestar. 
Se dirla que es la legitimaciân del sistema politico que corres­
ponde a la legitimaziân consumista del sistema econâmico en las 
sociedades del neocapitalismo liberal. Su suerte va, pues, liga- 
da a la de esta ideologla y al correcto funcionamiento del sis­
tema socio-pollticQ correspondiente, Pero una y otra y ambas con 
la estructura real se influencian mutuamcnte.
La ideologla tecnocrâtica de la participaciân, en lo que 
tiene de discurso politico adolece también de una gran vaguedad. 
No existe desde esta perspectiva un concepto medicnarnente claro 
de participaciân, por el hecho mismo de que lo que se pretende 
es justificar las modificaciones funcionales y cstructurales del 
aparato administrative que la pervivcncia del sistema necesita, 
asl como ocultar la verdadera carencia de legitimaciân democré- 
tica del bloque administrativo y su posiciân dominante en el mar­
co de las instituciones. Toda apertura de la Administraciân pû­
blica hacia el medio social, todo contacte y relaciân directe 
con los particulares es susceptible de cobertura bajo el manto 
de la participaciân. Con ello se quita al concepto su carga po-
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litizadüra y desestabilizadora. Asl, por ejemplo, para algunos 
participaciân es tanto la consulta técnica que presto un parti­
cular a la Administraciân, como la consulta-negociaciân de ésta 
con un sindicato para lograr su conformidad y respeto a una de­
cisiân que afecta a sus representados; tanto el ejercicio pri- 
vador de funciones pâblicos como la audiencia al particular u 
organizaciân interesados en un procedimiento, como las nuevas 
formas de representaciân, elective o de intereses, en el seno 
de la Administraciân.
Desde luego todo ello es reconducible etimolâgicamente a 
un genérico "tomar parte". Pero el método, las formas y las fi- 
nalidades concretas de cada supuesto son completamente diverses 
y en ocasiones radicalmente opuestas. Desde una perspectiva fi­
naliste (dejendo ahora aparté lo que de mistificaciân haya en 
cada caso) no puede meterse en el mismo saco al concesicnario 
de un servicio pûblico, que explota privadamente en su bénéfi­
cia una actividad de carâcter pûblico bajo el control mâs o me­
nos real de la Administraciân, y al sindicato que toma parte en 
la administraciân de la seguridad social para vigilar "las cuen­
tas" . Incluso formalmente la teleologîa de ambas instituciones 
es prâcticamente opuesta. Pero es que incluso cuando se matiza 
el concepto de participaciân con la caracteristica del control 
sobre la acciân administrative falta, en la concepciân tecnocrâ­
tica, una elaboraciân cohérente de los objetivos y los medios,
El reclamo de la participaciân es mâs afectivo (CROZIER), moral, 
idealists que concreto y estructurado. Lo cual se debe precisa­
mente a la imposibilidad de configurer un modelo alternative de 
participaciân desde la perspectiva tecnocrâtica. Mejor dicho a 
la necesidad de vaciar el contenido del concepto, ampliândolo
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hasta la confusiân, para evitar el peligro de la censtrucciân 
de un nuevo modela alternativo en torno a esta idea-fuerza.
b') La prâctica. Veamos ahora como funciona de hecho esta 
versiân de la participaciân. Ante todo debe decirse que los su- 
puGstos de participaciân existantes obedecen en general a las 
exigencies de la concepciân tecnocrâtica, si bien es cierto que 
no dejan de existir disfunciones, mâs o menos coyunturales, por 
la presiân ideolâgica y material de la concepciân alternative., 
asî como de la propia dinâmica interna del fenâmeno participa­
tive.
La concepciân tecnocrâtica de la participaciân produce ten­
dencialmente en la prâctica una racionalizaciân del modo de do­
minaciân politico do naturaleza burocrâtica. Ello es tanto mâs 
seguro cuanto mâs homogêneo es el sistema social en el que se 
experiments (29j, Ahora bien, esta afirmaciân debe ser matizada 
claramente desde un principio. La practice de esta concepciân de 
la participaciân no supone un aumento real del grado de influen­
cia de los particulares en las decisiones de los poderes pâblicos. 
Antes bien implica un reforzamiento del control de la Administra-
(29) En ciertos casos ni siquiera se produce esa racionalizaciân, 
sobre todo allî donde el subsistema administrativo estâ dâbilmen- 
te estructurado y la homogeneidad de la sociedad y del propio blo­
que dominante es escasa. Asl ha podido senalar PR^UIERI con rela­
ciân a Italia que "l'istituzionalizzazione del sottosistema degli 
interessi aumenta il blocco dell'apparato, la cristalizzazione 
corporative, la polverizzazione-privatizzazione intesa corne man- 
canza di riferimenti d'assieme e come ricerca di soluzioni di 
benefici individuali... Le pressioni per ottinere si sommano a 
quelle perché altri non ottengano; se i gruppi non sono in grado 
di ottenere sono almeno capaci di ostacolaro. La "vetocrazia" di- 
venta la regola che viene superata con negoziati faticosi, e che 
si somma in un sinergismo negative, alla "lentocrazia"; Il parla­
mento. .., cit., p. 47.
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ciân sobre el medio social y, en consecuencia, una reafirmaciôn 
de la forma burocrâtica de gestiân del poder pûblico. Se logra 
provenir y evitar cl conflicto social, sobre la base de un ale- 
jamiento real del poder del ciudadano y de un deteriodo de las 
formas democrâticas de composiciân pûblica de los intereses so­
ciales.
La verdadera participaciân como influencia en las decisio­
nes se reduce a un nûmero rie sujetos escaso. Existe una prâcti­
ca selective de la participaciân (30). Se podria hablar de una 
escala de la participaciân efectiva, con la réserva de que ten­
dencialmente sâlo las grandes organizaciones, en el sentido ya 
expuesto, tienen acceso real a las decisiones y siempre en for­
ma desigual.
La participaciân institucionalizada no évita la interven- 
ciân oculta. Por el contrario, viens utilizada como pantalla 
ideolâgica de ésta. El discurso participatorio sirve asl, en 
cualquier caso, para allanar la via de la colaboraciân del apa­
rato administrativo con los grupos dominantes. A ello contribu- 
ye igualmente la desconcentraciân sectorial o funcional de las 
estructuras burocrâticas y, en consecuencia, el aumento de la 
compenetraciân entre sector pûblico y sector privado por ramas 
de actividad. A veces uno y otro se hallan tan confundidos'que 
ha podido utilizarse la expresiân "complejo pûblico-privado" 
para définir esta realidad (3l). Las organizaciones representa­
tives de los intereses subordinados aceptan en general la en- 
trada en el juego, si bien con una posiciân crltica de las mo- 
dalidades de la participaciân (32). Su posiciân, de relative
(30) CHEVALLIER, "La participation,.." cit., II, p. 546.
(31) El concepto en GARCIA PELAYÜ, op. cit., p. 74.
(32) CHEVALLIER, "La participation..." cit., II, p. 548 y ss.
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influencia real, puede calificarse como de participaciân dependien- 
te (TüURAINE) o, desde el punto de vista de los intereses dominan­
tes, como participaciân intepradora. El grado de integraciân de­
pende del grado de homogeneidad social y del de despolitizaciân 
de la sociedad de que se trate, Dentro de las sociedades neocapi- 
talistas existe una gran diferencia real entre los casos de Esta- 
dos Unidos y la Repûblica Federal Alemana y los de Francia e Ita­
lia, por ejemplo. De todas formes estas organizaciones no recha- 
zan la participaciân que se les ofrece, aunque su aceptaciân res­
ponds mâs a una propia estrategia y a las ventajas tâcticas que 
puedan obtener en base a ella: informaciân, ventajas parciales, 
etc. Sobre ello se tratarâ mâs adelante. En resumen, la partici­
paciân de los diferentes sujetos sociales es desigual y, en ûl­
timo término, estâ en funciân de las necesidades del sistema so­
cial de dominaciân. Acentûa la compenetraciân entre la Adminis­
traciân y los grupos dominantes y tiende a integrar a los gru­
pos dominados.
Desde el punto de vista de la participaciân como control, 
la realidad es piefraudante. El poder institucional permanece ba­
jo control burocrâtico, en connivencia cada vez mâs estrecha con 
los grupos dominantes. Es, por el contrario la Administraciân la 
que contrôle el proceso participative. Se sirve de la consulta- 
negociaciân para prévenir posibles conflictos, de la consulta 
y audiencia a los interesados para adquirir informaciân, de las 
formas de cogestiân administrative con finalidades de integraciân 
de categorlas subordinadas. Aunque los supuestos de participaciân 
tienen su propia dinâmica, la Administracion se halla en posiciân 
âptima para maniobrar en su interés. Asî, por ejemplo, mediante 
el riominio de las fuentes do informaciân, de la tecnologîa y de
G8
los recursüs financières puede neutralizar cualquier experiencia 
concrete nacida con esplritu ranovador c impedir el cfecto expen­
sive de la misma, Los ejemplos de nuevas estructuras administra­
tives en cl campo de la culture y de la ensehanza, asî como en 
el de la descentralizaciân urbana y el fracaso de estas experien- 
cias obedecen en gran medida a esta disfuncionaliciad con el sis­
tema general (33), También sobre esto nos remitimos a més ade­
lante.
Desde el punto de vista ideolâgico, la participacién como 
nuevû legitimaciân tecnocrâtica ha fracasado en términos généra­
les. Sin embargo, se trata de un fracaso relative, en cuanto que, 
si bien no ha servido en general para aumentar la confianza del 
ciudadano en la imparcialidad del actuar administrativo, sî ha 
operado en un cierto grade como contraideologîa frente a la al­
ternativo participative desestabilizadora. Frente a la partici­
paciân como nuevo bandera de transformaciân social ha causedo 
un vaciamiento del concepto de participaciân. La concurrencia 
de las organizaciones de izquierda en experiencias participatives 
fracasadas, unida a la manipulaciân informative de los resulta- 
dos de estas experiencias y de las motivaciones de dichas orga­
nizaciones, ha producido una cierte desilusiân hacia la parti­
cipaciân como proyecto democrâtico. Sin embargo, en términos 
positives la ideologîa tecnocrâtica de la participaciân ha fra-
(33} Asî ocurre con la participaciân en las Universidadcs france- 
sa e italiana. La falta de efectividod de la participaciân, uni­
da a la contestaciân del sistema universitario vigcnte, ha pro­
ducido un desinterés por la misma, que puede considerarse como 
claro rechazo. Ver, por lo que se refiere a Francia, J. P. FER­
MIER, "La participation des administrés aux décisions de l'Ad­
ministration", en iiev. droit pub., 1.974, 3, pp. 663-690.
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casadü. Inevitablemente unida a la legitimaciân ultima del sis­
tema tecnocrâtico, el consumismo y la eficacia administrative, 
una y otra pierden furza a consecuencia de la crisis econâmica 
de los âltimos ahos.
Lo que parece mâs grave es la tendencia institucional de 
la faso del neocapitalismo tardîo, que la concepciân tecnocrâ­
tica de la participaciân contribuye a reforzar. Esta tendencia 
consiste en la seotorializaciân burocrâtica del Estado y su co­
nexiân igualmente sectorializada y realizada en forma burocrâ­
tica con los intereses sociales particulares (34), Se estâ pro- 
duciendo un fenâmeno de disoluciân de las estructuras adminis­
tratives lato sensu en microcêlulas autodirigidas que actûan en 
colusiân con los diferentes grupos dominantes. El nexo de uniân 
entre las concretas instituciones pûblicas y los intereses so­
ciales se produce a travâs de la fârmula corporative de la re­
presentaciân de intereses. Cada unidad administrative actûa con 
relative independencia y en interrelaciân con las organizaciones 
sociales del mismo sector de actividad. La forma de vinculaciân 
entre unas y otras es de carâcter tecno-burocrâtico, desigual, 
motivado por el interés especifico individualizado de las buro­
cracias y las organizaciones privadas, antirepresentativo en 
términos politicos, A ello contribuye igualmente la desideolo- 
gizaciân y despolitizaciân que produce la prâctica ideolâgica 
eficientista del Estado del Bienestar. La burocratizaciân del
(34) Se habla en este sentido de "proceso de minimizaciân del po­
der" (Arnold GEHLEN) si bien es cierto que el elemento de la eu- 
toridad no ha desaparecido del todo como método técnico de la 
acciân administrative. Sobre ello, ver HAuEHMAS, "Sul concetto..." 
cit. p. 36.
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Estado aumenta el influjo de los grupos de interés y disminuye 
el de los partidos politicos. Estos, a su vez, se ven conduci- 
dos a reducir su cohesién idéologies para disolverse en un prag­
matisme cotidiano basado en la composiciân de intereses secto- 
riales. Toda esta dinâmica conduce en ûltimo término a un £ljJ- 
ralismo corporative de nuevo tipo (35J estructurado sobre la ba­
se de la colusién entre subunidades estatales y organizaciones 
sociales por sectores de le produccién (en sentido amplio).
Dada la imposibilidad de reconstruccién del modelo social 
liberal-individualista y del modelo institucional weberiano de 
la democracia burocrético-partitica, las vîas de salida son dos, 
en términos générales. G bien se va hacia una progresiva reduc- 
cién formaliste de las instituciones de carâcter democratico-re- 
presentativo, hacia una democracia autoritaria en palabras de 
HABERîv'Aü, o incluso hacia una involuciûn autoritaria, sin mâs 
adjetivos, sustentada en el citodo neocorporativismo pûblico- 
privado; o bien se reconstruye la unidad institucional en base 
a un nuevo principio aglutinante de carâcter democrâtico. Ello 
implica una revalorizacién de la polltica y una reforma de las 
estructuras estatales en sentido verdaderarnente representative; 
de toda la sociedad. En esto consiste precisamente el modelo 
alternativo de la participaciân.
b) La participaciân cono alternative politica.
Frente a esta concepciân tecnocrâtica, la critica de izquier­
da senala la incompatibilidad de la democracia participativa con 
el sistema capitaliste. Pero desde esta posiciân se distinguen
(35] GARCIA PELAYÜ, op. cit.. p. 180.
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una pluralidad de actitudes pollticas e ideolâgicas, que pueden 
resumirse en dos. La primera séria aquélla que niega toda posibi- 
lidad de reforma del sistema, toda posibilidad de evoluciân den­
tro del mismo hacia formas de participaciân democrâtico y social 
(36}. La segunda plantea, por el contrario, la posibilidad y ne­
cesidad de transformaciân del sistema socio-politico en un sen- 
tido participative. Esta ûltima posiciân, la del llamado "réfor­
misme revolucionario" o la del socialisme democrâtico es la que 
se analiza a continuaciân.
Para esta corriente politico-ideologica, en toda la varie- 
dad de sus formulaciones, la democracia tiene un sentido fina­
liste. Democracia, segûn F. NEUI/AN, "no es una forma de Estado 
como otra cualquiera; su esencia consiste mâs bien en el hecho 
de que la misma realiza las amplias mutaciones sociales que au- 
mentan la libertad de los hombres y pueden quizâ al final instau- 
rarla integralmente" (37). En este sentido la participaciân apa­
rece como el modo concreto de realizaciân de la democracia -de 
avance hacia la libertad- en nuesuros dias. La democracia par­
ticipativa express, pues, una lînea de tendencia. En cualquier 
caso comporta la proposiciân ideolâgica de un modelo alternativo 
de sociedad, si bien como es lâgico en manera tendanciel e imper­
fecta. A esta estrategia liberadoro se acompana la elaboraciân 
de una llnea de actuaciân tâctica. Finalmente habrâ que exponer 
la realidad prâctica de una y otra, con la salvedad de que se
(36) Sobre esta lînea revolucionaria ultrancista, NEGRI, "Su al- 
cune tendenze délia più recente teoria comunista dello Stato. Ra- 
ssegna critica", en Critica del diritto, 1.974, 3, p. 64 y ss.
(37) La cita es de HABERMAS, "Sul concetto..." cit. p. 8.
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trata el problema en lîneas générales, por lo que no pueden ex- 
presarse la infinidad de matices ideolâgicas y tacticos de esta 
orriente.
a'); La estrategia. El punto de partida es la crltica de la 
sociedad neocapitalista y del Estado contemporâneo asî como de 
las teorîas de interpretaciân del mismo liberal tardîa y tecno­
crâtica (36). A ello se une la autocrîtica y la crîtica recîpro- 
ca de las posiciones de la izquierda tradicional: la socialdemo- 
cracia integrista y el comunismo estalinista (39). Naturalmente 
las caracterîsticas de estos anâlisis son muy diversas, por lo 
que varîan también las proposiciones concretas. Ello no quita 
para que haya una convergencia ideolâgica fundamental: la nece­
sidad del trénsito al socialisme mediante formas democrâticas.
A la insuficiencia del esquema constitucionalista liberal se 
une el rechazo de etapas de transiciân autoritarias. Lo que cuen- 
ta no es sâlo quién gobierna sino también câmo se gobierna (40). 
El trânsito hacia la sociedad socialiste libre debe hacerse en 
libertad, mediante una profundizaciân de la libertad. Sâlo que 
el concepto de libertad se emplea en un modo distinto al del cons­
titucionalismo clâsico. Es un concepto distinto en cuanto a su
(38) Sobre ello, véase por todos los citados libres de MILIBAND 
y POULANTZAS, desde dos posiciones metodolâgicas distintas, mâs 
subjetivista-voluntarista la primera y mâs objetivista-estructu- 
ralista la segunda.
(39) A la critica ya antigua y en buena parte dogmatica de la so- 
cialdamocrocia por parte del pensamiento marxista, se ha venido
a sumar en perîodo reciente la crîtica de izcuierda al propio mo­
delo estalinista y sus presupuestos ideolâgicos. Ver por todos 
Il marxisme e lo Stato, en Quaderni di Mcndoperaio, 4, 1,976.
En nuestro paîs un anâlisis interesante en F. CLAÜDIN, Eurocc- 
munismo y Socialisme, Madrid, 1.977, pp. 76 y ss.
(40) N. BOUBIO, Quale socialisme, Torino, 1.976.
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estructura y en cuanto a su alcence, A la vieja libertad de tipo 
individualiste, en un tiempe llamada "libertad de les modernes" 
(B. CCNBTANT), a la libertad como exclusion se sobrepone la li­
bertad colectiva, la libertad corne participacidn. Esta séria la 
nueva y verdadera libertad de les modernes (CERRQNl). Su alcance 
se amplia para abarcar les centres de peder real en la seciedad 
ontempordnea: la empresa y la Administraciôn pûblica*
Se préfigura sobre esta base un concepte distinte de par- 
ticipaciôn, la participacidn como control progresivo de les cen­
tres de decisiôn. En terne al mismo se reclama la rccempesicidn 
del Estado en el sene de un nueve medele de seciedad. A la pri- 
vatizacidn actual de la accidn politico, de tipe burecrâticc-cer- 
perntive se centrapene una nueva publificaciân de la seciedad 
de carëcter democrâtico-participative. Les aspectos fondamenta­
les del nuevQ modela serian les siguientes, aunque citados aqui 
en llneas générales y per encima de las diferencias de formula- 
ci6n.
En primer lugar, una publificacidn de la actividad econômi- 
ca baje la forma de una gestidn dernocrâtica y participada de la 
misma. La linea de progresiôn se estableceria en base al control 
pûblico de la actividad econdmica, mediante el traspaso al domi- 
nio pûblico de les sectores mds sonos y dindmicos del aparato de 
produccidn. La gestidn de la actividad ecendmica pûblica se rea- 
lizaria en forma descentralizada y sometida al control ûltino de 
les organismes colegiales representatives, ademds de producirse 
en rêgimen de participacidn vigilante de les trabajadores y usua- 
ries. Las empresas privadas octuarian asimismo bajo control pû­
blico y en ferma participada. La variedad de propesicienes es 
aqui inmensa, aunque les principles del discurso tedrico son les
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expuestos sin que se pueda per shore entrar on detelles.
En segundo lugar, se insiste en una descentralizacidn del 
aparato institucional sobre bases c'emocrdticas, A1 principio ideo- 
Idgicamente apolitico de la eficiencia se sustituiria el princi­
pio democratico corno criterio esencial; a la fdrmula de .a re- 
presentncidn de intereses, la de la representacidn. politics elec­
tive, sin perjuicic de la concurrencia subordinoda do aqudlla.
Elio supone para empezar el traspaso de competencies juridicas 
y de medics financières y tecnoldgicos a niveles de representa- 
cidn general inferiores al Estado: regiones, provincial o unida- 
des supranunicipales, municipios, etc. Exige, pues, una reforma 
de la rnddula de las instituciones administratives en sentido au­
tonomiste sustencial. Concurrentemente implies una descentrali- 
zacidn sectorial o funcional conectsda con los nivelés correspon- 
dientes de representacidn politico. Las diverses administraciones 
sectoriales deben gestionarse asimismo en base al principio de 
participacidn como control, ya sea a travds de fdrmulas de re­
presentacidn de intereses -par lo general de trabajadores y usua- 
rios- o en ciertos casos mediante supuestos de cogestidn y au- 
togestidn.
La unidad de direccidn politica y la compcsicidn del plura­
lisme institucional se realizaria mediante el mdtodo de la pro- 
gramacidn demccrdtica. Elle implica la interrelacidn de las dis­
tintas unidades institucionales en una doble direccidn: de abajo 
a arriba, como proporcionadora de informaciones y manifestaciones 
de voluntad para la compcsicidn de los diverses intereses; de arri­
ba a abajo, igualmente como canal de informacidn y de imposicidn 
de la decisidn elaborada para su ejecucidn descentralizada. La 
decisidn politisa supondrla, pues, un proceso de compcsicidn ne-
lis
gociada do intereses. Pero con la caracteristica de ser una com- 
posicidn que tiene como centro principal de elaboraciôn los or­
ganismes colegiales representatives. La progresidn en este sen­
tido posa por la multiplicacidn y ampliacidn de la capacidad ju- 
rîdica, técnica y financiers de dichos organismes.
De lo anterior se deduce la necesidad de una reforma de los 
procedimientos de actuacidn administrative. Esta se realizaria 
sobre la base de la sustitucidn progresivo del principio de au- 
toridad por el de compcsicidn negociada ce intereses. Pero tal 
forma de actuacidn se aplicarla en base a un criterio finaliste 
-o sea, de los intereses mds acordes con la decisidn polltico-ju- 
rldica general, aunque no se trate de los mds fuertes socialmente- 
y no meramente instrumentales. Por otra parte, otro elemento esen­
cial del nuovo modo de actuacidn es la informacidn pûblica. In­
cluse en un sentido genêrico del concepto, informacidn se iden­
tifies prdcticamente con participacidn como control. De hecho son 
dos mèneras inseparables de enfocar el mismo problems (4l). La 
llnea de progresidn estarla constituida por una reguiacidn ex- 
tensiva del acceso a la informacidn pûblica.
Finalmente, otro de los principles de esta concepcidn demo- 
crâtica es el respeto de las libert. idos individuales entendidas 
como base imprescindible de una participacidn verdadera y libre.
Lo que courre es que taies libertades vienen complementadas y a 
su VGZ son complemento de las libertades colectivas, de la liber-
(4l) Hay quien trata este problème desde un concepto amplio de 
informacidn, como traslacidn constante y demccrdtica de manifes­
taciones de conocimiento y voluntad de la sociedad al sistema 
institucional y de éste a la sociedad, asî como entre las dife- 
rentes unidades del propio sistema. Ver G. RUFFOLO, "Eguaglianza 
B democrazia nel proggetto socialiste", en II marxisme e lo Stato, 
cit., p. 170 y ss.
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tad-participacidn. Elio supone an reforzamiento de las liberta­
des funcionales a la intervencidn responsable y soliriaria del 
individuo en la vida colectiva y una limitacidn correlotiva de 
las que constituyen una barrera a dicha participacidn, en espe­
cial del derecho de propiedad privada.
Este discurso tedrico puede parecer utdpico y sin duda lo 
es en el sentido dinâmico del concepto de utopia. Aparte de la 
generalidad con que aqui se expone, debe repetirse que no cons- 
tituye un modelo estdtico o un tipo social acabado. Por el con- 
tratio, se trata de una tendencia alternative. La novedad del 
mismo ectâ, si cabe, en la insistencia en esa misma progresivi- 
dad, en la superacidn tedrica de pasos intermedios de signifi- 
cacidn opuesta. Aunque tampoco se préfigura, naturalmente, como 
una llnea de evolucidn continua.
Pero en sus concrecciones coyunturales y en ocasiones aup 
por encima de dstas, como discurso general, se trata do un dis­
curso incomplete, inacabado e imprecise, no exento de contra- 
dicciones y de matices varias y contrapuestos y, por dltimo, 
de un discurso que puede convertirse a su vez en mistificatorio, 
es decir, encubridor de la prdctica concrete de las organizacio- 
nes que lo utilizan corno bandera.
Elio se debe en buena parte a la persistencia de los viejos 
mitos de las teorlas anticapitalistas del Estado, en especial de 
la teorla marxista (aunque tambidn de las oc origen anarquista); 
a la superficialidad de la autocrltica de las posiciones y expe- 
riencias pasadas, pues la misma se agota al nivel del contenido 
doctrinal, cuando no se rosuelve en un subjetivismo voluntarists. 
La crltica se aplica mds al contenido y a los efectos de la ideo- 
logla que al propio mdtodo tedrico. Falta en general un salto
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Qualitative en el campe de la teorla del Estado, constituido pro- 
bablemente por la persistencia en el use del marxisme no ya como 
ideologic (en cuyo case el rcchazo, al menas tedrico, es mâs cla- 
ro y generalizado) sine como teorla del conocimiento,
Dejando de lado este aspecto, sobre el que aqui se puede 
decir muy poco, lo cierto es que esa carencia de claridad tedri­
ca influye y se ve influida por la divisidn de las organizaciones 
de la izquierda. A pesar del relative acercamiento que constitu­
yen los fendmenos de la perspective socialiste autogestionaria 
y del eurocomunismo -hasta ahora mds ideolodgicos que prâcticos- 
las respectives posiciones permanecen muy distanciadas. De hecho 
las vinculaciones politicos de les dos grupos organizacionales 
de la izquierda tradicionol, el socialdemdcrata y el comunista, 
son opuestas a nivel internacional, lo que no obsta al reconoci- 
miento de un esfuerzo serio de independizacidn, Socioldgicamente, 
en cambio, se acentûa el proceso de homogeneizacidn de los soc- 
tores en que se apoyan, en aquellos palses en que compiten como 
grandes organizaciones (42). Tedrica y culturalmente continuan 
constituyendo dos concepciones contrapuestas, la una tenida de 
relativisme historicista y la otra de dogmatisme fidelsta. Tam­
bidn en este terrene hay una progresivo. e incomplets aproximacidn, 
aunque que habrla que distinguir bastante de pals a pals.
En dltimo tdrmino, la imprecisidn del modelo alternativo 
de participacidn se debe a la inexistencia prdctica del mismo y 
al papel subordinado de los grupos sociales que lo defienden.
Taies grupos y organizaciones se vcn afectados sustancialmente.
(42) bsta competitivided como grupos do presidn es otro elemento 
mas que dificulta la elaboracidn de una alternative conjunta.
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al nivel de su prdctica tedrica, por la presidn del sistema socio- 
politico en que actûan. Por una parte, soportan las consecuencias 
de la desideologizacidn del hombre concrete derivada de la deten- 
tacidn de los medios de control ideoldgico por los grupos démi­
nantes (43). Se ven, pues, en la necesidad de actuar de cara a 
dicho hombre concrete a travds de un engarce entre la perspecti­
ve finaliste y la defenea cotidiana de las necesidades inmedia- 
tas de aqudl. En este sentido se présenta la dificultad tedrica 
de engarzar la perspective finaliste y la interpretacidn de las 
acciones concretes, sobre todo en cuanto que el peso ideoldgico 
de estas dltimas es tendencialmente mayor en la prdctica.
Ahora bien, la necesidad de conserver y ensanchar el con- 
senso de un determinado sector de Lia sociedad conduce a dichas 
organizaciones a manterner y extender su capacidad como grupos 
de presidn dentro del sistema socio-polltico. Pero entonces se 
ven impregnadas tendencialmente por las caracterîsticas de racio- 
nalidad eficientîstica con la que se mide (entre otros criterios) 
su importancia como grupo de presidn dentro del sistema. Se buro- 
cratizan y adecuan su actividad prdctica a un pragmatisme desi- 
deologizado.
En el marco de progresiva integracidn de las organizaciones 
de izquierda por el sistema neocapitalista, cl discurso tedrico 
de la participacidn pierde relevancia como modelo alternativo.
(43) Como dice PREDIERI, Il parlemente..., cit., p. 77, la recu- 
peracidn del dominio se realiza a travds de la manipulacidn del 
consenso y de las convicciones en el interior de la estructura 
de formacidn de las decisiones; "In questo senso il potere dell* 
informazione, il mantenere l'informazione corne strumento di domi­
nio nei confronti di un soggetto istituzionalmcnte pasivo, si con­
forma como uno dei mezzi chiave nella società industriale e post­
industriale".
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Por un lado se hace rlgido, se tipifica como modelo estdtico 
de sociedad prometida, vago e imprecise. Por otro, se genera­
lize y se vacia de contenido prdctico. Se instrumentaliza como 
justificacidn de todo movimiento tdctico, dd forma que oculta 
los resultados contradictorios del mismo. Este pragmatismo y 
triunfalismo depende tanto del aumento del peso de la organi- 
zacidn de que se trate y de su acercamiento al ârea de poder, 
como del grado de dogmatidmo de su prdctica ideoldgico. En 
cualquier caso suponeuna utilizacidn de la idea de participa­
cidn tendencialmente coïncidente, en su metodologla, con la 
de la concepcidn alternative. Incluso el contenido concrete 
que se da al concepto se aproxima en ocasiones al de esta con-* 
cepcidn. El ejemplo mds visible de esta tendencia es el que 
ofrece la prdctica tedrica del Partido comunista italiano en 
la época de auge de la tdctica del "compromesso storico*' (44).
Desde otra perspective, se produce el rechazo crîtico 
de esta nueva mistificacidn participativa y se intenta una con- 
cretizacidn tedrica de las vfas alternatives de participacidn. 
Esta posicidn viene respaldada hoy en dia por ciertos grupûs- 
culos politicos o intelectuales de la izquierda europea. En 
general el discurso tedrico permanece aqui idealizado y secto- 
rializado. La falta de conexidn con las masas desideologizadas 
y el alejamicnto de la complejidad prdctica del poder real im- 
piden formuler un proyecto global articulado y posibilista.
La funcidn ideoldgica de politizacidn que cumplen taies grupos 
se ve reducida por el peso del sistema a estratos marginales 
do la sociedad.AsI, se limitan en gran parte a una critica sec-
(44) Véase infra, en la Parte Segunda.
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torializada de experiencias singulares.
Lai-inexistencia de perspectives de una alternative real 
de poder en el sentido de la democracia participativa es tanto 
mds grave en la medida en que la crisis econômica disminuye la 
capacidad del sistema neocapitalista para absorber en manera 
integradora el conflicts social. La prdctica tedrica mistifi- 
catoria de las organizaciones de la izquierda tradicional, cen- 
trada en la falta de una concepcidn dialéctica del fendmeno de 
la participacidn, de su tendencialidad histdrica ideal, contri- 
buye a aumentar la despolitizacidn del ciudadano normal. El pe­
so real de estas organizaciones se reduce cada vez mâs a su im­
portancia como grupos de presidn, igualmente disminuida por la 
crisis del sistema y por su papel subordinado dentro del mismo. 
Ya se ha visto cdmo la prdctica de la concepcidn tecnocrâtica 
de la participacidn produce un progresivo reforzamiento de las 
instituciones pûblicas en sentido neocorporativo y un afianza*- 
miento de las vinculaciones entre el aparato institucional y 
los intereses privados dominantes. La carencia de un programs 
alternativo y la prdctica contemporizadora sirven para débili­
ter paulatinamente a las organizaciones portadoras de los in­
tereses subordinados. A la pdrdida de eficacia de dstas en su 
funcidn de representacidn de intereses se ahade el descenso de 
la tensidn ideal propiciado por la pdrdida de credibilidad po­
litica. En todo caso se retrocede por la via de h democracia 
autoritaria, sin olvidar que el debilitamiento progresivo pue­
de tener amargas consecuencias en caso de que la prolongacidn 
de la crisis aumente el riesgo de conflicto y de rupture.
b') La tdctica. La concepcidn alternative de la pertici- 
pacidn implica tambidn la adopcidn de una tdctica de accidn 
politica. En este piano se encuentra tambidn una gran variedad
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de planteamientos, estrechamente vinculada a la pluralidad de 
□pciones estratêgicas. En todo caso se parte del anâlisis de 
las necesidades técnicas del reforzamiento de la oposicidn al 
sistema y se intenta vincular el mismo dialécticamente con las 
expectatives estrategicas de una alternative participatoria.
Pero tambidn en este terreno se deja sentir el efecto de la pre­
sidn del propio sistema, asî como las limitaciones de la revi- 
sidn tedrica iniciada en la izquierda europea. Por ello el pro­
pio discurso tdctico aparece impreciso, multiple y contradic- 
torio.
En general las bases del discurso tdctico son dos: a) la 
existencia de un pluralisme real de centres de poder politico 
y la transferencia progresivo del poder efectivo a los subuni- 
dades administratives del sistema institucional de cardcter tec- 
no-burocrdtico; b) la autonomie relative del Estado (institucio­
nes pûblicas) como fendmeno estructural (45).
El planteamiento tdctico se concrets en un progresivo ac­
ceso a los centres de poder por parte de las organizaciones de 
izquierda y la puesta en prdctica paulatina de criterios anti- 
burocrâticos de gestidn de los mismos. No basto el simple acceso 
a la cûspide de la pirémide institucional, el Parlemente y el Go- 
bierno, pues, aûn siendo elemento fundamental de esta tdctica, 
se coincide en la disminucidn real del peso especîfico de estas
(45) El sistema institucional tiene sus contradicciones propias 
que pueden ser aprovechedas en sentido anticapitalista. Esta 
autonomîa estructural se refuerza dialécticamente a medida que 
el aparato institucional aumenta su funcidn de mediacidn parti- 
cularizada, aunque ello suponga una mayor conexidn concrete con 
los poderes sociales dominantes. Sobre la existencia de esta 
autonomie, ver CHEVALLIER, "L'intérêt général..." cit., p. 342, 
HABERMAS, op. cit. p. 49, aparté de MILIBAND y P0ULANTZA3. En
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instituciones, en la imposibilidad prdctica de contrôler desde 
elles todo el conjunto de las estructuras pûblicas. Por tanto 
se trata de aumentar el control pluralizado de los distintos ni­
veles y sectores del aparato institucional, al tiempo que se pro­
cédé a una reforma de las caracterîsticas estructurales (organi- 
zativas) y funcionales (forma de actuacidn) de los mismos en 
sentido democrdtico participative. Se trata de ampliar los cau­
ses de expresidn de la democracia representative., por una parte, 
al tiempo que de modificar los supuestos de representacidn de in­
tereses en un sentido finaliste, es decir, atendiendo mâs a las 
finalidades idéales de cada organizacidn portadora de intereses 
que a su respective fuerza de presidn. De ahl el esfuerzo por 
procéder a una descentralizecidn territorial sobre la base de 
las asambleas representatives y a un control de cada servicio 
pûblico por los trabajadores y beneficiarios del sector, ya sea 
a travds de las organizaciones correspondientes directamente o 
sobre la base de fdrmulas electives.
Si éste es el planteamiento tdctico en llneas générales, 
las diferencias entre organizaciones y en los distintos palses 
comienzan a la hora de seleccionar los medios de acceso al poder 
y la graduacidn de las reformas.
En sentido tambidn muy general puede decirse, sin embargo, 
que la tdctica de las organizaciones de la izquierda tradicional 
SB basa en la utilizacidn crltica de los medios de acceso al po­
der que ofrece el cuadro institucional de las snciedades avanza- 
das. Lo que ocurre es que, dada la disminucidn progresiva de la
cdncreto sobre la autonomîa estructural del aparato judicial, pue­
de verse P. BARCELLÜNA y G. COTUHRI, El Estado y los juristes,cit., 
pp. 59 y ss.
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importancia real do las fdrmulas elodtivas, las mismas so combi- 
nan con un incromonto do la capacidad de las organizaciones de 
izquierda como grupos de presidn. Si los organismos de composi- 
cidn democrâtico-electiva ven disminuidas sus posibilidades de 
control sobre el aparato burocrdtico y a su vez sufren un con- 
dicionamiento cada vez mayor por parte del mismo, la opcidn elec- 
toralista deja de considerarse como el dnico mdtodo de actuacidn, 
Se hace necesario entrar en el juege participative de cardcter 
tecnocrdtico basado en la representacidn 'de intereses, al obje­
ts de contrôler progrès!vamente los diferentes sectores del sub- 
sistema administrative, aunque se intente tambidn una prdctica 
critica de estas nuevas formas participatives.
En cualquier caso, el peso de las organizaciones se acre- 
cienta, asî como su burocratizacidn interna, en detriments de 
las posibilidades de participacidn tendencialmente directe del 
ciudadano. Los supuestos posibles de espontaneîsmo participati­
ve se ven inmediatamente aislados y asfixiados por la presidn 
del sistema.(46),
Dentro de este marco general caben diverses matizaciones 
tdcticas, de no escasa importancia prdctica, segdn se apunte
(46) El asambleismo, pues, no existe en la prdctica, salvo en 
casos de contestacidn ilegal o paralegal sin salida institucio­
nal. Por otra parte, como planteamiento tdctico es irreal, pues 
supone una identificacidn absolute entre medio-fin que choca 
con la realidad histdrica del presents. De hecho los casos de 
asambleismo se resuelven en autoasfixia colectiva. Incluso su­
puestos de tendencial asambleismo legalmente reconocido se ven 
imposibilitados en la prdctica por la falta de conexidn con el 
conjunto social. Institucionalmente son reductos aislados, pri­
vados de medios tdcnicos y de competencies juridicas. Su fraca- 
so viene utilizado por el aparato ideoldgico como freno a toda 
experiencia participativa real. Asî, por ejemplo en ciertos ex- 
periencias en las universidades y a nivel de barrio.
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haciQ una ccnfiguracidn del partido politico como organizacidn 
Gspeclficamente destinada a la lucha "politica" on sentido es- 
trictO; es decir institucional electoralista (y eventualmente 
movilizadore) y a la luoha ideoldgica, o bien hacia una consi- 
deracidn del mismo como organizacidn-gula de las demds organi­
zaciones representatives de los intereses subordinados. En el 
primer caso cl partido pierde eficacia como grupo de presidn 
y so ve en dificultades para elaborar un programs coherente.
Cada organizacidn de intereses sigue su propia estrategia parti­
cipative, lo que puede dar lugar a tendencies, corporativas. En 
el segundo supuesto el partido instrumentaliza los diversos su­
puestos de participacidn diferenciada y a las correspondientes 
organizaciones portadoras de intereses en aras de una tdctica 
unitaria eue pasa a travds del reforzamiento del oropio partido. 
Este acentûa su control sobre las masas y su importancia como 
grupo de presidn, pero al mismo tiempo se burocratiza y desideo- 
logiza. Aumenta su control sobre las estructuras tecno-burocrd- 
ticas, pero se introduce paulatinamente en una Idgica de grupo 
de presidn, lo que le lleva a infravalorar la virtualidad pro- 
gresista de los métodos democraticos y, en dltimo tdrmino, a 
operar con criterios de negociacidn managerial (47). Por ello 
parece preferible a pesar de todo la primera solucidn.
La opcidn tdctica concrete depende de las circonstanciés 
histdricas de cada caso y de las bases tedricas de cada organi­
zacidn, sin que el objeto de este trabajo quepa entrar en mayores
(47} Asî ocurre con la prdctica actual del Partido comunista ita­
liano, ya desde hace tiempo controlador de un buen nûmero de em­
presas privadas y ahora empenado en el reporta (lottizzazione) de 
la influencia sobre las empresas pûblicas. Ver Segunda Parte, Ca­
pitula IV.
12.5
profundizaciones. De cualquier forma vale la pena repetir que el 
fendmeno de la participacidn tiene su propia dindmica asî como 
que la crisis econdmica mundial plantea nuevos interrogantes his- 
tdricos cuyos resultados no es sencillo vislumbror.
b).- la PRGBLEMATICA JURIDICA DE LA PARTICIPACIDN.
El concepto jurldico de participacidn refleja las contra­
dicciones del concepto politico. Quienquiera que inicie un estu- 
dio especlficamente jurldico de este tema encontrard un gran nû­
mero de normas juridicas que utilizan el concepto de participa­
cidn en sentido distinto, aplicado a realidades muy diversas. 
Igualmente se hallard de frente a intentes disparcs de interpre­
tacidn del concepto en general o incluso del cardcter y conteni­
do con que viene utilizado por cada norma en concrete.
Pero el anâlisis del concepto jurldico de participacidn a- 
parece aûn mds complejo por lo que el Derecho y en concreto el 
Derecho administrative tiene de producto cultural de raîces his­
tdricas précisas. Junte a su funcidn ideoldgica, el Derecho es, 
sobre todo, un instrumente prdctico de reguiacidn social. A tal 
efecto se vale de unas técnicas especlficas, de un mêtodo propio, 
de un cuerpo sistemdtico de conceptos originales. Una y otra fun­
cidn SB complementan dialécticamente. Lo que ocurre es que la sis- 
tematizacidn técnica del Derecho administrative en sus llneas gé­
nérales fue elaborada en un memento histdrica caràcterizado por 
unas coordenadas econdmico-sociales, politicos y culturales di­
ferentes a las octuales. Ante las realidades moriernas, entre las 
que se encuentran los fendmenos de interconexidn entre los parti- 
culares y la Administracidn, el Derecho administrative se halla
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faltü de medios para ofrecer una respuesta adccuada, ya sea como 
instrumente directo de ordenacidn de las relaciories sociales, ya 
como aglutinante ideoldgico. La creatividad jurldica ha quedado 
en buena parte bloqueada por el caparazdn de los esquemas Idgico- 
formalistas del siglo pasado. De ahl que la técnica jurldica se 
halle retrasada en cuanto al exâmen de los fendmenos de partici­
pacidn. Y por la misma razdn sucede que los diferentes anâlisis 
realizados no sdlo llegan a conclusiones diferentes, hecho nor­
mal dentro del marco de las llamadas ciencias sociales, sino que 
incluso utilizan lenguajes distintos.
Examinaremos ahora en unos cuantos trazos genericos cuâl 
es la realidad jurldico-positiva y el problems técnico-jurldico 
de la participacidn.
1.- LA PARTICIPACIDN CüMD DATD JURIDICÜ POulTIVO.
El têrmino de participacidn viene usândose con relative fre- 
cuencia en las declaraciones de voluntad de naturaleza jurldica 
formai. Esta utilizacidn es tendencialmente mayor a medida que 
se va produciendo una interrelacidn, pluraliste en cuanto a los 
sujetos y a los medios, entre sujetos jurîdicamente privados e 
instituciones pûblicas y asimismo esté en relacidn con el aumen­
to de la funcionalidad ideoldgica del concepto de participacidn. 
Sin embargo, una cosa es el empleo del tdrmino en cuestidn y otra 
distinta la instrurnentalizacidn de técnicas juridicas de reguia­
cidn de esa pluralidad de interconexiones. Una cosa es incluir 
la palabra participacidn en un texto normative o jurisprudencial 
y otra crear instituciones o instrumentes jurldieps a través de 
los cuales pueda manifester una cierta eficacia prâctica.
Asl pues, el nivel de los propias dates positivos existe
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una utilizacidn del concepto do participacidn que por un lado es 
ideoldgica y legitimadora de una medida u orientacidn jurldica, 
mientras que por otro express resumidamente la creacidn de un 
nuevo modo de reguiacidn de uno relacidn entre sujetos jurldi- 
cos; formalemente considcrados como pûblicos o privados (48). Por 
lo demds, en los supuestos de uso prdctico del concepto la parti­
cipacidn va referida a las mds dispares formas y métodos de in- 
terconeccidn, en coincidencia con las variantes ideoldgicas del 
concepto politico correspondiente. Concretondo un poco mâs puede 
decirse que, por régla general, mediante la utilizacidn de dicho 
término quiere expresarse la existencia o la previsibilidad de 
formas de expresidn institucionales de los intereses del ciuda­
dano que superan los puros esquemas tradicionales de la democra­
cia representative, es decir, la eleccidn del Parlemente y de 
las Administraciones locales. El término de participacidn se 
aplica, pues, a los nuevos medios y formas de conexidn entre el 
particular, individual o colectivamente considerado, y el ârea 
institucional tradicionalraente definida como Administracidn pu­
blies. Ello no obsta para que en los casos de uso ideoldgico se 
consideren a veces como supuestos de participacidn los de las e- 
lecciones générales o locales. De hecho, si conceptualmcnte ello 
es cierto, dado que la teleologîa formai de estas instituciones 
es la intervencidn del ciudadano en el control del poder poli­
tico por medio de la eleccidn de sus représentantes, el hecho
(48) Las variantes participatives en sentido muy amplio pueden
ser referidad a conexiones entre sujetos privados y pûblicos, 
entre sujetos pûblicos -por ejemplo, entre dos unidades adminis­
tratives distintas- o incluso entre sujetos privados -por ejem­
plo, la participacidn de los trabajadores en la gestidn de la em­
presa-. De estas ûltimas no nos ocupamos aqui, como es obvie.
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revela ante todo la asuncidn generalizada del concepto como nue­
va fdrmula legitimatoria general de la accidn de los poderes pû­
blicos (49) y puede llevar a meter en el mismo saco institucio­
nes de significacidn politica muy distinta y aûn contrapuesta.
De todas formas no se trata ahora de entrar en disquisiciones 
terminoldgicas, sino de exponer una serie de datos positives, 
Asl, a nivel constitucional el tratamiento técnico del 
problems de la participacidn del ciudadano en la Administracidn 
pûblica es claramente insuficiente, cuando no falta por comple- 
to. Por referirnos tan sdlo a las constituciones escritas de las 
democracias occidentales, se observa cdmo las alusiones a tal 
tipo de participacidn son escasas e inconexas, sin que exista 
una adecuada instrurnentalizacidn técnico-institucional del fend­
meno (SG). En todo caso habrla que distinguir el uso del concep­
to a nivel de principio jurldico-constitucional, susceptible de 
una interpretacidn pûramente ideoldgica ante la falta de un co­
rrelate institucional, de la introduccidn de nuevos institutes 
jurldicos de naturaleza participativa. Si el primer supuesto es 
cada vez mâs frecuente, no sucede lo mismo con el segundo. Las
(49) La "potion magique" segûn palabras de DED3ASCH, "Le droit 
administratif face à l'évolution..." cit., p. 107.
(SG) Hay que distinguir, entre las escritas en el période de 
postguerra, entre las que sdlo la italiana hace una referenda 
Clara al tcma a nivel de principles (art. 3, ap. 2} y las promul- 
gadas en périodes mâs recientes, mâs influldas por la ideologla 
de la participacidn y, por tanto, mâs sensibles al concepto. Por 
ejemplo, el Proyecto de la espaholg y la portuguesa, en la que 
destaca el art. 268: "La Administracidn pûblica serâ estructu- 
rada de tal modo que se aproximen los servicios a la poblacidn, 
se asegure la participacidn de los administrados en la gestidn 
efectiva de los mismos, especialmente a través de las organiza­
ciones populares de base o de otras formas de representacidn de- 
mocrâtica y se évité la burocratizacidn".
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constituciones vigentes on Europe occidental siguen apcgadcs ol 
esquema clâsico de la divisidn de poderes, dentro del cual la 
Administracidn aparece como poder ejecutivo, o bien como comple­
jo institucional bajo la dcpendencio de éste, sobre cuya estruc- 
tura y funcionamiento se establecen tan sdlo algunos principios 
genericos (Sl). La Administracidn es le gran protagoniste por 
ausencia en las constituciones occidentales. Todo la mds exis- 
ten nuevas figuras institucionales aisladas -a veces de trascen- 
dencia no desdenable- en el seno del drea administrative. El ejem­
plo mds relevante es el de la creacidn de las Regiones, asl como 
en algûn caso la reforma de la Administracidn local (52). Otro 
ejemplo concreto es la creacidn de los Consejos econdmico-socia­
les, sobre los que se abundara mds adelante.
De cualquier forma, estas nuevas instituciones, si bien 
constituyen una minima respuesta a las insuficiencias histdricas 
del modelo liberal cldsico, no reflejan un planteamiento coheren­
te del problems de la participacidn administrativa (53). Pero es 
que ademds estas carencies institucionales se corresponden mal 
con la introduccidn de los principios jurldicos innovadores del 
llamado Estado social, asl como con la consagracidn institucio­
nal do los derechos sociales (54). Hay una falta ce relacidn pre-
(51) Por ejemplo, en los arts. 97 y 98 de la Constitucidn italiana 
y en los arts, 267 a 272 de la portuguesa.
(52) En este sentido es importante el esquema de las autonomies 
locales prefigurado en los arts. 114 a 133 de la Constitucidn ita­
liana, que sienta las bases de una descentralizecidn democrdtica 
de cardcter original. Sin embargo, debe rosenarse su inactuacidn. 
Véase infra, Parte Segunda.
(53) Instrumentes como las Regiones y los Consejos son formas por 
las que se intenta una mediacidn institucional de los intereses 
colectivos emergentes; M. CHITI "Formazioni sociali e partecipa- 
zioneV en Amministrare, 1,975, 3, pp. 293 y ss.
(54) Por derechos sociales se entienden aquéllos cuya estructura
cisa entre las llamadas parte dogmatica y parte ergdnica de las 
constituciones occidentales. La Administracidn sigue considerdn- 
dose en las mismas como un aparato subordinado que actda con mé­
todos jurldicos autoritarios.
Las nuevas realidades sociales y la propie practica insti­
tucional han dado lugar, sin embargo, a la recepcidn de fendmenos 
de participacidn administrative en el marco de la normacidn se­
cundaria, de naturaleza formalmente legislative o reglamentaria. 
Ello no impide la existencia de supuestos de interconexidn al 
margen del Derecho. Por el contrario, los casos de participacidn 
oculta o semiinstitucionalizada son numerosos y sus efectos po­
liticos superan normalmente a los de la participacidn regulada.
Se trata de casos de representacidn o expresidn de intereses or- 
ganizados, de conexidn administrativa de los grupos de presidn, 
y, si bien es cierto que su faits de reconocimiento jurldico 
facilita la arbitrariedad administrativa, su simple plasmacidn 
institucional podrîa producir efectos negativos ya como crista- 
lizQcidn de tendencies corporativistas ya en cuanto a posibles 
bloquées del aparato burocrâtico (55},
Las normas institucionalizadoras de fendmenos de interco-
no consiste en una defense de una propia esfera individual -dere- 
chos-exclusidn o derechos frente a- sino en la exigencia de una 
accidn pûblica de satisfaccidn de necesidades colectivas. Son los 
derechos econdmicos, sociales y culturales. Sobre el tema nos re- 
mitimos nuevamente a FGRSTHOFF y a la Introduccidn de este estudio. 
l1 mismo FOHSTHOFF serîala estas insuficiencias constitucionales:
"La falta de correspondencia entre la situacidn del Derecho cons­
titucional y la realidad administrativa es évidente y représenta 
uno de los hechos mds importantes que salen al paso de la ciencia 
del Derecho"; Tratado... cit., p. 5. Ver también HABERMAS, op. cit.,
. 30 y NEUMAN, op. cit., p. 26.
55] PREÜIERÏ, Il parlamento.... cit., p. 47.
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nexidn administrativa tienen un contenido muy varia y en ellas 
se hace un uso ambiguo del concepto de participacidn. Podrîamos 
repetir aqui lo ya dicho tantas veces sobre la utilizacidn del 
tdrmino en sentido ideoldgico legitimador (BG), asi como la 
variedad de supuestos a los que se aplica.
Falta una interpretacidn juridica del concepto de partici­
pacidn, por lo quo éste viene instrumentalizado pi\ra eocubrir y 
justificar las mil y una manifestaciones de la voluntad del po­
der (o de los poderes}, como en un tiempo se utilizaba y adn so 
sigue utilizando el de interés general, como se utilize el de 
Estado social u otros semejantes. El concepto de participacidn 
corre el riesgo de transformarse asl en una cldusula general 
permisiva, esta vez de contenido mds organizativo y procedimen- 
tal que de actividad o relacidn.
Tampoco la jurisprudences aporta datos positivos esclarece- 
dores. Por lo que respecta a la italiana en concreto, se mueve 
adn prudentemente entre la ignorancia del concepto y su utili­
zacidn ambigua. No existe en Italia un cuerpo de doctrina juris­
prudencial consolidada sobre estes temos (57} y, por lo quo co- 
nozco, la situacidn en otros palses no es muy distinta. Ello 
dériva en buena medida de la falta de clarificacidn técnica del 
problema.
(56} Por ejemplo, en Italia la utilizacidn del art. 3, op. 2 es 
frecuente en los casos de accidn econdmica o asistencial del Es­
tado como justificative de la medida de que se trate, cualquiera 
que sea la finalidad politica o econdmica real de dsta. Ver U. 
nOMAGNCLI, "Ilprincipio d^uguaglianza sostanziale", cit, p. 166, 
(57} U. ROI/iAGNOLI, op. et loc. cit., p. 169 y ss.
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2.- TRATAMIENTO DOCTRINAL DE LA PARTICIPACIDN: PRECISIONEci 
METÜD0LGGICA3.
El intente de encuadrar el concepto de participacidn dentro 
de las categories Idgico-formales del Derecho administrative cld­
sico présenta grandes dificultades.
Desde esta perspective, podrla considerarse la participacidn 
como un derecho subjotivo o, mejor dicho, como una catégorie de 
derechos distinta a la de los derechos de exclusidn, al derecho 
subjetivo tlpico. Frente a estos ûltimos se habla de derechos 
de participacidn, que serian los inherentes a la nueve situacidn 
socio-polltico (56}, Ahora bien, la estructura de estes nuevos 
derechos es completamente diferente a la de los primeros. El de- 
recho-Gxclusidn presupone la existencia de una libre esfera de 
disposicidn individual defcndible jurîdicamente frente a cual­
quier intromisidn, en nuestro caso frente a intromisiones admi­
nistratives, El mécanisme es simple en este supuesto: en pocas 
palabras, la ley marca los limites del derecho y el juez defiende
(58} Segûn FORSTHDFF: "Las garanties que procura el derecho so­
cial no tienden a una delimitacidn negative, sine a una presta- 
cidn positiva, no a la libertad sino a la comparticipacidn...
La libertad asegurada por una delimitacidn hace roferencia a un 
Estado que establece limites para su propia accidn, que abando­
ns al individuo a su situacidn social tal cual es, un Estado, por 
tanto, que en este âmbito deja subsistir el status que. La parti­
cipacidn como derecho y reivindicocidn se refiere a un Estado pro- 
ductor, distribuidor, redistribuidor, que no abandons al indivi­
duo a su situacidn social, sino que viene en su ayuda apoySndole.,, 
El Estado de Derecho y el Estado social son por ello completamente 
diversos en su finalidad, por no decir que se contraponenf; Degrif 
und uosen des sozialen Rechtsstaaten, citado por HABERMAS, "Sul 
concetto..." cit., p. 32.
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la situacidn del particular declarando la ilegal intomisidn ad­
ministrativa y, en su caso, restituyendo a aqudl la posesidn 
del bien que se le arrebatd o/y una compensacidn por la pdrdida 
sufrida. El contenido del derecho, las facultades del particular 
sobre el bien objeto del mismo, las posibles ventajas que puede 
obtener de su disfrute vienen fijadas por la ley con cardcter 
mâs o menos general. Las ventajas concretas dependen de la li­
bre voluntad del titular del derecho.
En el caso de los derechos de participacidn el mécanisme 
es muy otro. Ahora no se trata de protéger una esfera individual, 
sino de colaborar con otros sujetos, con la propia Administra­
cidn, en primer lugeir, a establecer las venta jas concretas de 
tipo colectivo que han de derivar de una actividad administrati­
va. La norma puede fijar con cardcter mâs o menos general las 
categories de ciudadanos u organizaciones a quienes se concede 
la facultad de tomar parte en las decisiones. El juez podrâ de­
clarer la existencia de tal facultad en bénéficie de un ciudada­
no u organizacidn concrets perteneciente a tal catégorie. Pero 
lo que no pueden establecer ni la norma ni el juez es el conte­
nido especifico de la decisidn, la eficacia de la participacidn, 
la influencia real que cada sujeto participante ejerce sobre el 
resultado final del proceso decisorio.
Sucede aqui algo parecido a lo que ocurre con los llamados 
derechos sociales. Hay una laguna del Estado de Derecho, en pa­
labras de FOHSTHOFF. Es mâs, la relacidn entre uno y otro pro­
blema es estrechisima, pues el de la participacidn surge precisa- 
mente como remedio de las insuficiencias garantisticas que ofre­
ce la figura del derecho social. Si dsta es inabordable en su 
globalidad por los esquemas del Estado de Derecho, lo mismo
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ocurre con el tema particiaativo.
Si la participacidn se considéra no como derecho subjeti­
vo sino como principio jurldico nos hallamos ante dificultades 
parocidas. El juez (administrative o constitucional) puede sen- 
tcnciar la ilegalidad (o anticonstitucionalidad) do una norma 
que contradiga el principio de participacidn. Pero, âcudl es el 
contenido de este principio?, habida cuenta do las insuficien­
cias de su forrnulacidn jurldico-positiva, por un lado, y de la 
variedad de sus interpretaciones polltico-culturales, por el 
otro. Si la participacidn se considéra como simple principio 
general del Deaccho en un ordenamiento dado, a los peligros de 
su extraccidn deductiva de un pretendido ücrecho natural puede 
unirse el de su utilizacidn ideoldgica legitimadora de las de­
cisiones del deber politico, adn en el caso de que tal princi­
pio SB halle positivizado a nivel legal o constitucional.
Por ello debe concluirse la imposibilidad de estudiar ju- 
rldicamente el concepto de participacidn con las técnicas clasi- 
ces, de origen iusprivatista en su metodologla; la imposibilidad 
de analizar dicho concepto en el âmbito de los esquemas de la 
teorla cldsica del Derecho administrative. Y esto por la simple 
razdn de que la realidad histdrica ha variado sensiblemente. Ya 
no existe una autonomie estructural de la sociedad, sino mâs bien 
una limitacidn paulatina de la voluntad individual. La norma ya 
no es ley general y abstracts, sino cada vez mds ley-medida y 
reglamento. La construccidn tedrica del Estado de Derecho no siY"- 
ve para capter toda la realidad jurldico-institucional, pues dsta 
se ha hecho mas complejo. El mdtodo jurldico no puede ser pura- 
mente racionolista, derivado de una razdn abstracta, consistante 
en la aplicocidn de una plantilla abstracts de conceptos a la
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realidad sociologies. Esta plantilla conceptual tiene igualmente 
un cardcter histdrica y demuestra sus limitaciones prdcticas con 
el cambio de las coordenadas histdricas. No se puede aplicar un 
esquema estdtico fundado sobre principios pretendidamente uni- 
versales e inmutables a una sociedad pluraliste, en proceso de 
evolucidn acolerada. La persistencia en su uso implica énormes 
dificultades prdcticas para cuya resolucidn se hace necesario 
apartarsB de la realidad, mistificarla. La tdcnica jurldica no 
puede ser, por tanto, intrlnsecamente Idgico-formal. Ello no 
quiere decir que haya de prescindirse de taies instrumentas Id- 
gicos, o echar por la borda las garantlas juridicas de tipo in­
dividualists. De hecho la realidad histdrica no ha cambiado tan­
to como para que pueda prescindirse de ellas. Pero se hace ne­
cesario analizarlas en su esencialidad histdrica y aplicarlas 
dentro de un contexte mds general. No derivar de elles una cons­
truccidn general del fendmeno jurldico, una concepcidn juridi- 
cista de la sociedad y de las instituciones pûblicas, sino uti- 
lizarlas como simples instrumentas prdcticas, como véhiculas de 
expresidn técnica de las relaciones entre los sujetos sociales 
(politicos).
Precisamente ante las insuficiencias da las técnicas juri­
dicas Idgico-formales, el Derecho administrativa como mdtodo de 
andlisis de las instituciones se sociologiza y se politiza. Lo 
que importan son los intereses reales existentes en la sociedad 
que, en su parte mds trascendente, son hoy intereses colectivos. 
Importa al Derecho administrativa hallar fdrmulas de proteccidn 
de los mismos mediante su inclusidn articulada en el juega de las 
instituciones. La atencidn se centra en los modes de expresidn
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institucional de estos intereses divercificados. Pero ocurre que 
también estas formas institucionales se diversifican por el mis­
mo carécter de los intereses a los que intentan ofreder una ex­
presidn. La plurolizacidn social y su reflejo jurldico positive 
impiden continuer dividiendo los interoses en dos bloquez se- 
parados, £l interés general y los intereses individuales. Por eso 
no basta estudiar la proteccidn de los intereses jurldicos colo- 
cando en el centro del terreno de juego ai juez, asl como no 
puede desligarse este estudio del que se refiere a las relaciones 
entre las instituciones pûblicas. De la misma manera que este ûl- 
timo no puede limitarse a estructurar la forma de satisfaccidn 
del interés general sobre la base de la divisidn de poderes y la 
preeminencia formai del Parlamento.
El objeto de atencidn preferente del Derecho administrati- 
vo se desplaza y adquiere nueva relevancia la temdtica procedi- 
mental y la de la organizacidn administrativa. Estos aspectos 
no pueden considerarse como una parte instrumental del Derecho 
administrative! frente a otra parte considerada sustancial y basa- 
da en el anâlisis de los derechos pûblicos subjetivos y los in­
tereses jurldicos. La distincidn Derecho instrumental-Derecho ma­
terial o Derecho formal-Derecho sustancial, de carécter iuspri- 
vatist;'., cae por su base en cuanto que la fundamental no es la 
réserva de facultades omnimodas individualizadas de cada ciuda­
dano. En el mismo sentido se desdibuja la distincidn acadéAica 
entre Derecho administrativo y Derecho politico, pues a aquél le 
interesa el juego de las instituciones pûblicas desde una perspec­
tive interna y en cuanto que éste deja de considérer a la Admi­
nistracidn como simple poder ejécutivo para fijar su atencidn 
en el conjunto institucional de la tradicionalmente considerada 
como'Srea administrativa. Por ûltimo habrla que decir que en la
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base de toda esta revisidn so situarla la propia distincidn Dere­
cho pdblico-Derocho privado, correlative a la difuminacidn de. 
la soparacidn entre Estado (instituciones pollticas) y sociedad 
y de la dicotomia formal interés individual-interés general (59).
Ahora bien, este desplazamiento del objeto o, mejor dicho, 
de la perspective con que se analizan las relaciones entre los 
ciudadanos y la Administracidn, no deja de tener consecuencias 
sobre el mdtodo jurldico y sobre aL arsenal de los conceptos 
clâsicos. De hecho implica un intente de superacidn del cardc­
ter formaliste de las categories juridicas y una progresiva so- 
ciologizQCidn de las mismas. Vedmos algunos ejemplos importantes.
Siguiendo a la reciente doctrina italiana y particendo de 
la existencia de grupos sociales organizodos pollticamente ha­
brla que distinguir estructuralmente lo que es el grupo crgani- 
zado y lo que es su organizacidn. El grupo organizado es una 
plutalidad de sujetos sometidos a una misma autoridad y a un 
conjunto de normas vigentes. En este sentido puede hablarse de 
ordenamiento jurldico, cuyas componentes serian, pues, la pluri- 
subjetividad, la organizacidn y la normacidn, en palabras de 
GIANNINI (60). Un mismo sujeto, por otra parte, puede pertenecer 
a una pluralidad de ordenamientos jurldicos mds o menos générales, 
ya en sentido territorial ya en sentido sectorial. Los distintos 
ordenamientos a que puede pertenecer una persona estan vinculados 
entre sl por relaciones de generalidad y particularidad. Asl, por
(59) Sobre el tema hay que remitirsc una vez mds a BULLINGER, De- 
rccho pdblico y Derecho privado, cit.
(so) Diritto amministrativo, cit.. I, p. 93. Sobre todo el tema, 
véase pp. 91 y ss. En general se sigue este andlisis on la expo- 
sicidn que aqui se hace.
138
ejemplo, un mismo sujeta pertenoce a un ordenarniento estatal, a 
uno regional, a uno municipal, a una sindical o profesional, a 
uno deportivü, etc. El primera de elles es general en relaciôn 
a las demâs y concentra el mâximo de autoridad (6l). ütra casa 
distinta es la organizacidn, que no es sine uno de las elementos 
del ordenarniento, precisamente aquél mediante el que se expresa 
la autoridad (62). Por ejemplo, el ordenarniento estatal puede 
estar organizado en la forma histdrica del Estodo liberal de 
régimen administrative, en la cual a un Parlemente formalmente 
prééminente, elegido per sufragio universal se anaden una plu- 
ralidad de instituciones administratives de carâcter burocrdtico 
y un cuBrpo judicial de carâcter profesional.
Esta distinciân entre ordenarniento y organizociân permits 
a su vez clarificar en términos jurîdicos mâs sustanciales lo 
que es el Estado. Por una parte es un ordenamiento, un conjunte 
organizado y normativizadc de sujetos plurales. En tal sentido 
habrfa que hablar de Estado-comunidad (o Estado-colectividad), 
Por otro lado, es un conjunto de figuras organizativas de diver­
se indole, interrelacionadas entre si, a lo que se podria llamar 
Estado-organizaciân (o Estado-ente),(63). Dentro de un conjunte 
social existen una pluralidad de sujetos y de comunidades inter- 
relacionados entre si (ordenamientos juridicos). Coda comunidad 
tiene su propia organizaciân, que a su vez estd constituida por 
una pluralidad de unidades interconectadas. A nivel estatal (de 
Estado-comunidad) existe una norma (o conjunto de normes) bâsica
(61) GIANNINI, op. ult. cit., p. 94.
(62) GIANNINI, op. ult. cit., p. 97.
(63) GIANNINI, op. ult. cit., p. 98 y ss., y también BENVENUTI,
L'ordinamento ropubbiicano, Venezia, 1.967,
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que régula las formas de conexiân entre las distintas ordenamien- 
tüs existantes en su sono y entre las diverses organizaciones de 
Gstüs ordenamientos, ya seen organizaciones de ordenamientos di­
verses o figuras organizativas pertenecientes a un mismo ordena­
miento. Esta norme es la Constitucidn o las normes y principles 
jurîdicos fondamentales.
Sobre esta base la doctrine jurîdica italiens ha intentado 
construir un sistema de conceptos y tâcnicas jurîdicas con el 
que analizar las relaciones entre las diverses instituciones 
püblicas y expresar las potencialidades democréticas y pluralis- 
tas de la Constituciôn de 1.947. De hecho a travâs de estes con­
ceptos se supera el contenido ideolâgicc de la separacidn entre 
sociodad y Estado, al considerar de manera estructural y socio- 
logicista la realidad social bajo perspectives jurîdicas. Es de- 
cir, dentro de un sistema o fcrmaciân social dada existirîan dis- 
tintos ordenamientos o agrupociones, de carâcter formalmente pû- 
blico unas y privado otras y una pluralidad de oiganizaciones de 
cistinto carâcter sociolâgico y jurîdico-formal, todos ellos in- 
terrelacionadcs y relativanente autânomos, de manera que las co- 
nexiones entre les diferentes grupos y organizaciones es plural 
y no unîvoca y basada en diferentes principles. A partir de aquî 
el problems consiste en determiner câmo debon estar estructuradas 
internamente las distintas organizaciones conforme a Derecho y 
cuâles son las formas de relaciân que deben existir entre las 
mismas.
Ctro paso adelante en la supcraciân de las categorias for­
malistes viene dado por la negaciân de la dicotomîa derecho sub- 
jetivo-interés jurîdico, basada en la existencia o no de una si- 
tuaciân jurîdica individual de carâcter material reconocida a
priori par una norma jurîdica général (64). Puesto que la norma 
general, universal y abstracta ha dejado de constituir el tipo 
esencial en el conjunto de las fuentes de producciôn jurîdica 
y en vista de la cada vez mayor limitaciôn de la estera jurîdi­
ca sustancial del particular por la actividad directe del poder 
pûblico de carâcter espccîfico y sectoriel, la catégorie del de- 
recho publico subjetivo como figura central del Derecho adminis- 
trativo ha perdido importancia relative, mientras que aumenta la 
de los derechos o fârmulas jurîdicas de relaciân entre el indi- 
viduo y las instituciones y entre las prooias instituciones. De 
esta forma tiene poca relevancia prâctica mantener una distin- 
ciân de ranges entre derecho e interâs y elle mâs aûn en cuanto 
que las formas de protecciân, siquiera judicial, de uno y otro 
tienden a equipararse. Gin embargo, este importante avance tâc- 
nico-jurîdico no scbrepasa cl nivel de la protecciân individual 
y judicial del particular (65). Porc este es un tema sobre el 
que se volverâ mâs adelante.
Desde el punto de vista normative debe resenarse câmo la 
catcgorîo de norma jurîdica tiende a ser sustituida por la de 
decisiôn (G,\RCIA PELAYO). La ley formai no tiene ya las caracte- 
rîsticas de contenido que la configuran como la norma jurîdica 
por antonomasia. Ha perdido en buena medida su generalidad y abs- 
tracciân. Ello, unido a la cada vez mayor actividad normative de 
los ârganos de gobierno y burocrâticos inpide continuer sostenien- 
do una divisiân intrînsecamente jurîdica entre legislative y eje-
(64) Gobre este tema ver GA.IGIA DE EfjTEf-lHIA, "Jobre los derechos 
pûblicos subjetivos", en REDA, nS G, pp. 427 y ss., asî como cl 
Curso..., cit., II, p. 34 y ss. del mismo autor y T.R. FERNANDEZ.
(65) Sobre cl tema, ver la crîtica de A. NIETO, "La discutible 
supervivencia.. cit., p. 39 y ss.
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cutivü, Parlamento y Administraciôn. El problema dériva hacia 
cl contenido politico do las decisiones y el encadenarniento de 
las mismas dentro del âmbito generan de las instituciones pûbli- 
CQS, asi como hacia la conexiôn entre contenido de la décision 
y caracteristicas estructurales del organisme que la adopta. 
Puesto que el range formai de la norma pierde virtualidad en si 
mismo considerado y, aûn mâs, puesto que la distinciân entre 
norma y ecto tiende a diluirse en una escala de decisiones [66], 
importa determiner en primer lugar cuâl es la eficacia socio-po- 
litica de cada decisiûn en sentido intrlnseco y en relaciân con 
las que la prsceden y las que son su consecuencia. El resultado 
de erta nueva perspective, teârica es un gradualisme on cuanto al 
contenido de la decisiûn, contrado en las nociones de direcciân 
politico (indirizzo politico} [67} y del margen de autonomie de 
cada decisiûn con respecte a la que le precede en generalidad, 
Ello se pone en relaciân inmediata con la vertientc organizativa.
El anâlisis de i.a organizaciân no se basa en el criteria 
formai de la divisiân de poderes, sine en los criterios sccio- 
lâgicos de la composiciân y funcionamiento de cada ârgano. El 
criteria para valorar las relaciones entre unidades institucio- 
nales distintas no puede ser ya juridico-formol, centrado en ol 
concepto de la personalidad jurîdica, sino sociolâgico-polîtico, 
referido a las caracterîsticas de la estructura y de J.a activi­
dad de cada una. Asî, cabrîa distinguir entre organismes de ca­
râcter politico y organismos de carâcter tâcnico especializado,
(66j PAJTORI, La burocrazia, cit. Ello lleva a supcrar la distin- 
ciûn formai entre norma y acte administrative.
(67} Ver WüRT/\TI, Istituzioni..., cit., p. 331 y ss., y CHELI, 
Attu politico c funzione d'indirizzo politico, Milano, l.S'61.
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râcter politico y org-anismos de carâcter tâcnico especializado, 
sin que, pur otrn parte, se establezca una contraposiciân tajan­
te y neoformalista entre unos y otros. Antes bien, elemento po­
litico y elemento tâcnico tienden e conjugarse en cada unidad 
administrative en distinta proporciân (68) segûn la actividad 
social correspondiente.
Por tanto, la quiebra del elemento juridico-formal pone de 
relieve los dos elementps sociolâgicos de la organizaciân: la es­
tructura y la funciân. En cuanto a la primera pasn a primer pia­
no la nociân de fârmula organizativa, que resume el modo de com­
posiciân y funcionamiento (formaciân, composiciân, forma de deci- 
dir, disoluciân, etc.) de un determinado organismo (69). Utili- 
zando la misma podrian distinguirso en un primer momenta las fâr­
mulas de la representaciân politico (vinculada al principle de 
la democracia elective), tecno-burocrâtica (autorreclutamionto 
profesional) y de la representaciân de intereses (designaciân de 
représentantes por los grupos de interâs) (70), Las variedades y 
tipos mixtos pueden ser, por supuesto, numerosos. Respecte a la
(68) No hay decisiones pûramente tâcnicas, como admite FGRSTHCFF, 
Tratado..., cit., p.565.
(69) La nociân en GIANNINI, Diritto amministrativo, cit., I, p. 103: 
"Si tratta di una espressione breve con cui si enuncia un insieme
di precetti che regolano rapporti organizzativi; quindi non un 
precetto fondamentale -cioâ un principio-, quanto un gruppo di 
precetti collegati ad un precetto centrale o da questo derivati. 
Sono quindi delle sintesi verbali, le quali corne tali non dicono 
senonchâ in un certo diritto positivo vige un certo concetto di 
organizzQzione dei pubblici poteri"•
(70) Entre parântesis, los principios de composiciân carccterfs- 
ticos de cada fârmula organizativa. A ellos se vinculan las for­
mas de funcionamiento colegial o monocrâtico, etc. y otros pre- 
ceptüs que regulan los demâs aspectos de la organizaciân.
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funciân ya se han senalado las distinciones conccptuales entre 
actividad de direcciân politico y actividad técnica, especiali- 
zada o auxiliar y el gradualisme y relativisme con que taies fun- 
ciones se concretan en la realidad de cada organisme,
Por ûltimo, dentro de .la vertiente organizativa habrla que 
tener en cuenta las relaciones entre las diversas unidades ad­
ministratives, las relaciones organizativas (7l), el grado de 
sujecciân e independencia recîprocas, AquI cabrla distinguir, 
superando pardmetros jurîdico-formales, entre las formas de coor- 
dinaciân de la actividad de coda organisme, oubordinaciân y au­
tonomie serlan los conceptos bâsicos, aunque dentro de cada uno 
existen tipos rclacionales varios (72). En todo ccso lo que de- 
terminarla jurldicamente el grado de autonomie (en sentido em­
plie) o de oubordinaciân de una unidad administrative séria la 
independencia real para adopter una directriz politico propia de 
actuaciân. El anâlisis complete de un problems orgenizativo su- 
pondrla, desde esta âptica, aunar les elementos estructurales, 
funcionales y relacioneles: fârmula organizativa, tipo de acti­
vidad, grado de autonomie.
Volviendo a nuestro propio tema dcspuês de este excursus 
metodolôgico o, mejor dicho, aplicando tal metodologla al mismo, 
résulta que la conexiân entre los intereses sociales y sus orga­
nizaciones portadoras ccn las instituciones publicas puede estu-
(71) GIANNINI, Diritto amministrativo, cit,, I, p. 277. •
(72) Ver sobre ello GIANNINI, op. ult. cit., I, p. 277 y ss., que 
distingue los siguientes conceptos de fârmulas organizativas y 
relaciones organizativas: representaciân, rcpresentatividad, cen- 
tralizaciân, dcscentralizaciân, dcsconcentraciân, autogobierno, 
autonomie politico, supraordenaciân, jerarqula, codependencia, 
direcciân, auxilieriedad, ejecuciân, ecuordenaciân, coordinaciân..
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diarse de manera no formaliste a travês de categories jurldices 
de origen sociolâgico. En este sentido, habrla que partir de una 
especificaciân de los intereses sociales y los entes o sujetos 
portadores correspondientes, determiner el organisme institu- 
cional con el que se vinculan en concrete, es decir el centro 
de referenda de cada grupo de intereses. (73), lo que a su vez 
va unido a la funciân de la propia instituciân; sehalar a con- 
tinuaciân la forma de conexiân que se establece (fârmula organi­
zativa); y, por ûltimo, définir las relaciones de cada centro 
de referencia de intereses con los demâs (relaciân organizativa). 
En definitive, lo esencial desde un punto de vista tâcnico es se­
halar la forma de conexiân entre intereses e instituciones y la 
forma de concatenaciân entre las diversas unidades instituciona- 
les. Todo esto lleva a una reintorpretaciân de los textos jurf- 
dico-positivos conforme al mâtodo expuesto, cosa, por lo demâs, 
nada sencilla en cuanto que dichos textos estân ideolâgicamente 
tehidüs del garantismo liberal del Estado de Derecho. El resul­
tado de este empeho depende do la elasticidad de cada norma ju- 
ridica en concrete.
Por otra parte, la que hemos referido es tan sâlo una llnca 
de tendencia metodolâgica del Derecho pûblico, empezada y no con- 
.cluida en absolute. La teorla iuspublicista, al aproximarse a 
travâs de alla a la realidad histârica, aumenta su virtualidad 
prâctica al tiempo que disminuye su funcionalidpd ideolâgica. Es 
decir, ayuda a captar jurldicamente los nuevos fenâmenos histûri 
COS en toda su complejidad. Permite ofrecer soluciones en base
(73) El concepto en GIANNINI, op. ult. cit., I, p. 122 y ss.
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al Derecho positivo (interpretaciân)y a travâs del Derecho posi­
tivo [institucionalizaciân]. Aparté de que, a pesar de las po- 
sibilidades que ofrece para nucvas mistificaciones legitimado- 
ras de la realidad, supone descender a un nivel mener de abstrac- 
ciân y logicisme*
Sin embargo, hoy en dia las posiciones rnetodolâgicas de 
la doctfina sobre el tema de la participaciân son muy variadas, 
tanto por el retraso en la scciclogizaciân del mâtodo jurîdico 
[y la correspondiente persistencia del mâtodo lâgico-formal) co­
mo por cl diverse énfoque y utilizaciân ideolâgica de las nuevas 
tâcnicas (74).
Buena parte de la doctrine se enfrenta al problème desde 
ol esquema toârico clâsico. La participaciân de ciudadanos y or- 
ganizacioncG sociales en las funciones administratives aparcce 
entonces como un fenâmeno accidentel e irregular, que trata de 
explicarse como colaboraciân o inclusiân de expcrtos en ayuda 
do les ârganos burocrâticos de docisiân. En cualquior caso no 
implica la "confusiân" entre Estado y sociodad o la disminuciân 
de le neturaleza autoritaria de las formas de ecciân administra­
tive. El concepto de participaciân que se expresa en algunos tex­
tes positives tiene mâs bien un sentido moral que prâctico-jurî­
dico. La consecuencia de esta posiciân es la falta de anâlisis 
jurîdico del problème de la participaciân y la disoluciân de 
los supucstos existantes en fârmulas garantîsticas (en el caso 
de participaciân en el procedimiento) o de colaboraciân adminis­
trative (participaciân orgânica consultive e incluse decisoria).
(74) Un pequeho resumen sistematizador en CHiTI, Partecipazione 
popolare,,., cit., p. 10 y ss.
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Ciertamcnte desde esta âptica la consideraciân exclusive del in­
terâs individual directe y del interâs general cierran el paso 
a una posible juridificaciân técnica de la participaciân.
Otros autores utilizan preferentemente mâtodos sociologi- 
cistas y consideran como objeto de un estudio jurîdico de la par­
ticipaciân la definiciân de los intereses sociales y sus conexio- 
nes' pûblicas, tratando de aportar tâcnicas jurîdicas de composi­
ciân administrative de los intereses. Ahora bien, dentro de es­
ta corriente hay quien analiza el problems de modo pûramente ins­
trumental y pretendidamente asâptico. Puesto que la Administra- 
ciân realiza una mediaciân de interoses sociales es necesario 
garantizar de forma igualitarista la expresiân institucional de 
todos los intereses formalmente iguales que existen en la socie- 
dad. La Administraciân debe adopter Qutânomarnente sus decisiones 
en base a aquéllos, por lo que todo ciudadano tiene derecho por 
igual a manifester sus opiniones. Ademâs las organizaciones so­
ciales deben tomar parte en la odopciân de ciertas decisiones 
colectivas en funciân de su importancia. Desde esta perspective 
se insiste sobre todo en las garanties individuales a participer 
en el procedimiento, as! como en el criterio de la magnitud so­
ciologies, do las organizaciones al efecto de establecer su fa- 
cultad de participer en organismos y procedimientos consultivos.
Por ûltimo, hay quien al anâlisis sociolâgico de las ins­
tituciones c intereses anade una interpretaciân finaliste de los 
textos jurîdicos. Se tiende o otorgar relevancia jurîdica a los 
principios ordenadores de la sociodad establecidos en las normes 
positivas, empezando por las de carâcter constitucional. De todo 
ello dériva un intente de anâlisis y de construcciân jurîdica del 
problème de la participaciân fundado tanto en la realidad socio-
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lâgica y en su crîtica como en las perspectives que efrecen ta­
ies principios ordenadores (por ejemplo, los de descentralizaciân, 
igualdad material, preeminencia del trabajo, socializaciân, etc.j. 
Se doorM iboi .a asî en el planteamiento de una reordenaciân de las 
instituciones pûblicas en sentido democrâtico-participativo. Es­
ta corriente doctrinal mira mâs bien hacia el future partiendo 
de la crîtica del présenté y del pasado. Basa su atenciân en una 
polîticQ de las instituciones, es decir, en una proposiciân de 
reformas histâricamente facbibles, jurldicamente posibles y po- 
lîticamente dessables.
Esta serîa una exposiciân ciertamcnte radiogrâfica y tipi- 
ficadora de las diferentes tendencies rnetodolâgicas con que se 
aborda nuestro tema. En realidad unas y otras se entrcmezclan en 
los estudios monogrâficos. Y ello porque el Derecho, como reali­
dad positiva y cofno teorîa y como técnica no puede éviter cl in- 
flujc no sâlo de las distintas concepciones ideolâgicas, como 
producto cultural que es, sino también de las posiciones poli­
ticos concretas.
3.- PRIMERA APHÜXIMACIÜN AL CLNGEPTü JURIDIClJ DE PARTICIP/';CION 
ADMINISTRATIVA: PRECIoIUNEG TERLirjLLCGICAG.
Llcgados a este punto se hace necesario discernir entre 
una série de conceptos jurîdicos, siquiera de manera formai, con 
el fin de delimiter el objeto de estudio asî como de clarificar 
el sentido que en adelante se doré a los târminos técnicos que 
aquî SB usan. Hasta ahora se ha habledo de interconexiân, de in- 
terrelaciân, de participaciân en un sentido amplîsimo, etc. Se 
h an tratado de analizar las causas de esta confusiân conceptual..
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Pero ahora el desarrollo del tema y la comprensibilidad do la cx- 
posiciân exigen un mînimo de precisiones terminolâgicas, sin per- 
juiciü de lo ya dicho y de las matizaciones que se hcrân en pagi­
nas posteriores.
Cierto es que las distinciones que se intentan tienen algo 
de convencionales y formales. Por ello hay que soualar previornen- 
te que no en todos los casos la palabra participaciân viene uti- 
lizcda por la norma en cl sentido o.ue aquî se expone.con carâcter 
general. En cada ocasiân habrâ que interpreter cl concepto lite­
ral, Sistemâtica y teleolâgicamente. No quiere decirse, sin embar­
go, que se vayan a establecer definiciones pûramente artificiales, 
pues en todo caso se tiene en cuenta la actual problematics admi­
nistrative y el origen histârico del concepto de participaciân 
administrative, es decir, lo que supone de novedad con respecto 
a las categorias jurîdicas del Derecho administrative clâsico.
Se parte, pues, de las diferencias con el esquema de las 
teorîas del Estado de Derecho asî como, metodolâgicamente, de la 
conjunciân de dos factores, tâcnico-formal uno e histârico el otro. 
Tâcnicamente se tienen en cuenta elementos de tipo subjetivo [el 
individus, en cuanto hombre concrets y en su pluridimensionalidad, 
las organizaciones sociales, las instituciones..,], objetivo [la 
decisiân administrative en sentido amplio) y funcionales (la es­
tructura de la actividad -no su contenido- que lige a los suje- 
tcs con la decisiân). Desde esta perspective cl târrnino partici­
paciân expresa un concepto relacional entre estes elementos, Por 
otra parte el factor histârico, que nos sitâa en el marco de las 
democracies occidentales de nuestro tiempo, sirve para centrer 
el concepto en lo que tradicionalmentc se considéra ccmo ârea 
administrative. Se excluyen, pues, las formas de democracia
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representative (75) y la protecciân judicial (7G), Dichas sean 
estas observaciones para sehalar el carâcter fundamentalrnente 
aclaratorio de la sistematizaciân que se afronta,
Participaciân administrative en el sentido mâs genârico 
posible significa etimolâgicamente tomar parte en la elaboraciân 
de las decisiones formalizadas como funciones administratives. 
Dentro de este concepto amplîsimo, que tâcnicamente es vacuo, des- 
provisto de contenido prâctico, puede sehalarse una primera di­
visiân catégoriel: participaciân interna, participaciân externa 
y participaciân interorgânica o intersubjetiva (77).
a) La participaciân interna consiste en la intervenciân de 
los que trabajan en el sono de la Administraciân publies en el 
procGso do formaciân de la decisiân administrative. Es la parti­
cipaciân de los funcionarios y trabajadores de la Administraciân. 
Este problems morece un estudio aparté, conectado con el de la 
situeciân jurîdica del trabajador administrative. Es obvio que 
se trata aquî de una intervenciân en defense de los propios in­
tereses de estos trabajadores y no de la intervenciân en que con­
siste su propia actividad funcional. Los aspectos que présenta 
son muchos: el enfoque ideolâgico del tema (7B); la distinciân
(75) Aunque ya se ha dicho que en sustancia, sociologicamente, 
es la forma primordial de participaciân en los asuntos pûblicos.
(76) Aquî también se habla de participaciân, del proceso adminis­
trative como participaciân y de la vîa judicial como participaciân, 
Ver VIGOniTI, "Partecipazione, sindacato, processo" en Riv. trim. 
dir, e proc. civ., 1.974, pp. 1,212 y ss. Es otro ejemplo de la 
inflaciân del concepto y del cambio de âptica que sa esta produ- 
ciendo en una parte de la doctrine jurîdica.
(77) Esta distinciân en 3EPE, L'efficienza..., cit. p. 320.
(76) Tema estudiado en la vertiente privada por la escuela ameri- 
cana de ciencia de la Administraciân. Ver 5EPE, op. cit., p. 321,
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entre les diversas categories de trabajadores administratives y 
su ostatuto jurîdico; les sujetos participantes, individuales o 
colectivos (sindicatos y asociacicnei. do funcionarios); las for­
mas de intervenciân, la "administraciân de la burocracia" on pa­
labras de PA3TÜHI ; los peligros de corporativismo que acompahan 
a una consideraciân aisiada de este problems, etc. oi bien es 
cierto que el atributo de trabajador es la base de una de las 
mas importantes votas participatives, aquî no estudiaremos sis- 
temâticamente este tipo de participaciân, limitândonos a haccr
referencia al mismo cuando sca necesario.
b) La participaciân externa en su sentido mâs amplio se re- 
ficre a la intervenciân de lus individuos y grupos sociales ex-
teriores a la organizaciân administrative en las funciones, de­
cisiones y actividades formalmente consideradas como administra­
tives. Dada la genericidad de la definiciân es preferible usar 
en este caso les târminos de interconexiân o interrelaciân entre 
los particulares y la Administraciân, para pascr a distinguir la 
pluralidad de supuestos englobables en elles.
a') Una primera figura jurîdica que quedarîa alejada del 
concepto estricto de participaciân serîa el ejercicio privado de 
funciones publicas (79). Se trata aquî de la realizociân de fun­
ciones consideradas como publicas por cl ordenarniento par un par­
ticular, individual o colcctivo, bajo control de la Administra­
ciân. Es el particular quien presto la organizaciân y actâa en 
su propio bénéficié, realizando una tarea profesional destinada
y hoy t mbiân desde la perspective autogostionaria. Para todo ello 
ver PASTLRI, La burocrazia, cit.
(79) La necesidad do separaciôn en GARCIA DE LNTERRIA, "La parti­
cipaciân del administrate en las funciones administratives" en cl
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a ampliar su propia esfora patrimonial. La Administraciân sc li­
mita formalmente a fijar los principios restores de la actividad 
y a ejercer un control cxtcrno sobre la misma. Podrian incluirse 
aqui los casos de concesiân de servicios pûblicos, otras activi­
dades ocasionales de colaboraciân con la Administraciân y en ge­
neral lo que GARCIA DL ENTERRIA llama fârmulas cooperatives de 
participaciân (BD), Esta forma de intervenciân va en cl sentido 
de lo que ya se definiâ como participaciân-dcvoluciân. No cons- 
tituye realmente ninguna novedad sustancial on el marco de las 
categorias iusadministrativistas, dada que lo ûnico novedoso es 
la atribuciân del târrnino particioaciân a esta figura. Por ello 
es preferible réserver tal calificativo a otros supuestos mâs es- 
peclficos.
b") ütra forma do intervenciân en las funciones administra­
tives es la colaboraciân tâcnica que un particular, individual o 
colectivo, preste a la Administraciân al objeto de examiner un 
problème o/y adopter una decisiân. Be trata de una ayuda pericial, 
normalmente ocasional y voluntaria, en la que cl colaborador no 
basa su intervenciân en un interâs personal directe, es decir, 
en la defense o ensachamiento de su espacio vital efectivo, aun- 
c:uc, como es lâgico se mueva por un interâs real en influir sobre 
la decisiân, Tampoco este supuesto es nucvo, por le que no se 
incluye en el contenido especlfico del concepto de participaciân 
administrative.
c') La Administraciân puede verse obligada por el ordenarniento
volumen Homenaje a B. Royo Villanova, Madrid, 1.977, pp. 305 y 
ss. Ahora tambiân en el Cureo..., cit., II, p. 64 y ss.
(CdJ Vâase el texte citado en la nota anterior.
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a adoptar sus decisiones teniendo en cuenta el interâs personal 
y directe do los dcstinatarios determinados de la misma. Be tra­
ta aqui de los casos de intromisiân administrative en la esfora 
autânoma y reservada del individuo atribuida a cada uno en con­
crete por la norma general. En tal caso los ordenamientos mo­
dernes atribuyen al particular una facultad de intervenciân en 
cl procedimiento de elaboraciân del acte administrative, con fi- 
nalidades formales de garantie prejudicial, aunque puedan exis­
tir tambiân motivaciones de informaciân a la Administraciân pa­
ra el mejor funcionamiento de âsta o incluse de evitaciân de 
una posible ecciân contencioso-administrativa. En cualquier caso, 
nos movemos en el âmbito de las garanties procedimentales del ad- 
ministrado. Existe hoy la tendencia a estudiar estos temas des­
de la âptica de la participaciân (Ol). Sin embargo, no se sobre- 
pasa en los mismos el mecanismo garantlstico, a pesar del avance 
que suponen en este terrene. Individuo y Administraciân permane- 
ccn netamente diferenciados, cada uno con su esfera formai de 
interâs, propia y radicalmente opuesta. La presencia del adminis- 
trado en el procedimiento en defensa de su interâs directo e in- 
dividualizado no es sini on complemento de la protecciân judicial 
del mismo y esté funcionalizada al propio control judicial que, 
en estas casos, se extiende o puede extenderse al contenido de 
la actividad administrative. Por ello tampoco debe aplicarse a 
este supuesto el concepto de participaciân en sentido estricto.
d^ ) Por ûltimo, existen hoy en dIa otros supuestos en los 
que se trata de posibilitar que ni ciudadano intervenga en las
(B1) As! en buena parte de la doctrine italiana. Ver el Capitula 
IV de esta Primera Porte.
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decisiones administratives con el objeto de expresar, por si o 
a travâs de las organizaciones sociales correspondientes, los in­
tereses comunes de un determinado grupo o categorla de personas, 
bien o travâs del procedimiento de elaboraciân de las decisiones 
o bien mediante una intervenciân dirigida a determiner la compo­
siciân del ârgano administrative que toma parte en la decisiân.
La definiciân es ya de por si amplîsimo, pero con respec­
te a los supuestos anteriores tiene dos notas cualificativas. En 
primer lugar, se trata de una intervenciân en defensa de un in­
terâs colectivo (B2). En segundo lugar supone, al mcnos formal­
mente, un tipo de control administrative, distinto e indopendien- 
te del control judicial, Una y otra caràcterlstica van inscpa- 
rablementc unidas. No se trata do protéger el espacio vital efec­
tivo, sino de ampliar el espacio vital dominado, objetivo âstc 
que sâlo puede ser logrado colcctivamcnte on târminos générales. 
Este es cl tipo de protecciân jurîdica que corresponde a los 11a- 
mados derechos sociales, pues es la forma de penctrar en la de- 
terminaciân del contenido efectivo de taies derechos o, mejor 
dicho, de las prestaciones correspondientes. El juez no puede 
ampliar su funciân hasta talcs extremes bajo el riesgo do auto- 
atribuirse la discreccionalidcd administrative. Este supuesto es 
el que en sentido tâcnico puede denominarse como participaciân 
en las funciones administratives.
Gâlo que la gran amplitud casuîstica de esta figura y la
(82) oegûn GIANNINI, "La tutela degli interessi collettivi..." 
cit., p. 552, "Ogni partecipazione b per definizione in funzione 
di tutela dell~intéressé collettivo di cui il partecipai ite e por- 
tatore". Sobre los conceptos de interâs difuso y colectivo, ver 
infra. Capitule II.
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diversidad telcolâgica da code, subtipo concrete obligan a reali- 
zor nuevas distinciones. Los ipâs importantes en la prâctica son 
les siguientes;
1) La Administraciân toma libremente la decisiân despues 
de oir o cualquier sujeto variamente intcresado en cl curso de 
elaboraciân de la misma. Este es cl caso de la participaciân pro- 
ccdimental, que no debe confundirse ccn el ya visto de las ga­
ranties procedimentales, en el que el administrate actûa como 
portador de su simple y propio interâs individual y directo.
2) La Administraciân tùma libremente la decisiân despues 
de consulter con determinados organizaciones sociales portadoras 
de intereses colectivos. Liupuesto de participa ciân consultive, 
en el que habrla que discernir los cases en que la consulta se 
practice individual y voluntariamente por coda organizaciân (cer- 
cano al de la participaciân procedimental) o bien conjuntamente
a travâs do un organisme consultive especlfico [cercano a la per- 
ticipaciâr orgânica).
3) Un supuesto especlfico sernejante al anterior os ol de 
la toma de decisiân por la Administraciân despues de un compro­
mise al que ha llegado conjuntamente con las organizaciones in- 
tercsadas. Puode hablarse aquî de participaciân-negociaciân, ca- 
ractcrizadora, segûn PREUIEHI, de los procesos decisionales mo- 
dernos (B3).
4) En ocasiones la intervenciân del particular o del grupo 
social portador del interâs colectivo se encauza a travâs de un 
ârgano administrative de decisiân, o bien de control de las de-
(63) Il pariamento..., cit., p. 76.
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cisionns burocréticas o de una nctividod administrative eapecîfi- 
CQ. Este es el caso de la participaciân orgânica, figura en la 
que se condensa la mâs alta cargo participative y ccntroladora,
5} Distinto es el ce o de sustituciân del ciudadano en cuan­
to tel a la propia Administraciân en la deterninaciân de una me­
dida concrete. El particular actûa como componente de un cucrpo 
electoral mâs o rnenos general, si bien cl objeto de su actuaciân 
es una decisiân formalmente administrative. Estas scrir.n las 11a- 
mades por la doctrine italiana, a mi juicio impropiemente, for­
mas de democracia directe. El tipo bâsico es el referendum, aun­
que a él se asimila la iniciativa popular.
c) La participaciân interorgânica hace referencia a los su­
puestos de interrelaciân entre diferentes unidades administrati­
ves. Estas vienen consideradas a su vez como centras de referen­
cia de intereses colectivos, en este caso formalmente publifica- 
cos. de habla entonces de participaciân para indicar el modo de 
exposiciân de taies intereses a travâs del juego de las institu­
ciones publicas. Fundamentalrnente se quiere expresar la influen- 
cia de los organismos portadores de intereses mâs especîficos 
en la composiciân que roalizan los organismos situedos a nivel 
mâs clevado. De hecho es un elemento fundamental en cl conjun- 
to de la ternâtica participative e indica ideolâgicamente una lî- 
nea de tendencia para la reforma de las instituciones. Gin embar­
go, a este nivel es preferible operar, para evitar confusiones, 
con las categorias propias de la teorîa de la organizaciân admi­
nistrative.
En realidad en el actual momenta de Partizipationeuphoric, 
segûn la expresiân de GCHMIDT-GLAE3ER, todos los aspectos del 
Derecho administrative pueden considcrarse desde el punto de vista
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de la participaciân, desde la interpesiciân de una acciân conten­
cioso-administrativa hasta el contrats administrative, desde las 
relaciones entre la Administraciân y ol Parlemente hasta la si- 
tuaciân jurîdica del funcionario. üe la posiciân ideolâgica que 
consideraba radicalmente separados al Estado y .la sociedad y cen- 
traba las relaciones entre uno y otra en soluciones garantîsticas, 
se ha pasado a la perspective, no menos ideolâgica, de conside­
rar todo contacts entre el ciudadano y le Administraciân corne 
un tipo espccîfico de participaciân en cl poder. La sistematiza­
ciân que acaba de realizarse es indudablementc un simple primer 
peso, un escarceo aclaratorio. A las desventajas de la generali- 
zaciân se une la irnposibilidcid de dibujar cada figura con contor- 
nos bien precisos. De cualquier forma, debe ser tcnida en cuenta 
en su virtualidad prâctica, pues permite la profundizacion en la 
ternâtica central que intercsa exponor.
Capîtulo II
LA P. .RTIGIP/.GIÜN . .DMINIGTRATIVA EN' aENTIÜG EuTHIGTÜ. 
LA REj EFIMICICN DE LA b INTEiEoEG JDRIÜICC5.
El concepto do participaciân on sentido estricto hace refe­
rencia» como se ha visto, a las nuevas formas de ordenaciân de 
las relaciones sociales. Dériva, c nivel sociolâgico, do la cons- 
tatnciân de los carnbios producidos en taies relaciones, mientras 
que jurldicamente supone el intente de ordenar las mismas en ba­
se a determinados criterios politicos, positivizados normativamcn- 
tc o incluse no positivizados.
Para procéder a esta ordenaciân hay que partir de la acomo- 
daciân de los conceptos jurîdicos a les nuevos aspectos sociales. 
Se hace precise llegar hasta las raîces de la conexiân entre el 
fenâmeno jurîdico y la infraestructura socioeconâmica, para des­
pues elaborar las catégories tâcnicas que exige cl operar en De- 
rrcho.
La nueva realidad que aquî interesa capter es el rcconoci- 
micnto jurîdico de une pluralidad de intereses sociales de divcr- 
so tipo, tanto por su contenido como por su estructura. Igualmen- 
te interesa la pluralidad de formas de institucicnalizaciân (cc- 
nexiân jurîdico-publica concrete) de esos intereses. Ello signi-
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fica que no puede continuarse cimentando la teorla iuspublicis­
ta en el interâs directo e individualizado. Hoy en dia los or­
denamientos juridicos otorgan relevancia prâctica a otros tipos 
de intereses sociales, catalogados por la doctrine como intere­
ses difuses y colectivos. Asimismo significa que el interâs pû­
blico no es un concepto de contenido unitario, monolltico, gene- 
ralizado y universal. La pluralidad de fines que se persiguen a 
travâs de las instituciones pûblicas y la misma pluralidad de 
âstas ha dad lugar a que se hable de una heterogeneidad de los 
intereses pûblicos.
Serâ necesario partir de una sumaria explicaciân de los 
nuevos conceptos, para estudiar en base a ellos la problemâtica 
jurîdica de la participaciân, como intenta de recomposiciôn -di- 
versamente finalizado- del espectro social contemporâneo, que ha 
desbordado los diques del Estado de Derecho liberal.
1.- LOS INTERESES SOCIALES.
Dentro del conjunto de intereses que sociolâgicamente o psicolâ- 
gicamente pueden constatarse en el seno de una comunidad, el De­
recho, en cuanto que dato normative -ya sea a nivel de decisiân 
general de carâcter législative o reglamentario o bien en cuanto 
decisiân particular aplicativa o interpretative-, considéra al­
gunos de ellos como susceptibles de tutela. Son estos ûltimos 
aquâllos con los que el juriste, como tâcnico, debe operar. Impor­
ta, pues, el dato normativo, que debe interpretarso doctrinalmen- 
te. De ahl que no se tomen en consideraciân directamente otros 
intereses sociolâgicamente advertibles, que en el terreno jurî­
dico vienen catalogados como intereses simples o de hecho, si
bien es cierto que la realidad sociologies tiende a reflejarse 
jurldicamente y que, por tanto, en ûltimo instancia influye so­
bre la elaboraciân teârica y la prâctica positiva del Derecho.
Con el devenir histârico muchos intereses de hecho basan a con­
vertiras en intereses jurîdicos.
El problème de los intereses jurîdicos o de los intereses 
legîtimos se ha venido escudiando desde la âptica de la legiti- 
maciân procesal fundamentalrnente. Gin embargo, es un tema de re­
levancia prâctica esencial, en cuanto que sirve para fijar en el 
fonde las posibilidades de acciân jurîdico de un determinado su­
jeto, es decir, las modolidades de consideraciân de dicho sujeto 
por el Derecho. El problème de la legitimociân ejerce una influen- 
cia esencial en todos los aspectos de la elaboraciân jurîdica.
Pues bien, dentro del esquema liberal del Estado de Derecho 
tan sâlo un tipo de interâs social adquirîa relevancia jurîdica: 
aquâl que consistia precisamente en la defensa del propio clrcu- 
lo individualiz ido do ;ictuooiûn personal. En este sentido la II- 
nca de avance dentro de la teorîa clâsica del Estado de Derecho 
estâ constituida por el esfuerzu en resaltar jurldicamente todos 
los aspectos de esa esfera personal, hasta llegar a abolir en üa 
prâctica la distinciân entre unos aspectos susceptibles de pro­
tecciân absolute y otros a los que se otorga una protecciân res- 
tringida. De esta forme se cancels la diferencia entre derecho 
subjetivo e interâs directo (B4). Pcro en todo caso se trata de
(84) Ver GARCIA DE ENTEilRIA, Curso.... II, cit., p. 32. También 
aquî se constata, on cierto modo, el refiejo de la evoluciân so­
cial, en cuanto que el proceso de socializaciân priva de absolu- 
tividad al derecho subjetivo, que ya no tiene ni puede tener co­
mo contenido cl ius utendi et abutendi absolute. El derecho sub­
jetivo se limita y el interâs directo amplla su contenido, de mè­
nera que llegan a confundirse.
mla protecciân de la esfera exclusive y excluyente de dominaciân 
individual. La piedra angular de la concepciân liberal es, pues, 
cl interâs directo, individual, material y concrete [CS). En to­
do caso y excepcionalmente se rcconoce un mecanismo corrector de 
las insuficiencias de tal protecciân individualiste: la ecciân 
popular. En caso de que âsta venga conccdida por la ley, cual­
quier sujeto individual o colectivo variamente intcresado, es de­
cir, portador de un simple interâs sociolâgico y esgrimiendo co­
mo ûnico titulo jurîdico el de ciudadano, puede impugnar una de­
cisiân administrative judicialmente contrôlable.
La contraposiciân de esta figure con la del interâs direc­
to es tan nota, en târminos de tâcnica, jurîdica, que a veces la 
crîtica a las limitaciones de aquâl se resuelve en una tendanciel 
apologia de la acciân popular, cuando ne desde posiciones juri- 
dicistas, se la considéra como posible panacea universal frente 
a las carencias sociales del esquema del Estado de Derecho. Sin 
embargo, el mecanismo de la acciân popular anade a sus limites 
intrlnsccos de simple tâcnica jurîdica, graves peligros de ins- 
trumentalizaciân en sentido opuesto al genericamente auspiciado 
por sus propugnadores, es decir, contraries al carâcter de medio 
de ampliaciân de la protecciân del ciudadano con que noce (06).
(Q5) La jurisprudencia espahcla sigue limitada al reconocimiento 
de tel tipo de interâs, sin recogcr las apertures, aunque limita- 
das, como se vera, de otros paîses. Sobre ello, puede verse L. 
ü.lTEGA i'.LVAREZ, "La inmediatividad del interâs directo on la le- 
gitimaciân contencioso-administrativa", en R.AP nO 82, 1.977, pp.
211 y ss., en especial, pp. 213-218. La doctrine espanola, sin 
embargo, asume cada vez mâs claramente la crîtica de esta posiciân. 
Vâase A.NIETO "La discutible supervivencia..." cit. Tambiân re- 
cientemente J, GI'NZALEZ FEREZ, "El proceso administrative y la 
Constituciân", en RED/\, n3 14, 1.977, pp. 365 y ss.
(86) Este carâcter de origen viene senalado, entre otros, por
IGl
En la prâctica los supuestos de acciân popular son relati- 
vamente esÈasos y nienor aûn es su incidencia real, ya sea por la 
interpretaciân restrictive de la jurisprudencia (87), o por las 
limitaciones que produce su colccaciân en el âmbito de institu­
ciones de carâcter estrictamente individual-garantistico, cons- 
truidas sobre la base de la protecciân de la esfera individuel 
de dominio (68).
Ante todo la acciân popular es un rcmedio de neturaleza ju­
dicial y, por tanto, participa de es insuficiencias ye resena- 
das del control de la Administraciân por el juez. Por ello ha 
podido ser insirumentalizada en manera diverse (69), aparté de
PALADIN, "Azione popolare", en Enciclonediü del Diritto, que la 
considéra también como un medio de ampliar la participaciân del 
ciudadano. Es una nueva manifestr.cion de la idéologie de la par­
ticipaciân, de la vis atractive de este concepto, usado de mène­
ra genérica y escesamente tâcnica como se ha senalado mâs atrâs.
(67) Por ejemplo, la reducciân en Itnlia del târrnino "chiunque" 
del art. 10 de la ley urbanîstica nS 765 de 1.967, por el Conse- 
jo de Estado, que lo hace equiparenle a titular de un interâs di­
recto, individual, concrete y actuoble. Ver S. AGRIFüGLIÜ, "Re- 
flessioni critiche..." cit., p. 1396.
(68) La posible acciân popular no encuentra salida si no es me­
diante una corrocciân paralela de otros mécanismes que limitan 
su expresiân prâctica ccmo medio de protecciân social, comunita- 
rio. Por ejemplo, la acciân popular consagrada en nuestra ley del 
Buelo puede quedar sin eficacia prâctica de no corregirsc las tâc- 
nicos de iimitaciân de la ejecuciân de scntencias contencioso-ad- 
ministrativas, as! coma la interpretaciân jurisprudencial restric­
tive de los supuestos de suspensiân cautelar de la ejecuciân de 
actes impugnados. Todos estes instrumentes tâcnicas van unidos,
de manera que las deficiencies observables en uno de ellos pueden 
impedir el correcto desarrollo de les demâs.
(69) Asî, por ejemplo ocurrîa con ol art, 225 de la Icy provincial 
y municipal italiana de 1.915. Esti^  narra, que prescribia la ac­
ciân popular contra ciertos actos do las Administraciones locales, 
venîa a posibilitar un control indirecte por esta vîa de una es­
fera de poder local que escapaba ol control del Estado. Ver S.
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que puede ser objeto de una utilizaciân perturbadora del correc­
te funcionamiento de la Administraciân publies. ^Câmo determinor 
con carâcter general cuando debe ser odnitida una acciân popular? 
ai no se establece ningûn limite intrlnseco, de carâcter sustan­
cial, en base a criterios juridicos de fonde, ello puede tener 
ccmo consecuencia su utilizaciân masiva con fines obstruccionis- 
tas. ‘3i SB establece un criterio limitative de carâcter subjeti­
vo, es decir, su reducciân a determinadas categories de afecta- 
dos por la decisiân administrative que so gestions, entonces ya 
no es acciân popular, ai el criterio limitative es de carâcter 
objetivo o teleologico, cuândo,es juste o no la interpesiciân 
de la acciân, ello implica un juicio de valor sustancial que se 
confonde con el fonde del asunto, por la que, por un lado, no se 
solucionan posibles obstrucciones y, por otro, en ûltimo târrnino, 
podria llcgarsc o sustituir la arbitraricdad administrative por 
la arbitraricdad judicial, lo que supondrla configurer al juez 
como mediador autânomo de los intereses sociales (90) y realzar 
la posiciân de la Magistrature en el esquema de los poderes pû­
blicos, en detrimento si de estructuras tâcno-burocrâticas, pero 
también de posibles unidades administratives constituidas en ba­
se a fârmulas organizativas de representaciân democrâtica. Por 
ûltimo, si los criterios limitatives oc la acciân popular son 
de carâcter procesualista o cautelar, dicho instrumente carre el 
riesgo de sufrir limitaciones de carâcter clasista, puede conver- 
tirse en acciân capitaliste o en acciân oligopoliste y servir 
para aumentar aûn mas la desigualdad social.
Aparté de esta crîtica funcional, hccha sin perjuicio de
AGA.IFüGLIO, op. ult. cit.
(90) En tal sentido, NIG.RC, Giustizia amministrativo, Pologne,
1.976, p. 117.
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rcconocor las virtuclidadss dc unci oplicaciôr, no nistada do la 
accidn popular, convionc tcmbiôn haccr rncncidn do la configuro- 
cidn estructural do la rnisma. La acciûn popular como contrapunto 
exclusive del interés directo implies una consideracitSn bipola- 
rizoda del individuo, uti sinaulus y uti cives. For ello parti­
cipa a nivel ideoldgico y en ultima instancia de los elementos 
de la teorie del Lstado dc Derecho, do su abstroccidn universa- 
lizante y de su igualitarismo formalists. De ahî rue plantée se­
ries diticultedes para intenter une ppertura institucionel di- 
forcnciada y besada, siquiera rcmotemcnte, en principles de igual- 
ded sustancial.
De heciio, cl pluralisme social y ta tensidn dialéctica en 
que se manifiesta han dado lugar a nuevrs formas juridicas y, en 
consecucncia, a nucvas figuras doctrinales mas acordes con la 
realided social de nuestros tiempos. Estas nucvas 1igures ex- 
presan esc pluralisme social con objcto de procéder a su erti- 
culacidn tëcnica, ya sea con finalidades niiis □ menos pronrosis- 
tas o, le que es m5,s normal, mds o menos integradoras. Se trata 
dc los conceptos de interds difuso o difundido y de interés co- 
lectivo, que se intentan explicar a continuacidn.
a) El interés difuso.
La neceoidad de protéger o de mcdiar una série de intereses 
supraindividuales que no encuentran expresién a través dc los ins­
trumentes técnicos elaborados por la teorla iuspublicista clésica 
da lugar a la aparicién de la figura del interés difuso o difun­
dido. Sin embargo, este concepto dista tedavia mucho de haberse 
clarificado netamente (si). De cualquier forma intentaremos aproxi-
[DIJ Scgén W. VILLüL'E, "Una delle poche case ovvie in ordine al 
concetto di intéressé difusso ê che si tratta di un personaggio
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marnoG c\ su dcfinicidn.
Segun M, NXGHU, intercses difusos "son los intereses que 
pertenecen por igual a una pluralidad de suçotas mas o monos vas- 
to y mds □ menos determinada o determinable, que puedc ser □ no 
unificade y unificada mds o menos cstrict^mcnte, cn una colccti- 
vidad. Entonces son intereses CGlec:tivos" [32], En esta defini- 
cidn pueden captarse los elementos basicos de la figura del in- 
terds difuso y su diferencia con el interds colectivo, como gd- 
nero respecte a la especie.
El interds difuso es el interds juridicamente reconocido 
de una pluralidad indeterminada o indeterminable de sujotus qurj, 
(in |.) itonr.ia, pueden ser incluso todos los que integran la comuni- 
dad general de referencia ('■3), cl ordenamiento general cuya nor­
mative protege toi tipo dc intereses,
A este date de cardcter subjctivo, que se caracteriza por 
su fluidez y difuminosidod sc anode un dato normative, cue seria- 
la su juridicidad. El interds difuso viene reconocido por In nor­
ma juridica de manera explicita o implicite• Para nducir algunos 
ejemplos cldsicos, son intereses difusos reconocidos por la Cons- 
titucidn italiana el derecho al paisajc (art. 9] (94), el derecho
assolutamente misterioso", "La collocazione istituzionalc dell' 
intéressé diffuse", en La tutclo dcnli intcrcssi collcttivi ncl 
Qiritto comparato, Milano, 1.976, p. 73.
(LLJ Giustizia arnministrotiva, cit., p. 116.
(93) Gobre esta posible coincidencia con toda la comunidad, F. 
BhICOLA, Le azioni a tutela degli interessi collcttivi, Padova,
1.976, p. 133.
(9 )^ "La Republico tutela cl paisajc y cl patrimonio histdrico 
y artistico de la nacidn", aunquc aqul pueden surgir dudes en 
la determinacidn del sujeto cnnstitucional: la Hepdblica.
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a la salud (art, 32) (9S), cl derecho al trabajo (art. 4) (96), 
etc. (97). CtroG supuestos normativos tlpicamcnte calificables 
corno intereses difusos son el derecho a la informacidn, al estu- 
dio, a la vivienda, etc. En general, la figura tdcnica del inte­
rds difuëo puede aplicarse a muchos de los llamados derechos so­
ciales o a muchos de los enunciados pragmâticos concretos fija- 
dos por las Constituciones que adoptan el modelo del llamado 
Estado social (98). En un cierto sentido puede decirso que la 
construccidn tdcnica del interds difuso tiene como objeto supe- 
rar la mera eficacia "moral" que la doctrina liberal atribuye 
a tales enunciados, lo que équivale a un intente de reducir su 
funcionalidad pura y simplemcnte ideoldgica.
übjetivamente el interés difuso se estructura como un inte­
rds perteneciente a todos y a cada une de los componentes de la 
pluralidad indeterminada de que se trate. No es un simple interés 
individual, reconocedor de una esfera personal y propia, exclu­
sive, de dominio. Tampoco es cl interés propio de una comunidad 
organizada, constituido por la suma dc los intereses (o de algu­
nos de elles) de los individuos concrètes que la componen y, asi- 
mismo, exclusive y excluyente, El interés difuso es el de todps
(95) Con mucha mayor claridad en cl enunciado : "La Repûblica tu­
tela la salud como derecho fundamental del individuo e interés 
de la colectividad.,
(95) "La Repûblica reconoce a todos los ciudadanos cl derecho al 
trabajo y promueve las condiciones que hagan cfectivo este derecho". 
(97) Sobre los intereses difusos en la Constitucién italiana. G, 
RECCHIA, "Gonsidcrazioni sulla tutela degli interessi diffusi nel- 
la costituzione" en La tutela dcgli interessi collcttivi nel diU 
ritto comparatoI cit.
(9G) "Per solito gli interessi diffusi attcngono a beni rispetto 
ai quali la costituzione, in una visione démocratisa, ha volute 
esplicitamcnte o implicitamcnte configurers diritti da parte dai 
singoli cittadini i quali, quando agissons, operano corne portatori
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y el de cada une o, rnéjor dicho, es el interés que cada indivi­
duo • posee por el hecho de pertenecer a la pluralidad de suje- 
tcs o que se refiere la norma en cuestién. El contenido o la 
consecuencia juridica del interés difuso es cl recenocimiento 
de una pluralidad de situaciones subjetivas relatives a sujetos 
individuales. En eso se diferencia del interés péblico, més o 
menos general, incluso cuando la pluralidad a la que se recono­
ce cl interés sea tendencialmente coïncidente con la totalidad 
de los ciudadanos (SS). Es decir, que el interés difuso supcne 
un plus de proteccién o una protccclén diversificada de un bien 
juridico; pûblica por un lado y de los ciudadanos por otro (lOO). 
Por cjcmplo, cuando se dice que cl Estado tutela el derecho a la 
salud, en esta férmulo se reconccc un intarés publico, unas fa- 
cultadcs de actuacién de la organizacién cstatal, pcro al nismo 
tiempo un interés juridico, no mcramcnte de hecho, dc todo ciu- 
dadano, a la proteccién adecuada del bien salud, scgun los dic- 
tados del ordenamiento juridico.
El interés difuso se actéa, adquiere efectividad practice, 
a través de la atribucién dc una accién juridica, o bien, como 
se vera rnés adclante, de un derecho dc participacién. No tiene 
un contenido material o sustancial,cn térninos clésicos. El ti-
di un intéressé dclla collettività" ; IFilCELA, op. cit., p. 134. 
(99) PniCüL.A, op. cit., p. 134.
(iCü) Por otrn parte, obvio es dccir que la figura del interés 
difuso y la que postcriormonte se explicaré del intarés colec­
tivo no impiden o limitan la proteccién dc los intereses indi­
viduales directes. En un cierto sentido sc trata do un paso ade- 
lante, de un perfcccionamiento dc las garanties dc los ciudadanos, 
por lo que, siempre en términos juridicos, se conecta con el ga- 
rantismo liberal, constituyendo cl dcsarrollo de alguno dc sus 
aspectos. Ver VIGLRITI, "Partecipazione, sindacato, processo" 
cit., p. 1.220.
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tulor del mismo no puodo cxigir un dctorminado tipo dc presta- 
cién con indopcndcncia del fijado por los diferentcs escclones 
normatives del ordenamiento juridico. No puede pedir jurfdica- 
rnente, por ejemplo, que el plan dc estudios dc _a cnserianza me­
dia sea éste o aquél. Pero tiene una facultad de accién judi­
cial para exigir el respeto al ordenamiento juridico en la cuns- 
tién determinada sobre la que detente un interés difuso. El in­
terés difuso cntraria asi cn la categoric de los derechos reac- 
cioncles, cn expresién de GARCIA JE EiNTERRIA.
Rccapitulando, sohala ANNA DE VITA que parece "que a la 
férmula 'interés difuso' se puede dar un sentido que la recondu- 
ce no tanto a una comunidad dc personas genéricamcnte organiza­
da e identificable, sino més bien a un estadio por asi decir mis 
fluido de la realidad plurisubjetiva. Es decir, los componentes 
de una pluralidad, incluso extendida hasta el limite de coinci- 
dir con toda la sociedad, se agrupan ab initio por un dato de 
hecho objetivo: cl goce por parte de cada une dc una nisma prer- 
rogativa juridica. Pcro tal situacién no se caracteriza por un 
elemento asociacionistico, de fusién colcctiva para la pcrsccu- 
cién dc un objetivo comûn, aunquc solo fucse el de la salvaguar- 
dia de la prerogative gencralizada. Abandonando la pcrspectiva 
individualiste, el acento ya no se ponc sobre cl individuo y 
sobre cl status juridico que lo personalize y lo ccnstituye en 
un unicum respecte a les demas miombrcs dc le comunidcd, sino 
sobre un quid nivelador y igualitarin. Dc acui que aparczcan 
hipétcsis en las que la tutela jurisdicional dc intereses comu- 
nes a varies sujetos puede ser pcdida incluso por uno sélo de 
elles, sin el intermediario dc un grupo personificndo. Je tra- 
toria, por tanto, dc un interés protegidn coa.crctar, ente con
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relacién al individuo, no tnnto porquo son suyo propio, sino por- 
que dicho individuo viene considcrado y se (utolegitima como cam- 
peén representative! de una situacién de ventaja, que pue to que 
viene atribuida a la gcneralidad, lo esta tanbién individualmen- 
te" (loi).
El interés difuso se diferencia asi del mero interés direc­
to, del interés personal o directo de un sujeto colectivo a la 
defense de su esfera de dominio ("interés social" en sentido es- 
tricto), del interés o derecho al reconocimiento de un status ju­
ridico para la recepcién de prestaciones pûblicas (segûn la cons- 
truccién de FORGTHüFF), del interés péblico y del llamado inte­
rés general. Cierto es que la propia definicién del interés di­
fuso no deja de ser menos difuminada que su mismo objeto, que 
cabria la tentacién de denominarlo, de forma benevolamente iréni- 
ca, interés confuso. Pero también es verdad que esta figura supo- 
ne un intente de perfcccionamiento técnico, hasta ahora incon- 
cluso, finalizado a la proteccién de ciortos intereses sociales 
que no encuentran acomodo dentro del marco individualiste de las 
doctrines del libéralisme juridico.
Desde el punto de vista de la participacién, el interés di­
fuso aparece precisamente como concreccién técnica o tîtulo juri­
dico que explica determinados supuestos participatives y que sir- 
ve como criterio ordenador de los mismos (lü2). Lo cual no quiere 
decifc que en la utilizacién de esta categoric y en la catcgoria
(loi) "La tutela giurisdizionalo degli interessi collettivi nclla 
prospettiva del sistoma francese" en D.a tutela degli interessi 
diffusi nel diritto comparato, cit. pp. 350-351
(lü2) La participacién debe ordcnarso juridicamente coi,io partici­
pacién de los interesados. De ahi la inportancia dc conter con 
los instrumentes juridicos adecuados sobre los eue oporar.
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misma no se descubran importantes divergencies politisas y contra- 
dicciones intrinsecas. Dado que el interés difuso juega también 
a nivel de legitirnacién procesal y puesto que la que aqui inte- 
resa, antes de pasar a nuestrn argunurit rspecifics, es senalar 
en lîneas générales las contradicciones que encierra tal figura, 
no estaré de mas detenernos un momento en los diverses tipos de 
articulacién de la tutela del interés difuso, cnsa que se expli­
caré fundamentalrnente siguiendo el hilo de la accionabilidad pro­
cesal, por ser éste aquél sobre el que existen més cjemplos posi­
tives y une mayor reflexién doctrinal (l03).
Esta tutela puede ornanizarsc o reconocersc a nivel indi­
vidual o colectivo. Si es individual, es decir, si se atribuye 
la accién a cualquier ciudadano portador de un interés difuso, 
sc corre el riesgo de confundirlo en muchos casos con la accién 
popular, Cierto es que la catégorie del interés difuso supone una 
cierta cspecializacién por razén del bien juridico protegido, pe­
ro en los casos més importantes -el ambiante, la sonidad o el 
consume cn general- no sirve para individualizar un conjunto de 
personas cspecialmente o mas especialmente interesadas (l04), Por
(lC3] El problems de la accién procesal y el de la participacién 
van aqul ostrechamento unidos, puesto que en todo caso se trata 
del tema de la legitirnacién. Ello no quits para que la diverse 
forma de conexién entre individuo y decisién del poder péblico, 
que suponen una y otra, no ofrczca carâctcrlsticas cspecin.les, 
que se sef.alarén en su momento en cl estudio de los sujetos par­
ticipantes y las formas participatives.
(104) En todo caso hay una relativizacién del grade de interés, 
que cn ocasiones es factible realizar y en otras no tanto. Para 
ello el Derecho necosita apoycrse evidentemente en la sociologla. 
Igual ocurre con la técnica de los "circules de interés", utili- 
zada por el Conscjo de Estado francés, técnica de rnsultados si- 
milaros a la que se oxpone. Sobre esta ultima puede verse en ge­
neral y por todos J. M. AU3Y y R. DH/\GO, Traité dc contentieux 
administratif, Paris, 1.9G2, vol. II, p. 497-521.
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ello en tal supuesto, por lo demés insélito (si no es que se con- 
sideren o se interpreton los supuestos de cicoién popular en tal 
sentido), pueden transcribirse les crîticas expuestas con rola- 
cién a la accién popular (lOS).
Pero también puede reconocersc sélo una tutela del interés 
difuso encarnada en ciortas agrupuciones sociales. Este supuesto 
es mucho mas frecuentc y plantea el nroblema del sujeto portador 
o exponenciel del interés difuso. Veamos algunos cjemplos.
En Francia la ILey Royer do 27 de diciembre de 1.973 para 
la defense de los consumidores establccc la Icgitimacién dc las 
asociaciones de consumidores para constituirse en parte civil 
en ciertos procesos pénales que tiencn por objeto la defense del 
consume y do la libre compctencia (iCS). Para el reconocimiento 
de la legitirnacién dc una asociacion en concrete cl criterio bâ- 
sico es el del fin cstatutario de la misma. Pcro adomés se re­
quière una autorizacién cxprcsa, conccdida por dictamen del Minis- 
terio Pûblico. Un décréta de 17 dc marzo de 1.974 establccc los 
requisites para obtener tal autorizacién: un ano de cxistencia 
de la Qsociacién y ademés una actividad efectiva en defense de 
los consumidores, constatable por la cifra de diez mil micmbros, 
si la asociacién es nacional, o un nûmcro proporcional, si es 
territorialmente limitada.
En la Rcpéblica Federal Alemana el parégrafo 13, ap. 19 y 
19, a) dü la ley contra la competencie d::slcal (Cesetz gegen don 
unlauteren V/ettbewerb], de 21 de julio de 1.965, concede accién 
procesal centra ciertas formas de competencie dcsleel no sélo en
(lOS) Véase nuevamente NIGRO, Giustizia amministrativa, cit., p. 
116-117.
(iGu) Sobre el tema, ver V. ÜENTI, "Le azioni a tutela di interessi 
collcttivi", en Riv. dir. proc., 1.974, pp. 533 y ss.
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favor do los comcrciantGs diroctamento losionados, sino también 
do las asociaciones que tutclan les intereses del comercio y de 
los consumidores107],
En Italia la scntencia del Consejo de Estado nS 253 de 9 
de marzo do 1,973 reccnocio a la asociacién "Italia Nostra", aso­
ciacién privada para la defense del patrimonio histérico, artis­
tico, y natural del pais, la legitirnacién para impugnar un acto 
administrative lesivo de tal patrimonio, ccnsidcréndola como por- 
tadora dc un interés publico difuso en virtud de los fines de la 
asociacién, segén sus estatutos aprobados por decreto del Prési­
dente de la Repûblica [lüC),
Como se deduce de estes cjemplos significatives, la legi- 
timacién colcctiva por interés difuso no sc reconoce con carac- 
ter general por les normes sobre cl proceso administrativo (ni 
tampoco por las normes générales de proccdimiento administrative] 
(lÜ9], Tente a nivel procesal como proccdimental la tutela del
(l07) Sobre el tema, ver N, T.ROCKER, "Tutela giurisdizionale de­
gli interessi diffusi con perticolere riguardo alla protezione 
dei cunsumetori contre atti di concorrenza slcelc: analisi compa­
rative dell'esperienza tedesca", on La tutela degli interessi dif­
fusi- nel diritto comparato, cit., pp. 449 y ss. La jurisprudencie 
anade los requisitos de continuided cn le defense do teins intc- 
resos y competencie técnica oara ello co:;:o caructeristice do toda 
asociacién que prétende su legitirnacién. Ver üENTI, op. cit., p. 534, 
(10G) La sontencia, con nota dc L. ZANUTTIGH, cn II foro italiano, 
1.975, Vol. XCVII, Parte III, p. 33 y ss. También pueden verse 
los comcnterios dc S. AGRIFLGLIü, op. cit., y V. ÜENTI, op. cit.
Por lo demés, esta lînea jurisprudencial no ha tenido confirma- 
cién cn posteriurcs docisiones. Antes bien, le posicion del Con­
sejo dc Estado sobre cl tome es oscilanto y cn absolute consoli- 
dadc; asî, NIGRü, Giustizia amministrativa, cit., pp. 115-116.
(lü9] Asî, on. materia do procedimLento administrativo, esta ce- 
rencie se observa no sélo en aquellos paîses que no cuentan con 
une regulacioh general, Italia por ejemplo, sino incluso en los
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interés difuso se admite cn supuestos particulares por normes 
Gspccinles o bien dériva dc la interpretucién jurisprudencial.
Cl problème fundamental consiste en determiner qué sujetos 
colcctivos pueden considerarse portadores de un interés difuso.
El criteria bésico esté constituido por el fin de la asociacién 
o ente de que se trate. Rige, pues, el principle de la especia- 
lidad do la asociacién, como configurador de sus facultades ju­
ridicas (llO). Cumulativamente juegan otros criterios secunda- 
rios, al objeto de limiter los sujetos legitimados: el criterio 
del reconocimiento jurîdico-administrativo previo de la asocia­
cién o ente en cuestién, le que supone un control péblico pre­
vio de la misma (ill); el criterio do la permanencia o continui- 
dad de la asociacién en la persecuciôn del fin de quo; el crite­
rio de la efectividad de la actuacién de la asociacién o su im- 
portancia social, etc. Todos estes criterios sirven para circuns- 
cribir cl érnbito de los legitimados a cntidades con un peso real 
en la vida de la comunidad, con lo que se prétende directamente 
éviter intervenciones meramente perturbadoras u obstruccionistas. 
Pero de hecho y cn relacién con las caracterîsticas dc la estruc­
tura socio-polltica, pueden dar lugar a resultados poco acordes 
con las finalidadcs expresamcnte declaradas. üxho do otra manera, 
més que servir de cauce o aperture a la expresién de intereses
que disporien de elle. Este dato en GIANiJlNI, "La tutela degli in­
teressi collettivi...", cit., p.553, que cita entre los ûltimos 
los casos de Austria, Alemania, Espana y EE.U.U.
(110) Sobre este principle, véase por todos P. BARILE, Le libertS
nella costituzione,Padova, 1.966, pp. 20 y 29.
(111) Asi en el caso de "Italia Nostra". Este aspecto es objeto 
de critica por una parte dc la doctrina italiens. Asi, V. DENTI
y S. AGRIFLGLIO, en las op. cit. respectivamente.
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subordinadüs, le quo ocurre es que ofrecen conales do mcdiacién 
intenretiva do le pluralidad dc intereses sociales (112). Y ade- 
mds c un tipo de integracién caracterizadc. por la recomposicién 
del pluralisme social de manera oligopoliste, burocratizada y cen- 
trelizada en congruencia con cl modelo sccio-polîtico dc nuestro 
tiempo.
bi desde una perspective democrdtica y progrcsista, no pue­
de dudarsG de que el reconocimienLo del interés difuso supone un 
importante paso hacic adclante, cn cuanto que amplla los mérgc- 
nes de expresién del pluralisme real, no se oculta tampoco que 
las formas concretes de tal reconocimiento, en especial la legi- 
tiniacién cclectiva y sus criterios de dclimitacién, presentan 
nuevos problèmes y contradicciones. Uno de cllos es cl ccste del 
proceso (ll3); otro las propias caracterîsticas dc aposterioridad 
dc la accién judicial. A estos factores técnico-juridicos se ana- 
dcn otros elementos sociolégicos, estrechamcnte combinados con 
elles. Hoy cn dîa sélo una asociacién fuerterncnte organizada y 
con un cierto potencial técnico y financière puede mantener una 
actividad efectiva y permanente cn defense de los consumidores 
o dal mcdio ambiante, etc., lo cual empuja a las asociaciones en 
cuestién a constituirse cn grupos dc presién y a operar como tal, 
en contacte o inflosncia reciproca con les dcmés grupos sociales 
(ll4). Por otra parte, incluso cn los casos de utilizacién de la
(112) Esta finalidad integrativa de los supuestos juridicamente 
positivizados es serialada por la neiierolid-ad de la doctrina. AsI, 
las op. ult. cit. de GÏANNINÏ, DENTI, VIHHONE, BRICOLA y TROCKER.
(113) inolMs 1 ' t algunos casos se ha tratado ds rernedinr este in­
convénients técnico. Por ejemplo, cn Alemania la ley de 21-VII-65 
citeda introduce una posibilidad dc disminuir los costes cn favor 
de las asociaciones de consumidores. Ver TROCKER, op. cit., p.463.
(114) De hecho en tal caso sc tiende a abandonar la utilizacién
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accién judicial, existen pcsibilidcdes de empleo de técnicas ju­
ridicas que sancionan la desigualdad social existcnte: par cjcm­
plo, In exigcncici de cciucién procesal o una posiblo accién contra- 
puesta de resarcimiento de danos. Todo ello limita e incluso des- 
virtéa las consccuencias renies dc esta nuova figura juridica
(115).
Con ello no quiere decirse que el interés difuso no ofrez- 
ca Dosibilidades de funcionamiento alternative. Sin embargo, tal
de los incdios juridicos institucionolizcdos para entrer en el jue- 
go dc los contactes entre vérticcs y dc la llamada participacién 
clandestine. Ver GIANNINÏ, "La tutela dcgli interessi collettivi...", 
cit., p. 563.
[lis] El caso de lo defense dc los consumidores en Alemania es 
clcro. Casi todas las acciones pénales viencn interpuestas por 
una asociacién central con sodé cn Berlin, con le que sc conec- 
tan las distintas asociaciones sectoriales o régionales. Üesde 
un punto de vista meramente cuantitativo cl porccntaje dc éxito 
de las operaciones de la asociacién es muy elevado: un 77 >j de 
casos resuoltos favorablemente en via judicial y un 95 % de casos 
resueltos extrajudicialmente. Si sc rcalizan anélisis més dife- 
renciados, la realidad aparece més nctamcnie. La actividad de la 
asociacién sc ha dirigido rnasivai.ientc contra pcqucnos comercian- 
tes y pequehas industries. Sélo cl 4'5 de los casos centra cm-
presas mcdias (5G0-5.CG0 cmolcados] y sélo cl l'S contra empre- 
sas grandes o multinacionulcs. Estas qucdan, pues, a sclvo de cual­
quier ingerencia. La razén dc ello es cl coste del proceso y cl 
eventual rcqu: rimiento de responsabilidad por dar'ios, que obliga 
a la asociacién a ser muy coûta en relacién con los casos que 
afcctan a las grandes empresas, que suponen un volumen econémico 
alto. Sobre ello ver N. TRCCKER, op. cit., p. 476. También BRICO­
LA scnala, cn cl mismo sentido, cémo un otento estudio puede de- 
mostrar la funcionalidad de la técnica del interés difuso en EE.
UU. en bcneficio de los grandes monopolies (op. cit., p. 134).
Sobre este mismo pais y con igualcs conclusiones, G. ARENA, "La 
partecipezione dei privati al procedimento amministrativa nell' 
esperienzo statunitense", en La tutela dcgli interessi diffusi 
ncl diritto comparato, p. 107.
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como so ha examinado hasta ahora, esta catcgoria prosenta, en 
su vertiente juridica, una serie de contradicciones cloras. Apar­
té de su tecnicismo y de su pretendida configuracién oséptica
(ll6), dos aspectos merecon especial atencién. Uno externo, cons­
tituido por la oplicacién de la figura del interés difuso desde 
el punto de vista cxclusivo de la accién judicial, para cuya 
resolucién se propone expresario en férmulas de participacién 
administrativo. ütro intrinseco a la propia catégorie, consti­
tuido per su fluidez e indefinicién, en otencién al cual se in­
dividualize una figura més concrete: el interés colectivo,
b) El interés colectivo.
El concepto de interés colectivo no es sino una especifi- 
cacién del de interés difuso. Incluso algunos autores confunden 
o unifican ambas categories (117). Gin embargo, entre una y otra 
existe un elemento diferenciador de tipo subjetivo. El interés 
colectivo se refiere a comunidades unificadas (NIGRO), més o me­
nos determinablcs en cuanto a sus componentes. Es el interés de 
un grupo més o menos determinable de ciudadanos, perseguible de 
manera unificada, por tener dicho grupo unas caracterîsticas y 
aspiraciones sociales comunes.
En todo caso debe distinguirse del interés propio o indi- 
vidualizado de una organizacién o grupo organizado. Este estarla
(116) En este caso nos encontramos con las limitaciones de la 
técnica juridica, aunque quizés cabrlan otras matizaciones més 
claras. Par ejemplo, reservar la legitimacién a las asociaciones 
portadoras de intereses difusos subordinados que el ordenamiento 
considéré como obstéculos a superor. AsI URICCLA, en relacién 
con el art. 3, ap. de la Costitucién italiana; op. cit., p. 134.
(117) AsI G. ARENA, op. cit., y M. CAPPELLETTI,"Appunti sulla tu­
tela giurisdizionale di interessi collettivi o diffusi", en Giur. 
it., 1.975, IV, pp. 49 y ss.
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constituido por la suma de intereses individuales de sus micmbros; 
asi, por ejemplo, el interés "social" de una asociacién privada 
o de una sociedad comorcial. El interés colectivo, par el contra­
rio aunque tionda a identificarse o a determinarse en una organi­
zacién social o centre de referencia (ll0), o en una formacién 
social o grupo social intermedio (ll9), supone no una suma de 
intereses individuales, sino una cualidad de los mismos que les 
proporciona una fuerza cohesiva superior(120). Nos sirve aqui, 
para aclarar la definicién, la distincion que ya hicimos entre 
comunidad u ordenamiento particular y organizacién. El interés 
colectivo serin precisamente el dc la comunidad, on especial cl 
de las comunidades menores u ordennmicntos particulares, y no el 
interés individual dc la organizacién que ccnstituye cl sujeto 
exponenciel o el centre dc referencia de esa comunidad (l2l).
Por ejemplo, cabria distinguir entre la comunidad de los obrcros 
metalûrgicos y su sindicato o sindicatos correspondicntes, o bien 
entre los habitantes de un barrio y la asociacién de vecinos o 
comité esponténco o institucionalizado del misi.;o. El interés co­
lectivo pertcnecc a todos y a cada uno de los metalûrgicos o de 
los habitantes del barrio y objetivamente esté determinado por 
los problèmes eue les nfectan cn comûn. Ctra ccsa es que la nor­
me o la jurisprudencie citribuyan la representacién de esc interés
(lie) GIANNINÏ, "La tutela dcgli interessi collettivi..." cit. 
p. 351.
(119] G.'iICüLA, Le azioni..., cit., p. 134.
(l2ü) A. DE VIT;., "La tutela giurisdizionale...", cit.,p. 352.
(121) "Non é superflue ricordare che secondo la giurisprudcnza 
non è azione a tutela di interessi collettivi quelle del ente che 
agiscQ a tutela di un intéresse relative alla propria personality 
o, in termini generali, a tutela délia propria qualité di figura 
soggettiva"; GIANNINÏ, "La tutela...", cit., p. 557. C sea, en 
tal caso el ente portador de intereses colcctivos se colocarla
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colectivo a uno o vorios grupos exponenciales u orgr.nizaciones 
portadoras, ya sc la atribuya cumulativamente, junto a cada indi­
viduo concrete pertencciento a tal comunidad, o de- manera exclu­
sive# Por t. nto cl interés colectivo no se identifica dc manera 
subjetiva en base a la nucva identificacién del sujeto portador, 
sino que existe una cualificacién objetiva del mismo en base a 
finalidades especîficns de un sector de la colectividad (o una 
comunidad) mas o menos determinable (l22). En osto sc asemeja 
al interés difuso y puede decirse que es una espccie del mismo,
Lo que le diferencia del interés difuso genérico es que 
consiste prccisamenbe cn una cspecificacién c scctorializacién 
de aquel en base a criterios subjetivos. El interés colectivo no 
es sino el interés difuso de una comunidad mener. Y puesto que 
existe toda una escale dc comunidades menores u ordenamientos 
particulares (GIa.MNIi'JI) , también existe todo un proceso dc espe- 
cificacién o scctorializacién del interés colectivo. Por ejemplo, 
puedc hablarse del interés colectivo de los trabajadores metalûr­
gicos o bien, concretando aûn més, de les de tal regién o ciudad 
o zona industrial o, aûn més, de los de una fâbrica o empresa 
determinada. En todo caso cl grupo o la comunidad dc referencia 
se caracteriza por su permanencia o no ocasionalidad (123). Por
juridicamente; como figura subjetiva no diferente de un particular, 
a efectos de legitimacién.
(122) BRICOLA, Le azioni... cit., pp. 138-139.
(123) Asi GIANNINÏ, para cl que "gruppo non occasionale 5 ogni 
gruppo che non abbia une durata efimera o comunque contingente, 
ossia CDstituisca una componcnte sociologicamcnte individuabile 
di una collettività territoriale générale, il cui ente esponen- 
ziale sia ammisibile in base -sempre- aile norme sull'organizza- 
zione délia plurisoggettività dell'ordinamento (per cui non si 
ammettono enti esponenziali di gruppi illegittimi o illeciti)",
"la tutela..." cit., pp. 551-552.
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eso no puede cstalogsrse como interés colectivo, por ejemplo, el 
de los ususrios de las autopistas do peaje, ni siquiera cuando 
exista una asociacién para la defense do sus intereses. En tal 
caso existirfa un simple interés difuso, del que dicha asocia­
cién serfs portadora. De hecho, podrîa hablarse de una tendencia 
a presenter los intereses difusos como colectivos, rnedinnte un 
proceso de scctorializacién o especificacién (BRIGGLA), si bien, 
como se ha visto, ello no es siempre factible.
Otra cosa distinta es la consecuencia juridica del interés 
colectivo, las formas y médias de tutela del mismo, Habrla que 
distinguir ante todo entre formas judiciales y formas participa­
tives. ücjando para niés adclante las pcculiaridacies de estas ûl- 
timas, nos fija.remos de i.amenta cn lus difcrcntes supuestos de 
accionabilidad judicial, tcniendo en cuonta que la estructura 
técnica de éstos es también aplicablc a los casos de participa­
cién.
El interés colectivo puede ser cjcrcitodo judicialmente de 
très formas (124):
l) Accién individual colcctivamcnte ejercitada. Es decir, 
en este supuesto existe un interesado individual, o por decirlo 
asi, uno victims inmeoiata y directs, pero al mismo tiempo una 
lesién del interés colectivo de la catégorie, Por ejemplo se con­
sidéra que el despido de un trobajador cn violacién de un ccntra- 
to colectivo de trabajo afecta directamente a aquél y colectiva- 
mente o toda la catégorie que contrata. En el Derecho positivo 
existen pocos supuestos de reconocimiento de este tipo de accién
(124) Seguiiius a A. DE VITA, op. cit., pp. 354-357, que sistema- 
tiza la doctrina y la jurisprudencia froncesa.
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en favor de los entes u organizaciones rcprescntativos del gru­
po social n que pertencce el afectodo. Un caso es cl del art.
31, t) del Code du travail francés, que permite al sindicato 
de la catégorie correspondiente sustituirse al trabajador en 
la accién individual que corresponde a éste por violacién, en 
su persona, de un contrato colectivo. En igual sentido sc pronun- 
cia cl art, 28 del Statute dei lavoratori italiano en favor de 
los sindicatos confédérales (l25).
2] Accién en defense de un interés colectivo ejercitada 
individualnente. El actor viene afectado por igual junto con los 
denés componentes del grupo social correspondiente, por una de­
cisién pûblica. Este supuesto esta mas admitido en la. jurispru­
dencia francesa en virtud de la técnica de los "clrculos de in­
terés'*. Sin embargo, ol supuesto tampoco esté excesivamente re­
conocido por los ordenamientos positives y por las doctrines ju- 
risprudenciales occidentales, aûn remisas a abandonar el criterio 
del interés directo (12G). Por otra parte, présenta el peligro
dc llegsr a atribuir la representacién de todo un grupo social 
a un solo individuo, como tal impulsado por sus puntos de vista 
particulares.
3] Accién en defense de un interés colectivo, colectivamcn- 
tc ejercitada. Es, sin duda, ol supuesto mas importante y cl que
(l25) Sobre este articule se volvcré més adclante, pues présenta 
otras particularidades dignes de mencién. En todo caso observcse 
que la posiblo accién sindical o colectivamente ejercitada no 
impide el ejercicio de la accién individual por el afectado sin- 
gulcrmcnto. Sc considéra que la lesién es doile, al individuo y 
a la categoric al mismo tiempo. Ver A. DE VITA, on. cit., p. 352. 
(126} Sobre ello, véase supra, lo dicho en relacién con el inte­
rés difuso.
o n
tiene una mayor trascendencia prâctica por relacién a la par­
ticipacién.
El problème que se plantea es el de determiner cuâl es el 
centro de referencia o el sujeto exponenciel de los intereses 
colectivos de una comunidad en concreto. Las posibilidados son 
aqui muchas, sociolégicamente, por tratarse de una comunidad 
unificada sobre la que pueden constituirse diverses tipos de 
organizacién. Asi, en un resumen sin pretensiones de exhausti- 
vidad, se podrian citer los siguientes: entes u organizaciones 
péblicas; centres de referencia no institucionalizadps o insti- 
tucionalizados en forma no pûblica con represontatividad direc­
te (por ejemplo, un comité de fâbrica); sujetos de naturaleza 
asociativa sin personalidnd juridica especifica reconocido (por 
ejemplo, los sindicatos en Italie, los comités espontâneos de 
barrio, etc.); asociacion s con personalidad juridica reconocido.
En el Derecho positivo los casos rnâs frecuentes son el pri- 
mero y cl ultimo, siendo excepcional el tercero y rarisimo el 
segundo. Por lo demés, en el primer supuesto podria decirse 
en principio que todo ente u organizacién péblica es, por defi­
nicién, portador de un interés colectivo juridicamente publifi- 
cado. Pcro sobre este se volvcré un poco dcspuês.
Como observa GIANNINÏ, naria se dice sobre el argumente en 
las normes générales sobre ol procedir.dcnto administrativo (127). 
Tampoco cn las eue regulan dc manera general el contencioso-admi- 
nistrativo (l26). El reconocimiento del centro de referencia o
(127) "La tutela..." cit., p. 553.
(128) El art. 28, 1, b) de nuestra Ley de la Jurisdiccién con- 
tencioso-administrotiva es un ejemplo muy reducido por su objeto: 
el recurso directe contra reglamentos. Por otro parte, se refiere 
a cntidades eue "ostcntaren la representacién o defense dc inte-
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sujeto exponenciel de un interés colectivo se efectûa por ley 
particular (caso de los entes pûblicos y de ciertos sujetos 
privados, como por ejemplo los sindicatos en las normes ya 
citados) o jurisprudencialmente. En este caso juega sobre to­
do cl principio dc especialidad de la asociacién y los demés 
criterios que ya se vieron con relacién a la figura del inte­
rés difuso, A ello se anode un criterio mas, cualificativo, 
que es la relacién del sujeto en cuestién con la comunidad 
menor correspondiente. Ello anade una dificultad suplementa- 
ria, cual es la de la representatividad dc un sujeto exponen- 
cial en caso de existencia de une pluralidad de organizaciones 
con finalidad juridica semejante y base subjetiva (comunita- 
ria) coincidente. Pero este es un tema que afecta yo més es- 
pcclficomcnte a las formas dc accién prcjudiciales o partici­
patives y que se analizaré cn su momento (l29)
reses do carécter general o corporative". De ester a una inter- 
pretacién textual poco puede ohodirse, pues talcs expresiones 
revelan las caracterîsticas dc la ép. ca cn que se aproboé cl 
precepto. Sin embargo, hoy cn dîa cabrîa dar una intcrpretacién 
diferente o més omplia, coincidente con las organizaciones pû­
blicas o privadas représentantes d^  intereses colcctivos cn base 
a la régla hermeneûtica del art. 3, ap. 1 del liod. civil. Aunque 
cl supuesto sea objetivamente reducido, ello podrîa constituir 
un primer paso para cl reconocimiento jurisprudencial del inte­
rés colectivo, pues el camino esté todo por andar en cote senti­
do, ya que al ccmbio de circunstancias polîtico-constitucionales, 
se une la ya muy rec trictiva interpr tacién del articule que en 
la ctapa anterior reclizaba la jurisprudencia. Sobre este tema, 
ver GARCIA DE EriTEARIA y T. G. FE.-TIANDEZ, Gurso... cit., vol. I, 
p. 146 y ss.
(l2P) En efecto, respecte do la pura y simple legitimacién proce­
ss! , plantea menos problèmes, en abstracto, cl reconocimiento de 
una pluralidad de sujetos exponenciales legitimados, aunque ello 
no ojsta para que las dispssicicnes que se rnfieren al tema limi­
tée esta misma legitimacién a ciertos sujetos determinados. Asî,
También esté claro que estas nuevas técnicas presentan nue- 
vas contradicciones, propias del momento histérico. En especial, 
aparece cl peligro del corporativisrno técno-burocrético, aunque 
mas o menos pluraliste. Los criterios delimitativos de la expo- 
nenciabilidad de los intereses colcctivos que ofrece el Derecho 
comparado se adivinan en esta direccién. Es decir, sc tiende a 
la consideracién de la importancia c magnirud de los sujetos por­
tadores en términos tecnocroticos, segûn su grade dc influcncia 
real sobre la funcionabilidad del sistema socio-polîtico, y no 
en base a principles finalistes de igualdad o justicia sustencial. 
Sobre todo ello es preferible profundizer en relacién con las pe- 
culiaridades dc la participacién administrative. Por ello nos de- 
tcncmos aqui, de momento.
Pero ya que, como se dijo, la partiel acién implica un mo­
do de vinculacién entre intereses de la sociedad e instituciones 
pûblicas, mcrcco la pena examinar brevcmente este segundo polo 
dc la relacién, igualmente desde una pcrspectiva teleolégica y 
con un método juridico sociologicista.
2.- LA HETERÜDENEIDAO DE LOS INTERESES PUSLICL3.
La teorla iuspublicista liberal dividla dc manera simple 
los interoses privados individuales, por un lado, y el interés 
pûblico o interés general, por el otro. Incluso ambos conceptos, 
interés pûblico e interés genera! venîan a equipararse, a deter­
minarse en una unidad abstracts: £l interés pûblico o general.
La férmula del interés pûblico ha opcrado asi como claûsula gene-
el art. 28 del Statute dei lavoratori a los sindicatos confédérales,
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rai dc legitimacién de la accién de les pcderec pûblicos y ho ju- 
gado un papol mistificatorio en cuanto que utilizada como expre­
sién dc un concepto de contenido sustancialista, ya fucse dc ori­
gan positivista-formalista o iusnuturolista.
Esta claro, sin embargo, que, desde siempre y més a medida 
que se dcsarrolla el proceso de monopolizacién y burocratizacién 
a nivel socio-econémico y el consiguicnte intervencionismo esta- 
tal, los intereses privados han venido actuando pûblicamcnv.e, re- 
cubiertos con el monte legitimcdor del interés pûblico (130),
Pero lo que importa senalar es precisamente que bajo la pre­
sién de los diverses y a vecds contrapuestos intereses sociales, 
se ha producido asimismo una pluralizacién de los intereses ins- 
titucionnlizados como pûblicos. Hay una pluralidad de sujetos 
formalrnente pûblicos, que se constituycn y actûan en persecucién 
de finalidadcs mûltiples. Los intereses que defienden estos su­
jetos pûolicos son igualmente no sélo distintos sino incluso con­
trapuestos y se colocan entre si en relacién de conflicts o do 
coordinacién, de subordinacién o dc prirnacia (l3l). Per ejemplo, 
cl poder pûblico tiene hoy en dîa la misién de defender los in­
tereses de los industriales y de los trabajadores, de los comer- 
ciantes alimentarios y de los agricultores, etc. En definitive, 
la pluralidad de intereses tutelados pûblicamentc y la correspon­
diente pluralidad de les entes pûblicos exponenciales dc taies 
intereses révéla la paulatina mutacién de la mcdiacién del mercado
[ 130J HA-'ERi A3, "Gui concotto..." cit., habla do una separacién 
de poderos opolîtica, para indicar cémo el poder pûblico se di­
vide en éreas dc influencia privadas, lo cual es una expresién 
muy grafica pero no totalmente exacte, habida cuonta del area de 
autonomie relative de las organizaci nos pûblicas.
(loi) üIaN(\1INI, Diritto anmlnistrativo, cit., I, pp. ICG y ss.
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y su sustitucién por la mediacién pûblica, o, dicho de otra ma­
riera, la publificaciûn de la vida social y i privatizaciûn de 
la actividad pûblica.
Dada la diversidad sociolûgica de estos intereses, sc ha 
utilizado la expresién heteroneneidad de los intereses pûblicos 
para descrinir tal estado dc casas (l32). Y puesto que la reali­
dad politico-juridica ha cambiado en este sentido, imports, tan­
to al snciélogo corno el politélogo como ol iuspublicista, cada 
uno en su propia esfera, la forma dc recornposicién de e:'ta he- 
terogeneidad,
Desde un punto dc vista teérico-juridico debe concluirse 
la imposibilidad de définir un concepto dc interés pûblico sus­
tancialista, con validez préctica general, que no sea en esencia 
un concepto mistificante (l33]. Un criterio subjctivo (positivis­
te) , que idcntifique el interés pûblico con el interés del Es­
tado, tiene pocc valor dcl'initorio, pues daria lugar a un circu­
le viciüso. Un criterio objetivo, segûn el cual es interés pû­
blico el que sirve a la rsolizacion de la convivencia erménica 
entre los asociados (l34) tampoco es cncontrable, pues su conte­
nido variaria con las circunstancias histûricas,
Por tanto, hay que hablar de intereses pûblicos concretos, 
en plural, y de intereses pûblicos hecorcgéncos (l35j. De ahi
(132) GlANiilNI, Diritto amministrabivo, cit., p. 106.
(133) oobre este tema y la cxplicacién que sigue ver A. PlZZÜRUDSü, 
"Interesse pubblico e interessi pubblici", en Riv. trim, dir. c 
proc. civ,, 1.972, pp. 57 y ss.
(134) PIZZÜRUB30, op. cit., p. 66,
(135) "Quelli che si incontrano nella vita male, cioè, sono i 
molteplici e diversi interessi pubblici, montre 1'intéressé pub­
blico al singolare è soltanto una locutio brevis per indicare l'in- 
sieme degli interessi pubblici oppure quelle fra essi che pub o 
deve essore curato nella specie"; PIZZO.RUoSü, op. cit., p. 65.
ôque ni problema no esté cn élaborer una definicién genérico del 
interés pûblico, sino en estableser cémo se procédé juridicamen- 
te a la identificacién de los intereses pûblicos y qué utiliza- 
cion debe darse a los mismos, una vez identificados (l3S).
La identificacién del interés pûblico concreto, dado el plu­
ralisme de los sujetos investidos de atribuciones pûblicas y su 
autonomie relative, se realize de manera mûltiplc y graduai. Se­
gûn PIZZLUU3SÜ, "todo acto juridico dirigido a lu. tutela de in­
tereses pûblicos implies una actividad de idcntificacién dc les 
mismos, que consiste, por un lado, en una recepcién de indicacio- 
nes derivadas de la determinacién de taies interesc ' rcalizada 
a través de precedentes actes o hechos juridicos (los cuales opc- 
ran, pues, como Puentes que los ope. adores (juridicos) especifi- 
cen a través de procedirniontos interprétatives mas o menos com- 
plejos y eventualmente incluso inconscientes) y, por otro lado, 
en una valoracién directe del problema que esta sobre cl tapote 
para recabar también par esta via indicaciones accrca del inte­
rés pûblico a tutelar" (l37).
Por tanto, los intereses pûblicos concretos no sc detcrmi- 
nan solarncnte por la Icy o por la jurisprudencia (l3c), si bien
(136) PIZZ0RU33C, op. cit., p. 66.
(137) Gp. cit., p. 71.
(13B) Esta séria fundamentalrnente la posicién de GIANNINÏ, para 
el cual los interests pûblicos se dividen cn dos categories: los 
calificados como talcs por la norme juridica organizativa y los 
enunciados por la norma cn via indirecte. Para calificar estes 
ûltimos la jurisprudencia introduce olguncs criterios interpré­
tatives. El prirnero de elles séria que cuando un interés esté 
otribuido a una instancia que pertcnecc sin duda a los poderos 
pûblicos dcjo considerarse sin duda como interés pûblico. Otro, 
la calificacién como pûblico de un interés del que es portador 
un ente exponenciel de un grupo de relevancia pûblica, cuando cl
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una y otra fuonte dc produccién juridica jucgan un papel importan­
te a tal efecto, Por el contrario, su determinacién résulta de 
la combinacién constante dc influencias diverses, ya deriven de 
experiencias pcsadas o de la decisién que coda operador juridico 
realize en coda momento preciso en cl ejercicio de las funoiones 
publiées de su compctencia (l39). Los intereses publiées no sc 
identifican sélo de manera general par les érganos representati­
ves de la comunidad y de manera particular por el juez.
Por otra parte, dada la variedcd dc les sujetos juridico- 
pûblicos que intcrvienen on la concreccién de los intereses pû­
blicos, se podria realizar una tipificacién técnico-juridica de 
los mismos. Cabria distinguir entre intereses pûblicos de caréc­
ter general, eue son los que identifican les érganos que ticnen 
como funcién la direccién politico (indirizzo) dc la comunidad, 
c intereses sectoriales [l4ü). En otro sentido, se habla de in­
tereses pûblicos globales, cuando cl sujeto pûblico en cuestién 
50 ocupa, de un interés, sociolégicamente considcrado, en toda 
su plenitud; e intereses pûblicos puntuc.les, cuandc sc ocupa dc 
un aspecto concrete del mismo, en concurrcncia con otros sujetos 
quo actûan como portadores de esc mismo interés. Por decirlo asi, 
cl sujeto pûblico dc referencia no acapara en este ûltimo caso 
cl interés sociolégico de que se tr-.te. Per ejemplo, un ente
interés se enuncia o tutela de manera indirecte o rcflcja. Ver 
Diritto emministrativo, cit., pp. lOL'-llG. Lo cierto es que ta­
ies criterios jurisprudencialcs arladcn muy poco desde el punto 
de vista de la idcntificacién de los intereses pûblicos. Antes 
bien, viencn a rcconocer, subjetivamente, la pluralidad de modos 
de identificacién.
(139) FIZZt'RUoJ.., op. cit., p. 72.
(140) Ver olAENINI, Diritto emministrativo, p. 110.
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pûblica para la dci'cnsa del patrimonio artistico do una ciudad 
tendra misiones de vigilancio, fomente c incluso de prestaciûn, 
pcro no agot; todo tipo dc actividad tendente a la misma fina­
lidad, En tel caso existen intereses pûblicos de vigilancia, 
fomento o prestociûn en esta materia, sin que ello quiera decir 
que no pueden existir intereses privados y sus correspondicntes 
sujetos exponenciales en este mismo ca:..po. Ejemplo tîpicü dc in­
terds global séria, por cl contrario, la scguridad pûblica (cn 
sentido restringidü ahora),
Por ûltimo, un poder pûblico puede tener atribuida de mène­
ra especifica la tutela de un sntcrds determinado. Tal interds 
viene considcrado al efecto como interés primgrio. Respecte de 
dl todos los demas intereses concurrentes en una acciûn pûblica 
concrete son sccundarios. A veccs un mismo sujeto pûblico viene 
obligado a tcmar en consideracién dl mismo t,nto el interds pri- 
mario como les sccundarios. Ütras veccs cada su.:eto se ocupa de 
un interds, que para dl es primario, y la composicidn se reali­
ze a un nivel org. :nizativo mis general. Considoreda globalmente, 
la realizacion de un interds primario no puede tener lugar nun- 
ca sin tener en considcracidn los intereses sccundarios concur­
rentes (l4l),
El segundo problème técnico-juridico que plantean los inte­
reses pûblicos es el dc su utilizacién, el dc su actuacién efec­
tiva. Ello supone un problema de control, de garantie (en senLi- 
do amplio) del cumplimiento o persecucién del interés pûblico 
juridicamente identificcdo (142J, con la que volvemos a conectar
(l41J 0. JEPE, L"officienza..., cit., p.132. 
(142) PIZ2CRU33D, op. cit., p. 84.
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con el tcrna do la participaciûn.
rîGsurniondo, sc podrîa decir con PIZZG.UJoJÜ pue los intere- 
SGS publicos son finolldadGs concrctas que doben realizar los 
(5rrjc;nos y entes pdblicos, y que en un ordonaMiento de base plu­
raliste hay tantos intercses pûblicos como comunidades cxistcn- 
tes en cl dmbito del rnisino (l43). Lo que importa es, sobre todo, 
la forma de organizer (eatructurar] la heterogenoidad de los in- 
terescs pûblicos y hacorlus actuables rccomponiûndolos en una 
unidad operative. Esta es una tarea que corresponde cl politico, 
pero que puede expresarse en tûrminos jurfdicos. Elle nos lleva 
a revclorizcr las principles jurîdicos de carûctor teleolûgico 
que se expresan en la pirûnide de un ordenorniento jurîdico posi­
tive. Partiendo de elles y tenicndo on cuenta la roalidad infra- 
estructural, cl juriste puede proooncr un csfuerzo de la volun- 
tad, colectiva o de cada operador juridico. En definitive, entre 
el pure scr y el simple deber scr, cuya confusiûn debe evitarse 
crîticamente, so pena de mistificacidn, cabe el mûs concrete, mûs 
politico y, a mi modo de ver, mas tûcnico-juridico poder scr.
3.- PLLU.nü IPÏ' GGü Y CüPiliCi; Cl.M uL TEf ,A ÜH LA PA3TICI ACION.
La clcsificacidn de lus intercses jurîdicos que se acaba 
de realizsr ticne un ccrûctcr réaliste y sociolûgico. dcsponde, 
a nivol juridico, a las caractcrîsticas histûricas de las socie- 
dadcs del ccpitalismu tardio, Partiendo de este base, la tûcnica 
juridica versarû sobre las formas y inodos de conexiûn entre In- 
tereses sociales e intercses pûblicos. La diferencia con el esque- 
ma. liberal cstriba en la neuesidad de réguler la mcdiaciûn entre
(lZ3) Pp. cit., p. LG.
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i cada interés difuso □ intards colactivo cspecifico y cada es- 
pecifico intcrds pdblico. Pero entonces ocurro que la forma ju­
dicial de mediaciûn, ejo del sistcma liberal, no es ya suficien- 
te, pues se trata do una forma correspondiente a un esquema 
Gsencialmente individualiste. Se plantea, pues, el tema de la 
participacidn administrativa, quo no es otra cosa, tdcnicamente, 
que la vinculacidn extrajudicial (administrativa) diferenciada 
entre intereses difusos y colectivos e intereses pûblicos.
La tarea del iuspublicista consiste en primer lugar en 
analizar cûmo se realize la participacidn administrativa en el 
Derecho positivo. Elio requiere el examen de los sujetos par­
ticipantes y de las formas de participaciûn. Este anûlisis de- 
bc realizarse teniendo en cuenta la relaciûn estructural entre 
el data juridico-positive y el entorno socio-polîtico en el que 
se inserta. La razûn politico del precepto y sus consocuencias 
sociales no pueden escapar a la atenciûn del juriste. Tampoco 
se deberû olvidar el anûlisis critico del nivel estructural ideo- 
lûgico, os decir, de la forma teûrica en que se représenta la 
realidad positiva. Por ûltimo, y puesto que el dato juridico es 
normative y ordinamcntal, se debera poner de relieve la conca- 
tenaciûn lûgica de un determinado dato con el conjunto articu- 
lado del ordenamiento. Y puesto que el propio ordenamiento esta- 
blece unos principles idéales reguladores, habra que observer 
la correspondencia de cada supucsto concrete, en su plenitud 
sociolûgica y juridico, con dichos principles.
Concretando un poco mâs, la vinculaciûn juridica entre in­
tereses difusos y colectivos e intercses pûblicos puede abordar- 
se con dos diverses metodologlas. Una tienc sus ralces en una 
consideraciûn instrumental del fenûmeno de la participaciûn.
10^
Jurldicarnent'e comporta la cxposicidn de la corrccciôn Idgico- 
formal del supuesto en el marco de las réglas de jucgo tûcnico- 
jurfdicas. 3uele acompanarse de una consideraciûn purarncnte 
ideolûgica de los principios jurîdicos que estân en la base 
del ordenamiento. La segunda parte del anûlisis a la vez ju­
ridico y sociolûgico de cada caso e intenta ofrecer soluciones 
positivas a travês de una positivizaciûn de los propios princi^ 
pios jurîdicos. Intenta conectar realidad social, dato norma­
tive y finalidad politico jurldicamente expresada. Ambas cum- 
plen una funciûn ideolûgica: la primera de carâcter justifica­
tive o legitimador; la segunda de carûcter progresivo o finalis­
ts. Lo dicho poco mûs arriba indica la aceptaciûn en este tra- 
bajo de la segunda corriente metodolûgica.
Ccipîtulü III
L-n-i JUJITC3 DE : A PA rrib IP A Ü IÜ rJ ADUINIGTA J IV A
Definidn la participacion administrativa como intervonciûn 
en la actividad de la consider.:do ccr'.rj droa administrative en de­
fense de intereses supraindividualcs y exeminado el problema de 
la configurecion tûcnica de este tipo de intereses, el siguientc 
paso anâlitico dcbe verser sobre les supucsuos de ectuaciûn de 
los mismos en ol ûmbito prejudicial del funcionamiento de le. Ad- 
ministraciûn pûblica.
Este anûlisis puede dividirse en dos fncetas, que nos ocu- 
paran sucesivamente. La primera de tipo subjctivo: quién partici­
pa o puede G debe participer en las funciones administrativas.
La segunda tiene un carûcter estructural: cûmo, en quû formas se 
organize tal participaciûn. La exoosiciûn del tema se sistemnti- 
zarû en base a estas dos perspectives, sin olvidar que en relaciûn 
con elles surgirân otras posibles lîneas de enfoque y otrcs pro­
blèmes conexos: en qué tipo do actividad sc participe (perspecti­
ve objetiva], cudles son las consecuencias en cl piano do la or- 
ganizaciûn administrative (perspective organizative en sentido
estricto), etc.
Gociolûgicanente este cemostredo que determinadcs sujetas
sociales porticipan, en el sentido expuesto mes arriba o en sen-
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idü distinto, en las funciones administracivas, Hay quien lo ha- 
CG como portador do intereses colectivos y quien actûa a bénéfi­
cie de sus intereses individuales. Pero junto a esta vertiente 
mcramente sociolûgica cabe un examen jurîdico, centrado sobre 
los sujetos; reales o posibles, de la participaciûn segûn un or- 
denamienlo dado. Lo que sc estudia es el tema de la ordenaciûn 
o institucionalizaciûn, en una u otra forma, de la porticipaciûn 
administrativa, sin plantearnos directamentc, aunque teniendolo 
siempre en cuenta, sea la existencia de una intervenciûn no ins- 
titucionalizada, sea mis clarc.mente la prcponibinilidad de tal 
instituoicnalizaciûn.
Pues bien, lo que ocurrc, en tûrminos jurîdicos, es que 
cada operador jurîdico, ya sea législative, judicial o adminis­
trative y muy especialmente este ûltimo, tienc un cierto grado 
de autonomie a la hora de designer o admitir los participantes 
efectivos. Existe una arnplia esfera de discreccionalidad, espe- 
cialmente administrative, en esta materia (iZZJ. Ante ello el 
juriste puede senalar unos critcrios limitetivos u ordcnetorios
(l44) Senala J. CHEVALLIER, "La participation,.,", cit., II, p. 
511, en concordancia con CRCZIER, que "la sélection des relais 
est d”*abord et avant tout le fait de l'administration qui struc­
ture son environnement par des rélations de cliéntéle... Ses 
interlocuteurs deviennent des 'notables'dont le pouvoir est de- 
fini par la capacité d'accès au système administratif et la fa­
culté de manipuler l'administration. Ces partenaires privilégiés 
ont pour function de filtrer l'éventail des inté-rets entre les 
quels l'administration tranche. Cependant, la pratique de la 
participation dans l'administration française montre d'emblée 
que cette recherche ne s'exerce pas de manière indiferenciée: 
certains grouppes, certains relais s'imposent è l'administration 
comme interlocuteurs valables, soit parce qu'ils représentent 
les classes dominantes, soit parce qu'ils sont utiles pour con­
trôler une zone possible de tension sociale, soit encore parce
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de tul discreccionalidad en base a los princioios y los preceptos 
del ordenamiento, sin desconocer las consecuencias socio-polîticas 
de talcs criterios. Ahora con carûctcr general se excminarân las 
distintos soluciones positivas al oroblema de los sujetos parti­
cipantes y las consecuencias que de elles derivan, Partiremos do 
une distinciûn fundamental entre participaciûn individual y par- 
ticipaciûn colectiva □ mediante grupos (l45), A ello anadiremcs 
alqunas observaciones sobre la participacion do los diferentes 
sujetos pûblicos, en relaciûn con el supuesto de la participaciûn 
interorgûnica,
1 . -  LA PAàTICIr^AGIOd ïf iü IV ID U à L .
Considerando al individuo singularmente, no como représen­
tante o dirigente de un grupo social organizedo, puede observar- 
se cûmo determinados ordenamientos jurîdicos le atribuyon facul- 
todes de intervenciûn en las decisiones administratives en actua- 
ciûn de intereses de los que es titular no individualmente, Por 
cjomplo, sc le reconoce la posioilidad do intervenir en un proce- 
dimiento adrninistrativo para la eloboraciûn de un acte general 
que tienc como destinatario a una pluralidad de ciudadanos colcc-
qu'ils ont acquis une capacité de négotiation fondée sur la maî­
trise d'un élément de pouvoir, positif ou négatif".
(145) Tal distincién basica en FERMIER, "La participation des ad­
ministrés...", cit., p. 667, que vincula la misma a otra distin­
cién fundamental entre participaciûn directe o personal e indirec­
te o mediate, aunque ésta ûltima distincién es muy discutible, 
pues si tienc una simple base subjctivo es una tautologîa. Si, 
por el contrario, ticne une base objetivista, protonde medir la 
incidencia del individuo en le decisiûn administrative, es esca- 
samente cierta desde un punto de vista sociolûgico.
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tivanicnte conoidcrados; so lo atribuye el derecho dc elegir un 
ccnsejo do escuela c de Facultad, o bien de distrito escolor o 
do Universidr.d, etc. El problems jurîdico que se plsntea en ta­
lcs supuestos es cl de la legitimacion del individuo concrets o, 
dicho de otra mènera, el del tîtulo jurîdico dc su participaciûn 
administrative. El problema sc resuelve mediante el reconocimien- 
to en favor del mismo de la titularidad de un interûs difuso o 
colectivo, segûn lus cases. Asî, si sc adrnitc positivarnentc la 
facultad de los destinataries de un scrvicio pûblico, de lus con- 
sumidorcs de un bien pûblico, de lus trabajadurcs de une unidad 
administrativa o dc les componcntes du una ccrnunidad social a 
intervenir individualmente en un proccdimiento administrative o 
en un acto electoral, bastarû con firmer la cualidad de un indi­
viduo como pertcnecicntc a la comunidad difusa o a la colecti- 
vidud de rcfercncia para confirmer su titularidad del derecho 
atribuido con carîcter gcnûrico. En tal caso puede hablarsc de 
derechos dc participacion, categorîa cstructuralmcnte prûxima a 
los derechos reaccionales de que ya se hablo, derechos declara- 
bles y tutclables a travûs de una acciûn judicial individual. No 
se trata, pues, de un r'.ero dcrccbo subjctivo pûblico, en el sen­
tido clasico del tûrmino, sino mas bien dc un stm.tus jurîdico, 
eue tienc un cmntonido participatôrio.
Pero si desde el punto cfe vista lûgico-fcrmal no parecen 
cxiutir grandes problèmes teoricos, otra cosa muy distinta suce- 
dc dusde una perspective sustL'.nciolista, es decir, tenicndo en 
cuenta esc contenido participative y valorûndolo sociologicista- 
mente. Résulta entonces, como se coricluye con carûcter casi ge­
neral, que taies supucstos de participaciûn individual prcsentan 
una cscasa incidencia prûctica sobre el operar administrative.
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las posibilidaclGs rcalcs dc influcnciabilidnd do la accién ad­
ministrativa por el individuo aislado son casi nulns y los su- 
puGstos institucionaiizados tienen r.és valor idoolûgico (intc- 
grativo] que real. De todas formas, ccnvicne distinguir entre 
varios tipos do participaciûn individual y concretar inductiva- 
mente esta primera hipotesis critica,
a j Un tipu partioipativo es el do la intervenciûn
procedirnental cn base a intereses difusos o colectivos. Los ejem- 
plos cn el Derecho comparado son numerosos. En Estados Unidos 
existen varios supuestos do public.hearing o standing de los 
titulares do intereses difusos on procodimicntos administrati- 
vos. En el Rcino Unido, la Town and Country Planning Act de 1.96B 
faculta a cualquioi’ ciudadano para presenter obs.rvaciones a 
los planes urbanisticos cuyo proyecto so publique. En Francia 
la técnica de las enquêtes publicits. se utilize en cicrtos casos 
cn materia dc decisiones sobre lo propiodad inmobiliaria (expro- 
piaciones, urbanismo, etc,}. Lo rnismo ocurre cn Itolia cn cier- 
tos proccdimicntos espccialcr,. Dcjando para mas adclante la ex- 
posiciûn detallada de estas formas participatives procedimcntales, 
interesü rccalcar ahora cual sea la incidencia real del ciudada­
no cn las decisiones administratives a través dc elles.
Formalmente, este tipo dc participaciûn del individuo ais- 
lado, del hombre de le celle, del non-joiner, del uomo quelunque, 
ticne dos funciones principales. Une de elles scrîa proporcionar 
una serie de datas técniccs que pueden scr dc utilidad a la Ad- 
ministraciûn para la adopciûn dc una decisiûn. Una consideraciûn 
exclusive dc esta finalidad nos llevarîa a rechazar cl califica- 
tivo cL participaciûn para tal supuesto, cn cl sentido cn que se 
vionc dcfinienüo esta expresiûn. Estarîomcs mûs bien ante un caso
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proximo ol de intervoncion dc expertos, si bien no fuese una in- 
tervcnciûn técnica nominal sine abierta a una pluri.didcd indcfcer- 
minada dc sujetos.
Una segunda finalidad, que es la que nos interesa, y que
cn la prôctica va ligada a la primera, séria la tona cn considc-
racion per parte dc la Adninistraciûn de la cpiniûn del intervi- 
niente, en cuanto que ésto es portador dc un interés difuso o co­
lectivo. La consccuencia juridica de eson. interpretc.ciôn no sé­
ria, cvidenternente, la neccsidad da la Administraciûn dc adecuar
su resoluciûn a los descos del o de los intercsados, aunque hu-
bicsc una mayoria que se pronunciasn cn un sentido igual y con­
crete. La responsabilidad corresponde siempre a la autcridad ad­
ministre 'tiva. Pero si la ley no dijcsc nada on contrario, la lû­
gica dc los principios que rigen cl procedimicnto administrati- 
vo llevaria a cxiqir una motivaciûn dc la. no adccuaciûn del acto 
final a las manifestacicnes de opinion o voient.d de los intere- 
s:-dos. Ello podrîa producir cicrtos trastcrnos cn cl funciona- 
miento dc la maquina administrative, obligada, si no a dar una 
rcspucsta a todos y cada une dc los posibles participantes, pues 
lo rnismo darîa una motivaciûn uni tari a que aconpaiiase al acto 
final y en la quo sc contcstose a todos los bloques dc observa- 
cioncs expucstas, si a considérer cada une do las inlervcnciones. 
Gi tcnomos cn cuenta el numéro dc hipotûticos participantes ti- 
tularcs de un intercs difuso o colectiva cualquicra, sc podrîa 
concluir que este tipo dc participacion individual puede dar fa- 
cilidcdcs para acciones oc caracter obstruccionista (146}•
(14G) Dc abî que algûn autor ( TUII . .UUIIIJ postule 1:: limitacion 
dc c. tes supucstos participatives a sujetos colectivos, o al me­
nas la restricciûn a elles solos del derecho a obtencr motivaciûn
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Pero abiindononclo esta crîtica formal ad absurdum, lo rea­
lidad se présenta de manera muy distinta. Normalmente la Admi- 
nistracion hara muy poco caso de la intervenciôn del particular, 
o la tendra en cuenta en medida desigual segûn la importcncia so­
cial del interlocutor. Entonces, la intenciûn participative re- 
flejada. en la norma sc transforma en sentido ideologico justi­
ficative. El supuesto tienc una naturaleza integrative que ope­
ra a nivel do ideolôgîa y dc spicologîa individual. Sc eccrca 
mas a los instrumentes de roleciones pûblicos de la Administra- 
ciun que a un verdadero modelé do participacion administrativa 
en sentido estricto. f.’iûs adclante, en cl estudio dc las formas 
participatives sc analizara con detalle esta consccuencia. Lo 
que dc rnomento intercsa subrayar son las cscosas posibilidades 
que tiene el individuo aislado dc incidir en la decisiûn del po­
der pûblico y, por tanto, los"limites de la participaciûn indi­
vidual (147). A ello contribuye igualmcnte la imposibilidad del 
particular para dominer una materia cn su globalidad y la falta 
de informaciûn que como individuo soporta, sin que normalmente 
las normes sobre participaciûn proceoirnental concurran dccisi- 
vaincnte a subsanar esc defecto informative scbrc los asuntos pû­
blicos (14B).
b} Un secundo tipo dc participaciûn individual, tomando aho­
ra este calificativo como indicativo del grupo o conjunto social 
no organizado en cl que cada individuo mc.ntiene una cierta posi- 
bilidad de acciûn independiente, es la que ofrece la instituciûn
del dosocucrdo administrative. Lo cierto es que como arpumento 
cn favor de una participaciûn mcramente por prupos es bastante 
dûbil, ya que la realidad se aparta claramcnto dc esta hipûtesis 
logicista.
(i47J oobrc este tema ya HAuERî/AE, "Gui concetto..." cit., p. 45. 
(14G) Ver F. TRI,", ,RuHI, op. et loc. cit., p. 17-16.
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del referendum. Este no solo sc instrumenta ccr.o simple corrector 
dc posibles deficiencios del drgano legislative. As£, cn Italia 
cl referendum zv. lia cstablccido con relaciûn a ciertas decisiones 
dc la llamada ûreo administrative. La mayorlo dc los estatutos 
régionales italisnos cstablcc n el referendum consultivo o abro­
gative scbrc cctos legislatives, rcglcmcntarios o administratives 
dc cnracter general dc las Rcgioncs, Algunos réglementes munici­
pales sobre la dcsccntr. .’lizooiûn urbane, como per cjcmpls cl ré­
glemente dc Florencia cn su art. 20, instituycn cl referendum 
sobre determinados nctos administratives municipales o de los 
distritos urbenos.
En estes casos la posiciûn juridico participative del indi­
viduo porccc que ne présenta graves problèmes tûcnicos. En cuol- 
cuier caso, ol referendum cuenta con una base subjctivo detcr- 
minode o determinable: los habitantes dc una rcgiûn, de un mu- 
nicipio, de un ta.rrio, etc. _stos sujetos son titularcs, todos 
y cada uno dc g1?.os, dc un interûs colectivo que- se actûa a tra­
vûs del instrumcnto rcfcrcndaric. En cl momenta de aotuuciûn del 
referendum les corresponde un dorccho individuel do manifester 
su opiniûn mediante el voto. En cl moments prcvio de le inicia- 
tiva referendaria son titulares, todos y cada uno de cllos, dc 
un derecho do pcticiûn que, norme.Imente, cuando os cjcrcitado 
por un cierto numéro dc ciudadanos tienc como consccuencia obli- 
g. da (rcglndoj la puesta en marcha del mecanismo rcfcrendario y 
la convccatori'i al vota. A vcccs este derecho proceai'.nental de 
iniciativa se rcs rva, sin embargo, a cicrtos représentantes u 
organisir.os pûblicos.
Ücsbc un punto dc vista subjctivo interesa rcs Itar que 
se troua de acciones dc tipo comunitario. Es decir, son acciones
men les que cl individuo tome parte inorgûnicomente junto con 
otros mienbros de su nisme comunidad, pero no cn cuonto rue in­
dividuo aislado, si bien tcmp:co como pcrtcneciente y u travûs 
de un grupo social organizado. Lo r.iismo sucedc cn los supuestos 
dc iniciativa popular.
Gin embargo, esta calificacion jurîdico dcbe controstorse 
con la realidad sociologies. Desde luego las posibilidades dc 
incidencia en cl contcnia'o de la acciûn administrative son, en 
este caso, mucbo mayurcs eue cn cl supuesto de la participaciûn 
procedimontal. di se trata do un referendum c.nsultivo, la fuer- 
za nolîtica moral de una opiniûn pûblica mayoritaria definida 
horîa muy difîcil, on tûrminos politicos, la ado^ciûn de una re- 
süluoiûn contratia, jurldicamente posible. ai se trata de un re­
ferendum dcciscrio □ abrogative las consecuencias del veto po­
pular son directes e inmediat 'S. din embargo, en lo practice 
esta acciûn comunitario no puecie consider, rse c01,10 totalmente 
libre y autûnona. Ln primer lugar porque el contenido dc un po­
sible referendum, la cucstiûn o alternative auc se sometc a la 
decisiûn dc la comunidad, vicnc fijoda dc antcma.no por cl pro- 
ccdimicnto de actuaciûn y cn especial por la pcticiûn o inicia­
tiva raferendaria, de mènera samejante al mécanisme jurîdico do 
la congruencia, procosal. an scgundo tûrmino, porque cl acto de 
iniciacion, la pcticiûn del referendum, si bien se concrete ju- 
rîdicamente en uns scrie dc actes individuales libres, rcouiere 
on esfuerzo organizative y una volent d concrotizodo y homogûnea, 
que solo puede conseguirso, por rcgla general, a travûs dc los 
grupos organizados. dûlo un nartido politico o una asocia.ciûn 
oatructurada son caprices de organizer la recogida de firmes, 
la prcsontaciûn de las mismas para su legalizaciûn, la puhlicidad
Cl
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necGsaria y los debate pûblicos sobre cl osunto de que se tro- 
te. Ello signifies que los grupos, politicos o de intercses, 
promotores son los que de hccho fijan el contenido concreto 
de la cuestiûn que se somete a votaciûn. La ventaja, desde el 
punto dc vista del hornbre concreto, consiste en la posibilidad 
de expresar su opiniûn, con oficacia juridica pûblica, en rela­
ciûn con problèmes especificos de la vida colectiva y no sûlo 
dar su consentimiento o convianza a una politica global, mûs o 
rnenos detallada o a un grupo politico determinado, Ello reduce 
el papol de la mediaciûn y mediatizaciûn de los partidos poli­
ticos y de los grupos de interûs, aparté de que deja mayor es- 
pacio a la acciûn de las rninorias politicos.
De hccho, un estas ûltimas ideas puede advertirso la con- 
tradicciûn inhérente a la figura d 1 referendum, en cuanto que 
su consideraciûn aislada y su uso indiscriminado puede llevar a 
situacioncs de dcscomposiciûn del abanico politico, con graves 
efectos desestabilizadores, mientras que, por el lado positivo, 
puede constituir un remc-dio contra el oligopolismo elitistq y 
burocratizado de la actividad politica institucionalizada, Pero 
tambiûn sobre esto se ha de volver mas adclante.
c) Un ûltimo tipo gcnûrico de participaciûn administrativa 
a titulo individual viene constituida por los supucstos de elec- 
ciûn de représentantes en el sono de estructuras administratives. 
Los ejemplos reales son numerosos, denominados a veces como su- 
pusstos de cugestiûn o autogestiûn administrativa [l45). Los
(l49) J. P. FERMIER, "La participation des administrés...", cit., 
p. GLG habla de cogestiûn refiriûndose o la participaciûn univer- 
sitaria y a las comisiones triportitas de las empresas nacionali- 
zadas en Francia. R. DETTINI, La partecipazione... cit., p.55-74 
utilize cl tûrmino cogestiûn con relaciûn a la participaciûn en 
la Universidad y la oscuela italiens o incluse cl de autogestiûn
201
conac'jus da U n i v c r G i d a d c G  c escuclns, les CGnscjos de b. rrio, al- 
gunc-G G G t r ucturaG r e p r G G G n t a t i v o G  an el campa de la administra- 
ciûn Ganitai'ie, etc. se cncuadrorîan en est.- figura p a r t i c i p a ­
tive.
Tambiûn cn eatc caso nas encontramos en el ambito de los 
intereses colectivos, no mcramente difusos, por la imperiosidad 
dc deteï’minaciûn o determinabilided de la comunidad sujetc de la 
paï’ticipaciûn. Aunque el criterio de determineciûn puede no scr, 
o no ser ûnicamente, territorial. Par ejeniplo, los estudiantes 
dc una Fccultad o distrito universita.ric, les pedres de alumnos 
de une escucla o distrito escolar, los trabajedores sanitarios 
de un hospital o de una circunscripciûn sanitaria. En talcs ca­
sas el criterio definitorio es de carûcter funcional, mientras 
que cl cle.ncnto territorial pesa a scgundo plane, como consti­
tutive de una ulterior especificacicn (l5üj. Lo que importa es, 
pues, la pertenencia de un ciudadano a una. comunidad funcional- 
mente determinable, ya que ello le hace titular do un interûs
por rcfercncia a les organismes de direcciûn y control dc la RAI- 
TV y del ÏI'Pü italianos. A mi juicio, aparté c:c las dificultades 
ideolûgicBS que ofrece el emplco de a:„bos tûrminos, jurîdicamente 
habrû que distinguir tenicndo cn cuenta los supucstos o el grado 
de participaciûn directe rie ciertas categories de ciudadanos o 
bien el grade dc participaciûn dc cicrtos grupos organizados, 
asî como tambiûn en base al criteria de la real o jurîdicamente 
potencial incidencia decisoria de taies categories o grupos. So­
bre ello, vûase infra, Capîtulo VI.
(lüO) IgualmenLe cn los consejos de borrio regulados en Itelia 
por le ley n^  27B/1.5VG, los ciudadanos participan eligiendo los 
CLinscjoG dc zona urbane en cuanto que vecinos del municipio de 
que se trate. El conscjo dc barrio no es un nuevo ente formalmen­
te autûnomo, dcsligado del municipio, sino un instrumentai dc par­
ticipaciûn cn la gcstiûn municipal. El ciudadano participa, pues, 
cn cuanto que intégrante de la colectividad municipal, mientras
202
colectivo concreto. La forma de cjcrcicio de ese interûs colec­
tivo es individual, en cuanto que supone un derecho individual 
de participaciûn, que se concrete en cl voto, al que pueden vin- 
cularse otras facultades conexas. En tûrminos générales es un 
derecho que se actûa comunitariamente. La base juridica de este 
supuesto participative viene, pues, determinada por estos très 
elementos tûcnicos: interûs colectivo, expresado a travûs de un 
derecho participativo individual que se actûa comunitariamente 
(no colectivamentc]. Se diferencia de la participaciûn procedi- 
mental en cuanto que en ûsta existe una actuaciûn individual 
de un derecho participativo individual, derivado de la titula­
ridad de un interûs colectivo (l5l). Se distingue del referen­
dum sobre decisiones administratives en cuanto a la forma de ins- 
titucionalizaciûn de esa actuaciûn comunitario o, mûs en concre­
to, en cuanto ol objeto de la misma, de aprobaciûn, derogaciûn 
o consulta sobre una medida concreta, en un caso, de designaciûn 
dc représentantes en cl otro.
Pollticamcnte este tipo dc participaciûn supone la exten- 
siûn, funcionalmente diferenciada, de la democracia representa- 
tiva al area administrativa (l52). En base a una lûgica formai 
y partiendo de un abstracto principle democrûtico, podrîa con­
que el criterio territorial sûlo sirve para operar una ulterior 
colificaciûn en cuanto a la forma en que se instrumenta la parti­
cipaciûn. Ver infra, Capitule VI,
(151) Aparté de que la participaciûn procedimontal puede tambiûn 
ser utilizada como forma rie expresiûn de intereses difusos,
(152) Supucstos de democracia directe o asamblelsta, basados cn 
cl mecanismo del mandate imperative son desconocidos al nivel de 
la participaciûn administrativa, a no ser en muy pequenas unida- 
des institucionales; aparté de que su relevancia prûctica, cn si- 
tuaciones no revolucionarias o prerrevolucionarias parecc muy du- 
düsa e instrumcntalizable idcolûgicamente. Ver supra, Capitula I,
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cluirsG quo ésta es In linen de progresién éptima. Sin embargo, 
lo confrontacién sociolégica con la realidad contempordnea obli- 
ga a hacer ciertas precisioncs.
Ante todo, si la b se comunitario, lu colectividad de re- 
ferencia, tiene un cierto nivel dc generalidad, es decir una cier­
ta mngnitud demogréfica o territorial, la mediacién de las or- 
ganizacicnes sociales o pollticas se impone como normal en cohe- 
rencia con los carncterlsticas del sistema socio-polltico. Los 
candidatos a consejeros de barrio o de distrito escolar o uni- 
versitario y a veces incluse de Facultad o escuela u hospital 
(l53) vienen designados por los partidos politicos o asociacio- 
nes especlficas (sindicatos, asociaciones de padres de alumnos, 
de vecinos, etc,), interrclacionadas con aquéllos, Ello limita 
sociolâgicaniente ol grado de autonomie individual en la decisiûn.
En cicrtos cases, bien sea por imporotivos tûcnicos^o, so­
bre todo, por la imposibilidad o la dificultad de determinaciûn 
de la comunidad interesada, este supuesto de participaciûn no 
ofroce posibilidades reales de institucionaliznciûn. Jurldica- 
r.ientc este ûltimo motive de imposibilidad podemos definirlo como 
de existencia de un interûs difuso no especificado como interûs 
colectivo. Por ejemplo, es imposible elegir représentantes direc- 
tos de los consumidores de un bien o servicio pûblico, como po- 
drla ser el transporte ferroviario o el servicio telefûnico o 
la construcciûn naval o cl servicio radiotelevisivo, por la in- 
dctermincixilidad de acuûllcs y la generalizaciûn del servicio en 
cuGstiûn.
Ademûs, normalmente son varias las comunidades especificadas
(153) Al rnenos cn Italie estos ûltincs supuestos son habituales, 
Aunque en general esté claro eue cuanto mas reducida es la colec­
tividad de refcrencia .las posibilidades de participaciûn sociolû- 
gicamente no mediad:?. son mayercs.
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funcionalmente a las que jurîdicamente puede atribuirsc un inte­
rûs colectivo con relaciûn a una cierta actividad administrativa, 
Profesores, estudiantes y personal no docente en el caso de la 
Universidad, entre les que incluso podrînn subdistinguirse otras 
categoiSias, Jurîdicamente nos encontramos con diferencias de 
status, lo quo conlleva elecciones diferenciadas y una composi- 
ciûn de la reprcsentcciûn asimismo diferenciada o, on sentido 
atûcnico, estamentaria, El problems sustancial, politico, esté 
en determiner las diferencias de status y la relevancia, igual 
o distinta, parituria o desigual, que se atribuye a cada colec­
tividad o interûs colectivo.
Un ûltimo problema es el dc efcctuar la conexiûn entre los 
diferentes intereses colectivos, por ofcdcn de inmediatividad y 
dc gencralidad per relaciûn a una actividad administrativa espe- 
cîfica. Une participaciûn exclusive y pluridiferoncial délias 
colectividades directe o mûs directemente interesadas en cada 
tipo de actividad podrîa dar lugar a tendencies corporativistas,
A peser de ello y a peser tambiûn de los condicionamientos 
générales que ol sistema socio-polîtico opone, ûsta parece ser 
dcntro de las formas posibles (factibles institucionalrnente) de 
participaciûn la mûs genuinamente democrûtica. Desde un punto 
de vista subjctivo potencia la relaciûn de las orgunizaciones 
sociales con la comunidad y restringe su tendencia a la confor- 
maciûn como grupos c'e presiûn burocratizados (l54). Gin embargo.
(154J Dicho sea esto con caracter relative, pues todo paso de una 
organiZGciûn social hacia la conexiûn institucional reduce la in- 
fluencia de la base y la introduce en una ûptica global mûs con- 
dicionante. Gin umaargo, frente a los riesgos de la integraciûn 
y dadas las caractcrîsticas del Estcdo contemporûneo no parece 
quüdcir mûs salida r;ue el aislamionto testimonial, Gaber cembinar
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ésta Gs solo una paquena picza dcntro del tablcro en eue se juega 
le participaciûn, que se ve condicioneda, en cada una de sus for­
mas, por otros elementos no subjctivos.
2.- LA PAlTIÜlFACIOh COLECTIVA.
Hemos de rcferirnos ah ra a la participaciûn que se reali­
ze colectivamente, os decir, a travûs de los grupos o estructuras 
sociales organizados. Este tipo subjctivo de participaciûn admi­
nistrativa es, sin duda, sociolûgicarnente mûs importante que el 
individual, por el simple hecho du que nos hallamos en una socie- 
dad de grupos, de organizaciones. Se quiera o no, la realidad que 
debe rcconocnrse como punto de partida es que la participaciûn 
dc las organizaciones sociales es mûs efectiva, mûs incisiva en 
termines générales (ya sea desde el punto de vista integrative 
o alternative) que la participaciûn individual (iSS). Otra cosa
la acciûn institucional y la reivindicativa es el problema que 
hoy preocupa a las organizaciones de masas. Por ello, el hecho 
de que la acciûn institucional, siempre integrativa, se realise 
a travûs de las fûrmulas mûs domccrûticas posibles tiene un in­
terûs fundamental, Por otra parte, ûstc es cl campo de acciûn del 
iuspublicista y al que se atiene este trabajo. Sobre ol tema ver 
F. NLU;.':..N, op. cit., p. 70, contrario a todo tipo cfe ejercicio de 
funciones administratives por partidos y sindicatos en forma ins­
titucionalizada no elective.
(l55) Por GGO no cnincJdimes jurîdicamente con F. LEVI, "Parteci­
pazione e orgonizzazione", en Hiv, trim, dir, pub,, n^ 4, 1.577, 
pp. 1.625 y 55., cuundo considéra la participaciûn como "presen- 
za nell'amministrazione del no professionista" (p. 1.635), inclu- 
yendo entre los profesionales a los de las burocracias pûblicas 
y privadas, dc les partidos y de los grupos organizados. Un con­
cepts tan restrictivo conlleva la consccuencia de que la parti­
cipaciûn no existe □ existe en înfirna medida, lo cual, usondo en 
lenguaje corriente cl tûrmino dc participaciûn del ciudadano o 
del administrade, os scciolûgicariente cierto. Pero ello implica
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GS quG este tipo de participacion présente sus ccntradiccioncs 
propiaS; asî como el debate politico y jurîdico tendente p jus- 
tificar y potenciar o a ccmbatir y restringir tal tipo de par­
ticipaciûn en base a determinadas concepciones ideolûgicas y 
premises técnicas (l56).
nu tener en cuenta las caractcrîsticas de la sociedad actual y 
las posibilidades de actuaciûn juridica que dcntro de ella se 
prcsentan. tLn ûltimo tûrmino y por esta razûn ello llevarîa a 1b 
inoperatividod totalde la participaciûn como concepto jurîdico, 
reduciendo al mûximo sus posibilidades de expresiûn y convirtién- 
dclo, de otra forma distinta a la tradicional, en un concepto mo­
ral o utûpico,
(l56) La toma do posiciûn sobre este tipo dc participaciûn va 
vinculada muchas veces, aunque no estû determinada clararnente, 
por la tûctica concrets de lus bloques politicos en un momenta 
histûrico dodo, Desde un punto de vista conservedor se tenderâ 
a admitir un mayor grado dc participaciûn de las organizaciones 
sociales cuanto mayor sea el grado de integraciûn socio-polîtica 
dc ûstas, dado cl carûcter de racionalizaciûn efectiva del juego 
politico que las organizaciones aseguran. En casos de integraciûn 
virtunlmente complota, la funciûn real integrativa de la aartici- 
paciûn, que se consigue a favor de la participaciûn colectiva, 
supone maycres ventajas que la funciûn fundamentalmente ideolûgi- 
ca de la mayor parte de los supuestos de participaciûn individual 
en acto, o sea, de la participaciûn individual en el procedimien- 
to. Desde una posiciûn de alternative la estrategia de les grupos 
que la manifiestan influye tambiûn decisivamente sobre el tipo 
de p: rticipaciûn. Cuanto mûs unitorio y dirigido se plantea el 
acceso al poder, mûs se insiste sobre la participaciûn colectiva, 
en detrimento incluso de los supuestos dc participaciûn indivi­
dual mûs contrapuestos cl sistema. Toi es el caso de buena parte 
de la doctrine italiana moderne, ligada idcolûgicamente al proyec­
to politico del PCI. Ver, por ejemplo, las posicicnes de TRIMARCHI, 
TUCCAril, CAMETTI y otros, asî como la crîtica, desde posiciones 
antiburocrûticas de BETTINELLI o NIGHÜ, Dicho sea esto sin perjui­
cio de otro tipo de mctivaciones culturales o tûcnicas de cada 
posiciûn personal e incluso de la concepciûn o ccncepciones do­
minantes en cada momenta.
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Jurîdicamente se plantea el problema tûcnico de la legiti- 
maciûn o tîtulo de la participaciûn de un determinado grupo o 
gltructura social. Este tîtulo jurîdico puede ser atribuido di- 
rectanente por la norma o bien en forma indeterminate, y determi­
nable y sometida a concrecciûn por cada operador jurîdico, sea 
adrninistrativo o judicial. En abstracto se plantean los mismos 
problèmes tûcnicos del grado de discreccionalidad de cada agen­
te jurîdico y de la interpretaciûn y aplicaciûn de la n rma. En 
cuanto a los sujetos participantes, es necesario volverse a re- 
ferir al concepto unitario de sujotos portadores o exponenciales 
de intereses difusos o colectivos. 21 anûlisis general sobre la 
tipologîa de estos sujetos y sobre los criterios bâsicos de le- 
gitimeciûn de cada grupo social se ha realizado ya en el capî­
tulo précédente, por lo que nos remitimos para empezar a lo 
dicho en esc lugar.
Ahcra bien, las formas participatives de expresiûn jurîdi- 
ca dc estas sujetos dan lugar a determinadas peculiaridades des­
de el punto de vista propinmente subjctivo, que es preciso exa­
miner ahora.
En algunos casos, la participaciûn de les grupos sociales 
organizados es abierta y subjetivuniente indeterrninada. Es decir, 
se reconoce la posibilidad de que todo sujeto portador de inte- 
tesGs difusos o colectivos, ya sea individual o colectivo a su 
vez, tome parte en una funciûn administrativa. Caso tîpico serîa 
el dc la participaciûn pr^cedimental abierta a los cornponentes 
de una comunidad definida o difusa. 3i entre los miembros de di- 
cha comunidad existe una organizaciûn u organizaciones que tie­
nen comc finalidad la defense del interûs colectivo o difuso con­
crete de que se trate, bastarû comprobar qua aquûllas persiguen
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tales fines parr, admitir su participaciûn. En estes casas la or- 
ganizaciûn o estructura social participa dc modo semejante, a co­
mo puede hacerlo un particular, en base al principle de eue no 
puede prohibirse hacer a varios colcctivamente lo que cada uno 
de elles puede hacer individualmente (157). Incluso en algunos 
supuestos en que la intervenciûn se atribuye sûlo a lus grupos 
sociales que, aparté del fin especîfico, reûnan otros requisi­
tes (15B) y no a elles cumulativamente con los particulores, la 
consecuencia juridica séria la misma. En definitiva, toda orga- 
nizaciûn que reuna los requisites ad hoc tendria un derecho de 
participaciûn. En estos casos podemos hablar de representativi- 
dad de intereses en sentido absolute. El tûrmino de representa- 
tividad se usa aqul corne indicativo de la relaciûn que vincula 
a una orgonizociûn con un interûs difuso o colectivo cualquiera.
■V.,
Puesto que el criterio fundamental es el de la finalidad de la 
organizaciûn, en este caso legitimaciûn participative (o proce- 
sal) y representatividad vienen a confundirse. La representati- 
vidad es la medida de la legitimaciûn de las organizaciones o 
ccntros de referencia de intereses difusos o colectivos. Matu- 
ralmente, un primer paso de concrecciûn do la representatividad 
viene dado por la especificaciûn subjetiva (comunitaria) que 
transforma el interûs difuso en colectivo,
Pero lo que de novedad présenta la temûtica participative
(157) Este principio ha side ya admitido desde hace mucho tiem- 
po per el Consejo de Estado francûs. Ver arrêts de 21 de diciem- 
bre de 1.506 (ayndicat des propiûtaircs et contribuables du quar­
tier Croix-de-aeguey-Tivoli) y de 2B de diciembre de 1,506 (Syn­
dicat des patrons coiffeurs dc Limoges), en Les grands arrêts de 
la jurisprudence administrative (LONG-UcIL-ORAlüANT), 6§ ed. , 
Paris, 1.574, pp. 64-65 y 67-71 respectivr.mente.
(l50) Ver supra, Capîtulo II.
respccto al problema general de la legitimaciôn es precisemente 
que en les supuestos mûs carecterîsticos de participaciûn colec­
tiva tan sûlo determinadas organizaciones vienen llamodac a con- 
currir. As! sucede, por régla general, en les casos de la parti­
cipaciûn consultiva, de la perticipaciûn-negociaciûn y de la 
participaciûn orgdnica decisoria. Es decir, tomando como base 
juridica de la participaciûn un interûs colectivo y teniendo en 
cuenta que soure la base subjetiva de la misma colectividad iden- 
tificada, con les mismos fines jurîdicamente reconocidos y con 
las mismas caracterfsticas dc permanencia, pueden existir diver­
ses estructuras orgc.nizadas, el legislodor o el administrader 
cligen tan sûlo aiguna o algunas de entre elles como participan­
tes en la actividad administrative. Por ejemplo, de entre todas 
las asociaciones o comités de vecinos que pudieran existir en 
un barrio, con caractcrîsticas sociales, pollticas e ideolûgi- 
cas distintas, los représentantes municipales, en cada caso o 
por un reglarnento general, cligen a algunas de elles como inter- 
locutores vûlidos; entre la pluralidad de organizaciones sindi- 
cales existantes, se désigna por norma a algunas, en mènera de- 
tendnade o determinable, para concurrir e la gestiûn de un ser­
vicio asistencial; entre los distintos partidos politicos se es- 
tablecon criterios diferenciales para su presencia gestionadora 
o controladnra dc un organisme radiotelevisivo.
3e opéra, pues una diferenciaciûn entre distintas organiza­
ciones con la misma base juridica subjetiva y con la misma fina­
lidad juridica formel. Entonces hablariamos de representatividad 
de intereses on sentido relative o comparative. Gûlu a determina- 
dcis centras de referenda se les reconoce o atribuye la represun- 
tatividad juridica de un interûs colectivo. Esta atribucion viene
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uctuada por la nonra gcnerrl o par una concreta sctuaciûn admi­
nistrativa. En amboG supuestos existe un margen de discreccio­
nalidad, ya sea del legislodor o del prpductor de la norma re- 
glamentaria, o bien del administrador que realize, una acciûn 
concreto, ciue pue do su.- jurîdicamente formalizada □ no, aunque 
teniendo en cuenta que la repeticiûn de una prûctica cdminis- 
trativa no formalizada puede alcanzar un cierto grado rie juri- 
dicidad (l59), El problema jurîdico consiste en fijar los cri­
terios limitatives de esa discreccionalidad. Para ello habrû 
qu3 tener en cuenta las prescripciones del ordenamiento y la 
jerarquîa normative. En todo caso vale la pena examiner con ca­
rûcter general los diferentes criterios establecidos y los pro­
blèmes jurîdicos y socio-polîticos que prescntan.
Las posibilidades de determiniciûn de la representtttivi- 
dad relative de un centre de referencia de intereses son muy 
variadas. Para su clasificaciûn importa, desde un punto de vis­
ta jurîdico sustancial, la forma de composiciûn del sujeto ex- 
ponencial de los intereses, su fûrmula organizative, pues ello 
es lo que nos permite conocer desde une. perspective sociologi- 
cista la relaciûn entre los camponentes de la comunidad menor 
interesada y ol sujeto pûblico portador do sus intereses (l60).
(l59) Ver GÏ/iNNINI, "La tutela..,", cit., p. 565, segûn el cual 
la interpretaciûn jurisprudencial puede hacer superar el carûc­
ter de mere hecho de la prûctica administrativa participaLoria. 
La observaciûn es vûlida sobre todo para les casos de participa­
ciûn consultiva y de participaciûn-negociaciûn. Aunque en têrmi- 
nos dc voloraciÛn pclîtica o sociolûgica no se ocultan los pe- 
ligros de esclerotizaciûn burocrûtica que uns institucicnaliza- 
ciûn, normative o jurisprudencialniente operada, de estas formas 
participatives podrîa producir.
(l6ü} 3e ha de descartar desde esta poi'i pectiva el criterio for­
mai de la personaliduci juridica, pues pucuen existir contres de 
referencia sin personalidad rcconocida considL-rados cerne estruc-
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a) El primer tipo general de fûrmula organizativa es el 
de la representaciûn elective. Este es el reverso de la medalla 
de la participaciûn individual mediante fûrmulas electives. En 
realidad los sujentos participantes a travûs de estas fûrmulas 
son los grupos sociales: partidos politicos u otras organizacio­
nes mûs o rnenos vinculadas a ellos, taies como sindicatos, aso­
ciaciones de vecinos, etc. El método de determinaciûn de su re- 
prescntatividad es el de la democracia representative. De esta 
manera se forman estructuras organizativas o centros de referen­
cia de intereses colectivos a los que, en determinados casos, 
se les reconoce como sujotos de participaciûn a su vez.
Un primer ejemplo, en tûrminos générales, serîa el de los 
organismos pûblicos de base eloctiva: consejos do barrio o de 
Facultad, de Universidad y de distrito escolar, e incluso conse­
jos municipales o de otros niveles de la llamada ûrea administra­
tive. Estos organismos pûblicos son, por un lado, estructuras 
participndas y, por otro, sujetos participantes, lo que nos ad- 
vierte sobre la conexiûn entre participaciûn externa y partici­
paciûn interôrgûnica. En realidad, los organismos pûblicos ele- 
gidos domocrûticamente ostentan jurîdicamente la representativi­
dad de sus raspectivas comunidades. Pero este caso erpecîfico lo 
dejanos para un poco mûs adclante.
Un scgundo supuesto, es el de las estructuras instituciona- 
lizadüs dc representacion elective no publificodcs formclmente# 
Los ejemplos mûs notorios -casi ûnicos- sc encucntrcn, cn el
turas o sujetos dc participaciûn. Lo mismo puede decirse de los 
sujetos fûrmalmente privados. Par ejemplo, cl sindicato y las 
sccciones sindicalcs en el ordenamiento itcliano no ticnen perso­
nalidad jurîdico cspccîfica rcconocida farrnalr.icnte y ello no cbs- 
ta parc eue scan sujetos -e importantes- dc la participaciûn.
212
Derecho occidental, dentro del mundo del trabajo, El prototipo 
serîà el comité o consejo dc fûbrica. Este serîa (o podrîa ser, 
en caso de reconocimiento por el ordenamiento) el centre de re­
ferencia y sujeto Gxponencial de los intercses colectivos de 
los trabajadores de un mismo centre o empresa. Ahora bien, la 
realidad es que taies supuestos de estructuras electivas de ca­
rûcter no pûblico esté escasarnente extendido, dada su alterna- 
tividad con relaciûn el sistema socio-polîtico imperante. En la 
practica sûlo pueden observarse manifestaciones de este tipo con 
relaciûn a colectividades muy pequchas y muy lirnitadas. E inclu­
so cuando existen el Derecho positivo no se decide a reconocer 
clar;'mente su representatividad a efectos générales, otorgân- 
dola por el contraria a centros de referencia paralelos de las 
mismas colectividades, constituidos an base a fûrmulas de re­
presentaciûn dc intereses (l6l), Por tanto, aparté de lois entes 
pûblicos, este subtipo participativo ofrece muy poca positividad 
en los ordenamientos occidentales.
(l6l) En este sentido sc plantea el problema de la represi ntati- 
vidad otorgada el consejo de fûbrica o a las sccciones sindicales, 
Por poner un ejemplo, a nivel jurîdico general, la legislaciûn 
italiana muestra una proferencie por el sindicato (ver arts, 19 
y 28 del Statuto dei lavoratori). Lo que no obsta para que una 
cierta jurisprudencia haya otcrgado la legitimaciûn procesal tam- 
bien a les consejos de vébrica, Por lo demés, esta representati­
vidad ne tiene gran expresiûn en fûrmulas participatives. En efec- 
to, la participaciûn de un consejo de fébrica se realizarîa den­
tro de la fébrica misma, pues no existen estructuras electivas 
a més alto nivel, Pero incluso en el seno dc la fébrica o la em­
presa o el lugar de trabajo en general -que si se coloca en re­
ferencia con une unidad administrativa (por ejemplo, la empresa 
pûblica) podrîa considerarse como un supuesto de participaciûn 
administretiva- cl ordenamiento italiano no ofrece grandes in- 
novaciones, entre otras cosas por el rechazo de todo tipo de co­
gestiûn par parte de los sindicatos.
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ta) Sin embargo los supuesLos de participacidn colectiva 
son muy numerosos y se ccncreten sobre todo a través de Id for­
mula de la representacidn de intercscs. Los sujetos de la par- 
ticipacidn en este casa son organizaciones de base voluntnria 
o cspontdnee. Es precisamente nhorai cuando se plantes el pro^ 
blema de una pluralidad de organizaciones o grupcs sociales y 
de la discreccicnalidad del legislador y, sobre todo, adminis­
trative, para seleccionar los interlocutores.
En principio, de una mènera atastracta y general, podrla 
decirsG que la representatividad de un grupo organizado dépen­
de de su capacidad para tutelar los intereses de sus miembros 
y de su comunidad de referencia (l62), Pero en el memento de 
concretar este postulado y de determiner el grade de represen­
tatividad relative, les criterios juridicos (y los politicos) 
utilizados par cl legislador, el administrador y la jurispru- 
dencia son muy variados y respcndcn a raotivos no puramente in- 
trînsecos a la relacidn real entre organizacidn y base subje- 
tiva cornunitaria. Desde una perspective sociologicista estos 
criterios pueden rcconducirse a dos subtipos. Uno de carâcter 
tecnocr^±icc, basado en la funcionalidad que para el mantenimien- 
to del sistena présenta cada organizacidn, Desde esta posicidn 
se tiende a potenciar la representatividad de las grandes orga- 
nizaciones'"( 163), asi corne la do acudllas mds ofines ideoldgi- 
camonte a las ccncepcicnes dominantes. Asi, existe una tendencia 
a considérer juridicamente mâs representatives a las organiza­
ciones, on base tanto a su vuerza social efactiva como a la
(l62) VIGcRÏTI, "Partecipazione, sindacato, processo", cit. p. 
1.224.
(l63j Sobre cl concepto de gron organizeciôn ver supra. Capitule 
I, a), pardgrafü 1.
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cproximaciôn do los valores c.ue encarnan al 5rea de los valores 
dominantes. El otro subtipo tiene una caracterizaciôn finalista. 
Se potencia la representatividad jurfdica de las organizaciones 
port, doras do intereses que el ordenamiento jurldico pretende 
tutelar prioritariamente o portcdoras de valores coïncidentes 
con las finalidades idéales consagradas formalmente por el or­
denamiento, En el marco del cstado social y de las constitucio- 
nes que lo sancionan tendrîan primacla principios taies corna los 
de igualdad real y solidaridod, lo que podrla traducirse en un 
reconocimlento de mayor representatividad en favor de los gru- 
pos sociales psrtadores de esos misnios valores. Conviens ante 
todo no engaitarse y reconocer que, a nivel jurîdico positive, 
cl primer tipo de criterios es prevalento, micntras que el se- 
guncio juega en la mayorîa de las ocasiones como cobertura ideo- 
Idgica Icgitimadora. Aunque debe aiiadirse que esta relacîân en­
tre unes y otros nu es mec5nica y que el déterminisme sociolo­
gicista debe rechazarse en base a la pluralidad de operadores 
juridicos diverses y a su respective margen de autonomie deci- 
soria.
Esta hipdtesis debe apuntarse al conjunto del subsistema 
de la representucidn de intereses, que en su mayor parte se tra­
duce en una participacidn oculta o clandestine (NlG.iO). Pero 
también puedo predicarse en concrete respecte de los supuestos 
rn's notorics do participacidn institucionalizada que, aunque so- 
cioldgicamente constituyen s61o une parcels de la interconexidn 
aüministrativa, son los que juridicamente nos interesa eutudiar. 
Veârnos cl caso nids notorio, que es el de la participacidn sindi- 
cal.
c) La institucionclizccidn de la participacidn del sindica- 
to al ejercicio de funciones pûblicas no es un hecho rcciente.
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Ella sc explica cm buena parte por li. posicidn social del sindi- 
cato cum^ organizQcidn pcrtadora de los intereses del prclqtaria- 
do, clase untagdnica de la burguesla dominante, y, por tanto, 
por la neccsidad be intégrer a ésta en las tarées pûblicas, una 
vez superada la ilusidn liberal dc lo autonomie de la sociedad 
y a tenor dc la prngresiva sustitucidn de la mediocidn del mcr- 
cado por la r.icdiacidn pûblicn burocrdtico. La intervencidn del 
sindicatu en Ic. actividad publico os une de los dates coractoris- 
t'cos del progresivo paso del Est,'do monocldse al cstodo pluri- 
clase.
in Itelia el primer intente dc colaboracidn institucionali-
z: do so plasma on la Toy n- 246 do l.M'2, in at.. :;i itiva de un Con- 
sojo Superior del Trobajo, can funcinnes consultivas y do estu- 
dio sabre Ins eondiciunes do loo trabajndoros y do las rclacio- 
nes dc trabajo, en ul que toman parte représentantes oindicales 
(164), En Espana un primer antécédents c.neste sentidc, aunque no 
institucionalizado y eccasamente integrative, aparte do limitado 
en su importcndia prdctico-juridica. In ccnstituye la interven­
cidn dc las organizaciones socialistes ante al Institute do Re­
fermas oLciales mcniante la presontacidn del "Informe Jaime Vera". 
En otros prises ccondmicn y sccialnente rnds nvanzcdos, cumo Fran­
cia, Inglaterra y Alemania, estes tipos de intervencidn y otros 
fiids significatives son, sin duda, anteriores.
En lineas générales el sindicato ha pasado do ejercer una 
funcidn exclusivamorite roivindicativa, a. nivel puramcnte econd- 
mico G incluso politico general, a combinarla cun formas do in-
(l64) Ver A. FEI iR, .61, "La partecipaziunc dci sindacati alia pub- 
blica : r.iudnistraziono", cn la rcvista II biritto del Lnvoro, lEGD, 
p. 393 y ss., on especial pp. 39G-5E7.
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türvcncidn on las actividc ciss oûblicas, sustituyondo en mayor 
ü rnenar niedida aqudlla por dstas sogun cl grade de integrocién 
de cadc. sindicato y cn cadc Estadp, La Republics de b'eirnar ofre- 
cia ya un modelo bastante avanzado dc estas fermas dc interven­
cidn (iCb). La evülucidn en cuanto al cbjeto se ha realizodo des­
de la temdtica especîfica de las relaciones de trabajo en sen- 
tido Gstrictü a otros campes adyacentes, como la aoistencia so­
cial (ir6), la sanidad; la ocupacidn, etc,, hasta llcgar a na- 
torins rnucho mds générales, como la politico de j)recios,. la en- 
senanzG y la culture o incluso la politics eccndmica general.
Hoy cn die en los Estados occidentales mds industrializados el 
sindicato toma parte en innumcraoles formas de exprcsidn de la 
actividad pûhlica, ya sca legislative, administrative (especial- 
msnte) c incluse, c-n un sentido emplie, en funciones de cardcter 
judicial. Desde uns perspective funcionnl, cl sindicato 'bstd pré­
sente cn principio en. supuestos dc participacidn consultive, pri- 
mero de mènera occidental o informai y progresivemente con carâc- 
ter institucionalizado y permanente. Con posterioridad inicia 
su participacidn proccdimental formalizada (y prcccsal o arbitral) 
y, por ultimo, su participacidn organisa deciscria, ya sca direc- 
t>; o dc central. La participacidn del sindicato es hoy en dia 
pluridimensional y gcneralizada (l67).
(l55) Ver LED!.. .P, Lo atato denocratico..., cit.
(_1G5) for ejemplo, cn Italia un decretc-ley de 21 de abril de 
1.919, nS 6D3 admitia la presencia do représentantes de los tra- 
bajadores designados por los cindicatos en cl conssjo de adminis- 
tracidn de la Caja Nacionc.1 para los jeguros Dociales; ver A, FE- 
• iüA.il, op. cit., p. 397,
(lG7) Sobre este sujeto participative las refcrencias son numero- 
sas on todas las obras, générales o monogrdficas, sobre el tema 
de la participacidn, dada le. importanci.i protctîpica del supuesto, 
En especial, vdase Ihriagine sul Sindacato, IDLE, î/ilanc, 1.970 y
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Este fendmeno ha sido interpretado tdcnicamentc de varies 
fermas. En le doctrine cldsica corne ejercicio privado de funcio­
nes pû’ülices (lG6), en elgunos supuestos concretes como interven­
cidn de expertes designados pur les sindicetos (l69). En buena 
parte se treta de un juega de palabras, pero que on realidad re- 
fleja puntos de partida muy diversos. La figura del ejercicio pri- 
vadc dc funciones pûblicas parte de la separe.cidn tajante entre 
Estado y scciedad, entre interds pûblico general e intereses in-
alli la exposicidn dc P. GANjULLI, "La ccntrattczione collettiva 
e l'azicne sindacalo di partecipnzion", pp. 157 y ss,, e igual- 
mente G, C, PE6CLE, Partecipazione del sindacato aile funzioni 
pubhliche, Padova, 1.972. En especial, solore la participacidn en 
funcicnes jurisdicionales, ver cl libre de PERDRE, pp. 35 y ss, 
y V. VIGs.îITl, "Partecipazione, sindacato, processo", cit. Ûe 
elle résulta la participacidn del sindicato ne sdlc ccr.o agente 
G actor cn el proceso judicial, incluible on una nocidn <iuy am- 
plia y equivocQ de participacidn, sine incluso como concurrente 
al cjcrcicio de la propia funcidn de juzgar o, al menas, de ar­
bitrer, en dcterminados casos. Lo participacidn en la funcidn 
legislative se refiere a la intervencidn en el nroccdimiento de 
elabcracidn de disposicioncs con range de ley, sin que, por su­
puesto quepa el ejemplo de una sustitucidn formai del o de los 
drganos legislatives por los sindicatos. Gdlo en sistemas de ti­
po ccrporutivista el sindicato viene institucionalizada en cier- 
ta ;,:edid:. como colegisladcr, o bien la reoresantacidn formai dsl 
sindicato octûa como fdrmula organüzativa, al menos en parte, del 
drg, no législative. Peru este es ya un supuesto bastante lejano 
al que aquî se eatudia, no obstante la tcndencialidad curporati- 
vista que pudiera poner de manifiestc una hipertrofia de la par­
ticipacidn del sindicate cn sistemas politicos de dcmocrecia re­
presentative.
(iGd) Asi, , "L'esercizio private dcllc funzioni e dei
servizi pubblici", cn Primo Trattato completo di Diritto amminis- 
trstivo iteliano, vol. II, Milano, 1.' 20, p. 3. Tarnbidn i.'IELE, 
"Funzione pubclica" en Novissino Digesto italinno, VII, Torino, 
1.951.
(159) Esta es la tesis dc PE.iENE sobre la participacidn dc los 
sindic: tüs italianos en el ÏNPG. Ver "Rappresentativitci c parto- 
cipaziü.me dci sindacati aile funzioni pubbliche", en Giur. cost., 
1.975, p. 1.090 y ss.
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dividuales. El tdrrnino ejercicio privcdc so crrnoniza con el con­
cepto dc interds individual. Perc es divicil atribuir jurldica- 
rncnte r.l sindicato In titularidad de un interds rnerar.onte pri­
vado sin que con elle cciga por la base todo in-tenibo dc juridi- 
ficQCidn dc la representatividad sindicel. Aparte dc que ya de 
por si la generalizacidn y pluralidad de la intervencidn sindi- 
cal (y de otros grupos dc presidn) suoondria extender iesmesu- 
radamente el concepto de ejercicio prIVado de funcicnes pdbli- 
cas. La consecucncia dc esta doctrine séria la consagrasidn de 
la mds empila discreccionalidad administrative en le rnaterie, 
pues, sicndo todo sindicaao igualmcnte porti dor de un interés 
privado, ^cdmo distinguir juridicamente cudl dc ellos puedo in­
tervenir y cudl no?
La ûnice forma do intrcducir un limite juridico a la li- 
bertad dc eleccidn del administrador es a través do la dptica 
do la participacidn y, en conexidn con ella, a travds del con­
cepto de representatividad sindical. Aparte de que el concepto 
dc participacidn respondc mejor a la difuminacidn de la barrera 
entre Estado y sociedad que se produce cn nucstros dias, cn los 
tdrminos yc. cxplicados, y con indcpondcncia del tarnbidn dilata- 
dlsimo emplco del concepto da participacidn, debido a su funcio- 
nclidad politico-idccldgica.
La interpretacidn dc la intervencidn dc sindicc;listas como 
participacidn dc e;.pertes puedo sor correcte cn algun supuesto, 
Pero entonccs habrd que ver si tel intervencidn se produce en 
üase a criterios especificamcnte tdcnicos o periciales o en base 
n la representatividad de intereses colcctivos. Lo normal sera 
lo serjundc, micntras que no dcja de pareccr paco veroslmil la 
primera hipdtcsis, dada la supcrioridad de i/edios tdcnicos de
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que suele disponer le Administraciân pûblica.
La intervencidn del sindicato en las actividades adminis­
tratives entra, en tdrminos générales, dentro del concepto de 
participacidn ya definido. Es concretamcnte unsupuesto de parti­
cipacidn colectiva basado normalmente on le representacidn de 
intereses, Volviendo a conoctar con el hilo de la exposicidn y 
puesto que nos importan ahora los casos de representatividad de 
intereses en sentido relative, del que son buen ejemplo los mo­
dèles mds importantes de la participacidn sindical, se ha de en­
trer directamente en el estudio dc los criterios déterminantes 
de la representatividad sindical,
Vaya por delante que en los casos de participacidn en el 
ejercicio de funciones pûblicas, el sindicato ostenta la repre- 
sentacidn no sdlo de los inscrites sino de toda la catégorie o 
comunidad de referencia, mas o menas especificada material o te- 
rritorialmente. Este es el supuesto de la representacidn de in- 
tereses colcctivos (l70),
Los ordenamientos positives, la jurisprudencia y la doc-
(l7ü) El mécanisme jurîdico de este tipo de representacidn es 
el siguiente, segûn FERRAaRI: "Il rappresentante agisce in nome 
propio e dichiara perciô una volonté propria che, senza sostitui- 
re la volonté del rapprescntato, è diretta a curare gli interessi 
di quest'ultimo. Al contrario che nella rappresentanza di volon- 
tà, il rappresentante non esercita poteri appartenenti al rap- 
presentato (che potrebbe non avere poteri propri); il requisito . 
caratteristico ê che la attività del rappresentante sia diretta 
alla cura degli interessi dei rappresentati. Va fra l'altro ri- 
cordato, che in tale forma di rappresentanza non ô neccessario 
che gli effetti giuridici degli atti del rappresentante ricadano 
immediatamente sul rappresentato corne se si trattase di atti 
compiuti immediatamente da lui, Ciô non & possibile, per es,, 
quando il rappresentante non 5 un soggetto, ma una collettivitâ 
di soggetti che vengono in considerazione non uti singuli, ma 
uti univers!.
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trine esterjlecen unos criterios para inedir el grade de represen­
tatividad. Auncue siempre se parte d' la base dc un imp rtante 
margen de discreccionalidad administrative (l7l).
Alganos de olios son de carûcter socioldgico y de toleo- 
logia eficiontista. Por ejemplo, el nûmero de inscritos o la 
fuerza contractual en base a la cuantia e importancia de los 
contratos colectivos estipulados, o, eventualmente, la eficacia 
contestutaria de cada organizacidn (l72), etc. Incluso los re- 
sultados de las elecciones sindicales, alii donde existan, es 
un criteria impartante, aunque no ûnico, para medir la rnagni- 
tud representative de un sindicato (l73),
Ctros criterios tiencn un cnntenido ideoldgico, de corres- 
pondencia del grupo social a los principles idéales del ordena­
miento. Por ejemplo, la dcmocraticidad dc la organizaciûn inter­
na, la iridcpendencia sindical, la dcmocraticidad de sus~fines, 
etc (174). Estas criterios son rnû.s difîcilcs de medir y operan
(I7l) FERH.ulI, op. cit., p. 412.
(l72j Todos estos criterios son los usuales on los paîsos de la 
CEE. Ver P. 3ANDULLI, op. cit., pp. 202-213. Incluso el Tribunal 
de La Haya ha tonido occasion de pronunciarse sobre el tema con 
relccidn a los sindicatos representados en la CIT. El Tribunal 
se remitid a cada Gobierno para la designacidn de los misrnos, 
indicando no obstante el criterio prioritario, que no exclusive, 
del nûpiern de inscritos. Ver P. 3ANÜULLI, op. cit. p. 204,
(173] Cbvio es decir que las elecciones sindicales no tiencn na- 
da que ver, a los efectos de que se trata, con les supuestos de 
representacidn polltica. bon sdlo un criterio, si bien muy impor­
tante, para medir la representatividad de intereses, Gu trascen- 
dencia es mayor dada la dificultad que existe en muchos cases 
para scnalar de manera objetiva el nûmero de inscritos.
(174) Gcgûn P, JANÜULLI, op. cit., p. 210, las criterios que uti­
lize el Code du Travail francds son cl nûmero de miembros, la in- 
dependancio del sindicato, las cuotas, la oxpericncia y antigue- 
dad dol sindicato y el csmpartamients obsarvado durante la ocu­
pacidn cn cl ultimo conflicts mondial.
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con v a l o r  p r c G m i n e n t e n o n t c  justificative.
in Italia las normes mds générales y significatives reser- 
van on la prdctica con cardcter exclusive la representatividad 
a los sindicutos nacionales y en especial a los tres sindicetos 
ccnfoderales, C3IL, CIGL, UIL, hoy unitarios. La base gendrica 
de la representatividad sindical se halla en cl Statute dei la­
vera tori (ley nS 300/1,970 de 20 de mayo), cuyo art, ID otribu- 
ye la facultad de constituir rcpresentaciones sindicales de em­
press tan sdlo a los sindicatos integrados en las confederacio- 
ncs mds representatives en el plane nacional -lo que équivale 
decir a las tres confederaciones unitarias- o bien a los no in- 
tegrados en elles, que seen firmatarios de centrâtes colectivos 
nacionales o provinciales de trabajo, aplicados on la unidad 
productive dc quo sc trate. Existe, pues, una tendencia a cen- ' 
tralizar la representatividad del. sindicato, en dctrimerîto de 
grupos sindicales reducirios Iccalmente, que, a este nivel, pue^ 
dcn ser mds representatives on tdrminos matemdticos (l7S), La
(l75) La Corte Constitucional ha tenido ocasidn de pronunciarse 
sobre la constitucionalidad dc esta reduccidn dc la representati­
vidad. En scntcncia nS 54, de G de marzo de 1.974 afirma que el 
legislador ha realizado cn dicho art. 19 una eleccidn "racinal 
y consciente": "ha infatti voluto evitare che singoli individui 
o piccoli gruppi isolati di lavorotori, costituiti in sindacati 
non aventi requisiti per attuare una effettiva rappresentanza 
aziendale possano pretenders di espletare taie funzione compien- 
do indiscriminatamente nel ambito dell'azienda attività non ido- 
nee e non opérant! per i lavorotori e possano cosî dar vita a 
un numéro imprevidibile di organism!, ciasçuno rappresentante 
pochi lavorotori, organism! i quali, interferendo nella vita 
della azienda a difesa di interessi individual! i piCi divers! 
e anche a contraste fra lore abbiano il potere di pretenders 
l'applicazione di norme che hanno fini assai più vasti, compro- 
mettendo o quando meno ostacolando l~operosit& aziendale, quelle 
dell'imprenditore ed anche la realizzazine degli interessi col-
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rnisma reducciûn subjctiva cantralizadora sa establecc cn el art, 
26 de dicho texto con relaciûn a la lerjitimacidn del sindicato 
para actuar judlcialmante en defense da les intereses colecti­
vos do la catégorie, en caso do ccnducta antisindical. La ley 
institutive del Consejo Nacional de la Econûmia y del Trabajo 
(GNMLJ, n^  33/1,DG7 de 5 de encre, establece una limitacidn se- 
mejante, aquî logicamente a nivel territorial del Estade. Pero 
ademds, reduce los participantes sindicales (en representacidn 
de los trabajadcres dependientes) a las confederaciones nacio- 
nales: en la prictica, pues, a la decisidn del Gecretariado Uni- 
tario GGIL-CIGL-UIL,
Un supuesto de mayor importancia practice es el de la par­
ticipacidn sindical con cardcter decisorio cn el mdxino organis-
lettivi degli stessi lavorotori". La sentencia puede leàrse en 
Giur. cost., 1974, pp. 216, con nota do G. GIÜGNI, "La rappre- 
sentatività delle associazioni sindacali nello statuto dei la- 
voratori", en pp. 5G9 y ss, de la misma revista y nûmero. Sobre 
el tema de la representatividad sindical en el Statuto dei lavo- 
ratori existe en Italia un amplio debate doctrinal y una no mè­
nes nutrida bibliografla. Por su interds general vale la pena 
citar las obras siguientes: G. GIÜGNI, "Il sindacato rappresen- 
tativo nello statuto dei lavorotori", en Fliv. giur. lav., 1973, 
pp. 3G3 y ss, ; F. MATxICINI, "Le rappresentanze sindacali aziendali 
nello statuto dei lavorotori", en Riv. trim, dir, e proc. civ,,
1.971, pp. 776 y ss; STQRCHI,"Rappresentanze sindacali aziendali 
e libertà di organizzazione nello statuto dei lavorotori',' en Riv, 
trim, dir, e proc, civ,,1.971, pp. 345 y ss; P, PERSIANI, "Con- 
dotta antisindacale, interesse del sindacato, interesse colletti- 
vo e intéressé individuale dei lavoratori", en Pol, del Dir,,
1.971, pp. 543 y ss, ; T, TREü, "Attività antisindacale ed in­
teressi collettivi", en Pol. del Dir., 1,971, pp. 565 y ss, Tam- 
bidn se analiza detalladamente el tema en G, GHEZZI, F, MANCINI, 
L, MDNTU3CHI y U. RDMAGNQLI, Statuto dei diritti dei lavoratori, 
en Gommentario del codice civile, dirigido por A, GCIALüJA y G, 
üRANGA, Bologna- Roma, 1972, p.41û y ss.; y en A, FRENI, y G, 
GIÜGNI, Lo statuto dei lavoratori, Lilano, 1.971.
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mo gostur de la neguridad social Italiana, el Institute Nacional 
dc Prcvisidn Social (iNPa), Jogdn el D, P. R# nS 639/l,i70 de 30 
do rioril, derivado de la Icy dclcgantc n2 153,. 1,969, dc 36 de a- 
bril, cn cl consejo dc aidministracidn dé dicho arganisr.io toman 
parte dieciocho représentantes dc les trabajadores designados 
por las c :nrcdcracicncs dc c: rûctei- nacional representadas on 
el Ci'JEL, Eg decir, a pesar dc que so establece una division de 
los représentantes sindicales por categories o ranas de la pro- 
duccidn, la designaciûn de los nismos no corresponde al sindi­
cato mayoritario en cédé rama, cudlquiera que sed, sino tan sd­
lo a aqudllos portenecientes a las confederaciones unitarias 
(176).
Concluyendo, en cicrtos supuestos la Isgislacidn italiana 
oterga y la jurisprudencia rcconcce, particnclo do la discrcccio- 
nalidad "razoneblo" del legislador, una cspecie dc prin& de re- 
prcsentativid.d a los sindicatos con mayor fuerza global, no por
(l76) La Corte Constitucional sc ha nronuncicdo score la censti- 
tucicnalidcd do esta norma. Gegûn la sentencia ri2 15 dc 5 de fe- 
brero dc 1.975, que resuelve la cccidn promovida par un sindica­
to bancario cutdnomo, quo cuenta con una clara mayoria do ins­
crites en cl ambito de su rama profesional, contra la designa- 
ci6n de un représentante sindical por el sector bancario, perte- 
ncciente a un sindicato confederal, minoritario en csa rama; se­
gûn dicha sentencia, "la scelta operate dal legislators nel eser- 
cizio di quelle discazionalitâ che gli è propia, si présenta 
ragionevole e rispondente ad una apprezzabile esigenza di carat- 
tere sociale e générale, quale h quelle di garentire, nel ambito 
del contenuto strutturale dato dalle leggc el consiglio di ammi- 
nistrazione dell'ente assicurativo, gli special! interessi delle 
forze lavorative, interessi che fanno capo non tanto alle singole 
organizzazioni di categoric quanto all'intera collettivith di 
esse". La sentencia puede verse en Giur. cost., 1.975, p. 62 y 
ss., con nota de PERCNE, titulada, "Raprresentatività e parte­
cipazione dei sindacati alle funzioni pubbliche", cit.
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Gcctores o espccificadamente cn rclacidn con comunidacles infcrio- 
rcs do tri. bajndoros (l77), A osto criterio de cardcter éficien- 
tiota Ü tecnucratico sc acumpana otro, do naturalez^ : finalista, 
corno es la réserva dc representatividad a los sindicatos confé­
dérales, Este ûltinio expresa, aparte de la propia mrgnitud sin­
dical en tdrminos globales, une. idea de soiidaridad entre las di- 
fercntes rclectividades diferenciedcs dc trabajodores. cn tal sen­
tido la discreccionalidad del legislador, dificilmente justifi- 
cable en tdrminos de representatividad comparative o relativa 
y contrapuesta al principio do igualdad formal, enceentra su ra- 
z6n de ser, su justificacidn juridica, en el principio de solida- 
ridad del art. 2 dc la Constitucidn, vinculado al principio de 
igualdad material del art. 3, ap. 2.(17B),
La consecucncia politics de esta tendencia juridica es el 
reforzamieritc de la conferieracidn unitaria CGIL-CIaL-UILV que 
pucrie atentar cn cierto mode contra la libertod sindical, pues 
coloca a cualquier otro sindicato, existante o por crearse, en 
una situacidn de desventeja. Pero también debe considerarse que, 
sobre todo, es una mcdidci cn contra de los llamados sindicatos 
autdnomcs, exponentes de concepciones ccroorativistas (l79). La
(l77) En otros casos, los criterios son los normales. Asi, el Con-
sojo do Estado utilize los consabidos criterios del nûmero de insc­
rites, maycria electoral, contratos colectivos estipulados, nûme­
ro de comisiones internas especializadas de cada sindicato, .etc, 
Ver Fcl. i, iAnl, op. cit., p. 413,
(17G] Aunque la Ccrte Constitucional no se decide a utilizar ta­
les preceptos y profiere el criterio de la razoncbilidcd o justi- 
ficabilidad formal do la desiguolda.d juridica introducida por el 
legislodnr, en base a una interpretacidn flexible del propio prin­
cipio del art. 3, ap, 1 de la Ccnstitucidn.
[l79] L)e hechc tales nor,mas, al menas las del Gtatuto dei lavora- 
tcri y las relatives al INPd tionon su origcn on la presidn sin­
dical y politico do izcuicrda dc los ûltimos anus sesenta.
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cuestidn politico so desvia, puos, hacici el grado reel de inte- 
gracidn o contcstecidn de la fuerte conferierecidn unitaria ita­
liana y al espccio que dentro de ella puedan disponer las diver­
ses organizaciones o niveles sindicales que la cornponen. En todo 
casa hay una unificacidn del interlocutor sindical fundamentada 
en un criterio realists de importancia social.
d) El andlisis sobre los canones do juridificacidn de la 
participacidn sindical, en especial on cuanto al tema do la re- 
presontatividad de intereses, podrla extendcrse a otros casos de 
participacidn institucionalizada de .grupos de presidn: osociacio- 
nes de vecinos, religiosas, de cstudiantes o padres de alumnos, 
etc., todas ellas sujetos portadares de intereses colectivos.
La participacidn colectiva es mds eficaz, a nivel politico, 
quo la rnera participacidn individual, ya sea desde el punto de 
vista dc la incidencia en las decisiones pdblicas como desde una 
perspective do integracidn. Tiono mayor relievo cn la dialdctica 
entre estas dos finalidades. En realidad implica una participa­
cidn de las dlitcs funcicnales (hAuEiIIDAü) , es decir, rie los di­
rigeâtes de asociaciones y grupos de presidn, que en ciertos pal- 
ses estdn bastante vinculadas o forvian parte de las dlites poli­
ticos (de partida). Esto es de por si un aspecto positiva, en 
cuanto que la extension de la participacidn signifies un aumento 
de los sujetos constitucionales y cn cierta i.'.edida, tarnbidn de 
1ns propios agentes politicos (180).
(lOü) G,JICIA REL.'xYü, op. cit., p. 1D8 distingue entre sujetos cons­
titucionales, reconocidos institucicnelmente, y actores constitu- 
cionales, que serian los intervinientes reales en la vida pdblica, 
socioldgicamente identificables y cuya accidn estd. si no recono- 
cida formalmente si al menos permitida por el esquema constitu­
cional de que se trate, El concepto de actores constitucionales 
habrîa que vincularlo al de constitucidn material. La institucio-
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El reverse dc la rncnedc es que, desde el punto de vista del 
ciudadanü, supone una participacidn indirecte, no sdlo mediade 
sino tambidn cn buena parte raediatizada. En efecto, la partici­
pacidn colectiva a travds de los grupos de presidn acentûa la 
burocratizacidn dc los misrnos y, por tante, la tendencia psicold- 
gica al conacrvadurismo de las dlites funcionales. Este elemento 
integrative ne se ve conpensado suficientemente en la mayoria de 
los casos por cl grado do influcncia en las decisiones, pues no 
llcga a incidir en la org.nizocidn administrative y deja un am­
plio margen de discreccionalidad a las burocracias administrati­
ves cldsicas. As! sucede con la participacidn consultiva y con 
1:3 participacidn-ncgociacidn. La participacidn orgdnica présenta, 
siempre en un plane subjotive, problèmes algo distintos. Las pro- 
pias organizaciones sociales ocupan el puesto del administrador 
publico, üi la participacidn se institucionaliza en ferma muy sec- 
terializada y fragmenterla y soarc la base de una representativi­
dad difarcnciada numdrica, los participantes pueden llegar a ser 
una pldyado de grupos de presidn Infimos, cada uno con sus inte­
reses particulares, El pcligro de favorecimiento de un nuevo cor- 
porativisriG es obvio, Gi, por el contrario, se potencia la parti­
cipacidn de los grandes grupos on los que prédomina el elemento 
dc scjI:! daridad, corne sucede en el caso italiana, el riesgo que 
aparcce es el del centralisme, el oligonolj.smo participatorio y, 
en ultimo tdrmino, la sustitucidn de una burocracia por oara.
nalizacidn de la participacidn aurronta directamente el nûmero de 
los sujetos constitucionales, pero igualr.;cnte puede toner refiejo 
□:i cl nûmero de los agentes o actores dc la constitucidn material, 
en cuantc eue implica un desdoblamiento de la accidn de las orga- 
nizocioncs sociales y una correlative atrijucidn de responsabili- 
dadcs a un m:;.yor nû:,,ci’o de sus miembros.
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El tcldn de fonde de todo este problems es el de la parti­
cipacidn de los grupos de presidn y en cuanto que grupos de pre­
sidn, Elle llova a un reparte dc dress dc influencia, s la buro- 
cratizscidn de la vida politico, con la consiguiente dcsideolo- 
gizacidn de las masas. Incluse las pa.rtidos politicos intervie- 
ncn en es^e jucgo s travds de su participacidn en estructuras ad­
ministratives de cardcter burocrdtico, aunque al mènes este tipo 
de orgonizaciones cùentan ccn el regulador especlfico de las elec- 
cienes, que eupone un criterio de representatividad mds democrâ- 
tico. De chi que, incluso en estes casos, sca problemdtica en 
tdrminos de dcmocraticidad, la sustitucidn del partido por el 
sindicato u otros grupos de presidn que carecen de tal regulador 
(161).
El individuo se siente abrui.sido por los grandes grupos, de- 
sinfon irtdo y prograniado desde fuera, tanto si e. td inscrito a al- 
rune dc elles, como mds adn si pcrmanccc aislado c indopendicnte, 
Ello plantes la cuestidn de asegurar la participacidn y dcmocra­
ticidad interna de los propios grupos dc presidn "privados", di- 
ficil de resolver juridicamente (l£2J, ütro problems es cl de la 
vinculacidn o control de las organizaciones sociales por los ter- 
ceros, es decir, los interesados directamente en su funcionamiento 
o indirect mente representados por ellas, que no estdn inscrites 
formalmi.nte (l83), Juridicamente no se von otros instrumentes uti- 
lizables, dentro de un esquema constitucional dernocrdtico, que
( ' "(lolj Pur con tutte le disfunzioni e il lore incontestabile depe- 
rimentü, i partiti restano sompre elementi fondnmentali di un 
sistema legittimati da apparati elettorali", PHEDIERI, op. cit.,
p. 61.
(icP) Gobro G. te tema, r’lGGv.., "Ecrmazioni sociali... "cit.
(iL'o] Ver NÏG.lü, op. ult. cit. en general, que distingue entre 
socios y tcrcerüs c n^ rolacidn a las formacioncs o grupos socia-
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cl üe la publicic!^  d dc la : ctividad dc les organizaciones y el 
dcrccho do sufragio,
Litjsdc cl punto dc vict dol grupo organizado, la inotitu- 
nacicnalizacidn de la representacidn de intereses puede cnredar- 
le cn las mallas del podcr y hacerle menos atcnto a las presiones 
de la base (lL4j, Desde el punto de vista de], funcionamiento del 
aparate pûblico, puede desembocar ya en una cristalizacidn cor­
porative, ya cn un contractualismo puralizante, Estas conclusio- 
nes générales son verificables en mayor c menor grado en los dis- 
tiritüG ejernplüs de participacidn administrative pas!kiviz- (I is.
En todo c:'So comportsn una desconfianza hacia la participa-
les, senalando varies grades de tercerîa desde un punto de vista 
seciulcgicista que se aparta de la consider,.eidn contractualista, 
privatista o voluntarists (formai) dc las organizaciones sociales. 
El problème esta en asegurar uns cierta intervencidn de 'les ter- 
ceros, o de algunes estratos de los mismcs, en la :ctividad o con­
trol de las farmacitjncs sociales, dado el efectivo poder normati­
ve que talcs organiz. icioues ejcrcen no sdlo sobre sus socios si­
no tarnbidn sobre les terceros. Gobre la rolacidn entre los indi- 
viduos y los grupos sociales, vdanse tarnbidn la:, distincicnes so- 
ciüldgicas de CLAU y uGiTT, Le organizzazioni formai!: un aproc- 
cio comparatc, citado por GETTINI, La partecipazione gmministra- 
tivg, cit. Taies autores distingucn entre: IJ miembros o partici­
pantes; 2) propietarios o dirigeâtes dc la crganizocidn; 3) clien­
tes o "pûblico cn contacte", es decir, personas que estando fuera 
de la organizacidn niantienen con ella contactos fijos y regulares; 
4) cl pûblico en general. El problème estd en profundizar en el 
andlisis de la tercera categoric.
(lC4) F. NEUMAN, Lo stato democratico..., cit., p.76, senala que 
"azione politico, in una dsmocrazia, signifies libera elezione 
dei rnppresentanti e capacity di spontanea e pronta reattività 
nei confronti delle decisioni ddi rappresentati. Uüesto, a sua 
volta, richiede che enti sociali corne partiti politici e sindaca­
ti rimangono liberi dallo stato, aperti e soggetti alle pression! 
dclla base; e che l'elettorato, trovandosi di frente a gravi pro­
blem! sia in grado di organizzarsi spontaneamsnte e risolverli".
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cidn cnfüCc-dü dcsüe la dptica de la representacidn de intereses, 
Parccü prcforible, pues, partir del principle dc la representa­
cidn polîtica y articular les supuestos de la representacidn de 
intereses, no desdcncblcs cn tdrminos obsalutos, cn funcidn de 
aqudlla.
La porticipacidn administrative, para ser efectiva, ne pue- 
dc dejar do instrumcntarsc c través do los grupos sociales. Pero 
estes ücbcn cncontrar, lege fcrendo, cl criterio fundamental de 
su representatividad en las fdrmulas électives. Ello supone an­
te todo extender projresivamsnte la dcnocrocia representative 
al drea administrative, partiondo de le descentralizacidn terri­
torial, desde cl nivol regional al de la circunscripcidn urbana, 
y articulando con estas estructuras representatives otros posi- 
blcs supuestos de organismes soctorialns électives. Requière recr- 
dcnor la unidad de accidn politico, y el respeto al plurolismo 
social E ideoldaicü medionte el instrumente! de la programacidn 
domcicrdtica. Implica configurer los casos de institucionolizacidn 
do la representacidn de intereses ne hacia organismes do decisidn 
propia y directamci.te responsable, sino especlficai.:ente de con­
trol politico y financière. Conocta inevitablemente con el pro­
blems de la inforrnocidn publies y de las facultades dc occeso a 
la misma extendidas a una pluralidad do sujetos. Ge trata dc una 
linea do tendencia, que puede parocor limitada desde la dptica 
de un imposible asambleismo, que llova ccnsigo no une supcracidn 
de las contradicciones socic-politicas sino, en todo caso, su 
elcvaoidn a un nivel superior de dcmocraticidad.
Juridicamente habré que cornprobar les posibilidades que co­
da ord'-.nc.miento juridico of race parc esta transformocién, partion­
do de la base de los principles y la organizocién constitucional
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al objetü de exfcraer de ellos los criterios interprétatives con 
los que pueda dccidir cada opcrador jurîdico,
e) Por ûltirno, entre los sujetos de la participacidn admi­
nistrative hï.brîa que considérer a les propios entes pûblicos, 
en cuanto que hemos hablado de una participacidn interorgdnica.
La teorîa cldsica de la organizacidn administrative parte 
dol principio centraliste y del principio jerdrquicc, asi como 
de la unicidad formai de direccidn politico nacional. La inter- 
relacidn entre las diverses unidades administratives se basa en 
la unidad fundamental de todo el bloque administrative y en la 
divisidn de competencies entre los diversos organismes en base 
a criterios de organizacidr. burocrdtica, üiendo el interds pd- 
blico general y reconducible a la unidad, cada fin pûblico es- 
pGcIfico no es sino una parte de aqudl, diferenciada funcional- 
r.iGnte, Todo sujeto pûblico-administrativo actûa el interds ge­
neral, inc uso cuando se trata de entes u drganos clegidos de- 
mocraticancnte, con capacidad de direccidn politico propia en 
el di'ibito do una comunidad menor, tal como sucode con munici- 
pics y provincias. La atribucidn dc representatividad de cada 
en'.B pûblico diverse viene determinada por el criterio formalis­
te de la personalidad juridica pûblica. En base al mismo se con­
figura el esquema juridico de las relaciones entre las distintas 
Unicodes administratives (iGü),
La realidad desmionte esta construccidn tedrica, proclaman- 
do une pluralidad de centros de decisiûn rnûs c :;;Gnos independien- 
tes o autûnamos sociollgicarnente. Esta realidad empieza a tener 
su reflejo en cl Derecho positive, que prescribe intervenciones
(iGGJ Ver supra, el parâgrafo 7 dc la Introducciûn,
231
de los titulares de ciertos entes pûblicos en la actividad de 
otros, al objeto de coordinar de una u otra forma, la actividad 
de las diferontes esferas administratives. Las relaciones entre 
éstas no tienen ya como ûnico eje los principios del centralismo 
politico y de la jerarqula burocrdtica. Por ejemplo, a veces los 
Consejos municipales intervienen en los procesos decisionales 
cuya competencia formai estd atribuida a la Administracidn cen­
tral, Estes supuestos suelen considerarse como manifestaciones 
del principio do la participacidn, Incluso en ocasiones se rompe 
la relaciûn entre organismes de base electiva y personalidad 
juridica, como ocurre con los Consejos de barrio italianos, lo 
que viene a indicar un cierto reconocimiento juridico de la plu­
ralidad de formas y nivales de conexidn entre el ciudadano y la 
Administracidn (lG6),
La insuficiencia del esquema iuspublicista liberaf^  para 
ordenar juridicamente la realidad del Estado moderne aconseja 
un combio de dptica en sentido sociologicista. La considoracidn 
de los organismes pûblicas como centros de referencia de intere- 
SGS colectivos l'ormaliicnte publificados, el reconocimiento de 3a 
heterogencidad de les intereses pûblicos, su identificacidn, cla- 
sificacidn y cnntenido [utilizacidn), el andlisis dc la organi- 
zc-cidn administrative en sentido funcicnal (curacterizacidn de 
las competencies docisorias como de direccidn politico o tdcni- 
cas) y Gstructural [fdrmula erg:nizativa) son algunas de las 
nuEvc.s tdcnicas jurldicas o travds de las cualos se puede captar 
y ordenar tedricarnente el pluralism- de l a  Administracidn ccntem- 
porlnca, El principi; participative tiene cn esta materia un
(lB6) Ver cl Capitulo VI cio esta Primera Porte,
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amplio campo de manifost&cicn, aparté de la relaciûn que induda- 
blementc existe entre participacidn externa e interorgdnica (e 
interna), debido a la difuminacidn dc 1 separacidn juridica en­
tre el ciudadano y la Administracidn.
Pero un examen siquiera introductivo de la participacidn 
interorgânica y, en este lugar, do las figuras subjetivas pûbli­
cas como sujetos de la participacidn nos llevarfa a partir de 
una sorie de consideraciones générales sobre la organizacidn ad- 
nii ni strati va. De ahl que, dadas los limites de este trabajo, no 
se pueda profundizar en el tema, por le nue bastard con hacer 
las referencias oportunas que reculera el objeto especlfico del 
mismo y en su lugar corrospondiente.
Câpltulü IV
LAS FORMAS PARTICIPATIVA5 
LA PARTICIPACIDN PROCEDir.ENTAL
Se trata de analizar ahora en qué formas o modalidades 
jurldicas se concrets la participacidn administrativa. La va- 
riedad de supuestos es muy grande y lo es tanto mds en cuanto 
que se parte de conceptos distintos de participacidn, por lo 
que cada autor incluye bajo este concepto figuras jurldicas 
distintas. Ya se dijo que la hipertrofia de la ideologla par­
ticipative ha llevado a considerar gran parte de los contactos 
entre la Administracidn y los ciudadanos como supuestos de par­
ticipacidn. Pero incluso reduciendo el contenido del concepto 
en el sentido ya expuesto, es decir, como intervencidn en las 
actividades administratives en defensa de intereses difusos y 
colectivos, la forma en que tal intervencidn se realize son nu- 
merosas. Por ejemplo puede hablarse de participacidn, sin mds 
especificaciones por el momento, con relacidn a las observecio- 
nes que un ciudadano cualquiera, no directamente interesado, o 
un grupo social présentant al proyecto de plan urbanlstico de un 
municipio. Tarnbidn cuando un grupo profesional es llamado a ma- 
nifestar su opinidn y exponer sus intereses con ocasidn de un 
procedimiento administrative que afecta a la catégorie que
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représenta, Igualmente se habla de participacidn en los supues­
tos de organismes consultivos colegiales formados por représen­
tantes de categories sociales o econdmicas; o en los casos de 
cogestidn de empresas pûblicas, o de eleccidn de los drganos 
restores de una unidad administrativa, o por referencia a la 
intervencidn de représentantes de grupos sociales en el control 
de la gestidn de un ente pûblico, etc.
Todas estas son manifestaciones de la participacidn admi­
nistrativa en el sentido antedicho y no parece Idgico excluir 
con carâcter previo ninguna de ellas en base a la efectiva in- 
fluenciabilidad que ejerce el particular en la decisidn admi­
nistrativa a través de cada una. Otra cosa distinta es la va- 
loracidn socioldgica o politics que de cada figura pueda hacer- 
SB y el rechazo posterior de unas u otras de acuerdo con las 
caracterlsticas que la participacidn debe tener en base a un 
ordenamiento juridico determinado. En caso contrario se desbor­
da el metodo juridico para desviarse a problemas semânticos o 
puramente ideoldgicos (l87).
(l87) Por Bso es de rechazar la postura de algunos autores que 
para criticar ciertas figuras participatives establecen simple- 
mente que no son supuestos de "verdadera" o de real participa­
cidn. Asi, TUCCARI, Partecipazione popolare e ordinamento régio­
nale, cit., p. 45, senala que no es verdadera participacidn la 
proccdimental, en cuanto que no rompe la estructura cerrada de 
la Administracidn. Socioldgicamente la conclusidn es cierta en 
tdrminos générales, pero supone un punto de partida previo e idee- 
Idgico. El autor la dériva de una posicidn ideoldgica preconce- 
bida y no del andlisis de las caracterlsticas que deben ofrecer 
los supuestos de participacidn segûn el ordenamiento italiano.
Es decir, Juridicamente, la conclusidn debe concretarse en tor- 
no a la praposicidn normative, por lo que cabrla decir no ya 
que tal o cual figura es o no participacidn, sino que es o no 
participacidn en base al ordenamiento, que responds o no ml
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En todo caso los diferentes ejemplos de participacidn pue­
den reconducirse a dos grupos bdsicos# El primera de ellos se 
caracteriza por la exterioridad de la intervencidn del particu­
lar o grupo portador de intereses difusos o colectivos* Este 
mantiene su separacidn estructural del aparato administrative 
y toma parte de manera mds o menos periddica, mds o menos oca- 
sional, en el desempeno de les funciones administratives, apor- 
tando su concurso en algunas de las fases del iter de la actua- 
cién administrative# En este caso puede hablarse de participa­
cidn funcional e, qulzd mds exactamente, de participacidn pro- 
cedimental, El segundo tipo bdsico es aqudl en el que el suje­
to participante se introduce en le propia estructura administra­
tive (no SB confunde con ella), en virtud de formas permanentes 
e institucionalizadas de conexidn. Se trata de la llamada par­
ticipacidn orgdnica.
A continuacidn se estudiardn ambos subtipos en sus dife­
rentes variedades, con la salvedod de reservar un espacio pro­
pio para la participacidn consultiva. Esta puede desarrollarse 
en forma procedimental u orgdnica, pero la importancia real e 
histdrica de su funcidn asi como sus peculiaridades tdcnicas 
aconsejan esta diferenciacidn expositive.
proyecte participative fijado por el ordenamiento, Lo mismo pue­
de decirse, y aquî la Idgica socioldgica aparece menos clara y 
mds la posicidn politics concrete, con relacidn a la parte de la 
doctrina italiana que excluye a priori del concepto juridico de 
participacidn los supuestos de la llamada democrecia directe, ta­
ies como el referendum y la iniciativa populàr de las leyas y ac­
tes administratives générales. Asi el mismo TUCCARI, op. cit.. 
p. 49 y P. CARETTI, "Iniziativa, referendum, partecipazione" en 
Commente allo statuto délia Régions Toscana, p. 475
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1.- CONSIDERACIONES GENERALES SOBRE EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRA- 
TIVO Y SOBRE LA INTERVENCION DE LOS ADMINISTRADOS EN EL MISMO.
Sabido es que el procedimiento administrative ha sido con- 
siderado de diferente manera a lo largo de la evoluciÔn de la 
teorîa y la prdctica del Derecho administrative. Hoy en dîa, 
como reflejo de la ideologla de la participacidn tiende ha ser 
considerado desde un nuevo punto de vista. La dptica con que se 
aborda y sistematiza el estudio del procedimiento no es una cues­
tidn puramente doctrinal, dadas las consecuencias positivas que 
de ello derivan, sobre todo en el campo jurisprudencial, tan 
importante como fuente de creacidn juridica en esta materia.
Lo que importa sobre todo es especificar la funcidn del procedi­
miento administrative, pues de este primer factor derivan toda 
una serie de aplicacionos prôcticas relativas a cada uno de los 
elementos procedimentales: sujetos, objeto y forma en que se rea­
lize (188).
El procedimiento puede considerarse en primer lugar, crono- 
Idgicamente hablando, en funcidn de ordenacidn regularizada de 
la actividad administrativa. Esta posicidn tiene sus bases en 
el proceso de creacidn de la Administracidn contemporânea. Le 
consideracidn estricta del procedimiento en este sentido séria 
tlpica de una Administracidn no sometida a control judicial. Las 
reglas procedimentales son mds bien tdcnicas, internas, de buena 
administracidn, que jurldicas o relacionales. El procedimiento
(l88) Sobre las finalidades del procedimiento y sus cambios his- 
tdricos, vdase por todos y en sentido resumido, GARCIA DE ENTER- 
RIA, Curso..., II, cit., p. 362 y ss. y GIANNINI, Diritto ammi- 
nistrativo, II, cit., p. 813 y ss.
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es simplemente el encadenamiento de actuaciones que se realize 
para la adopcidn de una decisidn administrativa. Es el acte de­
finitive y las actuaciones preparatories, todo ello considerado 
como un todo unitario y complejo (l89). Esta nocidn técnica del 
procedimiento permanece en nuestros dîas. No as! la considera­
cidn meramente tdcnica del fendmeno, hoy definitivamente supe­
rada, aunque resurja en mementos de administracidn autoritaria, 
por el proceso de jurisdiccionalizacidn del iter procedimental. 
De hecho la falta de juridicidad que acompana a una concepcidn 
tecnicista implica la consideracidn de la intervencidn de los 
particulares como mera colaboracidn al correcte desempeno de la 
actividad administrativa, pero en ningûn caso una garantie juri­
dica de control de la misma o, dicho de otra forma, una limita- 
cidn de la discreccionalidad de la Administracidn.
El desarrollo de la doctrina juridica liberal ha llevado 
a concebir el procedimiento administrativo en funcidn esencial- 
mente garantlstica, aunque sin olvidar su virtualidad técnica.
La intervencidn del particular en el proceso de formacidn del 
acto se interpréta como ordenada a la salvaguardia de sus intere­
ses y esté vinculada a la proteccidn judicial de los mismos. Es­
ta configuracidn del procedimiento, que no es incompatible con 
los aspectos colaborativos, sino que los integra y supera, es 
congruente con los postulados bésicos de la teorla del Estado 
de Derecho. Concuerda con el principio de separacidn radical en­
tre Estado y sociedad, con la consideracidn de la Administracidn 
como burocracia cerrada y autoritaria, sometida al imperio de la
(l89) GIANNINI, op. ult. cit.. p. 814.
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ley, con la consideraciôn individual del administrado y con la 
posicidn central del juez coma protector de los derechos indi- 
viduales. La relacidn entre el particular y la Administracidn 
se concrete en el acto administrative. Es decir, el acto admi­
nistrative definitive viene a resumir jurldicamente el ser de 
la Administracidn en sus relaciones con los particuleres. De 
ahi que la garantie del particular se centre en la correccidn 
juridica del acte, contrôlable per el juez. El contencioso-ad- 
ministrativG es un "proceso al acto", al resultado elaborado 
de la actuaciôn administrative.
Pero partiendo de esta base y sin abandonarla se produce 
todo un desarrollo doctrinal y positive en sentido garantîsti- 
co y uno de los aspectos fondamentales de esa evoluciôn es pre- 
cisamerite el control judicial no s61o del contenido del acto 
sino de su forma, es decir, del proceso de formaciôn del mismo, 
del procedimiento administrative. La separacidn tajante entre 
contenido del acto y procedimiento disminuye y el control de 
éste se entiende como limitaciôn de la discreccionalidad admi- 
nistrativa. Ello supone ampliar las garantîas del administrado 
mediante una serie de reglas, obligatorias para la Administra- 
cidn, que prescriben su intervencidn en el procedimiento. El 
control del exceso de poder en el Derecho francés e italiano y 
de los vicies de orden pûblico del acto administrative en el 
Derecho espahol se mueve en buena parte en esta direccidn. In­
cluse se llegan a introducir en el procedimiento administrati­
ve ciertos elementos procesales, quizé por influjo de las téc- 
nicas anglosajonas. Pero queda claro que el procedimiento admi­
nistrative no llega -ni puede llegar- a considerarse como un pro­
ceso, por la posicidn no neutral de la Administracidn en la
dialêctica entre interés pûblico e interés privado. Por ello las 
garanties procedimentales quedan siempre vinculadas al control 
ûltimo del juez, Constituyen un elemento que otorga un mayor nd- 
mero de posibilidades de defense al particular en caso de recur- 
so judicial, al tiempo que permiten una actuaciôn mènes incorrec­
ts de la Administraciôn. El aspecto garantistico de la juridi- 
ficaciôn del procedimiento queda, pues, conectado con el con­
trol judicial a posteriori, El juez podré contrôler la correc- 
ciôn del procedimiento a travês del control del acto administra­
tive e igualmente la correcciôn del acto administrative en ba­
se al control de su procedimiento de formaciôn.
Las técnicas de juridificaciôn garantîstica del procedi­
miento administrative alcanzan un notable grade de perfecciona- 
miento, como puede observarse ya en la Allgemeines Verwaltungs- 
verfharenqesetz austriaca de 21 de julio de 1.925, que segûn 
GHETTI "représenta... el products mâs refinado del Estado de De­
recho entendido segûn la concepciôn burguesa tradicional" (l9ü). 
Las posteriores leyes générales de procedimiento administrative 
de los paises del ârea juridica continental, asl como la siste- 
matizaciôn jurisprudencial en aquéllos donde no existen taies 
normas générales, como es el caso de Francia e Italia, siguen 
mâs o menos las mismas directrices pollticas y técnicas. Y en­
tre ellas y como eje fundamental, la consideraciôn individualis- 
ta de los sujetos intervinientes con plenitud de garanties en 
el procedimiento administrative, en correspondencia con las mis­
mas carâcterlsticas individualistes del contencioso-administra- 
tivo.
(l9ü) Il contraddittorio amministrativo, Padova, 1.971, p. 73.
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Sin embargo, la realidad de nuestra êpoca ha supuesto que 
la préctica administrative desborde en buena medida estas esque- 
mas# La magnitud de los grupos de presiôn y el intervencionismo 
estatal acentûan la tendencia hacia una Administraciôn abierta 
en contacte con dichos grupos. La realidad del procedimiento 
de formaciôn de gran nômero de actos administratives, quizâ los 
mâs importantes socialmente, obedece a estas caracterîsticas. 
Ahora bien, este modo de actuaciôn administrative esté escasamen- 
te regulado Jurldicamente, por lo que cada autoridad goza de una 
gran libertad de hecho para elegir sus interlocutores, con évi­
dente menoscabo de la igualdad sustancial y formai. La consta- 
taciôn de este hecho y de la desigualdad que supone ha llevado 
a propugnar, con un carâcter mâs o menos integrista o progresi- 
vo, la reforma del procedimiento administrative en el sentido de 
la admisiôn, jurldicamente ordenada, en el mismo de sujetos por- 
tadores de intereses no meramente individuales y en especial de 
las organizaciones sociales (l9l).
Ahora bien, este hecho se interpréta de diverses formas.
En primer lugar como complemento marginal de la intervenciôn de 
los directement^ interesados, lo cual supone un anadido no esen- 
cial que no entra en conflicto con la concepciôn tradicional li- 
beral-garantlstica del procedimiento y con sus postulados bâsi- 
cos. Ello tiene como consecuencia la escasa protecciôn de este 
tipo de intervenciôn, pues una regulaciÔn mâs acorde con la in-
(l9l) Segûn GIANNINI, "La tutela...", cit., p. 563, la partici- 
paciôn procedimental de sujetos portadores de intereses colec- 
tivos estâ testante extendida, si no normativamente, si en la 
praxis real de la Administraciôn moderna. Aûn mâs, tel inter­
venciôn es mucho mâs amplia que la que se realize en el proce­
so .
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traducclân procedimental de los Intereses dlfusos y colectlvas 
Implica una relajaclân de las barreras entre Estado y sociedad.
De ahl que desde un planteamlenta estrlctamente liberal se en- 
cuentren grandes dlficultades para resolver el problème de la 
ordenaciôn garantizada de la intervenciôn de los portadores de 
dichos intereses. En buena parte vlenen a considerarse como su- 
puestos de colaboraciôn con la Administraciôn, distinguiÔndolos 
bien claramente de la concepciôn garantîstica, reservada a los 
titulares de intereses individuales directes,
ütros Butores abordan el fenômeno desde le éptica de la 
participaciôn, partiendo de la sustancialidad y no marginalidad 
presents o tendencial del mismo (l92). Ello implica en au ver- 
siôn mâs consecuente, un cambio en la consideraciôn del proce­
dimiento administrative y de su funciôn juridica.
En efecto, se viene a revalorizar la propia funciôn admi­
nistrative y no ya sÔlo su resultado, el acte (193). Tel funciÔn 
administrative consiste mâs que en la estricta aplicaciôn de la 
ley, dada la insuficiencia del acto y el grado de discrecciona­
lidad de la Administraciôn, en la identificaciôn compléta del 
interés actuable en cada case concrete, esa si, teniendo en cuen- 
ta los dictados de les normas générales jerârquicamente supraor- 
denadas y las situaciones jurldicas de los particuleres. Es decir, 
cada ôrgano o unidad administrative tiene atribuida por el orde-
(192) GIANNINI, "La tutela...", cit.. p. 563.
(193) En este sentido, véase GIANNINI, Diritto amministrativo.
II, p. 820 y ss. y BERTI, "Procedimento, procedure, partecipa- 
zione" en Scïtti Guicciarci. 1,975, pp. 797 y ss. Esta concep­
ciôn es hoy dominante en la doctrine italiens, después de los 
trabajos de GIANNINI y F. BENVENUTI sobre el procedimiento. En 
el mismo sentido, ver 0. SEPE, L'efficienza..., cit. y U. ALLE­
GRE TTI, L'imparzialità amministrativa, Milano, 1966, pp. 245-290.
242
namiento la tutela de un interés pûblico primario, gozando nor- 
malmente de un cierto grado de discreccionalidad para su inter- 
pretocién y concreccién. Esta funciôn de concrecciôn se realize 
valcrando otros intereses varios, privados y pûblicos, indivi­
duales o colectivos de que son portadores otros sujetos priva­
dos o pûblicos que se ven afectados por la acciôn administrati­
ve de que se trate. Taies intereses operan como intereses secon­
daries desde el punto de vista del ôrgano administrative actuan- 
te y en cuanto taies imponen limitaciones, en teorîa, a la po- 
testad discreccional de dicho ôrgano. Asî, la funciôn adminis­
trative se especifica aûn més, identificândose con la valoraciôn, 
eunque sea, claro esté, desde una posiciôn de parte tuteladora 
de un cierto interés, de todos los demâs intereses concurrentes.
Pues bien, esta funciôn se desarrolla a través del proce­
dimiento administrative, mientras que el acto administrative 
es el resultado de esa composiciôn de intereses. El procedimien­
to administrative constituye, pues, "la forma de la funciôn ad­
ministrative" (194).
En principio puede parecer escasa la trascendencia positi­
va de esta construcciôn. De hecho la Administraciôn sigue mante- 
niendo su érea de discreccionalidad, en base a la superioridad 
del interés primario a ella atribuido y en base a que es ella 
misma la que efectûa la momposiciôn de aquél con los intereses 
secondaries. En efecto, esta composiciôn, en cuanto a su sustan- 
cia o contenido final, no puede ser efectuada por el juez de ma-
(194) GIANNINI, Diritto amministrativo, II, cit.4 p. 821. Mâs ade- 
lante el mismo autor anade que "il procedimento amministrativo, 
sütto l'aspetto funzionale h uno strumento per disciplinare la 
compresenza degli interessi, in primo luogo pubblici, e poi col- 
lettivi e privati" (p. 885).
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nera autônoma (dejando aparté el control de las desigualdades 
notaries e injustificadas), pues ello supondrla traspasar a la 
Magistrature la potestad discreccional de la Administraciôn.
Sin embargo, su validez préctica es mayor, en cuanto que 
sirve de base teôrica para el paso a una Administraciôn abierta 
a los distintos intereses sociales y porque supone, en estrecha 
relaciôn con ese cambio, una revalorizaciôn del procedimiento 
administrative, de las formas en que se realize la funciôn ad­
ministrative. Lo cual puede conducir a nuevas posibilidades de 
control judicial de la acciôn administrative y a la atribuciôn 
de garanties a los interesados, incluyendo entre éstos a los 
titulares de intereses difusos y colectivos (l95).
En definitive, esta concepciôn del procedimiento favorece 
la intervenciôn en el mismo de los sujetos portadores de todos 
los intereses en juego. Son los propios interesados los que in- 
troducen sus opiniones y manifestaciones de voluntad en el pro­
ceso de formaciôn de la decisiôn. Por ello parece que una nueva 
regulaciÔn del procedimiento administrative, ya sea a través de 
la ley o por creaciôn jurisprudencial, se impone para permitir 
la presencia de todos los interesados en base a criterios de 
igualdad juridica, lo que, indirectamente puede suponer una cier- 
ta limitaciôn del trato de privilégie que la Administraciôn con­
cede a determinados sujetos y organizaciones.
Ahora bien, esta presencia de los cointeresados, refiriên-
(195) Desde el punto de vista de la tutela judicial, lo importan­
te seré no tanto o no sôlo contrôler el acto en si, como el re­
sultado de la acciôn administrative, sino el propio desarrollo 
de la funciôn administrative que da lugar al acto. "Il sindacato 
sull'atto va, più correttamente inteso corne controllo sul 'modo 
di farsi del potere'"; TRILARCHI, Funzione consultiva e amminis- 
trazione démocraties, Milano, 1.974, p. 195.
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donos ahora a los portadores de intereses difusos y colectivos, 
ha sido vista de diferente manera por la doctrine, la jurispru- 
dencia y las normas procedimentales escritas. Fundamentalmente 
pueden constatarse dos posiciones antagônicas, eunque siempre 
de manera sistemâtica y con independencia de posiciones inter- 
medias.
a) La primera posiciôn percibe la necesidad de apertura 
del procedimiento desde el punto de vista prioritario de la efi- 
cacia de la acciôn administrative. Se tratarîa de permitir la 
presencia o intervenciôn de los sujetos portadores de intereses 
colectivos con objeto de proporcionar a la Administraciôn, apar­
té de posibles aportaciones técnicas, la posibilidad de reali- 
zar una valoraciôn preventive de las consecuencias pollticas y 
sociales de sus actos, es decir, del grado de consenso u oposi- 
ciôn que puede encontrar una future decisiôn.
Desde este punto de vista, la participaciôn procedimental 
se instrumenta técnicamente como colaboraciôn, sin que a los 
intervinientes se les atribuyan las mismas o parecidas garanties 
que a los titulares de intereses individuales jurldicamente tu- 
telados. A ello se acompaha normalmente una justificaciôn de ti­
po ideolôgico tendente a demostrar la posibilidad de todo ciuda- 
dano de ser oîdo por la autoridad o incluso a re-presentar la 
decisiôn administrative como fruto de la composiciôn de los di- 
versos intereses sociales afectados realizada en forma neutral 
por la Administraciôn.
Esta concepciôn es esencialmente integrativa e ideolôgica, 
Cierto es que puede dar lugar a una mayor eficacia de la acciôn 
administrative y a una evitaciôn de posibles recursos judiciales
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(y Qdministrativos) (l96), Incluso puede que en algûn caso pro- 
porcione elementos técnicos a la Administraciôn. Pero ante todo 
tiende a légitimer el ejercicio no igualitario de las funciones 
administratives. En primer lugar porque estâ claro que la Admi­
nistraciôn no se coloca en posiciôn neutral ante los diferentes 
intereses en juego, sino que ocupa una posiciôn socio-polltica 
propia y goza de una autonomie de acciôn. En segundo lugar por­
que la faite de garanties de los intervinientes da lugar a que 
mucchas de sus alegaciones no sean ni siquiera tenidas en cuen- 
ta, limitândose la Administraciôn a considérer las propuestas 
de los grandes grupos sociales, como podrla hacer (y hace) a 
través de procedimientos informales.
Sin embargo, la mayor parte de las normas o posiciones ju- 
risprudenciales que se refieren a la llamada participaciôn pro­
cedimental se mueven en esta limitada direcciôn. La colabora­
ciôn de los particulares, del mero interesado o interesado de 
hecho, se observa desde el punto de vista de la Administraciôn 
y se fundaments en el principio inquisitive que rige el proce­
dimiento administrative y en el de la libre introducciôn de in­
tereses en el mismo (GIANNINI). De esta manera se llega a los 
mismos resultados que quien observa el problems desde una ôpti- 
ca tradicional, pero a elle se ahade, en forma mistificante, la 
cobertura ideolôgica de la participaciôn (197).
(196) G. BARüNE, L'intervento del privato nel procedimento ammi­
nistrativo. Milano, 1.969, p. 85.
(197) El carâcter integrista de esta concepciôn de la participa­
ciôn procedimental y de los dates juridicos positives en que se 
basa ha sido demostrada por numerosos autores de diverses palses. 
Por ejemplo, con relaciôn a Francia véase J. CHEVALLIER, La par­
ticipation dans l'administration..., cit., p. 105-106 y J. P.
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b) La segunda posiciôn favorable a la participaciôn de los 
portadores de intereses difusos y colectivos en el procedimiento 
es aquêlla que parte de una consideraciôn de la participaciôn co­
mo control de la Administraciôn, Para la misma, la situaciôn de 
taies sujetos en el procedimiento no puede limitarse a una sim­
ple colaboraciôn, sino que debe ester rodeada de una serie de 
garanties que la aproximen a la que disfrutan los titulares de 
intereses directes. Se hace, pues, hincapié en el principio del 
contradictorio, no en el sentido de considérer al procedimiento 
como un proceso, sino en el de la aplicaciôn a los nuevos supues­
to s de las garanties procedimentales creadas por la doctrine li­
beral (198), aunque con algunas diferencias que se concretan es- 
pecialmente en el tema de la publicidad de la acciôn administra­
tive.
Esta concepciôn doctrinal encuentra mayores dificultades 
para imponerse en 3a préctica, habida cuenta del carécter restric­
tive de las normatives en vigor, Aunque puede contar con una
FERMIER, La participation des administrés..., cit., p. 679. Un 
anélisis de la experiencia arnericana en G. ARENA, "La partecipa- 
zione dei privati.,.", cit., p. 95 y ss. (ahora también en Riv. 
trim, dir, pub.. 1.976, l), que llega a parecidas conclusiones. 
Sobre Inglaterra puede verse el anélisis del "Informe Skefington" 
sobre la participaciôn de los vecinos en materia de planificaciôn 
urbanistica, en F. TRIkARCHI, "La partecipazione del cittadino..•" 
cit., que senala que en el propio Informe se elude al carécter 
integrador y psicolôgico de la participaciôn-colaboraciôn pro- 
puesto. De hecho las experiencias en los palses de Derecho ad- 
ministrativo y en los palses anglosajones parecen semejantes en 
este sentido.
(198) Véase GHETTI, Il contraddittorio amministrfativo, cit., pp. 
16-30 especialmente. El carécter contradictorio del procedimien­
to administrètivo signifies segûn GARCIA DE ENTERRIA, Curso...,
II, cit., p. 377, "la posibilidad de que se hagan valer los dis­
tintos intereses en juego y de que esos intereses sean adecuada- 
mente confrontados en presencia de sus respectives titulares
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posiblB Influenclabllldad en la evoluciÔn de la préctica adminisB- 
trativa y sobre todo de la doctrine jurisprudencial -incluso don­
de existen normes générales- sobre la materia, dado el carécter 
fluido de la misma.
Pero en relaciôn con todo este tema se impone ûn anélisis 
mâs pormeoorizado que tenga en cuenta los dates suministrados por 
el Derecho positivo (l99).
antes de adopter una decisiôn definitive".
(199) Sabido es que en el ârea de los ordenamientos de Derecho 
administrative no todos los palses cuentan con regulaciones géné­
rales sobre el procedimiento administrative. Entre los que si la 
poseen se encuentran Austria, Espana y recientemente Alemania, 
desde 1.976. Francia e Italia carecen de una normative semejan­
te. En este ûltimo pals las reglas générales del procedimiento 
han sido sistematizadas por la jurisprudencia partiendo de las 
mûltiples regulaciones parciales. Un resumen de estas ûltimas 
puede verse en S. CASSESE, "Il privato e il procedimento amminis­
trativo", en Archivio Giuridico, 1.970, pp. 25-188. Por su parte 
1 a nueva legislaciôn regional ha establecido nuevas normas pro­
cedimentales, si bien particularizadas, de carécter generalmente 
més progresivo. Desde 1.948 han existido varios intentos de or- 
denaciôn general del procedimiento, cuando menos a nivel de prin- 
cipiüs. Pueden contarse el "Schema di legqe générale sulla pubbli- 
ca amministrazione" elaborado en 1.946 por la Comisiôn para la 
reforma de la Administraciôn, presidida por ügo Forti; el Proyec- 
to de ley elaborado por el Servicio de reforma de la Administra­
ciôn pûblica en 1.953, presidido por Lucifredi; las proposiciones 
de ley De Francesco (1.955), Lucifredi, Resta y Codacci Pisanelli 
(1.958) y Lucifredi (1.963); el Esquema elaborado por el Ministe- 
rio para la reforma de la Administraciôn pûblica en 1.964 y un 
Proyecto de ley, n^  114/1.974. Sôlo este ûltimo sobrepasa en cier- 
ta medide la ôptica individualiste, si bien se trata de una reco- 
pilaciôn de principios générales. De todas formas uno tras otro 
han ido cayendo en el olvido. Por tanto, el estudio del procedi­
miento en Italia deberâ tener en cuenta tanto las normas estata- 
les, como las innovaciones régionales y sobre todo la interpre- 
taciôn jurisprudencial. En el émbito del Derecho anglosajon se 
cuenta con una norma general, la Federal Administrative Procedure 
Act arnericana de 26 de octubre de 1.946, aparté de las recopi- 
laciones légales de principios y normas jurisprudenciales reali-
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2.- Les SUJETOS INTERVINIENTES EN EL PROCEDIMIENTO.
Por sujetos intervinientes en el procedimiento se entiende 
aquî, dejando de lado a los ôrganos de instrucciôn y decisiôn, 
los portadores de intereses que se introducen y valoran en el 
procedimiento. La consideraciôn del mismo desde el punto de vis­
ta de la participaciôn implica la presencia de taies sujetos en 
el procesocË formaciôn de la decisiôn (200).
De hecho en la manera de operar de las Administraciones 
modernas puede observarse la tendencia a la introducciôn diferen- 
ciada de los intereses difusos y colectivos y, en consecuencia, 
aunque no sean dos casas necesariamente correlatives, se senala 
la intervenciôn de un gran nômero de sujetos. Ello concuerda con 
el tipo de Administraciôn abierta que poco a poco se impone en 
los paîsès industrializados. Por tanto, los intereses difusos y 
colectivos encuentran mayores posibilidades de expresiôn en el 
procedimiento que en el proceso contencioso-administrativo (20l),
zadas en Gran Bretana en determinadas materias, taies como las 
encuestas estatutarias. Sobre ello, véase H. VJ. R. «VADE, Derecho 
administrative, trad, espahola, Madrid, 1.971, pp. 323 y ss. En 
todo caso toda la materia tiene, en ambos reglmenes jurldicos, 
un sebor jurisprudencial évidente y por tanto un carâcter évolu­
tive y flexible, por lo que debe resaltarse la capacidad teôrica 
de adaptaciôn a las nuevas circunstancias.
(2ÜG) Como senala GIANNINI, Diritto amministrativo,II, cit., p. 
883; "Tutti gli interessi possono essere virtualmente presenti 
in un procedimento amministrativo: quelli che hanno un loro por- 
tatore sono perô presenti in un modo procedimentale definite. Lo 
strumento di definizione consiste nell'acquisto délia cualitS di 
parte del procedimento sia per il centre di riferimento, sia per 
l'ente esponenziale di interessi collettivi, sia per il privato",
Aunque mâs abajo se hablarâ del modo en que debe entenderese di-
cha calificaciôn de parte procedimental.
(201) GIANNINI, "La tutela...", cit., p. 560.
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Lo que ocurre es que en gren medida esta participaciôn es infor­
mai, obedece a una préctica administrative que ha sido escasamen- 
te recogida y garantizada formalmente por el Derecho positivo*
En este sentido puede hablarse de taies sujetos intervinientes 
como partes eventuales del procedimiento, es decir, aquéllas 
que lo son de hecho, mâs o menos ocasionalmente, y no por impe­
rative legal.(202), La frecuencia de esta préctica y la falta de 
regulaciÔn positiva o de sanciôn jurisprudencial comporten un 
amplio margen de discreccionalidad administrative y la posibi­
lidad de posibles desigualdades de trato.
Por esc, lo que interesa es determiner la regulaciÔn juri­
dica de estes aspectos y proponer algunas soluciones al proble­
ms. Dentro del qsquema liberal clâsico solo se consideran partes 
del procedimiento los iniciadores del mismo y los titulares de 
derechos subjetivos e intereses directes afectados o virtualmen­
te afectados por el future acto (203). Taies sujetos gozan de 
una situaciôn juridica procedimental compléta dentro de dicho 
esquema. El Derecho positivo, ya desde antiguo, reconoce otros 
intervinientes en el procedimiento y, por tanto, otras situacio­
nes jurldicas procedimentales distintas a las de dichos sujetos.
Especialmente en materia de urbanisme y expropiaciôn forzo- 
sa, muchos ordenamientos jurldicos atribuyen a cualquier ciuda- 
dano la posibilidad de presenter observaciones, alegaciones, 
opiniones, etc. a los proyectos générales de actuaciôn adminis- 
trativa. Tal es el caso, por ejemplo, del art. 5 de la ley ita-
(202) GIANNINI, Diritto amministrativo, II, cit., p. 684.
(203) Por lo demés, en el caso de apertura del procedimiento a 
iniciativa de parte, ésta viene constituida por los titulares 
de intereses directes o de derechos subjetivos.
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liana sobre expropiaciones, n^  2.359 de 20 de marzo de 1,865, 
que déclara admisibles las observaciones provenientes del puis­
que de populo con relaciôn al piano que acompaha la demanda pa­
ra la declaraciôn de utilidad pûblica. Igualmente y siempre en 
el Derecho italiano, la ley urbanistica de 17 de agosto de 1.942, 
n2 1,150 senala que pasados treinta dîas desde la publicaciôn 
de un proyecto de plan regulador general, las instituciones in- 
teresadas y los particulares pueden presenter observaciones al 
mismo (art. 9). En otros ordenamientos se pueden también encon­
trar supuestos partidos, que més adelante se sehalarén con més 
detalle. Por ahora nos bastan estos dos para exponer una serie 
de consideraciones sobre los aspectos subjetivos.
Taies intervinientes, sean individuos o asociaciones o ins­
tituciones, pueden ser considerados como titulares de intereses 
difusos o colectivos. El problema esté en determiner cuél es su 
posiciôn en el émbito del procedimiento, o sea, su situaciôn ju­
ridica procedimental. En general, puede decirse que es muy dis­
tinta a la de los titulares de derechos subjetivos o intereses 
directos. Asî lo establece la jurisprudencia italiana en los dos 
casos anteriormente citados (204). Los portadores de intereses 
difusos y colectivos se consideran fundamentalmente como colabo- 
radores de la Administraciôn. Aparté de las posibilidades que
(204) Sobre esta jurisprudencia puede verse GHETTI, Il contrad­
dittorio amministrativo, cit. pp. 121-125 y 150 especialmente 
y también BARONE, L'intervento del privato..., cit., pp. 98-109. 
La posiciôn de los ordenamientos y doctrines jurisprudenciales 
de otros palses no suele ser muy distinta. Por ejemplo, sobre la 
posiciôn de los intervinientes en las encuestas inglesas, muy 
distinta a la de las partes directamente interesadas en el pro­
cedimiento, ver WADE, Derecho administrative, cit., pp. 356-357.
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se les reconocen de aportar sus opiniones, pocas o ninguna ga­
rantie de atendibilidad les viene atribuida formalmente. En es­
pecial no son titulares de facultades especificas de informaciôn 
con relaciôn a las diverses fases del procedimiento; antes bien, 
su intervenciôn se suele situer al inicio del iter procedimental 
y suele consistir en un acto aislado o individualizabla sin con- 
tinuidad a lo largo del proceso de formaciôn del acto. No estân 
admitidos al trâmite de presentaciôn de pruebas o al de audien- 
cia formai a los interesados. Finalmente la Administraciôn no 
se ve obligada a motivar sus decisiones en caso de separaciôn 
de las opiniones de taies intervinientes. Las consecuencias Ju­
rldicas de esta presencia son, pues, escasas en términos géné­
rales, dejando de lado algunos supuestos especlficee y la préc­
tica administrative, que admite una mayor influenciabilidad de 
los grandes grupos o de algunos de ellos con independencia de 
toda regulaciÔn formai.
De ahl que se haya hablado de una distinciôn entre partes 
del procedimiento y participantes en el mismo (205). Esta ôltima
(205) GHETTI, Il contraddittorio amministrativo. cit., p.26: "In- 
fattl, nei procedimenti ove 1'Interviniente agisce come parte, 
il contraddittorio amministrativo si présenta precipuamente come 
strumento di guarentigia sostanziale; al contrario, ove vi sono 
partecipanti al procedimento, 11 contraddittorio ha soprettutto 
funzione di coloborazione con 1'amministrazione, ettraverso l'ac- 
quisizione degli element! di fatto e di diritto, di tutti gli in­
teressi che nella loro visions di insieme vengano a costituire 
l'interesse pubblico concrete cui si deve provvedere". Aparté de 
la inexactitud del tÔrmino participante a que se hace alusiôn en 
el texto, no se puede estar de acuerdo con la calificaciôn de con­
tradictorio administrative para ambos tipos de intervenciones.
Si el principio del contradictorio implica, como ha definido 
GARCIA DE ENTERRIA, que los intereses no sÔlo se hagan valer, 
sino que ademôs se confronten adecuadamente en presencia de sus 
respectives titulares antes de adopter la decisiôn definitive.
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expresiôn parece inadecuada* Participante en un sentido muy am­
plio y atécnico podrla ser calificado todo aquôl que tome parte 
en el procedimiento. Si la palabra debe adolecer de una carga 
de concrecciôn técnica mâs acusada, contraponer parte y parti­
cipante signifies reducir la participaciôn procedimental a la 
simple colaboraciôn y, por tanto, adscribirse de entrada a una 
visiôn ideolôgica y restringida del fenômeno participatorio. En 
todo caso séria preferible hablar de partes, dotadas de garan­
ties jurldicas complétas y a cuya intervenciôn se eplica el prin­
cipio del contradictorio, y simples colaboradores, pues ésta es 
la funciôn objetiva que cumplen formalmente los no votados de 
garanties jurldicas procedimentales. En concrete se tratarâ de 
interpreter cada supuesto para atribuir una u otra situaciôn ju­
ridica procedimental a los intervinientes.
De todas formas, y volviendo al terreno de las generalida- 
des, aparté la dicciôn legal de algunos preceptos, otros motives 
de lôgica juridica podrlan aducirse para impedir una interpréta- 
ciôn extensive que atribuya el carâcter de partes a los portado­
res de intereses difusos y colectivos.
El argumente fundamental podrla basarse en el hecho de que 
en le mayorla de las ocasiones citedas la ley hace referenda a 
todo ciudadano o a cualquier administrado. De hecho, una inter­
venciôn tan generalizada no puede pasar del nivel de la pura 
colaboraciôn, teniendo en cuenta la capacidad técnica de la Ad-
no puede hablarse de confrontaciôn adecuada cuando se trata de 
una simple alegaciôn de intereses y no hay confrontaciôn conjun- 
ta y razonada. Lo que ocurre es simplemente que con relaciôn a 
taies intereses difusos y colectivos y a sus respectives porta­
dores y segûn la legislaciôn y la jurisprudencia tradicional, no 
jueqa el principio del contradictorio.
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ministreciôn actual, so pena de atascar el funcionamiento de la 
maquinaria administrative.
Ante el dilema de una intervenciôn tan extendida en cuanto 
al nômero de posibles sujetos y tan escasamente profunda en cuan­
to a garanties de incidencia real, y de protecciôn juridica, al­
gunos autores han propuesto la reducciôn de la participaciôn - 
procedimental a determinados sujetos especlficamente cualificados 
a los que se dotarla de mayores facultades en el procedimiento
(206). Ello permitirla una presencia constante de taies sujetos 
y una informaciôn continuada a los mismos, asl como resolver el 
problema de la motivaciôn suficiente y no discriminatoria de las 
decisiones administratives. Esta propuesta puede ser operative 
no sôlo de loge ferenda, sino incluso a través de una interpre- 
taciôn jurisprudencial del término "cualquier ciudadano" o "to­
do administrado" (el chiunque en el Derecho italiano),como rela- 
tivo a los sujetos exponenciales de intereses difusos o, sobre 
todo, colectivos, con aplicaciôn de los criterios de la repre- 
sentatividad que se expusieron més atrés (207). Ello sin per- 
juicio de reconocer a toda persona un papel de posible colabo- 
rador al desarrollo de la actividad administrative.
Algunas innovaciones que la legislaciôn regional ha intro- 
ducido en el Derecho italiano parecen moverse en esta direcciôn. 
Asl las normas que regulan la llamada iniciativa popular para 
la formaciôn da actos générales (législatives, reglamenterios o 
administratives) de los Consejos régionales (206). Y también
(2Ü6) Asl TRIMARCHI, "La partecipazione...", cit., p. 23.
(207) Favorable a esta soluciôn parece también, aunque no muy de- 
cididamente, GIANNINI, "La tutela...*', cit., p. 566.
(206) Entre otras cabe citar la ley reg. Lombardia nS 1 de 2 de
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algunas normes régionales générales sobre la participaciôn ciu- 
dadana al ejercicio de las funciones pôblicos (209). En taies 
leyes la iniciativa del procedimiento en cuestiôn viene atri­
buida a un cierto nômero de ciudadanos, o bien a los entes loca­
les, que son centros de referenda de intereses colectivos por 
definiciôn, a veces con inclusiôn express de las comunidades de 
montaha y las unidades supramunicipales (210) e incluso de las 
organizaciones régionales, syndicales y econômicas y de entes, 
organizaciones y asociaciones con representatividad regional
(211). El ejercicio de la iniciativa procedimental lleva atri­
buido el derecho de presencia en las subsiguientes fases del pro­
cedimiento. En caso de que la iniciativa se ejercite por un nô­
mero abstracto de ciudadanos, éstos pueden elegir un pequeno^gru- 
pD de représentantes con los que se proseguirân las actuaciones
(212). Aunque constituye un ejemplo muy limitado por sus caràc-
octubre de 1,971, la ley reg. Toscana ns 19 de 14 de julio de 
1.972, la ley reg. Veneto nQ 1 de 12 de enero de 1.973, la ley 
reg. Piamonte, n2 4 de 16 de enero de 1.973, la ley reg. Emilia- 
Romaha nB 7 de 23 de enero de 1.973, la ley reg. Puglia ns 9 de 
16 de abril de 1,973, etc. Sobre estas normes VERTI, "La parabo­
la régionale dell'idea di partecipazione", en Le Reqioni, 1.974, 
p. 13 y ss.
(209) Ley reg. Umbria nB 4 de 10 de julio de 1.972, recogida en 
el texto citado en la nota anterior.
(210) Ley reg. Toscana nB 19, art. 9.
(211) Ley reg. Emilia-Romaha nS 7, art. 1.
(212) Esta figura de los représentantes de una pluralidad de in­
teresados en el procedimiento puede tener gran virtualidad en los 
supuestos de introducciôn de intereses difusos o colectivos. Por 
otra parte tal préctica, referida a interesados directos plurales, 
no es nueva. Recientemente se ha hecho eco de ella, positivizén- 
dola, la Ley Federal Alemana sobre el procedimiento, que requiè­
re un représentante por cada cincuenta interesados como punto de 
partida. Sobre esta ley ver F. MAYER, "La legge sul procedimento
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terlsticas, esta legislaciôn puede constituir el modèle de los 
primeros pasos hacia adelante en esta materia.
Cierto es que reducir la participaciôn plena en el pro­
cedimiento a los grupos organizados replantea el tema de la par­
ticipaciôn de las élites pollticas o de las burocracias. Sim em­
bargo, SB puede afirmar que supone una reforma posible y ademâs 
politicamente justificada. En efecto, la participaciôn informai 
en el procedimiento administrative viene realizada por grandes 
organizaciones y grupos de presiôn. Un# regulaciÔn de esta in­
tervenciôn, aunque quede al nivel de las organizaciones socia­
les, puede reducir en cierta manera la discreccionalidad admi­
nistrative en la elecciôn de los interlocutores, introduciendo 
un cierto grado de igualdad entre los distintos grupos portado­
res de intereses sociales. En ûltimo caso, la técnica del nom- 
bramiento de représentantes de los particulares interesados 
puede limiter ese elitismo.
3.- OBJETO DE LA PARTICIPACION EN EL PROCEDIMIENTO.
La participaciôn procedimental, aûn tratândose normalmen­
te de 3Bupuestos de participaciôn-colaboraciôn, comienza a de- 
sarrollarse en materia de administraciôn del territorio: urbanis­
me, expropiaciôn forzosa, tutela del paisaje, etc. (213). Gene-
amministrativa nella Repubblica Federale Tedesca", en Hiv, trim. 
dir, pub., 1.977, 4, p. 1.115 y ss.
(213) Asl, por lo que respecta a Francia, esta afirmaciôn en FER- 
RIER, "La participation...", cit., p. 674-675. ^n igual sentido 
TRIMARCHI, "La partecipazione del cittadino..." cit., y también, 
por lo que se refiere al Derecho inglés, WADE, Derecho adminis­
trative, cit., p. 369, segûn el cual "las encuestas no siempre 
estân relacionadas con terrenos, aunque sean éstas les que tien- 
den a monopolizar la atenciôn".
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ralmente se refiere, en los primeros y més generalizados supues­
tos, a actos générales del poder local que afectan al territorio. 
Planes de urbanisme y declaraciones de utilidad pûblica de las 
expropiaciones son los dos supuestos bâsicos. Asl en Italia los 
dos primeros ejemplos conocidos son los de los ya citados articu­
les 5 de la ley sobre expropiaciones y 9 de la ley urbanistica.
A ello puede ahadirse el art. 18 de la misma ley urbanistica de 
1942, que facult§ a los interesados a presenter oposiciones al 
plan partlcularizado de ejecuciûn, ejemplo de participaciûn-cüla- 
boracién a pesar de la Interpretaciân jurisprudencial rest%ic- 
tiva, hoy en vlas de superaclûn. Otro supuesto es el de las pro­
puestas y reclamaciones a los proyectos de declaraciôn de conjun- 
tos culturales y paesajlsticos, propuestas y reclamaciones que 
pueden formuler las asociaciones sindicales y cualquier ciudada­
no, en virtud de la ley n® 1.497/1.939 de 26 de junio, art. 3 
(214). Otros supuestos se encuentran en las normas sobre planes 
de evaluaciôn agraria (D.P.R. nB 948/1.962 de 23 de junio, art.
4), planes de vivienda econûmica y popular (arts. 6, 7 y 8 de la 
ley nfl 167/1.962 de 18 de abril), planes de fomente de los terri­
tories de montaha (art. 17 de la ley nB 991/1.952 de 25 de julio),
(214) Téngase en cuenta que la referenda especifica a las asocia­
ciones sindicales se explica por el carâcter corporative del râ- 
gimen vigente en el momento de aprobaciôn de la ley. Como senala 
GIANNINI, "La tutela...", cit.,pp. 553-554, "caduto l'ordinamen- 
to sindacale corporativo fasciste, la norma fe stata letta nel 
senso che possano presentare reelami e proposte sia privati che 
enti collettivi". De hecho, esta es una buena orientaciôn a se- 
guir en la interpretaciôn de muchas de las normas promulgadas en 
nuestro pals durante el période franquiste y que continûan aûn 
hoy en vigor.
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etc. Los ejemplos son hoy numerosos (215) y lo mismo ocurre en 
otros palses (216).
Que les supuestos de participaciôn sean en primer lugar 
los que se acaban de citar no puede extrahar, si se tiene en cuen- 
te que la participaciôn de los titulares de intereses difusos o 
colectivos va vinculeda a los actos générales de planificaciôn 
y programaciôn y a sus respectives procedimientos, ya que los 
casos més originarios y sobresalientes de planificaciôn de la 
actividad administrativa se encuentran en el sector del urbanis­
me y del gobierno del territorio. A medida que la planificaciôn 
se va extendiendo como método de la acciôn de la Administraciôn 
pûblica, la intervenciôn de taies sujetos se va institucionali- 
zando por les respectives normatives de sector. Y ello porque 
el método de la planificaciôn o programaciôn implica, en los 
reglmenes de democracia occidental, una decisiôn a largo plazo
(215) Sobre estos ejemplos ver GIANNINI, "La tutela..." cit., pp. 
553-556 y sobre todo S. CASSESE, "Il privato e il procedimento 
amministrativo", cit., 1.970, pp. 25 y ss.
(216) En Espaha baste citer el art, 41, ap. 1 de la nueva Ley del 
Suelo: "Aprobadü inicialmente el Plan Parciel, Programs de Actua­
ciôn Urbanistica o Proyecto de Urbanizaciôn por la Corporaciôn
u Organisme que lo hubiese redactado, éste lo someterâ a infor­
maciôn pûblica durante un mes, y transcurrido el plazo, si se 
tratare de Planes, Programas o Proyectos no redactodos por el 
Ayuntamiento respective, se habrirâ otro perîodo de igual dura- 
ciôn para dar audiencia a las Corporaciones Locales a cuyo te­
rritorio afectaren". En Gran Bretana, la Town and Country Planhing 
Act, de 1.968 establece la posibilidad de que cualquiern pueda 
presenter observaciones a los proyectos de planes urbanîsticos 
publicados. Los principios en que debe basarse tal participaciôn 
han sido sehalados por 61 People and Planning - Report of the 
Comitee on Public Participation in Planning, London, 1.969 (in­
forme Skeffington). Sobre ello ver TRIMARCHI, "La partecipazione 
del cittadino..." cit., p. 14 y ss.
258
para cuyo efectivo cumplimiento se hace necesario buscar un cier­
to grado de consenso y composiciôn de los diversos intereses en 
presencia.
Pero estas ûltimas ideas nos llevan a plantear una segunda 
cuestiôn relative al objeto de la participaciôn procedimental, 
menos descriptive que una simple lista de sectores de actividad 
administrative y de mayor trascendencia juridica. &Qué tipo de 
actos administratives son aquéllos cuyo procedimiento de forma­
ciôn se distingue por la utilizaciôn de formas participatives?
Ya hemos visto uno de ellos, cual es el de los actos de 
planificaciôn. Otro supuesto al que se extionde el fenômeno par­
ticipative es el de los réglementes administratives. Un ejemplo 
bien cercano es el del art. 130 de nuestra Ley de Procedimiento 
Administrative, e pesar de las limitaciones del mismo, dado que 
la intervenciôn no se considéra como un derecho de los sujetos 
colectivos interesados, sino como una facultad de la propia 
Administraciôn (217). Otro ejemplo en el Derecho comparado lo 
ofrece la Federal Administration Procedure Act arnericana de 1946, 
al regular los procedimientos denominados rule making al objeto 
de élaborer reglamentos administratives y disposiciones de ca­
râcter general (rule) de las Agencies (218).
Aparté de los planes y los reglamentos existe toda una 
serie de actos fondamentales de la Administraciôn pûblica que
(217) Ello subraya aûn mâs netamentjjp el carâcter de colaboraciôn 
e ideolôgico del supuesto, por lo demâs poco eplicado. Debe re- 
saltarse de nuevo que la mcnciôn a organizaciones de carâcter 
corporativo podrla entenderse hoy sustituida por la referenda
a entes y asociaciones portadores de intereses colectivos.
(218) Ver GHETTI, Il contraddittorio..., cit., p. 95 y ss. y 
ARENA, "La partecipazione dei privati..." cit., p. 95 y ss.
59
tienden cada vez mâs a elaborarse en base a fârmulas participa- 
tlvas. Son las decisiones mâs importantes, de alcance social 
mâs amplio aprobadas por la Administraciôn. Actos referidos a 
materias econômicas o laborales, a la organizaciôn de los ser- 
vicios y empresas pûblicas, etc. Su competencia corresponde a 
los altos nivelas de la Administraciôn, ya sea central, local 
o institucional. El intervencionismo estatal y la prepotencia 
administrativa han llevado a conferir muchos de estos actos a 
los organisrnos del ârea administrativa, en detrimento de las 
competencies de los ôrganos politicos y especialmente del Par­
lemente (219). De ahl que se hable de una funciôn de dirigencia 
administrativa y que algûn ordenamiento, como el italiano, haya 
reconocido expresamente la diversidad de esta parcela adminis­
trative con una regulaciÔn unitaria (22ü). Pues bien, la tenden­
cia de las Administraciones modernas es precisamente la de cons­
tituir taies funciones como punto de slntesis de intereses es- 
peclficos, es decir, que su desarrollo tiende a realizarse en 
forma participada, si bien se trata generalmente de una parti­
cipaciôn dependiente, de tipo tecnocrâtico. La naturalqza de 
las decisiones que se adoptan en taies organismes inclina a los 
administradores a buscar el consenso previo de las diferentes 
fuerzas sociales con capacidad para oponer una resistencia no­
table a las mismas. De ahl que se haya hablado de participaciôn-
(219) Ver S. CASSESE, L'amministrazione pubblica in Italia, cit. 
p. 27 y ss.
(220} Se trata del D. P. R. de 30 de junio de 1.972, que esteble- 
ce una regulaciÔn no muy afortunada, desde un punto de vista de- 
mocrético, por la amplitud de las competencies que confiera a 
los dirigeâtes administratives de tipo burocrâtico y por la 
falta de control de su funciôn que viene a sancionar. Sobre el 
tema, ver TRIMARCHI, "Poteri dei dirigenti e partecipazione", cit.
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negociaciôn o de government by contract.
De hecho tal participaciôn suele ser informai, no regula- 
da, y se ejerce a través de conferencias o reuniones bilatéra­
les més o menos pûblicas. Aparté de subrayar de nuevo la exigen- 
cia de una cierta regulaciÔn del fenômeno, al objeto de limiter 
la discreccionalidad administrativa en la elecciôn de los inter­
locutores y para posibilitar no sôlo la colaboraciôn sino tam­
bién el control de la Administraciôn, interesa sehalar este da­
te en este lugar, precisamente por las caracterîsticas objeti- 
vas de los actos de que venimos tratando.
Ahora bien, desde un punto de vista jurîdico, el problema 
no es fâcil de resolver, precisamante por la diversidad de los 
actos en cuestiôn. Hasta ahora nos hsmos limitado a sehalar 
dos caracterîsticas no claramente definidas. La primera de ti­
po sociolôgico, es decir, que se trata de los actos de mayor 
importancia social. Pero esto no es un criteria vâlido jurîdi- 
camente, dado su relativismo e historicidad. En efecto, la par­
ticipaciôn procedimental, informai o institucionalizada, se va 
extendiendo progresivamente a esferas y modos de actuaciôn ad­
ministrative distintos, ampliando el cîrculo de su vigencia real 
a medida que cambia la orientaciôn de la practice administrativa, 
Por ejemplo, hoy en dîa numerosas concesiones de servicios pCi­
blions se atribuyen en base a procedimientos en los que se per­
mits o se exige la presencia de los portadores de intereses so­
ciales (221}.
(221) Un ejemplo lo constituye la circular nS 326/1.955 del Mi- 
nisterio de Transportes italiano sobre el procedimiento de las 
condesiones de autolîneas. Se prescribe la convocatoria de una 
reuniôn municipal o départemental a la que estén facultados para 
intervenir los aspirantes a concesionarios y otras empresas di-
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Por otro lado, un criterio estructural tampoco parece muy 
seguro, pues son muy diverses las unidades administratives que 
realizan sus funciones en base a procedimientos participatives, 
y no suele existir una vinculaciôn estricta entre estructura del 
ôrgana y modo de realizaciôn de su funciôn. En definitive lo 
que ocurre es que el desarrollo de la actividad administrativa 
astâ sufriendo una fase de evoluciôn, desde las formas de actua­
ciôn cerradas y autoritarias a las abiertas y participadas. Roto 
por necesidades de la dinâmica social el molde clâsico del Es­
tado de Derecho liberal, la discontinuidad en la evoluciôn ha­
ce difîcil encontrar otros criterios de sistematizaciôn juridica.
Planteando el problema de otra manera: ies posible sehalar 
por inducciôn, partiendo de las normatives de sector y de la 
préctica administrativa consolidada, unos criterios générales 
que, a nivel de principles jurldicos, declarables jurispruden- 
cialmente, permitan imponer en ciertos procedimientos vincula- 
ciones a la discreccionalidad de la Administraciôn de tipo par- 
ticipativo?; ^puede llegar a elaborarse doctrinalemente y a con- 
sagrarse jurisprudencialmente una catégorie (o varias categories) 
de actos en cuyo procedimiento de formaciôn se exija, so pena de 
invalidez, la presencia garantizada de los portadores de intere­
ses difusos y colectivos?
En caso afirmativo la técnica juridica de sistematizaciôn 
exegética séria simple. Si todos o la mayoria de los actos de
recta o indirectamente interesadas, los représentantes de orga­
nismes y entes pôblicos, taies como los municipios afectados, Fe- 
rrocarriles del Estado y las asociaciones de catégorie. Sobre es­
te date y sobre los procedimientos de concesiôn en general, ver 
S. CASSESE,"Il privato e il procedimento..*", cit.
un cierto tipo se elaboran, por prescripciôn legal o por practi­
ce administrativa consolidada, en forma participada, de ello 
podrla deducirse un principio general vinculonte aplicable a to­
dos los actos de la catégorie, en caso de que cada regulaciÔn 
especifica no prescribiese nada en contrario expresamente.
En realidad toda esta materia adolece de un sensible retra- 
so. No sôlo por las reticencias de la jurisprudencia a admitir 
definitivamente y a définir con claridad los supuestos de parti­
cipaciôn procedimental, sino también por las dificultades con 
que la doctrina juridica se encuentra a la hora de formular nue­
vas clasificaciones jurldicas més acordes con la realidad cam- 
biante de nuestros dlas. De ahl que se tienda bien a un casuis- 
mo reltivista y pragmético, bien a utilizer a pesar de su insu­
ficiencia, los criterios tradicionalos. Pero antes de nada mere- 
ce la pena pasar revista a estos ôltimos.
Ante todo no es ya suficiente el criterio que distingue 
entre actos y reglamentos, en base al grado de generalidad y 
abstracciôn de las decisiones administratives. No sôlo porque 
la barreta entre la generalidad y la concrecciôn no es clara, 
sino porque dado el intervencionismo estatal y la disparidad de 
sus formas, la importancia socio-polltica de un acto concrete 
puede ser muy superior a la de un reglamento o acto general. 
Pensemos por ejemplo en el acto singular por el que se decide 
el emplazamiento de un gran complejo industrial pûblico o en la 
declaraciôn de un territorio como parque natural.
Tampoco parece suficiente el criterio subjetivo estructu­
ral del organisme compétente para aprobar un acto, pues o se 
puede coer en un casuismo positiviste o en un circule vicioso.
El criterio de la determinabilidad y singularidad de los
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destinatarios tampoco es suficiente en cuanto que se admiten ju- 
rldicamente los intereses difusos y colectivos* A partir de este 
punto, existe toda una graduaciôn de posibles afectedos, en di­
verse manera, por el acto administrative y se trata de protéger 
al mâximo, aunque en manera diferenciada por razones de eficacia 
y por la limitociân de los medios con que opera la Administracidn, 
a todos ellos. Es un criterio que sigue siendo sin duda vâlido, 
pero que no es déterminante. Cierto que los supuestos vigentes 
de participacidn procedimental se refieren a actos con un desti- 
naterio indeterminado. Pero en otros casos no ocurre tel cosa, 
sino que junto a ciertos interesados directes y determinables, 
cuya situaciân esté especialmente protegida, se reconoce otro 
circule o circules mâs amplios de sujotos afectados, a los que 
normalmente se les atribyye une situacién juridica menos garan- 
tizada. Por ttnto, no es que la peirticipaciân de los interesados 
difuea o colectivsmente se limite a los casos en que existe una 
absolute indeterminabilidad de los destinataries o a aquéllos 
en que no existan interesados directes e inmediatos (222).
Por otra parte, fundamentar una posible generelizaciôn par- 
ticipatoria tan sâlo en los llamados actos con sujeto indetermi­
nado puede suponer apartarse notoriamente de las exigencies so­
ciales de nuestros tiempos, pues muchos de los actos con mayor 
trascendencia social tienen un destinatario especifico y la ex­
clusion a priori de los mismos de un principio participative pue­
de significar continuer sin dar respuesta a las necesidades de 
la colectividad y encerrar la relaciOn juridica administrative
(222) En sentido opuesto al nuestro y en base a las categories 
tradicionales se pronuncia FERMIER, "La participation..." cit., 
p. 667.
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en la esfera de los directamente Interesados* Un ejemplo en es­
te sentido podrîa ser el de las concesiones de servicios pûbli- 
cos.
Con un criterio mâs sociologicista la doctrina italiana 
ha intentado individualizar un tipo de acto administrative es­
pecial, caracterizado en términos abstractos por tratarse de las 
decisiones administratives que marcan para cada organisme o sec­
tor de actividad la pauta general politics de las actuaciones 
sucesivas. Se tratarla de los actos llamados de indirizzo poli­
tico o politico-administrative, que podrlan contraponerse a los 
actos de ejecuciôn o de gestiân (223). En aquéllos el elemento 
politico séria mSs determinants en la concrecciân de la voluntad 
administrative, mientras que en los segundos predominarlan los 
elementos técnicos o de mera gestiûn burocrética* Oentro de los 
actos de indirizzo se contarlan los reglamentos y los planes y 
programme. Pero también algunos otros, taies como las llamadas 
directives (224) e incluse algunos actos especlficos que condi- 
cionan por su importancia politico toda una serie de decisiones 
administratives posteriores. Desde luego, no se trata de un cri­
terio clasificatorio muy elaborado y tampoco aparece neta la dis- 
tincidn entre actos de une y otro tipo. Eso si, supone un inten­
te de aproximar la teorla juridica a la realidad social y, como 
tel debe considererse, teniendo en cuenta las dificultades, que 
ya SB mencionaron, que supone construir nuevas categories jurldi- 
CBS sùstitutives de las tradicionales.
(223) Sobre el tema, ver por todos k4ARTINES, Indirizzo politico, 
en Enciclopedia del Diritto. XXI, p. 134 y ss. y E CHELI, Atto 
politico e funzione d*indirizzo politico, cit.
(224) Por todos ver MORTATI, Istituzioni..., II, cit., pp. 600- 
§03.
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Pues bien, en principio parece ser que es con relaciôn a 
este tipo de actos, ya sean elaborados por el Gobierno, la alta 
Administraciûn central o institucional o los ôrganos poiîtico- 
administrativos de los entes locales, ya sean actos normatives 
o actos administratives mâs o menos générales, ya existan o no 
sujetas especificamente afectados de manera directa o individual; 
es con relaciân a este tipo de actos de indirizzo que existe la 
tendencia, al menos doctrinal, de concebirlos como résultantes 
de un procedimiento participado, ya sea de tipo colaborativo o 
de control.
A los ejemplos de la planificaciÔn administrative y de la 
actividad reglamentaria puede anadirsë la participacifin, gene- 
ralmente informai, de los grupos sociales en la elaboraciân de 
las directives del Gobierno y de la alte Administracifin (225). 
También la progresive extensiân de la participacién procedimen­
tal a actos "singulares" de especial importancia social, como 
las concesiones de servicios pûblicos (226). Ella sin descartar 
supuestos de participacién procedimental en otras esferes, como 
la de los actos de control sobre las Administraciones locales 
(227).
Con este planteamiento podrfa pensarse en la elaboraciân 
de un principio general que extendiese la obligatoriedad de un 
procedimiento participative a todos los actos del tipo indicado,
(225) Ver tDRTATI, Istituzioni..., II, cit., p. 603 y AMATü, "Nuo- 
ve tendenze nella formazione degli atti governativi di indirizzo", 
en Riv. trim, dir, pub., 1.970, pp. 93 y ss.
(226) Ver CASSESE, "Il privato e il procedimento,.." cit., pp.
113 y ss.
(227) Por ejemplo, en el art. 163 del Reglamento provincial y 
comunal italieno y mâs en concrete en el art. 7 de la ley-puente 
sobre urbanisme nC 765/1.967 de 6 de agosto.
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comenzando por los de planificaciôn y los reglamentos. Con ello 
se vendrla a juridificar, a través de la jurisprudencia, lo que 
en muchos casos es una prâctica administrative corriente, al tiem- 
po que se conseguiria imponer a la discreccionalidad administra­
tive ciertos vlnculos en base a los principles de igualdad ju­
ridica y defense previa a tenor de las disposiciones del orde- 
namiento general. Dado que el retraso jurisprudencial es muy 
notable en toda la materia participative en todos los palses 
del area occidental, la conclusion anterior debe considerarse 
mâs como una llnea tie tendencia que como una propuesta acobada 
y compléta. En cualquier caso se tiene en cuenta que la evolu- 
ciân de la jurisprudencia es lenta y difîcil.
Sin embargo, se puede ariadir que estas ideas tienen ya un 
cierto refiejo legislative. Baste la muestra de la legislaciôn 
regional italiana, que las recoge si bien a nivel de principles 
y a pesar de la escasa actuaciân de les mismos hasta nueëtros dlas, 
Los estatutos régionales y mâs en concrete las norrnas de desa- 
rrollo de la participaciân en el âmbito regional (228) se refie­
ren como objeto de la misma a las leyes, reglamentos y actos gé­
nérales. En especial estas ûltimas normas versan sobre la par­
ticipaciân en la elaboraciân de actos législatives, reglamenta- 
rios y administratives generates de los Consejos régionales, que 
son precisamente los ârganos que tienen atribuida la funciân de 
indirizzo politico-administrative de la Regiân (229). Se estable- 
ce una misma intervenciân procedimental para leyes, reglamentos 
y actos generates y ello en virtud de que taies actos, a pesar
(228) Vâanse las leyes régionales citadas mâs arriba.
(229) Ver PALADIN, Diritto régionale, 2fi éd., Padova, 1.976, p. 
260.
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de sus diferenciss formales, constituysn por igual manifestacio- 
nes de la funciân de indirizzo polîtico-administrativo. La nor­
mative regional italiana ofrece en este sentido una muestra mâs 
de la nueva forma de entender la administraciân pâblica, en co- 
herencia con las realidades estructurales de nuestro tiempo y 
con los dictados constitucionales (230).
Un âltimo problema planteado respecto a los procedimientos 
en los que se concrete la participaciân, se refiere a las posi­
bles diferencias de la situaciân juridica de los iniciadores 
del procedimiento y de los que se revelan como cointeresados en 
el curso del mismo. La cuestiân se presents tan sâlo en les pro­
cedimientos que se inician a instancia de parte, en los que po- 
drla caber la duda de que el acto de iniciaciân-senale los li­
mites del procedimiento. La soluciân parece fâcil si se tiene
(230) Por otra parte, los intentas de procedimentalizaciân en 
sentido participative de la actividad legislative tampoco cons- 
tituyen una novedad en el Derecho italiano. Aparté de los nuevos 
reglamentos de las Câmaras, puede citarse el ejemplo concreto y 
mâs interesante a nivel teârico, aunque no actuado en laa prâcti- 
ca, de la programaciân nacional. La ley ns 685/1.967 de 27 de 
julio, de desarrollo de la econdmla nacional o dey de la progra­
maciân dedica un capitule, el III, a los "modos y medios de la 
acciân programâtica". En él se prevé un proyecto de ley sobre 
los procedimientos de la programaciân, jamâs aprobado, basado 
en los siguientes puntos: aprobaciân parlamentaria de los obje- 
tivos del programs; contribuciân de las fuerzas econâmicas y so­
ciales; requerimiento de informaciones a los agentes econâmicos 
pûblicos y privados con finalidades programatorias; consulta al 
CNEL; participaciân de las Regiones en la formaciân y actuaciân 
del programs, etc. Este séria otro ejemplo, aunque muy especial, 
de acto de indirizzo politico al que se aplica un procedimiento 
participatorio de todas formas, debe recalcarse una vea mâs la 
no actuaciân de esta norma que ha quedado como tantas otras en 
el limbo de las buenas intenciones.
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en cuenta que el procedimiento administrativo no es un proceso, 
por la pasiciân particular de la Administraciân que al timpo que 
es parte dirige la instructoria. Por eso en teorla y partiendo 
del principio de la libre introducciân de intereses en el proce­
dimiento administrative (231) no se ve por qué no pueda atribuir- 
se a los posibles interesados que se presenten en el curso del 
mismo la misma situaciân procesal de los iniciadores, en pari- 
dad de circonstanciés sustanciales (232).
Este âltimo tema nos lleva a conectar con el del estudio 
del iter procedimental y de sus fases, en el que se tratarâ de 
establecer en qué formas se institucionaliza y en su caso se 
garantiza la participaciân procedimental.
4.- FORMAS DE LA PARTICIPACIüN PROCEDIMENTAL.
a) Iniciaciân del procedimiento.
Segûn el esquema lâgico que se viene siguiendo, debe ha- 
blarse de participaciân en la fase inicial del procedimiento ad­
ministrative en relaciân con la intervenciân de los titulares 
de intereses difusos y colectivos que produzca el efecto juri- 
dico de la apertura de un procedimiento.
Este puede iniciarse de très maneras: a) por iniciativa 
de una figura subjetiva privada; b) por iniciativa de un sujeto 
pûblico que actûa corna autoridad; por iniciativa de la propia 
autoridad que tiene competencia para decidir. En el primer caso 
puede hablarse de demandas o instancies, en el segundo de reque-
(231) GIANNINI, Diritto amministrativo, II, cit., p. 886.
(232) En tel sentido BARONE, L~intervento del private..., cit., 
p. 231.
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rimientos y en el tercero de procedimientos de oficio (233). Lo 
que nos interesa es el primer supuesto, incluso en los casos en 
que el sujeto que inicie el-procedimiento sea un ente pûblico, 
generalmente représentante de una comunidod menor con respecto 
a la de la autoridad que decide, que actûa en celidad de centre 
de referencia de intereses colectivos.
Lo caracteristico del acto de iniciativa es que se trata 
de una manifestaciûnde voluntad jurldicamente reconocida, que 
genera la obligaciân administrative de procéder (234). Lâgica- 
mente para que un acto de un particular o de un sujeto pûblico 
pueda producir taies efectos es necesaria la existencia previa 
de una situaciân juridica tutelada de la que dériva la corres- 
pondiente situaciân juridica procesal y les facultades que la 
integran.
Pues bien, el supuesto de apertura del procedimiento a ini­
ciativa de los titulares de intereses difusos y colectivos es 
casi desconocido, lo cual no puede dejar de conectarse con la 
escasa protecciân juridica de taies intereses.
(233) GIANNINI, Diritto amministrativo, II, cit., p. 835.
(234) GIANNINI, op. ult. cit., p. 838. En general se senala que 
los efectos de la iniciaciân regular del procedimiento se resu- 
men en la obligaciân administrative de resolver o définir y as! 
lo déclara expresamente, por ejemplo, el art, 70, ep. 1 de nues- 
tra Ley de Procedimiento Administrative. Siendo esto exacte en 
llneas générales, no es menos exacte la matizaciân de GIANNINI, 
que alûde a la obligaciân de procéder, en base al hecho de que 
la efectiva adopciân de una decisiân, positiva o negative, expre­
ss o técita, depende también de otros presupuestos, variables se­
gûn las circonstanciés. Pensemos en los casos de desistimiento 
del interesado que abre el procedimiento o en la inexistencia o 
desapariciân del objeto del mismo, etc.
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Tales sujetos pueden producir actos an la fase inicial del 
procedimiento. Por ejemplo, peticiones, denuncias, invitaciones 
a procéder, etc. Pero estos actos no son realmente de iniciativa, 
sino meros actos preliminares, con naturaleza juridica de "mani- 
festeciones optatives o de opiniôn" (235). Con tal carâcter se 
regulan las peticiones en el art. 70, ap. 2 de la Ley de Proce­
dimiento Administrative espanola. Sus efectos juridicos son es- 
cesos o nulos. Todo lo mâs obligan a la Administraciân a "acusar 
recibo de su recepciân", de manera que si como consecuencia de 
una de ellas se inicia un procedimiento, "habrâ de considerarse 
iniciado de oficio, en virtud no ya de la peticiân graciable 
formulada por el administrado, sino del acuerdo adoptado en tal 
sentido por el ârgano compétente, cuya voluntad al respecto es 
decisive, por mâs que la peticiân en cuestiân... haya podido 
contribuir a formarla" (236). De ahî que no procéda atribuir el 
calificativo de participaciân procedimental a taies peticiones, 
propuestas, sugerencias o denuncias.
Sin embargo, puede encontrarse algûn caso de participaciân 
en le fase de iniciaciân. En el Derecho italiano el mâs conocido 
y generalizado es el de la iniciativa popular establecida por 
las leyes régionales. Ya vimos que taies leyes otorgan la facul- 
tad de soliciter la iniciaciân del procedimiento de formaciân de 
leyes, reglamentos y actos générales de los Bonsejos régionales 
a entes locales, ciertas asociaciones privedas y a un nûmero es­
pecifico de ciudadanos. Lo que interesa resaltar es que taies 
actos de iniciativa generan la obligaciân de procéder por parte
(235) GIANNINI, op. ult. cit., II, p. 836.
(236) GARCIA DE ENTERRIA, Curso..., II, cit., p. 394.
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del Consejo regional correspondiente, Los solicitantes deben 
formuler sus propuestas de acuerdo con ciertas formalidades, en 
especial la certificaciôn de la autenticidad de las firmes reco- 
gidas en caso de que los proponentes sean un nûmero determinado 
de ciudadanos a tltulo individual. Formulada la propuesta, y 
en un plazo concreto, por lo general entre quince y treinta dlas, 
el Consejo regional debe pronunciarse sobre su adraisibilidad.
Pero tal decisiân es estrictamente reglada, El Consejo y la 0fi- 
cina de la Rresidencia en el informe que precede a la decisiân 
se limitan a verificar el cumplimiento de los requisites legales 
por parte de los proponentes, ya sean de tipo subjetivo (acredi- 
tamiento de la cualidad de proponente), objetivo (sobre la mate­
ria en que puede utilizerse el institute de la iniciativa popu­
lar o, mejor dicho, sobre las concretes excepciones objetivas 
senaladas por las leyes; asl como sobre la categoric de acto le­
gal, reglamentario o administrative general de competencia del 
Consejo a que debe referirse la propuesta) y de forma (requisi- 
tos exigidos por las leyes). Cumplidas tales condiciones, la pro­
puesta se declare admisible y se inscribe en el calendario de 
trabajo del Consejo (237). El procedimiento sigue su trâmite con 
participaciân de los proponentes o de una delegaciân de los mis- 
mcs. Se trata pues de verdaderos actos de iniciativa, de natura­
leza radicalmente distinta a las peticiones (238). Merece también
(237) Ver en tal sentido la ley reg. Lombardia nS 1 de 2 de octo­
bre de 1,971, art. 8; ley reg. Umbria nS 4 de 10 de julio de 1.972, 
art. 13; ley reg. Toscana de 14 de julio de 1.972, art. 12; ley 
reg. Piamonte de 16 de enero de 1.973, n^  4, art. 7, etc.
(238) La ley reg. Umbria nO 4 citada distingue expresamente entre 
unos y otros atribuyêndoles un régimen jurldico distinto (art.
20 y 21 y 22 a 29 respectivamente).
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la pena destacar que los iniciadores asumen inmedietamente la 
cualidad de partes en el procedimiento, Por ello esta legisla- 
ciân regional puede volver a citarse como ejemplo de una evolu- 
ciân mas general en sentido participativo.
b) Fase instructoria.
Es en esta fase donde se sitûan la mayor parte de los actos 
de participaciân procedimental. Ello es normal en cuanto que los 
procedimientos sobre los que se centra la participaciân suelen 
ser iniciados de oficio. También porque en los que se abren a 
instancia de parte es posible, en virtud del principio inquisi- 
tivo, introducir posteriormente otros intereses distintos a los 
que portan los iniciadores. Si clesificamos los trâmites de que 
consta esta fase en alegaciones, informes, prueba y audiencia a 
los interesados (239), puede concluirde que fundamentalmente los 
supuestos de participaciân procedimental institucionalizados se 
centran en el trémite de presentaciân de alegaciones. También 
puede considerarse en general como momento participatorio el 
tramite de emisiân de informes por ciertos ârganos consultivos, 
los compuestos no en base a caracterîsticas técnicas sino en fun­
ciân de la representaciân de intereses. Pero de ello se tratarâ 
por separado mâs adelante.
La intervenciân de los titulares de intereses difusos o 
colectivos puede producirse en"cualquier momenta del procedimien­
to, dado el principio de la libre introducciân de los intereses 
y dada la falta de un estricto formalismo en el procedimiento 
administrative.
Sin embargo, suele existir un trâmite especifico a tal efecto,
(239) De acuerdo con GARCIA DE ENTERRIA, Curso..., II, cit., p. 
397 y ss.
273
que es el llamado perlodo de informaciân pûblica. Este trâmite 
suele tener lugar al inicio de la fase instructoria. Suele es­
ter legitimado para intervenir en el mismo cualquier ciudadano, 
el quiesque de populo. La informaciân pâblica se desarrolla me- 
diante la publicaciân previa del proyecto de acto de que se tra- 
te y la apertura de un perlodo durante el cual puedan presentar- 
se observaciones al mismo. El algunos ordenamientos adopta la 
forma de encuesta pâblica, que en ciertos casos se confia a un 
comisario u ârgano administrative especializado. El trâmite sue­
le finalizar con un informe final motivado, que se une al expe­
dients en curso. A veces, sin embargo, sobre todo cuando la in­
formaciân pâblica es prâcticada por el ârgano que instruye el 
expedients en su totalidad, no existe una motivaciân especlfica, 
aparté de la que acompana a la resoluciân.
Los procedimientos en que existe tal trâmite son nurnerosos 
en'■ .todos los palses, especialmente en actuaciones relacionadas 
con el territorio y los proyectos de desarrollo, asl como en 
materia de concesiones de obras y servicios pûblicos. Las encues- 
tas y la separaciân entre ârgano encuestador y autoridad décidan­
ts son tlpicas del Derecho anglosajân (240). También se han ex- 
tendido al Derecho francés en materia de propiedad inmobiliaria 
(urbanismo, expropiaciones, etc.) (24l). Incluso se postula su 
extensiân a otros ordenamientos, dadas las ventajas que ofrece, 
ya sea desde un punto de vista técnico, por la especialidad del
(24ü) Ver WADE, Derecho administrativo, cit., p. 323 y ss. Sobre 
este tema en el Derecho anglosajon, ver también THIMARCHI, "La 
partecipazione del cittadino.. ,  cit., p. 14 y ss. y también 
ARENA, "La partecipazione dei privati...", cit., p. 95 y ss.
(24l) Ver FERRIER, "La participation...", cit., p. 673 y ss.
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ârgano instructor, ya desde una posible mayor garantis, dadas 
las posibilidades de motivaciân mâs inmediata y compléta (242),
Ahora bien, en cualquier caso el trâmite de informaciân pâ­
blica es un supuesto de colaboraciân. Estâ dirigido a faciliter 
la actuaciân de la Administraciân mediante la posible adquisi- 
ciân de nuevos elementos técnicos e informaciones por parte de 
ésta, asl como proporcionando una previsiân de la acogida de la 
future decisiân en el medio social correspondiente. En âltimo 
término implica un elemento ideolâgico, puesto que funciona co­
mo "vâlvula de escape" (243) de las exigencies del ciudadano fren- 
te a la Administraciân. El régimen jurldico de la informaciân 
pâblica es coherente con esta naturaleza juridica. El trâmite se 
sitûa en la fase inicial del procedimiento. El elemento de infor­
maciân al administrado suele consistir en la exposiciân del pro­
yecto de decisiân, no pudiendo normalmente extenderse a otras 
actuaciones y naturalmente tampoco a las posteriores. No pueden 
presentarse ni discutirse pruebas (en el sentido técnico-jurldico 
del término), sino que se trata de meras alegaciones. Los inter- 
vinientes en el trâmite de informaciân pâblica no adquieren la 
cualidad de partes en el procedimiento y tampoco es precise que 
las partes intervengan en dicho trâmite.
La informaciân pâblica puede calificarse como supuesto de 
participaciân sâlo desde el punto de vista técnocrâtico de la co-
(242) En nuestro Derecho se pronuncia recientemente en tal senti­
do J. M. FORTES ENGEL, La informaciân pâblica en el Derecho admi­
nistrative. Madrid, 1.977, p. 113 y ss., partiendo de la concep- 
ciân de la informaciân publies como un procedimiento a se espe­
cial, en el âmbito del procedimiento general.
(243) La expresiân es de WADE, Derecho administrativo, cit., p.
333.
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laboraciôn, como ejemplo, por tanto, de participaciân dependien- 
te* Y puesto que éste es el momento mâs importante, si no exclu­
sive, de la participaciân procedimental, de ahî que algunos auto- 
res, desde una perspective contraria, hayan negado a ésta el ca- 
râcter de "verdadera" participaciân o que, en general, se subra­
ye su naturaleza integradore y conservadora (244),
De hecho, desde el punto de vista del control de la Admi­
nistraciân por.los ciudadanos el trâmite de informaciân pâblica 
anade bien poco. En primer lugar por la escasa informaciân que 
proporciona sobre el procedimiento en curso, aunque esta séria 
su virtualidad mâs importante comc forma de tutela de los inte­
reses difusos y colectivos. En segundo lugar por le falta de con- 
tradictorio, dada la imposibilidad de discutir y probar las ale­
gaciones formuladas. En tercer lugar por las deficiencies en la 
motivaciân. Algunos de estos defectos se ven limitados en los 
procedimientos en que la informaciân pâblica o encuesta se rea­
lize separadamente y tiene una sustantividad propia con relaciân 
a les demâs fases, Asl, en Gran Bretaha, desde la reforma del 
sistema de encuestas por le Ley de Tribunales y Encuestas de 
1.956, se ha establecîdo la obligaciân de publicar los informes 
de los encuestedores, as! como la de alegar los motives de las 
decisiones (245). Pero las garanties, si asî pueden llamarse, 
se detienen ahl. El interviniente en el trâmite de informaciân 
pâblica no ostenta una situaciân juridica tutelada de manera com­
pléta, lo cual va ligado a su falta de legitimaciân procedimental 
y procesal.
(244) Ver las notas 167 y 197.
(245) Ver WADE, Derecho administrativo, pp. 346 y 350.
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Por ello y aûn reconociendo la importancia de la informa­
ciân pâblica, sobre todo por lo que respecta a la publicaciân del 
proyecto de resoluciân, parece importante extender la presencia 
de los portadores de intereses difusos y colectivos, en el senti­
do ya indicado, a otros momentos de la fase instructoria. Atribu- 
irles la capacidad probatoria de sus alegaciones, otorgarles la 
facultad de conocer en cualquier momento el estado de la trami- 
taciân de 1 expedients, como prescribe para los interesados en 
sentido estricto el art. 62 de nuestra Ley de Procedimiento Ad­
ministrative... y, sobre todo, admitirles al trâmite de audiencia 
a los interesados. Esta âltima consideraciân merece destacarse , 
en cuanto que, como senala GARCIA OE ENTERRIA, lo funcionalidad 
del trâmite de audiencia es diferente al de alegaciones " en la 
medida en que pretends faciliter al interesado el conocimiento 
de la totalidad del expedients y permitirle, consiguientemente, 
realizar una defense eficaz y compléta de sus intereses en base 
a lo actuado en el procedimiento" (246).
Ello séria consecuencia de la extensiân de la legitimaciân 
a los portadores de intereses difusos y colectivos en el sentido 
ya visto.
Sin embargo, la jurisprudencia es aûn reticente a la supe- 
raciân de los cânones libérales individualistes. Por ello en ge­
neral distingue cuidadosamente entre las partes en el procedimien­
to, en cuanto titulares de intereses directos e individuales, y 
otros intervinientes. Veamos un ejemplo extraido de Derecho ita­
liano. El art. 15 de la ley de urbanismo de 17 de agosto de 1.942 
dispone que en el plazo de treinta dlas a partir del depâsito y
(246) Curso..., II, cit., pp. 405-406.
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publicaciân de un plan parcial pueden presenter oposicionas al 
mismo los propietarios de los inmuebles afectados por el plan 
y observaciones las asociaciones sindicales intaresadas ("todo 
ente y cualquier particular" a partir de la interpretaciân efec- 
tuada por circular del Ministerio de Obras Pdblicas nS 2.495, 
de 9 de julio de 1.954). La jurisprudencia italiana (y la pro­
pia circular citada) han venido interpretando el articule en 
el sentido de otorgar un régimen jurldico diverse a las refe- 
ridaë oposiciones y observaciones. Las primeras son formuladas 
por los interesados directos, en este caso, restrictivamente, 
por los propietarios de inmuebles. Deben resolverse en el dé­
crété de aprobaciân del plan parcial. "Constituyen verdaderos y 
propios remedies juridicos; recursos administratives que se in- 
troducen en una fase preliminar al perfeccionamiento del acto 
y que presuponen por tanto que el oponente sea titular de un 
interés personal y directe a la modificaciân del proyecto de 
plan parcial" (247). En cuanto a las observaciones se senala que 
se trata de una "aportaciân colaborativo de los ciudadanos al 
perfeccionamiento del plan" (circular n3 2.495 citada) y en el 
decreto de aprobaciân pueden ser tenidas en cuenta y originar 
modificaciones al mismo. La Administraciân debe examinarlas, 
pero ello no da ningûn derecho al que las formula. Es mâs, en la 
motivaciân del decreto de aprobaciân, la jurisprudencia senala 
que la Administraciân no estâ obligada a responder a las obser­
vaciones, pero si decide hacerlo debe responder a todas ellas, 
so pena de incurrir en exceso de poder por disparided de trato 
(248), si bien no es necesaria una motivaciân detallada sobre
(247) Sentencia del Consejo de Estado, sec. IV, n2 26 de 25 de 
enero de 1.961. Otra jurisprudencia en el mismo sentido en S. 
CASSESE, "Il privato e il procedimento...", cit., p. 60.
(248) Cons. Est., IV, n2 362, de 17 de abril de 1.962; Cons.
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cada oposicidn (249), sino que basta una motivaciân unitaria y 
sintética (25ü). Cierto que, como senala GIANNINI (25l), esta 
jurisprudencia ha atenuado la diferencia entre oposiciones y 
observaciones, pues la indebida toma en consideraciân de aquéllas, 
reflejada en la motivaciân del acto definitivo &uede dar lugar a 
la anulaciân del mismo. Pero ello no quita pare; que en todo caso 
se haya trazado una neta separaciân entre el régimen jurîdioo de 
la intervenciân de los interesados directos y de los demés par­
ticipantes, y que ésta âltima se limite a la simple presentaciân 
de alegaciones en el inicio de la fase instructoria, sin ninguna 
otra posibilidad de presencia. La mâs reciente jurisprudencia 
sobre el tema confirma la misma orientaciân (252).
Est., V, n2 353 de 1.963, etc. Sobre tal jurisprudencia, CASSESE,_ 
op. ult. cit.,p. 56 y GHETTI, Il contraddittorio..., cit., p. 150.
(249) Cons. Est., IV, n® 537 de 6 de noviembre de 1.967; Cons.
Est. IV, de 14 de mayo de 1.969, etc. ver CASSESE, op. ult. cit. 
p. 59.
(25ü) Cons. Est., IV, nS 774, de 9 de noviembre de 1.966; Cons. 
Est., IV, n2 779, de 16 de noviembre de 1.966; Cons. Est., IV, 
ns 537, de 6 de noviembre de 1.967; Cons. Est., nS 138 de 26 de 
febrero de 1.967.
(251) Diritto amministrativo, II, cit., p. 928.
(252) Asl lo confirma la sentencia de la Corte Constitucional 
italiana nS 23 de 20 de marzo de 1.976, segûn la cual; "I soggetti 
privati non partecipano al procedimento formativo dei piani rego- 
latori nella veste di vere e proprie parti, presentando osserva- 
zioni tutela del proprio interesse'... ma svolgono attività 
puramente collaborative, in vista di una compiuta valutazione de­
gli interessi pubblici in gioco. Non a easo, si considerano irre- 
cevibili le osservazioni che non abbiano di mira la soddisfazione 
delle comuni esigenze oui tendono i piani regolatori, ma consis- 
tano in refclami rivolti a diffendere particolari interessi priva­
ti. Parallelamente si esclude che sussista l'obbligo di respinge- 
re le osservazioni stesse motivando in maniera specifics e pun- 
tuale, ma si suole affermera che basta una motivazione sintética, 
nella cuale si adducano le ragioni di pubblico interesse che stanno
279
La necesidad prâctica de otorgac una mayor presencia pro­
cedimental a los titulares de intereses difusos y colectivos ha 
dado lugar, sin embargo, a la prâctica administrative de las 
conferencias con los interesados. Esta prâctica se realiza en . 
muchas ocasiones de manera ocasional, pero en otras ha adquirido 
una cierta regularidad, si bien informai. Asl ocurre, por ejem­
plo en Italia con la conferencia previa a la aprobaciân de los 
planes générales de urbanismo (253). El problema que se plantea 
es el de la publicidad de muchos de estos contactos administra- 
tivos y, sobre todo, el de limiter la discreccionalidad de la 
Administraciân en la elecciân de los intarlocutores. A pesar de 
su carâcter informai puede considerarse que la repeticiân de es­
te tipo de prâcticas puede conferirles un cierto grado de juri-
a fondamentü délia pianificazione proggettata. Ed anzi si ritie- 
ne sufficients che l'amministrazione comunale abbia presse co- 
munque in esame i rilievi cosî presentati; mentre non si confi­
gura neanche un dovere di esame per quanto riguarda le denunce 
successivamente inviate aile autorità oui spetta l'aprovvazione 
del piano".
(253) S. CASSESE, op. ult. cit., p. 57: "E, poi, peraltro, ètata 
introdotta la conferenza generale di trattazione globale o con- 
ferenza dei servizi, adottata saltuariamente e di fatto per talu- 
ni procedimenti complessi, come i piani regolatori. E una confe­
renza alla quale sono invitate tutte le parti del procedimento 
allorchè questo coinvolge molti interessi (pubblici, collettivi 
e privati);ha natura informais onde vi partecipano non solo le 
parti necessarie ma anche quelle che si reputa protrebbero esse- 
re parti eventuoli; è convocata dall'autorità décidants, con pre- 
avviso e determinazione dell'ordine del giomo. Essa ha soprattut* 
to lo scopo di trovare, attraverso il dibattito, dei punti d~ac- 
cordo su quastioni determinanti; per esempio, per i piani urbanis- 
tici protrebbero essere l'individuazzione di zone aventi vocazio- 
ni specifiche, l'ordinata previsioni di percorsi di autostrada, 
ferrovie e strade ordinarie, l~assetto di zone industriali, e 
cosi via. Anche se 1'accorda non si realizza, la conferenza co- 
munque avrâ date i risultati utili di aver individuate i diversi 
interessi e di averli elaborati".
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dicidad, jurisprudencialmente declarable, de manera que puedan 
aplicarseles las réglas limitadoras del arbitrio administrative.
En otros casos tales conferencias se hallan institucionalizadas 
formalmente, como se viô con relaciân a ciertos procedimientos 
conoesorios (254).
Algunas normas establecen una especie de audiencia pâblica 
abierta a cualquier interesado. Asl sucede con los public hearings 
instituidos por la Federal Administration Procedure Act america- 
na. Sin embargo, parece que dicho institute no ha llegado a sa- 
tisfacer los objetivos de una verdadera audiencia al interesado 
(255).
Otro ejemplo, si bien con caracterîsticas muy diferentes, 
lo constituye la legisleciân regional italiana sobre participa­
ciân B iniciativa popular de los actos del Consejo regional. Los 
proponentes pueden participer en la discusiân del acto por la 
comisiân correspondiente del Consejo, lo que supone hacer sentir 
su voz en un debate pâblico institucionalizado. Ahora bien, este 
caso es muy especifico y parece poco trasledable hoy por hoy a 
las estructuras de la Administraciân burocrâtica. Su mayor valor,
(254) Ver nota 221.
(255) "Un'analisi accurate svolta in tempi relativamente recenti 
sul funzionamento del istituto dell'udienza pubblica applicato 
al procedimento urbanistico dimostra che essa manca allo scopo 
di inscrire il cittadino medio nel dibattito in torno aile scel- 
te che interessano le *comunit&~e ci6 sia a causa del radicato 
scetticismo circa la buona volonté dell'amministrazione, sia per 
l'impreparazione tecnica che fa del cittadino un interlocutors 
evidentemente svantaggiato nei confronti dei funzionari i quali, 
dal canto loro, tendono a fare dell~udienza pubblica un rituale 
per la leggittimazione démocratisa di scelte già fatte"; TRÎMAR- 
CHI, "La partecipazione del cittadino...", cit.. p.20, remitiÔn- 
dose al estudio de J. JOk'/ELL, "The limits of the public hearings 
as a tool of urban planning" en Administrative Law Review, 1.969 
p. 123-152.
para 1° que aquî interesa, radica en la publicidad de la inter­
venciân, ligada al earâcter politico del organisme de decisiân.
Una vez llegados a este punto es necesario concluir que 
la situaciân procedimental de los titulares de intereses difu­
sos y colectivos no es en absolute igual a la de los interesados 
directos, ni siquiera en los supuestos en que existe un trâmite 
semejante al de audiencia. Ahora bien, lo importante es buscar 
las causas de este hecho, con el fin de extraer las conclusio- 
nes pertinentes. Mâs que repetir lo ya dicho sobre el carâcter 
ideolâgico y dependiente de la participaciân existante en los 
distintos ordenamientos, se trata de entroncar esa valoraciân 
politics con el uso de determinados instrumentes técnicos y con 
la no utilizaciân de otros.
En concreto podemos preguntarnos si es posible considerar 
por igual el trâmite de audiencia al interesado desde el punto 
de vista de la participaciân. Para ello debe partirse de la 
exacts naturaleza de este trâmite. La audiencia previa en el es­
quema clâsico, como por lo demâs todo el régimen jurldico del 
procedimiento, estâ vinculada estrechamente a la defensa judi­
cial. Sin que ello agote su explicaciân, se trata del elemento 
fundamental, dada que la maxima garantis del administrado segûn 
dicho esquema la constituye el juez. La utilizaciân del trâmite 
de audiencia, en sus términos actuales, en defensa de los inte­
reses difusos y colectivos empieza por no concebirse como posi­
ble en cuanto que los titulares de taies intereses carecen de 
legitimaciân procesal. Llegando aûn mâs a fondo se observa que 
la defensa judicial estâ conectada con una situaciân juridica 
subjetiva definida de manera abstracts y universal y que incluso 
la defensa basada en defectos procedimentales gira en torno a 
ella, como una garantie mâs. Tratândose de intereses difusos
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y colectivos y habida cuenta del papel que juega la Administra­
ciân, de manera variable, en la composiciân de los mismos, résul­
ta que la garantîa judicial pierde relevencie, so pena de atri­
buir al juez la discreccionalidad de que dispone la Administra­
ciân para la definiciân de cada interés pûblico. Ello quiere de- 
cir entonces que la introducciân de los intereses difusos y co­
lectivos en el procedimiento, para que suponga una garantîa de 
sus titulares, de los administrados en definitive, frente a la 
Administraciân, no puede observerse desde la sola fiptica de la 
defense judicial. El juez podrâ conocer sobre la regularidad del 
procedimiento y anular un acto no ajustado a ella. Pero queda el 
problema de garantizar el contenido sustanciel de la situaciân 
juridica del administrado, que ya no es tanto abstracts y uni­
versal sino mutable y definible en concreto, discreccionalmente, 
por la Administraciân. Ello transforma, aunque sea de forma evo­
lutive, el sistema general de los contrôles administratives, en 
forma tendencialmente mas politics que juridica (judicial). Lo 
que interesa, desde el punto de vista de las garanties del ad­
ministrado, no es ya tanto una Administraciân que actûe confor­
me a patrones fijos y preestablecidos, aunque sea cerrada al ex­
terior y sécréta. Debe tenderse, por el contrario, a una Adminis­
traciân abierta y transparente, aunque su actuaciân sea mâs mu­
table y con un mayor margen de discreccionalidad.
En tal sentido la intervenciân de los portadores de intere­
ses difusos y colectivos en el. trémite de audiencia o en otro si­
milar signifies revalorizar el elemento del mismo quizes inter- 
pretado en forma subordinada a la defensa judicial y menos gene­
ralizado en la prâctica (a pesar de algunos preceptos legales 
como el del art. 62 de la Ley de Procedimiento Administrativo).
""3O
Es decir, lo importante del trâmite de audiencia al interesado 
es que permits, con carâcter previo a la decisiân, conocer to­
dos y cada une de los elementos del expedients. Signifies un 
cambio esencial de âptica: no conocer para defenderse ante el 
juez, sino poder defender ante el juez, en su caso, el derecho 
a conocer.
Ello nos lleva a exponer algunas ideas sobre el tema gene­
ral de la publicidad y la informaciân administrative.
c) La publicidad de la actividad administrative.
En distintos momentos de este estudio se ha senaladp la 
importancia de la informaciân administrative y su conexiân con 
la participaciân. De nuevo el hilo de la exposiciân nos lleva 
a tocar este tema, enfocado ahora desde la perspective de la 
publicidad del procedimiento administrativo. Sin embargo, pare­
ce éste el momento adecuado para sehalar algunas ideas générales 
-dado que un eanâlisis pormenorizado requerirîa otro trabajo mâs 
especializado- sobre la materia de la informaciân en la Adminis­
traciân publica de la que forma parte la publicidad en el proce­
dimiento.
Es opiniân generalizada subrayar la esencialidad de la in­
formaciân en la sociedad cuntemporânea, debido al aumento de la 
complejidad, técnica y social, de la misma y, por tanto, de los 
modos de gobernarla. Pero esa misma complejidad pone también de 
relieve de manera cada vez mâs neta, el carâcter de la informa­
ciân como fuente de poder. Podria decirse que el monopolio de 
la misma es hoy inherente a la dominaciân de las élites burocrâ- 
ticas pûblices y privadas (256).
(256) "La complessità sempre maggiore délia société costringe i 
governanti ail'uso crescente di tecniche segrete di governo. La
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De ahî que las normas jurîdices regulen, con una ü otra 
finalidad, esta problemética, que reaparece en todos los secto- 
res del aparato pûblico, empezando por el Parlemente. Ya se viû 
como la posiciân central del mismo en el sono de las institucio- 
nes se débilita progresivamente y que une de los elementos de 
esta decadencia es precisamente la falta de informaciân, por lo 
que ciertas disposiciones recientes, taies como la reforma de 
los reglamentos de las Bémaras italianas, atribuyen al Parle­
mente mayores facultades cognoscitivas, si bien no del todo su- 
ficientes, como por ejemplo la ampliaciân de las facultades de 
investigaciân (encuestas) y las audiencias en las comisiones 
(257).
En la Administraciân pûblica la complejidad es mayor, da­
da la magnitud y pluralidad de sus estructuras, pero también la 
relevancia del tema es mâs patente, por ser un aparato de com-
lotta per il potere è una vera lotta che mira alla conquista dell" 
apparato statale e, corne in qualunque lotta, le decisioni tatti- 
che possono essere prese solo in segreto. La segretezza a sua 
volta puô essere mantenuta solo quando si à in pochi; di qui dé­
riva la nécessité che ogni movimento di massa generi la propria 
oligarchia"; NEUMAN, Lo stato democratico e lo stato autoritario, 
cit., p. 19.
(257) "Le indagini ed udienze sono, in parte, una risposta che 
tende a privilegiare il momento parlementera in due aree basila- 
ri; quella dell'informazione e quella del proceso di formazione 
di decisioni, diverse ... del procedimento formalizzato. Il par­
lemente interne a esse organizza l'aflusse di informazioni, pa­
tera chiave che l'amministrazione tende a monopolizzare, facen- 
dosene forte con il governo. Questo, a sua volta cerca di tener 
fuori dal circuito i parlamentari, soprattutto quelli dell'oppo- 
sizione, ma anche quelli del grupo che sta al governo, con l'in- 
tenzione di mantenerli nel ruolo di seconda schiera di backben­
chers" ; PREDIERI, Il parlemente nel sistema politico italiano, 
cit., p.54. ♦
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posiciân fundamentalmente burocrâtica y por su incidencia crecien- 
te en la vida de los ciudadanos. Por otra parte, las necesidades 
técnicas de la acciân administrative y su misma funcién como com- 
ponedora de intereses en cada momento concreto, redondean las 
premisas de que debe partirse para un anélisis compléta de la in­
formaciân administrative. Asî, podrîan distinguirse dentro de 
ella très aspectos bâsicos:
1) La informaciân a la Administraciân, o bien, la recogi- 
da de datos en el medio social par parte del ârgano administra­
tive, llamada informaciân ascendante.
2) La informaciân de la Administraciân al ciudadano.
3) La informaciân interna, entre las distintas unidades ad­
ministratives y los varios estratos de la burocràcia.
Puede decirse que las apertures més consolidadas se mueven 
en el sentido de asegurar el primer tipo de informaciân, mientras 
que en los dos ûltiraos las soluciones practicadas son ampliamen- 
te deficitarias, precisamente por lo que tienen de difusiân de- 
mocrâtica de la informaciân (258), par un lado, y de limiteciân 
de la competencia entre élites y cuerpos administratives, por 
otro (259).
(258) Ver A. HOLLEAUX, "Les nouveaux aspects de 1^information de 
l'administration", en R.I.S.A., 1.972, pp. 393-408: "Qui n'est 
pas informé est sans pouvoir ... Oans nos sociétés, si les pou­
voirs des gouvernants diminuent non pas quant à leur étendue - 
bien au contraire !- mais dans leur force, c'est que leurs inter­
locuteurs -syndicats, associations, professions, etc.- détiennent 
de plus en plus d'informations" (p. 393).
(259) Sobre el tema de la informaciân interna HOLLEAUX senala que 
"les administrations au lieu de se considérer comme un grand corps 
se comportant en petites céllules, voir en ghettos, conservant 
jalousement leur documentation et ne la cédant au autres que avec 
des arrières-pensées, soit qu'elles la répandent massivement, 
pour faire choc ou étourdir l'interlocuteur, soit qu'elles ne la
o ^ A ou
Los intentes de reforma tropiezan no ya sâlo con las con­
diciones en que se ajerce el poder politico en nuestras socieda- 
des, sino ademâs con la rutina y el conservadurismo de los admi- 
nistradores, que refuerza su oposiciân a toda transformaciân o 
sesiân de su parcels de poder.
Los remedios propuestos se vinculan a le considereciân de 
una Administraciân abierta y participada. Por eso dependen del 
modo como se entiende la participaciân. Desde un punto de vista 
técnocrâtico importa sobre todo la informaciân ascendente y le 
supernciân de las barreras informativas entre los distintos âr­
ganos y entes. La concepciân democrâtica de la participaciân se 
interesa mâs que nada por la difusiân de la misma en el tejido 
social.
Centrândonos en este âltimo tipo de informaciân, puede ob- 
servarse câmo la mayor parte de los iuspublicistas la consideran 
como una premise de la participaciân y no como la participaciân 
misma o un elemento intrînseco de ella. Asî, quienes no estiman 
como auténfcica participaciân la procedimental o bien quienes, en 
general, entienden por participaciân exclusivamente el coejerci- 
cio de los poderes pûblicos por fuerzas sociales o individuos 
(260).
Sin embargo es necesario hacer ciertos distinciones. Cuan­
do se trata de supuestos de participaciân orgânica en los que
distilledt qu'au compte goutte, soit qu'elles la cachent tout & 
fait, avec une arrière pensée monopolisatrice"; op. cit, p. 393.
(260) Entre otros, esta naturaleza de la informèpldiH'icon relaciân 
a la participaciân es afirmada por FERRIER, "La participation...", 
cit., p. 665. En contra BURDEAU, "Problemi e prospettive délia 
partecipazione", en el volumen colectivo Société civile e parte­
cipazione politica, Milano, 1.974, para el que "participer es en 
primer lugar ester informado".
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représentantes de los portadores de intereses difusos y colec­
tivos ostentan directamente un poder de decisiân pâblica, es de­
cir, cuando existe una efectiva e institucionalizada responsa- 
bilidad o corresponsabilidad de taies sujetos en la toma de de­
cisiones; entonces si, la informaciân es un requisite previo 
para el desempeno de funciones pâblicas mâs directes (26l}. Pero 
estos son supuestos poco nurnerosos y como se viene diciendo, el 
principio juMdico de la participaciân tiene una mayor inciden­
cia y rige igualmente en aquéllos casos en que los ârganos de- 
cisorios son estructuras burocrâticas o tecnocrâticas. En estos 
âltimos, la informaciân es elemento fundamental de la participa­
ciân, consecuencia lâgica y posible de aquél principio jurldico. 
La informaciân es aquî la forma o el modo en que se manifiesta 
la participaciân, cuando no su finalidad juridica. Asî puede 
decirse, por ejemplo, con relaciân a ciertos organismes especia- 
lizados en los que no parece posible una participaciân decisoria, 
al menos en un perlodo inmediato (262). El principio jurldico de 
la participaciân, entendida como control de la actividad adminis­
trative por los ciudadanos,puede concretarse en formas diverses 
y ésta de la informaciân no es la menos importante, puesto que 
constituye la base del control politico que se actâa par la
(261) Ver 0. SEPE, La efficienza..., cit., pp. 322-325, segân el 
cual "la chiave di volta per ottenere una partecipazione sostan- 
ziale è che tutti colore che concorrono allo svolgimento délia 
attività sianno posti in grado di conoscere. Il principio di Ei- 
naudi conscere per amministrare costituisce un aureo precetto di 
scienza dell'amministrazione".
(262) G. RUFFOLO, Rapporte sulla programmazzione, Bari, 1.974, 
senala câmo la participaciân orgânica se adapta a los servicios 
sociales y culturales, mientras que en los demâs casos siempre 
cabe un control eficaz a través de la difusiân constante y abier­
ta de las noticias e informaciones relatives al servicio.
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presiôn de la opiniôn pûblice. Sin embrgo, no es muy largo el 
camino recorrido hasta ahora para asegurar una informacidn su- 
ficiente sobre la actividad de la Administracidn, El instrumente 
mâs utilizado es el de las oficinas o servicios de informaciôn 
y relaciones pûblicas, calificativo este ûltimo que indica su 
carâcter no garantlstico o de control (263). Mâs allâ de esta 
poco se ha hecho en el terreno organizativo para establecer un 
adecuado sistema de informaciân (264). Esta se obtiene sobre to- 
do a través de los contactes mâs o menos formalizados entre la 
Administracidn y las organizaciones sociales, pues es precisa- 
mente la obtenciân de informaciân une de los objetivos primor­
diales que persiguen las asociaciones y grupos no dominantes en 
su estrategia participative (265), A pesar de las cerencias or- 
gdnicas le que importa es garantizar de alguna manera el derecho 
a le informaciôn. Indirectamente una soluciân se vislumbra des- 
de el Derecho funcionarial, a través de la facultad reconocida 
a los empleados pûblicos de suministrar informacién a los ciu- 
dadanos. Otra viene dada por las normes que garantizan el dere­
cho de los administrados a accéder a los documentes pûblicos.
(263) Sobre las experiencias italianas en el tema de las rela­
ciones pûblicas, BETTINI, La partecipazione..., cit., pp. 32-36.
(264) Una experiencia concrete es la instituciûn, con carâcter 
permanente de un colegio de représentantes de los usuarios in- 
teresados en la actividad de céda sector administrative con fa­
cultad para accéder a los datas y documentes administratives.
La innovaciôn fue introducida por la ley reg. siciliens n® 7 de 
23 de marzo de 1.971. El colegio en cuestiûn es nombrado por el 
Présidente de la Regiûn en base a ternas designadas por las or­
ganizaciones, entes o asociaciones de categorîa. Sobre el tema 
ver F. TERESI, "Appunti sui riflessi organizzativi délia pubbli- 
cità dell'azione amministrative", en Riv. trim, dir, pub., 1.975, 
p. 76 y ss.
(265) J. CHEVALLIER, "La participation...”, cit.
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Este derecho esté reconocido erga omnes en Suecia, por la ley 
de 5 de abril de 1,949 y también, aunque con mayores deficien­
cies, en Estados Unidos, por lo que se refiere a las Agencies 
federales, a tenor de ]a Freedom of Information Act de 1,966, Por 
ûlÿimo, aunque se trate.de una soluciôn limitada respecto a la 
anterior, el derecho a la informacién puede garantizarse a tra­
vés del procedimiento administrative, mediante la apertura del 
trâmite de audiencia o une similar a todos los interesados, as! 
como mediante una consideracién distinta de dicho trértiite en el 
sentido expuesto. Dé esta manera el dereCho à la informacién se 
generalizarîa en cuanto a su objeto, extendiéndose mâs allâ de 
los meros dates necesarios para la defense judicial, al tiempo 
que SB ampliaria el nûmero de sujetos titulares del mismo.
Resumiento, pues, la participaciôn procedimental, en cuan­
to que deba expresarse en nuevas formas de control de la Admi- 
nistracién, podria concretarse, dadas las condiciones actuales 
de la accién administrativa, en una ampliacién de los sujetos 
legitimados a intervenir en todas las fases del procedimiento y
(266) La ley americana, sin embargo, no ha servido para resolver 
adecuadamente las necesidades de la informacién administrativa, 
Los defectos del fracaso de esta normative son, en opinién de 
P. F. DIVIER, "L'administration transparente: 1'accès des cito­
yens américains aux documents officiels" en Rev. de droit pub,, 
1,975, pp. 59 y ss., los siguientes; l) la lentitud administra­
tiva en responder a las peticiones de informacién formuladas;
2) la inercia de la Administraciôn; 3) las contradicciones entre 
los reglamentos internos de las Agencies y la mencionada ley; la 
falta deliberada de conservacién de documentos en los archives 
de las Agencies; 5) los gastos, a veces exorbitantes, en foto- 
copias e investigaciones. En realidad elle tiene como consecuen- 
cia que los grandes beneficiarios de la ley sean las grandes 
asociaciones ciudadanas, con capacidad econémica y fuerza de pre- 
sién suficiente para servirse de las posibilidades que abre.
en una transformacién de los momentos de intervencién tendante 
a asegurar la mayor informacién posible y no restringida a las 
necesidades de la posterior defensa judicial. En caso contrario, 
la participaciôn se agota en los supuestos de colaboracién, que 
poseen una eficacia de tipo tecnocrâtico y cumplen iguelmente una 
funcién ideolégica, sin que impliquen avances décisives desde el 
punto de vista de las garanties del ciudadano (267).
(267) Sobre las consecuencias derivadas del principle participa­
tive en la fase de terminacién del procedimiento, poco hay que 
anadir. Lo mâs importante séria asegurar la motivacién de la 
aceptacién o rechazo de toda observacién u oposicién. Sobre el 
particular ya se hizo mencién mâs atrâs. Una ultima considera­
cién deberia versar sobre otras formas de control a posteriori 
de los actos administratives, de carâcter no judicial, sine de­
rivadas del principio de la participaciôn. Tal séria el caso del 
referendum abrogative de las decisiones administratives. Esta 
forma de particioacién se recoge en los estatutos régionales ita- 
lianos y en algunas leyes de desarrollo de los mismos, como, por 
ejemplo la ley reg. Veneto nS 1 de 12 de enero de 1.973; la ley 
reg. Piamonte nS4 de 16 de enero de 1.973; la ley reg. Lombardia 
n2 26 de 31 de julio de 1.973. El referendum versa sobre los 
actos legislatives, reglamentarios y administratives générales 
de los Consejos régionales. No parece que esta forma de partici- 
pocién pueda extenderse a otros actos, aunque sean también ema- 
naciones de la funcién de indirizzo politico-administrative. El 
coste del referendum, su carâcter ocasional y, por tanto, peli- 
grosamente contradictorie con toda estrategia administrativa 
coordinada, parecen desventajas que superan las virtualidades'que 
puede ofrecer como forma de expresién directa de la voluntad ciu- 
dadana. Por otra parte, este carâcter también debe ser conside- 
rado con relativisme, pues la organizacién de una peticién refe- 
rendaria requiers la presencia, que de hecho es dominante por 
régla general, de alguna asociacién u organizacién social. Es 
ésta la que élabora la propuesta, realize la propaganda, recoge 
las firmes, etc. Cierto que a través del referendum pueden ex­
presarse institucionalmente al menos ciertas minorias mâs o menos 
marginadas, pero las necesidades actuales de programacién y pre- 
visién de la accién publica impiden su generalizacién como solu- 
cién; no obstante lo cual puede dar abundantes frutos en materias
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Las garantias, sin embargo, ccnstituyen la base fundamen­
tal de la juridicidad de la accién administrativa. Si la reali­
dad del moderno proceso de formaciôn de los actos administrati­
ves (y juridico-publicos en general) implica identificar en ca- 
da caso concreto el interés pûblico a actuar mediante la con- 
frontücién entre el interés primario asignado por la norma al 
érgano de decisién y los intereses secundarios, entre elles hoy 
los difusos y colectivos, que limitan su interpretacién del in­
terés primario; si lo importante no es ya tanto el efecto juri- 
dico de la accién adminâtrativa sino la misma funcién que desem^ 
pena la Administracién; si la democraticidad con que se ejerci- 
ta ésta depende de una cierta distribucién del poder, regulada 
de manera finaliste, entre organismes péblicos y sujetos prive- 
dos, en especial los colectivos; si uno de los elementos fonda­
mentales del poder politico en la sociedad actual es el dominio 
de la informacién: de todo elle se desprende la necesidad de 
asegurar jurldicamente, de garantizar, un determinado modo de 
desarrollo del procedimiento administrative que permita esa dis­
tribucién del poder. En tal caso se podria hablar de participa- 
cién procedimental en un sentido mâs democrâtico, de participa- 
cién como control de la Administracién a través del procedimien­
to, puesto que obtener informacién, aunque no se detenten pode- 
res de decisién pûblica, es ya limiter la posible arbitrariedad 
de los poderes péblicos y constituye un requisite necesorio para 
influir, mâs o menos directamonte, en la correccién con que de- 
ben ejercer sus funciones.
concretes y sectores de actividad especiales, taies como el ârea 
de los derechos civiles.
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UNIVERSIDAD COMPLUTENSE
Capítulo V
PARTICIPACION Y FUNCION CONSULTIVA
El fenómeno jurídico de la participación puede analizarse 
desde la perspectiva de la función administrativa, como ya se 
ha hecho en relación con el procedimiento o en base a un análi­
sis estructural, sobre la organización administrativa. El fenó­
meno consultiva, a su vez, puede estudiarse desde estes dos pers­
pectivas, funcional, como función consultiva, y estructural, co­
mo administración consultiva. Sin embargo, dada la importancia 
del mismo, cuantitativa y cualitativamente, como modo de expre­
sión ante la Administración de los intereses difusos y colectivos 
y en base a las especialidades técnicas que presenta, parece ade­
cuado dedicarle un capítulo aparte, aunque lo que en el mismo se 
señale deba integrarse con las precisiones teóricas generales so­
bre el procedimiento y la organización,
1.- CONSIDERACIONES GENERALES SOBRE LA FUNCION CONSULTIVA EN LA 
ADMINISTRACION MODERNA.
La función consultiva en el sena de la Administración públi­
ca tiene orígenes remotos. Dejendo de lado el examen de los Conse­
jas del Antiguo Régimen y partiendo del período de formación del 
Derecho administrativo moderno, se ha señalado que si en un primer
5309680274
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momento 'Fue rechazada en baso a la rígida esquematicidad de la 
división de poderes y de la estructura del Estado creada por la 
Revolución francesa, muy pronto, ya en tiempos del Imperio napo­
leónico, las necesidades de la acción administrativa traen como 
consecuencia un resurgir de los órganos de consulta, empezando 
por el prototipo de los mismos, el Consejo de Estado (268),
Precisamente a partir de ese momento y durante todo el pe­
ríodo de consolidación del Estado de Derecho liberal, la doctri­
na jurídica explicará el Fenómeno consultivo partiendo de los 
principios de configuración de dicho modelo estatal y tal in­
terpretación degmática se mantendrá en buena medida a pesar 
del aumento cuantitativo de la Administración consultiva y de los 
cambios que se producen en su Funcionalidad socio—política.
La Función consultiva se considera como auxiliar de la Fun­
ción activa, de decisión, de ejecución de la norma, propia de la 
Administración general. Es una Función preparatoria de la deci­
sión, que tiene por Finalidad Facilitar e iluminar su contenido. 
Su naturaleza es esencialmente técnica. Por ello en un principio 
los órganos consultivos están Formados por expertos o por perso­
nalidades relevantes, seleccionados burocráticamente o nombrados 
nominalmente en cada caso. No son representantes de la sociedad, 
pues a ello se opondría el principio de separación tajante entre 
ésta y la Administración, sino que Forman parte, permanentemente 
o de manera ocasional y periódica, con status Funcionarial o de 
colaborador, de la Función pública misma. El informe o dictamen 
consultivo se considera como un acto de trámite del procedimiento 
de carácter técnico que, generalmente, el órgano o autoridad de-
(268] Y. WEBER, L*administration consultative, Paris, 1.968, p . H
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cidente puede no tener en cuenta □ del que puede apartarse, si 
bien la jurisprudencia exigirá ceda vez más decididamente la mo­
tivación en caso de discordancia. El acto consultiva se conside­
ra como opinión, manifestación de conocimiento y no de voluntad
(269). La voluntad es patrimonio exclusivo de la Administración 
activa, de la que la consultiva se distingue con nitidez absolu­
ta. Por último, la Administración consultiva se considera como 
un fenómeno secundario, de importancia jurídica y política li­
mitada.
Hoy, sin embargo, la relevancia del fenómeno consultivo 
en el seno de la Administración pública es muy distinta, pues 
desde principios de siglo se asiste a una multiplicación cons­
tante de los organismos consultivos. Por citar un mero dato nu­
mérico, V. B. CHENÜT cifra en 4.700 los órganos consultivos de 
la Administración del Estado francés en 1.963 (270). Aparte de 
ello puede observarse cómo en buen número de procedimientos ad­
ministrativos, en especial aquéllos que tienen por finalidad la 
formación de los actos de indirizzo, las normas prescriben la 
intervención de uno o varios órganos consultivos.
Este hecho obedece a una pluralidad de causas que pueden 
resumirse en una originaria: el cambio de la función estructu­
ral del Estado por relación a la sociedad, es decir, el inter­
vencionismo estatal y las nuevos relaciones entre Administración 
y administrados. Las consecuencias de este hecho que ahora inte­
resa resaltar son dos. En primer lugar la insuficiencia técnica
(269) F. TRIMARCHI, Funzione consultiva e amministrazione democra 
tica, cit., p. 15 y ss.
(27û) Les institutions administratives françaises, Paris, 1.962- 
1.963, vol. 2, p. 125, citado por Y. WEBER, op. cit., p. 3.
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de la burocracia tradicional para adaptarse a las nuevas necesi­
dades. En segundo término la introducción institucionalizada de 
la expresión de intereses difusos y colectivos en el seno de la 
Administración por insuficiencia de los esquemas de la represen­
tación política parlamentaria. Estos dos factores estén unidos 
en su origen y también, en cierto modo, en sus derivaciones. Una 
de ellas es precisamente la creación de una tupida red de orga­
nismos de consulta, lo que de hecho supone una serie de modifi­
caciones que contrastan con el esquema teórico clásico.
Estructuralemente no parece pasible marginar la organiza­
ción consultiva a un rango secundario, tanto por la extensión de 
la misma como parque sirve de nuevo puente de contacto entre las 
instituciones y la sociedad, como por la trascendencia técnica 
de la actividad que desempeña.
A Funcicrnalmente el carácter auxiliar del informe o dictamen 
consultivo se difumina en virtud de la influencia real que ejer­
ce sobre el acto decisorio, así como se difumina la separación 
radical entre Administración consultiva y Administración activa.
Resumiendo estas ideas puede hablarse de una crisis del mo 
délo burocrático tradicional, de la Administración cerrada y je­
rarquizada de tipo weberiano. Tanto por razones de eficacia como 
por la presión reformadora democrática, la figura del burócrata 
automatizado parece que no responde a la realidad, en ciertos 
niveles de responsabilidad, o al menos a las exigencias de la 
Administración moderna. El crecimiento de los organismos de con­
sulto es buena prueba de ello (27l). Pero también lo es de la 
dificultad de encontrar nuevos modelos estructurales para el
(271) TRIMARCHI, op. ult. cit., p. 50
296
desenvolvimiento de lo actividad publica. Puesto que no exis­
te (en acto) un esquema alternativo de organización política 
democrática y puesto que los nuevos cauces de expresión de 
los intereses sociales son hasta el momento limitados y con­
tradictorios, buena parte de lo presión de los mismas se vuelca 
sobre la Administración consultiva, por lo que se está produ-. 
ciendo una hipertrofia de estos organismos. Hipertrofia en 
sentida absoluto o teórico, dado que no parece que el ónico 
modo ni el más adecuado para garantizar la presencia de tales 
intereses sea éste. Hipertrofia también en un sentido rela­
tivo o histórico, por relación al desempeño de la actividad 
administrativa, en cuanto que la pluralidad de órganos a 
consultar produce unas veces interferencias en los sujetos 
titulares de los poderes de decisión, otras duplicaciones 
de competencias na bien diferenciadas y en todo caso lenti­
tud en el proceso de formación de los actos. Por ello la va­
loración de la doctrina iuspublicista sobre este aumento de 
la Administración consultiva no es ni mucho menos unánime, 
tanto por razones de eficiencia como de democraticidad.
Una vez expuestas estas consideraciones generales sobre 
el fenómeno consultivo, es preciso pasar a analizarlo desde 
el punto de vista de la participación. Es decir, se trata 
de estudiarlo como modo de expresión jurídica de los inte­
reses difusos y colectivos.
El primer aspecto a considerar es la importancia de la 
Administración consultiva como forma de participación. Quizá 
sea hoy en día el supuesto participativo más extendido y sin 
duda lo es entrd las formas orgánicas de institucionalización 
de la participación. Además sobre-pasa el alcance material
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de la participación procedimental en cuanta que abarca el área 
de la Administración de prestaciones y de los servicios públicos 
en general, a la que es difícil aplicar el esquema clásico del 
procedimiento. En especial, la participación consultiva se ha 
desarrollado en el ámbito de la actividad económica y social del 
Estado, como consecuencia del intervencionismo estatal y de la 
llamada economía concertada.
Ahora bien, no todo organismo consultivo puede analizarse 
desde el punto de vista de la participación. La variedad del 
fenómeno consultivo es muy grande y distintas son las formas de 
comftiosición de los órganos, sus competencias, sus relaciones con 
la autoridad decidente y sus mismas finalidades. En principio 
podría trazarse a grandes rasgos una línea divisoria atendiendo 
precisamente a éstas. Así, se distinguiría entre los órganos con­
sultivos de carácter técnico y aquéllos que tienen por misión in­
troducir los intereses sociales a la consideración de la Adminis­
tración. Nada tan distinto, teleológicamente, como el Consejo de 
Estado y el Consejo Económico y Social, pongamos por caso. Y, 
sin embargo, uno y otro constituyen jurídicamente dos supuestos 
de una misma función consultiva.
Sin embargo, aparte de los casos—límite, en innumerables 
ocasiones es difícil determinar la finalidad predominante de un 
determinado organismo consultivo. Ello ocurre porque en cada uno 
suelen conjugarse finalidades diversas y, sobre todo, porque no 
puede trazarse una separación neta entre funcionalidad técnica 
y funcionalidad participative, al haberse modificado en la sa­
ciedad y en la Administración modernas el concepto mismo de efi­
cacia.
En efecto, hoy en día por eficacia no se entiende la mera
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productividad mesurable económicamente. No es un concepto pura­
mente técnico aplicable a la racionalidad intrínseca (microeco- 
nómica) del comportamiento de un sujeto económico o administra­
tivo. Y ello porque el resultado final de la acción del mismo 
tiende a considerarse no sólo en forma inmediata sino teniendo 
en cuenta su interrelación con los restantes fenómenos sociales, 
que es lo que en definitivo determina su adecuación global a las 
necesidades que pretende satisfacer, su buen o mal funcionamien­
to en términos absolutos y, por tanto, sociales. Según T. PAR- 
SONS, eficacia significa "capacidad de una organización para al­
canzar sus objetivos según las modalidades propuestas por la ra­
cionalidad histórica de su contexto social" (272). Por ello, una 
unidad administrativo deberá considerarse mós o menos eficaz no 
sólo porque desempeñe sus funciones con un cierto grado de cono­
cimientos técnicos, con rapidez y economía de medios, sino tam­
bién en cuanto que se adecúe a las necesidades del medio social 
en que actúa, a las exigencias de la comunidad receptora de sus 
servicios. Desde un punto de vista tecnocrático este tipo de efi­
cacia se medirá en base al grado de aceptación o de repulsa, de 
consenso o de conflicto que suscite la acción del organismo en 
cuestión. Para conseguir el mayor nivel de eficacia en estos 
términos es necesario o conveniente que aquél conozca de ante­
mano y pueda prever las posibles reacciones a sus decisiones, 
por lo que la inclusión de elementos de presencia de los intere­
ses sociales afectados tiene también una virtualidad técnica.
Sin embargo, es necesario jurídicamente discernir entre
(272) Citado por R. BETTINI, La partecipazione amministrativa, 
cit., p. 26.
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uno y otro tipo do eficacia, os decir, individualizar aquélla 
que consiste en la toma en consideración de los intereses en 
juego, dado que sólo o ésta podrán aplicarse las consecuencias 
jurídicas deriviidas del principio de participación que, por otra 
parte, superan los aspectos meramente tecnocráticos o colabora— 
tivos para expresarse en términos de democraticidad y garantías, 
como se viené señalando. Los criteriee de diferenciación pueden 
ser varios, resumibles en principio a dos tipos: uno estructural, 
basado en la composición del órgano de que se trate, en su fór­
mula organizativa; otro funcional, es decir, consistente en la 
función que desempeña en el conjunto de la actividad administra­
tiva. Ambos criterios van estrechamente unidos, puesto que se 
crean determinados órganos de composición específica para cumplir 
una determinada función y, viceversa, ciertos órganos, por su 
composición, cumplen una cierta función. Ahora bien, parece ló­
gico que el criterio determinante deba ser el funcional, pues 
en caso contrario se caerla en un círculo viciosa. La interpre­
tación jurídica deberá partir de los datos normativos concretos 
para identificar la función que desempeña un cierto órgano y en 
base a ella y a los principios que la rigen extraer una serie de 
postulados jurídicos aplicables a la composición del órgano y a 
su funcionamiento, tanto interno como externo, o por relación a 
otros órganos administrativos y sujetos jurídicos.
En las páginas siguientes se expondrán unos datos generales 
sobre la organización consultiva, para pasar al análisis de la 
función que desempeña al objeto de destacar algunas ideas crí­
ticas y ciertas perspectivas jurídicas sobre esta forma de par­
ticipación.
2.- LA ORGANIZACION CONSULTIVA.
Ls función consultiva, en cuanto que sirve para proporcio­
nar a la Administración elementos de juicio técnicos en sentido 
estricto o socio-políticos, puede ejercerse de manera ocasional 
e informal u organizada institucionalmente. En determinados casos, 
las organizaciones sociales prefieren el canal de las consultas 
informales, incluso cuando las normas preven órganos ad hoc, bien 
para evitar el formalismo de la organización consultiva, bien 
porque su eficacia es mínima debido a su composición o a la li­
mitación de sus competencias. Tal es el caso, por ejemplo, de los 
llamados consejos económicos y sociales que suelen establecer las 
constituciones europeas desde la primera postguerra. Al parecer 
sólo el Consejo Social y Económico holandés demuestra una funcio­
nalidad acorde con las previsiones legales (273). En los dernós 
países, sindicatos y organizaciones patronales prefieren mante­
ner un contacto directo y espontáneo con el Gobierno o el Parla­
mento (274). Sin embargo, aparte de este caso concreto, cuyo fra­
caso se explica también por la generalidad y abstracción de los 
intereses que en tales consejos están representados y P°i 1Q mis­
ma generalidad de su función, que parece poco compatible con la 
competencia del Parlamente* lo cierto es que a nivel administra­
tivo se observa un crecimiento constante de los organismos de 
consulta. Organismos cuya variedad es tan grande que parece di­
fícil examinarlas con una sistemática unitaria.
(273) GARCIA PELAYU, Lás transformaciones..,, cit., p. 126.
(274) Así ocurre en el caso de Italia, donde el CNEL se ha con­
vertido, pocos años después de su creación, en una estructura in­
servible y desbordada por la realidad. Ver PRLDIERI, II parlamen-
to cit., pp. 61-62.« ■ • >
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De todas formas, y sin perjuicio de dejar para más adelan­
te el estudio profundizado de la organización administrativa, va­
le la pena trazar un cuadro general tipológica de la Administra­
ción consultiva.
a) Yves WEBER, reduce la pluralidad de estos órganos a tres 
tipos básicos: los consejos, las comisiones y los comités (275). 
Los consejos serían aquéllos que comprenden un mayor numero de 
miembros y se hallan en la cúspide de la Administración consul­
tiva. Son los grandes órganos de consulta, complejamente estruc­
turales, de la Administración del Estado, en especial. Responden 
tanto a finalidades técnicas como de representación de intereses 
sociales. Los más importantes operan en los sectores económico, 
social y cultural. Las comisiones expresan ante todo una idea 
de reunión, de colegio, más que una función de orden consultivo. 
Se caracterizan por su temporalidad y, por tanto, por carecer 
de una organización tan formalizada como la de los consejas. Por 
último, los comités constituyen el nivel menos estructurada de 
la Administración consultiva. Son reuniones de un número restrin­
gido de personas y su finalidad es esencialmente técnica.
Esta división tripartita debe admitiese con una gran dosis 
de relativismo. Obedece más a la necesidad de poner de relieve 
la diferente magnitud e importancia de los órganos consultivos 
que a criterios teleológicos, estructurales o funcionales preci­
sos (276). Tampoco la propia nomenclatura utilizada responde a
(275) L*administration consultative..■, cit., p. 61 y ss.
(276) El propio WEBER señala el carácter relativo de la distin­
ción: "Malgré certains corrélations, il demeure que les organes 
consultifs, même ainsi carattérissés sont largement polivalente, 
tant dans les exigeances remplis que dans 1 organisation général 
op. cit., p. 67.
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una clara división doctrinal y, mucho menas, normativa. Pero, a 
pesar de su convencionalidad, sirve para introducirnos en la com­
plejidad y variedad del fenómeno consultivo.
b) Las instituciones consultivas cubren prácticamente todos 
los sectores de la actividad administrativa. La mayor parte de 
ellas se sitúan al nivel de la Administración central y en espe­
cial por relación a los sectores económicos, sociales y cultura­
les. Sin embargo van extendiéndose tambión a las Administracio­
nes locales e institucionales, a medida que aumenta la comple­
jidad de las primeras y la importancia política de las segundas.
c) Los organismos consultivos ofrecen una composición va­
riable, pero que suele ajustarse a un modelo generalizado. Cons­
tan de un presidente y de un colegio de miembros, que se reúnen 
en pleno o, en los casos mós importantes, también en comisiones. 
Igualmente pueden estar dotados de una serie de órganos auxilia­
res o secretarías con funciones informativas, preparatorias y 
ejecutivas de las decisiones o dictémines, entendiendo aquí por 
ejecución la tramitación de los informes en vista de la conse­
cución de la eficacia jurídica que les asigna la norma. La pre­
sencia de la Administración activa en el seno del órgano consul­
tivo es frecuente* En gran número de casos se concreta en la fi­
gura del presidente,
d) Lo que mós nos interesa es la composición del órgano 
consultiva propiamente dicho y las formas de determinación de 
sus miembros. Aquí cabría hacer una distinción previa entre las 
instituciones consultivas con finalidad específicamente técnica 
y aquellas otras que tienen por miBión introducir los intereses 
difusos y colectivos en el seno de la Administración, ya sea por 
rozones de eficacia tecnocrática, como sucede de manera predomi­
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nante, □ para facilitar un control do la autoridad publica por 
las organizaciones o sujetos portadores de tales intereses. En 
el primer caso el colegio consultivo está constituido por exper­
tos en sentido técnico-jurídico. Su determinación obedece a cri­
terios personales y se estructura en base a la más amplia dis— 
creccionalidad, o bien a criterios burocráticos, según las reglas 
de cada carrera funcionarial, aunque a veces el margen de libre 
elección de que goza la autoridad es también amplio.
Aquí importa analizaf sobre todo el segundo supuesto, es 
decir, aquél en que los miembros del órgano consultivo lo son 
en cuanto que portadores de intereses difusas y colectivos.
Ante todo debe decirse que los intereses presentes en el 
órgano consultivo pueden ser también muy varios* A veces sólo 
está representada una categoría de intereses o bien varias ca­
tegorías de intereses más o menos homogéneos. En otros casos en 
el órgano consultivo encuentran expresión simultánea intereses 
muy heterogéneos. Un supuesto típico es el de los órganos en que 
se confrontan intereses contrapuestos, como los de trabajadores 
y empresarios, agricultores y transportistas, etc. Otro caso 
corriente es el de las comisiones tripartitas entre portadores 
de intereses opuestos y representantes de la Administración.
Los órganos consultivos que se componen de representantes 
de intereses homogéneos son más efectivos. Sus resoluciones con­
sultivas son más rápidas y concretas. Los que admiten intereses 
contrapuestos tienden a una composición de intereses previa a 
la decisión administrativa. Si la composición se realiza, su 
influencia sobre la decisión final es notable. Pero en muchos 
casos el compromiso es difícil y no llega más allá de un nivel 
general y abstracto, lo que deja un mayor margen al órgano deci—
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dente. De ahí que se señale el carácter integrativo de estos or­
ganismos y que en ciertos casos se subraye la funcionalidad ideo­
lógica de este tipo de participación (277). Por el contrario, en 
los casos de homogeneidad de intereses representados se puede 
caer en un peligroso corporativismo.
e) Otro problema esencial es el de la determinación de los 
portadores de los intereses admitidos en el órgano consultivo. 
Esta puede realizarse de manera semejante para todas las cate— 
gomias de intereses o según diversas fórmulas para cada una. La 
variedad de supuestos es aquí grandísima y t en todo caso, la dis- 
ceccionalidad de la Administración para elegir a sus interlocu­
tores es muy amplia. Jurídicamente la designación de codo uno de 
los miembros de un órgano consultivo es un acto administrativo 
de imperio. Pero la discreccionalidad de la autoridad designante 
se ve limitada por las fórmulas de designación establecidas por 
el ordenamiento. Siguiendo a Yves WEBER podemos trazar el siguien 
te cuadro general de dichas fórmulas:
l) Nombramiento a título personal. El grado de discreccio— 
nulidad varía según las posibilidades de revocación del sujeta 
designado y también según el grado de especificación por la nor­
ma de la categoría a la que debe pertenecer. Es un supuesto que 
hoy en día no goza de gran vigencia por lo que se refiere a los 
órganos consultivos con finalidad participative. Sin embargo, 
subsiste en ciertos casos (278).
(277) J. CHEVALLIER, La participation..., I, cit., p. 117.
(270) "Le procédé existe parfois dans les hypothèse oû les inté­
rêts a répresenter ne paraissent pas jouir d'une individualité 
marquante sans l'angle de l'organisation. Ainsi au Conseil Econo' 
mique et Social sont nommés des répresentants de certains cotégo 
ries rélles mais non organisés,logement, épargne, consommation", 
Y. WEBER, op. cit., p.88.
305
2) Elección en el seno de una categoría cuyos intereses 
deben estar representados en el órgano consultivo. El supuesto 
es casi inexistente salvo en el coso de cirtas categorías muy 
determinadas: parlamentarios, academias e institutos de alta 
cultura, altos organismos técnicos como el Consejo de Estado, 
etc.
3) Fórmula organizativa de la representación de intereses, 
consistente en lo aceptación de la designación realizada por la 
organización u organizaciones más representativas de los inte­
reses de la categoría en cuestión. Es la más utilizada en los 
supuestos de que nos ocupamos. Con relación a su problemática 
nos remitimos a lo ya dicho sobre las sujetos de la participa­
ción, así coma a las precisiones que más adelante se realizarán 
en materia organizativa sobre el carácter de los representantes 
así designados.
f) Las reglas de funcionamiento de los órganos consultivos 
son también muy varias y en gran parte comunes a las que regulan 
la acción de los órganos colegiales. Dos problemas adquieren - 
especial relevancia.
El primero se refiere al modo de formación del informe o 
decisión consultiva. La norma general parece ser el principio 
de la mayoría, simple o cualificada. Sin embargo, los fórmulas 
de composición de los organismos consultivos y en concreto aquélla 
que consiste en la representación de varias categorías de inte­
reses diferenciados invitan a establecer ciertas matizaciones. 
Fundamentalmente se trata de saber si todos los intereses en pre­
sencia en el interior del órgano consultiva san considerados de 
manera unitaria a efectos de la eficacia jurídico de la consulta 
o si puede constatarse una autonomía de los diferentes bloques
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de intereses. El problema no es meramente teórico» pues incide 
sobre la consideración jurídica de lo expresión de los intereses 
sociales y puede tener un reflejo en las posibilidades de recur­
so judicial contra la decisión administrativa en base al control 
que el juez puede y debe realizar sobre la actuación de los or­
ganismos consultivos.
Las soluciones adaptadas son varias y dependen de la con­
sideración de la representación de intereses a través de la con­
sulta como fenómeno integrativo o como nueva forma de garantía 
y control de la Administración. En el primer caso se entiende 
que la consulta constituye un elemento unitario dentro del pro­
cedimiento, que los diversos intereses en presencia encuentran 
en ella su medio de expresión normal, por lo que el dictamen cons­
tituye en sí mismo una suerte de composición de intereses previa 
a la decisión. Esta teorización explica y avala la exigencia de 
unanimidad en algunos casos, como por ejemplo, en las antiguas 
Comisiones de modernización del Plan de Desarrollo francés, en 
cuyo seno se discutía y se acordaba, pero sin vetar (279). En 
otros casos la decisión de la mayoría englobaría las opiniones 
disidentes, de manera que el informa se considera como manifes­
tación de una voluntad unitaria, expresión del juego de las dis­
tintos intereses. Estos se verían jurídicamente reflejados en 
la decisión consultiva, por lo que cualquier intervención pos­
terior, en especial la posibilidad de interponer recurso judi­
cial, resultaría negada en virtud de la regla del cunirarius actué
(279) Ver Y. WEBEH, op. cit., p. 145. Ello lleva, por lo demás, 
a conseguir sólo acuerdos parciales o abstractas, cuya influen­
cia sobre la decisión final se ve, por ella mismo, disminuida..
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Si a esta conclusión se suma el carácter bipartito □ tripartito 
de gran número de organismos consultivos se observa no sólo el 
carácter integrativo e ideológico que barniza estas formas de 
consulta, sino también el resultado de impedir una posterior ex­
presión jurídica, esta vez independiente y quizá conflictual, 
de los diverses intereses.
Si la participación consultiva se entiende como forma de 
control de la Administración parece forzoso reconocer la autono­
mía de los diversos intereses representados orgánicamente. La 
consulta es un medio de introducción de los intereses sociales 
a la consideración del órgano decidente, que debe tenerlos en 
cuenta. Pero es una forma de control previo no excluyente, pues 
no supone la confusión entre los distintos intereses y la deci­
sión administrativa. De ahí la posibilidad de formular votos par­
ticulares a la mayoria consultiva, con la consecuencia dd la re­
serva de una facultad de recurso posterior (28ü). L o cual es 
aún más importante si se tienen en cuenta, de nuevo, los aspec­
tos estructurales de la Administración consultiva, es decir, la 
fórmula de composición más generalizada de la representación di­
ferenciada de los intereses y el significado de la colegialidad 
de estos órganos, advertible "más que en el terreno individual 
y personal de los componentes del órgano, en el objetivo de los 
intereses (26l).
L1 segunda problema que parece relevante en materia de fun­
cionamiento de los organismos consultivos ds el de la publicidad
(280) En tal sentido, TRIMARCHI, Funzione consultiva..., cit., 
p. 260 y ss.
(261) TRIMARCHI, op. ult. cit., p. 1Ü2.
de su actuación. 0.a consideración de los mismos como estructuras 
administrativas y la vis atractiva de las normas prácticas y 
principios jurídicos que rigen la acción de la Administración 
activa, consolidados por la dogmática clásica, favorecen la ex­
tensión de la regla del secreto al campo de la función concul­
tiva, incluso a pesar de la colegialidad y del carácter repre­
sentativo de intereses sociales con que se ejerce. El juez fran­
cés señala como vicio sustancial del procedimiento la presencia 
en las deliberaciones de los órganos consultivos de persones 
que no pertenecen a los mismos y pueden influir sobre el conte­
nido del dictamen (262). Esta imposición parece lógica con rela­
ción a la función consultiva de carácter técnico, pero no tiene 
fundamento jurídico si se refiere a la consulta con finalidades 
participativas. En tal caso aparece más claramente su funciona­
lidad política y su contraste con el carácter abierto de la Ad­
ministración y con los principios democráticos en los que, en 
teoría, se funda la participación.
Con estas líneas terminamos el resumen sobre los aspectos 
organizativos de la consulta, aunque como se verá a continuación 
los mismos no pueden desligarse, salvo por razones expositivas, 
del análisis funcional de la misma. Y ello parque las relaciones 
entre órgano decidente y órgano consultivo varían en gran cedi­
da según la naturaleza, composición y funcionamiento de éste,
3.- LA FUNCION CONSULTIVA COMO ELEMENTO DEL PROCEDIMIENTO.
El procedimiento es la forma de la función administrativa,
(282) Y* V.'EüER, op. cit., p. 204.
309
como ya se vió, función que consiste en la identificación del 
interés concreto a realizar en cada caso y que, a su vez, resul­
ta de la compatibilización entre el interés primario atribuido 
por la norma a la autoridad decidente con los intereses secunda­
rios tangenciales de que son portadores otros sujetos públicos, 
las organizaciones sociales y los individuos« En este sentido, 
la función consultiva observada desde el punto de vista de la 
participación, tiene como finalidad la introducción de intereses 
secundarios en el proceso de formación de la decisión (283), Na­
turalmente se han de excluir de esta definición aquéllas activi­
dades consultivas de carácter estrictamente técnico, cuya misión 
única y perfectamente separable es la emanación de dictámenes 
técnicos, que son simples manifestaciones de opinión especializa­
das. Así en el caso de los Consejos de Estada cuando actúan en 
función consultiva, por citar el ejemplo básico«
Limitándonos a los supuestos de participación, hoy mayori- 
tarios, se puede constatar cómo la misma se entiende bien en un 
sentido colaborativo, bien como forma de control de la Adminis­
tración, Por encima de la construcción de la doctrina jurídica 
la realidad del fenómeno consultivo presenta situaciones muy 
dispares: desde los supuestos de escasa o ninguna incidencia en 
la decisión final, dotados de uno carga ideológica considerable, 
hasta ciertos casos en que los organismos consultivos atraen ha­
cia sí el poder de decisión real, mientras que la llamada Admi­
nistración activa se conforma con sancionar formalmente el acuer­
do o compromiso alcanzado en sede consultiva. El análisis de es­
te tema implica el estudio de las relaciones entre función con-
cit., p. 38,(283) BARONE, L*intervento de privato««.,
sultivas y función administrativa general, que dividiremos en 
tres partes: relaciones entre el acto de consulta y el procedi­
miento administrativo en su conjunto; relaciones entre el órga­
no consultivo y la Administración genEral en atención al desa­
rrollo de la función encomendada a aquél; relaciones entre acto 
de consulta y acto decisorio.
a) Desde el punto de vista del procedimiento, el dictamen 
o informe consultivo es un acto de trámite. Importa recalcar 
esta afirmación, obvia para la doctrina clásica, por el hecho 
de que algunos autores tienden a separar procedimiento y acto 
consultivo y a sustantivizar este último como independiente de 
aquél (264). Para ello se apoyan en el aumento de importancia 
de la función consultiva y en su incidencia real sobre la deci­
sión administrativa. Ello lleva a poner de relieve la existen­
cia de un propio procedimiento consultivo, independiente del 
procedimiento global y la necesidad de control judicial del acto 
consultivo y de su procedimiento de formación. La conclusión vie­
ne a ser la catalogación del dictamen o informe corno acto admi­
nistrativo independiente e unilateral, emcariemadp a otros actos 
para la formación de la decisión definitivo.
En realidad deben distinguirse dos cosas. En primer lugar 
es cierto que el carácter puramente auxiliar de la función con­
sultivo se va difumin-ando a medida que a través de ella encuen­
tran expresión los intereses difusos y colectivos. Por ello, los 
órganos consultivos no pueden seguir considerándose como estric­
tamente subordinados a la autoridad decidente, con obligaciones 
hacia ella y sin derechos recíprocos. Gozan de una posición in-
(264) Ver THIKiAfiCHI, op, ult. cit., p. 166 y ss. y Y. WEBER, o£. 
cit., p. 228 y ss.
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dependiente y en cierto modo autónoma, por lo que sus actos go­
zan de una eficacia jurídica propia e independiente de la mera 
voluntad del órgano consultante. También es cierto que su for­
mación obedece a un procedimiento complicado y jurídicamente 
ordenado y que su influencia en las decisiones, mayor o menor 
como se verá, inclino a exigir un mayor control judicial para 
su funcionamiento.
Lo que ocurre es que según la doctrina clásica el proce­
dimiento era un todo unitario, observable desde el punto de mi­
ra único del acto definitivo y con una óptica judicialista, lo 
que podía impedir lo constatación y el control de la pluralidad 
de actuaciones variamente encadenadas de que constan los proce­
dimientos modernos. Para salvar esta distinción entre el avan­
ce de la realidad administrativa y el retraso de la doctrina, 
dependiente aún del esquema dogmático clásico, se ha pretendido 
diversificar dentro del procedimiento una serie de momentos sus­
tanciales a los que, sin embargo, se vuelven a aplicar los mis­
mas categorías clásicas. Así, al igual que se habla de un pro­
cedimiento autónomo de información pública, que se concluye con 
un verdadero y propio acto, que a su vez se encadena a otras 
actuaciones, que goza de autonomía objetiva y que es en sí mismo 
controlable; lo mismo se viene a decir del procedimiento consul­
tivo y del acto que de él emana. £1 informe del funcionario en- 
cuestante, por ejemplo, así como el del órgano consultivo serían 
actos administrativos a todos los efectos.
Ello es cierto en términos funcionales. Distintas e inde­
pendientes, aunque coordinadas en vista de un resultado final 
único, son las funciones consultiva y de decisión administrativa. 
Ahora bien, lo que ocurre es que ambas se desarrollan o se reflejan
en un mismo procedimiento, de carácter complejo. Esta concate­
nación de ambas funciones y de los actos en que se manifiestan 
no obstan ni al reconocimiento de su sustancialidad recíproca 
ni a la extensión del control judicial sobre todas las facetas 
de la acción administrativa. Y ello más aún en cuanto que es ya 
una dirección jurisprudencial consolidada la progresiva extensión 
del objeto de su control a cada uno de los elementos del proce­
dimiento.
En definitiva, más que considerar el acto consultivo y el 
que cierra el procedimiento o trámite de información pública co­
mo actos perfectos y definitivos, lo que importa es afirmar la 
independencia de cada función y el control judicial sobre cada 
una de ellas. De esta forma el propio control judicial podrá 
desligarse de la consideración categórica de un acto como defi­
nitiva y arbitrarse en base a criterios más flexibles de funcio­
nalidad y profundidad. Por mencionar una consecuencia práctica, 
si el acto consultivo se considera definitivo o separable, podría 
ser impugnado can anterioridad a la conclusión del procedimiento 
en que se incluye, lo cual podría dar lugar a una paralización 
administrativa o incluso al favorecimiento de tácticas obstruc­
cionistas. Si se considera simplemente como acto de trámite pue­
de limitarse la extensión del control judicial o no captarse la 
sustancialidad y el carácter decisivo que a veces posee. Por tan­
to, aparte de reafirmar la necesidad de que el juez examine cada 
uno de los elementas del procedimiento, parece que, por lo que 
so refiere al momento y a la forma de la impugnación -antes o 
después del acto definitivo, a través de éste o independiente­
mente- será necesario considerar cuándo el proseguimiento del
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procedimiento puede producir indefensión o limitar las posibili­
dades de defensa efectiva (285).
Volviendo al análisis de la función consultiva, se observa 
como la misma se manifiesta en diferentes momentos del iter pro- 
cedimental. En una consideración unitaria y restringida de éste, 
la situaríamos en la fase instructoria. Lo que ocurre es que la 
complejidad de los procedimientos actuales o de algunos de ellos 
y la importada y diversidad de la función consultiva obligan a 
hacer algunas distinciones dentro de la propia fase instructoria, 
como ya se vio en el estudio general de la participación proce- 
dimental. Lo normal es que se situé al final de la fase instruc­
toria, al igual que el trámite de audiencia a los interesados, 
con el objeto de que la consulta puede tener en cuenta todos los 
elementos del procedimiento. En este sentido la consulta a orga­
nismos en que están representados los intereses sociales afec­
tados se asemeja al trámite de audiencia, aunque con el carácter 
prevalentemente informativa y de control previo que ya se exami­
nó. En caso de subsistencia de ambos trámites con carácter dife­
renciado, parece lógico situar la consulta antes de la audiencia, 
dada la virtualidad de preparación a la defensa de los interesa­
dos de que también está dotada ésta última.
A veces, sin embargo, la intervención de los órganos con­
sultivos ofrece un mayor grado de complejidad y Diversificación. 
Tal sucede con los procedimientos de formación de actos generales 
o de indirizzo. Un ejemplo significativa fue el de la formación
(265) Así, con este carácter flexible deben interpretarse los ar­
ticulas 37 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-administrati- 
va y 113 de 1a Ley de Procedimiento Administrativo en lo que se 
refiere a la impugnación de los actos de trámite. Ver GARCIA DE 
ENTERRIA, Curso..., I, cit., p. 354 y ss.
de los planes de desrrollo franceses (286). Señala Y. WEBER que 
"la función consultiva constituye 1a esencia de la planificación.. 
Se sitúa a todos los niveles, ya se articule en relación verti­
cal con otros órganos consultivos o decisorios, ya establezca 
relaciones horizontales. En fin, se manifiesta en un complejo 
que es por sí mismo consultivo, el proyecto de plan, que sinte­
tiza todas las intervenciones posibles de la función consultiva" 
(287). En efecto, la representación de intereses se realiza a 
través de las Bomisiones de modernización del plan, de carácter 
consultivo y organizadas por sectores de la producción. Tales 
Comisiones contribuyen a determihar el contenido detallado del 
plan, una vez elaboradas las directivas del mismo por el Comisa- 
riada del Plan, que es también un órgano consultivo, si bien de 
carácter técnico. Una vez elaborado el proyecto tiene lugar la 
consulta al Consejo Económico y Social y al Consejo Superior del 
Plan, así como, a escala regional, a las Comisiones de desarrollo 
económico regional en las que encuentra expresión igualmente la 
representación de intereses.
En muchos casos, la multiplicación de organismos consulti- 
de diverso tipo crea duplicaciones de competencias e interferen­
cias graves. A veces la influencia de distintos órganos consulti­
vos se contrarrestra recíprocamente. El fenómeno es advertible 
claramente en la Administración francesa por el desarrollo exor- 
bitado de la función consultiva en el seno de la misma, sobre 
todo en materia económica, a partir de la época gaullista, en 
base al principio de la economía concertada y de una idea vaga
(286) Sobre el tema ver Y. WEBER, op. cit.,
(287) Op, cit., p. 167.
p. 166 y ss
y confusa de participación. La consecuencia es en buena parte 
la de dejar intacta o poco limitada la capacidad de decisión 
de la Administración burocrática, creando una ilusión partici- 
pativa. Además repercute negativamente sobre la agilidad de los 
procedimientos.
Esta estructuración de la función consultiva responde a 
las necesidades de una Administración tecnocrática. Lejos de 
democratizar el contenido de las decisiones, contribuye a aumen­
tar la esclerosis administrativa. De ahí que se haya propuesto 
la reducción y homogeneización de los organismos consultivos 
(268). A ello se podrían añadir otras dos propuestas. La pri­
mera se fundamentaría en una consideración finalista del fenó­
meno consultivo, y se concretaría en una limitación de la Admi­
nistración consultiva a la representación de determinados cate­
gorías de interesados, en especial los destinatarios de los ser­
vicios públicos, desligándola de la función de composición de 
intereses formalizada en el marco de la economía concertada.
La segunda, referida al procedimiento, consistiría en concen­
trar dentro de lo posible el ejercicio de la función consulti­
va en el momento final de la fase instructuria. Así, sin perder 
su carácter colaborativo, se vería reforzado el elemento polí­
tico, de participación coipa control, que la Administración con­
sultiva supone. Aquí aparece de nuevo el problema de la infor­
mación.
b) Las relaciones entre órgano consultivo y órgano deci- 
dente se agotaban según la doctrina clásica en los deberes y 
obligaciones recíprocos en función de la emisión del informe.
(288) BLOCH-LAINE, "Pour une reforme de l'administration économi 
que", en Revue Economique, 1.962, p. 871 y ss.
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Siendo el órgano consultivo auxiliar y dependiente de la autori­
dad de decisión, en la mayoría de los casos privado de autonomía 
funcional (269), sus deberes jurídicas se limitaban a la emisión 
del dictamen en los supuestos señalados por la ley o a requeri­
miento de la autoridad. Los derechos exigibles ante ésta no eran 
sino los de tipo organizativo relativos al estatuto de los miem­
bros del organismo consultivo.
A medida que la consulta sobrepasa su naturaleza técnica 
en sentido estricto y adquiere sustantividad como forma de par­
ticipación o de expresión de intereses difusos y colectivos, se 
ensancha su diferenciación con la Administración decisoria y se 
crean nuevos derechas y obligaciones entre una y otra. En espe­
cial, surge la obligación de aquélla de informar al organismo 
consultivo. Merece la pena deternerse un momento en el análisis 
de este problema, dado que la información es la pieza clave del 
control que puede ejercerse sobre la Administración a través de 
la participación consultiva.
Podemos hablar de cuatro modalidades de información rela­
cionadas con la actividad consultiva. La primera y más importan­
te jurídicamente es la información que la Administración activa 
o de decisión suministra al órgano de consulta. La complejidad 
de la moderna actividad administrativa y el conjunto de facto­
res que deben tenerse presentes a la hora de elaborar la deci­
sión, tienen como consecuencia la obligación de la Administración
(269) Coso distinto era ya desde un primer momento el de los gran­
des consejos, en especial el Consejo de Estado, cuya función, por 
lo demás, incluso en su aspecto consultivo, consistía y consiste 
en actuar una regularizeción de la actividad administrativa, por 
lo que la idea de control técnico he estado sienpre unida a los 
mismos.
de proporcionar a los miembros del órgano consultivo una informa­
ción completa sobre el asunto en el que han de expresar su opinión. 
Esta obligación y su correspondiente derecho son tanto más exigi- 
bles en cuanto que la consulta pierde su carácter estrictamente 
técnico y funciona como catalizador de los intereses sociales, 
dado que él informe amplía su alcance objetivo y no quedo ya li­
mitado a una vertiente específica del contenido del acto final.
La información debe extenderse a todos los extremos del expe­
diente y así lo ha entendido el Consejo de Estado francés (290).
No sólo eso, sino que además el derecho del órgano consultivo a 
lo información se aplica a todos los elementos o factores que 
obren en poder de la Administración y que sean necesarios para 
el cumplimiento de su función (29l). Y este derecho tiende a ad­
quirir un carácter permanente en su manifestación, en cuanto que 
permanentes son los órganos de consulta, como viene a significar 
el que la jurisprudencia italiana exija tal información incluso 
después de la presentación del dictamen (292). El incumplimiento 
de esta obligación puede ser controlado jurisprudencialmente co­
mo vicio del acto definitivo. A medida que se afirme hipotéti­
camente el principio de la participación como control y la auto­
nomía sustancial de la función y de los órganos consultivos -
(290) Arrêt de 25 de febrero de 1958, Syndicat autonome des gref­
fiers de l'Etat et secrétaires des parquets et des cours, citado 
por Y. WEBER, op, cit., p. 205.
(291) "L'organe consultif a de plus le droit d'exiger de l'auto­
rité consultante tous les éléments d'information necéssaires à 
l'accomplissement de sa mission. L'autorité consultante doit don­
ner a l'organe consultatif 'l'occasion d'exprimer complètement 
son avis'", Y. WEBER, op, cit., p. 205-206, remitiéndose a la de­
cisión del Consejo de Estado de 11 de febrero de 1959, Confédéra­
tion du Travail du Tchad et Cotrinaud.
(292) TRIMARCHI, op. ult. cit., p. 203.
podría también pensarse en un recurso directo de éstos al obje­
to de hacer valer su derecho.
Las insuficiencias actuales de la información proporciona­
da por la Administración decidente han llevado a crear oficinas 
de información en el seno mismo de los organismos consultivos. 
Tales oficinas funcionan como órganos auxiliares con misiones 
de estudio y documentación. Constituyen una duplicación buro­
crática que sería innecesaria o casi si operasen correcta y 
satisfactoriamente las relaciones informativas interorgánicas.
En cualquier caso no parece que puedan suplir perfectamente a 
éstas últimas. Por lo demás, son un índice de la autonomía de 
la función consultiva.
Junto a los aspectos jurídicos e institucionales, no pue­
de dejar de citarse lo información que cada consejero u organi­
zación social representada se procura a sí misma al objeto de 
desempeñar la función de consulta. Naturalmente en este caso se 
parte de la desigualdad de medios de cada organización. Por eso, 
la falta de una información completa como obligación administra­
tiva, tiene como consecuencia indirecta fomentar la desigualdad 
entre los grupos portadores de intereses sociales y favorece el 
que tan sólo los más fuertes puedan realizar adecuadamente su 
cometido.
Hasta aquí el problema de la información vinculada a la 
actividad de consulta se viene tratando con un límite subjetivo. 
Son relaciones informativas entre diversos órganos de la Admi­
nistración o, visto de otra manera, entre ésta y ciertas organi­
zaciones sociales. Un último aspecto es el de la información pú­
blica sobre el ejercicio de la propia función consultiva. Aquí 
se tropieza con la regla del secreto a la que ya se hizo refe­
rencia y que limita este tipo de participación a los grupos de 
presión, según la versión tecnocrática del fenómeno participativo.
c) Nos queda por examinar precisamente en qué manera influ­
yen esos organismos consultivos y, a través de ellos, los grupos 
sociales participantes, en las decisiones administrativas. Dicho 
en términos jurídicos, se han de ver los relaciones entre acto 
de consulta y acto de decisión.
Jurídicamente los dictámenes consultivos pueden ser vin­
culantes y no vinculantes. El dictamen vinculante constituye sus­
tancialmente la decisión misma o parte de ella. En los casos de 
participación consultiva, sin embargo, los dictámenes no son 
vinculantes.
También debe recogerse la distinción clásica entre dicta­
men obligatorio, prescrito con carácter general por el ordena­
miento y el dictamen facultativo, solicitable discreccionalmente 
por la Administración. Aparte de esta diferencia, es decir, la 
de la diferente puesta en marcha de la actividad consultiva, su 
régimen jurídico puede considerarse el mismo. Tan sujeta se halla 
la Administración al dictamen que el ordenamiento le impone co­
mo al que ella misma solicita, una vez solicitado.
El dictamen consultivo no suplanta jurídicamente a la de­
cisión, pero limita la discreccionalidad administrativa. Si la 
finalidad, la causa jurídica, de la función consultiva es la 
introducción de intereses secundarios al examen del órgano deci- 
dente, éste no estará obligado a someterse a la opinión manifes­
tada en la consulta, so pena de diluir el interés primario cuya 
tutela le ha sido confiada en una simple composición de los in­
tereses secundarios en juego. La autoridad decidente mantiene su 
autonomía. Pero ve limitada su discreccionalidad en el enjuicia­
miento de los intereses secundarios que matizan la concrección
del interés primario. Esta limitación es controlable judicial­
mente a través de la motivación del acto definitivo. La Adminis­
tración deberá motivar adecuadamente su separación del dictamen 
emitido por el órgano consultivo, coma prescribe el art. 43, ap.
1, c) de nuestra Ley de Procedimiento Administrativo. La falta 
de motivación o la injustificada separación del dictamen vician 
al acto de nulidad.
Si la perspectiva estrictamente jurídica del problema pa­
rece clara, no lo es tanto la vertiente política o sociológica. 
Sobre la influenciabilidad de las decisiones administrativos por 
la acción de los órganos consultivos, las opiniones doctrinales 
divergen en gran medida, desde quien sostiene que la Administra­
ción mantiene firme su autonomía de decisión y atribuye a este 
tipo de participación un carácter eminentemente ideológico (293), 
hasta quien indica la función de decisión real que ejercen los 
órganos consultivos (294).
No parece simple responder a este dilerna de manera general. 
El grado de influenciabilidad real depende de una serie de v a - » 
riantes. En primer lugar, de las características sociológicas 
de cada estructura administrativa. Las Administraciones más con­
solidadas históricamente, coma la francesa, sufren menas el in­
flujo de las grupos de interés que otras más fragmentadas y co­
loreadas de clientelismo, como ocurre con la italiana. En todo 
caso, la rutina funcionarial favorece la influencia, que cada 
día se hace mayor a medida que aumenta la preponderancia social 
de los grupos de presión y se disuelve la difuminada barrera entre
(293) FERRIER, "La participation des administrés...",
684.
(294) TñIMARCHI, op. ult. cit,, en general.
cit., p
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economía y política, sociedad y Estado.
El proceso de atracción de la capacidad decisoria por las 
órgr.-nos consultivas también depende de las formas de institucio- 
nclización de los mismos: homogeneidad de los intereses en pre­
sencia, exigencia de unanimidad y, par tanto, de compromiso en 
la elaboración del dictamen, grupos representados, etc.
En todo caso la participación consultiva es un fenómeno 
integrador (295). Se intenta a través de ella corresponsabili­
zar en las decisiones públicas a leas grupos u organizaciones 
sociales. Como tal es una manifestación del nuevo modo tecnocrá- 
tico de gestión administrativa. De ahí su carácter oligopolista, 
las desigualdades de la representación, la regla del secreto, 
etc. De ahí también que en determinados supuedtos pueda;-cumplir 
más específicamente una función ideológica. La consecuencia pue­
de ser diluir la actividad pública en formas de compromiso eco­
nómico y social, sustituyendo en último término la fórmula de 
la representación política por la de la representación de inte­
reses, generadora a la larga de un nuevo corporativismo.
Por ello es necesario establecer un límite objetivo al de­
sarrollo de la Administración consultiva basada en la represen­
tación de intereses, y al mismo tiempo ordenarla de forma que 
sirva para establecer un nuevo control, preventiva y político 
de la acción administrativa, pero en ningún caso para sustituir­
se a ésta. El media más adecuado, dejando para más adelante los 
aspectos organizativos, parece ser el de avanzar en la consecu­
ción de una fluida red de informaciones, dentro de la propia 
estructura administrativa y entfce ésta y la sociedad. En este
(295) J. CHEVALLIER, "La participation.. ,  cit., I, p. 117.
sentido se he de volver a las conclusiones con que se cerró el 
capítulo relativo a la participación procedimental.
Capítulo VI
PARTICIPACION Y UñGANIZACIüN ADMINISTRATIVA
El último estadio de la participación administrativa, que 
es el más efectivo y aquél que viene considerado por algunos au­
tores como única y auténtica forma participativa, está consti­
tuido por los supuestas en que los portadores de intereses so­
ciales -difusos y colectivas- toman parte a través de sus repre­
sentantes en la adopción misma de la decisión administrativa. Son 
tales sujetos los que tienen atribuida la facultad de decidir, 
por sí solos o en concurrencia con otros que ejercen también 
competencias decisorias. Ello se realiza mediante la inclusión 
de aquéllos en las estructuras administrativas, lo que supone la 
creación de nuevos organismos que modifican en alguna manera el 
cuadro institucional existente. Par ello se habla de participa- 
ción orgánica. El análisis de la misma nos lleva a hacer algu­
nas consideraciones generales sobre el tema de la organización 
administrativa.
1.- LA ORGANIZACION ADMINISTRATIVA LIBERAL Y LA LUIEBRA DEL MO­
DELO WEBERIANO.
El esquema organizativo del Estado de Derecho liberal se
basaba en el dogma de la separación entre Estado y sociedad, en­
tre política y economía, es decir, en la individualización de un 
nivel específicamente superestructural, separado de las relacio­
nes sociales concretas y centrado en las estructuras públicas. 
Dentro de este esquema la Administración venía a ser considerada 
como un cuerpo cerrado y compacto, diferenciado del ciudadano por 
una barrera natural tan sólo superable por dos puntas de encuen­
tro exteriores: uno, el Parlamento, de carácter político y con 
funciones de orientación general y abstracta de la actividad del 
bloque administrativo; y otro, el juez, de carácter esquisitamen- 
te jurídico, con la misión de asegurar y controlar la regulari­
dad formal de la acción administrativa y su respeto a las direc­
trices parlamentarias en garantía del ciudadano y de su situa­
ción jurídica concreta.
Organizativamente la Administración se construía en base 
a un principio unitario y centralista. La Administración del Es­
tado, la Administración por excelencia, venía considerada como 
un todo orgánico, jerárquicamente estructurado y obediente a una 
sola dirección. Las demás Administraciones no eran sino deriva­
ciones o entes auxiliares de aquélla, con una capacidad de deci­
sión siempre subordinada y controlada. El esquema venía a cerrar­
se con la atribución de la personalidad jurídica ya al Estado ya 
a la Administración del Estado y también a otras unidades admi­
nistrativas subordinadas. La personalidad jugaba como elemento 
técnico-jurídico de origen privatístico con funciones de imputa­
ción de relaciones jurídicas.
Este esquema jurídico intentaba ofrecer una explicación de 
la realidad institucional exixtente, pero al mismo tiempo encerra­
ba la evolución dialéctica de esta realidad en un modelo prefi-
jado de relaciones e instituciones. Su virtualidad era, pues, 
varia: técnico-jurídica en sentido estricto y, por tanto, de 
trascendencia práctica; de ordenación política y, en consecuen­
cia, modelo institucional; interpretación de la realidad con
fuerza de imposición cultural y, por ello, esquema ideológico.
»
Las disfunciones de esta sistematización aumentan a medi­
da que se modifican las características de la sociedad sobre la 
que se creó y se manifiestan en una pérdida de funcionalidad. A 
nivel jurídico, en cuanto que incapaz para ofrecer soluciones 
prácticas a los nuevos problemas que surgen de las relaciones 
entre lo Administración y los ciudadanos; a nivel político, pues­
to que se revela insuficiente para dar una respuesta institucio­
nal a los conflictos y las necesidades de la sociedad actual; a 
nivel ideológico, porque no crea ya consenso cultural con el 
funcionamiento de las instituciones y no infunde confianza en 
las mismas.
En efecto, la barrera entre sociedad y Estado, Administra­
ción y ciudadano, se ha roto en cuanto que el Estado ha extendi­
do su actividad económica y social y no actúa ya tan sólo como 
poder imperativo y dado que en la sociedad han ido surgiendo 
grandes agrupaciones sociales y económicas con capacidad de opo­
nerse por sí solas a la acción de los poderes públicos y de in­
fluir sobre los diferentes niveles de decisión. A ello debe unir­
se, a nivel de organización, el escaso grado de dependencia efec­
tiva de la Administración respecto al Parlamento, la diversifi­
cación y autonomía real de una pluralidad de centros administra­
tivas y la complicación de las relaciones recíprocas entre los 
diversos elementos, personales e institucionales, del aparato 
público.
Todos estos cambios inducen a una variación fundamental en
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la concepción de la acción política, que tiene sus repercusiones 
en el esquema institucional y en su teorización. Se trata de in­
tegrar y corresponsabilizar a los grupos sociales en la actividad 
del Estado, de gestionar el poder público en coordinación con 
los poderes sociales. A esta nueva concepción contribuye tanto 
el peso de los intereses sociales organizados como la pérdida de 
consenso en las instituciones derivada de 1a generalización de 
la crítica sobre la insuficiencia de la representación parlamen­
taria y de las garantías judiciales.
El reflejo organizativo de esta político consiste en la 
creación de nuevas estructuras administrativas en las que encuen­
tra expresión lo representación de los intereses sociales. Ello 
se realiza en formas dispares: elección de ciertos funcionarios 
o autoridades administrativas, designación de los mismos por de­
terminadas organizaciones sociales o grupos de éstas, formas de 
cogestión de ciertos entes públicos, gestión directa de determi­
nadas actividades por representantes de los grupos sociales, crea* 
ción de nuevas estructuras de la Administración local, etc.
Todo este proceso de reformas, en gran medida desarticula­
do, se representa teóricamente bajo el concepta de participación 
administrativa. Lo que falta, sin embargo, es un nuevo modelo 
institucional más o menos acabado o coherente, por lo que la 
idea de participación y su generalización viene a encubrir, an­
ticipando su funcionalidad ideológica, no sólo las contradic­
ciones de las nuevas estructuras, sino también el mantenimiento 
de gran parte de las anteriores -su núcleo fundamental- y las 
contradicciones entre instituciones clásicas y de nuevo tipo.
Ahoraa bien, el cambio de circunstancias y el nacimiento 
de nuevos fenómenos institucionales produce a su vez una serie
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de problemas políticos y jurídicos y conduce al esfuerzo por des 
cubrir nuevos instrumentos de análisis y de operatividad jurídi­
ca. Poco a poco va surgiendo un intento de teorización, aón po­
co perfilado y lleno de ambigüedades, pero menos dogmático e 
inflexible que el anterior, cuyas líneas fundamentales merece 
la pena señalar con toda cautelo.
2.- LÜ5 INTENTOS DE RECONSTRUCCION DE LA TEORIA DE LA ORGANIZA­
CION ADMINISTRATIVA. LA PARTICIPACION ORGANICA.
Una nueva teoría de la organización administrativa, que 
en definitiva es hoy la parte central, por su importancia real, 
de la organización de los poderes públicos, supone la construc­
ción de un nuevo modelo de organización política. Lo cierto es 
cue lo doctrina iuspublicista ha profundizada el análisis crí­
tico de la sistematización liberal y que de ella se han extrai­
do ciertas consecuencias positivas en orden a la reforma de al­
gunas instituciones concretas. Más allá de esto no parece que 
exista un proyecto alternativo definido como recambio de las 
instituciones liberales. Bien entendido que ello no quiere de­
cir que no pueda hallarse otro tipo de estructura social y, en 
consecuencia, crearse un nuevo sistema de relaciones institu­
cionales. Quiere decirse simplemente que ese sistema no exis­
te todavia, aunque se esté formando a través de una serie de 
reformas no siempre coherentes y la consiguiente elaboración 
teórica que las precede y las interpreta a posteriori.
Parece, pues, difícil que en el momento actual pueda for­
mularse un nuevo modelo acabado de relaciones jurídicas públi­
cas. Sin embargo, lo que la crisis del sistema anterior ha pro-
ducido es un cambio radicai en la metodología jurídica, tanto 
en lo que se refiere al análisis doctrinal de las instituciones 
como a la interpretación de los datos normativos.
La nueva orientación tiene un carácter marcadamente socio- 
logicista y antidogmático. Parte de la constatación de las in­
tereses sociales y de la forma en que los mismos se expresan 
a través del aparato público. Ello lleva a constatar la plura­
lidad de formas en que se realiza esta conexión, que, a su vez, 
son sometidas a revisión crítica. Las soluciones que se preven 
dependen en gran medida de la posición política de cada autor 
y encuentran su entronque o justificación jurídica na tanto en 
un cuerpo cerrado y dogmática de conceptos formales como en la 
interpretación de los principios básicos del ordenamiento jurí­
dico. El Derecho administrativo va así perdiendo en cierta me­
dida su carácter de sistema autónomo y autosuficiente, para re­
ducirse cada vez más a método sociológico y a simple exégesis 
normativa, dotada de una considerable carga política concreta.
Y no falta quien ha hablado de la muerte del Derecha administra­
tivo (296). Ello significa la pérdida de sustantividad de la 
teoría jurídica, si bien no la falta de validez de las técni­
cas jurídicas y es una consecuencia más de la confusión entre 
los diferentes niveles de la estructura social.
Teniendo en cuenta este punto de partida se exponen a con­
tinuación los aspectos básicos de las nuevas tendencias iuspu— 
blicistas, tal como vienen siendo elaboradas por la doctrina ita­
liana mayoritaria, que es heredera de la teoría del ordenamiento 
jurídico de SANTI ROMANO y deudora también de la sociología ame-
(296) Por ejemplo, Ch, DEBBASCH en el citado articula "Le droit 
administratif face h l'évolution..."
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ricana cíe la teoría de los sistemas y de algunos desarrollos de 
la sociología marxiste, especialmente en su vertiente estructu— 
ralista.
a) El poder público realiza una mediación entre los dife­
rentes intereses sociales reconocidos jurídicamente. Esa media­
ción es en cierto modo autónoma, es decir, que no se trata de 
una simple constatación de la relación de fuerzas entre los di­
versos intereses y las organizaciones que son portadoras de ellos. 
El Estado ejerce un propio papel y manifiesta una voluntad pro- 
pia, igualmente diversificada. Por tanto, no es correcta, por 
ideológica, la postura de quien sostiene que el poder público 
se limita a realizar una composición de los intereses en presen­
cia. La mediación supone un filtro de esos intereses y no una 
simple operación matemática. Esa mediación autónoma está finali­
zada políticamente. Los principios finalistas en que se debe ba­
sar se contienen en la pirámide normativa. Será, pues, función 
del jurista analizar la correspondencia de la acción púb3.ica con 
tales principios.
b] Por otra parte, los intereses públicos no son sino de­
terminadas intereses sociales que se actúan públicamente, es de- 
e los que el Estado presta su fuerza política para su rea­
lización. No existe una diferenciación objetiva entre interés 
puolica e interés social. Lo que importa es, por tanto, señalar 
los modos de concrección de los intereses sociales y a partir de 
ello la forma en que se traducen en intereses públicamente ac­
tuadles. Pera ello es necesario definir dos conceptos básicos, 
que habrán de ponerse en relación: ordenamiento y organización.
ordenamiento es el grupo social organizado sometido a
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normas comunes (297). Existe toda una escala de ordenamientos 
jurídicos ¿jerárquicamente relacionados, al igual que pueden ob­
servarse distintos grupos sociales en relación de supremacía, 
coordinación y subordinación y asimismo diversas normas jurídi­
cas distintamente jerarquizadas. El ordenamiento es, pues, co­
lectividad o comunidad y es la normo que lo rige y de que se 
dota en una u otra forma. Dentro de cada ordenamiento existen 
una pluralidad de intereses diversas y a veces contrapuestos, 
que encuentran su reflejo en la norma de manera diferenciada.
Políticamente el ordenamiento encuentra su expresión a tra­
vés de la organización. La organización expresa el elemento de 
autoridad Dentro de cada ordenamiento (298) y es el sujeto iden­
tificadle que elabora la norma y la aplica. De ahí que el tipo 
de organización sea la mayor garantía para la satisfacción de 
los intereses sociales. Cuanto mayor sea la correspondencia en­
tre grupo social y organización mayor seré la posibilidad de 
que los intereses del grupo sean adecuadamente satisfechos en 
forma pública. La organización supone a su vez un nuevo sujeto 
colectivo generador de intereses propios. Las deficiencias en 
la correlación entre intereses sociales y organización concede 
un mayor margen a la satisfacción de los intereses propios de 
ésta.
Aquí se concreta el aspecto jurídico garantistico de la 
organización (299), La discreccionalidad es el grado de autono­
mía que la autoridad detenta para determinar qué intereses socia-
(297) GIANNINI, Diritto amministrativo, I, cit., p. 93.
(298) GIANNINI, Diritto amministrativo, I, citf, p. 97.
(299) Sobre la organización como garantía jurídica ha insistido 
NIGRÜ, Studi sulla funzione organizzatrice della pubblica amminis­
trazione, cit., en generai.
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les y en qué manera deben ser actuados públicamente. Cuanto más 
cercana sea la organización a los portadores de los intereses so 
ciales, mayor efectividad tendrá este tipo de garantía.
La norma general, es decir, la que rige cada ordenamiento 
general atribuye a cada una de las unidades organizativas de di­
cho ordenamiento la tutela de un determinado interés. La garan­
tía organizativa consiste en establecer una conexión entre los 
portadores de intereses sociales coincidentes o relacionados 
directamente con el interés público a actuar y la organización 
a la que se encomienda la satisfacción de ese interés publifi- 
cado. En esto consiste el principio de la participación orgáni­
ca . Esta participación, sin embargo, puede ser formalmente asép­
tica o finalizada. Es finalizada cuando viene establecida por 
la norma como garantía para la consecución de un objetivo con­
creto, como puede ser la modificación de determinadas condicio­
nes sociales. En tal caso la organización resultante deberá re­
flejar ese elemento finalista, potenciando la representación de 
determinados intereses sociales, precisamente aquéllos concor­
dantes con la necesidad de reforma. En caso contrario la orga­
nización participado se coloca como simple instrumento de com­
posición de los diversos intereses en presencia, lo que en la 
práctica acentúa su carácter corporativo, su ineficiencia y, 
en consecuencia, la funcionalidad ideológica de tal tipo de 
participación.
La identificación de la participación orgánica finalizada 
es un problema de interpretación normativa y la infracción de 
la norma que la establece podrá ser controlada judicialmente 
por el tribunal competente según el carácter del precepto in­
fractor. Es decir, por la Corte o Tribunal Constitucional si
F)
ó
se trata de una norma con rango de ley o por los tribunales admi­
nistrativos si tiene rango reglamentario. No debe olvidarse que 
la actividad organizativa forma hoy en día parte, en gran medida, 
de la actividad administrativa y que, en cuanto tal, es contro­
lable por el juez administrativo. El principio de la participa­
ción, una vez afirmada su aplicación a un supuesto organizativo 
concreto, limita de esta manera la discreccionalidad de la Admi­
nistración en la creación de nuevas estructuras. Cierto que otros 
elementas, como los factores técnicos, limitan el alcance del - 
principio participativo y pueden argüirse como componentes de la 
potestad discreccional. En todo caso, los necesidades técnicas 
no pueden justificar por sí solas una decisión administrativa 
que favorezca la representación de determinados intereses en con­
tra de la finalidad para lo que se crea lo unidad administrativa 
participada.
c) La conexión orgánica entre ordenamiento y organización 
se establece a través de las fórmulas organizativas. Estas se 
vinculan a dos principios básicos, el de la electividad y el de 
la representación de intereses. Para mayor claridad es preciso 
diferenciar entre representación de un ordenamiento y fórmula 
organizativa.
La organización puede reflejar lo representación de muy 
diversos tipos de ordenamiento. A veces ln conexión se establece 
con un ordenamiento o comunidad general, identificada por consti­
tuir un conjunto de convivencia en torno a un territorio. Una de­
terminada unidad organizativa puede acoger la representación glo­
bal e indiferenciada de los intereses existentes en el seno de 
tal comunidad. Según el esquema liberal democrático esa repre­
sentación se concreta a través de fórmulas electivas, atribuyendo
el derecho al voto a todo ciudadano (de una cierta edad) por 
el mero hecho de serlo y sin más cualificación. En este sentido 
puede hablarse de representación política, a la que en las de­
mocracias occidentales acompaña el principio electivo. Asi su­
cede con el Parlamento, la representación municipal y la regio­
nal, cada vez más extendida.
En otros casos, el ordenamiento representado no es de ca­
rácter general sino particular. Es decir, consiste en una comu­
nidad o colectividad determinada por ciertas características 
personales específicas de sus miembros, como pueden ser la 
profesión, la actividad económica o social, la cualidad de usua­
rio de un servicio o incluso un espacio territorial limitado 
dentro de un ámbito de convivencia más amplio. Esta representa­
ción puede también instituirse en base a lo fórmula electiva.
En muchos casos se establece, sin embargo, en base al princi­
pio de la representación de intereses.
La fórmula electiva supone siempre la atribución de una 
igual facultad de determinación de los representantes a todos 
los individuos componentes de un ordenamiento, general o parti­
cular. La fórmula de la representación de intereses implica un 
paso organizativo intermedio. So trota de especificar previamen­
te los intereses diferenciados que existen en el seno de un or­
denamiento y posteriormente de individualizar las organizaciones 
sociales portadoras de los mismos, a las cuales se atribuye, en 
diferente forma, la facultad de determinar los representantes de 
cada ordenamiento particular o categoría social que deben estar 
presentes en la organización de un ordenamiento de mayor gene­
ralidad respecto a aquél.
Actualmente se asiste a un proceso creciente de institu-
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cionalización de la representación de ordenamientos particulares 
en el seno de xas Administraciones públicas, que forman parte a 
su vez, de los ordenamientos generales. Pongamos algunos ejemplos 
aclaratorios.
La Administración del Estado en su conjunto pertenece como 
organización al ordenamiento general estatal. Dada su diferencia- 
ción funcional y orgánica, cada una de sus unidades o estructu­
ras entra en contacto diferenciado con los intereses existentes 
en otros ordenamientos sociales particulares. Así, la Administra­
ción escolar se conecta con les ordenamientos estudiantil y pro­
fesoral. El principio jurídico de 1a participación administra­
tiva puede manifestarse mediante una conexión do tales ordena­
mientos con 1a estructura pública correspondiente. Dicha conexión 
puede concretarse en la creación de fórmulas de representación 
de los ordenamientos particulares específicamente afectados. La 
representación puede instituirse en base a fórmulas electivas 
y así, los estudiantes y profesares de un colegio a distrito es­
colar eligirán por sufragio a sus representantes; o en base a 
la fórmula de la representación de intereses. Esta última impli­
cará la determinación de las organizaciones o asociaciones de 
estudiantes y profesores más representativas, a las que se atri­
buiré la facultad de designar o concurrir a la designación de 
los representantes.
De esta manera quedan diferenciadas dos niveles. Uno es el 
de la especificación de los intereses que deben estar representa­
dos. Otro es el de la forma concreta en que se expresa tal re­
presentación. En muchas casos la simple contraposición entre 
representación política y representación de intereses en sentido 
general oculta o elude toda una serie de rnatizaciones importantes. 
En especial, el hecho de que la expresión en lo organización pú­
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blica de intereses diferenciados puede realizarse mediante elec­
ción o por designación de ¿as organizaciones más representativas. 
Incluso puede ocurrir que esta última fórmula se concrete a nivel 
de la comunidad u ordenamiento general, tal como ocurre en el 
caso de las grandes consejos económicos y sociales.
La fórmula electiva pare'ce en principia preferible, pues 
atribuye una mayor independencia al representante, al tiempo que 
arbitra un modo de manifestación directa de la voluntad del ciu­
dadana concreto. Si bien es cierto que en la práctica los candi­
datos suelen formar parte de las organizaciones sociales, no lo 
es menos que de esta manera el individuo puede expresar, en úl­
timo término, su preferencia por una u otra organización.
La fórmula de la representación de intereses es más inte- 
gradora, en cuanto que tiende a corresponsabilizar directamente 
a las organizaciones sociales en la acción de los poderes públi­
cos. Desde un punto de vista eficientista o tecnocrático se re­
vela de gran utilidad, pues permite una previsión de la respues­
ta social a las decisiones. Desde una perspectiva democrática 
deben oponerse ciertos reparos. No sólo en abstracto, porque sus­
tituye la decisión de los ciudadanos por la de las organizaciones, 
con la correspondiente mediación de intereses que se realiza a 
través de éstas. Además puede limitar la capacidad ce presión 
y de contraposición dialéctica entre los diversos grupas socia­
les, acerca a los vértices de las organizaciones sociales a los 
de la propia Administración y los de las organizaciones contra­
puestas, fomentando la creación de una nueva clase dirigente eli­
tista y alejada de las bases sociales. El fenómeno puede aseme­
jarse sociológicamente a una cooptación de dirigentes de las or­
ganizaciones sociales. Como señala Franz NEUMAN, "la incorporación
Iff) O  £?
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de las grupas de interés al sistema administrativo puede llevar 
fácilmente a debilitar lo que algunas llaman participación de 
masas, pero que sería mejor designar como espontánea capacidad 
de reacción a las decisiones políticas. Porque cuando los gru­
pos de interés llegan a ser semipúblicos, parte integrante del 
aparato estatal, sin ninguna independencia, resulta debilitada 
su capacidad de reacción a las decisiones políticas. La organi­
zación social se transforma en una serio de estructuras semies- 
tatales, burocráticas, incapaces de desempeñar funciones críti­
cas frente al Estado" (300). En último término, la generaliza­
ción de la fórmula de la representación de intereses puede lle­
gar a suplantar, convirtiéndolos en mero formalismo, los ele­
mentos de representación política, como ya sucede en buena par­
te en las saciedades más avanzadas industrialmente. El final de 
esta evolución puede ser un neocorporativismo desideologizado 
y una sociedad bloqueada.
d) Más en concreto se trata de ver como se organiza jurí­
dicamente la representación en el seno de las estructuras admi­
nistrativas participadas.
Si se realiza por elección, el primer problema consiste 
en la determinación de les electores y los elegibles. Los elec­
tores son los miembros de una determinada categoría social o 
colectividad u ordenamiento particular. Por lo general las nor­
mas que regulan la participación administrativa mediante fór­
mulas electivas suelen ser muy minuciosas en la determinación 
precisa del electorado. El colegio electoral puede ser único o 
diferenciado según el grado de homogeneidad de los intereses
(3Qü) Lo stato democrático e lo stato autoritario, cit., p. 78
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representados. A veces los electores son tan sólo los miembros 
de una organización social, del grupo organizado. Lo normal, sin 
embargo, es que lo sean todos aquellos pertenecientes a la colec­
tividad o categoría afectada, estén o no inscritos a las orga­
nizaciones sociales correspondientes. Elegibles son en princi­
pio los miembros de dichas categorías. A veces se exige una cua- 
lificación especial de los mismos, sea de tipo profesional o de 
edad o de un cierto tiempo de pertenencia a la categoría o in­
cluso de inscripción a uno de los grupos organizados en el seno 
de la misma. De hecho los candidatos elegibles vienen presenta­
dos por las organizaciones sociales, ya sean miembros de las 
mismas o, según una costumbre muy extendida en la vida política 
italiana por ejemplo, ciudadanos independientes cercanos a les 
posiciones ideológicas de las organizaciones que los presentan 
y apoyan.
El estatuto de los elegidos suele ser también minuciosamen­
te regulado. En el mismo se contienen normas sobre sus derechos 
y obligaciones, incompatibilidades, características de su man­
dato, etc. En general se trata de un mandato representativo y 
los elegidos tienen asegurada su permanencia en el cargo por el 
tiempo de duración del mandato, salvo circunstancias excepciona­
les. Su función es generalmente honoraria (3Ül). El problema ju­
rídico fundamental consiste en determinar la naturaleza jurídica 
de estos representantes al objeto de individualizar los princi­
pias necesarios para integrar las lagunas de la normativa que 
les es aplicable. Subjetivamente su carácter de representantes
(30l) Honorariedad no es sinónimo de gratuidad, sino más bien de 
no profesionalidad en el ejercicio de un cargo. Ver GIANNINI, Di- 
ritto amministrativo, I, cit., p. 26G.
elegidos les asemeja a los parlamentarios y a los consejeros mu­
nicipales. Objetivamente desempeñan una actividad administrati­
va. Son funcionarios elegidos. ¿Qué status debe aplicárseles, el 
de funcionario o el de representante político? La cuestión debe 
resolverse partiendo de una metodología sociologicista y teleoló 
gica. En este sentido debe valorarse sobre todo su vinculación 
al cuerpo electoral como representantes de ciertos intereses en 
el seno de las estructuras públicas. Por lo demás, la función 
que desempeñan debe definirse como función de decisión política 
a un determinado nivel del aparato público, puesto que parece 
periclitada la interpretación de la función administrativa como 
simple ejecución de la ley. El nexo de unión de estos represen­
tantes con la Administración es de carácter funcional. Sus rela­
ciones con las demás estructuras administrativas son objetivas 
y se basan en la distribución de competencias y en la coordina­
ción de actividades. No es un vínculo personal de carácter pro­
fesional, aunque el desempeño de la actividad pública de que se 
trate constituya la ocupación única del representante.
La solución propuesta parece la más lógica, pues implica 
la no aplicación a estos representantes de las normas de la je­
rarquía funcionarial y pone de relieve su independencia con re­
lación a las autoridades a las que se subordinan los órganos de 
que forman parte. Ello tiene como consecuencia que tales manda­
tarios públicos gozan de un derecho de crítica con relación a 
la Administración y no están sometidos al secreta administrativo 
en el desempeño de sus funciones, si no es en base a las limita­
ciones específicas que se establezcan en las normas que regulan 
cada supuesto.
Si estas deducciones parecen claras y plausibles desde un 
punto de vista democrático, el mayor problema que se plantea es
el de la responsabilidad personal de estos representantes por las 
infracciones cometidas en actos de servicio. De la dicho se deri­
va la imposibilidad, salvo mención en contrario, de aplicar el 
derecho disciplinario de los funcionarios y el na sometimiento 
de los representantes elegidos a la potestad disciplinaria de las 
autoridades administrativas. Su responsabilidad es, para empezar, 
de tipo político, ante el cuerpo electoral correspondiente. La 
responsabilidad por hechos delictivos debe considerarse sancio­
nadle por la justicia ordinaria, aunque en tal caso puedan esta­
blecerse garantias especiales para el representante. En cuanto 
a la responsabilidad personal por simples faltas no delictivas, 
la independencia del representante impide un control personal de 
la Administración. Este a veces se establece en base a las rela­
ciones de tutela, pero aquí ya encontramos una limitación de la 
autonomía del órgano representativo. Por ello parece más adecua­
do establecer un control administrativo de carácter objetivo so­
bre los actos de dicho tipo de órganos. De esta manera se respe­
ta la independencia personal del representante al tiempo que se 
ofrece la posibilidad de eliminar las consecuencias exteriores 
de una acción incorrecta, con carácter previo al control judi­
cial. Pero sobre estas relaciones objetivas o funcionales se ha 
de volver un poco más atrás.
La naturaleza de los representantes elegidos por el siste­
ma de la representación de intereses ofrece algunas particula­
ridades dignas de mención. Los supuestos son muy variados. Como 
paso previo supone la determinación de la categoría que debe ser 
representada y de la organización u organizaciones representati­
vas o más representativas de dicha categoría. Sobre este aspecto
repre-
ya se trato en otro momento de la exposición (302).
Determinada la organización que ha de designar un 
sentante, corresponde estudiar la forma jurídica en qúe tal de­
signación se produce y el estatuto jurídico del mismo.
La designación supone una colaboración o concurso de dos 
voluntades, la de organización social de que se trate y la de 
la autoridad administrativa. En último término se trata de un 
nombramiento por parte de la Administración, de un acto adminis­
trativo, pues. Lo que ocurre es que tal decisión administrativa 
está sometida a una limitación, consistente en el concurso de otra 
voluntad previamente determinada o determinadlo. Los supuestos 
concretos ofrecen ciertas variedades. A veces la Administración 
presenta una liste de nombres entre los que las organizaciones 
representativas deben elegir. En otros casos son éstas las que 
elaborarn una lista de candidatos, correspondiendo la elección 
a la autoridad pública competente. En ciertas ocasiones la desig­
nación se efectúa tras consulta a las organizaciones. Tal con- 
suta debe entenderse como no vinculante aunque obliga a la Admi­
nistración a motivar su posible desacuerdo con las organizaciones 
concurrentes al nombramiento. Como puede verse, en rodo caso 
existe una limitación de la discreccionalidad administrativa.
Pero el caso más frecuente es aquél en que la Administración 
nombra al candidato concreto propuesto par les organizaciones.
En este caso nos hallamos ante una competencia reglada. La orga­
nización goza de libertad para designar su candidato entre todos 
aquéllos que cumplan los requisitos personóles señalados por la 
norma. La Administración se halla vinculada por la propuesta
(302) Ver Parte Primera, Capítulo III, 2.
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aunque siempre puede ejercitar un control de legalidad al objeto 
de verificar la regularidad de la designación y la presencia de 
los requisitos subjetivos legales (303). En la práctica la desig­
nación de cada representante suele realizarse mediante acuerdo 
entre la Administración y el grupo social que lo presenta.
La forma jurídica en que se produce la designación sirve 
de indicio para determinar la naturaleza jurídica de estos repre-
(303) Según BARONE, L'intervento del privato..., cit, p. 199:"Do 
un lato si deve far si che il gruppo goda della libertà assoluta 
di scelgliere al suo interno i soggetti cui delegare il compito 
di rappresentare i suoi interessi durante l'iter formativo dell' 
atto. Sifatta designazione deve avvenire, cioè, senza alcuna in­
gerenza da parte della autorità amministrativa, le cui inframme- 
tenze avrebbero il significato di volere una scelta di rappresen­
tanti più arrendevole -quale che siano le ragioni- ai suoi pro­
grammi, o potrebbero essere interpretati siccome volte a favori­
re una delle eventuali correnti esistenti all'interno del gruppo 
in quanto più legata all'indirizzo cui essa si ispira nello svol­
gimento della sua azione; comportamenti tutti che si comprendereb­
bero in una violazione del gruppo". Un poco más eldelante, en p.
199, añade: "D'altro canto, però, crediamo sin da salvaguardare 
pure l'esigenza che l'amministrazione sia mesa in grado di veri­
ficare, seppure in un ambito limitatissimo e con un controllo pu­
ramente formale, che i soggetti che a lei si presentano quali rap­
presentanti del gruppo, siano stati veramente designati da questo 
per la tutela dei suoi interessi. Tale controllo si può varíamete 
realizzare, a seconda della consistenza del gruppo medessimo. A 
livella di sugerimento osserviamo che, salva l'individuazione di 
più adeguati strumenti, cuando il gruppo ha poca compatezza, lq 
pubblica amministrazione potrebbe dare pubblicità alla designazio­
ne dei rappresentanti, non appena questa le viene communicata, per­
chè, ove essa sia falsa, coloro che ne hanno interesse possano 
tempestivamente opporsi, o, comunque, informarne l'autorità ". En 
el caso de que la designación se realice por una organización for­
malmente estructurada y legalmente reconocida, bastará a nuestro 
juicio controlar que la designación se ha realizado en base a los 
estatutos de la misma.
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tantes.
La primera cuestión a resolver es el tema de su representa- 
tividad. La generalidad de la doctrina coincide en que se trata 
del conjunto de la categoría correspondiente, de la colectividad 
particular y no de la organización concreta que los ha designado. 
Es un tipo de representación, pues, que no puede explicarse des­
de el punto de vista privatístico e intersubjetivo, sino en base 
a los principios iuspublicistas que regulan la organización ad­
ministrativa. Se trata de una representación de intereses, no de 
la representación de voluntad de un sujeto jurídico (304). Las 
organizaciones sociales toman parte en el procedimiento de nom­
bramiento de los miembros de estos órganos administrativos repre­
sentativos de intereses. Su intervención puede ser decisoria o, 
lo que es igual, decisiva en la práctica. Incluso es normal que 
los sujetos designados sean miembros de tales organizaciones. Pero 
ello no es óbice para que gocen de una representatividad propia, 
no ligada jurídicamente a la voluntad del grupo social designan­
te y ello porque a dicho grupo se le atribuyen facultades de de­
signación no en sí mismo considerado sino porque es la estructu­
ra sociológicamente más representativa de una cierta comunidad 
de intereses.
En este sentido, los individuos designados actúan en el se­
no del órgano de que forman parte a título personal, dotados de 
un mandato representativo y no imperativo. La responsabilidad 
por sus actos recae sobre ellos mismos y no sobre la organización 
designante. Esta no está, pues, identificada jurídicamente con
(304) En tal sentido FERRARI, "La partecipazione dei s.indacati,. ,  
cit., p. 406 y PERONE, Partecipazione del sindacato,,,, cit., p.
257 y ss.
Ilos actos del representante (3ü5).
De ello derivan una serie de consecuencias jurídicas. Para 
1a organización el hecho de que pueda impugnar los actos del ór­
gano representativo. Para el representante un status jurídico 
que le garantiza une cierta independencia. Esta se asegura so­
bre todo cuando se reconoce un período fijo de duración de su 
mandato. En toles casos la desvinculación del representante de 
la organización que lo eligió no debe dar lugar a la cesación 
de sus funciones. Esta sólo se produciría por la desvinculación 
de la categoría cuyos intereses representa. En caso de vacante 
anticip¿ido, sin embargo, vuelve a ponerse en marcha el mecanismo 
del nombramiento con intervención de la organización concurrente 
a la designación. Si no se establece un plaza fijo para el man-
(3G5) Segón FERRARI, op. ult. cit., p. 4C6: "Il rappresentante 
agisce in nome proprio e dichiara perciò una volontà propria 
che, senza sostituire la volontà del rappresentato ò diretta a 
curare gli interessi di quest'ultimo. Al contrario che nella ra­
ppresentanza di volontà, il rappresentante non esercita poteri 
appartenenti al rappresentato (che potrebbe non avere poteri pro­
pri); il requisita caratteristico è che l'attività del rappre­
sentante sia diretta alla cura degli interessi dei rapprenteti. 
Va, fra l'altro, ricordato, che in tale forma di rappresentanza 
non è necessaria che gli effetti giuridici degli atti del rappre­
sentante ricadano immediatamente sul rappresentato come se si 
trattase di atti compiuti immediatamente da lui". Con 51 coinci­
de Y. iVEBER, po. cit., p. 93, que se expresa de este modo: "Le 
principe de la répresentation des interesés veut en effet, dans 
son inspiration propre, que les persones appelés à siéger dans 
les Commissions de modernisation où les tables rondes organisés 
par le Commissariat le soient en tant que personnes physiques, 
ne rapprésentant qu'elles mêmes, et non en tant que réppresntants 
officiels des organisations auxquelles elles peuvent appartennir. 
Mêmrre si ces membres, les syndicalistes, par exemple, sont le 
plus souvent en fait désignés par le Syndicat ou avec son accord, 
il sont considérés non pas comme mandataires, mais simplement 
comme ne répresentants qu'eux mêmes".
dato, disminuyen las garantías personales de independencia, por 
lo que parece lógico que puedan producirse revocaciones por la 
voluntad concurrente de la Administración y la organización de­
signante, jugando la petición de ésta como una especie de dicta­
men vinculante para la autoridad administrativa, que estaría asi 
dotada de una potestad reglada en lo que respecta a la satisfac­
ción de la demanda de aquélla. Pero ello tampoco significa que 
estemos en presencia de una representación de voluntad, sino de 
un derecho de la organización representativa de la categoría a 
disponer la cobertura de uno o varios miembros del órgano admi­
nistrativo de referencia.
Si el representante de intereses es jurídicamente indepen­
diente frente a la organización que lo designa, parece que tam­
bién debe serlo ante la Administración. Par eso su status es más 
semegante al del representante elegido que al del funcionario. 
Bebe gozar de una facultad de critica frente a la Administración 
y de una autonomía personal no compatible con la dependencia je­
rárquica. Su responsabilidad es de tipo político fundamentalmente, 
en el sentido de que responde ante la organización que lo eligió, 
que podrá no volver a designarlo o, en ciertos casos, revocarlo, 
ou responsabilidad ante la comunidad de intereses que representa 
se actúa indirectamente a través de la responsabilidad política 
de la organización designante. Jurídicamente debe repetirse lo 
ya dicho con respecto a los representantes elegidos, o sea, nues­
tra preferencia por eliminar controles de tipo personal y susti­
tuirlos por los objetivos o funcionales, manteniendo en todo ca­
so la responsabilidad subjetiva por hechos delictivos y salvando 
la posibilidad de existencia de normas disciplinarias especiales.
Precisamente en el tema de la responsabilidad se constata 
una de las desventajas prácticas más importantes de la fórmula
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de la representación de interesesdesde una concepción democráti­
ca. El control de una organización social por la categoría de cu­
yos intereses es portadora es difícil de realizar. Además debe 
tenerse en cuenta que la finalidad de esta forma efe participación 
tiene un color manifiestamente integrador y colaborativo. Ello 
implica que de hecho la independencia de los representantes se 
ve disminuida por los acuerdos entre la Administración y las or­
ganizaciones y por la dependencia profesional y, a la larga, eco­
nómica de aquéllos con respecto a su organización de origen. Las 
simples garantías jurídicas que se han mencionado no impiden pues, 
en términos generales, la suplantación de la colectividad parti­
cular o categoría de intereses por las organizaciones sociales 
y la dirección de las mismas. De ahí que sea preferible, dentro 
de lo posible, la fórmula electiva, pues aunque los candidatos 
necesiten de hecho el apoyo de una organización, por lo que san 
éstas quienes los designan, siempre existirá una mayor interven­
ción del ciudadano y un menor grado de posibilidades de mediati- 
zación. Al fin y al cabo, la representatividad de cada organiza­
ción se podrá constatar sobre una base más firme.
e] Los órganos de que forman parte los representantes ele­
gidos o designadas en virtud del principio de la participación 
administrativa son órganos colegiales.
Estos órganos tienen a veces funciones consultivas, en otros 
casos funciones de control de la autoridad decidente, a través 
de la exigencia de informaciones y de una especie de dictamen 
vinculante previo a la ejecución del acto. El caso prototípico 
es aquél en el que se les confieren directamente facultades deci­
sorias. La autoridad burocrática se ve sustituida por el órgeno 
colegial particioado al que se le atribuye la discroccionalidad
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administrativa. Ello no significa uno confusión jurídica del in­
terés público con los intereses sociales representados, o con 
una composición ce los mismas. Se puede seguir manteniendo la 
tesis de que estos órganos, en cuanta pertenecientes a la Admi­
nistración tienen atribuida la tutela de un interés público con­
creto, que opera en el procedimiento decisional como interés pri­
mario. Lo que ocurre es que, en primer lugar, no existe una dis­
tinción ontològica entre intereses públicos e intereses sociales, 
pues cada uno de aquéllos es un interés social publificado. En 
segundo plano, lo que sucede es cue el elemento a través del cual 
se introducen los intereses sociales secundarios es precisamente 
el elemento organizativo. Los representantes de los intereses so­
ciales que forman parte de un órgano participado no tienen com­
pleta libertad para fijar el contenido del interés público pri­
mario. Este viene determinado previamente por la norma y por las 
directrices de los órganos o autoridades administrativas supra- 
ordenadas. Lo que ocurre es que se deja en manos de los represen­
tantes de los interesados la concrección de la decisión y, por 
tanto, el grado de discreccionalidad consistente en la interpre­
tación de las limitaciones del interés primario que se realiza 
mediante la toma en consideración de los secundarios, en los lí­
mites permitidas por la norma de superior rango.
Por ello la organización opera como garantía del respeta 
de los intereses secundarios. Y de ahí que la organización deba 
responder a la valoración previa de la relevancia de cada inte­
rés social que la norma realiza (306).
(306) La organización, señala NIGHO, Studi sulla funzione organiz­
zatrice ..,, cit.f p. 117, "Non è un corpo estraneo e sovrapposto 
rispetto al territorio delle relazioni e delle ragioni di vita
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Partiendo de estas consideraciones se puede entrar en el 
estudia jurídico de los órganos colegiales participados. La pri­
mera conclusión que aparece es que en los supuestos de partici­
pación el colegio no es sólo un agregado de personas, sino tam­
bién un agregado de intereses diversos (307}. Este primer corola­
rio nos ofrece un criterio de interpretación jurídica de los di­
versos tipos de colegios participados establecidos por la norma, 
así cono para la valoración de la congruencia entre la finalidad 
jurídica perseguida y la estructura organizativa crecida o por 
crear.
Puesto que las finalidades perseguidas por el ordenamiento 
son distintas, cuando la garantía de las mismas se concreta en 
formas de participación orgánica, la configuración de los órga­
nos colegiales representativos no tiene por qué obedecer a un 
mismo patrón, en concreto, al de la equiparación de categorías 
opuestas (308). Los intereses llamados a estar representados
del gruppo, ma è uno sviluppo logico di esse e si pohe nei loro 
confronti quale elemento integratore e potenziatore: non cioè un 
ricamo che si aggiunge dall'esterno al tessuto sociale, ma il rin- 
forzamento di alcune delle trame di questo stesso tessuto". Sa­
bre la organización como garantía, ver TRIMARCHI, Funzione consul­
tiva. .., cit,, p. 97: "La nozione di garanzia, in questo caso va 
vista in senso positivo, come un congegno o uno strumento di assi­
curazione, come una modalità che attiene al potere in sè e che è 
rilevabile sul terreno dell'organizzazione".
(307) "Il significata della collegialità va, così, rinvenuto più 
che sul terreno individuale e personale dei componenti l'organo, 
su quello obiettivo degli interessi", TRIMARCHI, op. ult. cit,, 
p. 102, que añade: "E nel rapporto tra struttura organizzativa e 
interessi che va ricercata l'esenza del principio democratico. La 
relazione tra interessi e forma organizzativa non è, di certo, di 
conoscenza ma di immanenza" (p. 103).
(308) En tal sentido BARONE, L'intervento del privato..., cit., 
pp. 192-193, que se remite a la tesis de VALENTINI, La cllegiali- 
tà nella teoria dell'organizzazione, Milano, 1.968, p. 197 y ss.
pueden ser diversos. A veces se persigue la simple composición 
de intereses contrapuestos, por lo que la estructura del colegio 
tendrá carácter paritario. En ocasiones son varias las categorías 
representadas separadamente y con una participación no igualita­
ria. Incluso puede ocurrir que para remarcar la necesaria obser­
vancia del interés público primario entren a formar parte del 
órgano colegial representantes de la propia Administración, dan­
do lugar a fórmulas tripartitas. La variedad de supuestos no per­
mite una reducción sistemática que vaya más allá de lo ya expues­
to. La estructura interna de los órganos colegiales participados 
puede responder a esta diversificación de los intereses en pre­
sencia y articularse en subcolegios categorieles, en los que se 
elabora una decisión previa que después se confronta con las de 
las demás categorías al objeto de decidir definitivamente. Lo 
normal, sin embargo, es que exista un sólo colegio unitario y 1 
que los acuerdos previos por categorís se realicen de manera in­
formal.
El estudio de las demás reglas de composición interna y de 
las de funcionamiento corresponde a la teoría general de los ór­
ganos colegiales y algunas precisiones sobre á. tema se expu­
sieron ya en materia de organización consultiva. Merece la pena 
recalcar, sin embargo, lo ya dicho sobre la autonomía de cada 
interés o grupo de intereses representados y la no absorción de 
la especificidad de las minorías por la mayoría decidente. La 
anulación de la sustantividad jurídica de las minorías produci­
ría una disminución de garantías, al privar a las posiciones mi­
noritarias de ciertas posibilidades de acción jurídica, especial­
mente las de tipo judicial, lo cual, tratándose de minorías no 
sólo personales sino de intereses, supondría una trampa poco
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justificable jurídicamente (3üS).
Sociológicamente los intereses representados en un colegio 
participado pueden ser más o menos homogéneos, diversos y hasta 
contrapuestos. Los ejemplos pueden multiplicarse. Generalmente 
tales intereses son los da los trabajadores o empleados en el 
servicio público de que, se trate, los usuarios o destinatarios 
del mismo y la propia Administración o bien otras Administracio­
nes públicas cointeresadas que actúan como centro de referencia 
de intereses sociales publificados.
La participación exclusiva de los empleados, sean o no fun­
cionarios, debe considerarse como participación interna. Es su­
puesto es muy frecuente, pero suele concretarse en el ejercicio 
de funciones consultivas o bien de funciones decisorias atinentes 
a la materia de personal. Casos de órganos decisorios con com­
petencia general en la gestión del servicio y formados única­
mente par los que trabajan en el mismo no nos san conocidos. En
(3ÜD) Por lo demás la sustantividad jurídica de las minorías co­
legiales es un tema clásico de la teoría de la colegialidad ad­
ministrativa, en la que se han producido importantes pasos hacia 
delante. Señala GIANNINI, Diritto amministrativo, I, cit., p.265 
que Hle spiegazioni che si davano io passato, quale quella -più 
diffusa- della accettazione tacita da parte della minoranza dei 
deliberati della maggioranza, erano puerili, comportando una fin­
zione di erivazione legale delle minoranze, quando la dialettica 
interna dei collegi si fonda proprio sulla diversificazione delle 
idee, e, nei casi più importanti, sulla fedeltà a se stessa della 
minoranza1'• En el Derecho italiano, según añade en p. 266 el prin- 
epio no escrito es que "nei collegi professionali la minoranza 
(o le minoranze), rectius le opinioni disenzienti, non hanno ri­
levanza, e la volontà del collegio si identifica senza residui 
con la volontà della maggioranza. Invece nei collegi onorari le 
opinioni disenzienti hanno rilevanza". La profesionalidad u hono- 
rariedad no depende de la existencia o no de una compensación eco­
nómica, sino del carácter funcionarial o no de los miembros del 
colegio. En tal sentido los órganos de que venimos hablando son 
honorarios.
O d 1}
g stos supuestos se podría hablar de autogestión. Más normal os 
la participación de I ce trabajadores junto a autoridades adminis­
trativas, o supuestos de cagestián. Un ejemplo de este último 
tipo lo constituye la administración de los Ferrocarriles del 
Estado italianos (31ü). La representación de los intereses de 
los trabajadores suele instituirse a través de la designación de 
representantes sindicales, como en el ejemplo citada.
La gestión directa de un servicio por los representantes 
de los usuarios está limitada a supuestos muy concretos. El su­
puesto existe cuantía los órganos de decisión se componen exclu­
sivamente o, al menos, en forma mayoritaria por tales represen­
tantes. Por citar un par de ejemplos, tenemos presente los Ser­
vicios u Oficinas públicas de Colocación italianas, gestionadas 
por representantes sindicales (31l) y los entes gestores de la 
seguridad social también en Italia, en especial el Instituto Na­
cional de Previsión Social (INPS), del que se hablará más adelan­
te, en los que es predominante la representación sindical (312J.
Algunas normas atribuyen la gestión de un cierto servicio 
público o de un nivel del mismo a órganos formados por una repre­
sentación mixta de trabajadores y usuarios. El supuesto típico
(310} Sobre su normativa en los aspectos que aquí interesan, véa­
se sobre todo el D. P. R. n^ 3 de 1Ü de mayo de 1.957 y las modi­
ficaciones introducidas en el mismo por el art, 6 de la ley 249/ 
1.968 y el 7 de la ley 775/1.970.
(31lj Art. 2G de la ley 264/1.949 de 29 de abril, modificada por 
los arts. 33 y 34 del Estatuto de los Trabajadores (ley 300/1.97U 
de 20 de mayo}.
(312} Estos supuestos no deben confundirse con la autogestión 
como hace, por ejemplo, BETTINI, La partecipazione amministrati- 
va, cit., en su tipología sobre la participación orgánica (pp. 
59-74}. Los sindicatos actúan aquí como representantes de los 
destinatarios del servicio, que, en gran parte son los trabaja­
dores asalariados, y no en representación de los dependientes del 
ente.
es el de las Universidades, considerando como trabajadores (o em­
pleadas del servicio) a los profesores y al personal no docente 
y como usuarios a los estudiantes. En Italia el modelo se ha ex­
tendido, con ciertas particularidades, a la administración de las 
escuelas públicas, con representación de los que en ellas traba­
jan, los estudiantes y los padres de alumnos, ejemplo éste que 
también se analizará en concreto.
Otros órganos de estructura participativa y con funciones 
decisorias están formados por representantes de trabajadores, usu­
arios y de la propia Administración. Por ejemplo, los consejos 
de administración de algunas empresas nacionalizadas en la Fran­
cia de la postguerra, tales como Electricité de Franco, Gaz de 
Franee o Charbonnages de France (313), organizados en su momento 
según un sistema tripartito que atribuía seis puestos a cada ca­
tegoría. Otro supuesto es el de las guarderías infantiles ita­
lianas en base a la ley n2 1.044/ 1.971 de 6 de diciembre, que 
establece una gestión tripartita entre trabajadores, padres de 
los destinatarios del servicio y Administración local (314).
Las categorías participantes no son tan sólo las de los 
trabajadores y usuarios de los servicias públicos, aunque sean 
las más frecuentes. A veces la colectividad participante se de­
termina en base a otros criterios. Así, por ejemplo, en bBse a 
factores territoriales, como sucede en el caso de los Consejos 
de barrio, o bien a tenor de ciertos criterios económicos, so­
ciales o profesionales que sin identificar propiamente a las
(313) Ver FEHRIEH, "La participation...", cit,, p. 686.
(314) Hoy en día esta norma está desqrrollada y modificada por 
numerosas leyes regionales y por el reordenamiento de la organi­
zación administrativa urbana, en base a la cual se establecen 
competencias de los Consejos de barrio en esta materia.
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usuarios de un servicio, sirven para determinar algunas catego­
rías especialmente afectadas per cierto tipo de decisiones. Un 
ejemplo reciente la ofrece el art. 14 de la ley italiana n9 lü/ 
l.y?7 de 28 de enero sobre el régimen del suelo. Este precepto 
instituye una comisión provincial encargada de lijar cada año 
el valor rústico medio de los terrenos. Forman parte de tal co­
misión representantes de la Administración provincial y regional 
y de determinadas servicios técnicos periféricos y entes públi­
cos del sector urbanístico y, además "tres expertos en materia 
agricola y forestal designados por la propia Región en base a 
ternas propuestas por las asociaciones sindicales agrícolas más 
representativas". Sin embargo, no es normal que les órganos de 
decisión estén formados por representantes de categorías econó­
micas y profesionales y menos aún por categorías de intereses 
contrapuestos. Esta última fórmula es característica de la Ad­
ministración consultiva.
Los supuestos de participación orgánica con funciones de 
decisión directa se encuentran preferentemente en el sector de 
los servicios públicos culturales y asistenciales, en el ámbito 
de la descentralización urbana y, en segundo término, en algunos 
servicios de carácter económico en sentido estricto, como la Ad­
ministración agricola y ciertas empresas públicas.
Estructuralmente el principal problema intrínseco a la com­
posición de los órganos participados es el de la heterogeneidad 
de los intereses representados. Si es excesivo, puede dificultar 
el proceso de decisión. Por lo demás, una homogeneidad de inte­
reses muy restringida puede equivaler a la privatización del ser­
vicio en beneficio de una categoría limitada de ciudadanos. Ex­
ternamente al propio órgano el problema estructural básico se
concreta muchas veces en la falta de capacidad técnica, pues al 
carácter no profesional de sus miembros se añade una insuficien­
te reorganización de los servicios técnicos auxiliares. Esta ca­
rencia puede convertir en ineficaz todo intenta de democratiza­
ción de las estructuras de decisión administrativa, al menos a 
un cierto nivel de complejidad funcional. Por eso se ha señala­
do que la participación orgánica sólo es valida en unidades ad­
ministrativas pequeñas y que no presentan grandes dificultades 
de gestión. Sin embargo, la variedad de las fórmulas participa- 
tivas permite un desarrollo más extenso de la propia participa­
ción administrativa. Lo que ocurre es que, aparte de las contra­
dicciones internas a las experiencias efectuadas y teniendo en 
cuenta la inconcrección misma de la idea participative, todo 
proyecto político que pretenda moverse coherentemente en esta 
dirección debe prever una reforma genereil de la organización ad­
ministrativa. En otras palabras, si la participación orgánica se 
concreta tan sólo en la creación de algunas estructuras repre­
sentativas en el seno de la Administración, dejando intacto el 
aparato burocrático tradicional, dichas estructuras o serán de 
ínfima importancia o constituirán en claves aislados sometidos 
al cerco del poder burocrático y sin posibilidades de eficacia 
externa. Por ello parece más adecuado proceder, siquierti más len­
tamente, a una reestructuración general de cada servicio antes 
o al tiempo que se dota al mismo de un nuevo organismo decisoria 
oe base representativa. Lo contrario parece querer empezar la 
casa por el tejado.
f) En este sentido se plantea el problema de la relación 
entre los órganos representativos o de base participative y el 
conjunto de las instituciones públicas.
Jurídicamente esta relación no puede captarse adecuadamente
4en base a los esquemas de la teoría orgánica que forma parte de 
la construcción clásica del Estado de Derecho. Esta teoría par­
te de la consideración de la Administración come un bloque uni­
taria sometido al Parlamente, único punto (o casi único si te­
nemos en cuenta la Administración local) de encuentro entre Es­
tado y sociedad. El actual pluralismo representativo que impli­
ca el proceso de descentralización política y, sobre todo por 
su especificidad organizativa, la aparición de fórmulas orgáni­
cas de expresión de intereses particulares, rompe de entrada las 
beses de aquélla teorización.
Las relaciones orgánicas según el esquema clásico se basa­
ban en dos elementos fundamentales: la personalidad jurídica y 
el órgano administrativo. Siendo en todo caso una teoría inspi­
rada en un principio centralista, toda relación entre las dife­
rentes figuras subjetivas públicas veía aoarecer en posición do­
minante a la Administración del Estado. Entre ésta y los demás 
entes o personas jurídicas públicas se establecía una relación 
de tutela. Entre los diferentes órganos de la Administración del 
Estado (y, a su imagen, entre los órganos de otras Administracio­
nes) una relación de jerarquía. La tutela implica un control pre­
vio de la acción de las Administraciones subordinadas por la es­
tatal, control inclusa de oportunidad por entender cue dichas 
Administraciones cumplían fines del Estado (315). La autonomía 
del órgano tutelado está, pues, mediatizada por el control admi­
nistrativo. La relación de jerarquía implica la inexistencia de 
todo tipo de autonomía. El órgano subordinado se considere como 
simple miembro de la persona jurídica a la que pertenece y some-
(315) Ver la Introducción, parágrafo 7.
tido por entero a la autoridad situada en el vértice de- dicho 
ente público.
La pluralidad de figuras subjetivas públicas dotadas de 
fórmulas organizativas distintos y diversamente interrelaciona­
das ha roto ese esquema monolítico.
Un nuevo método de análisis y reconstrucción tíe los esque­
mas organizativos debería partir de las formas a través de las 
cuales los intereses sociales adquieren relevancia y actuación 
como intereses públicos, es cecir, de la pluralidad de conexio­
nes institucicnales entre la sociedad y las instituciones (316).
En este sentido observaríamos en primer lugar la existen­
cia de ciertos órganos o instituciones representativos de los 
intereses globales de una comunidad u ordenamiento general, ta­
les como el Parlamento, los Consejos regionales y los Consejos 
municipales, por tomar como bese el esquema constitucional ita­
liano, no muy distinto en cuanto a sus principios básicas consti­
tutivos al de las demás democracias occidentales. Estos son los 
organismos de representación política.
En segundo lugar se comprueba la existencia de órganos o 
figuras subjetivas dotadas de la representatividad de determina­
dos intereses particulares. Son los órganos a través de los cua­
les se expresa la participación administrativa, compuestos en 
base o fórmulas electivas o de representeción de intereses.
Por último, existen una serie de organismos o figuras sub-
(31o) Sobre el esquema que se expone a continuación ver sobre to­
do GIANNINI, üiritto amministrativo, I, cit., p. 91 y ss. Con ca­
rácter resumible y dentro de la bibliografía española, ver J. J. 
PEREZ DU3UN, "Articulación democrática y entes locales", en REDA, 
n e 9, 1.976, p. 269 y ss. Algunos aspectos también en mi artícu­
lo "Los Consejos de harria en Italia: una experiencia tíe partici­
pación administrativa", en REDA n9 14, 1.977, p. 415 y ss.
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jetivas con diverso carácter jurídico y de composición no repre­
sentativa. Algunos de ellos se componen de personas designadas 
arbitralmente por otras autoridades, bien en base a criterios de 
competencia técnica o de afinidad política. Otros, la mayoría, 
se basan en la fórmula burocrática, pues están formados por fun­
cionarios de carrera (al menos en sus niveles de decisión}.
Cada organismo con potestades decisorias goza de una compe­
tencia propia, de carácter más o menos general o limitado y se 
expresa a través de actos jurídicos con diferente grado de abs­
tracción y generalidad.
Las relaciones jurídicas entre las diversas figuras subje­
tivas públicas pueden ser de varios tipos. Nos interesan sobre 
todo las relaciones interorgánicas entre figuras subjetivas si­
tuadas a distinto nivel de la estructura organizativa, es decir, 
en situación de subordinación o dependencia recíproca.
La relación puede establecerse entre los organismos repre­
sentativos de las comunidades u ordenamientos generales, es decir, 
entre los argnismos de representación política. La relación entre 
tales organismos es un reflejo de la relación entre ordenamientos 
generales, según los esquemas constitucionales. En los ordenamien­
tos de las democracias occidentales existen diversos tipos o ni­
veles de comunidades políticas institucionalmente reconocidas. 
Básicamente (en el ámbito continental] son el Municipio, la Pro­
vincia, la Región y el Estado. Lste último es el ordenamiento 
más general o primario, en el que todos están integrados. Lo que 
ocurre es que en el tipo de relaciones que estamos analizando la 
conexión se establece entre las diferentes comunidades políticas 
con su diverso grado de generalidad, a través de los órgonos de 
representación política de las mismas y no, importa distinguirlo, 
entre la org:nización de cada ordenamiento de por sí. De ahí que
se establezca una relación directa entre Parlamente, Consejo re­
gional y Consejos municipales y provinciales, sin interferencias 
de la organización administrativa de cada ente: Estado, Hegión, 
Provincia, Municipio. Dicho de otra manera, la ley regional está 
subordinada sólo a la ley estatal y no a los reglamentos de la 
Administración del Estado. El reglamento municipal o provincial 
se subordinará a la ley regional y estatal, o sólo a la estatal, 
pero tampoco a las normas de las respectivas Administraciones.
Si la Constitución atribuye a estos organismos una esfera propia 
de competencias, estamos en presencia de un cierto tipo de auto­
nomía.Ésta autonomía no es sólo normativa (31?), sino también 
política. Esta se manifiesta por el"carácter exponencial del ente 
titular (relación ente-comunidad), y los efectos de esta especial 
configuración vienen dados por integraciones del ordenamiento ju­
rídico no en base a motivos técnicos y sectoriales, sino en cuan­
to exponentos de decisiones políticas, que pueden (y de ahí la 
singularidad) no coincidir con las adoptadas a nivel central" 
(318). Este tipo especial de autonomía podría definirse, conven­
cionalmente, como autogobierno. De ello derivan varias consecuen­
cias jurídicas. Entre ellas el no sometimiento de los actos de 
estos organismos a ningún control previo de la Administración 
correspondiente a un ente y a un ordenamiento supraardenado.
La sistematización centralista liberal consideraba tales 
organismos como parte del bloque administrativa y, por tanto, so­
metidos al control de la Administrac:¡ ón estatal. Algunas Consti­
tuciones modernas y entre ellas la italiana han modificado radi-
(317) Autonomía normativa es, según PEREZ DüBÜN, la "potestad de 
que gozan sujetos distintos del Estado de emanar normas jurídicas 
que pasan a formar parte del ordenamiento jurídico general (esta­
tal)"; op. cit., p. 283.
(318) PEREZ DU60N, op. cit., p. 284
cálmente esta perspectiva, aunque en el caso italiano los precep­
tos constitucionales no se hayan actuado todavía plenamente (319), 
Dentro de la organización correspondiente a cada ordenamien­
to general existe un segundo tipo de relaciones, que son las que 
median entre el organismo de representación política y las demás 
figuras subjetivas subordinadas. Tomando como modelo la organiza­
ción del Estado, o Estado-ente o Estado-persona o Estado-aparato 
para distinguirlo de la comunidad u ordenamiento estatal o Esta­
do-comunidad (320), se trata de las relaciones entre el Parlamen­
to y el conjunto de figuras subjetivas de diferente tipo que for­
man la Administración del Estado y otras Administraciones a ni­
vel estatal. Todas ellas se hallan subordinadas por entero a la 
ley, con la excepción de la categoría de los reglamentos autóno­
mos que establecen algunas constituciones, como la francesa de 
1.958. El atributo de los sujetos administrativos es la discrec- 
cionalidad, potestad de actuar libremente en el marco de las pres­
cripciones legales. El control de los actas de la Administración, 
de su concordancia con la ley se efectúa a través del juez admi­
nistrativo. Sobre este tema no es necesario profundizar, pues 
basta la remisión al esquema liberal.
Lo que ahora interesa son las relaciones que se establecen 
entre las diferentes figuras subjetivas del aparato administrati­
vo correspondiente o una misma comunidad u ordenamiento general. 
Dentro de este complejo administrativo existe una gran variedad 
de figuras organizativas diversas. Funcionalmente la diversidad 
obedece a razones técnicas o a las necesidades del tráfico jurí-
(319} Ver mi artículo "Los Consejos de barrio...", cit., p. 431 
y ss.
(32CJ} Sobre esta distinción, ver por todos, MCRTATI, Istituzioni... 
cit., pp. 46-47.
dico o bien a las exigencias de una Administración eficiente o, 
por último, al carácter representativa de intereses particulares 
de algunas de ellas. Las relaciones interadministrativas de potes­
tad y sujección recíprocas obedecen a dos tipos básicos: la jerar­
quía y la autonomía administrativa, pudiéndose distinguir una plu­
ralidad de modalidades de concrecciór. de cada una de ellas (32l). 
La jerarquía es aquella relación mediante la cual el órgano o au­
toridad en situación de superioridad expresa su potestad al máxi­
mo nivel posible (322). Inplica el poder de anulación de oficio 
de los actos del órgano inferior. El control de los mismos par 
aquella autoridad es tendencialmente absoluto e incluso existe 
un control interno de carácter subjetivo sometido a las reglas 
del derecho disciplinario. La autonomía administrativa supone, 
por el contrario, la transferencia con carácter general y abstrac­
to, de un cierto grado o sector de la discreccionalidad adminis­
trativa a una figura subjetiva subordinada. El órgano o autoridad 
en situación de superioridad, por mandato legal o reglamentario, 
debe respetar ese grado de competencia autónoma. En todo caso es­
tá dotado de una potestad de control previo con diferente alcan­
ce y contenido. Este tipo de autonomía puede denominarse auto­
administración. Su reconocimiento puedo obedecer o finalidades 
diversas. Por lo que aquí interesa, debe constatarse que, en ge­
neral, todo órgano a través del cual se expresa la participación 
administrativa está dotado de un cierto grado de autoadministra­
ción, en coherencia con su carácter representativo.
ütra cosa distinta y que no debe confundirse con la atribu­
ción de la autonomía administrativa es el reconocimiento de la
(321) Ver GIANNINI, Diritto amministrativo, I, cit., p. 277 y ss.
(322) GIANNINI, op. ult. cit., p. 292.
personalidad jurídica a un sujeto administrativo. La personali­
dad jurídica en el seno de un mismo ordenamiento general es un 
atributo de carácter técnico-jurídico que juega como determinan­
te de la imputación de relaciones jurídicas externas de un deter­
minado complejo administrativo. La concesión de la personalidad 
jurídica significa independizar las relociones jurídicas exte­
riores de una estructura pública. Ello no quiere decir que las 
relaciones entre figuras subjetivas internas o pertenecientes a 
la misma personalidad jurídica no sean jurídicas y que, en conse­
cuencia no pueda garantizarse un cierto ámbito de autonomía deci­
soria a un simple órgano. Ello equivaldría a no reconocer una 
diversidad de funciones jurídicas en el ssno de un mismo comple­
jo administrativo dotado de personalidad. Las nuevas figuras sub­
jetivas creadas en base al principio purticipativo demuestran la 
posibilidad de la existencia de órganos con capacidad decisoria 
autónoma o dotados de una competencia autónoma concurrente o la 
formación del acto definitivo, con una propia responsabilidad de­
cisoria, pues, y carentes de personalidad. Lo que importará en 
tales casos es garantizar la juridicidad del acto final al obje­
to de su posible impugnación. Pero ello puede asegurarse igual­
mente si el acto se imputa a la unidad institucional (323) o uni- 
dad administrativa de la que forma parte el órgano representati­
vo. A través de este concepto queda asegurada en todo caso la res­
ponsabilidad de la Administración ante el particular. Además a 
través del acto final imputable a la unidad administrativa puede 
controlarse el regular ejercicio de las relaciones entre les di­
versos órganos, pues este factor constituye un elemento del acto.
(3¿3) El concepto en TRIMARCHI, Funzione consultiva..., cit., p. 
145.
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Por último, la responsabilidad de cada órgano decisorio puede 
concretarse en forma interna a través de los controles que sobre 
ellos ejerce el órgano o autoridad responsable jurídicamente, 
externamente, de la decisión final, ütro problema es si el ór­
gano de participación puede impugnar los actos emanados por la 
unidad institucional a que pertenece en base a la infracción de 
las normas que garantizan su intervención en el proceso deciso­
rio. Si el requisito de la personalidad jurídica falta, no debe 
olvidarse que tales órganos están reconocidos jurídicamente como 
centros de referencia de ciertos intereses sociales. £1 recono­
cimiento de la titularidad del interés, como elemento de carác­
ter sustancial, podría imponerse a la carencia de personalidad, 
elemento formal cuya exigencia a efectos de la capacidad proce­
sal debería debilitarse.
gj Los órganos representativos pueden constituir la máxima 
autoridad decidente de una unidad institucional dotada de perso­
nalidad jurídica. Pero también pueden estructurarse como órganos 
suoordinadas dentro de una unidad más amplia dotada de una auto­
ridad superior. Sus actos producen efectos jurídicos externos a 
través de su imputación a la unidad institucional o administra­
tiva. Pero ello indica al mismo tiempo la existencia de una serie 
de relaciones interorgánicas basadas en el concepto de autoadmi­
nistración ya definido. Las relacionen recíprocas de supremacía 
y sujección se establecen entonces en base a normas generales y 
abstractas y no degenden de actos singulares de la autoridad su­
perior, titular de la unidad administrativa. Esta debe ajustar 
su actividad a los mismas normas, bien porque sean leyes o re­
glamentos de organismos supraordenados o bien, cuando se trate 
de normas dictadas por la propia autoridad, en base al princi­
pio de la inderogabilidad singular de los reglamentes. Puede
ocurrir que la autoridad superior esté dotada de competencia po­
ra determinar las líneas o principias generales a les que debe 
adecuarse la actividad del órgano participativo. En tal caso nos 
hallamos ante una relación de dirección que se manifiesta median- 
te directivas (324) y mediante un control posterior. La directi­
va, según GlANNINl, es un acto menüs intenso que la orden. No es 
una orden atenuada. La diferencia entre relación de jerarquía y 
de dirección estriba en que en este último coso las autoridades 
con poderes deciscrios son dos. La directiva puede ser actuada 
en modo diverso y a veces incluso inactuada, siempre que la auto­
ridad subordinada ofrezca una motivación suficiente.
El poder de control que deriva de la relación de dirección 
es también especial y distinto del control jerárquico (325). Ex­
cluye la avocación, la sustitución, la anulación de oficio y la 
revocación. Puede consistir en la aprobación de actas, control 
de la gestión por medio de inspectores, etc. A través de la apro­
bación, la autoridad superior puede controlar la simple legalidad 
de los actos de la inferior o a veces también su oportunidad. Nor­
malmente no existen controles de tipo personal o subjetivo.
Por lo demás, la relación entre órganos y entes administra­
tivos y las autoridades supraordenadas a las mismos na puede aca­
bar ahí. A veces aquéllos toman parte en el proceso de elabora­
ción de las decisiones de ésta última. Los órganos y entes parti­
cipados actúan en este sentido como centros de referencia de in­
tereses particulares y son sujetos legitimadas de una participa­
ción procedimental interorgénica. Así, por ejemplo, los órganos *I,
(324) Sobre ambos conceptas, ver GlANNINl, üiritto amministrativo,
I, cit., p. 225.
(325) Ver GlANNINl, op. ult. cit., p. 226.
que ejercitan una actividad consultiva para la elaboración de una 
directiva o de cualquier acto general y concreto de la autoridad 
superior correspondiente a su misma unidad institucional.
Partiendo, pues, del carácter diversamente representativo 
de cada figura subjetiva pública puede trazarse todo un esquema 
de relaciones interorgánicas sobre la base del principio de la 
participación administrativa. Este esquema vería sustituidas las 
relaciones ce jerarquía por relaciones más flexibles de dirección, 
participación procedimental interorgánica y coordinación entre 
organismos situados a igual nivel (cuyos actos podrían concebir­
se técnicamente como actos de concierto) (326).
Dejándonos guiar por el hila racionalista de esta construc­
ción teórica, podría pensarse en una nueva articulación de los 
poderes públicas que en su aspecto estructural se ajustase a las 
fórmulas y relaciones organizativas descritas y que en su vertien­
te funcional se fundamentase en la atribución a los órganos des­
centralizados de representación política de la competencia ex­
clusiva y quizás excluyente de promulgar actos de indirizza po­
lítica de contenido programatorio y clarificatorio.
Sin embargo, ese posible modela alternativo queda todavía 
muy lejos e incluso podría dudarse de su verosimilitud histórica. 
Entre tanto la participación, como principia político y jurídico, 
navega en un mar de contradicciones, atrapada entre las dificul­
tades por crear nuevas estructuras públicas, la tendencia a una 
sociedad neocorporativista integrada y su utilización como ban­
dera ideológica en uno u otro sentido.
Veamos algunas ejemplos que ofrece el ordenamiento jurídico





3.- FRES EJEMPLOS DE PARTICIPACION ORGANICA EN EL DERECHO ITALIANO,
A) Participación y seguridad social: el INPS.
Uno do los sectores de la activideid pública en las que se 
encuentran con frecuencia manifestaciones de la participación or­
gánica es precisamente el de la seguridad o previsión social. Ello 
se explica tanto por la correlación entre esta actividad con de­
terminados intereses sociales como por la evolución histórica del 
sistema de la seguridad social.
A finales del siglo pasado las organizaciones obreras y 
asociaciones profesionales establecen un sistema de previsión so­
cial de sus afiliados de base mutualista y de naturaleza jurídica 
privada. Sabido es como en un segundo momento, ya antes de la 
primera guerra mundial, el Estado interviene en este sector, en 
princioio con carácter subsidiario y más adelante publificando 
toda la materia mediante tres tipos de intervención: la fijación 
de unas condiciones mínimas de seguridad social, la constitución 
de entes públicas de gestión para garantizar la regularidad en 
la recaudación de las contribuciones y la erogación de las pres­
taciones, la eventual aportación de fondos destinados a poner 
remedio a las situaciones personales más desamparadas. La segu­
ridad social pierde así su carácter de actividad privada de na­
turaleza predominantemente contractual, vinculada a las relacio­
nes laborales, pero no su naturaleza mutualista, en cuanto que 
continúa fundándose en las contribuciones ad hoc de cada catego­
ría proiesional, cuya carga se distribuye entre trabajadores y
empresarios. Hoy en día se tiende o alcanzar una tercera fase en 
la que el sistema de previsión social se base en elinterés públi­
co general, independiente de toda visión mutualista y parcial, 
basado en la gestión pública uniforme y en la solidaridad de la 
comunidad entera en vez de lo solidaridad corporativa de cada ca- 
tegoría.Un sistema, pues, publificado, con independencia de la 
posible existencia de actividades privadas subsidiarios, en el 
que el destinatario de los prestaciones sea, con carácter gene­
ral y uniforme, el ciudadano y no ya desigualmente cada grupo 
profesional.
A estos tres estadios de la evolución histórica correspon­
den tres sistemas de organización diversos y tres modelos de par­
ticipación igualmente diferentes.
En un principio se trata de entes o instituciones privadas 
en cuya gestión participan los asegurados como titulares de inte­
reses individuales, en base al principio de la autonomía de la 
voluntad y a las reglas del derecho asociativo privatista.
En un segundo momento las asociaciones privadas pasan a un 
segundo plano a cousa de las mayares garantías prestacionales que 
ofrecen los entes públicos. Estos se organizan, según el esquema 
iuspublicista clásico, en primer lugar sobre una base institucio­
nal y, por tanto, con una gestión burocrática (327). f.'uy pronto, 
sin embarga, se introducen ciertas formas de participación de los 
interesados, fenómeno este común a buena parte de los ordenamien­
tos europeos. Ahora bien, esta participación se justifica en ba­
se a las características mutualistas del sistema y, por tanto,
(327) Ver T. THEU, "Sicurezza sociale e psrtécipazione", én ñiv. 
dir. lev. 1.97Ü, I, pp. 91 y ss. El dato citado referido a Italia, 
en p. ICO.
cono reconocimiento de ciertos indicios de ascciatividad. o cor- 
poratividad de estos organismos públicos. Sin embargo este tipo 
de participación es muy limitada en el marito de la gestión buro­
crática de los entes de previsión social. Además, se trata de 
una presencia de origen corporativo y paritario, determinado por 
la cualidad de contribuyentes de ciertos sujetos o categorías 
sociales. La autoridad pública designa a la mayor parte de los 
órganos directivos de cada ente y además dirige y tutela su ac­
tividad. Los empresarios y trabajadores se ven representados mi­
noritariamente por algunos miembros de dichos órganos directivos, 
primero nombrados libremente por la autoridad y, más adelante, 
designados en base a la fórmula de la representación de intere­
ses. Los representantes de los trabajadores vienen designados 
por las organizaciones sindicales correspondientes. Incluso si 
posteriormente aumenta el número de directivos representativos 
en detrimento de los burocráticos, en todo caso se mantienen las 
dos característicos de la representación paritario y de la desig­
nación sindical. La primera se explico en base a las reminiscen­
cias mutualistas (326) "Aparece así en primer plano, como funda­
mento de la participación privado a la gestión de previsión, la 
cualidad de los sujetos como contribuyentes más que como benefi­
ciarios del servicio". (329). La representación paritaria obede­
ce también a una finalidad de composición de intereses de catego-
(328) Este tipo de representación expreso la ideo de "che la pre­
videnza sociale è in relazione ccn la posizione professionale dei 
soggetti protetti e che il trattamento relative deve essere assi­
curato attingendo di regola alla contribuzione diretta degli in­
teressati, intendendosi come tali sia i lavoratori, sia i datori 
di lavoro"; TREU, op. cit., p. 112.
(329) TREU, op. cit., p. 113.
rías contrapuestas (33ü). La utilización de la fórmula de la re­
presentación de intereses y la designación sindical obedecen a 
una finalidad de integración.
En la tercera fase o concepción del sistema de la seguridad 
social, la desaparición de la base mutualista confiere a aquél 
un carácter público general. La seguridad social pasa a ser un 
interés general del Estado, tutelado por instituciones específi­
cas. Los entes gestores de la previsión c seguridad social tienen 
atribuida lo custodia de un interés público primario. Este inte­
rés público se conecta con determinados intereses sociales, en 
especial, el de los destinatarios del servicio. La participación 
administrativa, si adquiere formas orgánicas, se basa o debe ba­
sarse en la representación de los usuarios o destinatarios de 
las prestaciones (33l).
El actual ordenamiento italiano de la previsión social es­
tá a medio camino entre la segunda y la tercera fase. El art. 36 
de la Constitución establece en su apartado 42 que o las necesi­
dades de la seguridad social proveen órganos e instituciones pre-
(330) Ver PEHGNb, Partecipazione del sindacato alle funzioni pub­
bliche, cit., p. 319 y ss.
(331) La partecipazione degli interessati alla gestione di tali 
istituti non può più ricondursi ai principi generali dell'autono­
mia privata che regevano le prime attività previdenziali, né con­
siderarsi come parti di un più ampio diritto degli assicurati di 
autodeterminarsi nella conduzioni di queste. La materia è infatti 
del tutto sotratta all'autonomia contrattuale in ogni suo aspetto 
per la sua immediata destinazione al perseguimento di un interesse 
generale come quello dei cittadini a un minimo di protezione so­
ciale da parte della collettività. Ma il fondamento della parte­
cipazione non si può neppure trovare, come si à fatto tradizional­
mente e si continua spesso a fare tuttora, in un ruolo specifico 
svolto nella previdenza dalle categorie sociali contraposte, o 
anche solo dai lavoratori in quanto soggetti attivi della attività 
previdenziale"; TREU, op. cit.t pp. 116-117.
dispuestas g integradas por el Estado, añadiendo a continuación 
(apartado 5 2) que la asistencia privada es libre. El sistema de 
la seguridad social está constituido por una pléyade de institu­
tos, fondos, cojas, asociaciones mutuas, etc., de diverso carác­
ter jurídico y con diferente grado de intervención estatal. Los 
tres mayores entes públicos del sector son el INPS (istituto na- 
zionale di previdenza sociale), el INAM (istituto nazionale per 
1*assicurazione delle malatie) y el INAIL (istituto nazionale 
per 1*assicurazione degli infortuni sul lavoro). Constituidos 
en la época fascista, su organización ha experimentado diversas 
modificaciones, sobre todo después de la Liberación. Ultimamente 
el INPS ha sido reorganizado por el D. P. ñ. n2 S39/1.97Ü de 30 
de abril aprobado por delegación de los arts. 27 y 29 de la ley 
153/1.969 de 30 de abril. El citado decreto estructura el ente 
en base a un nuevo modelo de participación administrativa, que 
se pasa a describir sumariamente.
Los órganos del Instituto son los siguientes, según el art. 
1 del decreto: l] el Presidente; 2) el consejo de administración; 
3) el comité ejecutivo; 4] los comités establecidos por la ley 
para la gestión de los Fondos y Cajas administrados por el Ins­
tituto; 5) los comités regionales; 6) los comités provinciales;
7) el colegio de inspectores del Instituto; 8) los colegios de 
inspectores previstos por la ley para determinadas Fondos y Ca­
jas. A ello habría que añadir el Director General y los demás ór­
ganos burocráticas a que se refieren los arts. 8 a 11. Los órga­
nos citados en los números l) al 6) son órganos representativos 
o participados. Dentro de ellos puede realizarse la siguiente 
distinción: órganos centrales del Instituto, los comprendidos 
en los números l) al 3); órganos descentralizados funcionalmente, 
n2 4); órganos descentralizados territorialmente, números 5) y 6).
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El consejo de administración se compone de las siguientes 
miembros (art. 3): l) dieciocho representantes de los trabajado­
res dependientes, de los cuales ocho en representación de los 
trabajadores de la industria, cuatro en representación de los 
de la agricultura, tres del comercio, turismo y actividades afi­
nes y auxiliares, dos del crédito, seguros y servicios tributa­
rios, uno en representación de los dirigentes de empresa; 2J cua­
tro representantes de los trabajadores autónomos, de los cuales 
uno en representación de los cultivadores directos y uno de los 
aparceros y colonos, uno en representación de los artesanos y 
uno en representación de los que ejercen actividades comerciales; 
3) nueve representantes del empresariado, distribuidos per secto­
res en manera proparcianalmente igual a la señalada para los tra­
bajadores; 4} dos representantes del personaldel Instituto, ele­
gidos por el personal misma; 5) tres funcionarios de la Adminis­
tración del Estado con categoría de directores generales o simi­
lar, en representación de los Ministerios del Trabajo y la Pre­
visión Social, del Tesoro y del Presupuesto y de la Programación 
Económica respectivamente» Además son miembros de pleno derecho 
del consejo de administración el Presidente del INAIL y el del 
INAM. Forma también parte del consejo el Presidente del Institu­
to. Este es nombrado por el Presidente de la República en virtud 
de la designación que realizan concertadamente los Ministros de 
Trabaja y del Tesoro sobre la base de una terna propuesta por el 
propio consejo de administración (art. 2). Ayudantes y, en su 
caso, sustitutos del Presidente son dos Vicepresidentes elegidos 
el primero entre los representantes de los trabajadores en el 
consejo de administración y el segundo entre los representantes 
del empresariado (art. 2).
El comité ejecutivo se compone del Presidente y los Vicepre­
sidentes y además de diez miembros elegidos por el consejo de ad­
ministración por mayoría absoluta de todos sus componentes. De 
estos diez miembros seis corresponden al grupo de representantes 
de los trabajadores dependientes, dos al de los empresarios y dos 
al de los trabajadores autónomos (art. 6}.
Los comités especiales funcionalmente descentralizados son 
órganos de gestión o vigilancia de los diferentes Pondos y Cajas 
administrados por el Instituto, de los que el decreto n2 63y ci­
ta hasta quince (arts. 12 a 26). Como ejemplo se describe la com­
posición del comité de gestión del Fondo de pensiones de los tra­
bajadores dependientes: el Presidente del Instituto y el Vicepre­
sidente representante de los trabajadores; cuatro miembros del 
consejo de administración del Instituto elegidas entre los repre­
sentantes de los trabajadores dependientes; dos entre los de los 
empresarios; el representante del Ministerio de Trabajo y el del 
Ministerio del Tesoro (art. 12). Los demás comités especiales son 
órganos de vigilancia compuestos por representantes de los traba­
jadores, empresarios y Administración pública de cada sector en 
proporción semejante a la que se establece para los órganos cen­
trales (332).
Los comités descentralizados regionales y provinciales se 
componen de representantes de los trabajadores dependientes, em-
(332) Por ejemplo, el comité de vigilancia de la gestión especial 
del seguro de invalidez, vejez y viudedad y orfandad del personal 
de los servicios públicos telefónicos se compone de siete repre­
sentantes de los trabajadores del Bector, tres de los empresarios 
y dos de la Administración (art. 2l). En otras ramas la represen­
tación varia según la cualidad de autonomía de los trabajadores 
o del carácter público del emprescriado.
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presarlos y Administración central, más un dirigente del- Institu­
to con voto consultivo en el primer caso, y de representantes de 
los asalariados, empresarios, trabajadores autónomos y Adminis­
tración periférica los provinciales. La proporción es similar 
o la de los órgcnos centrales del Instituto.
En resumidas cuentas, puede observarse una representación 
de intereses heterogéneos y hasta contrapuestos, con mayoría de 
la representación de los trabajadores y, entre estos, de los tra­
bajadores asalariados.
Algunos representantes lo son de la Administración, lo cual 
tiene su origen en formas de participación tripartita. El perso­
nal riel ente tiene su propia representación, lo que constituye 
un supuesto de participación interna. Los demás representantes,
¿en calidad de qué lo son? La fórmula empleada es mixta y llena 
de ambigüedades. No puede pensarse en un simple criterio de com­
posición de intereses contrapuestos (333), dada la desigualdad 
manifiesta del número de representantes de los empresarios y los 
trabajadores. Tampoco parece exactamente configurable como un 
supuesto de participación finalizada y de representación de los 
usuarios del servicio. En primer lugar porque los destinatarios 
de las prestaciones del Instituto sobrepasan el marco de los tra­
bajadores y empresarios. En segundo lugar porque a olio se adap­
ta difícilmente un tipo de representación basada en les relacio­
nes laborales y en la designación sindical. Podría pensarse que 
las categorías representadas lo son mós que en cuanto colecti­
vidades de destinatarios en tanto que categorías de contribuyentes
(333) Fundamentalmente señala este criterio como determinante 
PEHCJNE, op. ul t. ci t., para el que no tiene gran importancia 
la desigualdad de la representación.
ó i i
a la seguridad social y que la mayoría asignada a los trabajado­
res obedece a la consideración de las cuotas asegurativas como 
una parte del salario.
En todo caso, la composición de los órganos participados 
refleja por un lado las contradicciones del actual sistema ita­
liano, a medio camino entre una concepción mutualista y un siste­
ma de seguridad social colectiva. Además, en la práctica es he­
redera de la anterior configuración tripartita y de composición 
de intereses contrapuestos. En buena parte, históricamente, es 
consecuencia del considerable aumento de la fuerza de presión de 
las confederaciones sindicales italianas al final de los años se­
senta.
La fórmula organizativa empleada es la de la representación 
de intereses, por lo que respecta a los representantes de los 
trabajadores y empresarios. Los de los trabajadores dependientes 
(en el consejo de administración) son nombrados por decreto del 
Presidente de la República a propuesta de los Ministros de Traba­
jo y del Tesoro sobre la base de la designación efectuada por las 
confederaciones sindicales de carácter nacional representadas en 
el CNEL. Los de los empresarios y trabajadores autónomos son nom­
brados de la misma manera en base a la designación de las organi­
zaciones sindicales nacionales del sector más representativas (art. 
3) (334).
El sistema establecido atribuye una prima a las grandes
(334) Las organizaciones representativas deben proceder a la de­
signación en un plazo de treinta días marcado por la Administra­
ción. Si no se produce dentro de dicho término,la Administración 
se subroga a la organización no cumplidora (art. 38). La desig­
nación es, pues, un derecho y al mismo tiempo una carga de las 
organizaciones en cuestión.
confederaciones. Las organizaciones de cada sector o rama de la 
producción confederadas pueden así designar a los representantes 
de cada categoría a sector incluso si dentro del mismo existen 
otras organizaciones (autónomas] con mayor número de inscritos 
o mayor fuerza sindical. Con ello se prima en definitiva la so­
lidaridad entre todos los trabajadores asalariados en detrimen­
to de una representatividad mús real pero al tiempo más corpora­
tiva (335). En todo caso favorece también a las grandes organi­
zaciones y reafirma una especie de oligopolismo participativo 
(336).
Todos los órganos representativos del Instituto se renue­
van cada cuatro arios (art. l). Los miembros de los órganos cole­
giales cesan en sus puestos transcurrido el término de su man­
dato, por dimisión o por cese (art. l). üi es por la primera 
causa, pueden ser reconfirmados en sus cargos indefinidamente, 
salvo el Presidente y los Vicepresidentes que sólo pueden ocupar 
el cargo dos veces (art. l). El cese se produce por incumplimien­
to cuando por tres veces consecutivas y sin motive justificado 
se; abstengan de participar en las sesiones del órgano de que for­
man parte (art. 42). En garantía del posible infractor se esta­
blece que el cese es pronunciado por quien tiene competencia pa­
ra el nombramiento, pero a propuesta motivada del órgano a que 
aquél pertenece y previa valoración de las eventuales justifi­
caciones presentadas por el propio órgano (art. 42). Igualmente
(335) La CE^nstitucionalidad de esta solución ha sido confirmada 
por la sentencia de la Corte Constitucional n2 15/1.975 de 5 de 
febrero. La sentencia puede verse en Giur. cost,, 1.975, pp. 1.09C 
y ss. con nota de PERONE. Ver supra, Capítulo III, parágrafo 2




puede estimarse pue el cambio de categoría profesional de un re­
presentante debe dar lugar a su dimisión obligatoria. No así la 
desvinculación de la organización que lo designó. En base a la 
fórmula de la representación de intereses, corresponde a ésta el 
derecho de nombrar un representante de la categoría cada cuatro 
anos o en caso de vacante. Pero, como se deduce del propio tex­
to del decreto, los representantes lo son de las diferentes ca­
tegorías de trabajadores y empresarios y no de las organizacio­
nes que los designan.
El art. 4-2 fija también los derechos económicos de los 
miembros de los colegios representativos. Sus cargos son retri­
buidas, lo que no obsta al carácter honorario (no profesional 
o funcionarial en sentido estricto) de sus funcicnes. En nuestra 
opinión, no puede aplicarse a estos representantes las normas 
que regulan la relación orgánica de sujección del personal buro­
crático.
Les órganos representativos del Instituto se componen de 
un sólo colegio que agrupa indistintamente a los representantes 
de las diversas categorías. El colegia se entiende válidamente 
constituido cuando asisten la mayoría absoluta de sus miembros 
con derecho a voto decisorio (art. 4l). Las decisiones se toman 
por la mayoría de los presentes. En caso de igualdad prevale el 
voto del Presidente (art. 41). El consejo de administración y el 
comité ejecutivo deben ser convocados al menos una vez al mes 
y una vez cada quince días respectivamente. Los comités especia­
les, regionales y provinciales deben serlo al menos una vez al 
mes (art. 39).
Antes de cada reunión se distribuye a cada miembro una me­
moria ilustrativa de los argumentes inscritos en el orden del día,
¿i
que ha de contener los necesarios elementos de juicio (art. 4ü). 
No parece que esta prescripción sea suficiente a efectos de in­
formación de los representantes. Por eso, y en cuanto que son 
componentes de los órganos directivos de un ente, debe entender­
se que los representantes gozan de un derecho a requerir infor­
maciones sobre todos los aspectos de la actividad del mismo. El 
art. 8 establece en este sentido la obligación del Director Ge­
neral del Instituto de referir anualmente al consejo de adminis­
tración información sobre la marcha de la gestión del ente y 
también siempre que el propio consejo de administración lo de­
mande.
Funcionalmente, el INPS es un ente de gestión de las pres­
taciones de la seguridad social en materia de vejez, invalidez, 
viudedad y orfandad. El Instituto no establece la regulación de 
las prestaciones en esta materia, sino oue simplemente gestiona 
su efectiva realización, tanto por lo que se refiere a la recau­
dación de las contribuciones necesarias como a la erogación de 
las prestaciones o el establecimiento de las condiciones necesa­
rias para la misma.
La regulación general de las prestaciones, por lo que se 
refiere a las tarifas, contenido de aquéllas y financiación co­
rresponde a la ley o a la potestad reglamentaria del Ministro de 
Trabajo. El consejo de administración del Instituto puede hacer 
propuestas al Ministro en esta materia e incluso puede decidir 
sobre determinadas tarifas y condiciones de prestación de cier­
tos seguros facultativos o particulares, salvo disposición de ley 
o reglamento (art. 4, n2 15). En este sentido, la actividad del 
INPS está determinada por una normativa general externa al ente 
cuya competencia está atribuida al Parlamento y a la Administra­
ción central.
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El Instituto tiene, sin embargo, una autonomía de gestión 
de ciertos fondos para los fines y con las condiciones fijadas 
por dicha normativa. Le compete, pues, la formación del presu­
puesto y del balance consuntivo (art. 4, n2 ll) y el proveer di­
rectamente o mediante acuerdas (art. lu] con las organismos pú­
blicos y privados de asistencia sanitaria a la efectiva reali­
zación de las prestaciones. Todo ello dentro de los límites o 
directivas generales fijadas por la ley o por los reglamentas 
de la Administración del Estado.
Goza asimismo de una cierta autonomía organizativa, siem­
pre dentro de los límites señalados legal a reglamentariamente 
(art. 4, n^ 5).
Los órganos representativos, en especial el consejo de ad­
ministración, el comité ejecutivo y les comités regionales y pro­
vinciales ejercen funciones decisorias en el émoito de su respec­
tiva competencia (arts. 4, 6, 33 y 36 respectivamente). Algunas 
comités especiales ejercen funciones de vigilancia de la gestión.
Las relaciones con la Administración del estado estén basa­
das en la autoadministración. Esta obedece a razones de tipo fun­
cional y técnico fundamentalmente, cual es la gestión específica 
de ciertos fondos de la seguridad social. La Administración cen­
tral í ija las directrices generales sea de las relaciones jurídi­
cas de previsión social como de la propia gestión del Instituto.
A posteriori ejerce un control sobre las actividades del mismo, 
dste control asume varias modalidades. En materia de presupuesto 
y contabilidad los Ministros de Trabajo y del Tesoro pueden for­
mular observaciones motivadas sobre la decisión del consejo de 
administración, con reenvío a éste última para la eventual modi— 
i icación de lo decidido y para su aprobación definitiva. El con­
trol de legalidad se ejercita a través de un colegio de inspectores
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ad hoc nombrados por los Ministras mas arriba mencionadas (arts.
29 a 32). Algunos actos están sujetos a la aprobación ministerial, 
mientras que otros son directamente ejecutivos tras su comunica­
ción a los Ministerios interesados (art. 53). En caso de graves 
carencias o irregularidades en la gestión o de graves violaciones 
de la ley o los reglamentos, la Administración central puede dis­
poner, según el sujeto al que sea imputable la responsabilidad, 
bien la revocación del Presidente (art. 56) o la disolución del 
consejo de administración (art. 57) o de comités regionales y 
provinciales (art. 58). En tal caso son nombrados comisarios ex­
traordinarios por un plazo de tres meses hasta la reconstitución 
del órgano representativo disuelto.
Sobre la reorganización del IbPS en el sentido participa- 
tivo expuesto se han versado críticas diversas. Ante todo es ne­
cesario recalcar la importancia de la participación en el sector 
de la seguridad social, en virtud de la magnitud de los fondos 
de la misma. En especial parece imprescindible establecer un con­
trol específica sobre los entes de gestión, pues su autonomía 
y gigantismo constituyen barreras poco franqueables para el ejer­
cicio del control parlamentario. Ese control específico sólo pue­
de conseguirse a través de una particioación administrativa fun­
cionalmente diferenciada (337).
Ahora bien, el problema consiste en determinar el mejor 
modo de institucionalización de esta participación. El modelo 
italiano ofrece ciertas desventajas, tanto en lo que se refiere 
a la forma de participación establecida como a la fórmula orga­
nizativa empleada. La crítica fundamental debe dirigirse a la
(337) Sobre el terna, ver en general P. QAHCELL.C'NA y G. CüTUñRI, 
El Estado y los juristas, cit., pp. 2C2-21CJ.
conjugación de un supuesto ce participación orgánico decisoria 
con la representación sindical.
Este tipo de organización ofrece la desventaja de correspon 
sabilizar al sindicato en l¿.i gestión del conjunto del sistema de 
la seguridad social (338). El sindicato participa en la gestión 
directa de un ente básico del sistema, cuyas directrices de ac­
tuación vienen determinadas desde fuero y con carácter impositi­
vo. Ello conduce a la integración del sindicato, con independen­
cia de que, jurídicamente, la fórmula de la representación de in­
tereses nc signifique la identificación entre organización desig­
nante y representante de la categoría. Se produce así una confu­
sión entre público y privado y una pérdida de autonomía políti­
ca del sindicato en su función de crítico y contestación al sis­
tema (339).
La participación como control de las fondos de la seguri­
dad social podría estructurarse también en base a fórmulas de 
intervención procedimentol o consultiva de los propios sindica­
tos y organizaciones interesadas por lo.que respecta a la elabo­
ración de las directrices de gestión. Junto a ella y, sobre todo, 
la Pc’rticipación orgánica debería centrarse preferentemente en 
comités o comisiones de vigilancia, dotadas de un derecho de in­
vestigación y control general de la actividad de los entes de 
gestión. La información vuelve a presentarse como elemento esen­
cial do toda participación con fines de control.
(336) üe hecho, sociológiccimonte, son las tres confederaciones 
sindicales unitarias las que controlan el INPS italiano.
(339) "La partecipazione ad essi (.los órganos directivos de los 
entes de gestión) implica di per sé una accettazione ex ante dei 
fini dell'ente diretto e quindi una convergenza puré ex ante con 
gli interessi in esso espressi"; THEU, op. cit., p. 137.
Ln cuanto o la fórmula organizativa pora lo formación de 
tales comisiones parece siempre preferible la elección entre las 
categorías interesadas, partiendo principalmente de la cualidad 
de usuario o destinatario de las prestaciones como base o títu­
lo de la participación. Si bien en el momento actual parece di— 
fícil arbitrar uno solución semejante en sustitución de la de­
signación sindical (340).
B) Los órganos colegiales de la Administración escolar.
El sector de los servicios públicas culturales y educati­
vos es uno de les ámbitos en los que con mayor antelación, casi 
duran Le toda la história del Derecho administrativo moderna, han 
existido elementos de participación, entendida en sentida amplio 
y atécnico, es decir, de intervención de ciertos grupos de inte­
resados, trabajadores, usuarios y otras categorías sociales, en 
ciertos adpectos de la gestión de algunas de las unidades admi­
nistrativas del sector. La explicación de la doctrina clásica 
se basaba en el carácter asociativo público o en la existencia 
de elementos de corporatividad en algunas instituciones del cam­
po de la educación y la cultura. El supuesto típico os el de las 
Universidades, mientras que los niveles inferiores de la enseñan­
za han estado sometidos al modelo napoleónico de la escuela uni­
formada y jerárquicamente organizada.
Hoy en día, la idea participativa encuentra expresión en 
todos los niveles de la Administración de la cultura y la edu­
cación. Al principio de la participación se remite la problemá-
(3¿ü) Ver en este sentido P. SANDULLI, "La contrattazione...", 
cit., p. 222.
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tica de la reforma de la escuela pública. En las líneas que si­
guen so trata de describir y analizar los aspectos organizativos 
de la nueva normativa escolar italiana, cuya regulación básica 
se establece en la ley 477/1.973 de 3ü de julio y en el D.P.R. 
n2 416/1.974 de 31 de mayo, aprobado en base a delegación efec­
tuada por el art. 1, ap. d) de dicha ley. Estas normas institu­
yen una serie de órganos administrativos colegiales participa­
dos, rnidificando con ello la anterior estructura de la Adminis­
tración escolar de tipo fundamentalmente jerárquico y burocrá­
tico. Ello no quiere decir que haya desaparecido todo vestigio 
de la Administración tradicional. Antes bien, se mantiene la ma­
yor parte de ella, desde el escalón ministerial hasta los presi­
dentes o directores de las diversas unidades administrativas di­
dácticas, pasando por los servicios administrativos periféricos 
y por el cuerpo de inspectores. Lo que ocurre es que el conjun­
to de esta estructura se ve sensiblemente alterado por la crea­
ción de los nuevos órganos y la modificación, en su beneficio, 
del cuadro de competencias administrativas del sector.
La ley y el decreto citados hacen referencia a la Adminis­
tración de la escuela materna, elemental, secundaria y artística 
del Estado. La institución de los nuevos órganos colegiales y el 
reordenamiento de los existentes tiene como finalidad realizar 
la participación en la gestión de la escuela, respetando el or­
denamiento de la escuela estatal y las competencias y responsa­
bilidades del personal inspectivo, directivo y docente, "dando 
a la escuela el carácter de una comunidad que actúa en interre­
lación con la comunidad social y cívica" (art. 5 de la ley y 1 
del decreto}. Los principios en que se basa la reforma organi­
zativa son el de autonomía y el de oarticipación. Ambos se conec—
tan o, por mejor decir, son el reflejo orgánica del principio 
de la libertad de enseñanza establecida por el art. 33 de la 
Constitución (34l). Por otra parte, la nueva organización in­
tenta dar expresión a la realidad de la escuela como institu­
ción social, que opera en contacto y al servicio del conjunto 
articulado de la sociedad. De ahí que la participación se ex­
tienda más allá de los meros componentes de la "comunidad" es­
colar y que, a este respecto, se haya hablado de gestión social 
de la escuela, expresión mediante la que se resume la corres- 
ponsabilización orgánicamente institucionalizada de intereses 
sociales diversos en la gestión de la escuela.
Los nuevos órganos colegiales se prevén a cuatro niveles 
administrativos distintos: a nivel de círculo didáctico (unidad 
didáctica de la enseñanza materna y de la enseñanza elemental) 
y de instituto (de enseñanza secundaria y artística), a nivel 
de distrito escolar, a nivel provincial y a nive^L nacional (art.
5 de la ley). En las páginas siguientes se describirán las carac­
terísticas estructurales de los órganos colegiales de cada nivel, 
para pasar posteriormente al estudie de las fórmulas organizati­
vas empleadas y a una valoración general de la reforma organiza­
tiva efectuada.
a) Los círculos didácticos y los institutos de enseñanza 
secundaria y artística son unidades administrativas sin persona­
lidad jurídica. Gozan de una autonomía administrativa (autoadmi­
nistración) y financiera en el desempeño de las funciones que 
les están atribuidas (art. 2 del decreto). Los órganos colegiales
(34l) Ver S. De. 3IMLNE y M. 3ALAZAH, La nuova scuola italiana, 
Milano, 1.S75, p, 31 y ss. Sobre el tema de la participación en 
la escuela ver también CHITI, Partecipazione popolare..., cit., 
p. 41U y ss.
de los mismos son los siguientes: el consejo de curso o inter­
cursas, el consejo docente, el consejo de círculo o instituto, 
el conseja de disciplina de las alumnos y el comité de valora­
ción del servicio de los ensenantes.
£1 consejo de curso (en los institutos) o intercursos (en 
los círculos didácticos) (art. 3 del decreto) se compone de todas 
los enseñantes del curso o grupo de cursos en cuestión, más una 
representación de los padres de los alumnos inscritos (un repre­
sentante por cada curso en la escuela elemental, cuatro repre­
sentantes en la escuela secundaria media y dos en la escuela se­
cundaria superior) y, en los cursos de la escuela secundaria su- 
erior, dos representantes elegidas entre los estudiantes del cur­
so. En los cursas nocturnos para trabajadores la representación 
de los padres de alumnos se sustituye por la de los estudiantes. 
Competencia de estos órganos es la de formular propuestas con 
relación a la actividad didáctica y educativa y a las iniciati­
vas de experimentación. La valoración didáctica de los alumnos, 
periódica y final, compete a estos consejos, con la exclusiva 
presencia de los profesores.
£1 consejo de docentes (art. 4 del decreto) se compone de 
todos los enseñantes del círculo o instituto, numerarios y no 
numerarios. Es el órgano decisorio fundamental por lo que res­
pecta a la actividad didáctica. Le compete la adecuación de los 
programas de enseñanza a las específicas condiciones del medio, 
respetando tanto las normas estatales como la libertad de ense­
ñanza de cada docente. En este sentido adopta los libros do tex­
to, promueve iniciativas de experimentación y aggiornamento del 
profesorado. Igualmente realiza tareas de valoración de la acti­




su competencia. Elige los representantes del profesorado en los 
demás órganos del círculo o instituto y además una serie de co­
laboradores de director.
El consejo de circulo o instituto es el órgano decisorio 
principal de estas unidades administrativas, por lo que se re­
fiere a la gestión económico-financiera y contable de la eseue- 
la (art. 6 del decreto). Puede decirse que si el consejo docen­
te tiene atriouida o ejercita la autonomía didáctica, el de cír­
culo o instituto es depositario de la autonomía financiera y ad­
ministrativa en sentido estricto. Su composición varía según el 
número de alumnos del centro y según el grado didáctico (art. 5 
del decreto). Puede trazarse el siguiente cuadro:
Cuadro 1
ESCUELA ELEMENTAL Y MEDIA
Población esc. Director Docentes No doc. Padres Est. Total
Hasta 500 
alumnos * 1 6 1 6 - 14
Más de 5GÜ 1 8 2 8 - 19
INSTITUTOS DE EN5ENANZA SECUNDARIA SUPERIOR Y ARTISTICA
Población esc. Director Docentes No doc. Padres Est. Total
Hasta 5C0 
alumnos 1 6 1 3 3 14
Más de 50Ü 1 8 2 4 4 19
¿ D O #
¿  o  4
El consejo de círculo o instituto elige en su seno una jun­
ta directiva compuesta del director, un representante del perso­
nal docente, otro del no docente y dos de los padres de alumnos, 
en el caso de los escuelas elemental y media, y uno de los pa­
dres y otro de los alumnos cuando se trata de la escuela superior 
y artística. La junta tiene competencias preparatorias y ejecu­
tivas en relación con el consejo (art. 6 del decreto}.
El consejo de disciplina de los alumnos se compone del di­
rector y de dos enseñantes más dos padres de alumnos, en las es­
c u d o s  elemental y media, y un padre y un alumno en la superior 
y artística. Le corresponden las decisiones en materia de disci­
plina del alumnado. Contra sus decisiones sólo cabe recurso ante 
el delegado provincial de educación (art. 7 del decreto}.
El comité de valoración del servicio de los enseñantes (art. 
B del decreto} se compone del director más un número variable, 
entre uno y cuatro, de representantes del personal docente. Su 
competencia reside en la valoración académica de la actividad del 
profesorado. La nueva normativa, en virtud del principio de li­
bertad de enseñanza ha suprimido las llamadas notas de califica­
ción del profesorado, antigua competencia de los órganos buro­
cráticos y cue podian dar lugar a discriminaciones de tipo ideo­
lógico. En su lugar se establece el derecho de todo profesor a 
ser juzgado por sus iguales y a petición propia. La valoración 
académica a la que se alude no debe confundirse con la discipli­
na del personal enseñante, cuyas nuevas normas se contienen en 
el D. P. R. 447/1.^74 de 31 de mayo. En esta materia el comité 
de valoración ejerce funciones consultivas. Oe todas formas, no 
parece idónea la solución de confiar a los profesores del centra 
y sólo a ellos la valoración de sus propios compañeros, pues ello
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puede dar lugar a imparcialidades corporativas.
La nueva normativa reconoce y regula, junto a los nuevos 
órganos de la escuela, el derecho de asamblea de los estudiantes 
y de los padres de alumnos con funciones de discusión de los pro­
blemas de lo escuela y de la sociedad en vista de la formación 
cultural y cívica de los estudiantes (arts. 42 a 45 de la ley).
b) La mayor innovación de la ley 477 en materia organizati­
va y del D. P. R. 416 consiste en la creación del distrito esco­
lar. Se trata de una nueva estructura administrativa descentra­
lizada que responde a las necesidades de la programación democrá­
tica en el ámbito de la administración educativa (342). El dis­
trito escolar realiza la participación democrática de las comuni 
dades y de las fuerzas sociales en la vida y la gestión de la es 
cuela. Actúa la promoción y desarrollo de las instituciones es­
colares y educativas y las actividades conectadas con ella. Goza 
de autonomía administrativa y de gestión de los fondos necesario 
para su funcionamiento (art. 9 del decreto).
Cada territorio regional se divide en distritos Bscólarée 
por decreta del Ministro de Instrucción Pública, a propuesta de 
la Región. Su determinación obedece a criterios territoriales y 
demográficos (art. 10 del decreto), comprendiendo entre los 
100.000 y los 200.000 habitantes. Sin embargo, no es una nueva 
circunscripción administrativa estatal ni, mucho menos, regional 
Es un nuevo sujeto jurídico o unidad administrativa, encardinado 
en el ámbito de la Administración educativa periférica, que ca­
rece de personalidad jurídica (aunque disponga de una subjetivic
(342) Sobre el tema, ver por todos U. PCT0TSCHNIG, Il distretto 
scolastico nell*orientamento giuridico istituzionale italiano, c 
el volumen colectivo II distretto scolastico, publicado por el 
Ministerio de Instrucción Pública, Frascati, 1.272, p. 13 y ss.
limitada] y que está dotado de une cierta autonomía administrati 
va y de gestión (autoadministración].
Los órganos del distrito escolar son el consejo escolar 
de distrito, el presidente del mismo, la junta ejecutiva y 1a 
secretaría,
£1 consejo escolar de distrito es el "órgano de gobierne 
de distrito" (art. 11 del decreto]. Es un órgano representativa 
y participado, compuesto de representantes de las diversas cate­
gorías sociales del mundo de la escuela, de las "fuerzas socia­
les" y de los entes locales. Forman parte del mismo, pues, re­
presentantes de intereses heterogéneos, lo que se explica por 
la finalidad de la nueva normative de asegurar una gestión so­
cial de la escuela.
La composición del colegio se determina por el artículo 11 
del decreto n9 416 y queda esquematizada en el cuadro n2 2.
Los intereses en presencia son de tres tipes: los de las 
diferentes categorías de trabajadores y usuarios de la escuela, 
ya pública, ya privada, en cuanto que éstas últimas se ven tam­
bién afectadas por la actividad de la Administración del distri­
to; los del mundo del trabajo y de la economía del ámbito terri­
torial correspondiente al distrito; los de los entes locales del 
mismo territorio, que aquí operan como centros de referencia de 
los intereses generales de las respectivas comunidades locales.
Funcionalmente el consejo de distrito es un órgano deciso­
rio con competencias programatorias. Anualmente elabora, en el 
cuadro de las directivas ministeriales y de acuerdo con las ins­
tituciones escolares interesadas, la .Hegión, los entes locales 
y los órganos periféricos de la Administración educativa, un pro­
grama de actividades y servicios educativos y culturales. Concre­
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desarrollo de actividades escolares, extraescolares e interesco­
lares; a los servicios de orientación escolar y profesional y a 
los de asistencia escolar y educativa; a los servicios de medi­
cina escalar y de asistencia psico-pedagògica; a los cursos de 
escuela popular, enseñanza de adultos y educación permanente; 
al fomenta de actividades culturales y deportivas destinadas a 
los alumnos; a las actividades de experimentación.
El consejo de distrito formula propuestas a las Administra­
ciones estatal, periférica, regional y local en materia de ense­
ñanza y de infraestructuras educativas en el ámbito de sus res­
pectivas competencias. Ejerce funciones consultivas con relación 
a tales autoridades. Finalmente desempeña tareas de asistencia 
escolar cuando le sean delegadas por la Región (art. 12 cit.).
El consejo se renueva cada tres años y se reúne al menos 
cada trimestre o cuando lo pida un tercio de sus componentes 
(art. 12 cit.).
El presidente es elegido entre los miembros del propio con­
sejo y tiene funciones esencialmente representativas del mismo 
(art. 12 cit.). La junta ejecutiva puede ser elegida en el seno 
del consejo y se compone de su presidente y otros seis miembros. 
Sus competencias se resumen en la preparación y ejecución de las 
decisiones del consejo (art. 12 cit.). Por último, la secretaría 
está formada por empleados pertenecientes al personal no docen­
te de las institutos can sede en el distrito.
c) A nivel provincial, se ha reformado la regulación del 
consejo escolar provincial, extendiendo su ámbito de competencias 
de la escuela elemental a la secundaria y artística. Se trata de 
un órgano o figura subjetiva autónoma de la Administración peri­
férica educativa, con funciones de administración activa, consul­
tiva y do control.
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El número de miembros vería entre 42 y 65 según las carac­
terísticas demográfico-escolares de cada provincia. Los intere­
ses representados en el mismo son, como en el consejo de distri­
to, agrupables en tres sectores: trabajadores y usuarios de los 
servicios administrativos escolares; intereses de los trabaja­
dores y "fuerzas sociales" y económicas de la provincia; entes 
locales.
La distribución de los puestos del consejo entre los re­
presentantes de las diferentes categorías se ajusta a la propor­
ción reflejada en el cuadro n3 4, correspondiente a un consejo 
provincial de tipo medio, compuesto por cincuenta miembros (de 
acuerdo con el art. 13 del decreto).
El consejo provincial se renueva cada tres anos. Se reú­
ne al menos una vez al trimestre o cuando lo pida un tercio de 
sus componentes (art. 13 cit.). Funciona en pleno o en comisio­
nes, que pueden ser constituidas en base a un criterio horizon­
tal, según los diversos grados educativos (art. 15 del decreto).
Crganos del consejo provincial son (art. 14 del decreto) 
su presidente, elegida en su seno y con funciones representati­
vas; la junta ejecutiva formada por el delegado provincial del 
Ministerio de Instrucción Pública y ocho miembros del consejo, 
de los cuales la mitad elegidos entre los representantes de los 
docentes, con funciones de preparación y ejecución de las deci­
siones del consejo; y tres consejos de disciplina, correspondien­
tes a la escuela materna, elemental y media respectivamente. Los 
consejos de disciplina estón presididos por el delegada provin­
cial y formados por cuatro miembros (y cuatro suplentes), de 
los cuales uno en representación del personal directivo y tres 
del personal docente de los diversos grados. Tienen competencia 
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Las competencias del consejo escolar prvincial se señalan 
en el art. 15 del D.P.R. 416 que se viene citando. Constituyen 
funciones de consulta y propuesta respecto a la Administración 
periféiica educativa y algunas funciones de decisión en materia 
de infraestructura y servicios escolares y paraescolares.
*■0 cuadro de los órganos colegiales de la Administra­
ción escolar establecido por la nueva normativa se completa o 
nivel nacional con la creación del Consejo nacional de Instruc­
ción Pública (art. 9 de la ley n2 477 y arts. 16 a 16 del D.P.R, ' 
ns 416). En el máximo órgano consultivo del Ministerio de Ins­
trucción Pública y sustituye a las antiguas secciones 23 y 3§ 
de3. Consejo superior de Instrucción Pública, a las secciones 
4§ y 53 del Consejo superior de Antigüedades y Bellas Artes y, 
en materia escolar, al Consejo de Disciplina instituido por el 
art. 16 de la ley 1.477/1.947 de 30 de diciembre.
Se compone de 71 miembros representantes del personal de 
la Administración escolar en sus diferentes grados y categorías, 
de representantes de las escuelas privadas y de cinco represen­
tantes del mundo de la economía y el trabajo designados por el 
CNEL. Entre las categorías de personal representadas se hallan 
las de los docentes en sus diferentes grados, personal directi­
vo, personal no docente, personal impectivo empleados de la 
Administración central y periférica. La mayoría absoluta corres­
ponde a los docentes, que disponen de 47 de los 71 escaños.
e) Las fórmulas organizativas establecidas para 1a deter­
minación de los representantes en los diversos órganos colegiales 
participados que se han descrita, obedecen a tres tipos distintos.
Pcxra les representantes de las categorías de trabajadores 
y usuarios directamente vinculados al mundo de la escuela, es 
decir, los representantes del personal escolar, en sus diversos
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grados y funcionas (personal directivo, inspectivo, docente, no 
docente, administrativo...], los representantes de los estudian­
tes y de los paores de alumnos, para todos ellos se establece 
la formula electiva en el seno de las respectivas categorías y 
subcategorías. Esta fórmula se emplea a todos los niveles de la 
participación escclar, desde los consejos de clase al Consejo 
Nacional de .instrucción Publica. El Decreto n^ 416 regula en los 
arts, 1J a 24 los aspectos iundamentales de las correspondientes 
elecciones.
Los representantes del mundo del trabajo y de la economía 
presentes en los consejos escolares de distrito, Consejo provin­
cial y Consejo Nacional, se determinan en base a la fórmula de 
la representación de intereses. Son los sindicatos y asociacio­
nes mós representativas las que designan los representantes de 
las trabajadores dependientes y autónomos respectivamente. De 
nuevo en esta normativa vuelve a observarse el centralismo u oli— 
gopolismo representativo típico en el ordenamiento italiano. No 
sólo los represententes en el Consejo Nacional, sino también los 
que forman parte de consejos provinciales y de distrito son desig­
nados por las sindicatos y asociaciones más representativos a ni­
vel nacional.
Los representantes de los entes locales son designados di­
rectamente por éstos -Municipio, Provincia o Región-, Debe enten­
derse que la competencia primaria para tal designación correspon­
de a los respectivos consejos representativos de estos entes.
f) Per último, queda por realizar una valoración de la re­
forma organizativa efectuada. Dicha valoración no es simple, si 
se tiene en cuenta que el sistema está aún en fase de rodaje. En 
efecto, Ic.s primeras elecciones a nivel de órganos colegiales de
los círculos didácticos e institutos tuvieron lugar en 1.975.
Tan sólo el 13 de noviembre de 1.977 se han podido elegir los 
nuevos consejos de distrito y provinciales.
Del análisis de la normativa señalada, contrastado con la 
corta experiencia a que han sido sometidas pueden, sin embargo, 
deducirse algunos elementos de crítica. A nivel estructural, el 
primero de ellos debería ser el absoluto predominio concedido al 
personal docente en los órganos representativos, con menoscabo 
de otras categorías de usuarios e interesados. ¿1 profesorado 
domina mayoritariarnente todos estos órganos y se beneficia casi 
en exclusivo del traspaso de competencias en algunas materias 
importantes, coma la disciplina. r.sta orientación puede suponer 
el reforzamiento de tendencias corporativas. Además, la afirma­
ción en el ámbito de la escuela de fuertes asociaciones sindica­
les del profesorado resta validez participativa a las elecciones, 
sobre todo en los grandes centros, y aumenta el proceso de inte­
gración del sindicato.
Desde un punto de vista funcional deje bastante que desear 
el cuadro de competencias atribuidas a los órganos en los que 
participan los usuarios de los servicios escolares -padres y 
alumnos- así como a los órganos de distrito y provinciales. Estos, 
además, carecen de unos servicios técnicos propios, lo cual es 
más grave por lo que respecta a los consejos de distrito, dada 
su función programatoria.
En la práctica, las primeras experiencias han encontrado 
la oposición de las antiguas estructuras burocráticas y autori­
tarias, lo que ha dado lugar a obstruccionismos y dificultades 
de adaptación (343). La conjugación de las residuos burocráticos
(343) Ver la separata de La Hepubblica, del 12 de noviembre de 1977.
-í
c::n ei aumenta del poder efectivo do los cuerpos enseñantes y 
la escasa relevancia práctica de la participación de los usua­
rios parece ser, en resumidas cuentas, la causa fundamental del 
escaso rendimiento, en términos de eficacia, técnico y do gestión 
democratice, de la nueva escuela italiana, per lo que so refie­
re a los aspectos organizativos. Estas deficiencias fomentan el 
absentismo de los padres es alumnos y ol rechazo de los esquemas 
legales por" parre de los estudiantes. En las elecciones a conse­
jos tío distrito y provinciales de noviembre de 1.977, la parti­
cipación de los padres no superó el 50 L/o y la de ios estudian- 
“cs GS limitó al 4C y., mientras que la de los enseñante;; llegaba 
o más de] 80 % (344). Por lo demás este abstencio nismo de los 
usuarios y la aparición de tendencias corpcrativistas er el per­
sonal es también característica de otros supuestas de participa­
ción semejantes, como es el caso de las Universidades (345).
La participación en les organismos gestares de la escuela 
untes citados cieñe otras ventajas, sin embargo,. Puede permitir 
y ^e hecho permite una mayor información sobre la Administración 
escolar, si bien la monopolización de la participación por los
grupos de interés u organizaciones sociales disminuye e] alcan­
ce de esta conquista. Igualmente abre posibilidades de tna ges­
tión escolar diferente y menos burocrática que, si no confirmada 
a nivel genneral y sociclégico, si al menos en ciertos supuestos 
concretos se produce en la práctica (345J.
(o34) Fuenae: La Repubblica, 13 de noviembre de 1.977. El mayor 
abstencionismo se produjo en las regicr.es meridionales e insulares. 
(o4s) Según FLRRIER, en Francia, la participación universitaria 
do les estudiantes se limitó ai 9y. en 1,973, "La particip iticn...n 
cit., p. 586.
(31-6) Sobre el tema, ver la separata de La Repubblica anees citada.
C] Los consejes de barrio.
Une de los sectores en que con más insistencia se manifies­
ta la idea participativa es el de la descentralización urbana y, 
en general, la reforma de la organización administrativa terri­
torial.
En esta materia se ha iniciado en Italia un proceso norma­
tivo de reforma de la Administración local, mediante la creación 
de nuevas estructuras más ajustadas a las necesidades de una ad­
ministración eficaz, así como a la demanda de mayor participa­
ción en la gestión de las entidades locales. A partir de la crea­
ción de las Regiones de estatuto ordinario en 1,970 y despuós de 
las nuevas leyes sobra las Comunidades de Montana y los Compren- 
sorios (_ consorcios de planificación y gestión de servicios supra— 
municipales] (34?), en 1.976 se ha regulado a nivel de ordena­
miento estatal los consejos ce barrio o de circunscripción urba­
na de las grandes ciudades. Falta, sin embargo, para completar 
la reforma, el eslabón esencial de una nueva ley municipal y pro­
vincial, que modifique los principios de la anticuada y centra­
lista normativa de 1.915.
Los consejos de barrio fueron surgiendo irregularmente en 
base a las reglamentaciones municipales a principios de los anos 
sesenta (346). Un buen número tío ciudades italianas se fueron do­
tando de este tipo de organismos mediante regulaciones particulare
(347) Se trata de una legislación fundamentalmente regional. So­
bre las normas que instituyen le 3 Comprensorios, ver PALADIN, Di- 
ritto regionale, cit, p. 343.
(348) La primera experiencia se remonta a 1.963 en la ciudad de 
Bolonia. Ver 3. DENTE, "11 tíecentramento urbano in Italia e all% 
estero", en Amministrare, 1.972, p. 9 y ss.
y diferenciadas. La ley 276/1.976 de 8 tíe abril ha venido a es­
tablecer una normativa-cuadro uniforme, consagrando a nivel es­
tatal la legitimidad de tales experiencias municipales. (349). 
Posteriormente numerosos reglamentos municipales han desarrolla­
do estos preceptos instituyendo los consejos de barrio o modifi­
cando su regulación para adecuarla a dichos preceptos.
Los consejo de barrio son órganos del Municipio que repre­
sentan los intereses de la población de su demarcación dentro 
de la unidad de aquól (art. 2). No están dotados de personali­
dad jurídica y sus actos se ccnvierten en actos del Municipio a 
efectos externes, una vez aprobados por el Consejo municipal 
(art. 14J (350).
el consejo de barrio como unidad administrativa se compone 
de un colegio decisorio o consejo propiamente dicho, de un pre­
sidente (art. 2) y de une i serie tío órganos auxiliares o burocrá­
ticos. Estos se componen tíe personal procedente de la Adminis­
tración municipal (art. 16). Hasta ahora la adscripción de per­
sonal a les consejes tío barrio es muy reducida en muchos de los 
municipios que cuentan con esta institución. Esta carencia reduce
(342) Sobre las motivaciones inmediatas de la citada ley, ver 
mi artículo "Los consejos de barrio...", cit., p. 427 y ss. y 
la bibliografia en él citada.
(35U) Sobre la naturaleza jurídica de les consejos ha tratado 
ampliamente la doctrina italiana. La generalidad de la misma les 
atribuye el carácter de órgano, señalando lo originalidad de la 
estructura establecida. Ver sobre todo M . NIGAC, "Partecipazione 
e decentramento nella disciplina delle circoscrizioni comunali", 
Gn l!ÁV* trim. d_ir_._ £ub. , 1.977, 1, p. 168 y ss.; U. ALLEGRETTI, 
"i quartieri tra decentramento comunale e autonomia di baso", en 
la misma revista y numero, p. Is2 y ss.; G. PASTERI, "Linee ri­
costruttive della figura dei consigli circoscrizionali", en Le 
DJ^LEìIÌ» 1.277, 1-2, p. 34 y ss. Igualmente mi citadc artículo 
en HLL)A n- 14 y el resto de la bibliografia que en el se recoge.
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de manara considerable la eficacia de les consejas en el desem­
peña de sos funciones.
11 colegio se compone de un número de miembros variable, 
no suoerror a los dos quintos de los consejeros .municipales ( art. 
4, ap. 3). Pueden ser elegidos (o designados} para tal cargo los 
inscritos en las listas electorales del Municipio, aunque no re­
sidan en la demarcación de la que son candidatos, salvo las ex­
cepciones determinadas por las normas que regulan las inegibili- 
dades e incompatibilidades de los consejeros municipales (art.
?}. un todo caso, el cargo de consejero de barrio es incompati­
ble con el de consejero municipal (art. 7}. Su mandato se extien­
de per un período equivalente al de las consejeros municipales 
(art. 5}. £1 cargo de consejero do barrio es gratuito (art. 17}. 
Por lo que se refiere a su posición jurídica, las normas de la 
ley y les reglamentos municipales deben completarse con las que 
regulan los derechos y obligaciones de los consejeros municipa­
les. Per lo que respecta a su derecho a la información, el art.
4, a p . -5 se remite a les respectivos reglamentos municipales pa­
ra la determinación de la forma a través de la cual pueden obte­
ner de la Administración municipal y de los entes y empresas mu­
nicipales las informaciones necesarias para el desarrollo de sus 
funciones. Dado su carácter representativo, parece adecuado re­
conocer una gran amplitud a este derecho. £1 Reglamento de Flo­
rencia de 17 de maye de 1.376 atribuye a los consejeros de barrio 
el derecho de acceder a todas las oficinas municipales y de los 
entos y empresas dependientes para conocer sobre cualquier acto 
da oficio, con la sola exclusiór de "aquóllcs cuyo carácter se­
creto sea impuesto especificóme, te per la ley c establecido por 
los órganos políticos de los que dependen los servicios mediante
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concretas disposiciones motivadas, en virtud do las exigencias 
de tutela de derechos personales de los ciudadanos o del mante­
nimiento de la reserva necesaria para el buen resultado del asun­
te a que se refieren los actos“. !
La fórmula organizativa empleada para la composición del 
órgano circunscripcional es doble. Si corresponden a ciudades de 
más de 4G.GQC habitantes y están dotados de poderes consultivos 
y decisorios deben ser elegidos por sufragio directo. Si tienen 
atribuidos varios tipos de competencias y corresponden a ciuda­
des CGn población inferior a tal cifre, pueden ser elegidos por 
sufragio directo. Si sólo tienen competencias consultivas son 
elegidos por el Consejo municipal (art. 3).
En ol primer caso se trata de una fórmula electiva directa 
sebre la base de los residentes en la circunscripción municipal 
correspondiente. Los sujetos participantes sen, pues, los veci­
nos del barrio. El territorio circunscripcional juega como cri­
terio determinante del derecho a la participación, en cuanto que 
sirve para individualizar la colectividad cuyos intereses se pro­
tegen específicamente mediante una garantía organizativa de tipo 
participativo (25lj.
La segunda fórmula, es decir, la de la elección c, mejor 
dicho, designación por el Consejo municipal está sujeta a una 
limitación legal y ofrece un gran abanico de posibles modalida­
des. L1 Conseja municioal designa los consejeros do barrio en 
proporción al número de' votos obtenidos en cada une de los ba­
rrios por cada lista en las últimas elecciones municipales (art.
9351J Esta opinión en L . .-ERRAR!, en el velumen colectivo I con- 
sigli circoscrizionoli, Milano, 1.976, p. 76 y ss.
O  <r -í O
4, ap. 4}. c.ste precepto impositivo reduce la discreccionalidari 
dea Consejo municipal en base a un criterio igualmente electivo 
y de representación partítica, pero cue aquí juega indirectamen­
te, es decir, como mero determinador do la proporcionalidad po­
lítica ce loe consejeros que han cc designarse. Por lo demás, 
cada reglamento puede prever formas distintas para la designa­
ción de candidatos a consejeros de barrio (art. 4, ap. 4}. En 
base a elle podría arbitrarse algún tipo ce participación de co- 
mités o asociaciones de vecinos o de otras organizaciones reprc— 
c :ntativas de intereses sociales radicadas en Ib  circunscripción* 
Lo normal, sin embargo, os que la designación se efectúe por los 
partidos políticos.
runcicnalmente los consejos de barrio ejercen potestades 
do consulta o de consulta y decisión. Las funciones consultivas 
se acucan con relación a ios actos del Municipio que afectan es­
pecíficamente a su circunscripción (art. 12, a y c) o bien con 
relación a cualquier acto de acuól. an todo caso, el informe de 
ceda consejo de barrio os preceptivo con relación a los princi­
pales ociaos generales del Municipio, aquóllos en los que típi­
camente se expresa la función de indirizzo político-administra- 
del mismo (352J, tales como presupuestos y planes de inver­
sión pluri«nuales, criterios generales de establecimiento y ges— 
tiÓB de 1j3 servicios municipales, planes generales y parciales 
se urbanismo y otros acuerdos generales en esta materia, orde­
nanzas y reglamentos municipales (art. 12, rij.
Las funciones decisorias hacen referencia a las obras pú-
Ver rni arrícelo "Las consejos de barrio...", cit.,
y ss.
p. 441
t~x a  a
blicas y servicios municipales que se realizan en las respecti­
vas demarcaciones, así como a ciertas decisiones en materia de 
mrraestructuras urbanísticas y la gestión tíe bienes y servicios 
desainados a actividades sanitarias, asistenciales, escalares, 
culturales, deportivas, recreativas y de cualquier otra índole 
(art. 13). En realidad la ley y los reglamentos municipales pre­
vén la transferencia de una serie ae competencias decisorias que 
sobrepasan en gran medida la capacidad técnica de los consejes 
de barrio. Existe, pues, una disfunción en las previsiones nor­
mativas entre los aspectos funcionales y la estructure5, de la nue­
va institución (353J. Ello es aún mús patente en cuanto que tar­
da en producirse o se produce con grandes limitaciones la descon­
centración de los servicios burocráticos y técnicos en beneficio 
de la estructura circunscripcional. De hecho la mayor parte de 
la actividad decisoria de les consejos se refiere a los servi­
cios públicos -en especial asistenciales y culturales- sitos en 
su demarcación.
Ahora bien, a pesar de todo, merece la pena subrayar el 
modelo institucional de participación que la ley italiana sobre 
les consejos de barrio establece. Ce trate, en su supuesto más 
completo, de una doble forma de participación vinculada a un ro­
pería funcional de competencias. El consejo de barrio participa 
como órgano consultivo en el procedimiento de formación de los 
actos del municipio, en especial de los actos de indirizzc. Por 
otra parte, posea competencias decisorias en materias específi­
cas. Con relación a estás, el Consejo municipal fija ios princi­
pios generales de actuación, lo cual es emanación de su función
(353) Ver I consigli circoscrizionali, cit., p ni n
j-.r izzo político—administrativo• Pero el consejo do barrio 
participa en forma consultiva en la determinación del indirizzo.
< ijetco ósuo, el consejo de barrio goza de una cierta autonomía 
de actuación y gestión de les servicios y sectores de actividad 
a él encomendados. En este sentido, recordando le dicho mós arri­
ba, podríamos hablar de autogobierno municipal y de autoadminis­
tración riel consejo de barrio.
c-ilo no obsta para que el conseje de barrio carezca de per- 
¿GnGj.idüQ jurídica y se configure técnicamente como órgano del 
Municipio, al art. 14 prescribe que los acuerdos del consejo de 
barrio se convierten, a todos los efcotos, en actcs del Munici­
pio una voz remitidos al Consejo municipal, salve reenvío al pro­
pio consejo do barrio con observaciones para su eventual modifi­
cación. .-¡emitido do nueve el acto al órgano central del Munici­
pio, este adoptara la decisión definitiva, respetando so entien­
de, la corera ce autonomía y la consiguiente potestad discreccic-
nal del órgano descentralizado.
La ley y los reglamentos municipales sobre la descentrali­
zación urbana establecen otras formas de participación ciudada­
na en corno al eje de los consejos de barrio, tales como comisio­
nes de trabajo ciudadanas, asambleas de barrio, peticiones y pre­
puestos do ios vecinos, consultas y referendums entre la pobla­
ción del barrio, etc. (354).
ee hecha, el alcance innovador de la ley se ve limitado por 
las carencias estructurales ya señaladas, lo que viene a refle­
jarse ¡,:n una reducción de las competencias realmente actuadas, 
ya señaladas y también por el hedió de tratarse ce una represen-
(o54) Ver mi artículo “Los consejos ce cít.
de _cs partidos que suelen ocupartación, a un nivel inferior, 
puestos en el conseja municipal. De todas formas, los aspectos 
descentralizadares, la fórmula electiva empleada y el modelo 
de relaciones interorgóniess pergeñado parecen muy positivos 
desde una óptica participativa democrática y sin olvidar par 
ello sus propias virtualidades integrativas. Desde el punto de 
vista del conjunto del sistema orgánico de la Administración 
italiana, la falta de reforma del ordenamiento provincial y mu­
nicipal y ia persistencia del anticuo esquema autárquicc en con- 
wi ücii. dico-ado constitucional disminuyen asimismo la relevancia 
práctica del nuevo modo de participación establecida.
Capítulo VII
SENCLUSIGNES: ;,P. tlTICIP. \ÜIÜN C TRaNSPARS,1CIA Aü ¡ ¡INISTBATIVA?
En lo que llevamos expuesto se ha tratado de analizar de 
'"aneru genérica ex prorjlerr.a de la llamada participación adminis­
trativa. de ha expuesto resumida y glcbalmente la teoría y la 
práctica política así como la teoría y la práctica jurídica de 
esto 1enomeno. de han aducido una serie de ejemplos concretos 
en apoyo oel trabajo de sistematización realizado. Ahora es el 
momento de deducir algunas conclusiones generales.
El análisis realizado ofrece como resultada la constatación 
de una. realxdad social e institucional nueva y cambiante y, al 
mismo tiempo da una representación ideológica de esa realidad,
Cl"n i ines de expixcacián sintética poro también legitimatorios, 
que se condensa en la idea-fuerza de la participación.
La nueva realidas es la del estado de masas c Estado plu— 
rielase, as decir, la o o una sociedad en la que ha irrumpido ei 
protagonismo de las grandes masas, ignoradas en el esquema libe­
ral clásico. Las masas son teóricamente toco, como en su tiempo 
diría EIEYEÜ del Tercer Estado. Esta posición tío dominio, de su­
premacía de las masas se reconoce a nivel do principios jurídi­
cos mediante la consagración co. stitucional de la soberanía po­
pular. Pero, continuando la comparación con la paradoja de SIEYES, 
también so puoso decir que las masas no son nada. Su protagonis­
mo accivo se ve mediatizado y casi diríamos usurpado por la ac-
cien de las grandes organizaciones. Estas sí que sen, per el ce 
trario, todo o casi todo en la práctica política institucional. 
El protagonismo de les nasas es fundamentalmente pasivo.
Institucienalmente el fenómeno característico de: nuestros 
dias es precisamente la interconexión entre esas grandéa orgoni 
zacior.es y el aparato público. Este hecho, por lo demás integra 
dor y no igualitario, en cuanto que la connivencia con el apara 
te público es diferente para caria organización y uepende más de 
las exigencias de conservación del sistema que de valores idea­
les políticos y jurídicos, es le que se intenta justificar y le­
gitimar con la ideología de la participación.
Claro esta cue más allá de esta deducción básica las deri- 
vacicnes concretas del fenómeno de la llamada participación son 
mucho más complejas, tanto a nivel real como ideológico. Y natu­
ralmente no debe perderse de visto que al propio nivel ideoló­
gico la idea participativa constituye ol objeto de referencia 
común de un debate dialéctico que tieno o puede tener importan­
tes consecuencias institucionales.
Por eso, y sin perjuicio de la metodología con que se ha 
enfocado el tema, centrada en un análisis crítico del fenómeno, 
se ha pretendido evitar una postura maximalista de-rechazo y se 
han intentado aportar soluciones concretas en ceda caso. Así se 
ha hecho tanto por lo que se refiere a los problemas tíe políti­
ca institucional como de técnica jurídica.




a, cue constituye la vertiente más específica rio es- 
so ha señalado la necesidad ce superar el puro esque 
riel Derecho administrativo clásico, asi como de mo­
dernizar el instrumental de las categorías jurídicas públicas
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Incluso no parece suficiente un simple cambio o adición de 
ciertas categorías, sino incluso un cambio de orientación meto- 
dológica es necesario. Todo ello con plena consciencia de que 
se pisa terreno movedizo, puesto que nos situamos hoy por hoy 
entre el rechazo de un sistema cerrado que no corresponde ya a 
la realidad, pero que aún puede tomarse como punto de partida, 
y la búsqueda incierta de nuevos horizontes teóricos, cus, a 
su vez, se trata de impedir que se conviertan en nuevos esque­
mas dogmáticos. De ahí que la introducción de nuevas categorías 
vaya acompañada de una consideración crítica de las mismas -en 
sentido positivo y negativo, contradictorio a fin de cuentas-.
Y por eso mismo el trabajo realizado junto a las respuestas 
concretas que ofrece plantea muchos interrogantes y cuestiones 
abiertas.
En consecuencia, no puede extrañar la dificultad en en­
contrar una proposición clara como solución al problema de la 
participación administrativa y de la crisis institucional de 
nuestro tiempo, ts más conveniente por el momento reducir mo­
destamente el enfoque y tratar de encontrar solúciones prácti­
cas caso por caso.
A veces parece proponible una gestión directa de ciertas 
servicios públicos. Pero esta solución es limitada, en cuanto 
que poco generalizable. En ciertos niveles de la Administración 
asistencial y cultural pueden darse importantes pasos hacia ade­
lante en esta dirección, Pero no es un supuesto que pueda ex­
tenderse más allá de eso. Téngase en cuenta que al decir esto 
no se está rechazando a priori una posible realidad futura, si­
no que, teniendo en cuenta el presente, lo que se rechaza es 
una posición predeterminada e ideológica. Puesto que una gene-
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relización de la gestión directa es imposible, el peligro está 
en que una tal proposición suponga hacer pasar por tal o asimi­
lar teóricamente a la misma, de manera ideológicamente acrítica, 
algunas soluciones que no la son. Tal sucede con el caso de la 
gestión d:.recta de un servicio per determinadas organizaciones 
sociales en Dase a la fórmula organizativa de la representación 
de intereses. En el extremo opuesto, propugnar tan sólo lo que 
significa gestión directa en puridad, rechazando cualquier so­
lución intermedia parece maximalista y utópico (en sentido es­
tático) y, por t.:nto, ahistórico y desmavilizarior.
Ltra solución más concreta es el cantrol social del apara­
to público, Pero ¿de qué tipa de control se trata?; ¿quiénes son 
los sujetos que deben controlar?; ¿cómo debe organizarse el con­
trol? Es necesario también encontrar soluciones distintas pera 
cada caso,
A veces puede ser útil y conveniente un control individual, 
Pero los casos más frecuentes y efectivos son los del control 
que se realiza par las organizaciones sociales. Este es el tema 
i undamentel de la política institucional de nuestro tiempo y a 
la vez el más conflictivo y de mayor preocupación teórica y tras­
cendencia práctica, A las posibles ventajas del pluralismo de­
mocrático se deben añadir ciertos inconvenientes a que puede 
dar lugar una política indiscriminada de conexión entre las or­
ganizaciones sociales, en especial las representativas de los 
movimientos de masas, y el aparato púolico: integración elitis­
ta, burocratización desideologizacora, neocorporntivismo. Pro­
gresar algunos grados en la intensidad del control de las insti­
tuciones publicas y, sobre todo, de la Administración puede ser 
contraproducente si a cambio de ello se pierde en independencia
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de movimientos y en fuerza de presión externa. La gravedad del 
caso es aún mayor si el conjunto de las organizaciones sociales 
portadoras de intereses específicos se sitúan en la órbita de 
una organización-guia y disminuyen a su vez su libertad de ac­
ción. Y es ya excesivamente preocupante para el desarrollo de 
una sociedad democrática cuando se llega al estadio de reducir 
la actividad política a concesiones pactadas en la cumbre entre 
unas pocas organizaciones-guia más o menos coordinadas. Lila sig­
nifica a la larga la desaparición de la vida político, entendi­
da como tensión dialéctica y cultural tendencialmente extendi­
da a todo la red del cuerpo social, como inquietud crítica y 
activa. Al final de este proceso se vismumbra una sociedad se­
mejante a la descrita por CJRWELL en su 1.964.
Volviendo a nuestro tiempo histórico, lo cierto es que ya 
no es suiiciente a nivel institucional el sistema parlamentario- 
partidista como centro de la tensión dialéctica permanente que 
supone la lucha por la libertad y la democracia. Y ello, en re­
sumidas cuentas, tanto por la preponderancia del aparato buró— 
crético-administrativo frente o las asambleas electivas como por 
la propia burocratización de Ig s  partidos. El despertar crítica 
de los anos sesenta se concretó en la idea-fuerza de la partici­
pación política y administrativa como salida institucional, pero 
esa alternativa ha sido desvirtuada en sentida tecnocrático e 
ideológico—mistificador• Quizá también la falta de elaboración 
de alternativas prácticas haya contribuido a la absorción de 
aquella explosión idealista durante el período de crisis de los 
años setenta. Con la consecuencia de que en la actualidad parece 
difícil proponer nuevas alternativas globales en un sentido se­
mejante. La participación ha sido disfrazada y desvirtuada como
idea antes de nacer a la realidad.
Sin embargo, es necesario ahondar en la necesidad de un 
control social ampliado a la esfera administrativa, diversifi­
cado, pluralista y democrático. El mismo análisis realizado nos 
ofrece alguna indicación, sn muchos aspectos concretos ha sali­
do a la luz el praolema básico de la información, que, por lo 
demás, es la piedra de toque con que tropiezan las diferentes 
experiencias participativas de alcance reducida e integradar y 
de planteamiento tecnocrático. La información administrativa apa' 
rece como el punto fundamental de todo control administrativo 
que no implique confusión con el aparato burocrático mismo. A 
nivel institucional parece coherente con un pluralismo democrá­
ticamente finalizado extender, pues, la información sobre las 
actividades administrativas de la Administración a una plurali­
dad de sujetos, de manera que llegue a consentir un control de 
la acción administrativa por la opinión pública. Más que en la 
xdea o en el slogan de la participación administrativa -equívoca 
y vaciada ideológicamente- podría insistirse en la de la trans- 
Pür.Gncia administrativa, instrumentadle a través de una plura­
lidad de formas concretas de alcance más amplio, subjetiva y ob­
jetivamente, que la propia idea de la participación. Quizá una 
estrategia institucional tendente a abrir la Administración al 
ciudadano por medio de la información y sin intermediarios orga- 
nizacionales puede ser un primer paso para la reforma imprescin­
dible de las instituciones públicas que pueden propugnar proyec­
tas mas ambiciosos y completos. Una información democrática es 
esencial, unida a la independencia de las organizaciones socia­
les y a la autonomía relativa de caca una de ellas así como unida 
a una descentralización de carácter fundamentalmente territorial
basada en fórmulas de representación política electiva, para 
articular una sociedad pluralista mediante métodos y can solu­
ciones institucionales de carócter antiburocrático.
Aparte de lo ya dicho, el análisis global de una experien­
cia institucional concreta, como es la italiana, en la que ha 
jugado un papel importante la idea participativa, puede sernos 
útil para confirmar estas conclusiones.
PARTE SEGUNDA
ESTUDIO GENERICO DEL PROBLEMA DE LA PARTICIPACION 
ADMINISTRATIVA EN UN ORDENAMIENTO CONCRETO: EL
CASO ITALIANO
Hasta ahora se ha analizado la problemática general de la par­
ticipación. Se ha estudiado la perspectiva política de la idea par­
ticipative y se ha intentado definir un concepto jurídico de parti­
cipación que respondiese a la realidad normativa y práctica del - 
Derecho. Se ha desarrollado el estudio técnico y crítico de las de­
rivaciones de este concepto. Si bien gran parte de los ejemplos ci­
tados, sobre los que se ha basado el análisis, corresponden a la — 
evolución institucional del ordenamiento italiano, falta examinar 
desde una perspectiva global el alcance pdlítico y la fundamentación 
jurídica de la idea de participación. Ello exige una reducción a un 
modelo histórico concreto, a un ordenamiento jurídico único que debe 
estudiarse en su conjunto desde la perspectiva de los principios ju­
rídicos que lo rigen y de la plasmación histórica de esos principios.
En la parte de trabajo que ahora se inicia, se expondrá la fun­
damentación, desarrollo, concrección técnica y consecuencias políti­
cas e institucionales del principio de la participación en el orde­
namiento de la República italiana. La extensión del tema nos obliga 
a proceder a una exposición sintética del mismo. Por otra parte, al­
gunas de las aplicaciones prácticos del principio participativo en 
el ordenamiento italiano han sido ya estudiadas. Lo que importa en 
este momento es señalar las bases júridico-políticas de la partici­
pación administrativa en Italia, la interpretación de las mismas,
su grado de actuación y las dificultades y contradicciones de 
su puesta en práctica. De esta manera y junto a lo ya dicho 
sobre los diferentes aspectos técnico-jurídicos concretos se 
podrá ofrecer una visión general del fenómeno participativo.
Di la técnica jurídica puede alcanzar una validez aplicativa 
general, por encima de las fronteras, al tratar de principios 
jurídicos y, aún más en particular, de la realidad del Derecho 
vivido, hemos de detenernos en un modelo histérico-político 
concreto. Las enseñanzas que del estudio del mismo puedan ex­
traerse deberán ser .'¡'atizadas y contrastadas con la caracte­
rísticas estructurales del propio modelo. A partir de ahí, un 
método sociológico (y jurídico) comparativo puede deducir con­
clusiones válidas para otras sociedades y ordenamientos.
Un estudio genérico de la participación en el Derecho 
público italiano vigente debe partir necesariamente del aná­
lisis del problema en la Constitución de la República de 1.947.
Capítulo I
PARTICIPACION Y CON3TITUCIÜN
En el modelo institucional de las democracias occidentales, — 
exluyendo las particularidades del Derecho anglosajón, la Constitución 
¡ormal, la Carta constitucional, es la piedra angular del ordenamiento 
jurídico, c.s la norma básica que legitima la ordenación del poder polí­
tico y que fija los principios que informan las relaciones jurídicas 
en el marco de una sociedad. De ella derivan o a ella se reconducen - 
las cemao normas y todos los actos jurídicos de las autoridades públi­
cas.
Desde un punto de vista histórico, una Constitución es el resul- 
uQuo o el resumen escrito de un proyecto político de alcance más o — 
menos largo, en esre sentida, su cuyunturalidad es menor que la de - 
cualquier o'cra norma y en la misma medida se caracteriza por su abs­
tracción, generalidad y flexibilidad. Sin embargo, no doja de estar 
influida por la visión política que, con perspectiva más o menos - 
acertada, tienen los sujetos históricos que contribuyen a su redacción 
en el momento concreto en que ásta se realiza. Normalmente suele estar 
también influida por el estado de la relación de fuerzas entre estos 
sujetos en el período constituyente e incluso por los acontecimientos 
políticos del momento.
bna explicación de todos estos condicionamientos, siquiera re­
sumida, ayuda a explicar las formulaciones del texto constitucional.
Ello no quiere decir que teles circunstancies y dichos orígenes - 
constitucionales constituyan un elemento jurídico inseparable del 
texto y condicionen, por su parte, la interpretación del mismo. Por 
el contrario, una Constitución, aunque sea escrita y rígida, es un 
texto vivo y adaptable, por su misma flexibilidad, a la evolución de 
la sociedad a la que sirve de marco jurídico. Si el valor jurídico 
útil espíritu" con que se aprueba una Constitución es o puede ser re­
ducido, su valor explicativo e histórico es grande, por el mismo hecho 
de que la Constitución es un reflejo importante de la vida y de las 
características estructurales de una comunidad política.
1.- EL CLIMA POLITICO-IDEOLOGICO DE LA FASE CONSTITUYENTE.
La Lonsti cucion italiana de 1.947 es el resultado de un pacto 
entre las fuerzas políticas que emergen de la Resistencia. El conteni­
do del pacto está condicionado por la pluralidad ideológica de los - 
reoacocres del texto, por la relación de fuerzas entre los diversos 
sujetas políticos que lo realizan y por la evolución de la situación 
político inferna e internacional del período constituyente o, lo que 
us parecido, por el planteamiento táctico que cada grupo político — 
adopta en atención a dicha situación.
La única idea que unía a los diversos grupos representados en 
la Asamblea consoi ^ uyen ¡je era la negativa y difuso, del "antifascismo". 
n esta unidad de oposición al anterior rógimen político contríbuia el 
recuerdo de la guerra y la impopularidad subsiguiente de aquél, así 
como la participación unitaria de todos esos grupos, en diversas for­
mas y ccn distinto grado de empeño, en el Comité de Liberación Nacional, 
máximo organismo político de la Resistorcia.
u G ',raj mínimo vinculo de enlace, se pueden distinguir cuatro
concepciones políticas básicas, haciendo abstracción de los grupos - 
menores: la democràtico-cristiana, la liberal, la socialista y la co­
munista (l). Dicho tíe otra manera, el “solidarismo“ cristiano, el li­
beralismo político y el marxismo, en su formulación socialista-demo­
crática y leninista-. En el plano de las ideas institucionales, recha­
zada de entrada la simple vuelta atrás, es decir, a las estructuras 
del Estado liberal, se advierte una falta de maduración de la “estra­
tegia de las instituciones“ (2), debida a la carencia de apoyo legis­
lativo en la historia italiana y a la prcpia exigüidad de las ideas 
constitucionales de la Resistencia. Este vacío se suplió en cierto 
modo con la recepción tíe la influencia cultural del movimiento que, 
a escala europea, había repensado la idea democrática durante el - 
período fascista, así como por los estudios realizados por el Minis­
terio para la Constituyente a partir del otoño de 1.946 (3). De todas 
formas, las importantes diferencias ideológicas y la falta de una - 
alternativa coherente al modelo del Estado liberal (que no fuese la 
del modelo soviético, no transpla&table en les condiciones del momento) 
se dejarán notar en la discusión del proyecto de Constitución y en su 
resultado final.
Las diferencias de partida se mediaron a través de un compromiso 
constitucional, que implicaba al mismo tiempo una transacción ideoló- (l)
(l) No parece acertada la reducción que efectúa A. BARBERA cuando ha­
bla de las “dos culturas de los constituyentes" refiriéndose exclusi­
vamente a la católica y a la marxista. No cabe duda que las ideas li­
berales y socialistas democráticas tienen su reflejo en el texto. Otra 
cosa distinta es que el pacto -político- constitucional se realizase 
vundamentalmente entre los sostenedores de aquellas dos ideología o 
concepciones políticas. Veáse el comentario al art, 2 de la Constitu­
ción italiana, en Ccmmentario della Casbituzione, Principi fondamen— 
tali., Vol. I, bajo la dirección de G. BRANCA, Bologna, 1:975, p.53 
12) E. CHELI, “II problema storico della costituente',' en Rol, del 
Dir., 1.973, pp.485-530. La mencionada cita en p. 491.
gica y un pacto político de convivencia efectuado por razones tác­
ticas. El pacto fue tripartito, entre los partidos democristiano, 
socialista y comunista (4), En realidad la entente es bilateral 
entre la Democracia Cristiana, en cuyo seno la izquierda se encontró 
por un momento en mayoría, y el Partido comunista (5). En los casos 
en que los socialistas expresan su disenso, tal como ocurre en lo - 
referente a las relaciones Iglesia-Estado, el pacto entre la DC y el 
PCI sigue adelante. La derecha oficial y los liberales no participan 
en el compromiso. Pero ello no quiere decir que la ideología liberal 
y la socialista democrática no estén presentes en el texto. Su in­
fluencia ideológica es mucho mayor que su pesa político, en parte por 
la falta de esquemas institucionales sustitutivos de los liberales, 
en parto porque en las ideas liberales y, sobre todo, en las socia­
listas democráticas se halla el punto de encuentra entre cristianos 
y comunistas o, en palabras de Togliatti, entre "solidarismo marxis- 
ta" y “solidarismo cristiano“.Í6)
Las bases comunes del acuerda son la unidad del Estado, la sobe­
ranía popular y el progreso social o, dicho de otra forma, el pacto
v.3) Debe recordarse a este respecto la influencia de muchos de ios 
aspectos institucionales de la Constitución de la República española, 
claramente vislumbrables en él texto constitucional italiano,
(4} Estos partidas formaban en aquel momento el gobierno presidido por 
el independiente Parri. Sobre este período histórico ver en especial 
E, PI3TICELLI, Da Parri a De Gasperi, Milano, 1.974,
(5) De ahí que en ocasiones se haya aludido al pacto Dosetti-To rliatti. 
(G) Sobre todo este tema, veáse E. CHELI, op. et loe, ult. cit., p.507 
y ss. Sobre la visión táctica de cada partido político, ver, en resu­
men, G. P. CAROCCI, S toria d^Italia dall'unità ad oggi,Milano, 1.975, 
pp. 325 y ss.
£7 ) al texto del proyecto y un estudio sobre la forma de elaboración 
en V. FALZON^, F. PALERMO y F. COSENTINO, La Costituzione della Repu- 
bblica italiana illustrata con i lavori preparatori, Roma, 1.954. El 
texto del proyecto se halla en pp. 15-21,
sc centra en la creación de un Estado democrático republicano, ba­
sado en la soberanía popular, respetuoso de los derechos del indivi­
duo y de las formaciones sociales y organizado en base aprincipios 
do autonomía y descentralización. De conformidad con estas directrices 
se elabora un proyecto de Constitución que se presenta a la Asamblea 
el 31 de enero de 1,947.(7)
Durante la discusión del proyecto tiene lugar un cambio funda­
mental en la situación política determinado por la salida del gobier­
no de socialistas y comunistas y la formación del gabinete monccolor 
de De Gasperi (12 de mayo de 1.947), lo que-significa al mismo tiempo 
situar a Italia en la esfera del mundo occidental en el momento en que 
empieza a perfilarse la"guerra fría“ . Sobre este hecho y su significa­
do histórico se volverá más adelante. Por ahora, baste decir que ello 
no supuso la ruptura del pacto constitucional, pues ambos bloques - 
prefirieron por razones estratégicas y tácticas aislar la prosecución 
de los trabajos constitucionales de los avatares de la vida política 
cotidiana (b ). Sin embargo, la evolución de los acontecimientos, re­
unida a la desconfianza mutua en el futuro próximo por la imprevi- 
sibilidad del resultado de las elecciones de 1.948, aumentó el inte­
rés de todos por perfeccionar las garantías y contrapesos al ejecu­
tivo (9). Estas preocupaciones garantísticos de última hora contribu­
yeron en cierta medida a restar coherencia y firmeza de dirección po­
lítica al texto definitivo (l0}„
(s) Ver CHELI, op. et loe, ult. cit., p. 518 y ss., que señala como 
esta decisión implica para la DC el inicio de la política del “doppio 
binario11, conservadora en el Gobierno y dialogante en el Parlamento, 
característica del último período de la historia italiana.
(9) De ahí la posición más claramente pro-autonomista y descentraliza­
d o s  de la izquierda durante lo discusión del proyecto que durante 
la fase preliminar y de elaboración del mismo. Ver V. CARULLO, La Cos- 
JrA^ i0^ j-_0_n-0...dGlla ¡iepubbxica taliana illustrata con i lavori preparatori 
Lilana, 1.959, p, 392 y ss.
El resultado de todos estos condicionamientos es un texto indis­
cutiblemente avanzado, pero contradicetorio. En él se recoge u m  par­
te dogmática progresista, en la que se incluyen unos principios fun­
damentales caracterizados por la idea de socialidad y pluralismo demo­
crático. La parte orgánica, por el contrario, recoge en general el es­
quema liberal-parlamentario, aunque con modificaciones importantes, -* 
en materia de administración local sobre todo. Estos modificaciones 
parecen, sin embargo, insuficientes para llenar la diferencia esencial 
con relación a los buenas propósitos de la parte dogmática. En pala­
bras de un gran jurista desaparecido, '’alguien hubiera querido que se 
diese o la Constituyente no sólo el encargo de reconstruir en forma 
republicana las estructuras fundamentales del Estado, sino también el 
de decidir al menos algunas reformas fundamentales de carácter econó­
mico—social, que representasen el inicio de una transformación de la 
sociedad en sentido progresivo: es decir, hubiera querido cuc la nue­
va Constitución fuese no simplemente "organizadora" de los mecarmismos 
de gobierno (del Estado-aparato), sino también "ordenadora" de la vi­
da social italiana (del Estado-comunidad". Pero esta idea na fu aco­
gida; o, mejor dicho, fue acogida a mitad, para dar s sus sustentadores 
la ilusión de que no era rechazada del todo" (ll). La Constitución ita­
liana, en vez de consagrar una transformación de las estructuras so­
ciales se limitó a prometerla a largo plazo, trazando un programa de 
la misma para el futuro. Este fue, en definitiva, el fruto del compro­
miso constitucional por el que la izquierda renunciaba a una tr<nsfor- *1
(10) G. LARANINI, "Lrigini dell insufficienza della nostra costituzione", 
en Studi per il XX anniversario dell*Assembloa costituente, Firenze, 
1.960, Vol. IV, p. 416. La importancia do este factor es limitada y - 
superable según MORIATI, "Considerazione sui mancati adempimentf costi- 
tuzionali", en la misma obra y v o l u m e n p .474 y ss,
(11) P. CALAMANDHEI, "La Costituzione e le leggi per attuarla", en * 
Cieci apni dopo, 1.945-1.955, Bari, 1.955, p. 214
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moción inmediata y se conformaba con vislumbrarla. Así, concluya CALA­
MANDREI: " Per compensare le forzo di sinistra di una rivoluzione man­
cata, le forze di destra non si opposero ad accogliere nella Co istitu­
zione una rivoluzione premessa” . ( 12)
2.- EL ORIGEN DEL PRINCIPIO DE PARTICIPACION EN LA CONSTITUCION 
ITALIANA.
El art. 3, ap. 2 de la Constitución señala que "es obligación 
de la República remover los obstáculos de orden económico y social que, 
limitando ce hecho la libertad y la igualdad de los ciudadanos, impi­
den el pleno desarrollo de la persona humana y la efectiva partii cipa— 
ción de los trabajadores en la organización político, económica y so­
cial del País".
El principio o la idea participativa se consagra, pues, en Ita­
lia a nivel constitucional, con notable anticipación a la explosión 
de la ideología de la participación. Este artículo, en un principio 
poco considerado, será por ello objeto de especial atención en los 
años posteriores y servirá de base jurídica para la creación de nue­
vas instituciones y paro lo fundamentación de proyectos instituciona­
les.
El origen más remato de la inclusión del concepto tíe participa­
ción en la nueva Constitución se debe a una idea de M.S. GIANNINI, -
entonces Jefe de Gabinete del Ministro para la Constituyente, P k NENNI. 
La idea rué recogida por la I Subcomisión de la Asamblea para la re­
dacción del texto constitucional que, junto al principio de igualdad 
sustancial seríala el siguiente: ,l Todas las libertades garantizadas 
por la presente Constitución deben ser ejercitadas en vista del per-
(12) Op, cit,, p. 214.
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feccionamiento interral'de la persona humana, en armGnía ccn las exi­
gencias de la solidaridad social y de manera que permitan el incremen­
to del regimén democrática mediante la cada vez más activa y conscien­
te participación de todos a la gestión de la cosa pública" (13),
El origen del principia obedece, pues, a una ideología socialis­
ta democrática, no exenta sin embarga de una cierta vaguedad. En todo 
caso indica ya el rechazo de la configuración meramente individual de 
las libertades, así come de la formas autoritarias de transición al - 
socialismo.
La concrección de la participación no parece sin embarga clara. 
Buena muestra de ello es la limitación de las ideas que se expresan 
al respecto en los trabajos preparatorios de la Constitución realiza­
dos por encargo del Ministerio para la Constituyente, Un informe es­
pecífico sobre la participación política (14) indica la insuficiencia 
de la participación limitada a las elecciones generales y locales. Sin 
embargo, las formas de participación que relaciona y analiza no son 
numerosas ni demasiado innavatitfas. Tales formas son la elección de - 
ciertos cargos administrativos, el referendum (decisorio, abrogativo 
y consultivo), la acción popular, el derecho de petición, un inconcre­
to derecho de oposición o "indicación de ilegitimidades en interés — 
pública, en sustitución de los órganos establecidos para ello", el - 
ejercicio privada de funciones públicas y la asunción espontánea de 
fúnciones públicas en ciertos casos limitados. Respecto a la elección 
de funcionarios honorarios, las precauciones con que se aborda el - 
tema san numerosas:"Se podría pensar en extender el sistema electivo 
para nombramientos, de carácter prevalentemente no técnico de la ad-
(13) Estos datos en CHITI, Partocipazione popolare.....cit.,pp.l24- 
125.
(14) GUELLI-SACCARIRG, Partecipazione diretta del cittadinc alie fun- 
zlcni ommlnistrative, en Reí izioni all*Assemblea costituente, Vol. I, 
Roma, 1.946
ministración activi, decisoria, consultativa o de control, en especial 
si aquéllos se sitúan fuera de la organización burocrática estatal y, 
en el caso de funciones técnicas, limitándose a una elección entre ex­
pertos o a una elección por parte de técnicos cualificados dentro de 
un grupo de técnicos cualificados" (lS).
Sea como fuere, el principio de la participación fue defendido 
en la comisión constituyente por Lelio 0A5SO (16} y llegó a plasmarse 
en el texto del proyecto. Es más, el principio se recoge en el nrt. 1 
del proyecto como fundamento de la República. Dicho artículo dice así:
" Italia es una República democrática.
La República italiana tiene por fundamento el trabajo y la par­
ticipación efectiva de todos los trabajadores en la organización polí­
tica, económica y social del país.
La soberanía emana del pueblo y es ejercida en las formes y 
en los límites de la Constitución y de las leyes” .
El principio de 3.a participación adquiere así rango de prj .ner 
orden entre los principios constitucionales del Estado italiano y se 
afirma de manera clara y sólida (17). Sin embargo, en la discusión - 
tíei initiva del proyecco,el principio de la participación es, por* decir­
lo así degradado a la formulación más ambigua y confusa del articulo 
3, ap.2, según la propuesta demacristiana. Es este texto el que corres-
Op. cit. en nota anterior, p,395
(16) Según GASSO, la participación efectiva de los trabajadores repre­
sentaba j.l solo conce uto nuovo che sia affermato come fondamento del— 
„a Repubblica ; cita en GHXTI, op. ult. cit., p. 128. Làs tarde si pro­
pio BASSO dirà : " La ragione per cui ho tenuto ad inserire questo ar- 
ticolo era proprio questa: cne esso smentisce tutte le affermazioni 
□olla costituzione cne danno per realizzato quello che é ancora da rea— 
lizzare ( la democrazia, 1 uguaglianza, ecc,}!‘. La cita recogida por U. 
ROMAGNOLI, ” Il princio d'uguaglianza sostanziale” , cit., p. 165,
(17) BASSO, actuando en nombre del grupo socialista, defiende así el 
proyecta: 11 Pensiamo che inserire questa dichiarazione nel articolo 1 
aboia veramente un significato fondamentale, nel senso che, se questa
.
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pondo estudiar ahora con-'detalle, tanto en su tenor literal como en 
el contexto sistemático de la Constitución.
3.- EL PRINCIPIO DE PARTICIPACION EN La CONSTITUCION ITALIANA
a) El art. 3, ap.2: interpretación literal.
La primera observación que puede derivarse de la lectura de este 
precepto es la vinculación que establece entre igualdad sustancial de 
los ciudadanos y participación. El artículo habla de superar los obLó­
culos que limitan de hecho la libertad y la igualdad de los ciudadanos 
para conseguir el pleno desarrollo de la persona humana y la partici­
pación. En este sentido la participación aparece como la finalidad - 
a que debe tender la acción de la República y que se une, corno elemen­
to inseparable, al pleno desarrollo de la persona humana.
Aparece aquí un elemento nuevo con relación a la concepción libe­
ral del Estado de Derecha, que consiste en la no neutralidad jurídica 
de los poderes públicos. Estos no tienen corno misión asegurar el libre 
juego de las voluntades privadas. Por el contrario, son motor esencial 
del progreso de la colectividad estatal, están obligados a actuar di­
rectamente sobre el medio social para modificarlo, estableciendo las 
condiciones indispensables para la libertad y la igualdad real. La - 
Constitución italiana expresa la superación del mito liberal en este 
artículo 3, ap. 2. En este sentido se ha hablado de la Sinceridad" de 
la Carta constitucional italiana (lS). Esta no se limita a sancionar 
la libertad jurídica o formal, sino que reconoce una desigualdad exis­
tente de hecho que se refleja asimismo en un obstáculo para la liber­
tad. Por ello, los poderes públicos están finalizados en su actuación
participazione non si realizza, non si realizza neppure la democrazia" 
Ver, La costituzione della Repubblica noi lavori preparatori riell'As- 
semblea costituente, Voi. I, .soma, 1.970, pp, 584-565.
(16) U. ROMAGNOLI, " Il principia sostanzialo d'uguaglianza", cit. pp. 
164 y ss.
a-
a remover tales obstáculos (lS). Deben actuar cJo manera permanente y 
con carácter de fuerza dirigente sobre la sociedad con el fin de impul 
serla y modificarla en sentido igualitario. El art. 3, ep. 2 vislumbra 
un modelo de sociedad distinta, se refiere a un tipo de "sociedad pre­
figurada" frente a' la scciEidad actual que rechaza valorativamente (2C) 
El citado artículo acoge, pues, la fórmula del Estado social. 
Ahora bien, este último punto debe ser matizado, Y la matización pue­
de extraerse del propio precepto. Por Estado social se ha entendido 
a veces el llamado Estado del Bienestar, en el que los poderes públi­
cos actúan según una óptica asistencial y¡,¡ en cierto sentido paterna­
lista, frente a la sociedad que se sitúa frente a los mismos. Es decir 
el Estado del Bienestar supone un cambio en el contenido do la acción 
del poder político con relación al Estado de Derecho liberal, pero no 
implica la superación de la consideración estructural -organizativa- 
del Estado como radicalmente separado de la sociedad. El art. 3, ap. 2 
añade algo más a las características del poder político en la sociedad 
prefigurada. Este algo más es precisamente la conexión entre Estado - 
y sociedad a través de la participación. El concepto de participación 
del art. 3, ap. 2 significa, pues, también el rechazo del Estado del 
Bienestar y la prefiguración de una sociedad igualitaria no en senti­
do pasivo o receptor de prestaciones, sino activo y participante en 
la gestión de la cosa pública. De esta forma el Estado social en la 
Constitución italiana se llena de un contenido estructural de carácter 
democrático, Podríamos hablar en esto sentido de un Estado democrático
(l9) Sobre el finalismo del Estada, ver F. BENVEDUTI, L'ardinamento 
repubblicano, cit. p, 46.
(2ü) La expresión es de PñEDIEñl, "Significato dolía norma costituzio- 
nale sulla tutela del paesaggio", en St idi per il XX anniversario dell* 
Assembloa costituente, cit., Vol. II, p. 399 : " l'art. 3, (ijüj 23 com- 
ma della Gostituzione prende in considerazione tíue modelli di strut- 
tura socioeconómica, l'uno per rifiutarlo, 15.1 tro per istaurarlo",
de Derecho o de un Estado social y democrático de Derecho (2l), por 
usar la expresión de la nueva Constitución española. Esta conclusión 
parece clara a pesar de las incorrecciones formales del artículo ci­
tado. Entre ellas na es la menor el que se establezca como obligación 
de la República la simple remoción de los obstáculos de orden económi­
co y social con la finalidad de lograr la participación en la organi­
zación política, económica y social. Da la impresión de que la parti­
cipación se configure como una simple finalidad remata, como el resul­
tado de la remoción de las desigualdades. De esta manera, el concepto 
de participación Be difumina y pierde la nitidez que, corno fundamento 
del poder político y, en consecuencia, corno atributo esencial de la 
con'figuración estructural y de la actividad del mismo, poseía en el 
texto del proyecto constitucional. En efecto debe constatarse, como 
seríala, ¡-raneo LEVI, (22), que no es la remoción de las desigualdades 
la que permite la participación política y social de los ciudadanos, 
sino precisamente una efectiva participación de éstos la que puede - 
producir la igualdad sustancial.
Si en el art. 3, ap. 2 la participación aparece como finalidad 
de la acción de los poderes públicos, su consideración como instru­
mento de dicha acción y característica de la organización política 
deriva de la lógica social y, normativamente, de un estudio sistemó - 
tico de los principios constitucionales. La lógica social e histórica 
señala cómo remoción de las desigualdades y participación política no 
son causa y efecto respectivamente. En todo caso, son causa y efecto 
recíprocamente y van unidas dialécticamente en el desarrollo histórico. 
La Constitución italiana vislumbra una tendencialidad de ese desarrollo, 
un camino hacia una meta, más que una meta en si misma. La participación
(21j Cobre estas expresiones ver Elias DIAZ, Estado de Derecho y Socie­
dad democrática, Madrid, 1.97G.
(22J " Partecipazione e organizzazione ", cit. , p.1.625 y ss.
no puede, pues, considerarse como un valor absoluto y estático, sino 
que está dotada de una relatividad histórica. En este sentido debe - 
entenderse que el art. 3 ap. 2 prescribe la consecución de una progre- 
sivldad participativa estrechamente vinculada a una progresividad — 
igualitaria. Otros principios del mismo texto fundamental dari pie a 
esta interpretación al establecer las bases de la organización de los 
poderes públicos. Pero antes de pasar a su estudio es necesario acla­
rar otros aspectos de la dicción literal del art. 3 ap.2.
Este artículo hace dos referencias subjetivas. El sujeto activo 
obligado a la remoción de las desigualdades es la República. La Re­
pública no es solo el Estado—aparato o una de las instituciones que 
forman parte del mismo. Es todo el conjunto institucional que existe 
dentro del ámbito del Estado-comtíinidad, es decir, el conjunto de los 
poderes públicos del ordenamiento jurídico italiano derivado de la 
Constitución. A todos ellos obliga la norma, en la estera de sus res­
pectivas competencias.
Igual puede decirse del contenido del termino “organización po­
lítica,. . del país“ , en la cual debe establecerse la participación.
No sólo se trata de la organización del Estado, sino de todos los po­
deres públicos o del complejo institucional que encuentra la justifi­
cación última jurídica de existencia y de su acción en la propia Cons­
titución (23}.
En cuanto al término "trabajadore" al que hace referencia la 
participación, la mayoría de la doctrina italiana coincide en la - 
exclusión de un significado clasista del mismo. Trabajador y trabajo ' 
vienen usados en la Constitución italiana con un significado amplísimo, 
comprensivo de toda actividad humana productiva (24}. Por tanto, ni
(23} Véase C eLAVAGNA, Casi per uno studio delle figure giuridiche seq- 
gettive contenute nslla costituzione italiana,Padova, 1.953, pp.65-66. 
(24} Ver LAVAGNA, op. cit,, p.42., en general, y sobre todo GIANNINI,
" Rilevanza costituzionale del lavoro", en Riv. Giur. Lav., 1.949, pp.
3 y ss. Más en concreto, respecto al art. 1 de la Const., MORTATI en
la participación se limita a una determinada categoría de ciudadanos, 
sino quo se extiende a todos ellos en cuanto que contribuyen con su 
actividad productiva al bienestar del país, ni el único título jurí­
dico de la participación puede ser la categoría de trabajador.
En cuanto al contenido de esta participación, el citado artícu­
lo no establece ninguna referencia. De ahí que se haya señalado su 
gran flexibilidad (25), normal por lo demás, tratándose de un prin­
cipio constitucional primario de gran abstracción. De todas formas, 
una interpretación sistemática del principio en el conjunto del texto 
constitucional ayuda a perfilar un poco más su significado.
b) La participación y los principios básicos de la Constitución 
italiana.
De lo dicho hasta este momento se deduce que la Constitución 
italiana prefigura un modelo de sociedad igualitaria y participada, 
estableciendo las bases y el método político-jurídico para su reali­
zación progresiva, y que, de acuerdo con elle, considera la acción y 
la organización tíe los poderes públicos como un elemento dinámico y 
finalizado a la transformación de la sociedad.
Si todas estas conclusiones pueden extraerse de un mero análi­
sis liberal del art. 3 ap. 2, se reafirman con mayor nitidez mediante 
el esámen de los primeras artículos del texto constitucional, en los 
que se establecen los modos y métodos de la transformación social pro­
yectada. estos artículos son los cinco primeros e informan todas las 
oemas prescripciones del propio textG. Juegan, pues, ante todo, el 
papel do principios básicos informadores e interpretativos del orde­
namiento general italiano en su conjunto (26).
Qomorroqrio della Costituzione, Principi fondamentali, cit., pp. 13-15 
y Ct._n ì Giacila al art. 3 ap. P # L. ZAPPE f TI, “Il nuovo concetto di 
democrazia parcecipativa", cn Studi per il XX anniversario... cit., o. 
520. " -------------
(25) OHITI, Partecipazione popolare... cit., p. 123
De ellos, los tres primeros señalan el fundamenta de la vida ju­
rídica de la comunidad italiana, las características del conjunto de 
relaciones jurídicas que se producen en el seno de esta comunidad (27). 
El cuarto recalca el carácter social del ordenamiento. El quinta se - 
refiere específicamente o la organización de las poderes públicos. To­
dos estas principios deben ser interpretados de manera unitaria y ar­
mónica, pues cada uno es complemento de los demás. Ahora se deberán 
examinar los aspectos que más interesan desde el punto de vista de la 
participación.
e') Principio democrático y participación. La Constitución ita­
liana se abre con la siguiente afirmación: "Italia es una República 
democrática fundada en el trabajo" (art.l, ap.l). Este enunciado ex­
presa ante todo el principio democrático como base del ordenamiento 
italiano. El problema, sin embargo, consiste en determinar cuál es el 
contenido de la democracia, es decir, a c;uú democracia se refiere el 
precepto. La pluralidad de interpretaciones históricas del término y 
la generalización de su use ideológico han producido uri vacío del -
(26) MORTATI, Istituzioni....cit.. I, p.149 y ss., segùn el cual es- 
tos principios " dovevano porsi quali pietre angolari di tutta la 
costituzione dello stato, ed agire come idee-forze capaci di racco­
gliere in torno a loro, in armonica e coerente unità, tutta la sua 
succesiva azione".
(27) " I primi tre articoli della nostra costituzione - sedala BASSO, 
en " Per uno sviluppo democratico nell'ordinamento costituzionale 
italiano1', en Studi per il XX anniversario ..., cit., p. 18 - che 
riconoscono succesivamente il principio della sovranità e quindi i 
diritti de partecipazione (art. l), la sfere, inviolabile che si es­
prime nei diritti di libertà (art. 2) e il principio d'eguaglianza
e quindi, i diritti di partecipazione paritaria dei cittadini (art.
3), possono essere considerati i tre pilastri fondamentali della 
costituzione: potremo anche dire delle supernorme a cui tutto il con­
tenuto della costituzione deve essere coordinato e subordinato".
contenido del mismo, que es necesario tratar de suplir de alguna ma­
nera en este caso conteto (como en cualquier otro), so pena de trans­
formar el dictado constitucional en una mera declaración retórica (28),
Históricamente la introducción del adjetivo "democrático" en el 
art, 1 tiene una significación prevalentemente negativa. Supone un re­
chazo del anterior ordenamiento fascista y en o;ste sentido es un punto 
dc¡ encuentro entre las diversas ideologías y fuerzas sociales presen­
tes en la Asamblea constituyente así como un reflejo del clima social 
imperante. ijero, mas allá de este rechazo unánime, no puede extraerse 
del propio concepto una consecuencia precisa, dada la equiuociriad del 
mismo y la diversidad de posición política de los constituyentes. Si 
so quiere orol unoizar algo más en el contenido del túrminc democráti­
co en xa Consbii^ución italiana es necesario ponerlo en relación con 
el conjunto del texto constitucional.
Rúes bien,nG cabe duda que una de las adjetivaciones de la de­
mocracia establecidas en dicho texto es precisamente la que deriva 
del art. 3 S ap. Se trota de una democracia que, si bien no funda­
da en la participación, como señalaba el art. 1 del proyecto no apro­
bado, so extiende hacia la participación, se consolida y se completa 
mediante la organización de le participación de los ciudadanos en la 
cosa publica. La participación es, pues, un calificativo de la demo­
cracia en el esquema constitucional italiano (29). i
i cr xo demás, debe notarse que es común a los principios consti­
tucionales modernos su utilización pluricomprensiva y justificativa.
El peligro de esta práctica, inevitable sin duda, aunque si limitable, 
es reducir tales principios a instrumentos de la demagogia.
(29) Sin embargo, no puede decirse que, por si sola, la participación 
sea üi adjetivo de la democracia que prescribe el art. 1, como opina 
GHl!l’ íl^.ccipnzione Pop_qlare.., cit. , pp. 131-134, aplicando, en con­
secuencia, a la República italiana el rSlificativo de "democracia par- 
ticipativa". Esta mención no es tampoco completa o mínimamente sufi-
La referencia al trabajo que se contiene en este art. 1 cp. 1, 
probablemente inspirada en la Constitución de la República española, 
ha dedo lugar a un gran número de polémicas. Descartada por la gene­
ralidad de la doctrina toda significación clasista, parece que debe 
darse a la misma un contenido negativo, en cuanto que supone ej re­
chazo de privilegies jurídicas de las clases poseedoras, y un con­
tenido positivo en cuanto que indica la necesaria tentíencialidud — 
social de la acción de los poderes públicos. De todas formas la va­
guedad de su contenido y su carácter retórico parecen mayores que - 
los de otros formulaciones constitucionales (30;.
b') soberanía popular y participación. El ap. 2 del art. 1 de 
la Constitución italiana dice así: "La soberanía pertenece al pueblo 
que la ejerce en las formas y en los límites de la Constitución". La 
soberanía popular es hoy un principio tan generalizado cono inoperan­
te, puesto que las limitaciones orgánicas constitucionales a les for­
mas de expresión de la voluntad popular son en la práctica las que - 
determinan o definen el contenida del propio concepto. Sin embargo, 
son precisamente los esquemas organizativos los que deben interpre­
tarse a la luz del principio de la soberanía popular y no a la inver­
sa, por el carácter informador de éste.
Las conscituciones liberales sancionaban la soberanía nacional 
o la soberanía del Estado, según los modelos francés y alemán respec­
tivamente, en érmonia con el postulado de la separación entre Estado
ciente, por el simple hecho de que también el concepto de participa­
ción carece de un contenido preciso. No basta, pues, unir solamente 
los conceptos de democracia y participación sino que es necesario - 
utilizar los demás elementos contenidos en los principios fundamenta­
les de la Constitución para tratar de extraer de todos ellos la defi­
nición (los contornos] más precisa posible de la República.
(30) Asi, GIANNINI, "Rilevanza costituzionale del lavoro", cit. Véase 
también la bibliografía citada en la nota 24. Una interpretación grams 
cieña del término"trabajo" en la Constitución en CHITI, Partecinazione
y sociedad y de la independencia teórica de aquél (3l). La fórmula de 
la soberanía popular, introducida por las constituciones democráticas
tíe nuestro siglo fue interpretada en diversas formas reductivas de su 
contenido. A veces se afirmaba pura y simplemente la identidad entre 
soberanía popular y soberanía estatal [32], Otras veces, se reducía 
el significado de la soberanía popular al ejercicio del derecho de su­
fragio, identificando al pueblo con el cuerpo electoral (33). £1 al­
cance jurídico del principio ha estado siempre limitado par la nega­
ción de una subjetividad a sustantividsd propia al puebla. Esta nega­
ción deriva de la lógica intrínseca de un sistema jurídico basado en 
un método xusprivatista y sustentado siempre sobre el pilar de la per­
sonalidad jurídica.
El problema puede empezar a enfocarse de manera distinta en cuan­
to que se reconoce la subjetividad del pueblo y se le diferencia de la
persona jurídi.ca-Estado, El pueblo en la teoría constitucional italia­
na se considera corno una figura subjetiva autónoma, distinta de cada 
ciudadano y de la organización de los poderes públicos (34). El pueblo 
es una colectividad o-'comunidad, es decir un grupo de individuos a -
popolare.., cit., p. 134.
\_31j aobre el tema, ver en generai G, AMATO, “La sovranità popolare — 
nell'ordinamento italiana“ , en Riv. trim. dir, ptib. , 1.962, pp.74-103.
(32) Asi, V. E. ORLANDO, para quien " il miglior modo di intendere, nel 
loro significato moderno, le espressioni di popolo e di nazione consis­
te in considerarle equivalenti, in sostanza, alla parola stato“ , cita— 
do por AMATO, op. ult. cit., p. 77.
(33) Por ejempio, P. VIRGA, Diritto costituzionale, Palermo, 1.952,p. 19 
134) AMAfC, op. ult. cit., p. 91 yss.
cuya existencia la norma vincula una serie de consecuencias jurídicas 
(35j. El pueblo ese grupo de individuas que componen la comunidad es­
tatal, En su seno comoprende toda una serie de colectividades más res­
tringidas, Lo que ocurre es que el pueblo no tiene personalidad jurí­
dica, no es centro de imputación de relaciones jurídicas formalizadas
(35), La soberanía es, en origen, la posición del máximo depositario 
de la autoridad y por ello mismo detentador del poder supremo. En tér­
minos modernos se traduce por el concepto de originariedad del ordena- 
miento (37). Esta posición corresponde al pueblo o comunidad estatal 
en su conjunto. Sus formas de expresión se establecen y delimitan en 
la Constitución. Esta señala cuándo y cómo el pueblo expresa la so­
beranía, bien en su conjunto, como Estado-comunidad, bien dividido 
en la pluralidad de colectividades que componen aquélla.
En definitiva, no puede confundirse la soberanía, que pertenece 
al pueblo, según el dictado constitucional (36]# con el ejercicio de 
la misma. Este ejercicio es el que regula la Constitución. El hecho
(35) Sobre la definición de colectividad, ver LAVAGNA, Basi per uno 
studio.^. cit-, pp. 50 y ss.
(36) AMATO, op. ult. cit., p.91 y ss. Subjetividad jurídica no equi­
vale pues a personalidad jurídica. Según AMATE: "Laddove una situazio­
ne giuridica o un insieme di situazioni giuridiche appaiono irriduci - 
bilmente attribuite ad un complesso di persone fisiche, unitariamente 
intesa, ivi potrà ritenersi insorto un nuovo soggetto, distinto dai 
singoli consociati. Ed esso, si badi, non sarà necessariamente una 
persona giuridica, poiché la costituzione di questa è subordinata al 
compimento di particolari adempimenti, che l'ordinamento giuridico 
richiede in relazione - ci sembra - alle più ampie capacità che le 
viene riconosciuta" (p. 92). Después añade en nota a pie de pàgine 
que "mentre la persona giuridica, in via normale e generale, ha una 
potenzialità giuridica che permette per essa di parlare di capacità 
giuridica, il sogetto sprcvisto di personalità ha una sfora giuridica 
che si esaurisce nel limitato numero da situazioni giuridiche in vir­
tù delle quali se ne è scorta l'esistenza".
(37) BENVENUTI, L'ordinamento repubblicano, cit, p. 24
(3QJ Nótese que el proyecto de Constitución fue modificado, sustituyén­
dose la palabra emana del pueblo por pertenece al pueblo.
de c¡ue en determinados supuestos, típicamente en el Derecho interna­
cional, la soberanía se atribuya al Estado-ente no quiere decir sxno 
que a éste, cono personalidad jurídica, se le imputan las relaciones 
jurídicas derivadas de la soberanía (39). Pero la titularidad de ésta 
corresponde al pueblo. De ello deriva el carácter jurídicamente ins­
trumental del Estado-persona, así como de las demás organizaciones y 
sujetos públicos.
Sin embargo, toda esta teorización quedaría en un discurso retó­
rico -y de hecho en gran parte es así- si no se estableciesen fórmulas 
o principias concretos de actuación de la soberanía. De ahí que haya 
de atenderse fundamentalmente a éstas.
La soberanía se ejerce principalmente a través del derecho de 
sufragio. En tal caso el pueblo se concreta en una colectividad más 
restringida, cual es el cuerpo electoral. El cuerpo electoral, a su 
vez,se manifiesta en formas diversas, como colegio único electoral 
nacional en el caso del referendum, como colegios particulares en su 
conjunto para la elección de las Cámaras, como colegios particulares 
autónomos para las elecciones locales e incluso en otros colegios es­
pecíficos y restringidos (40).
La soberanía se manifiesta también mediante el llamado derecho 
de resistencia, es decir, a través de la formación espontánea de gru­
pos sociales que asumen poderes de decisión política en lugar de los 
órganos que serían competentes y que los descuidan □ ejercitan inde­
bidamente (4l). La soberanía se ejerce también mediante la actuación 
de las autonomías individuales y colectivas y con el instrumento de 
las formaciones sociales voluntarias, tales como partidos y sindica­
tos, asociaciones de hecho en el ordenamiento italiano.
(39) BENVENUTI, L%ordinamento repubblicano, cit., p. 25.
(40) LAVAGN , tiasr pe r uno studio., » cit• | p • OO
(41) MORTATI, en Comentario della Costituzione..., cit., p. 32.
riV,
De cualquiei forma, lo que si es claro es que el ejercicio de 
la soberanía pasa a través del crisol de las instituciones públicas..
Ello nc es incompatible en esencia con la titularidad popular de la 
misma, pues el3,o implica no 'que el pueblo sea el operador principal 
del poder político sino mas bien quien propulse y controle el ejer­
cicio del poder (42). Sin embargo, la sinceridad de la Carta consti­
tucional italiana, en el sentido expuesto, viene a afirmar la insu- 
iicience intervención de los ciudadanos en la gestión del podei po­
lítica y, en consecuencia, preved y preordena la progresiva expan­
sión de la porcicipacion popular. Participación y soberanía popular 
van, pues, inescindiblemence unidas en el texto constitucional ita— 
liana. La primera deriva inmediatamente de la segunda, en virtud de 
lo. toma Gii consideración de la realidad social y política contempo­
ránea. La soberanía no puede ejercerse únicamente a través de la - 
función electoral y agotarse en la formación del Parlamento y da los 
consejos electivos de los entes locales. Hoy en día la manifestación
oe la voluntad popular debe encontrar otras conexiones institucjona­
les que hagan más efectiva la sumisión de los detentadores del poder 
real a la comunidad a la que teóricamente, jurídicamente, sirven,
Desde el punto da vista de las instituciones, la soberanía po­
pular significa la sumisión de todas y cada una de ellos a la volun- 
uan de la comunidad. Cada poder político encuentra su legitimación
última no ya en la subordinación a la máxima autoridad del Estado-per­
sona, sino en su correspondencia con la voluntad popular. La organi­
zación o relación orgánica entre las diversas figuras institucionales 
establecidas por la Constitución no es sino una forma de concrección 
del hilo conductor de la legitimación y en ningún caso un esquema ce­
rrado y dogmático. Por tanto, las previsiones orgánicas constitucio-
(42) AMATO, pp, ult. cit.. p. 93
nales son perfocti les y deben serle en el sentido tendencia! expresa­
do en el art. 3, ap. 2, es decir, aumentando la conexión entre cada - 
parcela del poder institucional y el pueblo soberano en sus diversas 
manifestaciones.
La soberania popular se colorea así de un carácter dinámico, - 
permite una maleabilidad de las relaciones institucionales frente al 
carácter estático del esquema del Estado de Derecho liberal fundado 
en el principio de la división rígida de poderes (43). Puesto que ca­
da poder encuentra su fuente de legitimación separadamente en la so­
beranía popular, no cabe ya prefijar de manera inmutable un sólo ti­
po de expresión institucional de aquélla, ni cabe tampoco contraponer* 
y distinguir en esencia varios poderes. La separación de poderes se 
uransiarma asi en separación de funciones y coordinación entre les 
titulares de las mismas (44). Lo que importa no es tanto el esquema 
formal, aunque sin olvidar lo que puede suponer en cuanto garantía, 
cerro la rúente ultima del poder político y sus formas de expresión.
Así, se ha llegado a afirmar que Parlamento y Gobierno no deben 
considerarse corno poderes distintos, sino como autónomas esferas de 
competencia y de funciones, y que el llamado poder ejecutivo halla en 
si mismo y en su propia base democrática la fuente de su legitimación
La concepción de la soberanía popular es u quella di un potare 
che si riconosce sovrane in quanta cresce con le forze vive della so- 
Cx^uà, assume le dimensioni stesse delle sue esperienze positivep si 
consolida rendendo stabili le conquiste utili al progresso sociale! 
una sovranità dunque che ha una sua fonte perenne nelle spinte che 
vivif icona la costituzione materiale e ricevono leggittimazione In
quella formale. Una sovranità che, come suole dirsi, si edifica 
dal basso e trova nelle istituzioni e nella organizzazione dei pub­
blici poderi non strumenti consacrati, bensì mezzi resi idonei da 
uno sforzo convergente e da una esperienza umana a realizzare fini 
di trasformazione della società", TUCCARI, Partecipazione popolare 
e ordinamento regionale, cit., pp. 59-6D.
(44) TRIRARCHI, Funzione consultiva ..., cit., p. 69.
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y no en una delegación de peder por parte del Parlamento (45]. Esta 
afirmación debe entenderse en el sentido de que el Gobierno y todo 
el bloque administrativo no pueden ya considerarse como un conjunto 
hermético y jerarquizado, sometido al Parlamento. El principio de la 
soberanía popular requiere hoy en día una Administración abierta y par­
ticipada (4fí)f cuya piedra angular bien puede ser una pluralidad de 
asambleas electivas, más en contacto con el pueblo que la burocracia 
jerarquizada (47].
c"] Libertades públicas y participación. El art. 2 de la Cons­
titución italiana establece la siguiente: “La República reconoce y 
garantiza loo derechos inviolables del hombre, sea como individuo 
sea en las formaciones sociales en las que se desarrolla su perso­
nalidad y exige el cumplimiento de deberes inderogables de solida­
ridad política, económica y social". En este artículo la Constitu­
ción aborda con carácter general el problema de las libertades pú­
blicas, que después desarrollará en la Parte I.
También este precepto y ios que componen dicha Parte del texto 
constitucional deben interpretarse no aisladamente, sino en relación 
con ios demás principios fundamentales y, por tanto, desde la óptica 
del Estado democrático y social.
Ello implica superar el carácter meramente negativo o defensi­
vo que las libertades públicas o los derechos públicos subjetivas 
tienen en el marco del Estado de Derecho liberal. Desde el esquema 
centralizador de esta concepción, las libertades se observan de ma­
nera estática, como derechos individuales exigidles frente al Estado
(45] TñlMARCHI, op, cit., p. 70.
(46j BARONE, L*intervento del privato,f., cit., p. 9.
(47] TUGOARI, Il controllo del Parigine to sull'attività economica pub­
blica, cit., p. 46.
y cuyu contenido en el respeto de un margen o esfera de autodetermi­
nación personal. 8c exige del Estado una no ingerencia, una absten­
ción y esta exigencia puede hacerse valer ante el juez. Tal construc­
ción responde a la teorización del Estado gendarme o neutral, creador 
y aplicador del Derecho y separado de la sociedad.
La crisis riel derecho público subjetivo se conecta can la del 
Estado y la sociedad liberal. Las libertades públicas individuales 
se reducen en su alcance a medida que el monopolismo de la vida eco­
nómica y la ingerencia del Estado en las relaciones económicas y so­
ciales aumenta, hasta convertirse en elemento esencial de la estruc­
tura social (4ü). Este intervencionismo estatal conlleva una limita­
ción del espacio vital dominado (FORSTHGFF). Las libertades del ciu­
dadano no pueden ya configurarse o configurarse fundamentalmente des­
de el punto de vista privatístico riel derecho subjetivo. Es preciso 
pasar a una consideración institucional de las libertades.
El nrt, 2 de la Constitución italiana debe interpretarse c n 
esta clave. Ello deriva de su necesaria armonización con el princi­
pio democrático, la soberanía popular y el principio de participa­
ción. La consagración constitucional de la titularidad popular c¡e la 
soberanía implica una mutación en el eje teórico-jurídico de las re­
laciones institucionales. El centro de la legitimación del poder y 
de la vida jurídico—pública no es ya el Estado, sino el pueblo. En 
este sentido la libertad no es sino una de las expresiones de la so­
beranía popular. Les derechos de libertad sen una de las facetas de 
la misma y suponen la garantía de la participación del individuo en 
la vida política de la comunidad (49). A su vez es la participación
(46) BARBERA, en el "Comentario del art. 2...", cit., señala cómo los 
derechos públicos subjetivos son hoy "frágiles escudos defensivos" - 
frente a la concentración del capital y a la prepotencia estatal.
(49) Ver BAÍLELE, Le liberta relia costituzione, cit., p. 18.
en la vida político, y, en consecuencia, la reforma democrática de la 
organización de los poderes públicos lo que constituye hoy en día la 
mayor garantía del ciudadano (50j. Soberanía popular, libertades pú­
blicas y participación se integran de esta manera corno elementos fun­
damentales de un Estado democrático y social, lo cual supone la nega­
ción teórica de la dicotomia Estado—sociedad y, por el contrario, la 
afirmación de la instrumentalidad del Estado-aparato respecto del - 
cuerpo social o Estado-comunidad.(51)
Ahora bien, el problema radica en el reconocimiento de estos 
derechos y en su estructuración tècnica.
En cuanto a su reconocimiento, se ha señalado cómo el carácter 
dinámico del principio de la soberanía popular y de los derechos del 
hombre entendióos como libertades institucionales son incompatibles 
con una fijación rígida y taxativa de un cuadro de derechos y liber­
tades (Szj. Por ello, el contenido del art. 2 supera al de sus espe­
dí' icaciones concretas contenidas en la Parte I. Es una claúsula abier­
ta, destinada a recibir los avances concretos que en el tema de las 
libertades publicas emanen de la evolución de la constitución material 
(53j. cocos avances o conquistas democráticas son los que se producen 
precisamenoe en la vía tendencial de la igualdad y la participación
(5ü) £. CASETTA, "Diritti pubblici soggettivi" en Enciclopedia del 
diritto, XAI1, 751 y ss.
(51) Señala BASSO cómo en los derechos llamados de participación, "il 
c i utadino non considera lo stato come un altro—da—se che deve rispet­
tare la sua sfera personale, ma al contrario si identifica con lo 
stato, con la res pubblica di cui ó momento essenziale: non è più cioù 
un Tticgulus ma un civis. Lo Stato, lo Stato—comunità non è che l'insie­
me eoi cittadini organizzati attraverso il comune concorso, la comune 
partecipazione alla formazione della vo"onta collettiva e alla ges­
tione del potere collettivo'1, en "Per u io sviluppo democratico..." cit,
(52) BARBERA, " Comentario ai art. 2...",oit., pp. 64 y ss.
(53) BARBERA, op. ult. cit., p. 65 y ss,, y MORTATI, Istituzioni 
cit., II, p. 1.C38.
• • *
4 S 8
establecida por el art. 3, ap. 2. Las prescripciones concretas de la 
Parte I de la Constitución juegan en todo caso como contenido mínimo 
e infranqueable del principio ce libertad del art. 2 en el caso de 
una involución autoritaria, es decir, en el sentido opuesta al pre-
i
figurado.
La visión institucional de las libertades no supone,pues, la 
abolición de la garantía formal del derecho público subjetivo, sino 
que supera el formalismo de esta garantía, mediante la integración de 
estos derechos con otros cauces de expresión, colectivos y orgánicos, 
de la voluntad papular. Ello implica establecer una distinción en la 
configuración técnica del cuadro de las libertades publicas. En cier­
tos casos, cada vez menos frecuentes, algunos derechos serón garanti­
zados de manera rígida y estática, según el antiguo modelo liberal.
Otros derechos reconocidos aseguran al individuo un interés legítimo 
o 18derecho subjetivo debilitado8' en cuanto que sujetos a los límites 
que el legislador, parlamentario o administrativo, establezca en aten­
ción a un interés público concreta, es decir, en base a ciertas nece­
sidades colectivas públicamente tuteladas. Por último, algunas liber­
tades se protegen mediante lo determinación de una directriz (indirizzo) 
que obliga al legislador y a los demás agentes jurídicos (54).
En cuanta n su contenido, ciertos derechas implican la no inge­
rencia del poder público en la esfera personal del ciudadano. Otros, 
los llamados derechos sociales suponen el reconocimiento de un status 
específico que da derecho a la recepción de ciertas prestaciones. Los 
derechos de participación suponen también la atribución de un status 
y una facultad derivada de concurrir en las modos y formas prescritos 
por la ley a la determinación de las decisiones públicas. Además de­
rechos sociales y derechos de particip ción juegan de manera especial
(S4j BARILE, Le libertà nella costituzione, cit,, p.19.
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como principios de le acción de los poderes públicos e imponen víncu­
los al legislador y al administrador controlables por el juez (consti­
tucional o administrativo). Estos vínculos son sin duda flexibles, - 
pero en cualquier caso suponen un control de la no arbitrariedad tíe 
las disposiciones generales (55), así como de su ajustamiento a la 
progresividad igualitaria y participativa establecida por la Cons­
titución.
Todo ello tiene como consecuencia, ciertamente la pórdida de 
los grandes principios operativos del Derecho liberal: la certeza, 
la seguridad, la irretroactividad del Derecho. En su lugar aparecen 
las categorías mas flexibles de la coherencia, la no arbitrariedad, 
la tendencialidad. Esta es, sin embarga, la forma de abordar jurídi­
camente la realidad de un mundo en evolución continua. Así como to­
da la materia de las libertades públicas pierde progresivamente el . 
carácter intrínsecamente jurídico y lógico para colorearse de un tin­
te institucional y organizativo, más estrictamente político,
tí') Pluralismo democrático y participación. El mismo art. 2 de 
la Constitución hace referencia a las formaciones sociales en las 
que el hombre desarrolla su personalidad. Este artículo introduce 
asimismo el principio pluralista en el ordenamiento italiano (56).
Con ello se supera la óptica individualista del Estado de Derecho 
liberal, y se abre la posibilidad de una consideración jurídica de 
la persona humana no sólo corno individuo y como ciudadano in genere , 
sino en la multiplicidad de facetas de la vida social (57).
Por formaciones sociales debe entenderse no sólo los grupos 
caracterizados por la voluntariedad y contractualidad de su creación 
y existencia, sino todo grupo o centro de agregación, mediación, ac-
(55) BARBERA, op. ult. cit. p. 70 y ss.
(56) CORTATI, Istituzioni,.. cit., I, p. 157.
(57) BARBERA, op . ult. cit. p. ICO.
tuación y defensa, de referencia de intereses, ya sea público o pri­
vado (58). Per tanto pueden considerarse formaciones sociales los gru­
pos privados con y sin personalidad jurídica, así como las figuras a- 
suojetivas c centros de referencia de intereses públicos.
El pluralismo reconocido por el art. 2 debe integrarse con los 
temas principios constitucionales. De’ ello deriva cue se trata de un 
pluralismo democrático. Las formaciones sociales encuentran su origen 
y legitimación jurídica última en la soberania popular, que se mani­
fiesta también en la libertad de crear agregados scciales para el - 
desarrollo de la personalidad del hombre (59). Por otra parte, la con- 
iiguroción de las formaciones sociales en el marco del Estada social 
finalizado es distinta a la que pudieran tener desde una perspectiva 
liberal, como simples contrapoderes. Quiere decirse que la función de 
ras Formaciones sociales nc es meramente negativa o de garantía del 
respeco a la posición jurídica y social del individuo, sino que esa 
caracterización debe integrarse en una visión de las mismas como coad­
yuvantes o participantes al desarrollo integral de la persona humana, 
lo cual, ciertamente, se realiza mediante la cooperación con los pode­
res públicos y su control mutuo (SCJ. Ello a su voz significa el reco­
nocimiento de que el Estado no detenta el monopolio de los intereses 
sociales o comunitarios,
al art. 2 prescribe el respete de les derechos del hombre en el 
seno de las formaciones sociales, lo que legitima la regulación y el 
control de éstas por parte de los poderes públicos (6l). Pero al mis-
(SeX NIGHO, formazioni sociali..., cit., 
cit., II, p. 1.159.
p. 580 y MORTATI, Istituzioni..
(59} TUCCARI, habla en este sentido de "soberania repartida" para in. 
dicar la no concentración del poder político real y jurídico en las 
.instituciones públicas; Partecipazione popolare,.. cit., p. 65 
\_60j CHTil, Partecipazione popolare.... cit. p. 149 
(61) Ver en este sentido NIGHO, op. ult. cit.'. en general.
mo tiempo, el reconocer jurídicamente tales formaciones, les consi­
dera como sujetos jurídicos y, per tanto, como titulares do derechos 
y obligaciones. El contenido y alcance de éstos dependen de las di- 
ve!sas concrecciones constitucionales y de la regulación legal de ca­
da ¡igura colectiva, bin embargo, puede señalarse un criterio general 
básico informador de su capacidad y facultades respectivas. Este cri­
terio es el as la especialidad de les fines de cada formación sicial. 
Las situaciones jurídicas de que pueden considerarse titulares son 
aquéllas y sélo aquéllas que se revelan necesarias para la consecu­
ción de los i ines particulares o generales que institucionalmente — 
persiguen (62).
Entre otros, las formaciones sociales son también titulares de 
derechos de participación. Es más, la relación entre formaciones so— 
ciaros y participación parece evidente. Puesto que la soberanía popu­
la! se manií testa también en el desarrollo de toda una seria de po­
deres sociales parece necesario reconstruir la unidad de dirección 
poli cica de la sociedad dando entrada a éstos, de alguna manera, en 
la i Gxmulaciun de las Decisiones publicas. Así se desprende del prin­
cipio de participación establecido en el art. 3, ap. 2 en relación 
con este art. 2, r_l pluralismo social debe recomponerse en forma par- 
ticipativa.
Ahora bien, puesto que la participación a que hace referencia 
el citado art. a, ap.2 es una participación finalizada a la consecu­
ción de la igualdad sustancial, el criterio rector de la intervención 
de los grupos sociales en el proceso de formación de las decisiones, 
no puede ser el de la mera composición jurídica de intereses divergen­
tes, sino que en cada caso concreto debe regularse en consonancia con
1^2J P. BARILE, il sogoetto privato neila costituzione italiana, Pado- 
va, 1.953, p. 15.
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las finalidades concretas perseguidas. De ello se deduce la primacía 
participativa de las agrupaciones sociales portadoras de los intereses 
de las categorías subordinadas (63).
Por otra parte, la necesaria defensa de los derechos del indivi­
duo en el seno de las formaciones sociales implica también un control 
de la forma en que se realiza la participación en el interior de tales 
formaciones, habida cuenta de la importancia de las mismas como agen­
tes de la participación y del carácter erga ornes con que deben ser 
tutelados los derechos y libertades del hombre, a tenor del propio 
art, 2.
e') Igualdad jurídica y participación. Según el art. 3, ap. 1 
de la Constitución “todos los ciudadanos tienen igual dignidad social 
y son iguales ante la ley, sin distinción de sexo, de raza, de lengua, 
de religión, de opiniones políticas y de condiciones personales y so­
ciales" , Este precepto recoge el principio de igualdad ante la ley o 
igualdad formal característico del Estado de Derecho' liberal. Sabido 
es que tal principio se afirmó a partir de la Revolución francesa co­
mo rechazo de los privilegios jurídicos del Antiguo Régimen y que su­
pone, en su formulación primaria, una consideración jurídicamente - 
igual e indiferenciada de todo ciudadano.
El principio de igualdad formal puede considerarse como base 
del ordenamiento liberal y se corresponde plenamente con la teoriza­
ción de un Estado neutral, situado por encima de la sociedad y crea­
dor tíe reglas del Derecho abstractas y generales. Aparte de la nc ve­
rificación histórica de este modelo, el paulatino cambio hacia un Es­
tado intervencionista obliga a una reconsideración de la interpreta­
ción de este principio. El Estado produce hoy en dia una abundante 
normativa especial, que afecta en m a n e n  diversa a determinadas cate- 
gorias de ciudadanos; interviene con medidas diferentes a favor o en
(63) TUCÜARI, Partecipazione popolare... cit. pp. 64-65.
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per juicio de dichas categorías; establece par último supuestos de par­
ticipación publica diferenciados. En definitiva, el ordenamiento ha 
dejado de considerar al hombre de manera uniforme, corno individuo o 
como ciudadano, para tenerlo en cuenta como hombre concreto, en las 
situaciones personales y sociales específicas en que se desarrolla su 
personalidad.
Esta evolución histórica ¿significa la superación del principio 
de igualdad formal? 0, dicho con relación al texto constitucional ita­
liano, ¿existe una contradicción insalvable entre los dos apartados 
del art. 3, entre los principios de igualdad formal y de igualdad ma­
terial? Desde luego, una interpretación rígida del art. 3, ap.l impe­
diría la necesaria desigualdad de tratamiento en beneficio de las ca­
tegorías sociales menos favorecidas socialmente, que, por el contrario 
cjr'u" ° ,ap#¿ como requisito para la consecución de la igualdad
sustancial. Por el contrario, la absoluta pérdida de significado de 
la igualdad jurídica significaría abrir la puerta a la arbitrariedad
□el legislador y del agente jurídica en general, reduciendo a la nada 
el mínimo de certeza y de universalidad que aún hoy es indispensable 
Para el funcionamiento del ordenamiento jurídica.
La aparente contradicción se resuelve mediante una interpreta­
ción flexible del principio de igualdad formal, que tenga en cuenta 
su xser-ción en el contexto constitucional y, por tanto, las exigen­
cias del Estado social.
un la doctrina italiana de la postguerra se han formulado, en 
termines generales, des diversas interpretaciones del principio ci- 
oaoo. Para unos autores, la igualdad no se refiere al contenido de - 
la ley, sino a su fuerza vinculante, a su eficacia (64). El principio
(64) 
2a e
bustancialmente esta posición es defendida por E3P0SITQ, "Eguaglicn. 
giustizia nell'art. 3" en La Costituzione italiana, Padova, 1.954,
de igualdad supone no que el contenido de las leyes deba ser igual 
para todos ni que todos deban ser tratados por igual, sino que la ley 
debe tener igual eficacia formal para todos. En este sentido cabe la 
posibilidad de establecer todo tipo de regulaciones personales y es­
peciales, que reconozcan situaciones específicas de ventaja o. desfa­
vor. Ello está implícito en la discreccionalidad del legislador. Lo 
único que impide el principio de igualdad jurídica es que cualquier 
ciudadano está por encima de la ley. Esta interpretaciún supone re­
ducir a puro formalismo el principio de igualdad jurídica. Mejor di­
cho, superada históricamente la excepción rex legibus solutus,conduce 
a la inoperancia total del precepto como principio general del orde­
namiento jurídico.
La segunda interpretación (65'), más aceptable, extiende el al­
cance del principio de igualdad al contenida de la ley y de los demás 
actos y disposiciones jurídicas (66). Lo que se trata de discernir es 
el contenido mismo del principio. Este no implica una absoluta prohi­
bición de la diferenciación de trato a diversas categorías de ciuda­
danos. Ni siquiera conlleva la inconstitucionalidad de toda ley per­
sonal (67}, Lo que si proscribe el principio de igualdad es la dis­
criminación entre las personas □ entre categorías o grupos de las -
pp. 76 y ss. en el mismo sentido, R. FINNOCCHIAHü, Uguaglianza giuri­
dica» e fattore religioso, Milano,'1.958; y también ROSSANO, L*egua­
glianza giuridica nell*ordinamento costituzionale, Napoli, 1.966.
(65} Véase, sobre todo L. PALADIN, Il principio costituzionale d%egua­
glianza, Milano, 1.965 y también MORTATI, Istituzioni..., cit.,II, p.
1.G16 y ss.
(66} El alcance del principio de igualdad jurídica no vincula sólamente 
al legisladcr, sino a todos los oemás agentes jurídicos en el desempeño 
de sus correspondientes funciones y competencias. En este punto, la - 
coincidencia de la doctrina italiana que se ocupa del tema es general 
(67} Asi, Mu, í IATI, op. ult. cit., p. 1.021. Con mayor reticencia, PA- 
LADIN, op. ult» cit., p. 182.
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mismas. Ahora bien, existo descriminación en el caso de que una dife­
renciación no esté basada en motivos objetivos, en una justificación 
racional. En definitiva, a situaciones objetivas diversas puede y de- 
corresponder un tratamiento jurídico dispar; pero es inconstitucional 
toda diversidad de trato que no esté objetivamente justificada en ba­
se a las condiciones personales y sociales de los destinatarios de la 
norma o acto jurídico. Por otra parte, la evaluación do esa diferen­
cia racionalmente apreciable que justifica la distinción en el trata­
miento jurídico corresponde al legislador ( y a  cada operador jurídico 
en el ámbito de sus competencias]. Pero esi:a discreccionalidad del - 
legislador es controlable por el juez, pues en caso contrario se con­
vertiría en pura arbitrariedad. Por 1c demás, se ha especificado que 
la justificación requerida no se satisface con una genérica invoca­
ción al interés público (60}, que el juez debe determinar la exis—  
tencia o no existencia de la justificación, no en el momento en que 
se aprobó la norma riiferenciadora, sino en el momento eri que se in­
terpone recurso en base a la infracción del principia de igualdad - 
(69} y que el control debe extenderse, partiendo do una presunción 
de constitucicnalidad de las leyes, a la determinación de la existen­
cia de la justificación en lo que se refiere al núcleo esencial de 
la nueva norma y no a otras disposiciones de menor importancia, acci­
dentales o casuales (70}.
La jurisprudencia constitucional italiana ha evolucionado desde 
la primera interpretación hasta la adopción patente y consolidada de 
la segunda de las tendencias doctrinales mencionadas (?lj. Sin embargo,
(66} PALADIN, op. ult. cit., pp. 204-205.
(69} PALADIN, op. ult. cit., p,226.
(70} PALADIN, up. ult. cit., p. 230.
(71} Por lo demás, la jurisprudencia de la Corte Constitucional sobre 
el argumento es muy copiosa. Un resumen de la misma, en el sentido in­
dicado en A03SANO, L^eguaglianza giuridica... cit., pp. 330 y ss.
esta posición plantea una serie de problemas. En primer lugar puede 
suponer una limitación do la discreccionalidad bol legislador y una 
transferencia de la misma a la Corte Constitucional. El problema pue­
de ser preocupante en teoría, aunque no lo es tanto en la práctica 
debido a la moderación del juez constitucional italiano.
En segundo lugar, queda por determinar el criterio en base al 
cual discernir cuándo una diferenciación está justificada y cuándo 
el legislador ha incurrido en una arbitrariedad discriminatoria. To­
da referencia a principios iusr.aturalistas o de lógica jurídica in­
trínseca debe rechazarse, puesto que el mismo Derecho positivo nos 
ofrece la respuesta a nivel constitucional. Y ésta proviene de un 
análisis sistemático de los principios constitucionales y del carác­
ter finalizado con c¡ue el art. 3, ap. 2 caracteriza toda la acción 
-y, per supuesto, la normativa- del Estado italiano. [La diferencia­
ción de trato se justifica cuando tenga por fin la superación de los 
obstáculos que impiden la igualdad sustancial y la participación de 
todos los ciudadanos. Este principio de igualdad sustancial y de par­
ticipación es precisamente el que exige un trato diferenciado de fa­
vor para las categorías socialmente subordinadas (72). Sin embargo, 
la Corte Constitucional no ha recogido expresamente esta idea y si­
gue justificando la constitucionalidad de la diferenciación tíe tra­
to por razones sociales en base al carácter flexible y objetivo del 
principio de igualdad formal del art. 3, ap. 1 (73). Con ello igual­
dad jurídica e igualdad sustancial vienen a equipararse (74), lo que 
supone restringir el alcance jurídico del propio precepto del art. 3, 
ap. 2.
(72) En tal sentido, SORTATI, Istituzioni..., II, cit., p„ 1.033.
(73) Sobro esta jurisprudencia, ver U. ROMAGNOLI, ”11 principio - 
d'eguaglianza sostanziale", cit., pp. 171 y ss.
(74) Esta equiparación es justificada doctrinalmente por PALADIN, op. 
ulta cit., pp. 324-325, quien no por casualidad es Magistrado de la 
Corte Constitucional.
Aplicando las anteriores consideraciones al problema de la par­
ticipación, debe concluirse que la atribución de derechos específicos 
de participación a categorías sociales y a grupos organizados diferen­
ciados, no infringe el principio de la igualdad sustancial, siempre 
que la diferenciación esté basada en motivos razonables, atinentes a 
la situación social de dichas categorías y a la necesidad de superar 
los obstáculos de orden político-institucional que impiden la conse­
cución de la igualdad sustancial. En el caso de las formaciones socia­
les, el principio de igualdad jugará mediante la aplicación de una 
igualdad de troto a las que persigan los mismos fines (75}. Siendo 
éste el criterio fundamental, no pueden considerarse anticonstitucio­
nales otras diferenciaciones superpuestas que se funden en criterios 
distintos e igualmente justificables. Así, la limitación de un buen 
número de supuestos participativos a los sindicatos confedérales en 
exclusiva corresponde a una libre elección del legislador, que puede 
justificarse en base al reforzamiento de la solidaridad entre todos 
los trabajadores, derivación del principio general de solidaridad so­
cial que establece el art, 2.
f') Autonomías, descentralización y participación. El art. 5 de 
la Constitución italiana establece que " la República, una e indivi­
sible, reconoce y promueve las autonomías locales; actúa en los ser­
vicias que dependen del Estado la más amplia descentralización admi­
nistrativa; adecúa los principios y los métodos de su legislación a 
las exigencias de la autonomía y de la descentralización". De esta 
manera se consagra el principio fundamental atinente a la organización 
de los poderes públicos.
Este precepto es consecuente con los demás principios fundamen­
tales yo estudiados. Si el modelo de saciedad prefigurada es el Estado
(75} BAHILh, Le libertó nella costituzio.ne, cit., p. 89.
democrática y social caracterizado por la pragresividad igualitaria 
y participativa, la organización do las instituciones públicas no pue­
de dejar de adaptarse a esas características.
Por tanto, no es ya válida la estructura liberal centralizada. 
Esta situación obedece, jurídicamente, a los principios de la sobe­
ranía estatal y a leí rígida unidad del Estado separado de la sociedad. 
El único punto de encuentro, completo y omnicomprensivo, entre socie­
dad e instituciones públicas es, en la teoría iuspublicista liberal, 
el Parlamento. El poder ejecutivo y la Administración forman un sólo 
bloque, jerárquicamente ordenado y sometido a la unidad de dirección 
política estatal. A ello no obsta la existencia de otras personas ju­
rídicas en el ámbito del área administrativa, tales como los entes 
locales e institucionales. Todos ellos están sometidos a la tutela 
estatal. Tampoco es impedimento el hecho de que algunos' de estos en­
tes están dotados del atributo de la representatividad a través de 
la utilización de fámulas electivas. Este último dato carece de tras­
cendencia jurídica frente al principio do la unidad estatal y a su 
pertenencia al bloque de la Administración pública. Su posición jurí­
dica se explica a través del concepto do autarquía, que significa - 
que gozan de una cierta posición de autodeterminación, poro siempre 
en el cumplimiento de fines públicos, que son, por esencia, fines del 
Estado (76]. El reconocimiento de la personalidad jurídica de estos 
entes sirve por un lado para hacerles responsables, centros de imputa­
ción de relaciones jurídicas subjetivas, de todo aquello que realizan
(?6) Según 6. ROMANO, " autarchia ... significa una capacità sui gene­
ris , che deriva della rinuncia dello Stato all'esercizio di una atti­
vità, che pur rientrerebbe nella nature.3 e sua sfera di funzioni, a - 
vantaggio di enti che impersonano e considerano come di proprio inte­
resse l'attività medesima"; "Il Comune" cit., pp. 576 y ss. Ver tam­
bién G.TREVES, "Autarchia, autogoverno, autonomia", en Riv. trim. dir. 
pub., 1957, pp. 227 y ss.
449
en interés del Estado (77) y, por otro, a dar una cierta cobertura 
a la defensa de sus competencias, cobertura que no tienen los órganos 
del Estado puesto que son un todo único con el mismo Estado (78).
Esta visión estatocentrica de la organización pública y subje- 
tivista y metodológicamente iusprivatista de las relaciones institu­
cionales no puede mantenerse coherentemente desdo el momento en que 
se sanciona la soberanía popular y se reconoce el principio del plu­
ralismo democrático. La consecuencia orgánica de estos principios es 
el reconocimiento de una pluralidad de conexiones entre la sociedad, 
pluralmente articulada, y las instituciones públicas. Y ello conduce 
igualmente a un pluralismo institucional. De esta manera el artículo 
5 sirve de puente entre la sociedad y las estructuras públicas (79).
La unidad de la República, entendida aquí como unidad e indivi­
sibilidad suprema del Estado-comunidad (Sü), no obsta al reconocimien­
to y promoción de las autonoías locales, articulado en el Título V 
de la Forte II de la Constitución. Pero el principio del art. 5 va 
aún más allá de las especificaciones del Titula V, Establece además 
un principio general de autonomía y descentralización.
Estos conceptos nc pueden ser entendidos como simple postulado 
técnico, es decir, como prescriptivos tíe una reordenación desconcen­
tradora del funcionamiento del aparato público. Su carácter político 
es evidente si se tiene en cuenta que afectan no sólo a la Adminis­
tración pública, para la que se establecen principios de ordenación 
específicos en el art. 97, sino a todo el conjunto organizativo pú­
blico. Además su significado se revela en atención a los demás prin-
(77; Asi, BENVENUTI, L*ordinamento repubblicano, cit., pp. 58-59, 
para quien “la personalità giuridica à soltanto il mezzo per indivi­
duare il soggetto responsabile delle 02ioni e dei comportamenti pra­
tici, ma un conto è la responsabilità e un conto la titolarità“ .
(78) G. BERTI, en su comentario al art. 5 de la Const., en Comentario 
della Costituzione, cit., p. 281
(79) BERTI, op. ult. cit. p. 277.
(80) BERTI, op. ult, cit., p. 278.
cipios constitucionales. Finalmente, y entre ellos, no puede desvincu­
larse del principio de participación (8l),
Es más, se ha señalado acertadamente cómo la base caracterizan­
te del nuevo proceso de formación do la voluntad democrática según el 
esquema constitucional radica en la vinculación participativa entre 
el pluralismo social y, en concreto, las formaciones sociales, y la 
red de autonomías e instituciones descentralizadas que preved el art.
5 (82).
En resumen, puede decirse que el principio de participación en 
la Constitución italiana se configura corno la. nueva forma de expresión 
de la voluntad popular correspondiente al Estado social finalizado.
Sus presupuestos son: l) la soberanía popular, en virtud de la cual 
toda actividad pública debe corresponder a los intereses populares;
2) el pluralismo social, que implica a su vez la legitimación de la 
acción política tío las formaciones sociales y la pluralidad de for­
mas de expresión de la soberanía; 3) los derechos del hombre conside­
rados en su vertiente positiva y social, no como simples claúsulas 
de protección de la esfera individual, sino como presupuestos de la 
libre concurrencia a la determinación de la gestión de la cosa pú­
blica; 4) la igualdad tíc los ciudadanos ante la ley entendida como 
límite contra discriminaciones injustificadas y como punto de par­
tida para la consecución de la igualdad real; 5) la organización - 
descentralizada y autonomista de los poderes públicos,como requisito 
estructural pera la recepción extendida y diferenciada de la voluntad
C613 Por lo demás el carácter ‘'politico” y no meramente "administra­
tivo“ del termino decentramento del art. 5 aparece claro durante to­
do el proceso de discusión del texto en la Asamblea constituyente.
Ver GARULLO, La costituzione della. Repu .»blica italiana... cit. pp.
421 y ss.
(62) TUGCARI, Pnrtecipazione popolare... cit., p„ 62. Si bien este 
autor parece resumir los supuestos de participación en torno a la 
intervención de las formaciones sociales.
popular.
Consecuencia tíe ello es c¡u8 le. participación en las ■Punciones 
publicas se caracteriza por las siguientes notas en el esquema cons­
titucional italiano: l) es una participación finalizada, encuadrada 
en el marco de un diseño evolutivo y reformador de la sociedad en sen­
tido igualitario, y no una participación agnóstica (83} tendente al 
establecimiento oe una estabilidad social producida por la neutrali­
zación pactada de los diversos intereses sociales; 2} es la meta y 
además el instrumento de reforma efe la sociedad (84}, puesto que su­
pone la forma tía expresión contemporánea de la soberanía popular;3} 
es una participación plural y diferenciada, en cuanto que reconoce— 
dora y actuante de la heterogeneidad de los intereses sociales; 4} 
es una participación concebida como fundamentación general de la ac­
ción de los poderes públicos y, por tanto, que no se limita al mo­
delo de la demacrácia representativa, sino que se extiende al con­
junto ee las estructuras, a su vez descentralizadas y diferenciadas; 
ó} e¿j una participación efectiva puesto que se expresa a través de 
un organigrama politico caracterizado por el autonomismo y la atri­
bución de competencias decisorias a una pluralidad de finuras subje­
tivas públicas.
c} Valor jurídico del principio tíe participación.
Definido en líneas generales el contenido material del princi­
pia de participación, corresponde ahora estudiar su contenido o va­
lor jurídico, es decir, la eficacia jurídica del mismo.
t ,nlg codo es necesario recalcar que el art. 3, ap. 2, como to— 
uao las oisposiciones constitucionales tiene un valor normativo (8Sj.
(83} TUCGARI, op, ult. cit., p. 69.
(84} CHITI, Partecipazione popolare ,,«, cit.,p. 167.
(Co} Una cosciuuzicne come qualsiasi altra legge, ó anzitutto e sempre 
un etuO noi ma g i v o e... perciò le sue disposizioni debbono essere intese
k o  2
Un precepto constitucional no puede nunca considerarse -salvo excep­
ciones contadísimas- como una regla moral sin consecuencia práctica. 
Ello supondría utilizar la Constitución en un sentido puramente ideo­
lógico, como soporte de la demagogia.(86)
Establecida esta premisa, la caracterización que debe darse a 
la norma del art. 3, ap. 2 es la de principio jurídico, lo que resul­
ta evidente tanto por su contenido como por su colocación sistemática. 
Normas-principo son, para CRISAFULLI (87), las normas fundamentales 
de las que derivan lógicamente (y en las que están ya contenidas implí­
citamente) las normas concretas que regulan inmediatamente relaciones 
y situaciones específicas de la vida real. En base a esta definición 
podria hablarse de toda una escala de principios jurídicos jerárqui­
camente ordenados según su grado de abstracción y concrección, prima- 
riedad y secundariedari. Los más generales son los que se denominan - 
principios generales del ordenamiento jurídico (88), Pues bien, el art. 
3, ap. 2 contiene un principio general del ordenamiento italiano (89).
Los principios generales pueden ser de diverso tipo, según con­
tengan criterios de aplicación directa e inmediata en el conjunto del 
ordenamiento o bien prevean una futura orientación del mismo en un de-
dl ¿dejóla (e salvo rarissime eccezioni eventuali, nei casi in cui non 
sia onestamente posibile fare altrimenti) come disposizioni normative: 
enuncianti dunque, vero e proprie norme giuridiche, siano poi queste 
da annoverarsi tra le norme organizzative, tra le norme di scopo ovve­
ro tra quelle disciplinanti rapporti tra soggetti esterni alla perso­
na statale e via dicendo'* : CRISAFULLI, La costituzione e le sue dispo­
sizioni di principio, Milano, 1.952, p. 11.
(86) Este significado os común a los regímenes autoritarios e incluso 
no es extrario en ciertos casos a los democráticos, por la falta de ga­
rantías prácticas necesarias a la actuación de algunos preceptos.
(87) Op. ult, cit. , p. 38.
(SB) CRISAFULLI, op. cit.,p.38.
(89) Ver las citas de MORTATI y BASSO er. las notas 26 y 27.
terminado sentido. En este último caso son principios programáticos, 
o "normas de finalidad“ (Eü). El precepto que comentamos es, sin du­
da, una norma programática, como ya se ha señalado oportunamente.
En cuanto que principio general?: la norma en cuestión tiene un 
carácter informador de todo el ordenamiento jurídico, empezando por 
el propio sistema constitucional y continuando a través de todas sus 
derivaciones. Este principio, como todos los demás, no agota su efi­
cacia informadora con relación a los artículos y principios consti­
tucionales secundarios específicos. Además se extiende a todo el - 
complejo de relaciones institucionales derivado, explícita o implíci- • 
tamcnte, del sistema establecido en la Constitución. Igualmente como 
principio general realiza una función integrativa e interpretativa 
del ordenamiento constitucional y de todo el ordenamiento jurídico.
En cuanto que principio programático es una “norma de finali­
dad“ , que preveé la concrección práctica de su contenido a través de 
una normativa secundaria que, en este caso, supone una reforma insti­
tucional. Su carácter programático significa, en abstracto, la obli­
gación de actuar el principio. El problema consiste en instrumentar 
las técnicas jurídicas adecuadas para garantizar dicha obligación.
Antes que nada debe tenenerse en cuenta que el destinatario de 
la norma es cada uno de los órganos o sujetos c poderes públicos con 
facultad de decisión, en el ámbito de sus respectivas competencias.
El primer obligado es el legislador, habida cuenta del carácter de su­
bordinación de las demás autoridades y agentes jurídicos frente a la 
ley. Pero no solo él (3l), puesto que otras autoridades están dotadas 
de un margen de libertad decisoria o de discrecionalidad. Es decir, 
el principie de la participación obliga al administrador y al juez en
(ec) "Norme di scopo" en la terminología de CHI3AFULLI, op, ult. cit. 
i 51} En contra, CHIcjAFULLI, op. cit., p. 37.
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acuello que de acuerdo con la ley o, en su caso, sin infringir ósta 
puede decidir, übjetivamente el precepto despliega su eficacia sobre 
todo en materia de organización (o de reorganización) de las estruc­
turas públicas y con relación a las normas sobre funcionamiento de ■. 
los institutos públicos.
En cuanto su eficacia, es decir, al contenido o modo de su obli­
gatoriedad, pueden señalarse varias conclusiones. En primer lugar le­
gitima toda reforma organizativa o funcional en sentido participativo 
(siempre que no infrinja otros principios o preceptos del ordenamien­
to). Con relación a las normas contrarias al establecimiento y exten­
sión de la participación de los ciudadanos en la gestión de la cosa 
pública, deben hacerse ciertas distinciones, di se trata de normas 
que establecen un principio contrario al de participación deben con­
siderarse anticonstitucionales, debido al rango constitucional y de 
principio general del art. 3, ap. 2. di se trata de simples norméis de 
aplicación directa que no recogen el principio participativo, se po­
dran declarar anticonstitucionales sólo si precluyesen una futura re­
forma en sentido participativo. En caso contrario no parece que el 
legislador o el órgano decadente esté obligado en un tiempo fijo y en 
una cierta manera a actuar el principio, puesto que éste tiene una na­
turaleza programática y no de inmediatez. Igual puede decirse de las 
normas que instituyen en un sentido limitado o restringido la parti­
cipación de los ciudadanos. Sólo serían inconstitucionales si cerra­
sen la posibilidad de una extensión posterior del principio, supuesto 
que, por lo demás, no parece muy verosímil.
Respecto a las normas que han actuado la participación en al­
guna manera, el carácter programático del principio, asi como la pro- 
gresividad histórica y finalista de su mantenido pueden traducirse 
en una consolidación de las metas parciales alcanzadas, algo asi como
unís congelación sucesiva de los mínimos históricos conquistados. (92)
A través de la fuerza legitimadora y de consolidación progresiva de 
la. normativa que lo recoge puede darse algún significada jurídico al 
principio programático de la participación y a la "revolución, prome­
tida“ que se configura en el texto constitucional. Por otra parte, 
una vuelta atrás,en principio anticonstitucional, podría permitirse 
en base a la concurrencia de circunstancia excepcionales, con carác­
ter provisional y siempre que no precluyese un posterior relanzamien- 
de la dinámica participativa. La Corte Constitucional podría contro­
lar la existencia de tales requisitos.
Lo cierto es, sin embargo, que es difícil, por no decir impo­
sible, imponer jurídicamente un no retorno a situaciones políticas 
de reflujo o simplemente autoritarias. La construcción anterior ro­
za un poco con la teoria jurídica-ficción. En igual sentido, no exis­
te ningún mecanismo jurídico, más allá de las simples (pero a veces 
tan efectivas) recomendaciones de la Corte Constitucional para suplir 
la omisión del legislador, teóricamente anticonstitucional, en la - 
actuación del principio. Por ello la obligación programática sel ar­
ticulo 3, ap. 2 se concreta, en caso de omisión, en una mera situa­
ción de expectativa (93). Este es el límite inabordable de la tècni­
ca jurídica constitucionalista. Las soluciones son, en este caso más
(92) Ln tal sentido, BALLADÜRE— PALLlcRI, La nuova costituzione italia­
na, Milano, 1.943, pp. 69-70: “ ...quando una norma costituzionale ri­
conosce ai lavoratori il diritto di partecipare alla gestione dell'im­
presa o quando prevede la costituzione di organi ed istituti per l'as­
sistenza sociale, ne deriva come conseguenza che, se esistono già leg­
gi in tale materia a se ne vengono emanate succesivamente, queste leg­
gi non potranno in seguito venire abrogate o modificate in modo pre­
giudizievole al conseguimento di questa finalità. La legge che pura- 
mcntoe semplicemente sopprimese la partocipazione dei lavoratori alla 
gestione dell'impresa o gli esistenti istituti di assistenza sociale, 
sarebbe anticostituzionale". En el mismo sentido BARILE, Il soggetto 
privato...t cit., p.179.
(93) BALLADÜRE— PALLIBRI, oc. cit. , p. 136.
f, r;
“I  il'
que nunca, puramente políticas, aunque puedan estar amparadas por el 
Derecho, como sucede, per ejemplo, con el derecho de resistenci, de­
rivación te la soberanía popular en el sentido señalado por Ú'ORTATI 
y que ya se expuso (94). La actuación del principio de participación 
depende pues, sobre todo, de los avatares de la ludia política, so­
bre ios que la mera lógica jurídica posee hoy escasa influencia. Un 
autor tan poco sospechoso como SALLADGRE-PALLERI ha podido decir al 
respecto: "Se debería concluir que si prevalecieren en el poder en 
Italia las tuerzas de izquierda, las cuales concentraren todo su es­
fuerzo en la actuación de este programa, la Constitución recibirá 
plena actuación en todos sus puntos. Si, por el contrario, prevale­
cieren otras fuerzas no interesadas en tales reformas o sencilla­
mente interesadas en lo contrario, no existe medio alguno de obli­
garlas a actuar esta parte de la Constitución, que permanecerá - como 
letra muerta" (95).
A conclusiones semejantes puede llegarse si se observa el pro­
blema desde el án ulo de las situaciones jurídicas creadas por la 
norma. En caso de actuación del principia de participación se pro­
ducen situaciones jurídicas concretas de ventaja en favor de deter­
minados sujetos. Además, la discreccionalidad del legislador o del 
poder normativo actuante se ve reducida por las características del 
contenido del principia de participación, que juegan como límites, 
judicialmente sancionobles, del ejercicio de las potestades públicas.
(94J En esta misma linea se expresa L. BASSG: "Quando i lavoratori ita­
liani hanno fatto uno sciopero generale in tutto il paese per ottene­
re delle roforme legislative atte ad assicurare a tutti una casa decen­
te e ai buon mercato, io ho potuto sostenere che essi, con la loro for­
za e la loro lotta, riscrivevanno nelle realtà quegli articoli della 
costituzione, che noi all'indomani del" a guerra, avevamo scritto sol­
tanto su un labile pezzo di carta". Citado por U. ROLAGNOLI en "Il 
principio d'uguaglianza sostanziale" cit,, p. 169.
(95} Gp. cit., p.70.
En caso da no actuación, sin embargo, existe una simple situación jurí­
dica recomendada (96), desprovista de cualquier garantia jurídica. •
La Corte Constitucional, por su parte, ni siquiera ha reconocido 
-salvo en su primera y aislada decisión, a este respecto, de i4 de ju­
nio de 1.956- el carácter programático del art. 3 ap. 2, con todas sus 
implicaciones jurídicas. Come mucho menciona este precepto en algún ca­
so concreto para legitimar algunas decisiones legislativas, siempre fiel, 
por lo demás, al criterio del máximo respeto a la discreccionalidad del 
legislador (97). Pero es que además, en la mayoría de los casos ni si­
quiera lo menciona, justificando las diferencias de trato que exige la 
puesta en práctica de la legislación social en base a la simple interpre­
tación flexible del principio de igualdad formal (90). De esta manera, 
el ap. 2 del art. 3 queda reducido en la práctica a fundamento legiti­
mador, con una evidente carga ideológica, de las escasas realizaciones 
participativas o a punto de apoyo electoralista para este o aquel par­
tido (95).
d) La participación y la organización constitucional de los pode­
res públiccs: Parlamento, Gobierno-y Administración.
El principio general de la participación encuentra ciertas especi­
ficaciones en el propio texto constitucional, en los principios y reglas 
establecidos en la Parte I, relativa a los derechos y deberes de los ciu­
dadanos. Asi, el art. 33, ap. 6 establece que las instituciones de alta 
cultura, Universidades y Academias, tienen derecho a dorarse de ordena­
mientos autónomos dentro de los límites establecidos por las leyes del
(96) LAVAGNA, Basi per uno studio..., cit, p. 16
(97) Ver, por ejemplo, la Cent. n^ 54 dé 6 de marzo de 1.974, citada en 
la Parte I, Capitulo III, parágrafo 2.
(96) Ver U. AOf.íAGNOLI, "II principio o' uguaglianza sostanziale", cit., 
p. 171 y ss.
(99) AOMAGNüLI, op. ult. cit,, p. 172.
Estado. El art. ¿13 prescribe que en base a fines de utilidad pública 
la ley puede reservar originariamente o transferir, mediante expropia­
ción y can la correspondiente indemnización, al Estado o a entes pú­
blicos o a comunidades de trabajadores o de usuarios, determinadas empre­
sas o categorías de empresas... El art. ¿16, por su parte, reconoce el 
derecho de los trabajadores a colaborar, en los modos y límites estable­
cidos por las leyes, en la gestión de las empresas. Por último y abar­
cadle en un concepto amplia de participación, el art. 5U instituye el 
derecho de paeLición a las Cámaras. Todas estas sen derivaciones con­
cretas del principio de participación, que no agotan, sin embargo, la 
generalidad de su contenido y alcance (lOO).
Pero, puesto que el principio de participación debe desarrollarse 
sobre todo a través de la normativa que regula la organización y el fun­
cionamiento de los poderes públicos, lo que interesa es analizar las - 
bases orgánicas del complejo institucional pública italiano, estableci­
das en la Parte II.
í.'ás de un autor ha señalado la falta de correspondencia entre los 
principios generales y la parte orgánica de la Constitución italiana - 
(lül), entre les principios del Estado social y democrático y la estruc­
tura liberal que se pergeña en el texto constitucional, con algunos re­
toques, El'O es cierto en buena medida y respondo ni espíritu de la "re-
(lDGj Otras normas fundamentales en las que se refleja o que deben in­
terpretarse a la luz del principio de participación, serian las que es­
tablecen el derecho de asociación sindical y la prescripción de la or­
ganización interna democrática de los sindicatos (art. 39) y el derecho 
a la formación de partidos políticos "para concurrir con cátodo democrá­
tico a determinar la política nacional" (art. 49). La constitucionalize- 
ción de partidos y sindicatos supone igualmente un cambio sustancial de 
perspectiva respecto al esquema teórica del Estado de Derecho liberal.
(lül) Ultimamente BARDERA, "Comentario al art. 2", cit.
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volución prometida", pero no realizada, que señalara CALAMANDREI, y a 
las limitaciones y circunstancias con c¡ue se elaboró dicho texto. De 
todas formara debe decirse que los principios mencionados deben operar 
como informadores e interpretadores también de esta última Parte, por 
lo que las estructuras mencionadas deben igualmente considerarse corno 
mínimos democráticos irreducibles pero desarrolladles. Por lo demás, 
también la parte orgánica ofrece ciertos esquemas flexibles que permi­
ten extraer consecuencias organizativas más avanzadas en sentido demo­
crático. Como se verá en el análisis subsiguiente, las puertas están 
abiertas a la creación de las nuevas instituciones participativas. La 
Constitución legitima un avance en este sentido, bu actuación depende 
de lo practica política.
Dentro de la estructura del Estado-persona, la Constitución tra­
za la clásica separación organico entre el Parlamento, el Gobierno y 
la Magistratura. Sobre el tema no nos detendremos excesivamente. Baste 
decir que al ejercicio de la función legislativo atribuida al Parlamen­
to el pueblo concurre mediante lo elección del mismo en base a la fòr­
mule- de la democracia representativa. Sin embargo, ello no agota el - 
contenido do la soberanía popular y de la participación de los ciudada­
nos en la gestión de los asuntos públicos. La democracia italiana no 
es escuetamente definible como democracia parlamentaria y no se cali­
fica como tal en el art. 1 de la Constitución (lüEj. El Parlamento ocu­
pa sin duda una posición primordial entre los instituciones que compo­
nen el Estado-persona, por sus funciones de legislación primaria y de 
control, Pero no es el único punto de encuentra entre el Estado y la 
sociedad. Por lo demás la propia Constitución establece otros dos su­
puestos de participación popular en el ejercicio de las funciones le­
gislativas: la iniciativa popular de las leyes (art. 71, ap. Z) y el
(102) CHITI, Partecipazione popolare..., -eie., p. 136
referendum abrogativo (art. 75).
Ei punto más discutido por la doctrina ccnstitucionalista italia­
na es el de la articulación entre Gobierno y Parlamento, asi como entre 
estas dos instituciones y la Administración pública. El origen de la 
discusión no es otro que el reconocimiento de la imposibilidad de con­
figurar la función del Gobierno y de"la Administración como función - 
ejecutiva de las leyes. A ello se opone tanto la posición preeminente 
del Gobierno como la pluralidad de centros de decisión administrativa 
y la relativa autonomía reñí de cada uno de ellos.
La tendencia doctrinal dominante alude a un acercamiento de las 
posiciones del Gobierno y el Parlamento en torno a la función do di­
rección política (indirizzo politico) de que ambos participan (lG3).
Al Gobierno corresponde además la función de dirección administrativa 
(indirizzo amministrativo) (lüW) y asi sirve de puente entre la Admi­
nistración y el Parlamento, lo que no excluye un control directo de 
aquélla por òste. Esta interpretación, por otra parte difuminada en 
cuanto a los contornos de ambas funciones e imprecisa en sus conse­
cuencias jurídicas, pero sin duda más realista que el mantenimiento 
del antiguo dògma de la separación de poderes (1G5), encuentra apoyo 
constitucional en el art. 95, ap. 1, que confiere al Jefe de Gobierne 
la competencia de mantener la unidad de dirección política y adminis­
trativa.
A su vez elio implica que el complejo administrativo del Estado- 
persona está privado de la función de dirección política. Lo cual no 
quiere decir que su función sea puramente ejecutiva de las decisiones
(lG3) Ver í.I STATI, Istituzioni,.., cit., II, p. 642 y ss., y GIANNINI, 
Diritto amminis irretivo, cit. I, p. 63 y ss. También en concreto, A. M. 
SANDULLI, “Governo e amministrazione", en ñiv. trim. dir, pub., 1.966, 
pp. 737-762.
(iG4) Sobre la distinción, ver A. M. SANDULLI, op, ult. cit., p. 739
y ss.
(IOS) GIANNINI, o p . ult. cit., p. 62 y ss.
gubemamen cales. Algunos do sus órganos son sin duda moros aparatos 
dol poder gubernativo (lG6j, pero cada vez más se va clarificando la 
relc¡ civa independencia y pluralidad de las estructuras de la Adminis­
tración, por lo que se habla asimismo de una función administrativa 
(lG7j de límites igualmente no muy precisos, sometida a específicos 
principios constitucionales (lOBj.
Pero cn^ss da pasar al nudo de la Administración pública, es 
necesario reí e n r s e  a otros sujetos constitucionales que c quedan 
fuera del ámbito del Estado-persona o, perteneciendo al mismo ejer­
cen i unciones especiales en las que pueden encontrarse supuestos de 
pQj. oicipación popular* Lomencemos, brevemente, per estos últimos*
s) La participación en e?_ ejercicio de la función judicial y
el CNEL.
fwunii es endones concretas del principio general de participa­
ción se establecen en los arts. 102, aps. 2 y 3, y 99,
“1 QP» ¿ señala que pueden instituirse en el ámbito
de la jurisdicción ordinaria secciones especializadas para determi­
nadas materias, con la participación de ciudadanos idóneos extraños 
a la magistratura. El ap. 3 prescribe que estas formas de participa- 
co.on directa del pueblo a la Administración de justicia debe ser re­
gulada por la ley. Las consecuencias de este principio son hasta ahora 
la institución de± jurado popular en ciertos procesos penales y un in­
tento de reforma do ios Juzgados de Paz, no llevado a término, que pre­
veía su conversión en cargos honorarios.
(106J GIANNINI, op, ult. cit. p. 6o, 
íIO?) GIANNINI, op. ult. cit. pp. 67-6S 
(_ xGv_.J jI/\¡.Ní.Ni., op » ult. cit. pp. 60 y as. y pp 
T/S.Lf op. ult. c i ~c, , li., pp. 736 y ss.
77 y ss; también MOR-
En cuanto al Consejo Nocional de Economia y Trabajo (CNEL), la 
Constitución le instituye como órgano auxiliar del Estado (art. 99 ) 
junto al Consejo de Estado y al Tribunal de Cuentas. Es un órgano de 
consulta de las Cámaros y del Gobierno, constituido en base a la fór­
mula de la representación de intereses. Instituido por la ley n2 33/ 
1.957, en la práctica se ha convertido en un organismo casi inservi­
ble y desconectado de la realidad política (109).baste decir que has­
ta 1.370 sólo en una ocasión había ejercitado la facultad de inicia­
tiva legislativa que le confiere el ap. 3 del art. 39 de la Constitu­
ción (llü),
f) Los entes locales.
Fuerá del ámbito del Estado-persona, la Constitución prefigura 
el ordenamiento de los entes locales. Desde el punto de vista de la 
participación, la regulación de las autonomías locales tiene una gran 
importancia, dado que a travós de ella puede vislumbrarse un nuevo es­
quema organizativo de los poderes públicos basado en el pluralismo y 
la descentralización.
En efecto, la concepción constitucional de las autonomías es re­
volucionaria (lli). De ha superada el esquema liberal de la autarquía 
y de la auxiliaridad de los entes locales con respecto al Estado. Ta­
les entes son exponenciales, por el contrario, de ordenamientos jurí­
dicos autónomos, portadores de los intereses globales de los respecti­
vas comunidades locales, ya que tales ordenamientos derivan formalmente 
de la Constitución y no de la legislación estatal u ordenamiento esta— *(l)
(lC9) Ver HGcDIErU, 11 parlamento... cit,, pp. G1-G2 y las referencias 
que se hicieron en el Capítulo V de la . rimera Parte.
(llü) P. 8ANDULLI, ‘‘La contrattazione c. jllettiva.. cit., p. 238.
(lll) BERTI, en el comentario al art. 5 de la Constitución, op. cit.,
p. 277. “ *
tal general, al que están ciertamente subordinados, pero del que no 
son dependientes ni auxiliares (112).
Los ordenamientos locales son, pues, ordenamientos originarios, 
en cuanto que derivan de la Constitución y en cuanto cue, en base a 
ella y sólo a ella, constituyen expresión directa de la soberanía pa­
pular. Tales ordenamientos actúan fines propios y no ya fines del Es­
tado. Por eso se les reconoce una especial autonomía consistente en la 
capacidad de sus entes exponenciales de fijar las propias directrices
o
políticas de actuación, su propio inciirizzo político-administrativo, 
que puede no coincidir con el del Estado, Esta especial situación au­
tonómica, que en otro lugar hemos denominado autogobierno (113}, se 
deduce del art. 114 que señala que la República (y no el Estado} se 
divide en Regiones, Provincias y Municipios, de los arts. 115 y 128 
que establecen respectivamente que las Regiones son entes autónomas 
en el ámbito de los principios constitucionales y cue las Provincias 
y Municipios tienen igual carácter en el ámbito de los principios fi­
jados por leyes generales de la República, y finalmente los arts. 124 
y 130 que establecen para Regiones y Provincias y Municipios respecti­
vamente un control descentralizado de la legalidad de sus actos y no 
de su oportunidad, correspondiendo además a la Región el control de lo 
demás entes locales. Lo que, en definitiva significa que los entes lo­
cales sólo se sujetan a les principios básicos de la legislación es-
(112) Üe acuerdo la doctrina mayoritaria italiana, entre la que puede 
citarse, E3PC3IT0, La costituzione italiana, cit., pp. 73 y ss., GIAN- 
NINI, "Autonomía politica" en Enciclopedia del Diritto, Milano, 1955 y 
también Diritto amministrativo, cit.,I, pp. 186 y ss., BERTI, üaratte- 
ri della amministrazione provincialr e comunale, Padova, 1969; BENVE- 
NUTI, L^ordinamento repubblicano,cit., p. 56, MLRTAT1, Istltuzionl..., 
cit.,I y II, pp. 157-158 y 886 y ss.
(113} üANCHEZ MGRÜN, Los Consejos de barrio en Italia..., cit., 
y véase tambión la Primera Parte, Capítulo VI, parágrafo 2.
p. 435
total (114) y que antes que en una posición de subordinación cuasi- 
jerórquica o de tutela con relación al Estado-persona, se hallan en 
posición de autonomía sustancial y de coordinación con la actividad 
de los diversos órganos estatales. Si a ello se añade el carácter re­
presentativo de los máximos órganos rectores de los comunidades loca­
les, puede entenderse fácilmente que la participación del ciudadano 
en el ejercicio de la actividad pública en sentido amplio ve refor­
zada cu eficacia en virtud de las autonomías locales.
Por último, una derivación concreta del principio de partici­
pación con relación al ordenamiento de los entes locales se halla en 
el art. 123 que ordena que los estatutos regionales regulen el derecho 
de iniciativa y del referendum sobre las leyes y actos administrativos 
de la Región.
g) Administración pública y participación: los principios consti­
tucionales reguladores de la Administración.
Como en todas las Constituciones que reciben la herencia liberal, 
lo Administración es la gran ausente en la italiana de 1.947. No ya por 
su no comparecencia, puesto que a ella se refieren las arts, 97 y 98, 
sino por lo exiguo de su regulación. Por eso se ha dicho que quien — 
quiera conocer córno se regula la Administración en la Constitución ita­
liana no debe leer sólo dos artículos, sino todo el texto constitucional 
(115).
(114J En el informe del proyecto constitucional, el ponente Ruini obser- 
bava Ira necesidad de que el Estado legisle mediante leyes-cuadro, desa­
rrolladles después por un complejo sistema de autonomías: La costitu- 
zione riella Repubblica nci lavori preparotori... cit. Vol. III, p. 2.397. 
(115)E3PÜ8ITG, Le. costituzione italiana,, cit. p. 248
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Los artículos 97 y 9B deben integrarse con los demás preceptos cons­
titucionales y en especial con los principios generales. Por otra par­
te, tales artículos deben entenderse referidos al conjunto de las Ad­
ministraciones públicas y no sálo a la del Estado—persona (lio}, a pe­
sar de su colocación sistemática.
De ello derivan una serie de principios administrativos básicos. 
Dos de ellos serían los de participacián y descentralización ( arts.
3, ap. 2 y 5). Los demás, principios administrativos específicos, se 
recogen en el art, 97 y son los de legalidad, imparcialidad y buen 
funcionamiento.
Sobre el principio de legalidad y su necesaria flexibilidad de 
aplicación a la Administración moderna no nos detendremos aquí. (117}
Interesa, por el contrario, fijar la atención en los principios 
de imparcialidad y buen funcionamiento. Estos son principios organiza­
tivos y funcionales (lis) de la Administración pública. El principio 
de buen funcionamiento hace referencia a la eficiencia de la acción 
administrativa. Ahora bien, la eficiencia debe entenderse en un amplio 
sentido y no sólo comprensivo de la mera eficacia técnica. Por buen 
funcionamiento debe en tenderse, pues, " el preceder según decisiones 
tomadas sin errores por exceso o por defecto y ordenadas a la consecu­
ción de los fines establecidos por un ordenamiento determinado“ (119). 
Por ello significa la correcta individualización de los fines, prima­
rios y secundarios, de la acción administrativa, hn este sentido se 
vincula con la participación, ya que la presencia de los interesados 
en el procedimiento o en la organización administrativa ayuda a osa 
clarificación de los fines y de su graduación que conducen a la deci-
(116} A.M. 3ANDULLI, “Governo e amministrazione", cit., p. 737.
(117} Ver en generai, GIANNINI, Diritta amministrativo,I , cit., pp. 61 
63.
(116} NIGRO, Studi sulla funzione organizatrics..., cit., p. 97.
(119} BARONE, L*intervento del privato.,., cit., p. 66.
sión correcta (i20), Este caracterización del principio de eficien­
cia deriva en último término del reconocimiento de una pluralidad de 
intereses públicamente protegióles y de la necesaria armonización de 
todos ellos en atención a los fines primarios de la actividad pública. 
Responde así, a nivel jurídico, al esquema de la Administración abier­
ta y dialogante que se va imppniendo en nuestras di [121).
También el principio de imparcialidad debe interpretarse tenien­
do en cuenta las características de la sociedad contemporánea y los 
demás dictados constitucionales. Si en un primer momento la imparcia­
lidad significa independencia de la Administración, neutralidad ante 
el desarrollo autónomo de la vida social y no injerencia de las posi­
ciones políticas en la esfera administrativa (122), hoy en día esta 
consideración restringida o negativa del principio ya no es posible.
No sólo porque la Administración no es neutral en términos sociológi­
cos,, sino porque en su acción se relaciono, constantemente con la socie­
dad, recibiendo de ella directamente y no sólo a través del Parlamento- 
Gobierno el influjo de los intereses sociales. La imparcialidad debe
(12C) Ver MIGRO, op, ult, cit.t p. 119.
(l2l) AsÌ, una Circular del Presidente del Gonsejc de Linistros de 3D 
de noviembre de 1972 titulada "Para el buen funcionamiento e imparcia- 
lidad de la Administración" sedala que en las "relazioni tra l'amminis­
trazione e i cittadini, che sono state oggetto di notevole attenzione 
negli ultimi anni, va rivolta ogni cura, ma quelle reiezioni vanno ca­
ratterizzate dalla aspirazione ad una maggiore partecipazione dei cit­
tadini stessi all'amministrazione, Questi debbono essere considerati 
non solo come destinatari , ma altresì come soggetti dell'amministra­
zione e tale loro qualità non può essere limitata a manifestazioni che 
si estrinsecano spesso solo nelle elezioni. Cosicché i contri operati­
vi delle amministrazioni centrali e locali dovrebbero porre in atto 
mezzi formali e non formali perché noi rapporti con i cittadini la par­
tecipazione di questi ultimi alla vita pubblica non sia saltuaria, ma 
sistematica e continuativa". Citada pG. 0. 3EPE, L'efficenza...,cit., 
p , 359.
(ll2j Con tal carócter nace el principio en el ordenamiento inglés.
Ver, GIANNINI, Diritto amministrativo,I,cit., p.84 y mós extensamente
considerarse en un sentido positivo como integración equidistante de 
los intereses sociales que contribuyen a determinar el contenido con­
creto de una decisión. El principio de imparcialidad impone, pues, la 
recepción de tales intereses. En este sentido imparcialidad y partici­
pación son principios complementarias, así como van inseparablemente 
unidos imparcialidad y buen funcionamiento (123J.
Ahora bien, cuantío se habla de aceptación equidistante e impar— 
cial de los intereses sacióles que operan como intereses secundarios 
en el proceso de información de la decisión administrativa, no quie­
re decirse que aquel principio imponga una composición continua de los 
diversos intereses en presencia, heterogéneos y aún contrapuestos. Así 
como el principio de eficiencia en un sentido amplio tampoco puedo re­
sumirse jurídicamente como equivalente a acción tendente a impedir el 
conflicto social. Y ello porque las instituciones públicas no tienen 
en la Constitución italiana una configuración jurídica de reflectores 
pasivos del devenir social (lo que, por otra parte, no correspondería 
a la realidad). Por el contrario, los poderes públicos estén finali­
zados a la consecución de la igualdad social. Por ello la imparciali­
dad impone tener en cuenta los intereses sociales en la medida en que 
contribuyen a esa igualdad social, sin favoritismos ni distinciones 
injustificadas. De esta manera el principio de imparcialidad coincide 
con el de igualdad jurídica y  el mismo tiempo se complementa con el 
de legalidad, en cuanto que la ley fija el interes primario a tutelar 
en cada caso concreto (124).
U, ALLEGRETTI, L'imparzialità amministrativa , cit.
(123) BARONE, L'intervento del privato... cit., p. 66
(124) PASTORI, La burocrazia cit. p, 89-90, donde afirma que tal prin­
cipia “tende ad escludere nell'esercizio dei poteri ogni intrusione di 
interessi e di posizioni che impedisco io la perfetta adesione al pote­
re come fattispecie astratta dell'atto, talché ne derivano tutte le - 
conseguenze, anche in ordine al componimento degli interessi pubblici 
e privati".
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El alcance de este principio y del de buen funcionamiento es a 
lo vez organizativo y funcional. Es organizativo en cuanto que la pro­
pia organización administrativa supone una garantía de defensa y ac­
tuación de los intereses sociales formalmente publificados. La organi­
zación debe vincularse, pues, con los intereses a proteger; o, lo que 
es igual, determinado el interés protegióle, de ello debe derivar un 
cierto tipo de organización, teniendo en cuenta ios principios de impar­
cialidad y buen funcionamiento (125), En concreto, respecto a la impar­
cialidad, una organización participada implica reducir al minimo de ob­
jetivación y neutralización posible la natural parcialidad y selecti­
vidad administrativa (l2G). El principio es funcional en cuanto que 
afecta al modo de desenvolvimiento de la actividad administrativa y en 
concreto al procedimiento de formación de las decisiones (127J. También 
a este respecto obliga o tomar en consideración los diversos intereses 
sin favoritismos ni acepción de personas o grupos, sino tan sólo tenien­
do en cuenta las diferenciaciones necesarias por rezones de operativi— 
dad y por el finalismo de la acción administrativa.
Los principios de imparcialidad y buen funcionamiento obligan en 
primer lugar al legislador en cuanto que le imponen la constitución de 
un modelo organizativo abierto a los intereses sociales y, por tanto, 
participada y sujeto a posibilidades de control (l2Gj. Asimismo le — 
imponen la creación de instrumentos idóneos para asegurar la transpa­
rencia de la acción administrativa, fundamento primario de la impar­
cialidad (l29J„ Por'último, le obligan a regular el procedimiento ad-
( 125) NIGFiC, S tudi sulla, funzione organizzatrice..., cit., p. 119 
(126] Segun TMIMARCHI, Funzione consultiva.,. cit., p. 116, "la pubbli­
ca amministrazione è, quindi, imparziale nella misure: nella quale, sul 




1 i 2 , » p.  181 y S S .
cit.
ministrativo sobre la base de la participación y la publicidad.
El principio de imparcialidad obliga también al administrador 
en su acción concreta así como al juez en la interpretación de las 
normas y en el ejercicio del control administrativo. En este sentido, 
debe servir de fundamenta para la anulación de actos administrativos 
adoptados en base a valoraciones de intereses incorrectas que se re­
flejen en favoritismos o injustificables desigualdades de trato (130).
h) Participación pluralismo institucional, descentralización, 
autonomías... derivaciones todas ellas de un concepto dinámico de so­
beranía popular y que imponen una reorganización de la unidad de di­
rección política de la comunidad italiana sobre criterios completamente 
divergentes a los de centralismo y jerarquía del Estado liberal y del 
modelo administrativo weberiano. Este criterio reorganizativo no puede 
ser otro que la programación democrática de la acción de los poderes 
públicos. Programación democrática que significa la determinación de 
los fines a conseguir por los organismos de dirección política a travós 
tíe un procedimiento en el que tornen parte el conjunto institucional de 
las autonomías y las fuerzas sociales. Programación democrática que 
implica la ejecución descentralizada y autonómica de los fines predeter­
minados, Este principio de la organización y de la actividad pública 
encuentra su fundamento en el are. 41, ap. 3 de la Constitución, que 
prescribe que 11 la ley determina los programas y los controles aportu- *
(129) Para E3P0SITG, el principio de imparcialidad exige que la acti­
vidad administrativa se desarrolle con la mayor publicidad posible:
" Le mura degli uffici dovrebbero essere di vetro, mentre oggi, trop­
po spesso, sono eoi tutto simili a quelle degli uffici privati entro 
le cucii si trattano in segreto questioni private ", La costituzione 
italiana, cit., p. 257
{l3ü} GIANNINI, ü 1ri11o amministrativo, I, cit., p. 35.
n o s  p a r a  que l a  a c t i v i d a d  e c o n ó m i c a  p ú b l i c a  y  p r i v a d a  pueda s e r  d i r i '  
g i d a  y C Q o r d i n a o a  a  f i n e s  s o c i a l e s  " (l3l).
(131 j Sobre todo el tema, ver la obra fundamental de PítiGiERI, Piam.- 
flpqzlone e costituzione, milano, 1.963.
Capítulo II
LA INACTUACION CONSTITUCIONAL
el moaolo nono titucional italiono no ho sido puesto en práctica 
o bien ha sido actuado en escasa medida durante los treinta años de 
poder democristiano.
Las razunes de tax inactuación son fundamentalmente políticas, 
aunque no haya faltado su justificación jurídico. Los orígenes de este 
. enómuno se encuentran en los acontecimientos del propio período cons­
tituyente.
En base al Decreta n^ 98/1.946 de la Lugartenencia del Reino, la 
soberanía de la Asamblea constituyente quedaba limitada mediante la a- 
cribución de la legislación ordinaria al Gobierno. Por otra parte, se 
establecía la responsabilidad de éste ante la Asamblea, pero lo caída 
del Gobierno debía producirse solamente por una específico moción de 
censura aprobada per la mayoría absoluta de los constituyentes y no peí­
an simple voto contrario Í132). El Gobierno disponía así de una situa­
ción independiente lo bastante amplia corno para desentenderse del con­
trol parlamentario.
La situación política nacional e internacional, marcada por el 
comienzo de la "guerra tria" determinó la salida del bloque de izquier­
das del Gobierno y la formación de un gabinete monocolor democristiano
(l32j Ver CHELI, "II problema storico della costituente", cit. p.489-490.
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con participación de técnicos presidido por ü. Gasperi el 12 de mayo 
de 1,947. Este Gobierno inicia una política de reconstrucción sobre 
bases distintas a las expectativas de la izquierda expresadas en el 
texto constitucional. Se trata ante todo da volver a poner en pie la 
infraestructura económica y buena parte de la estructura buracráticc- 
administrativa anterior a la guerra (133), Se inicia asi la disocia­
ción entre previsiones constitucionales y realidad jurídica o, por 
usar una expresión aceptada en general por la doctrina italiana, en­
tre Constitución material y Constitución formal (134).
Aprobado el texto constitucional y disuelta la Asamblea consti­
tuyente, las elecciones de 1.948 ofrecen el resultado de una aplas­
tante victoria democristiana (4S'5>) después de una violenta ‘'cruza­
da1' antimarxista. De esta manera D. Gasperi pudo continuar la polí­
tica de reconstrucción neocapitalista (135) en el marco de un auto­
ritarismo estatal limitado. La inactuación de 1-a Constitución en este 
período no puede ser más absoluta. Cierto que existen los aparatos - 
constitucionales fundamentales para el funcionamiento de la máquina 
estatal, Parlamento, Gobierno y Jefe del Estado (136). Pera detrás de 
esta pantalla, en gran parte reducida al formalismo por la prepotencia 
gubernativa subyace la congelación de la mayor parte de las previsio­
nes constitucionales y la vigencia en su lugar, de numerosas disposi-
(133) CilELI, op. u'Lt, cit., pp. 519 y ss.
(134) S obre el concepto de Constitución material,ver por todos, fviGRTA- 
TI, Istituzionj..., cit. I, p, 3ü y ss.
(135) L>. Gasperi tendía a crear un tipo do Estado que se pareciese al 
antiguo Estado liberal oligárquico. El programa económico, de carácter 
netamente conservador fue tomado de los liberales, y daba absoluta pri 
macia al sector privado. A ello rasponee la entrada de algunos libera­
les en el Gobierno a titulo personal e* 1.947, entre los cuales Einau- 
di, máximo artífice de la reconstrucción económica caracterizada en el 
sentido antedicho. Ver G. P. CAROGCI, ¿torio d'Italic... cit., p.339 y 
ss.
[136J CHi-LI, op. ule. cit. pp. 520-521
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ciones del período fascista.
Desde un punte de vista orgánico, no existen ni la Corte Consti­
tucional, ni el Consejo Superior de la Magistratura, ni el CNiCL ni las 
Regiones (salvo las de estatuto especial establecidas por la propia 
Asamblea constituyente). Por el contrario, subsisten les jueces espe­
ciales, entre ellos la jurisdicción militar, los prefectos provincia­
les y, sobre todo, gran parte dol aparato burocrática del fascismo
(137).
A consecuencia de clic la parte dogmática de la Constitución - 
queda también incumplida: no existe el derecho de recurrir por incons- 
titucionalitíaü de las leyes; sigue vigente la Ley de Seguridad Publica 
de 18 de junio de 1,931, "una de las leyes policiescas más ofensivas 
de ios derechos de libertad entre las c¡ue existen en el mundo" (8ALLA- 
DCRL-PALLIERl); siguen en vigor los códigos fascistas, civil, penal y 
procesales civil y penal, así como numerosas leyes especiales que atri­
buyen a la Administración un poder discreccianal incontrolable (138).
No son sólo, pues, los principios y normas estrictamente progra­
máticas de la Constitución las que no reciben ningún cumplimiento sino 
también muchos preceptos reconocedores de derechos o instituyentes do 
organismos públicos de posible aplicación inmediata. Finalmente el Go­
bierne infringió el elemental principio de la igualdad en el voto me­
diante la ley electoral do 31 de marzo de 1.933 (la llamada 11 Ion me 
truffa" ) tratando do consolidar el poder democristiano y reducir el 
influjo parlamentario de la izquierda. Todo olio justifica el durísimo 
juicio do CALAMANÜREI on 1.955: "Después de un septenio de vida consti­
tucional repúblicana, un decenio después de la Liberación es necesario, 
con dolor pero no con sorpresa, darse cuenta de que estos arios na han
(137) Sobre todo ello, ver CALAMANOREI, "La costituziane e le leggi por 
attusrlaV cit., pp. 229 y ss.
(138) CALAN.aMDRLI, op. ult. cit., p. 245 y ss. con abundante cita do 
datos históricos y jurídicos.
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sido sólo do inmovilismo constitucional (en el sentido de que la Cons­
titución haya -ido detenida, en parte cumplida y en parte por cumplir, 
como la dejó la Asamblea constituyente al final de 1.947), sino que 
han sido, también en el campo constitucional, arios de retrocóse: no de 
detención en posiciones alcanzadas, sino de reacción y restauración 
del pasado, no de'inactividad temporal en espera de reemprender el tra­
bajo, sino de desmantelamiento y destrucción incluso de aquella parte 
del trabajo que se creía realizada para siempre... La fachada de la 
Constitución existe todavia; pero si las cosas continuasen asi, puede 
temerse que en un momento dado, cuando sea demasiado para remediarlo, 
nos demos cuenta de que dentro del entramado aparente, como en la ca­
sa invadida por las termitas, no na quedada nada más que el polvo"
(139).
El juicio no es exagerado si se considera que, por debajo de la 
pantalla formal de la Constitución, se reconstruia todo un sistema de 
relaciones económicas, sociales y políticas opuesto por completo a los 
dictados del texto de 1.947.
Económicamente, los primeros anos de la depública se caracteri­
zan por la continuación del modelo del liberalismo proteccionista tí­
pico de la Italia decimonónica (l4Gj. Se trata de un soporte estatal 
continuado a las puntas más avanzadas de la industria privada, matiza­
do por lo exigencia secundaria de obtener el consenso necesario en cla­
ses y grupos sociales intermedios. El Estado realiza una mediación »- 
entre todos estos intereses, perc dejando a salvo el peder de dirección 
de la gran industria, apoyando a la pequeña y mediana empresa mediante 
una política asistencia! y na a travós de una real y efectiva política 
anti-trust, permitiendo la explotación de la mano de obra y el aumento
(139) üp. ult, cit,, p. 212.
(i4ü) Ver ALATü, II governo dolí*industria in Italia, Oologna, 1.972, 
p. 16 y ss.
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de los desequilibrios territoriales entre Norte y Sur del país. En de­
finitiva, se apoyó la reconstrucción de un sistema industrial sobre ba­
ses marcadamente oligopolistas. Le. empresa pública por su parte cumplía 
dos finalidades subordinadas: una de tipo social, como depósito de ocu­
pación de la mano de obra y, mediante este trómite, delimitación del 
conflicto social jotra de tipo económico, la realización de inversiones 
instrumentales en beneficio de la empresa privada (l4l).
Desde el punto de vista político-institucional, al monopolio gu­
bernativo demacristiano, debe añadirse el asentamiento de ciertas ca­
racterísticas estructurales de la vida política y administrativa de 
estos treinta anos. Por un lado la desarticulación en corrientes de la 
propia Democracia Cristiana, a partir sobre todo del abandono de la 
actividad política por Dossetti en 1,551 y la transformación de la iz­
quierda del partido en un aparato de potenciación del mismo entendido 
como organismo de masas con dirección burocrática y base clientelista 
(142].
Por otra parte, el dominio absoluto de la maquinaria estatal por 
parte de la ÜC contribuye a crear un complejo institucional—administra­
tivo teñido de las mismas características: la desagregación, el burocra­
tismo autoritario (sobre todo en el seno de la Administración de poli­
cía en gran parte en manos de la vieja burocracia fascista) y el clien- 
telismo (143).
Jurídicamente faltan en este período los instrumentos orgánicos 
necesarios pera la aplicación del texto constitucional. Pero es que
(141J ALATü, op, ult. cit., p, 34. También G, P. CARGCCI, op. ult. cit.
p. 345 y ss.
(142) G. P. GARUCCI, op, ult. cit», p. 343, que señala corno principal 
artífice ue esta política a Fanfani.
(l4o) Ver en general S, CAS5GJE, L*omministrazione pubblica in Italia, 
cit., sobre, todo pp. 251 y'ss, sobro la pluralidad burocrática y pp.
367 y ss. sobre el clientelismo.
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además, la posición conservadora do la Magistratura llega a justificar 
esta carencia asi como la continuación de la vigencia de la normativa 
fascista en base a la división de las n Tmas constitucionales en cuan­
to a su eficacia en normas preceptivas de aplicación directa,, normas 
preceptivas de aplicación diferida y normas programáticas. La' distin­
ción fue establecida por una copiosa jurisprudencia a partir de la 
sentencia de la Casación, Secciones anidas, de siete de febrero de - 
1.948 (l44). Normas preceptivas de aplicación directa o inmediata son 
aquéllas que entran en vigor inmediatamente erga 01,ines, impidiendo la 
aprobación de leyes en 'contrario y modificando o derogando la norma­
tiva anterior contrapuesta. Las normas preceptivas de aplicación di­
ferida impiden la promulgación de leyes en contrario, pero na entran 
en vigor directamente, pues para ello necesitan de una ley ordinaria 
que la Constitución prescribe expresamente. Las normas prográmaticas 
ni siquiera contienen, según la citada jurisprudencia, una invitación 
a legislar, sino que son principios directivos en los que deberá 'orien 
tarse, cuando ol legislador lo estime conveniente, la legislación ordi 
naria. Esta distinción no sólo abría las puertas a una vasta inaplica­
ción del texto constitucional, sino que además, a causa do la dificul­
tad objetiva do distinguir entre las normas que pertenecen a uno o a 
otro tipo, posibilitaba una reducción real del rango supralegal de las 
normas constitucionales. Sería el legislador el que determinaría, apo­
yándose en tales criterios, qué parto de la Constitución actuar y cuál 
no. Así, por ejemplo, los artículos relativos a la instauración de la 
Corte Constitucional se entendieron como normas de aplicación diferi­
da. De esta manera, aún existiendo una ley constitucional r-eguladora 
tío nueve de febrero tío 1.948, la normativa ordinaria para la bonstitu-
(144) Ver A. 8AfTACLIA, “Giustizia e política nella giurisprudenza", 
on Dieci anni dono, cit., pp. 317-408.
4 7 7
ción y funcionamiento do la Corte no so dictó hasta la ley de 11 de 
marzo de 1.953. Incluso despuós de aprobada esta ley, las Cámaras re­
trasaron sino die la elección de los magistrados del tercio parlamen­
tario, por lo que la enerada en ¡unciones de la Corte no se produce 
hasta el 23 de abril de 1.555 (l45). Caso aún más grave es la. inactu­
ación de la reforma regional, ya que la disposición transitoria VIII 
de la Constitución prescribía la elección de los Consejos regionales 
en el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de la Constitu- 
c l i. . rjo solo los preceptos relativas al ordenamiento regional se con— 
sideralon de aplicación diferida, sino que ademas al plazo fijado por 
los constituyentes se le atribuyó por la jurisprudencia una Eficacia 
meramente "exhortativa” y no perentoria (146). Tal plazo se prorogó 
por el legislador ordinario primeramente hasta el 30 de octubre de 
1.949 (art. 11 de la ley n2 1.465 de 24 de diciembre de 1.946] y des­
pués hasta el 31 de diciembre de 1.950 (art. 11 de la ley n2 752 de 
25 de octubre de 1.949). Durante la primera legislatura tan sólo se 
apróbo una j.ey sobre la constitución y funcionamiento de los órganos 
regionales (ley n9 62 de 10 de febrero de 1.953) (147J. Tan sólo en 
I.Col; se regulan las elecciones para los Consejos de las ¡legiones de 
estatuto ordinario, fijándolas para 1.969 (ley n s luB de 17 de febrero) 
La necesidad de aprobación previa de un ordenamiento financiero regio­
nal obliga a retrasar las primeras elecciones hasta el 18 de abril de 
1.9/Cj y, en realidad, no tienen lugar sino el 7 de junio del mismo año, 
dos días después de la entrada en vigor de la ley sobre las finanzas 
regionales (148).
(145) oobre el tema, ver CALAI.ÍANDHEI, op. cit.. p. 230 y, resumidament. 
6CH ÍY'.TI, i s t i t u z i o n i . .  . c i t .  I I  p .  1 . 3 6 6
( . l4 o ) c e n t .  C a s a c i ó n ,  3 e c .  u n i d a s ,  de 1 9  de f e b r e r o  de 1 . 9 5 4 .  V e r  CAL/V 
LANUAl x , o p .  c i t . , p .  2 2 4 .
( . i - ./ j  C a e r e  to do  e l l o ,  v e r  PALADIN, J i r i t t o  r e g i o n a l e , c i t .  p ,  1 0  
( 1 4 8 J PALADIN, o p .  u l t .  c i t . .  p ,  2 2  y  s s .
La distinción de las normas constitucionales en razón de su efi­
cacia tiene un carácter netamente político (l49}0 La inactuación cons­
titucional que en ella se justifica sirve, pues, para poner en marcha, 
con método autoritario al faltar les controles democráticos previstos 
en el texto constitucional, un programa de reconstrucción capitalista 
y oligopolista así como para sentar las bases de la perpetuación en 
el poder de una clase dirigente conservadora y que utiliza como prin­
cipal instrumento de dominio, cada vez más extendidio a medida que 
se reduce el consenso ideológico, el clientelismo burocrático. Hablar 
de participación en este momento histórico está fuera de lugar. Basta 
citar las palabras de Don Sturzo: "Los comunistas, como minoría par­
lamentaria, tienen el derecho de contribuir a la crítica tanto en el 
Parlamento como en el país, pero mientras estén en la oposición no 
tienen derecho a participar en la administración del Estado, ni de 
los órganos ni de los entes" (l5ü). En vez de pluralismo, monocentris— 
mo institucional, en lugar de igualdad participativa, discriminaciones 
jurídicas y reales.
La situación tiende, sin embargo, a variar de rumbo a partir de 
le mitad de los años cincuenta. Factores económicos y políticos con­
tribuyen a esta variación. La política degasperiana entra en crisis 
al vinal de la primera legislatura tanto por el fracaso de la "legge 
truffa" y la inevitabilidad de la presencia de socialistas y enmunis-
(149) Corno señala CALAMANDREI, ap, cit. , p, 229: "E spesso in queste 
polemiche, anche se i sostenitori delle varie opinioni figurano di vo­
lere limitare al campo strettamente giuridico, entrano sottintesi po­
litici, in quanto attribuire carattere precettivo c programmatico a 
una norma costituzionale può essere l'espediente dialettico di cui al­
cuni si servono per affretare l'attuarione della Costituzione democra­
tica ed nitri viceversa per confinari nel limbo, e in tanto lasciare 
in vigore e dar nuovo credito alle vecchie leggi del regime fascista, 
fino n che venga il momento, da essi auspicato di poterla anche for­
malmente abolire".
(150) Citado por CALAMANDREI, pp. cit., p. 2CG.
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tas en el marco del sistema republicano (lSl), como per el fracaso do 
la política económica del liberalismo proteccionista y el resurgir del 
problema de la desocupación, irresoluble por la industria privada y el 
incoherente intervencionismo estatal (152). Comienza entonces una ópo- 
c l do grandes indecisiones.
Económicamente, frente al intente per parte de un sector del par 
tide democristiano de iniciar una tímida política planificataria (el 
llamado "esquema Vanoni" de 1.954J se feafirma la política de apoyos 
electivos y desarticulado a la empresa privada, todo ello dentro del 
marco del "milagro económico" y, por tanto, de un crecimiento espec­
tacular de la productividad del trabajo (153). Este sostenimiento es­
tatal se efectúa mas que con fines de progreso económico y social por 
motivos de autoconservación de la clase dirigente (154J. Falta, por 
el contrario, una mínima acción estatal coherente dirigida a la crea­
ción de las infraestructuras necesarias al proceso de desarrollo ace­
lerado en marcha, así como una efectiva política tendente a la correc­
ción de los desequilibrios regionales y sociales. Falta en definitiva 
un "intervencionismo direccional" (AMATO), lo quo implicaría la exis­
tencia de un proyecto público en el campo de la económia y la consi­
guiente coordinación entre los diferentes sujetos públicos en su re­
lación con las empresas.
Institucionalmente se van delineando claramente en este período 
las características fundamentales del api rata público italiano. Una de
(151) G. P. CAROCCI, op. cit., p. 351.
(152J AMATO, Il governo dell*industria... cit., p. 35 y ss.
1.153) El 3217 Jo en 1.951-55 es la tasa de productividad per cada traba­
jador, frente al 26'6 % relativo a la tuso de inversión en el mismo 
período. G. P. CAROCCI, op. cit, p. 35".
(l54j AU hTü , op « ult. cit. , p. 37-38: "La selezione, se ci fu, non eb­
be perciò finalità soltanto di efficenza c di occupazione, ma (anche) 
clientelali ed elettoralistiche"
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ellas es la superabundancia de entes públicos, desordenadamente crea­
dos con fines clientelistas y de apoyo sectorial, que actúan con una 
casi total carencia tíe coordinación (l55j. Entre todos estos cotes 
sobresalen por su importancia económico-política las empresa,s públi­
cas y las sociedades de financiación, do las cuales las más importan­
tes han ido agrupándose en gigantescos holdings públicos: Mantedison,
IHI, ENI, etc. Todas estas empresas y entes forman el conjunto de las 
llamadas Participacipacionos estatales (lOS). Estas diferentes empre­
sas y holdings realizan una política relativamente autónoma e incon­
trolada, actuando en buena medida como grupos cuasi-privados con apo­
yo financiero y político estatal. La mediación de los intereses socia­
les se efectúa de esta manera disgregada en base a negociacicnes clien— 
telares y no a la confrontación política de aquellos en los órganos de 
dirección política establecidos por la Constitución formal (l07j, La 
gestión de estos entes económicos corresponde a una nueva clase tec- 
mocrática que actúa con un nivel de independencia decisoria notable 
y en vinculación con la dirección política gubernativa y del (de los] 
partido (s) en el poder. Sin embargo, la influencia de la dirección 
política no es organizada y a nivel de directrices generales, sino 
asimismo particularizada y basada en la negociación del caso concreto (lSc
(l5üj Ü. SEPa, seríala la existencia de más de 06.000 entes públicas en 
l.b'Vü de les cuales sólo 31,699 en el campo de la asistencia. Asimismo 
indica las dificultades y resistencias que se oponen al absorbimiento 
de entes imprecisos o parasitarios: "Una indagine svelta dal CIRIEC e 
dall Università di Roma,,, nel perioda 1.9S6—7Ü ha posto in rilievo 
che si verificano numerosi casi di assorbimento e di sostituzioni di
fatto di un ente con un altro, ma accade che alcuni enti soppressi e 
concentrati (ad es. quelli di patronato) vengano poi ricostituiti di 
nuovo", L'efficienza,.. cit. p. 245.
(106) Ver S. BERLINI, "Struttura del G'.-verno, centri "separati" di po- 
cera e inoirizzo cella politica economica", en li governo democratico 
doli' economia, Bari, 1.976, p. 63 y s s .
(157) AMATO, Il governo dell'industria... cit., p. 63 y ss.
(loe) Según BERLINI, op. et. Icc. cit., p. 102, "era mancata sposso e
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Para resumir esta realidad se ha hablado del Estado asistencia!, 
del Estado empresario e incluso, subrayando la importancia del factor 
crediticio, dal Estado financiador (159). Más que estas fórmulas, sin­
te alzadoras de la función que el Estado realiza en la vida italiana, 
interesa concretar los criterios en los que se inspira esa acción es­
tatal y las características de su organización. De lo dicho se des­
prenden las siguientes connotaciones: clientelismo, pluralismo orga­
nizativo de carácter tecno-burocrático, disgregación organizativa y 
falta de unidad de dirección. A ello y, como consecuencia de ello, 
podría añadirse la falta de control del sector más importante del apa­
rato público por los organismos representativos, lo que se debe a las 
propias carencias funcionales de estos órganos y a la misma falta de 
una directriz general en materia de política económica (loü).
Desde otro punto de vista, el fracaso de la “legne truffa" y 
el avance de la izquierda en las elecciones do 1.953, que manifes—
non casualmente, anche l'enunciazione dei fini pubblici da raggiunge­
re; in compenso... il ministro si era sempre più coinvolto nella ges­
tione del singolo settore in una simbiosi con i vertici dell'apparato 
che finiva per non avere più nulla di pubblico; perchè tutta costruita 
sull'istituzionalizzazione del non uso dei poteri formali d'indirizzo 
o sull'uso quotidiano invece, di quei poteri che i giuristi chiamano 
da “sviamento di potere“ , sulla pratica della contrattazione e del 
“procedimento informale" che, alla fine, si tenterà di ideologizzare 
come la forma moderna dell'“alta amministrazione". Sobre las relacio­
nes entre dirección política y dirección administrativa o tecnocrati­
ca, ver más en general, G. AíEEFG, la burocrazia noi processi decisio­
nali , cit. p. 48B y ss. Sobro el fenómeno general de las "administra- 
cienes paralelas" o "centros separados" de poder, veáse CA3DESE, L' 
amministrazione pubblica.., cit., p. 251 y ss.
(l59j PRESIEDI, "Le Regioni e le leve del potere economico: credito 
e imprese pubbliche", en 11 governo democratico dell'economia cit. 
p. Ili y ss.
(ìSOJ Sobre el tema, 
zionc", cit.
ver por zocos G L I ìDINj , "Parlamento e amministra-
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i:aban al peso de ésta dentro del sistema, lo que se vería coroboraco 
en la elección de Gronchi para Presidente tía la República, con el vo­
te a favor de la izquierda democristianci y de socialistas y comunistas 
(lólj, indujo al partido del Gobierno a acelerar en alguna medida la 
puesta en marcha del sistema constitucional» Resultado de esta nueva 
orientación fueron las leyes institutivas del CMEL y del Consejo Su- 
perior de la Magistratura, así como la entrada en funciones de la — 
Coree Constitucional, este último hecho es de giran significación en 
cuanto que la Corte inicia desde el primer momento una política do 
derogación de la legislación del período fascista en contraste con 
el contenido garantístico y liberal de la Constitución. Esta posi­
ción claramente antiautoritaria no se ve acompañada, sin embargo, de 
una apertura da criterio similar en materia social y organizativa.
Aquí la Corte se escuda en el respeto a la discreccionalidad del le­
gislador (l62j, aunque rio faltan decisiones c:ue recalcan la necesi- 
cad do democratizar las estructuras del poder público, sancionando 
ie. inconstitucionalidad do alguna normativa contraria, como sucede 
con las repetidas intervenciones en materia raeiotelovisiva, desde 
la sentencia n- Cu de 1.960 a las sentencias n2 296 y ri9 226 do 1,974, 
c u e ponen »in al monopolio estatal y se pronuncian a favor de una or­
ganización democrática del ente autónomo RAI— iV y del derecho de los 
d n  erenfes grupos ideológicos, sociales y culturales a acceder o los 
medios de información pública (lS3j.
(161J El nuevo Presidente pondría el acento de su discurso do toma de
posesión en la necesidad de actuar la Constitución; CHELI, "Il proble­
ma storico..." cit., p. 623
(l62j U. .íCÍi/.Gí'JCjLI, ’‘^ .l principio d'uguaglianza sost. 
171 y ss.
oziale" cit., P.
(163} El criterio de la Corte Constila cianai sera después recogido en
lo ley 103/1.975, que 
de la RAI-TV. Las citadas 
1.974, pp. 1.776 y ss. y
reforma la organización y el funcionamiento 
sentencias pueden verse en Giur. Cost.,
A •791 y ss. respectivamente. Cobre la nueva
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Reemprendiendo el hilo histórico do la argumentación, nos en­
contramos ante la necesidad de dar una salida política a la crisis 
riel sistema degasperiano de la segunda mitad de los arios cincuenta.
El "no gobierno" (164J democristiono de estos abes, unido al "boom" 
económico había dado lugar a una continuación disfuncional y corrompi­
da del modelo del proteccionismo liberal. A la necesidad de un cambio 
de orientación se unía, sin embargo, la falta de una dirección polí­
tica fuerte y unitaria, debido tanto a la pérdida de estimación so­
cial y al desquebrajamiento interno del partido democristiano, como 
al aumento de la fuerza política y de presión de la izquierda. Las 
reformas cada vez más imprescindibles sólo podían realizarse por un 
nuevo bloque político en el que la DC perdiese el papel de protago­
nista único y absoluto (o con el apoyo exclusivo de les partidas 
centristas menores), aunque conservase su posición hegemónica.
Lns salidas eran dos: c una solución claramente autoritaria, 
incluso con el apoyo del Movimiento Social Italiano, partido neofas­
cista reconstruido en los arios anteriores, c bien una apertura a la 
izquierda, siquiera limitada en cuanto a .as alianzas y en cuanto al 
contenido. La primera vía se cerró per la oposición social al inten­
te de Tambrcni de formar gobierno con el apoyo "missino" en 1.960.
La reacción popular, que alcanzó tintes violentos, relanzó la idea- 
fuerza cel antifascismo y desembocó en la formación del primer centro- 
izquierda, formóla que, con diversas alternativas, ha constituido el 
eje de la vida política italiana durante el quincenio que se inicia 
en 1.961.
El centro-izquierda implicaba la constitución de un nuevo bloque
normative, ver C.CHIOLA, "Il pluralirno nella gestione della ¡¡AI-TV", 
en la revista Diritto e società, 1975,3, pp. 271 y ss. Sobre el dere- 
cho de acceso o "derdcho de antene", ver F. D'ONOFRIO, "Prime rifles­
sioni sul diritto di acceso alla radiotelevisione", en La tutela do­
gli interessi diffusi nel diritto comparato, cit., pp. 3 y ss.
(164) AMATO, Il governo doli*industria.., cit., p. 38.
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político, cuyo centro de pravedad se situaba en el ala izquierda de- 
mocristiana y en los sectores menos radicalizados del P3I. El obje­
tivo teórico, a grandes rasgos, era la racionalización del sistema 
económico y político en un sentido democrático y social. Sin embar­
go, la vaguedad de esta perspectiva, de una porte susceptible de lle­
narse con un contenida muy vario, sería por otra sometida a dura prue­
ba. por las tensiones y divergencias existentes en el seno de ambos 
partidos, así como por la debilidad de las fuerzas sinceramente com­
prometidas en la experiencia. En efecto, para la Democracia Ci istia- 
no se trataba, en líneas generales, de practicar una política de mo­
deradas reformas en el ámbito de una estrategia conservadora, tenden­
te al mantenimiento de la hegemonía social de la alianza entre, indus­
triales y la clase dirigente político-tecnocrática y, en consecuencia, 
a preservar la hegemonía política del propio partido democristiano. 
Para ello se requería la división del bloque social y político de iz­
quierdas y la integración en el sistema (y en el Gobierno) de una de 
sus partes (165). Para el Partido socialista, tras el abandono de su 
continuada política frentepopulista, el objetivo era modernizar y de­
mocratizar desde dentro el aparato estatal, con el fin de preparar 
una futura transición socialista pacífica. A esta diversidad de ob­
jetivos se deben añadir la desconfianza y hostilidad de un importan­
te sector de la. propia Democracia Cristiana hacia toda reforma limi­
tadora del poder del partido, basado en la alianza con el empresa-' 
riado oligárquico y la gestión clientelista del aparato público. El 
elemento reformista del partido en el poder se veía así considera­
blemente debilitado (ifí6J. Pero, al mismo tiempo fallaba tambión el
\_165) G.P. CAROCCI, op, cit,, p, 354. Tambión en general sobre este 
período, A. PAÍ.3U3RANO, S borla e cronaoa del centro-sinistra , Mila­
no, 1.973.
(l6fí) G.P. CAROCCI, op. cit., p. 352.
ctro pilar del compromiso, dada la falta del apoyo social necesario 
del Partido socialista, sus divergencias internas y la continuada 
incoherencia política de su dirección, impulsada a efectuar manio­
bras contradictorias a derecha y n izquierda pora paliar sus propias 
carencias estructurales y estratégicas (167).
Sujeto a estas limitaciones, las finalidades de la experiencia 
del centro-izquierda, aunque limitadas y no ingenuas, se verían sis­
temáticamente incumplidas y la propia experiencia abocada a un nota­
ble fracaso.
El proyecto reformador del centro-izquierda, visto sobra, todo 
desde la perspectiva socialista, se resumía en el intento de racio­
nalizar el sistema económico italiano, resolviendo las disfunciona— 
lidades más sofocantes del desarrollo económico, reordenando y ree* 
quilibrando el sistema productivo. Al mismo tiempo y como requisito 
para ello se pretendía una reforma del aparato público en sentido — 
tócnico-racionalizador y democrático.
Desde el punto de vista económico el instrumenta principal de 
reorganización debería ser un conjunto programado de intervenciones 
públicas. Más que un crecimiento del sector publico y un aumento de 
las nacionalizaciones -algunas de ellas, como la de la energía eléc­
trica eran consideradas fundamentales, sin embargo, por los socialis- *lo
(167) El PCI se debatía entre la necesidad de apoyar el movimiento 
social de izquierdas y la crítica extragubernamental y al mismo tiem­
po reforzar su influencia en el seno del propio Gobierno. Mientras
lo primero llevaría a la unidad sindical y a la subordinación, a ni­
vel social, a la estrategia global del Partido comunista, lo segun­
do tenía corno consecuencia la unión con el moderadísimo Partios so­
cialista-democrático y la persistencia en la alianza con la Democra­
cia Cristiana y los demás partidos centristas. Política esta que, a 
la postre, tendría como resultado la debilitación progresiva cel pro­
pio Pal, capitalizado a nivel social y político por el PCI y su con­
tinua pérdida de credibilidad ante el electorado italiano. Ver A. 
TAMBURHANÜ, op. cit.
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tas (lGoj- se trrtaba de introducir un elementa de coherencia en el 
funcionamiento del sector económico público. La piedra angular del 
nuevo sistema de intervención estatal debería ser la programación 
económica (lSü). Aceptado este punto de partida, a partir de marzo 
de 1.961 se comienza a discutir en el Parlamento sobre el carácter, 
finalidades, contenido y procedimiento de la programación. El única 
punto de acuerdo parece ser la crítica al anterior sisteme de pro­
teccionismo liberal y de actuación desordenada y particulariza da del 
sector público. Más cilla de ello, surgen las divergencias sobre las 
finalidades de la acción programada ("acumulación mayor" o propulsión 
estatal planificada del modelo existente, o bien "acumulación diver­
sa", c influencia sobre la base de la estructura económica mediante 
la potenciación de consumos sociales, la reforma dal sistema 1 iscal 
y la utilización del crédito público en ¡unción do corrección de 
los desequilibrios del mercado); divergencias sobre el carácter de 
la propia programación (limitada a.l sector público o totalizar ora, 
es decir, vinculante del sector privado y en qué medida y con qué - 
instrumentos); divergencias sobro el método de la programación y - 
sus procedimientos' ( vinculación cíe los sindicatos ai proceso de - 
formación do las grandes decisiones programáticas, según el deseo - 
de la derecha, o mantenimiento de la no confusión de los mismos con 
el sistema institucional público y persistencia en su función de - 
crítica externa, como pretendían les socialistas); divergencias, por 
último, sobre la organización pública de la planificación (organis-r 
mas de la planificación, papel reservado al Gobierno y al Parlamento, 
ejecución dt los planes de actuación, etc.) (l?ü).
(l60j Sobre las contradicciones y consecuencias de la nacionalización 
de la energía eléctrica y la creación del ENEL, ver P¡iEDIEí¡I, Q  par­
lamento. .., cit., p. 37 y ss.
(169) Sobre todo el toma, ver AMATO, II governo dolí'industria... cit. 
p. 5ü y ss.
(l7ü) Sobre los aspectos j rídicos de la programación, véase en gene-
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iin definitiva, en el periodo ele discusión de la política de la 
programación se observan claramente las tres tendencias convergentes 
en el centro-izquierda: la que pretende una transformación tecnocrS— 
Lica y monopolista del capitalismo y del Estado italiano, centrada 
sobre el desarrollo de una empresa pública "agresiva" (Fanfani); la 
que mira a una ampliación de la base democrática del Estado por en­
cima de todo, sin alterar o modificando en mínima parte las estruc­
turas 1 unoainentales del sistema político ^floro y el sector "trans— 
i crEiista"do la Dc¡) y el neoref ormismo socialista, que pretende con­
seguir una reforma pacífica dol sistema capitalista mediante el di— 
rigisma programado y la reforma de las estructuras públicas (l7lj.
Precisamente el segunde elemente esencial de la política del 
centro-izquierda hace referencia a estas reformas. Al cambio tío la 
pot-icion estructural del Estado en el sistema económico italiano de­
bería corresponder una modificación institucional paralela. Al nudo 
gci diana de la programación so añade el no menos decisivo de la re— 
verme del Estado. Uno y otro van inexorablemente unidos.
La reí crnia oel Estado implica por un lado una renovación túcrii— 
ca so las es truc turas y del personal público requerida por las nece— 
-j_dc.ües de± desarrollo económico y la función de dirección programa­
da que aquel deoe cumplir• Por otro lado supone una democratización 
uc las propias estructuras publicas. Finalmente y como corolario de 
eii^i, una coordinación organizativa que asegure la unidad de direc­
ción en el ámbito del pluralismo institucional.
l_1 primar requisito supone la formación y consolidación de una 
nueva dirigencia técnocratica opuesta al corporativismo y rutiniza- 
ción de la burocracia tradicional y llamada a ocupar los puestos cla­
ves de la Administración económica (l7:j. Organizativamente exige la
rei, POEDIERI, Pianificazione e costituzione, cit 
(171) G. RUFFELG, Riforme e Controriforme, Bari, 
(l7Ej Ver G . GASSE3E, L'amministrazione pubblica.
1.975,




p, 20 y ss.
restructuración del aparato público, mediante ler concentración de los 
entes administrativos y la supresión de los que desempeñan funciones 
meramente clientelares y parasitarias (173). La rcordenación so hace 
más necesaria en el campo de la Administración económica.
La democratización tie ias instituciones pasa por la via de la 
descentralización política y administrativa y de la participación, 
al menos en el sector de los servicios culturales y asistenciales.
La reconstitución de ia unidad de dirección política tropieza 
con el obtaculo de las relaciones entre clase política y clase mana— 
aerial (174}, con la reforma del esquema gubernativo y la introduc­
ción de organismos programatorios a este nivel y con la atribución 
de nuevas competencias al Parlamento (175) (176J.
En baso a estos criterios funcionales y organizativos ei cen­
tro-izquierda debería proceder a una revisión per sectores de toda 
la actividad estatal: industrial (177J, crediticia \_17S], urbanis—
y 213 y ss.
(173} Ver 5. CA3GESE, op. ult, cit., pp. 569 y ss.
(174J Ver AMATO, La burocrazia nei processi decisionali, cit., p. 488 
y ss. y 3. CASSESE, op. ult. cit., p. 32 y ss.
(175) Sobre el CIPE (Comite interministerial para la programación e- 
conómica, ver ALATO, Il governo dell'industria, cit., p. 58 y ss. 
(176} PREDIEi li, Il parlamento... cit., en general y también TUCCARI, 
Il controllo del parlamento sull*attività economica pubblica, cit., 
p. 31 y ss., sabre el tema específico del control del Parlamento so­
bre el sistema de las Participaciones estatales. Igualmente, P. CA­
RILE, "Il ruolo del parlamento nel governo dello sviluppo economico 
attraverso le 'amministrazioni separate'", en II governo democratico 
dell'economia, cit., p. 57 y ss.
(177} Sobre la acción empresarial pública y el sistema do las Parti­
cipaciones estatales existe una abundantísima bibliografía. De la 
consultada, debe citarse P. BARCELLONA, Stato e Mercato, p. 105 y ss. 
G. C. LAZZGCHI, "Indirizzo politico e ruolo economico dell'impresa 
pubblica dal centrismo al centro sini tra", en II governo democrati­
co dell'economia, cit., p. 7 y ss.; GIANNINI, Diritto pubblico dell' 
economici, Bologna, 1.977, pp. 165 y ss. sobre todo.
(l73j Sobre el gobierno del crédito, ver PRODIERI, "Le regioni e ie
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tica (179}, sanitaria (l80}, escolar y cultural [Í8l), etc.
Un programa de reformas tan vasto chocó con fuertes resisten­
cias desde el primer momento. La coyuntura política y económica tam­
poco fue propicia a la iniciación de las reformas. La crisis econó­
mica de 1.962-63 sacó a la luz todas las contradicciones del modelo 
estructural italiano (182}, pero al mismo tiempo dia lugar a 'una exi­
gencia de aceleración de las reformas, para la rué el bloque diri­
gen ce carecía de preparación, sobre todo per la necesidad democris­
tiana de efectuar una transformación lenta e indolora. La “grande 
paura1* (163J de 1.963 dió lugar a la ruptura del primer centro—iz— 
quitrda.y a una "fase de hibernación" [154} de la política reformis­
ta, que dura hasta 1.268.
Durante este último período la Democracia Cristiana va acomo­
dándose paulatinamente a la nueva situación, según el designio moro- 
teo de la integración transfermista. Per tanto, no se llega a rea­
lizar la programación, a pesar de la aprobación el 27 de julio do 
i.767 de la ley n- 665 quefijabn las criterios generales de la polí­
nica programanoria y un ambicioso y genérico programa de reformas.
La zey »ue aprobada, curiosamente, pasado el tiempo de su entrada en 
vigoj. , nuf3:j hacia re¡ arancia al llamado programa "económico" del pe— 
lloco l.w-66— /C ^loS], Posteriormente un esquema preliminar do nuevo
leve del potere economico..." op, et loe, cit.
(172} Sobre las reformas urbanísticas del centro-izquierda, G. RUFFü- 
LG» UÀ ‘.'ermo c contrerriforme, cit., p. 23 y ss.; F. MERLONI y P. UR­
BANI , Il governo del territorio, Bari, 1.977.
^186} Scora la legislación sanitaria del período, G. RUFFDLG, oo, ult. 
o i », p • 1 y ss.
(IBI) Bobre la reforma del sistema esc, .lar G. RUFFGLD, op. ult. cit., 
p. Gy y ss. y CHITI, Partecipazione pc jolnre... cit., pp. 41U y ss.
(ÌB2j AMATO. Il governo cieli* industria..,, cit., p. 46.
(183} RUFFGLD, Riforme e Controriforme, cit., p, XVII.
(164} HUFFGLÜ, op. ult. cit,, p. XIX.
(165} A ella se refiere irónicamente GIANNINI con estas palabras: "E
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programa, elaborado en 1.S71 !aa venido también a caer en el olvido, 
£11° no significa exactamente que la situación precedente se 
haya mantenido inmodificada, En los arios tíei centro-izquierda el — 
gasto público ha crecido en grandes proporciones. Se han creado al­
gunas instituciones publicas de intervención económica con carácter 
oir3ccional. Pera se mantiene la política de apoyo a la gran empre­
sa y de nsalvataggio" económico de sectores en crisis (IBS), También 
se mantiene el carácter clientelista de una buena parte de la acti­
vidad pública (lG7j. do sólo no han disminuido los entes públicos 
2~no que inclusa los partidos de izquierda se han impregnado de las 
características del modo de gobernar democristiano. Por lo demás, no 
se ha resuelto el problema de coordinación política y de la armoni­
zación entre clase política y ciase tecnocrática y de esta última 
con la burocracia tradicional (lGO),
rarissimo trovare nella storia, anche di Bisanzio, una vicenda cosi 
paradossale, di un istituto che c'è, ma non c'è, e che anche quando 
c'era, ugualmente non c'era, perchè la legge che le adottò fu ema­
nava due anni dopo l'inizio cronístico dal perioda di programmazio­
ne, come se dovesse mangiare il tempo passato, ed emanata, non si 
potè applicare, nessuno sapendo da deve si dovesse principiare, per 
cui si mangiò anche il tempo a venire"; Diritta pubblico dell'econo­
mia, cit., p. 314,
ìIBS} AmAiU define la nueva situación con la fórmula "proteccionismo 
tíireccional", op. uìt. cit.t p. GS,
(l87j G.P. CAPOCCI, op. cit., p. 357.
I158) Sobre el modelo institucional resultante señala AMATO resumien­
do: “La crescita e il moltiplicarsi degli istrumenti di intervento 
pubblico a carattere discrezionale, la conservazione accanto ad essi 
dei precedenti strumenti di sostegno, il permanere sola in parte at­
tenuavo della pluralità e reciproca autonomia degli operatori pub­
blici che maneggiano gli uni e gli altri, l'accentuarsi dei fenomeni 
di disgregazione politica avviata dal dilagare dei gruppi d'interesse 
nella società e delle negoziazioni cor seguenti. Eppure il dato più 
vis l o s o  ene emerge negli ultimi-anni è proprio le contemporaneità di 
tutto questo: alla programmazione si era giunti per reazione nei con­
fronti di fenomeni che continuane dopo la sua nascita e si accompag­






pero tocio serio 
el contrapeso cic
la corrupción del sistema son cada vez rní.s 
intento de reforma so ha visto impasibili- 
una derecha antidemocrática, pronta a blo.n—
dir la amenaza del golpe cié astado 
comprometida, en su mayoría social
y por una izquierda escasamente 
y política, con el sostenimiento
a la política de reformas del centro-izquierda.
Pero sobra este último tema merece la pena destacar algunas 
cosas. £1 período del centro izquierda y no por casualidad con un 
momento de avance del movimiento obrero y cíe los sectores progresis­
tas de 3a sociedad. Desde comienzos de los arios sesenta se produce 
un reforzamiento progresivo cic 3.a fuerza sindical que, si en un pri­
mer momento so manifiesta en exigencias econórnicistas y salariales, 
muy pronto va a situarse como instrumento da expresión ce xas rei­
vindicaciones y aspiraciones políticas en sentido estricta de las
masas (189).
A nivel partitico será el Partido comunista, por lo demás cada 
vez más implantado en la dirección sindical, el que recoja los fru­
tos de los continuos fracasos socialistas. Ahora bien, lo cierco es 
que el programa político comunista, desde la ultima epoca ce direc­
ción de Torliatti no se diferenciaba demasiado de las espectativas 
del Pal. Se trataba de un programa de reformas antimonopolista y no 
anticapitalista en sentido amplio, tendente a modificar la estruc­
tura económica y política italiana mediante la programación y el ce— 
sarrollo de la descentralización (l9ü). Abandonadas las lincas ma­
estras de la ideología marxista-leninista, el tránsito al socialis­
mo, según la via italiana, se entendía corno desarrollo progresivo
[189J "Nel 1.963--dice RUFFOLO- non erano soltanto i salari a scatta­
re, ma le pretese politiche dell masse popolari"; : ii. ‘¡re e contro— 
riforme, cit., p.XVIl
L19GJ G.P. CAROCCI, op. cit., p. 360-363.
de la democracia en sentido participativG. A ceta perspectiva teó­
rica so contraponía, sin embargo, lo posición táctica del partido, 
así como su propia organización interna. Esta última seguía inspi­
rándose en el modelo centralista del leninismo así como en la ex­
tensión del dominio sobre toda una red de instituciones sociales 
públicas y privadas. La actuación táctica del PCI se centraba en 
la crítica, total al bloque político que lo excluía no ya del sis­
tema, sino del Gobierno y al mismo tiempo la presión para la cons­
titución de toda una red de poderes descentralizados y autonómicos 
(l9l). En congruencia con estos objetivos el PCI llegó a oponerse 
parlamentariamente a los más importantes intentos reformadores del 
centro-izquierda, con exclusión de la actuación de las Regiones, 
pero votando incluso contra el Estatuto do los Trabajadores (l92j. 
La desilusión por la falta de una directriz coherente de la polí­
tica socialista y per las contradicciones del centro-izquierda ha­
rá engrosar las filas del Partida comunista que, per lo demás, has-
(191) La diferencia de la política del PCI con relación a la del 
P3I estriba'precisamente en uno mayor atención de aquél hacia la 
extensión do la democracia local y en ciertos ámbitos de la Admi­
nistración, por lo demás considerada como puerta de entrada de los 
comunistas en el sistema. Togliatti hablaría en este sentido de “la 
larga marcha a través de las instituciones". Por el contrario, se 
hace menos hincapié en la programación y se critica el carácter "cen­
tralizado y tecnocràtico" de la misma.
(192) En concreto, F, CICCHITI) recuerda lo siguiente sobre la posi­
ción del PCI en la crisis del centro-izquierda de 1.964: "Rispetto
a questa orisi, l'atteggiamento del PCI nel 1964 ha ricordato quello 
dell'Armata Rosso durante In seconda guerra mondiale, quando si fer­
mò al di quò del fiume, mentre a Varsavia i tedeschi massacravano 
gli ebrei in rivolta nel getto. Durante la stretta dell'64 il PCI 
rimase impasibile ad assistere al pogrom delle posizioni riformatri­
ci presenti ne3. centro sinistra, ritenendo, forse a raggione, sul 
terreno di una logica di potenza, che ciò, nei tempi brevi, lo avreb­
be rafforzato organizzativamente e che alla, lunga lo avrebbe qualifi­
cato come il fondamentale interlocutore di sinistra", Dal centrosi-
tci el momento podía ofrecer una mayor fuerza de presión y une fa­
chada moral más fiable, dada su carencia de corresponsabilidad en 
la degeneración clientelista y corrompida de ios partidos de Gobier­
no y la realidad (convertida en mito par una propaganda constante) 
de su buena administración 'local.
Esta situación social y política va madurando en los arios 
sesenta sin encontrar una respuesta adecuada a nivel institucio­
nal. El resultado será la explosión revolucionaria del 1.960-69 
(agitación estudiantil y "autunno caldo11 j. A partir de este momen­
to se reproduce con mayor insistencia la amenaza de golpe de Es­
tado. Pero, por otra parte, la necesidad de evitar una ruptura, 
demasiado arriesgada por la creciente fuerza de la izquierda, in­
clina a la mayoría democristiana a conceder una serie de reformas 
para reforzar la credibilidad tíel sistema (l93j. Algunas de estas 
reformas dan razón de la fuerza del movimiento obrero y de la- pre­
sión sindical. Entre ellas las más significativas son la aprobación 
del Estatuto de los Trabajadores (ley n 2 300/1.970 de veinte de ma­
yo) Y lo reforma de los entes de gestión de la seguridad social con 
el reconocimiento de la participación sindical en la misma (ley n2 
153/1,969 y decrete delegado n- 639/1.970, por lo quo se refiere 
al INPSJ. En segunda lugar se producen una serie de reformas en 
materia do derechos civiles y libertad de los ciudadanos. De entre 
estas últimas merece la pena destacar la ley reguladora del refe­
rendum abrogativo (ley n(- 352/1.97Ü de venticinco de mayo). Por úl­
timo, y sin duda el hecho mas significativo, se produce la puesta 
en funcionamiento del sistema de las autonomías regionales (194J. *
nistra all*alternativa, Milano, 1.976 , p. 42.
(153) PREDIEAI, II parlamento..., cit., p. 51.
(194) Ver supre, Capítulo I.
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Los primeros Consejos regionales elegidos se dedicarán en un 
primer momento a la elaboración do los correspondientes estatutos. 
En ellos se manifiestan, después de más de veinte anos de la apro­
bación de la Constitución,las nuevas tendencias políticas,de la 
sociedad italiana. Ei período de elaboración de los estatutos re­
gionales abre una fase de discusión generalizada sobre el esque­
ma constitucional, sus posibilidades, carencias y contradicciones 
a la luz de la experiencia del ventenio. El resultado del mismo 
va a hallar expresión en ei texto de los estatutos. Esta circuns­
tancia histórica, unida al rango supralegal de las normas estatu­
tarias y a la importancia del contenido de las mismas desde el 
punto üg vis üq ae la participación, nos inclinan a detenernos por 
un momento en el análisis de tales preceptos.
Capítulo III
EL NIEVO PERIODO Ci NSTITUYENTE: LOS 1  TATUTC.'J , i£.•ICNALco, 
"CARTA íviAGN/V* DE LA PARTICIPACION.
La apertura del período de elaboración de los estatutos re- 
gionales coincide con un clima político de avance democrático, al 
mismo tiempo que de crisis de la fórmula del centre-izquierda. A- 
demós la explosión de 1.9fiB propició en los ambientes intelectua­
les uno generalización de la reflexión crítica sobre el modelo de 
las democracias representativas occidentales. Aparte de la moder­
nización de la crítica marxista a la infraestructura económica - 
capitalista, a nivel institucional se va a poner en cuestión el 
sistema parlamentario, el monopolio partítico de la mediación po­
lítica, el centralismo y el cecno-burocratismo do las estructuras 
administrativas. Jurídicamente se critica la visión individualis­
ta y estrictamente garantiste del Derecho público y se propugna 
un cambio de orientación para situar como centro de estudio la 
orgam.zación do los poderes públicos y les garantías o controles 
colectivos ^políticos) de los intereses colectivos.
La elaboración de los estatutos regionrle. recibe este con­
junto de iniluencias históricas. De ahí que so haya hablado de un 
nuevo período constituyente, de hechj en los propios estatutos se 
recogen declaraciones de principios soare la organización política, 
que a veces superan objetivamente el ámbito regional. Par ejemplo,
°1 ort* i del Estatuto de la Región Umbría establece que la Región 
“concurre a promover el progreso civil y social de la población, la 
participación ce los ciudadanos en las decisiones de la comunidad 
nacional y la renovación democrática de las estructuras del Estado" 
(lSS).
Uno de los puntos básicos de todos los estatutos regionales 
está constituido precisamente per la insistencia en la idea par- 
cicipative* La participación se considera como instrumento de co­
rrección nos las deficiencias de la democracia representativa. La 
¡legión misma se concibe no ya, como en el período de la Asamblea 
constituyente, desde una óptica garantiste, sino como medio de ex­
presión de la participación de los ciudadanos en el ejercicio de 
las funciones públicas (lSS). El art. 3 del Estatuto de la legión
(IES] 3e ha discutido si tales principios superan el ámbito de la 
potestad estatutaria regional y si, en consecuencia, deben conside­
rarse anticonstitucionales. Perece lógico concluir con E. CASETTA, 
"La partecipazione democratica nell'ordinamento regionale", en II 
— ITTI Tinìn'1 ini strati v o , 1.972, III, pp. 875 y ss., que tales princi- 
•pi°s no son. anticonstitucionales en cuanta que recojan y desarro­
llen los propios principios establecidos en la Constitución. En 
nú. tei io. de p^r cicipación tales principios estatutarios encuentran 
apoyo en el art. 3, ep. 2, que incluso algunos estatutos (art. 5 
P.eg. Basilicata, art. 3 Est. Reg. Erdlia-Romaha, art. 4 Est. 
Reg. Liguria) transcriben literalmente.
(195) Según G. PERICU, "La programmazione negli statuti regionali", 
en Ri-V*. trim. dir, pub.. 1.971, 3, p. 1.337-1.372, "si può notare 
come nell'elaborazione degli statuti siano difetto prevalse le is­
tanze democratico-partecipazionistiche e di efficienza rispetto al­
io ricorrenti motivazioni garantistiche, che avevano caratterizzato 
per lungo periodo il dibattito sul regionalismo in Italia. In effet­
ti ? se non si può escludere la presenza anche di quest'ultima com­
ponente, è indubbio che gli statuti appaiono volti a creare un orga- 
nisrno che sia nello stesso tempo ef f : d e n t e  ed in grado di essere 
l'effettiva espressione delle istanze, e della volontà delle collet­
tività regionale" (p. 1.346), En el mismo sentido se pronuncia F, 
Rüv/ERBI-LüRACC, en el comentario al Estatuto de la Región Emilia-
Véneto dirá, en este sentido, que la Región tiene por finalidad con­
solidar la participación do los ciudadanos. Más tajantemente, el 
art. 2 del Estatuto del Piamonte señala que “la Región actúa... ejer­
citando su autonomía para realizar la efectiva participación de te­
cos los ciudadanos en la actividad política, económica y social de 
la comunidad regional y nacional. La Región reconoce que la parti­
cipación de ios ciudadanos en las decisiones políticas,en la. fun­
ción legislativa y administrativa y en el control de los poderes 
públicos es condición esencial para el desarrollo de la vida demo­
crática y salvaguardia de ios derechos de igualdad y libertad de 
todos ios ciudadanos“ . Participación, pues, corno fin y como instru­
mento de la acción regional, como fundamento de la institución de 
los Regiones y como eje de la necesaria reforma de las estructuras 
públicas. Los estatutos desarrollan abundantemente la idea parti- 
cip at i va, per lo que han sido considerados corno lo “Carta Magna de 
la participación" (RETTIMI). A pesar de las diferencias de expre­
sión y de contenido, tanto en las formulaciones generales como, lo 
cue es mós_ importante, con relación a las derivaciones concretas 
del principio de participación, todos los estatutos do las Regiones 
ordinarias obedecen a un mismo patrón ideológico genérico. Por tan­
to, puede trazarse un cuadro general resumido, sin perjuicio de sub­
rayar las variaciones más interesantes desde un punto de vista prác­
tico, asimismo reveladoras de la distinta relación de fuerzas polí-
■ Romana: "Ci sembra possa affermarsi che il legislatore emiliane ha 
inteso la partecipazione pib che come istanze connoscitiva o come 
fenomeno di garantismo o,ancora, come fatto di redistribuzione del 
potere, come un'esigenza di colabcrazione nell'esercizio di deter­
minati meccanismi di esercizio del \ otere mediante la quale possa 
concretamente attuarsi una sorte di confronto fra le forze politi­
che, sociali od economiche esistenti in ambito regionale", Commen­
to allo statuto della Regione Emilia-Romcagna, filano, 1972,p. 31.
ticas en ceda Región. Estes matices ayudan también a comprender la 
consideración que cada grupo o bloque político-ideológico tiene (o 
tenía en su momento) del fenómeno porticipntivo.
EL MARGO INSTITUCIONAL DE
riu.uIO¡ iALi'-b •
LA PARTICIPACION EN LOS ESTATUTOS
Tres principios fundamentales caracterizan la organización y 
la actividad de las Regiones en el esquema prefigurado por los es­
tatutos: participación, descentralización y programación. Los tres 
se complementan entre sí. Desde el punto de vista de la participa­
ción, la descentralización es un requisito imprescindible para un 
desarrollo de la incidencia de la opinión de los ciudadanos en las 
decisiones públicas. La programación es el método democrático de 
recomposición de la unidad de dirección política regional. A sus 
virtualidades eficientísticas une la posibilidad -imperativa en 
el esquema de los estatutos— de una elaboración de las decisiones 
generales participada y anticentralista. Pero observemos un poco 
mas en concreto la formulación de estos requisitos do la partici­
pación .
El primero de ellos se concreta ante todo en la existencia 
de una autonomía política regional. La Región es un sujeto público 
dotado de autogobierno por prescripción constitucional. Posee una 
esfera de competencias propias, que le vienen atribuidas por la 
misma. Constitución y que no pueden ser avocadas por el Estado-per­
sona. Las relaciones entre los órganos regionales y los órganos es­
tatales se manifiestan como relaciones entre ordenamientos jurídi­
cos generales, si bien en posición Je subordinación a supraordena— 
ción respectivamente, y no como relaciones entre órganos dol mismo 
ordenamiento general. Las instituciones regionales están sometidas
tan sólo a la ley estatal y a los principios peñeróles fijados por 
ésta en el ámbito de sus propias competencias ( ert. 117 Constitu­
ción}. El control estatal sobre los actos administrativos de ia 
degión es sólo de legitimidad o bien, si se extiende a la, opor­
tunidad del acto, consiste en el requerimiento de reexamen de la 
decisión. Lo Región en cuanto que organización es titular de una 
potestad de intiirizzo político-administrativo, cuyo contenido 
puede ser distinto a la orientación concreta del indirlzzo polí­
tico estatal. En consecuencia, posee una autonomía estatutaria, 
legislativa, administrativa y financiera (197).
La segunda característica de la organización regional esta­
tutaria que podemos considerar corno condicionante del modelo de 
participación establecido por los estatutos es la amplitud de las 
competencias y la centrclidad de la posición del Consejo regional. 
Este es el órgano representativo de la comunidad regional. Sus campe 
tencias exceden de las normalmente atribuidas al órgano legisla­
tivo en el esquema liberal de la separación de poderes. Es titu­
lar de la potestad legislativa, pero además de la reglamentaria 
y de la de aprobación do los actos administrativos generales. En 
definitiva, ejerce una función de indirlzzo político-administra­
tivo, por encima de distinciones formales (198], A esta función 
corresponde, por lo demás, la importancia do las competencias atri­
buidas a las Comisiones del Consejo, configuradas corno sedes on las 
que se produce continuamente una relación con el ejecutivo o Admi­
nistración regional, por lo que el Consejo roniona.l puede extender
(lS7) Cobre el tema, ver por todos, PALADIN, Üiritto regionale, cit. 
pp. 33 y ss.
[19GJ TUL* CARI, Par iecinaziorte popol^re... cit., p. 71 y ss. , para el 
quo este módulo organizativo representa una continuidad cié las fun­
ciones normativa-y ejecutiva, con preeminencia del órgano represen­
tativa.
su función de indirizzo a un control
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sistemático de la Administra­
ción regional (199J. En este sentido es significativo que dichas 
Comisiones se configuren asimismo cono centros do participación pro- 
cedirnental y consultiva. La centralidad del Conseja regional ce ma­
nifiesta también en que es dicho órgano y no la Junta regional quien 
establece las relaciones con entes y empresas autónomas regionales, 
la que provee al nombramiento de sus dirigentes y ejerce el control 
ue su actividad (20L). Por otra parte la Junta regional se compone 
de pocos miembros investidos de una responsabilidad colegial, sin 
c¡ue exista una clara distinción por "ministerios1', con lo cual, se­
gún AMATO (20lj se disminuye el peso de los intereses del aparato 
ourocratico y la utilización de éste para operaciones ciientelares 
y electorales.
Otra presupuesto importante de la participación en los esta­
tuaos regionales está determinado por ?Las características de la 
nieva Administración regional. Orgánicamente se prevé una Adminis­
tración participada y descentralizada al máximo. ¿1 aparato adminis­
trativo regional en sentido estricto se configura como un conjunto 
cuantitativamente limitado y cualitativamente diverso respecto a las 
características de la Administración estatal. Je trata de evitar el 
corporativísimo y leí rutinización burocrática mediante una Adminis­
tración indiferenciada en cuanto al estatuto del personal, puesto 
que prevé un cuerpo funcionarla! único, con una sola escala de ca­
tegorías y con retribuciones omnicomprensivas. Al mismo tiempo debe 
constituirse;como Administración técnicamente especializada, con un
(199) TUCü a J I , op. ult. clt., p.74.
1 2 0 0 )  AiV.mTü , "La p r o g r a m m a z i o n e  come método d i l l ' a z i o n e  r e g i o n a l e ' , '  
Gn R u * tp im ._  d i r . p u b , , 1 . 9 7 1 ,  2 ,  p .  ¿ 1 3 - 4 2 0 .
(2ülJ Dp. ult. clt., p. 420.
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papel preeminente ríe les asesorías técnicas y de ios grupos de tra­
bajo intersectoriales (202).
Los entes y empresas regionales, por su parte, actúan bajo la 
dirocciún y control directos del Consejo regional, como en oes o a— 
paratas meramente instrumentales y de reducido número (¿D3j.
Pero leí previsión más importante es la que se refiere al ejer­
cicio descentralizado de las actividades administrativas regionales 
por los servicios administrativos de los entes aoca3.es menores re­
presentativos: Provincias y Municipios (ert. 11c, cp. 3 Constitu­
ción) • Todos los estatutos contienen principios y preceptos con­
cretos de delegación de funciones administrativas a los entes lo­
cales, así corno de reforma de las propias estructuras locales pora 
acaptarlas a las exigencias técnicas que comporta la prestación de 
los servicios regionales. La institución de ios 11 comprensorlcs11 res­
ponde a esta necesidad así como a las exigencias de la programación 
democrática regional. El debatidísimo tema de las delegaciones de 
funciones de la ¡legión a los entes locales supone uno ele los puntos 
más avanzados de las expectativas dernocra.tizadoras expresadas en los 
estatutos regicna3.es, pero al mismo tiempo una do las previsiones 
relativamente más utópicas, habida cuenta de le escasez de medios 
económicos y técnicos con que cuenta la Administración provincial 
y municipal, así coro la dificultad de suplir estas deficiencias 
en un futuro inmediato (204).
Finalmente, elemente caracterizante de la actividad regional
(202) Ver PALADIN, Diritto regionale, cit., pp. 336 y ss.
(203) PALADIN, op. ult. cit., pp. 344 y ss.
(204) Sobre las relaciones entre Regiones y entes locnles puede ver­
se: PALADIN, Diritto regionale, cit., pp. 31? y ss.; U. PGTDT3CHNIG, 
!:La delega di funzioni amministrative regionali agli enti locali" en 
Il foro amministrativo, 1.971, III, p. 427 y ss.; GIANNINI, "Il ria­
sseto dei poteri locali" en Riv. trim. dir, pub,, 1.971, 3, p. 451 y 
ss. y A. 0R3I-GATTAGLINI, Le autonomie locali nel ordinamento regio­
nale, Milano, 1.974.
es la programo.c ión. Esta se concibe corno método ce la accién regio­
nal en la generalidad de los estatutos ordinarios. Implica por un 
lado una nueva forma de reccmposicién de la unidad ríe dirección de 
los sujetos institucionales, empezando por la consideración de la 
misma Región como sujéto autónomo participante en la programación 
nocional en las fases de elaboración y ejecución del plan y conti­
nuando por la corresponsabilización do todos los sujetos púdicos 
operantes en el órnbito regional en torno al plan o planes regionales. 
Cada uno de dichos sujetos y en especial los entes locales deberán 
tomar parte en la formación de las decisiones y principios programá­
ticos y, una vez elaborados éstos y aquéllas, intervendré en ia 
ejecución del programa en coordinación con los demás entes públicos 
y a tenor de sus respectivas competencias. El Consejo regional so 
coloca como crisol de toda esta participación interorgéniCc, ejer­
citando de esta manera en su forma más específica, la íuncjón de
indirizzo que le viene atribuida.
Pero además la programación como método de la actividad regio­
nal se extiende más allá de la simple esfera de la organización 
pública, interesando en la misma a las fuerzas sociales o sujetos 
portadores de intereses colectivos. La programación según j .o s  G o t a -  
tutos rerrionales no es si producto de un solo cenerò do Decisión, 
sino la expresión de los diversos "poderes” presentes en la colec­
tividad (205).
La programación es un instrumento democratico de trans* creici— 
ción do la sociedad (2L6J. Pin organizativo e instrumento . e con­
funden en una progresividad dialéctica, de la misma manera que van 
unidas participación y programación.
(205) PERICU, "La programmazione negli statuti regionali" cit., p. 
1.369-1.37U.
(206) AMATO, "La programmazione come metodo...", citr, p. 416.
5 0 3
Autonomía regional, posición central de los órganos repre­
sentativos, descentralización, reforma administrativa y programa­
ción constituyen, pues, el nuevo marco institucional en el que se 
desarrolla y mediante el que se explica el modero de pe.ruic.ipación 
previsto por ios estatutos regionales, añora es necesario analizar 
con mayor detenimiento estas previsiones.
2.- CARACTERES Y SUPUESTOS DE LA PARTICIPACION EN LO3 ESTATUTOS
regionales•
Los estatutos regionales aprobados en 1.971 suelen abrirse 
con amplias declaraciones de principios sobre los fines y '.os mé­
todos do la acción y la organización regional. En ninguno de ellos 
falta la referencia a la participación.
La participación aparece como elementa cualificante be la 
autonomía regional (207}. El objetivo de la ¡-legión es conseguir la 
efectiva participación de los ciudadanos en la organización eco­
nómica, social y política de la nación (2GSJ. La participación apca­
rece como fin de la Región, pero, al mismo tiempo, es una ¡iurtici— 
pación finalizada a la consecución del desarrollo de la persona 
humana, a través de la igualdad y libertan de tocos los ciudaoanos.
Este objetivo supone la obligación de la Región de promover, 
garantizar y estimular dentro de su ámbito de competencias la pro­
pia participación (209). Esta se considera, pues, también como ins—
(207). Art. 3 Est. Rea. Campania.
(20Bj Art. 2 Est. Aeg. Piemonte, àrt. 3 Est. Reg. Vèneto, art. 4 
Est, Reg. Liguria, art. 3 Est. Reg. Emilia-Romaba, are. 2 c.st. Reg, 
Toscana, art. 5 Est. Reg. Basilicata, etc.
(209) Art 1 Est. Reg. Lombardia, art. 1 Est. Reg. loscana, art. 1 
Est. Aeg. Umbria, nrts. 1 y 34 Est. Reg, Lazio, art. 1 Est. Reg, 
Molise, art. 1 Est. Reg. Puglia, art. 1 Est. Rea, Basilicata, etc.
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truniento necee irio para el desarrollo do la democracia (21C) y para 
la renovación de las estructuras del Estado (211). Los fundamentos 
de la participación son el propio autogobierno regional (212), la 
descentralización de la acción pública regional (213), el recono­
cimiento y el fomento del pluralismo (214) y del asociacior.ismo 
democráticos (215) e incluso del cooperativismo (216) y de la 
autogestión (21?).
Estas declaraciones de principio recogen y desarrollan las 
contenidas en el Título introductivo do la Constitución. Su efi­
cacia y alcance jurídico son los mismos.que los de tales princi­
pios constitucionales.
Pero ahora nos interesan más las concretas previsiones esta­
tutarias que especifican los supuestos de participación. Lo i pre­
ceptos que se refieren a este tema son también numeroso©, si bien 
su contenido no es tan amplio como lo que cabría esperar en base 
a las ampulosos declaraciones de principios. Por ello, el legis­
lador estatutario ha sido acusado de falta do imaginación y de 
timidez en la creación de nuevos mecanismos participativos ^218).
(.210) Art. 3 £st. Heg. Piamente.
(211) Art. 1 Est. Heg. Umbria.
(212) Art. 1 Est. Heg. Emilia-Romana, art. 3 Est, Rag. Piamente.
(213) Art. 1 Est. Heg. Lombardia, art. 53 Est. Reg. Emilia-Romahe, 
art. 63 Est. Heg. ioscena, arts. 12 y 13 Est. Reg, Umbria, art. 41 
Est. Reg. Lazio, art. 52 Est. Reg. Molise, arts. 47 y 54 Est. Reg. 
Basilicata, etc.
(214) Art. 2 Est. Reg, Toscana.
(215) Art. 53 Est. Reg. Lombardia, art. 61
(216) Art. 4 Est. Reg. Campania.
(21?) Art. 53 Est. Heg. Lombardia, art. 3, q) Est. Reg. Emiìia-Roma- 
na, art. 47 Est. Reg. Campania.
(218) CASETTA, "La partecipazione democratica nell'ordinamento re­
gionale" cit. y A. RUMALO, "Rappresentanza politica e democrazia 
diretta noi! ordinamento regionale" (Comuniceción al Congreso de 
Turin sobre "La función normativa de las Hegiones", junio de 1272).
Est. Heg. Molise.
a) Los sujetos de la participación en los estatutos regional-e
La partición en los estatutos regionales se vislumbra como 
método de actuación de la Región. En tal sentido supone un progre­
sivo y permanente contacto de la organización pública regional con 
la sociedad civil, con los intereses que se manifiestan en el seno 
de la misma y, por tanto, con los sujetos portadores de dichos in­
tereses.
Los sujetos participantes vienen designados por los propios 
estatutos, a. veces de forma genérica y a veces por relación a ca­
da específico supuesta participetivo.
Algunas normas se refieren a los sujetos individuales, que se 
tornan en consideración como “ciudadanos" o como "electores" o bien 
delimitados en base a categorías específicas como las de trabajado­
res y usuarios. En general estas referencias sen genéricas o bien 
relativas a instituciones participativas específicas, tales como 
la iniciativa popular y el referendum. A veces también se clude 
expresamente a la participación de los administre-dos en los proce­
dimientos administrativos regionales.
Sin embargo, los estatutos hocen sobre todo hincapié en la 
participación de los sujetos cólecctivos. Por eso se ha seríale do 
que la participación en los estatutos es sinónimo de iniciativa 
colectiva (219). Son las fuerzas sociales y políticas presentes en 
el ámb:i to regional las que se consideran como principales sujetos 
activos de la participación. El hecho ha sido valorado do diferen­
te forma. Para*-algunos autores esta participación colectiva indica 
la visión no estrictamente garantística de los estatutos, supone
(219} TUrjCARI, Partee!. pazione popolare... cit., p. 79.
Estos deben sec ahora objeto de un breve resumen sistemático.
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un:, recepción efectiva de los intereses colectivos por los órganos 
del peder roí ional entes que de los intereses individuales y parti­
culares (220). Para otros significa uno. limitación del fenómeno par- 
ticipativo a determinados centros de poder centre lizados, lc¡s gran­
des partidos, y a una red de organizaciones más o menos subalternas 
o coordinadas con ellos, bien directamente, bien a través de su - 
oligopolio sobre les centros de peder públicos, es decir, los entes 
locales (221). De hecho esta primacía de los sujetos colectivos equi­
vale a una mediación social y política previa de los intereses con 
anterioridad a su canalización a través de las estructuras fúblicas
(222) o
La cierto es que el problema de los sujetos participar.tes fue 
une do los más debatidos durante el período ”constituyente" regional
(223) . Ante todo resultan privilegiados dos tipos de sujeto, los en­
tes locales y los sindicatos. En cuanto a les primeros no perecen 
surgir grandes dudas ni diferencias: actúan como entes exponencia­
les de las respectivas comunidades locales, como portadores de los 
intereses colectivos de las mismas. Los entes locales participan en 
el proceso de formación de las decisiones regionales, en espacial
de los líneas de indirizzo político regional, de las que sen al - 
mismo tiempo destinatarios e intérpretes (224).
Los sindicatos participan como portadores de los intereses de 
las diferentes categorías de trabajadores. Tocios los estatutos los
(220) TUCCAH1, op. ult. cit., p. 77
(221) CA6ETTA,y RODANO, ops. ults. cits, respectivamente.
(222) AMATO, Commonto alio statuto dolía racione Lazio, Milano,
1.972, p. 74.
(223) CAAETTI, Commentc alio statuto deila regione Toscana, .Ulano,
1.973, p . 486 y ss.
(224J CAAETTI, op. ult. cit., p. 510 y AMATO, op. ult. cit., p. 76.
incluyen expresamente entre les sujetos participantes, si bien su 
posición viene reforzaría en los ríe las Regiones con mayoría elec­
toral de izquierdas, en especial Emilia—Romana y Toscana. Tales 
Regiones, por lo demás, y en especial la primera, muestran una es­
pecial preferencia por la participación ríe los sujetos colectivos 
frente a los individuales. Los sindicatos participan con carácter 
externo a las estructuras administrativas y no formando parce de 
organismos institucionales y permanentes del tipo col CNcL (225],
El problema reside en la determinación de los demás sujetos 
participantes, habida cuenta de la inclusión en la mayor parte de 
los estatutos del término "formaciones sociales". Esta locución ha 
sido siempre añadida por la Democracia Cristiana siempre que las 
izquierdas proponían simplemente el término "sindicatos" (226). Ha­
bida cuenta del carácter finalizado de la participación en los es­
tatutos regionales, una parte de la doctrina ha intentado interpre­
tar el término en sentido anticorporativista. Formaciones sociales 
legitimadas a participar serían aquéllas y sólo aquéllas "que tie­
nen como finalidad de su constitución la de contribuir a un ejer­
cicio amplio y directo de los derechos-deberes de la person i vistos 
en relación con el desarrollo dx una sociedad liberada de privile­
gios limitativos de la igualdad entre los ciudadanos (art. 2 y 3 
Constitución): así, por ejemplo, las cooperativas, las comunidades 
de trabajadores y de usuarios, las asociaciones para la tutela de 
bienes naturales y artísticos, etc" (22?). De cualquier forma el 
término es demasiada vago y no es sencillo de distinguir el carác­
ter corporativa o no de una concreta organización social. A veces
(225) AMATO, op. ult. cit., p. 77.
(226) AMATO, op. ult, cit., p. 16.
(227) TtJCCARI, Partecipazione popolare. . . cit., p .84.
los propins estatutos especifican algunas de las categorías de aso­
ciaciones ogrupos sociales admitidos a la participación: organiza­
ciones profesionales (226), entes económicos (222), coopera oivas 
(230), comunidades de trabajadores (23l), instituciones cultura­
les (232), comités de fábrica (233), etc.
Un análisis más detenido y comparado del tema de los sujetos 
nos llevaría a deducir las influencias de los grandes bloques polí­
tico-ideológicos en la elaboración de los estatutos: más atiento a 
la participación de las agrupaciones sociales "democráticas el blo­
que do izquierdas, pero desconfiado ante la participación individual 
iw234); indefinido y difuso el gruoa dernocristiano, oscilante entre 
una solución progresista y una orientación tecnocrática y acuciado 
por la necesidad del compromiso.
En todo caso parece quedar salva la preeminencia de la fórmu­
la de la representación política sobre la de la representación de 
intereses. Ella deriva de la posición central del Consejo regional 
y de la importancia de los entes locales como sujetos de la parti­
cipación. Además algunos estatutos destacan expresamente el papel 
relevante de los partidos políticos corno instrumentos de participa­
ción política, de acuerdo con el art. 49 de la Constitución (23a),
(226) Arts. 29, 62, 73 y 75 Est. Reg. Piamonte, art. 5 Est. Reg. 
loscann, arts, 7, 49, 53, 66, 67 Est. Reg. Campania.
(229) Arts. 4, 22, 35 y 36 Est. Reg. Véneto.
(230) Arts. 5 y 71 Est. Reg. Toscana, arts. 47, 48, 49, 53, 56 y 67 
Est. Reg. Campania, art. 53 Est. Reg. bombardia.
(231) Art. 14 Est. Reg, Umbría.
(232J Arts.47, 48, 42, 53 y 66 Est. Reg. Campania, arts. 2, 6 y 9 
Est. Reg, Piamonte.
(233) Art. 7 Est. Reg. Campania.
(234) Lo que sobro todo responde al proyecto táctico del PCI de in­
troducirse directamente o mediante las organizaciones en que goza de 
ruerte implantación on las estructuras públicas, sin prejuzgar ahora 
la virtualidad ideológica o estratégica de esta orientación.
(235) A veces la mención a. los partidos aparece separada y su función
b) Objete de la participación.
La participación se extiende en principio y como línea de ten­
dencia a toda la actividad regional con carácter general. Natural­
mente, cada una do las formas participativas tiene un objeto pro­
pio. También varía el objete de la participación en base a la de­
terminación de ios sujetos que intervienen en cada caso.. De cual­
quier forma, un breve cuadro sistemático de las materias específi­
camente mencionadas en los estatutos a las que se extiende 2 a par­
ticipación contribuye a clarificar el alcance de la misma en las 
previsiones do los "constituyentes regionales".
En relación con les diferentes actividades o funciones de los 
organismos regionales las explícitas referencias estatutarias son 
muy amplias, de alude a la participación en las actividades legis­
lativas, reglamentarias y administrativas de la Región en prácti­
camente todos los estatutos. En ocasiones se precisa aún más, me­
diante alusiones concretas a la función tíe decisión politice (236}
D 1:1:3 indirizzo (237), por un lado, y a la función de control admi­
nistrativo regional, por otro (23GJ. No faltan menciones expresas
especificada con relación a los demás sujetos participantes. Por - 
ejemplo, el art. 53 del Est. Rea. Lombardía establece lo siguiente: 
"La Región reconoce en los partidos políticos el momento fundamental 
para la determinación de la política regional y reconoce en el con­
curso de los entes locales, tíe los sindicatos, dol movimiento coope­
rativo, de las demás organizaciones sociales y de todos los ciuda­
danos el fundamento do la participación democrática". Una relevan­
cia similar de la posición de los partidos se establece en el art.
32 del Est. Reg, marcas y en el art. 71 del Est. Reg. Toscana (que 
entre los demás sujetos participantes no incluye, sin embargo, con 
carácter genérico, a les sujetos individuales. En otros casos los 
partimos se mencionan, sin mayor diferencia, en la lista de los su­
jetos participantes: así, por ejemplo, en el art. E7 del Est. Reg. 
Compañía y en el art. 61 del Est. Reg. Basilicata.
(236J Art. 2, ap. 2 Est. Reg. Píamente.
(237j Art. 5 Est. Hcr. L' curia.
(23ü) Art. 2 Est. ion. P amonte y art. 6 Est. Reg. Liguria.
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a la participación en el proceso de formación de las propuestas de 
la .legión al Estado (231}.
Por lo que so refiere al ámbito propio de ia participación, 
la genericidatí de las declaraciones de principios se concreta a ve­
ces con referencias a la Administración regional, a sus procedimien­
tos y actos. Pero sobre todo no falta en ningún estatuto la insti— 
tucionalización de la participación en las actividades del Consejo 
regional, ya sean de tipo legislativo, reglamentario o de elabora­
ción de actos administrativos generales. Este parece ser, pues, el 
Ambito natural y primario de la participación en el ejercicio do 
las funciones regionales. Le cual ecuivale n decir, habida cuenta 
da la posición funcional del densejo en el conjunto de la e: truc- 
tura regional, que el momento esencial de le participación esta 
constituido por la intervención en el proceso de elaboración délos 
actos de indirizzo político-administrativo regional.
algunos estatutos se preocupan también de explicitar lb espe­
cial obligatoriedad de participación en algunas materias o acto­
res de actividad concretos. Entre ellos pueden citarse la-sanidad 
(24ü), el urbanismo (241] o, con mayor amplitud, la ordenación del 
territorio (242], la agricultura (243], la acción cultural [244] o 
los servicios sociales en general (¿45], din embargo, la materia en 
la c,ue debe expresarse por excelencia la participación, sobre todo 
la de los entes locales y formaciones sociales, es precisamente la
(239] Art. 56 Est, Reg. Lombardia y art. 9 Est. Rag. Liguri. .
(240] Art. 6 Est. Reg. Umbria, art. 7 Est. Reg. Campania, art.6 
Est. Reg. Puglia.
(241) art. 69 tl Co L • Reg. Lomb.- rdir-i.
(242) Art. 46 Est. Rég, Lazio.
(243) Art. 19 Est* Reg. Umbria.
(244) Art. B E G  C » Ron. Puglia.
(245) / \rt. 6 E Su» Reg. Larcas
acción program: boria regional (246} . Siendo lo programación regional 
la concrección fundamental de la actividad de indirizzo, tales men­
ciones explícitas refuerzan la conclusión de que es ésta última el 
•ámbito objetivo fundamental de la participación popular en el espí­
ritu de los estatutos regionales.
c] Las formas participabivas.
A lo largo de su articulado las estatutos regionales recogen 
una serie de formas especificas de participación. al igual que se 
dijo con relación a la Constitución debe-interpretarse que tales es­
pecificaciones no agotan el contenido del principio participatorio 
y menos aún dado el carácter general y amplísimo con que se acoge 
en la normativa estatutaria. De todas formas y también de manera 
semejante a lo que se dijera con relación al texto constitucional 
u cerca del desfase entre los principios fundamentales y la parce 
órnenica, la lista de los institutos participativos previstos es 
bien reducida y escasamente correspondiente a la generalidsc de los 
principios. Trazaremos cqui un breve cuadro sistemático.
La mayoría de los preceptos en cuestión se refieren a formas 
diversas do participación procedimenteil. Los sujetos participantes 
intervienen desde el exterior de las estructuras orgánicas regio­
nales, sin confundirse con estas.
Algunos estatutos hacen declaraciones genéricas sobre la par­
ticipación en el procedimiento y sobre el principio del contradic­
torio corno característica del mismo. Lo participación se refiere en 
tales casos a  los actos de interes general. Los sujetos legitimados
(246J Art. 4 Est. Reg, Véneto, arts. 61 y 66 Est. Reg. Camponia, art. 
6 Esc. Reg, Bosilicata, art. 75 Est, Reg. Plomante, art. 6 Est. Reg. 
Lombardía, arts. 4 y 55 Est. Reg, Emilia-Rornaña, art, 16 Est. Reg. 
Umbría, arb. 39 Est. Reg, Marcas, etc.
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a intervenir sen los ciudadanos interesados, los entes y las forma­
ciones sociales (247). 11 desarrollo de este principio queda expre­
sa o implícitamente remitido a la legislación regional ordinaria.
Con mayor detalle se regulan los procedimientos para la adop­
ción de leyes, reglamentos y actos administrativos generales del 
Consejo regional, en la fase de iniciación del procedimiento se pre- 
vó la iniciativa popular y de los entes locales (248). Si la inicia­
tiva corresponde a estos, el número de los iniciadores se cifra en 
general en cinco Consejos municipales o un Consejo provincial, Cuan­
do la iniciativa corresponde a los electores el mínimo de raquiren- 
tes oscila entre los 2.000 (249) y los 15.0DC (250), pudiéndose ci­
frar la media en 5.G0G electores. A veces también se reconoce este 
derecho a los sindicatos y organizaciones sociales de ámbito regio­
nal (2Sl). En determinados estatutos se establecen diferencias entre 
las procedimientos de formación de las leyes y de los demás actos 
del Consejo regional.
Admitida la iniciativa de los ciudadanos, asociaciones o entes 
locales, se fijan plazos estrictos para la inclusión del proyecto de 
ley, reglamento o acto en el orden del dia de las Comisiones del - 
Consejo. £1 ejercicio del derecho de iniciativa lleva aparejada la 
continuidad de la intervención en el procedimiento que se abre. Les 
entes locales, asociaciones o un cierto número de representantes de 
los electores proponentes deben ser oídos por la Comisión que trami-
(247) Art. 53 Est. Reg. /.bruzo, cirt. 53 Esc. Reg. Marcas, art. 53 
Est. Reg. Véneto, art. 46 Est. Reg. Lombarda, etc.
(248) No considerarnos como actos de iniciación, sino corno simples ac­
tos preliminares del procedimiento las peticiones e interrogaciones
a que se refieren buen número de preceptos estatutarios.
(249) Art. 40 Est. Reg. üasilicata, arts. 22, 42 y 49 Est. Ron. f.íoli-
se.
(.250) Art. 54 Est. Reg, Puglia.
(251) Art. 37 Est. Reg. L lilie-Romana.
ta el procedim:’ ente.
No se agota en este supuesto la participación en la f .se ins- 
tructorin. Algunos estatutos prevén explícitamente la posibilidad 
de formular observaciones por parte ríe los ciudadanos, asociaciones 
y entes (252] o sólo por parte cié los entes y organismos interesados
(253] a. los proyectos de ley que se discuten en el seno del Conseja. 
También se prevén conferencias y encuestas previas a Ir. decisión -
(254) y audiencias cognoscitivas (255). Aparte de este supuesto con­
creto, ligado a la tramitación de un procedimiento, se instituyen 
con carácter más general formas de investigación, encuesta y estu­
dio y conferencias con participación de ciudadanos, asociaciones y 
entes (256] o, en especial, de los entes locales (257],
Mención aparte merece lo. consulta facultativa por par" a de las 
Comisiones del Consejo en el curso del procedimiento de formación de 
los actos uel mismo, liste trámite so instituye en todos los estatu­
tos ordinarios. Los sujetos que pueden ser llamados a consulta son 
representantes de entes locales, sindicatos, asociaciones, insti­
tuciones culturales y formaciones sociales en general. A veces se 
prevé también la consulta a ciudadanos o título individual (256).
21 supuesto descrito nos introduce en el tema general de la 
participación consultiva. Esta ocupa un lugar destacadísimo en los 
estatutos. La consulta aparece implícitamente como un modo normal 
de obrar rie las instituciones regionales (259j. üin embargo, la prin-
(252] Art. 35 Est. Fien. Lombardía, art. 33 Est. Aeg. Véneto.
(253j art. 38 Est. Fien. Emilia-Homaría.
(254 J Art. 32 Est. Reg. Marcas.
(255j Art. 21 Est. Reg. Emilia-Romaña.
(256] Art. 16 Est. Reg. Umbría, art. 49 Est. Reg. Campania.
(257] Art. 8 Est, Reg. Liguria.
(258] Art, 17 Esc. Reg. Lombardía.
(259] Expresamente lo afirma, en lo que se refiere a las Comisiones 
del Consejo, el art. 21 r.l Est. Reg. Emilia-RomaAa.
Vcipal caracteriscica de la misma es su inorganicidad. No so prevén 
organismos consultivos permanentes o institucionalizados, sü no o.ue 
la consulta aparece como una forma do participación funcional y ex­
terna. Eubjetivamente se observo, también una preferencia pai los su­
jetos colectivos, aunque a voces también se llama a consulte: a los 
ciudadanos (260)• En ocasiones se recalca la necesidad da contacto 
consultivo permanente con los entos locales ^261). La regulación 
de la participación consultiva se remite también a la ley regional.
A voces pueden, sin embargo distinguirse con claridad los supuestos 
de participación consultiva facultativa y obligatoria. Por ejemplo, 
en el crt. 59 del Estatuto do la Región Véneto instituye uno asamblea 
de representantes de los Consejos provinciales, municipales y de los 
"comprensorios" de la Regién y se señala que tal Asamblea puede ex­
presar votos o mociones con valor consultivo. En tal caso pe-rece que 
la consulta es un derecho de la Asamblea y no una simple potestad 
facultativa del Consejo regional.
En relación con la fase conclusiva del procedimiento los es­
tatutos regionales establecen la institución del referendum, según 
la prescripción del art. 123 de la Constitución, be prevé e] refe­
rendum abrogativo y consultivo do las leyes, reglamentos y cotos 
administrativos generales rio la Región. Los peticionarias dc.l refe­
rendum pueden ser un cierto número do ciudadanos, variable entre 
los 8,000 (Bnsilicata) y los 50.000 (Piamonte],o bien un cierto nú­
mero de Consejos municipales y provinciales. Junto al referendum, 
se instituye en algún ca. o la consulta popular a la población, ex­
tendida incluso en ocasiones a los ciudadanos mayores de dieciseis 
arios (262).
(260) Art. 9 Esb. Reg. Piamonte.
(261j Art. 73 Est. Reg. Toscana.
(262) Art. 64 Est. Reg. Piamonte.
Llegados a este punto y antes do posar al examen de los su­
puestos de participación orgánica, merece la pena detenerse un mo­
mento en el tratamiento del problema de la información. Aparte de 
la que puede obtenerse mediante la intervención en el procet imiento 
administrativo, los estatutos regionales recogen en general el prin­
cipio de la información sobre la actividad de los organismos regio­
nales, "premisa para una efectiva participación democrática'1 (263J, 
"condición para una relación democrática con la comunidad regional" 
(264}. Los medios y formas en que debe articularse este principio 
de información son muy varios. Empezando por la publicidad cíe los 
actos regionales (265), extendida incluso a la obligación de. entre­
gar copia de los mismos a los interesados \_26S); algunos estatutos 
prescriben también la necesaria disponibilidad de los actos y docu­
mentos regionales al examen de los ciudadanos (267). Un paso adelan­
te en las garantías orgánicas del derecho r la información está cons 
tituido por la previsión de específicas publicaciones y bale tiñes 
de los diferentes órganos de la Región (266), y por la utilización 
a tal fin de los medios de información de masas regionales (269),
En algunos casos se instituyen encuentres directos y conferencias
(263) Art. 54 Est. Rea. Lcmbardía, art. 72 Est. Reg. Toscsnc.
(264) Art. 5 Est. Reg. Emilia-.lomarla,
(265) Art. 57 Est. Reg. Marcas, ert. 60 Est. Reg. Emilia-Ronana, art 
6ü Est. Reg. Toscana, art. 3 Est. Reg. Lombardía.
(266) Art. 63 Est. Reg. Puglia.
(267) Art. 62 Est, Reg. Basilicata, art. 32 Est. Reg. Marcas, art.
72 Est. Reg. Toscana, art. 54 Est. Reg. Lombardía.
(260) Art. 62 Est. Reg. Basilicata, art. 36 Est. Reg. Emilia-Rcmana. 
(265) Art. 32 Est. Reg. Marcas, art. 62 Est. Reg. Basilicata, art.
46 Est. Reg. Compañía, art. 54 Est. Reg. Lombardía, art. 72 Ist Reg. 
Toscana
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informativas cc i ciudadanos, asociaciones varias y represen i r.ntes 
de los entes locales (27Uj. Por último, algunas normas señalan que 
la Región debo asumir iniciativas tendentes a asegurar la ni s amplia 
y democrática información de los ciudadanos a través oo su j.n oerven- 
ciín on la organización y control de los servicios públicos inf or— 
mese i vos ( a / I) •
Aún más exiguas son las referencias estatutarias a supuestos 
de participación orgánica, di bien debo entenderse que una t.irec- 
triz política tendente a multiplicar los organismos participados 
queda legitimada por el alcance general del principio participati- 
vo en los estatutos, sus concrecoiones a este nivel son extraordi­
nariamente escasrs o indefinidas y prácticamente operan una gené­
rica remisión a la legislación ordinaria regional.
Algunos preceptos aluden a la necesidad de asegurar y fomentar 
la participación en la gestión de los entes y empresas publicas re­
gionales (272)• c.ste principio se expone con era. 1 precisión en el 
art. 62 dol Estatuto de la Región Emilia-.íornana, que al referirse 
a los entes y empresas regionales prescribe que su ley inst:tutivs 
“debe prever modalidades aptas a asegurar la participación y el con­
trol de los usuarios y de los sujetos directamente interesal os on 
la actividad desarrollada por los entes y empresas regionales"•
Poco más puede decirse como no sea el reflejo indirecto que 
sobre la organización de los entes públicos puedan tener las normas 
que garantizan el respeto rio la Región por las formas de asi cia­
d a  ni srr.o democrático y autogestión y el fomenio de dichas me dolido—
(270) Art, 5 Est. Reg. Piemonte, art. 48 Est. Reg. 
62 Est. R e g . tìasilicata.
(271) Art. 3 Est. Reg. Lombardia, art, 5 Est. Reg.
(272) Art. 50 Est. Reg. Vèneto, art. 58 Est. Reg. 






Con muchos reparos y sin hacer ahora una valoración a fondo 
puede citarse también como formo, participativa con un cierto ele­
mento de concrección orgánica la figura del defensor cívico, pre­
vista por los Estatutos del Lazio, Toscana y Liguria (274J.
íviás atención se presta en su conjunto a la participación - 
interorgánica, si se tiene en cuenta el relieve concedido a la po­
sición jurídica de los entes locales, a su cualificación como uno 
de los principales sujetos de la participación en general, a su 
intervención en el proceso de elaboración de las decisiones progra­
máticas, etc. Algunos estatutos prevén expresamente formas de con­
cierto entre la Región y los entes locales (275), lo que según una 
parte de la doctrina constituye un supuesto de participación
(276).
3.- L¡» ESCASA Y PMCBLEMATICA ACTUACION DE LL6 ESTATUTOS REGIONALES
Transcurridos casi siete años desde la aprobación de los esta­
tutos, el balance de la institucionalización tío la participación en 
las estructuras regionales aparece bastante más pobre de lo que ha­
cen prever las normas estatutarias. Cierto es que el período a que 
se alude no es excesivamente largo y que buena parte de las prescrip­
ciones de ios estatutos tienen un carácter programático y se proyec­
tan mus hacia un futuro mas o menos lejano que hacia el inmediato 






53 Est. Reg. Lombardia, art. 47 Est. Reg, Campania, art.
• Emilia-Romaria.
. 36, 61 y 14 respectivar; ente.
32 est. Reg. Morcas, art. 34 Est. Reg, Lazio, etc.
por ejemplo, CASETTA, "La partecipazione democratica" cit.
aún en período "de rodaje" lento y difícil y que no es sencillo mo­
dificar las estructuras públicas a corto plazo. No puede negarse - 
tampoco que la Región se ha venido consolidando en estos años como 
centro de poder efectivo en el seno de las instituciones públicas.
De todas formas no pueden dejar de señalarse las numerosas contra­
dicciones que han ido surgiendo en estos años con relación a la 
puesta en marcha del aparato regional, así como una cierta timidez 
e indecisión y un no menos perceptible cambio de orientación en la 
política regional restpecto a la línea de progresión parc-ipativa 
prevista por los estatutos.
Buena parte del problema radica en las tensiones entre las 
propias Regiones y el poder central, que hasta ahora han dado corno 
resultado una incompleta versión del cuadro institucional de la Re­
gión a despecho de lo establecido en la Constitución y en los esta­
tutos. De tal mantera que la Región se encuentra privada de capaci­
dad para ejecutar de modo coherente y sistemático una concrección 
del modelo orgánico y funcional estatutario. Esta carencia de po­
sibilidades puede constatarse a tres niveles diferentes, el de las 
competencias jurídicas, el de las finanzas y el de la capacidad téc­
nica de la Región.
El proceso de transferencia de competencias del Estado a la 
Región se ha revelado lento y lleno de escollos, hasta el punto de 
que hoy en día no puede decirse que se haya recorrido un trecho de­
masiado largo. Concebidas las Regiones como centros autónomos de 
poder político y no como meras estructuras de desconcentración ad­
ministrativa, resulta evidente la necesidad de dotarlas de un amplio 
conjunto de competencias, armónicamente coordinadas con las del Es­
tado, sobre las que pueda basarse c: n coherencia el propio indirizzo 
político-administrativo regional. La escueta lista del art. 117 de 
la Constitución podría ser inidónea a este fin, pero siempre cabe la
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posibilidad de completar el cuadro de competencias regionales, sea 
por el carácter abierto del propio elenco del 117 como a través de 
la delegación de funciones administrativas que prevé el art. 118 del 
mismo texto. :
Un primer "paquete" de transferencias se efectuó por decreto 
del Presidente de la República en 1.972. La experiencia de los pri­
meros años y el debate correspondiente pusieron de relieve la nece­
sidad de atribuir a la Región competencias generalizadas sobre en­
teros bloques de materias más que específicas competencias aisladas 
en el marco de los poderes estatales. A esta exigencia proveyó la 
ley delegadora núm. 382/1.975 de 22 de julio, cuyo artículo 1 re­
calca que las transferencias de competencias administrativas del 
Estado a la Región deben efectuarse por "sectores orgánicos" al 
objeto de permitir por parte de las Regiones un "ejercicio orgáni­
co" de las competencias que se transfiriesen y de las ya delegadas. 
El Gobierno encargó a una comisión de expertos, presidida por M.3. 
GIANNINI, la elaboración de un estudio y la redacción de un proyec­
to correlativo para dar cumplimiento al mandato legal. La "Comisión 
Giannini" presento su trabajo en enero de 1.976, ordenando de ma­
nera escrupulosamente coherente las competencias a transferir en 
torno a cinco grupos de materias: territorio, agricultura y adminis­
tración forestal, actividades secundarias y terciarias, sanidad y 
servicios sociales, y actividades culturales (277).
El proyecto presentado por el Gobierno a la consulta de las 
Regiones respondía, sin embargo, en escasísima medida a las conclu­
siones de la "Comisión Giannini". No sólo reducía significativamente *Il
(277) Dicho trabajo ha sido publicado por "Il Mulino" bajo el título
Il completfmonto dell*ordinamento regionale, Bologna, 1.977.
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el numero y la importancia de las competencias a transferir, sino 
que además invertía en algunos puntos la finalidad de la ley, cons­
tituyendo un intento de recuperar para la Administración central 
poderes y competencias ya transferidos en 1.972, lo que, por lo de­
más, ha venido siendo una constante en la legislación especial de 
los últimos años. Por último el citado proyecto, de 18 de febrero 
de 1.977, privaba de organicidad a las transferencias, delegando 
más que nada recortes de competencias y continuando sin resolver 
de esta manera la fragmentariedad de los poderes regionales (278). 
Los decretos delegados de 24 de julio de 1.977 y en especial el 
núm. 616 adolecen de estos mismos defectos, a pesar de las mejoras 
parciales del proyecto obtenidas por las Regiones en la fase consul­
tiva (279).
El segundo problema con el que tropieza la actividad regional 
es el financiero. La escasez de los recursos regionales y la exi­
güidad de la autonomía financiera de las Regiones es un hegho gene­
ralmente reconocido (28C). La ley n2 281 de 1.97G que efectúa la 
reforma tributaria contiene una aplicación excesivamente restricti­
va del art. 119, ap. 1 de la Constitución. La Región queda vincula­
da en buena parte al poder central y más específicamente a la Admi­
nistración del Estado (28l), en contra del esquema constitucional
(278) Cobre el tema, ver F, BASSANINI, "L'attuazione della legge 
382 sull'ordinamento regionale: lo schema di decreto presidenziale 
predisposto dal governa", en Le Regioni, 3, 1,977, p. 335 y ss.
(279) Ver el nùmero monogràfico de Le Regioni, n2. 6 de 1*977 dedi­
cado a tales decretos y en especial el artículo de G. PASTORI "La 
terza fase dell'ordinamento regionale: trasferimenti e riforme nel 
D.P.R. n 2* 616", pp. 1213 y ss, aunque sus observaciones parecen 
demasiado optimistas y benevolentes sarà con el texto del decreto.
(280) Ver por todos, PALADIN, Diritto regionale, cit., pp. 197 y ss.
(281) PREDIERI, II parlamento... cit., p. 62.
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que les prefigura como subordinadas tan sólo al Parlamento, Ello es 
aún más grave en cuanto que tal dependencia financiera existe en es­
pecial con relación al complejo e incontrolado subsistema de las — 
empresas industriales y financieras con participación estatal (262), 
La ley 261 resulta por todo ello especialmente adversa a las expec­
tativas regionalistas.(283). Las Regiones han aratado de superar - 
estas carencias por diferentes medios, entre los que destaca la crea 
ción de propias financieras regionales. Pero con este proceder se 
comienza a reproducir a nivel regional los modelas estructurales 
característicos del nivel central, sin tener en cuenta las previ­
siones reformadoras contenidas en los estatutos. Esto nos conduce 
al tercer problema antes señalado, es decir, las contradicciones de 
la institución de la propia Administración regionu.1.
Ante todo ha resultado fallida, al menos hasta el momento la 
prevista administración de los asuntos regionales por los entes lo­
cales. En realidad este principio estatutario resultaba bastante - 
utópico. Pero es que ni siquiera se ha avanzado demasiado en Bou 
línea antes bien, a la escasez de las delegaciones regionales a los 
entes locales habría que sumar el hecho de la absorción de las com-
(262) Un ejemplc, en materia de administración del territorio, en 
F. MERLONI y P. URBANI, Il governo del territorio, cit., p. 13 y ss,
(283) Durisimo es el juicio de P, BARCELLONA sobre la citada norma­
tiva! "La reforma tributaria, che certo non a caso a coincisso con 
la istituzione delle Regioni, ha ridotto la finanza locale al livel­
lo di "finanza derivata" aggravando paurosamente la crisi finazia- 
ria deali enti locali. Le Regioni e gli enti locali sono sunti pri­
vati di qualsiasi potere di intervento sui meccanismi preposti al 
reperimento delle risorse, accentuandosi anche per questa via il 
proceso di accentramento dei poteri di spessa e di svuotamento del­
la autonomie locali. Si è tentato casi ridurre le Regioni e gli 
enti locali a soggetti erogatori a., denaro pubblico, lasciando ad 
altre sedi il potere di deciderne le destinazione", Stato e Merca- 
to, cit,, p. 153
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potencies de los entes locales por las Regiones. "Se puede conside­
rar -señala PALADIN- (284) que las Regiones no sólo no han ampliado 
--mediante delegaciones- el ámbito de autonomía administrativa pro­
vincial y municipal, sino que más bien se han colocado como entes 
de gobierno de los Municipios, de las Provincias y de las demás ins 
tituciones públicas infrarregionales: bien dirigiendo claramente - 
su actividad según criterios y en atención a finalidades de alcance 
regional, bien sirviéndose de incentivos financieros oportunamente 
destinados, de los que los entes locales pueden gozar siempre que 
su acción se adecúe a las directivas de la Administración financia- 
dora. Con independencia délas previsiones constitucionales, la re­
lación entre las Regiones y los entes autónomos menores se ha de­
finido en términos análogos a aquéllos en les que se realiza la ins 
trumentalización do las propias Regiones por parte del Estado"• A 
esta disfuncionalidad contribuye, sin duda, la falta de una reforma 
de la legislación municipal y provincial, anclada en el esquema au- 
tárquico de la ley de 1.915 así como la falta de renovación del or­
denamiento financiero de provincias y municipios.
Na pudiendo utilizar o no utilizando los servicios administra 
tivos de los entes locales menores, la Región ha comenzado a engran 
decer su propio aparato. Pero en esta perspectiva surgen dos pro­
blemas de no pequeño relieve. Por un lado, la dificultad de formar 
el personal técnico especializado suficiente para el buen funciona­
miento de los servicios regionales. En segundo lugar, no se ha po­
dida evitar una recaida en las prácticas clientelistas tan típicas 
de la Administración italiana. Tampoco puede desconocerse la rela-
(284) Diritto regionale, cit., p. 325. Sobre todo el tema de las re 
laciones entre Región y entes locales, ver pp. 317-336. Sobre la ex 
periencia siciliana, CASSESE, L*amministrazione pubblica in Italia, 
cit., p . 47 y ss.
tiva i n d e p e n d e n c i a  de que goza la tecnocracia regional con relación 
al Consejo, a pesar de las amplísimas atribuciones de éste, lo que 
ha llevado inclusa a algún autor a decir que el proceso de formación 
de la Administración regional no supone sino la sustitución (aún 
imperfecta y conflictiva) de una dirigencia burocrática por otra
(285).
Delegaciones a los entes locales, reforma administrativa anti- 
burocrútica, participación en el proceso de formación de las deci­
siones, fomento de las autonomías, instituciones todas que tienen 
su piedra angular en la programación, al menos de las actividades 
públicas. Pero la programación no existe. Ni hay plan nacional ni 
hay ni pudde haber planos regionales, habida cuenta de la inorga- 
nicidad de las competencias de las Regiones. Los planes de sector 
que han venido aprobándose, par ejemplo, en materia urbanística ca­
recen del punto de referencia de un programa económico general. En 
este sentido han contribuido en una cierta medida a absorver compe­
tencias planificatorias municipales (286).
Dentro de este ambiente general de remisión a no se sabe cuán­
do de una seria acometida de las reformas institucionales, los es­
pecíficas instrumentos de participación que prevén los estatutos 
se ven igualmente inactuados o bien instituidos, pero de manera - 
aislada y en un medio hostil dominado por la tendencia a la nueva 
burocratización y al nuevo centralismo. Pocas son las leyes que 
han dado cumplimiento al mandato de les estatutos en lo que se re­
fiere a la participación. Normalmente se han regulado los derechos 
do iniciativa popular de las leyes, reglamentos y actos administra-
(285) AMATO, “La burocrazia nei pror.essi aecisionali", cit., p. 496. 
(266) MERLONI y URBANI, op. cit., p. 173 y ss.
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tivos del Conseja regional y en algunos casos el referendum (287). 
Tampoco la práctica política y administrativa regional es demasia­
do respetuosa de aquellas prescripciones. C. S'.'URAGLIA ha realiza­
do un balance del desarrollo de la participación en la Región lom­
barda, sin duda una de las más avanzadas política y socialmente de 
toda Italia, durante la primera legislatura regional, es decir, has­
ta 1.975 (288). Estas son sus conclusiones.
Las normas más importantes relativas a la participacióh adop­
tadas por la Región Lombardía durante la primera legislatura se li­
mitan a las leyes que regulan la iniciativa popular para la forma­
ción de las leyes y de ciertos actos administrativos de la Región 
(ley n 9 1/1.971 de dos de octubre), el referendum abrogativo (ley 
n9 26/1.973 de 31 de julio) y las normas provisionales para la - 
consulta y la participación de los entes locales y las organizacio­
nes sociales (ley n9 54/1.973 de 2 de diciembre).
En cuanto a las diversas formas participativas, los resulta­
dos son estos:
a) La iniciativa popular se ha ejercitado escasamente duran­
te la primera legislatura. Tan sólo pueden contarse ocho propuestas 
de ley, de las cuales tan sólo dos llegaron a convertirse en ley.
En el período transcurrido de la segunda legislatura parece obser­
varse una mayor utilización del instituto asi como una más amplia 
diversificación de los sujetos proponentes.
b) Anualmente se ha celebrada una conferencia sobre el presu­
puesto regional, pero sus resultados son totalmente insatisfactorios, 
por la escasez de la información, la brevedad de los plazos para -
(287) BERTI, "La parábola regionale ..", cit., en general.
(288) “L*esperienza partecipativa bella prima legislatura: hilando, 
critiche e prospettive", en Amministrare, 1.976, 4, pp. 619 y ss.
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examinar el proyecto y, en definitiva, por la irrelevante acogida 
de las propuestas presentadas.
c')j En cuanto a las consultas por parte del Conseja regional 
se han verificado en numerosas ocasiones y sobre les temas más im­
portante, pero generalmente se han reducido a un cambio de impre­
siones sin incidenca efectiva sobre el proceso de formación de los 
actos de la Región. Por lo demás ha sido deficitaria la información 
que debe acompañar © la práctica de la consulta y existen quejas — 
sobre ciertas discriminaciones en relación con los sujetos consul­
tados. La consulta se ha extendido a los supuestos de formación de 
leyes y actos administrativos del Consejo, pero no existe en la fa­
se de actuación y de gestión. Sólo se han obtenido buenos resulta­
dos en los casos en que las consultas y encuestas cognoscitivas se 
han llevado a cabo con instrumentos adecuados, información previa 
y detallada y respecto a sectores de actividad muy específicos y 
delimitados.
d) No faltan contactos con los entes locales, pero se han rea­
lizado sin formalidad y con ausencia total de debates públicos. Tam­
bién en este supuesto se observan carencias informativas.
e) Se han producido delegaciones a los entes locales, pero tíe 
manera asistemática e inorgánica. No se ha cumplido el dictado cons­
titucional que considera la delegación como el modo normal de ejer­
cicio de las funciones regionales.
f) Las peticiones e interrogaciones al Consejo no han sido fre 
cuentes y de hecho su relevancia ha sido mínima.
g) En cuanto al problema de la información en general, se ha 
tratado tíe solucionar mediante la publicEición de revistas y boleti­
nes. Pero se considera unánimemente que es uno de los aspectos par- 
ticipativos menos satisfactorios. Se subraya la CEirencia de trans­
misión en tiempo y forma de un adecuado material de documentación
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en relación can el proceso c¡e formación de los actos. Sobre todo 
ha faltado información sobre la fase de actuación y gestión de las 
decisiones.
h) En cuanto a las relaciones con la prensa, señala SMUBAGLIA 
que no se ha hecho un gran esfuerzo por producir una información 
continua y democrática, ni por parte de la Región, ni por parte de 
la prensa ni por ningún otro sujeto interesado.
i) En materia de relaciones con los sindicatos y el mundo eco­
nómico se han verificado por lo general encuentros entre las direc­
ciones, que raramente han llegado ha incluir amplios sectores. Los 
sindicatos han influido en algunas decisiones, pero escasamente en 
las más importantes y en absoluto en la fase de gestión e ejecución, 
respecto de la que se observa una gran limitación, si na ausencia, 
de control sindical.
j) Las relaciones con la Universidad y el sector de la inves­
tigación científica no son mucho mejores. A la creación de un Ins­
tituto Regional de Investigación y a la formulación de un progra­
ma regional de investigación se han sucedido dures criticas sobre 
la forma no participativa de elaboración de dicho programa.
k) Respecto a las relaciones con los ciudadanos “la impresión 
general -dice el citado autor- es que la Región está muy lejos de 
los ciudadanos y que se presenta con estructuras y métodos de go­
bierno más semejantes a los tradicionales del Estado que no a los 
euspiciables para un organismo nueve y democrático" (289). La acce­
sibilidad de los ciudadanos e los datos e informaciones sobre la 
actividad regional parece más teórica que real.
l} Los partidos sen el motor real de la vida regional. Pero 
también en este sentido se observan carencias dada la falta de adap-
(289) Op. et loe, cit., p. 631
tsción de los partidos a la realidad regional. Hay una desconexción 
entre los grupos políticos del Consejo y sus respectivos partidos, 
debido a la inexistente descentralización en el seno de los mismos.
Las conclusiones de SMURAGLIA sobre las deficiencias partici- 
pativas pueden extenderse genéricamente a las demás Regiones (29ü). 
Pero es que además, las características de la experiencia partici- 
pativa regional son paradigmáticas respecte a la valoración que - 
puede hacerse de la participación administrativa en el ordenamiento 
y en la realidad jurídica italiana.
(290} Véasé sobre el tema el volumen colectivo. Bilancio di una le­
gislatura, en Quaderni di studi ree: anali della Fondazione Dii. \/e.i:ii1 
n^ 7, 1.975.
Capítulo IV
CGNCLU3I0N. LA PARTICIPACION ADMINISTRATIVA EN ITALIA: 
IDEOLOGIA, REALIDAD Y PERSPECTIVAS.
Una conclusión final sobre el grado de desarrollo de la par­
ticipación de los ciudadanos en las funciones administrativas en 
Italia no puede ser muy optimista. Nos referimos ahora al genéri­
co y atécnico tomar parte de los ciudadanos, directamente o a tra­
vés de las organizaciones sociales en la adopción de las decisiones 
públicas. La falta de participación real es aún más notoria en - 
cuanto cuanto que se compara, por un lado, con la inflación ideo­
lógica participacionística que ha invadido la vida política italia­
na en los últimos años y, por otra parte, con el abundante refle­
jo normativo que ha tenido esta ideología.
Las causas del fracaso, o al menos de la inexistencia, de la 
participación hay que buscarlas en las características del cuadro 
socio-político italiano. Por no remontarnos al nivel de la infra­
estructura económica, lo que nos llevaría a cuestionar desde el 
principio la compatibilidad entre capitalismo (y especialmente el 
capitalismo monopolista) y participación, nos limitaremos a seña­
lar las deficiencias del cuadro político- institucional.
La participación requiere a este nivel un verdadero pluralis­
mo democrático. Es decir, la existencia de varias agrupaciones po­
líticas y sociales autónomas con posibilidad de intervenir de ma—
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ñera diferenciada en el juego institucional. En último término 
implica la posibilidad real de una alternancia en todas las esca­
las del poder público. El esquema político italiano desde la post­
guerra hasta nuestros días no responde a estas características. En 
primer lugar porque no ha existido ni existe por razones internas 
e internacionales la citada alternancia en el poder. Se ha habla­
do de democracia limitada para describir el sistema político de 
la Italia actual, eh el que un partido se coloca como eje perma­
nente e inamovible del misma. Los demás partidos o gobiernan en 
coalición con aquél c quedan fuera de teda esperanza de partici­
par en el Gobierno.
Dada la falta de una dialéctica poder-oposicién que pueda 
expresarse incluso en la cumbre del poder político, la lucha ins­
titucional se rigidifica por falta de espacio para alternativas 
verosímiles. 0 se está en el Gobierno o se está fuera del siste­
ma. Da la impresión de que en Italia un partido político no pue­
de estar con el sistema y contra el Gobierno.
Los partidos realizan la mediación política última entre los 
diversos intereses sociales, incluso entre aquéllos que se expre­
san igualmente a través de organizaciones o sujetos colectivos es­
pecíficos. Al objeto de nuestra análisis interesa determinar la 
forma en que se realiza esta mediación. Nada mejor para ello que 
observar las características de los dos mayores partidos italianos 
que son los que en definitiva marcan la pauta de la acción políti­
ca e influyen en el modo de actuar de los demás. La Democracia 
Cristiana es un partido heterogéneo de base clientelista. La me­
diación que realiza es, sí, pluralista, pero de tipo corporativo. 
El Partido comunista, por el contr rio, posee una estructura rígi­
da y centralizada, a pesar del cambio de contenido de su estrato-
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gia. La mediación que realiza es de tipo burocrático. Los demás 
partidos menores, incluso el Partido socialista, que nunca ha 
sabido situarse como fuerza autónoma dentro del cuadro político, 
están marcados también, de reflejo, por estas características, an­
te todo por el tipo de mediación clientelista y corporativa, que 
en los últimos tiempos influye incluso en el modo de operar del 
PCI.
Partiendo de estas premisas, la autonomía de los demás su­
jetos institucionales, públicos y privados (regiones, entes loca­
les, sindicatos, organizaciones sociales en general, etc.j no —  
puede ser sino muy relativa. Ello condiciona de modo decisivo la 
naturaleza del cuadro institucional y limita los cauces y las - 
perspectivas del necesario proceso de reforma de las estructuras 
públicas. Este proceso se ha visto inmerso desde su iniciación en 
un mar de contradicciones.
Dejando de lado la insatisfactoria reforma de los Reglamen­
tos de las Cámaras, tendente a recuperar la preeminencia del Par­
lamento en el conjunto de las instituciones, pasemos brevemente 
revista al nudo de la reforma administrativa. Se trataba de dotar 
a la Administración de una mayor eficacia al mismo tiempo que de 
democratizarla en sentido participative, de combatir por tanto el 
burocratismo y el corporativism^) administrativo, de un lodo in­
troduciendo una mayor racionalidad técnica, de otro repolitizandc 
la Administración (2Sl), no en el sentido de convertirla en cam­
po de batalla partidista, sino en el de aumentar los controles ex­
teriores e incluso internos de la actividad de los agentes públi­
cos. Orgánicamente los principales ámbitos de reíorma eran (y si—
(293¿) NIGRO,"Formazioni sociali.. cit., p. SG5.
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gen siendo) la alta burocracia o dirigencia administrativa, la des­
centralización política en favor de los entes locales representa­
tivos y la reordenación de los entes públicos descentralizados fun­
cionalmente, en especial el subsistema de las "participaciones es­
tatales". Estas reformas na se han cumplido o, al menos, no en el 
sentido proyectado (292).
El D. P. R. sobre la diligencia administrativa de 30 de ju­
nio de 1.972 tiene un carácter autoritario y técnocrático, a des­
pecho de toda influencia de la idea participativa o de una amplia­
ción de les controles sobre la alta burocracia. En realidad amplía 
las competencias de los dirigentes administrativos y disminuye su 
responsabilidad, por lo que ofrece la impresión de una concesión 
corporativa del Gobierno a la clase tecnocrática (293).
Sobre las inccngruencias de la descentralización territorial 
política ya hemos hablado más atrás. Las "participaciones estatales" 
no han sido objeto de una reordenación en profundidad, pues no se 
ha pasado de pequeñes retoques sectoriales de no gran alcance y sin 
resultados satisfactorios. Desgraciadamente el aumento del peso de 
los partidos de izquierda en el seno de las instituciones no ha da­
do lugar a un cambio en la forma de gestión de estos entes públicos. 
Solamente se ha producido el fenómeno conocido corno "lotizzazione" , 
es decir, el reparto de la dominación o de la esfera de influencias 
de ceda partido sobre distintos entes públicos. Ha cambiado en al­
gunos casos el titular del poder real, pero no la forma de ejerci­
cio del poder mismo.
Las previsiones sobre la reforma administrativa contenidas 
en la ley n2 685 de 1.967 sobre la programación no se han cumplido,
(292) Ver SLPE, L'efficienza nell*azione.., cit., p. 355 y ss.
(293) F. TRIMARCHI, "Poteri dei dirigenti e partecipazione", cit.
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a pesar del debate subsiguiente y de les trabajes realizados al 
respecto (294).
Dadas tedas estas circunstancias la experiencia de la parti­
cipación administrativa en Italia nc poaia sino ser muy contradic­
toria. Ya se ha visto como las nuevas normas han supuesto.una amplia­
ción del número de los sujetos participantes, de los agentes polí­
tica-administrativo o institucionales en sentido amplio. También 
se ha aumentada el pluralismo de las mismos, entendido como vin­
culación a diferentes centros de poder, más que cómo expresión de 
una real autonomía social. En todo caso, eses centros últimos de 
poder, mediadores en ultima instancia de los intereses sociales - 
son pocas y centralizados. Ello explica la redución oligopolista 
y centralizada de los sujetos participantes en algunos casos, tal 
como ocurre con la participación sindical. Si se tiene en cuenta 
la progresiva burocratización y separación de las bases respectivas 
que caracteriza a la dirección de las diversas organizaciones so­
ciales, se puede llegar a la conclusión de que muchas de las for­
mas participativas significan más que un acercamiento del poder a 
los ciudadanos (o, mejor dicho, de los dudadnos al poder) la sus­
titución de una burocracia por otra o la composición de intereses 
entre las distintas burocracias. Ello sin olvidar, por lo demás, 
la participación oculta de sujetos no reconocidos constitucional­
mente o que, al menos, no gozan jurídicamente de una posición de 
privilegio.
(294) Ver sobre el tema F. TEDESCHINI, "La riforma dell'apparato 
amministrativo nella proposta del 'Proggetto ottanta'", en II fo­
ro amministrativo, 1,974, III, p. 7 d  y ss. El "Proyecto 60" es 
el estudio de reforma administrativ 1 más detallado de estos años. 
Fue preparado por el CIPE (Comité interministerial para la progra­
mación económica) para su realización durante el Programa 1.97D-75. 
Ni el Programa ni el proyecto han sido realizados.
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La crítica de los aspectos subjetivos de la participación se 
ve reafirmada cuando se examinan las diversas formas participati- 
vas. En el ámbito del procedimiento, la apertura al medio social 
comporta ante todo una simple colaboración de los individuos en el 
ejercicio de la acción administrativa. Las posibilidades de influen 
ciar las decisiones del poder público son escasas, así como es muy 
relativa la limitación de la discreccionalidad administrativa que 
se obtiene de esta manera. A ello no es ajeno el hecho de que las 
fórmulas arbitradas al efecto son deficitarias en cuanto a la in­
formación que se suministra a los intervinientes. En general, el 
mayor obtáculo inmediato con que tropieza la tendencia a la parti­
cipación es el del monopolio u oligopolio de la información admi­
nistrativa.
La actividad consultiva de carácter participative está muy 
extendida en la Administración italiana. Sin embargo, en los ca­
sos en que se concreta en formas orgánicas tiene poca incidencia. 
Los supuestos de mayar relevancia política son los de las consul­
tas informales o semiclandestinas, en los que se produce una dis­
criminación subjetiva y asimismo una carencia de información pú­
blica.
Los casos más notorios de participación orgánica no se han 
planteado como estructuras de control de la regularidad de cier­
tas Administraciones, sino que más bien se ha realizado una susti­
tución corporativa o burocrática, como ocurre en el mundo de la es­
cuela y de la seguridad social. Da la impresión de que la preocu­
pación fundamental de los diferentes grupos políticos que parti­
cipan en el proceso legislativo haya sido más que nada la de ase­
gurarse el dominio de ciertas áreas institucionales de influencia 
mediante concesiones mutuas y no la de transformar en esquemas or­
gánicos distintos y más democráticos la presión popular de los úl­
timos arios.
Precisamente a partir de las elecciones del 20 de junio de
1.975, que marcan la consolidación de PCI en la escena política i- 
taliana y la acentuación de una especie de bipartidismo imperfecto, 
se ha podido observar con mayor claridad este féncmeno* En eieccia, 
a medida que ha ido avanzando el proceso de integración ^subordi­
nada) de dicho partido en el sistema político, lo cual en Italia 
parece querer decir en el área gubernativa, la presión poli cica — 
tendente a una reforma de las instituciones ha ido disminuyendo 
en intensidad. Al mismo tiempo se ha acentuado el aislamiento del 
espectro político que queda al margen de los partidos tradiciona­
les. La ilusión participativa se resiente de todo ello, así corno 
el grado de credibilidad en el propio sisaema político,en sus su­
jetos activos y en sus posibilidades de reforma, il proceso par— 
ticipativo iniciado en los años sesenta aparece, pues, como ago­
tado tras la integración del Partido comunista y más aún después 
de la rigidificación del cuadro político que los últimos brotes de 
violencia han favorecido. Las perspectivas no son, pues, muy hala­
güeñas en caso de que se prolongue el actual método de gestión de 
la cosa pública.
En el fondo, se está produciendo un cambio fundamental en las 
formas de gestión del poder político, que no es sólo específico 
de Italia pero que en .este país se produce en el marco de una es­
tructura socio—económica y política muy peculiar y a la manera tan 
italiana de la absorción lenta e imperceptible, cuyo más sutil eje­
cutor, como ya ocurriera con la experiencia del centro-izquierda, 
venía siendo el malogrado Aldo Moro. Pocas decisiones se toman sin 
una previa consulta con los dirigen *.e s  de los principales grupas 
políticos y sindicales. Por su parte, éstos renuncian a poner en 
cuestión la hegemonía democristiana. Ante la falta do una alterna­
tiva global y de una oposición real, con perspectivas de asumir el 
poder, el juego político se convierte en una serie de pactos y con­
cesiones mutuas, cada vez más ocultos, cada vez mas entre los vér­
tices políticos, cada vez más de tipo clientelista y corporativista. 
Si por participación se entiende la integración burocrática de la^ 
organizaciones con poder social efectivo, el objetiva se va cumplien 
do paulatinamente. Desde el inicio de la política del "compromiso 
histórico", que traducida a la terminología política española po­
dría denominarse como política del "consenso", no sólo se ha eli­
minado la oposición efectiva política y social de un amplio espec­
tro de la saciedad italiana, dirigido y organizado detrás del PCI, 
al "régimen" democristiano, sino que incluso se ha logrado impedir 
hasta la fecha la formación de un bloque de oposición organizado, 
sin que hasta ahora haya sido muy decidido el intento socialista en 
este sentido.
Pero el precia de esta integración en términos políticos y de 
desgaste moral no es pequeño. El 44 % de votos contrarios e la fi­
nanciación de los partidos políticos en el referendum de junio de 
este mismo ano es un dato significativo, sobre todo si se tiene en 
cuenta la posición contraria de todos los partidos del llamado ar-* 
co constitucional". Y'ello se explica en buena parte por la falta 
tíe participación en sentido democrático, de acercamienl,o de lc¿ Ad­
ministración al ciudadano y de reforma de las instituciones.
Hay una mayor participación de las direcciones de los parti­
dos (y tíe otras organizaciones), pero una menor participación del 
ciudadano, que ni siquiera se siente partícipe en la vida del par­
tido y ha perdido la tensión moral e ideológica de la lucha por la 
reforma del sistema. Da la impresiór de que aquéllas direcciones 
forman hoy en día parte de una nueva clase dirigente absorbida, de 
una nueva élite dominante que ha sido integrada como lo fue en el
siglo pasado la pequeña burguesía italiana ascendente.
Las perspectivas no son, pues, muy optimistas, aunque es di­
fícil hacer predicciones, sobre todo en una época de aguda crisis 
económica. Pero queda el temor de que la inxistencia de una oposi­
ción política sólida y con expectativas de recambio pueda dar lu­
gar si no a una dictadura de partido único, sí a la "dictadura de 
los partidos unidos", lo que imposibilitaría una reforma decidi­
da y coherente del sistema administrativo y de los serviüios pú­
blicas que, cada vez mós, constituye el condicionamiento funda­
mental de la vida cotidiana.
Aunque la voluntad y la ilusión se obstinen en no admitirlo, 
quien conozca y comprenda mínimamente el espíritu profundo de la 
complicada política italiana no puede dejar de tener la impresión 
de que se está repitiendo con nuevos factores una vieja historia, 
aquélla precisamente que quitaba el sueño al aristócrata sicilia­
no de El Gattopardo alarmado ante la Revolución liberal, pero - 
tranquilizado inmediatamente por la explicación de su sobrino "re­
volucionario": "De lo que se trata es de que todo cambie, para que 
todo siga igual".
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